4
[image: image1.jpg]


[image: image28.png]375

350

325

300

275

° (]
[ ]
[ ]
—o— —o
mar-13 jun-13 sep-13 dic-13 mar-14 jun-14 sep-14 dic-14



CÁMARA DE DIPUTADOS

5
[image: image29.emf]100

125

150

175

200

225

mar-05 jun-05 sep-05 dic-05 mar-06 jun-06 sep-06 dic-06 mar-07 jun-07 sep-07 dic-07 mar-08 jun-08

[image: image30.png]400

350

300

250

200

150 Frgm——0 —9

100 T T T T T T T
mar-05 jun-05 sep-05 dic-05 mar-06 jun-06 sep-06 dic-06




SESIÓN 93ª, EN MARTES 18 DE NOVIEMBRE DE 2014

REPÚBLICA DE CHILE

[image: image35.png]Tasade Precio por libra implicito Saldo de Precio de venta
descuento del pago anticipado Precio total implicito
(c/lb) (c/ib) (c/lb)
8,37% 0,53 0,50 1,03
8,70% 0,55 0,50 1,05





CÁMARA DE DIPUTADOS

LEGISLATURA 362ª

Sesión 93ª, en martes 18 de noviembre de 2014
(Ordinaria, de 11.10 a 18.13 horas)
Presidencia de los señores Cornejo González, don Aldo;
Carmona Soto, don Lautaro, y González Torres, don Rodrigo.
Presidencia accidental del señor Ortiz Novoa, don José Miguel.
Secretario, el señor Landeros Perkič, don Miguel.

Prosecretario, el señor Rojas Gallardo, don Luis.
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VII. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Comunicaciones:

-
Del diputado señor Jiménez por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 13 de noviembre de 2014 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Chahin por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 13 de noviembre de 2014 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
De la diputada señora Pacheco por la cual justifica su inasistencia a la sesión ordinaria del día 12 de noviembre de 2014 por impedimento grave. 


-
Del diputado señor Castro por la cual justifica su inasistencia a la sesión especial del día 12 de noviembre de 2014 por impedimento grave. 


-
Del diputado señor Monckeberg, don Nicolás, por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 13 de noviembre de 2014 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Boric por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 13 de noviembre de 2014 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Tarud por la cual justifica su inasistencia a la sesión de hoy, 18 de noviembre por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Silva por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 13 de noviembre de 2014 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


-
Del diputado señor Macaya por la cual justifica su inasistencia a la sesión del día 13 de noviembre de 2014 por actividades propias de la labor parlamentaria. 


2.
Nota:

-
De la diputada señora Nogueira por la cual informa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, que se ausentará del país por un plazo inferior a treinta días, a contar del 4 de diciembre de 2014, para dirigirse a Panamá. 


3.
Oficios:

-
De la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia mediante el cual solicita, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento de la Corporación, el desarchivo del proyecto de reforma constitucional que incluye al Fiscal Nacional del Ministerio Público entre los funcionarios públicos respecto de los cuales procede la acusación constitucional (Boletín N° 6853-07). 


-
De la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia por el cual solicita el acuerdo de la Sala, de conformidad con el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, para refundir las siguientes mociones: 1. La que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2.128, que Aprueba el Reglamento Orgánico del Servicio de Registro Civil, para permitir la inscripción de nacimiento en el lugar de residencia de los padres (boletín N° 9438-07) y 2. La que modifica la ley sobre Registro Civil, para uniformar los datos de las partidas de nacimiento con los contenidos en los documentos de identificación (boletín N° 9675-07).



Respuestas a Oficios



Contraloría General de la República

-
Diputado González, Posibilidad de verificar el cumplimiento de las observaciones formuladas en el informe final de la auditoría efectuada, en 2013, para evaluar el control administrativo del Sistema de Transporte Público en las Vías del Gran Valparaíso y, en caso contrario, disponga las medidas administrativas correspondientes. (86974 al 3489).


-
Diputado Rathgeb, Motivos por los cuales no se ha dado respuesta al ordinario 
N° 686 de fecha 18 de agosto de 2014, efectuada por el Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Traiguén al señor Contralor Regional de La Araucanía, en la cual se solicita auditoría contable y financiera al Departamento de Salud Municipal de la Municipalidad anteriormente individualizada. (86976 al 5015).


-
Diputada Hernando doña Marcela, Antecedentes relativos a los proyectos observados de la Corporación Municipal de Desarrollo Social de Antofagasta sobre Implementación de sistemas de indicadores de gestión Padem CMDS, Gestión del desarrollo organizacional CMDS e implementación de competencias internas, Modelo de gestión de seguridad de diversas unidades educativas CMDS-Antofagasta 2012 y Certificación ambiental de las unidades educativas de la comuna de Antofagasta, emitiendo un pronunciamiento respecto del procedimiento para certificar su cierre. (86978 al 1295).


-
Diputado Martínez, Determinar la legalidad del cambio de funciones y nueva destinación de la abogada señora María Rebeca Riesco Aguayo, que se desempeñaba como Subdirectora de Recursos Humanos del Servicio de Salud de Ñuble, pasando a ejercer funciones como asesora jurídica en licitaciones y convenios con proveedores en el hospital Herminda Martín, conforme se describe en la intervención adjunta. Adicionalmente, solicita se sirva verificar si el Servicio de Salud de Ñuble ha cumplido lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 20.422 (87763al 986).


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Legalidad del cambio de funciones y nueva destinación de la abogada señora María Riesco Aguayo, que anteriormente se desempañaba como Subdirectora de Recursos Humanos del Servicio de Salud de Ñuble. Asimismo, verifique e indique, si el referido Servicio de Salud ha cumplido con lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 20.422, en los términos que se indican en la petición adjunta. (87763 al 5011).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo


-
Diputado Edwards, Remitir un informe con las razones técnicas que justifican la realización de un nuevo censo, con sólo dos años de preparación. (2205 al 4598).


-
Proyecto de Resolución 107, “Creación de una ley integral de salud mental.” 3458.


-
Diputado Jarpa, Posibilidad de considerar a la municipalidad de San Ignacio de la provincia de Ñuble dentro de las favorecidas con los recursos que se asignarán para el fortalecimiento de la educación pública y evitar el cierre de establecimientos educacionales por la carencia de medios para mantenerlos. (1602al 2108).


-
Diputado Becker, Funcionarios del Ministerio de Educación encargados de asesorar a la Coordinadora de Padres y Apoderados por el Derecho a la Educación, Corpade, en temas de su competencia especificando el nombre, descripción de la función, calificación profesional, remuneración y duración del cargo; precisando la partida presupuestaria con cargo a la cual se pagan sus remuneraciones; y, remitiendo copia de la resolución en que se fundan tales nombramientos. (1603 al 3530).


-
Diputado Chahin, Posibilidad de evacuar respuesta al recurso de reposición interpuesto por la señora Berta Inés Castillo Soto de la comuna de Lautaro contra la Resolución Exenta N° 1015, de 29 de enero de 2014, que rechazó su postulación al bono especial para docentes jubilados, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (1605 al 3138).


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Nombre completo del o de los funcionarios que, bajo la denominación de Jefe de Gabinete, se desempeñan bajo su dependencia y autoridad, señalando su profesión, rol único tributario y remuneración; su forma de contratación y el hecho de participar como Consejero o Director en empresas públicas o en un órgano colegiado; y, las funciones concretas que desempeña. (1622 al 2350).


-
Diputado Pérez don Leopoldo, Nombre completo del o de los funcionarios que, bajo la denominación de Jefe de Gabinete, se desempeñan bajo su dependencia y autoridad, señalando su profesión, rol único tributario y remuneración; su forma de contratación y el hecho de participar como Consejero o Director en empresas públicas o en un órgano colegiado; y, las funciones concretas que desempeña. (1622 al 2370).



Ministerio de Defensa Nacional

-
Diputado Rocafull, Plazos para hacer efectivo el pago de las pensiones por retiros. Asimismo, señale la situación de retraso de pago de la pensión del señor Calor Bustos Orrego, cédula nacional de identidad N° 5.884.007-6, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (4820 al 5078).


-
Proyecto de Resolución 151, “Solicitar a S.E. la Presidenta de la República la adopción de diversas medidas para enfrentar la crisis del agua.” 985.


-
Diputado Squella, Reiterar el oficio N° 3820 de esta Corporación, de fecha 20 de agosto de 2014; y, en definitiva informe respecto de la denuncia medio ambiental que se ha efectuado por 25 vecinos de la comuna de Olmué, Granizo, Paradero 24, Mariano Osorio N° 6720. (1858 al 5018).


-
Proyecto de Resolución 107, “Creación de una ley integral de salud mental.” 3458.


-
Diputado Letelier, Remitir información relacionada con la situación laboral, patrimonial y comercial del integrante del directorio de Coldelco, señor Marcos Lima Aravena. (45 al 4879).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Robles, Vigencia del comodato suscrito con la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días para el uso de un inmueble al final de la calle Compañía de la comuna de Vallenar. (3165 al 5062).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputada Álvarez doña Jenny, Estadística respecto del número de registro de transportistas escolares en la Región de Los Lagos, desagregados por provincias, indicando el porcentaje de accidente que afecta a este tipo de vehículos, sus causas, número de personas lesionadas o fallecidas, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (8140 al 4767).



Intendencias

-
Diputado Van Rysselberghe, reiterar los oficios N° 2295 y 2293 de fecha 9 de julio de 2014, para que informe a esta Cámara sobre las medidas que se adoptaran respecto de las conductas del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Biobío, detalladas en la petición adjunta. (2269 al 4968).


-
Diputado Van Rysselberghe, reiterar los oficios N° 2295 y 2293 de fecha 9 de julio de 2014, para que informe a esta Cámara sobre las medidas que se adoptaran respecto de las conductas del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región del Biobío, detalladas en la petición adjunta. (2647 al 4967).



Servicios

-
Diputado Rathgeb, reiterar el oficio N° 2716 de esta Corporación de fecha 14 de julio de 2014 y, en definitiva, informe a esta Cámara sobre la entrega de los recursos asignados a las comunas de Angol, Renaico, Collipulli, Ercilla, Lumaco, Traiguén, Los Sauces y Purén, con ocasión de la declaración de emergencia emitida por las nevazones que las afectaron durante el mes pasado con los detalles que se precisan en la solicitud que se acompaña. (1673 al 5137).


-
Diputado Carmona, Informe sobre el control que realiza el servicio respecto de las condiciones de seguridad en que laboran los trabajadores de las empresas subcontratistas de la División Salvador de Codelco. (2066 al 3598).



Varios

-
Diputado Espinoza don Fidel, Informe y estadísticas respecto a que si la sociedad anónima deportiva Blanco y Negro, contempla en su modelo de negocios, la formación de jugadores de categorías inferiores, en específico, juveniles y cadetes, bajo la fórmula genérica de fútbol joven. (29668 al 4816).


-
Diputado Pérez don José, Disponer la instalación de una nueva comisaría en Mulchén, en la provincia del Biobío. (915 al 448).


VIII. 
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Rincón, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de otorgar urgencia al proyecto de ley que impone descuentos en las cuentas de electricidad a aquellas personas que tienen domicilio en una comuna en cuyo territorio está ubicada una empresa generadora de electricidad, el que fue ingresado con fecha 19 de junio del año 2013. (5623 de 12/11/2014). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Rincón, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de otorgar urgencia al proyecto de ley que modifica la ley orgánica constitucional del Banco Central con la finalidad de permitir a las cooperativas de ahorro y crédito fiscalizadas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras (SBIF), acceder a créditos y demás beneficios contenidos en el artículo 36 de la ley, el que fue ingresado con fecha 17 de abril del año 2013. (5624 de 12/11/2014). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Rincón, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de otorgar urgencia al proyecto de ley que prohíbe aplicar la cláusula de aceleración de la deuda en un contrato de mutuo hipotecario cuando el bien hipotecado es declarado bien familiar, el que ue ingresado con fecha 17 de abril del año 2013. (5625 de 12/11/2014). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Rincón, Informe a esta Cámara respecto del proceso al que fue sometida la empresa “Proactiva” para comenzar su funcionamiento y, además, las condiciones en la que actualmente ejecuta sus funciones. (5626 de 12/11/2014). A Ministerio Medio Ambiente.


-
Diputado Rincón, Informe a esta Cámara respecto del proceso al que fue sometida la empresa “Proactiva” para comenzar su funcionamiento y, además, las condiciones en la que actualmente ejecuta sus funciones. (5627 de 12/11/2014). A varios.


-
Diputado Rocafull, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el cierre del Centro Comunitario de Salud Familiar 
(Cescof), Miramar René García. (5628 de 12/11/2014). A director del Servicio Municipal de Salud de la Municipalidad de Arica.


-
Diputado Rocafull, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el cierre del Centro Comunitario de Salud Familiar (Cescof), Miramar René García. (5629 de 12/11/2014). A servicios.


-
Diputado Rathgeb, remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la política que se llevara adelante en la presente temporada de cosecha de trigo por parte de la Comercializadora de Trigo S.A. (5630 de 12/11/2014). A Ministerio de Agricultura.


-
Diputada Girardi doña Cristina, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el funcionamiento del Centro de Reparación Especializada de Administración Directa (Cread), de la comuna de Pudahuel. (5631 de 12/11/2014). A directora del Cread Pudahuel.


-
Diputado Rathgeb, informe a esta Cámara respecto a la iniciativa de inversión y calendarización, vinculada al proyecto “Habilitación de la escuela de gendarmería de suboficiales Genchi Traiguén”. (5633 de 12/11/2014). A servicios.


-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara respecto a la iniciativa de inversión y calendarización, vinculada al proyecto “Habilitación de la escuela de gendarmería de suboficiales Genchi Traiguén”. (5634 de 12/11/2014). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara respecto a la iniciativa de inversión y calendarización, vinculada al proyecto “Habilitación de la escuela de gendarmería de suboficiales Genchi Traiguén”. (5635 de 12/11/2014). A Ministerio de Justicia.


-
Diputado Edwards, Circunstancias que rodearon el fallecimiento de la señora Elena Peña Seguel en el Hospital Intercultural de Nueva Imperial, el pasado 15 de octubre, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5645 de 12/11/2014). A director del Hospital de Nueva Imperial.


-
Diputado Edwards, Circunstancias que rodearon el fallecimiento de la señora Elena Peña Seguel en el Hospital Intercultural de Nueva Imperial, el pasado 15 de octubre, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5646 de 12/11/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Edwards, Circunstancias que rodearon el fallecimiento de la señora Elena Peña Seguel en el Hospital Intercultural de Nueva Imperial, el pasado 15 de octubre, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5647 de 12/11/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Hoffmann doña María José, informe acerca de los diálogos ciudadanos sobre reforma educacional, en colegios municipalizados de viña del mar, que convocan la nueva mayoría y el colegio de profesores, según invitación de la secreta-
ría regional ministerial de educación y el diputado señor Rodrigo González torres, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5648 de 12/11/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de evaluar los antecedentes médicos del señor Pablo Barrios Roa de la comuna de Quintero, con el propósito de facilitarle el acceso a los beneficios sociales que correspondan. (5649 de 12/11/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputada Molina doña Andrea, Mecanismos tecnológicos con que cuenta esa repartición pública para la protección del medio ambiente y el presupuesto que se le asigna para ejecutar dichas labores. (5650 de 12/11/2014). A Servicios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de disponer una revisión de la situación previsional de la señora Juana del Rosario Apablaza Swett de la comuna de Quillota y precisar las razones por las cuales le ha sido otorgada una pensión de vejez por un monto ascendente a $ 0,00. (5651 de 12/11/2014). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de evaluar los antecedentes médicos del señor Pablo Barrios Roa de la comuna de Quintero, con el propósito de facilitarle el acceso a los beneficios sociales que correspondan. (5652 de 12/11/2014). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de evaluar los antecedentes médicos del señor Pablo Barrios Roa de la comuna de Quintero, con el propósito de facilitarle el acceso a los beneficios sociales que correspondan. (5653 de 12/11/2014). A servicios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de disponer una revisión de la situación previsional de la señora Juana del Rosario Apablaza Swett de la comuna de Quillota y precisar las razones por las cuales le ha sido otorgada una pensión de vejez por un monto ascendente a $ 0,00. (5654 de 12/11/2014). A servicios.


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de disponer una revisión de la situación previsional de la señora Juana del Rosario Apablaza Swett de la comuna de Quillota y precisar las razones por las cuales le ha sido otorgada una pensión de vejez por un monto ascendente a $ 0,00. (5655 de 12/11/2014). A servicios.


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de interponer sus buenos oficios para concretar el requerimiento habitacional del matrimonio constituido por el señor Ricardo Guichapay Guichapay y la señora María Guenul Caucaman, adultos mayores de la comuna de Coyhaique, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5656 de 12/11/2014). A municipalidades.


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de interponer sus buenos oficios para concretar el requerimiento habitacional del matrimonio constituido por el señor Ricardo Guichapay Guichapay y la señora María Guenul Caucaman, adultos mayores de la comuna de Coyhaique, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5657 de 12/11/2014). A coordinador de Senama Región de Aysén.


-
Diputado Sandoval, Posibilidad de interponer sus buenos oficios para concretar el requerimiento habitacional del matrimonio constituido por el señor Ricardo Guichapay Guichapay y la señora María Guenul Caucaman, adultos mayores de la comuna de Coyhaique, en los términos que plantea en la solicitud que se acompaña. (5658 de 12/11/2014). A servicios.


-
Diputado Silber, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con los cabildos comunales o conversatorios locales realizados en las diversas comunas de la ciudad de Santiago. (5669 de 13/11/2014). A intendencias.


-
Diputado Silber, Remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la construcción y pronta entrega de nuevas unidades policiales en las comunas de Quilicura, Colina, Pudahuel, Lampa y Til-Til. (5670 de 13/11/2014). A intendencias.


-
Diputado Mirosevic, Informe a esta Cámara sobre el actual estado de cumplimiento de todas las cláusulas comprometidas en el año 2004 por el entonces Subsecretario de Transportes, en el acuerdo denominado “Red especial de protección social para el puerto de Arica”, incorporado en la petición adjunta. (5671 de 13/11/2014). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


-
Diputado Mirosevic, informe a esta Cámara sobre el actual estado de cumplimiento de todas las cláusulas comprometidas en el año 2004 por el entonces Subsecretario de Transportes, en el acuerdo denominado “Red especial de protección social para el puerto de Arica”, incorporado en la petición adjunta. (5672 de 13/11/2014). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Rathgeb, Informe a esta Cámara respecto de si están contempladas nuevas oficinas auxiliares de atención en las comunas de Renaico y Ercilla, en la Región de La Araucanía. (5673 de 13/11/2014). A empresas del Estado.


-
Diputado Rathgeb, Reiterar el oficio N° 4094 de esta Cámara, con fecha 2 de septiembre del presente año e informe a esta Corporación si la Reforma Educacional considera el futuro laboral del personal que trabaja en los departamentos de educación municipal, en los términos que se precisan en la solicitud adjunta. (5674 de 13/11/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Rocafull, Remita esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con las actuales posibilidades de traslado de la Planta de Cloración perteneciente a la empresa pública Ecconsa Chile S.A., en concesión a la empresa sanitaria Aguas del Altiplano S.A. (5675 de 13/11/2014). A varios.


-
Diputado Rocafull, Remita esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con el proyecto “Mejoramiento Nudo Tucapel-Luis Valente y Emplames”, en la comuna de Arica. (5676 de 13/11/2014). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Carmona, informe a esta Cámara respecto de la mantención, seguridad y limpieza de las vías en donde transitan los camiones que transportan mineral, en la rotonda ubicada en el acceso a la población Luis Uribe, comuna de Tierra Amarilla. (5677 de 13/11/2014). A servicios.


-
Diputado Carmona, informe a esta Cámara respecto de las normas que regulan el transporte de mineral y, además tenga a bien tomar las acciones pertinentes para el cumplimiento de las mismas. (5678 de 13/11/2014). A Ministerio de Minería.


-
Diputado Jackson, Razones por las cuales no se mediría la vulnerabilidad de los estudiantes pertenecientes a establecimientos educacionales de modalidad de adultos, a través de la elaboración de un Índice de Vulnerabilidad, por Establecimiento, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (5679 de 14/11/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Jackson, Información detallada en la petición adjunta, relacionada con el proceso de postulación al Sistema de Ingreso Prioritario de Equidad Educativa y la utilización del Índice de Vulnerabilidad por Establecimiento, elaborado por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas. (5680 de 14/11/2014). A varios.


-
Diputado Kast, Copia de los contratos a honorarios, el detalle de las funciones, informes realizados, reuniones atendidas y todos los antecedentes de las labores ejercidas el presente año, de los funcionarios que se individualizan en dicha solicitud. (5681 de 14/11/2014). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Kast, Copias de los contratos a honorarios, el detalle de las funciones, informes realizados, reuniones atendidas y todos los antecedentes de las labores ejercidas el presente año, de los funcionarios que se individualizan en dicha solicitud. (5682 de 14/11/2014). A Ministerio Secretaría General de Gobierno.


-
Diputado Kast, Copia del contrato de honorarios, el detalle de las funciones, informes realizados, reuniones atendidas y todos los antecedentes de las labores ejercidas el presente año, por la señora Julia Urquieta Olivares. Asimismo, indique las funciones que realizó en la Comisión Investigadora de la Universidad Arcis, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (5683 de 14/11/2014). A Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


-
Diputado Kast, Antecedentes relativos a la designación de la señora Javiera Parada Ortiz, como Agregada Cultural en los Estados Unidos de Norte América. Asimismo, indique las actividades que ha realizado y el lugar físico en donde desempeña sus funciones laborales, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (5684 de 14/11/2014). A Ministerio de Relaciones Exteriores.


-
Diputado Kast, Copia del contrato de honorarios, el detalle de las funciones, informes realizados, reuniones atendidas y todos los antecedentes de las labores ejercidas el presente año, por el funcionario que se individualiza en dicha solicitud. (5686 de 14/11/2014). A Ministerio de Trabajo y Previsión Social.


-
Diputado Mirosevic, Motivos de la reducción del presupuesto asignado a la Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota. Asimismo, remita el reporte del proyecto de presupuesto para el año 2015, que debió ser aprobado por el Consejo Regional, y enviado a ese Ministerio, en los términos que se indican en la solicitud adjunta. (5687 de 14/11/2014). A Ministerio de Hacienda.


-
Diputado Teillier, Estado de las gestiones conducentes a considerar la enfermedad de Esclerosis Lateral Amiotrófica, en el sistema de Garantías Explícitas en Salud “GES”. (5689 de 14/11/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputado Teillier, Consideración de la enfermedad Crohn (Colitis Ulcerosa), en el sistema de Garantías Explícitas en Salud “GES”. (5690 de 14/11/2014). A Ministerio de Salud.


-
Diputado DE MUSSY, Informe a esta Cámara sobre el actual proceso para someterse a un trasplante de órganos en nuestro país y, además, tenga a bien remitir los antecedentes respecto de la condición de salud de la menor individualizada en la petición adjunta. (5691 de 14/11/2014). A coordinador nacional del Departamento de Coordinación Nacional de Procuramiento y Transplante de Órganos y Tejidos del Ministerio de Salud.


-
Diputada Núñez doña Paulina, Remita a esta Cámara la información que obre en su poder respecto de las deudas que pudieran encontrarse pendientes y que afecten a las propiedad de las personas individualizadas en la solicitud adjunta, producto de las adquisiciones realizadas a la Corporación de Vivienda (Corvi). (5692 de 14/11/2014). A Ministerio de Vivienda y Urbanismo.


-
Diputado Cornejo, remita a esta Cámara la información detallada en la petición adjunta, relacionada con la falla eléctrica que obligó a cerrar las líneas 1,2 y 5 del Metro de Santiago el día 14 de noviembre del presente año. (5693 de 14/11/2014). A Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (117)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IND
VII
37

Álvarez Vera, Jenny
PS
X
58

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Arriagada Macaya, Claudio
DC
RM
25

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bellolio Avaria, Jaime
UDI
RM
30

Berger Fett, Bernardo
RN
XIV
53

Boric Font, Gabriel
IND
XII
60

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cariola Oliva, Karol
PC
RM
19

Carmona Soto, Lautaro
PC
III
5

Carvajal Ambiado, Loreto
PPD
VIII
42

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Chahin Valenzuela, Fuad
DC
IX
49

Chávez Velásquez, Marcelo
DC
VIII
45

Cicardini Milla, Daniella
IND
III
5

Coloma Álamos, Juan Antonio
UDI
RM
31

Cornejo González, Aldo
DC
V
13

De Mussy Hiriart, Felipe
UDI
X
56

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Espejo Yaksic, Sergio
DC
VI
35

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farcas Guendelman, Daniel
PPD
RM
17

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
25

Fernández Allende, Maya
PS
RM
21

Flores García, Iván
DC
XIV
53

Fuentes Castillo, Iván
IND
XI
59

Fuenzalida Figueroa, Gonzalo
RN
XIV
54

Gahona Salazar, Sergio
UDI
IV
7

García García, René Manuel
RN
IX
52

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Gutiérrez Pino, Romilio
UDI
VII
39

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hernando Pérez, Marcela
PRSD
II
4

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Insunza Gregorio de las Heras, Jorge
PPD
IV
9

Jackson Drago, Giorgio
IND
RM
22

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
24

Kast Sommerhoff, Felipe
IND
RM
22

Kort Garriga, Issa
UDI
VI
32

Lavín León, Joaquín
UDI
RM
20

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

León Ramírez, Roberto
DC
VII
36

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VI
33

Lorenzini Basso, Pablo
DC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Melo Contreras, Daniel
PS
RM
27

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Mirosevic Verdugo, Vlado
Liberal de Chile
XV
1

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monckeberg Bruner, Cristián
RN
RM
23

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
RM
18

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Morales Muñoz, Celso
UDI
VII
36

Morano Cornejo, Juan Enrique
DC
XII
60

Nogueira Fernández, Claudia
UDI
RM
19

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Arancibia, Daniel
PC
IV
8

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Núñez Urrutia, Paulina
RN
II
4

Ojeda Uribe, Sergio
DC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
DC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Paulsen Kehr, Diego
RN
IX
49

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Pilowsky Greene, Jaime
DC
RM
24

Poblete Zapata, Roberto
IND.
VIII
47

Provoste Campillay, Yasna
DC
III
6

Rathgeb Schifferli, Jorge
RN
IX
48

Rincón González, Ricardo
DC
VI
33

Rivas Sánchez, Gaspar
RN
V
11

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rocafull López, Luis
PS
XV
1

Rubilar Barahona, Karla
RN
RM
17

Sabag Villalobos, Jorge
DC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
DC
IX
50

Saldívar Auger, Raúl
PS
IV
7

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
DC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Soto Ferrada, Leonardo
PS
RM
30

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Teillier del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
DC
V
15

Trisotti Martínez, Renzo
UDI
I
2

Tuma Zedán, Joaquín
PPD
IX
51

Turres Figueroa, Marisol
UDI
X
57

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Urízar Muñoz, Christian
PS
V
10

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Urrutia Soto, Osvaldo
UDI
V
14

Vallejo Dowling, Camila
PC
RM
26

Vallespín López, Patricio
DC
X
57

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Venegas Cárdenas, Mario
DC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Walker Prieto, Matías
DC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

-Concurrieron, además, el ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes; el ministro de Educación Pública, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y el ministro secretario general de la Presidencia, señor Álvaro Elizalde Soto.

-Se contó con la asistencia, también, del director de Presupuestos, señor Sergio Granados Aguilar.

-No estuvo presente por encontrarse en misión oficial, el diputado señor Juan Castro González.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.

El señor CORNEJO (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor CORNEJO (Presidente).- El acta de la sesión 85ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 86ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor ROJAS (Prosecretario) da lectura a la Cuenta.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor CORNEJO (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los jefes de los Comités parlamentarios bajo la presidencia del diputado señor Aldo Cornejo, adoptaron, por unanimidad, los siguientes acuerdos:

1.- Tomar conocimiento de las tablas de las sesiones ordinarias de la semana, documento que se encuentra a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados en sus pupitres electrónicos.

2.- Rendir los siguientes homenajes:

a) En la sesión ordinaria del miércoles 10 de diciembre, después del Orden del Día, a las selecciones chilenas femenina y masculina de fútbol calle, campeonas en el mundial que se realizó en nuestro país en octubre pasado.

b) En la sesión ordinaria del miércoles 26 de noviembre, después del Orden del Día, a los hermanos Campos, por su aporte a la música y folclor nacional. Cabe recordar que Eleodoro Campos falleció recientemente.

3.- Proceder a la votación del proyecto que modifica la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, fortaleciendo los consejos regionales, a las 13.00 horas de la sesión de hoy.

4.- Trasladar para el martes 25 de noviembre próximo la sesión especial pedida para analizar los problemas sobre seguridad ciudadana.

DESARCHIVO DE PROYECTO

El señor CORNEJO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, mediante la cual solicita, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento de la Corporación, el desarchivo del proyecto de reforma constitucional que incluye al fiscal nacional del Ministerio Público entre los funcionarios públicos respecto de los cuales procede la acusación constitucional.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

FUSIÓN DE PROYECTOS

El señor CORNEJO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, mediante la cual solicita el acuerdo de la Sala, de conformidad con el artículo 17 A de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, para refundir las siguientes mociones: la que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2.128, que aprueba el Reglamento Orgánico del Servicio de Registro Civil para permitir la inscripción de nacimiento en el lugar de residencia de los padres (boletín N° 9438-07), y la que modifica la ley sobre Registro Civil para uniformar los datos de las partidas de nacimiento con los contenidos en los documentos de identificación. (boletín N° 9675-07).

¿Habría acuerdo?

Acordado.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN DE AGRICULTURA, SILVICULTURA
Y DESARROLLO RURAL

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, solicito que el proyecto que aprueba el Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura, y sus dos anexos, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001, sea enviado a la Comisión de Agricultura.

El señor CORNEJO (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para acceder a la petición de la diputada señora Denise Pascal.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA 2015 (Primer trámite constitucional. Boletín N° 9600‐05)

El señor CORNEJO (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015.

Antecedentes:

-Mensajes, sesión 74ª de la presente legislatura, en 1 de octubre de 2014. Documentos de la Cuenta N° 1. 

-Informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Documentos de la Cuenta 
N° 13 de este boletín.

El señor CORNEJO (Presidente).- Antes de iniciar el debate, informo a la Sala sobre los acuerdos de los Comités parlamentarios:

1. El proyecto que modifica la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, fortaleciendo los consejos regionales, se votará a las 13.00 horas de la sesión de hoy. Dicha iniciativa contiene normas de rango orgánico constitucional.

2. El procedimiento para el estudio del proyecto de Ley de Presupuestos será el siguiente:

Destinar la sesión de hoy, de 11.00 a 17.00 horas, para la discusión en general del proyecto, tiempo distribuido proporcionalmente entre los distintos Comités parlamentarios.

Al término de las seis horas de debate, se procederá a su votación en general.
En discusión general el proyecto.

Tiene la palabra el diputado señor Issa Kort.
El señor KORT.- Señor Presidente, en el inicio de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente a 2015, echo de menos la presencia en la Sala de alguna autoridad del Poder Ejecutivo.

Sin duda, se trata de una discusión que siempre es importante, porque se trata de recursos con los cuales buscamos hacer justicia y lograr igualdad respecto de las personas que más necesitan el apoyo del gobierno.

Año a año se repite que la Ley de Presupuestos para el Sector Público es la iniciativa más importante que se discute en el Congreso Nacional, y es la razón por la cual todos los gobiernos se la juegan para que sea una propuesta ambiciosa; no obstante, tiene que ser acorde con la realidad del país y no necesariamente con la realidad ideológica que caracteriza a un determinado gobierno.

El gobierno ha hecho un planteamiento al Congreso Nacional, en el cual se destaca su deseo de tener un crecimiento importante en ciertas carteras, por ejemplo, en la de Salud, cuyo presupuesto, en concreto, crecerá 11 por ciento respecto de este año. Pero hemos visto que, a la fecha, esa cartera no ha sido capaz de ejecutar el 80 por ciento del presupuesto de este año. Por lo tanto, qué justificación tiene el gobierno para pedirnos que aprobemos una iniciativa que está aumentando más de 11 por ciento el presupuesto de una cartera determinada, cuando hemos visto que ella ni siquiera ha tenido la capacidad para ejecutar el presupuesto de este año.

Estoy de acuerdo con que el gobierno quiera cumplir las propuestas hechas durante la campaña, pero quiero hacer un llamado al Poder Ejecutivo a que considere la realidad en la que está enfrentado y enfrascado nuestro país: desaceleración, falta de crecimiento y falta de confianza de los inversionistas y del mercado en la estructura macro- y microeconómica del país. 

Con preocupación, vemos cómo ha aumentado el desempleo y ha caído la inversión privada. La justificación que nos entrega el Poder Ejecutivo, ante la baja inversión de los privados, es que eso se va a compensar a través del aumento del gasto fiscal, el cual aumenta, específicamente, a través de la Ley de Presupuestos. Ese es un error garrafal. Es un error querer aumentar el gasto público. Lo que tenemos que promover como Congreso Nacional 
-separemos los Poderes del Estado- es aumentar la inversión pública, que es distinto del gasto público, porque se entiende por gasto aquello que no se va a poder recuperar ni redituará socialmente. 

Por eso, nosotros vamos a apoyar partidas que den cuenta de una inversión de parte del Estado en infraestructura, en crecimiento, en necesidades reales y concretas que tiene nuestro país; pero vemos con preocupación que la solución al frenazo fiscal pasa por aumentar el gasto público.

Se han dado a conocer las cifras del Imacec a nivel regional y nacional, y con preocupación se advierte cómo algunas regiones enfrentan una situación negativa, están en retroceso. Se dejó de crecer constantemente. ¿A quién va a afectar eso? Única y exclusivamente a los sectores más pobres y que tienen menos oportunidades. 

Sin duda, hay partidas que vamos a apoyar.

Reconocemos que se han mantenido programas que se iniciaron durante el gobierno anterior. Tuvimos la posibilidad de estar con la ministra de Vivienda en la ciudad de Rancagua, discutiendo la continuidad del subsidio del programa Segunda Oportunidad, que, como plan piloto, se iniciará en Bajos de Mena y en la población Vicuña Mackenna, de Rancagua. Recogimos la urgencia y la preocupación de tantos dirigentes y vecinos de dicha población, quienes esperan con incertidumbre la continuidad de ese programa. Pues bien, lo conversamos con la ministra de Vivienda, y en la reunión que sostuvimos con los dirigentes, les explicó que el programa seguirá. En esa oportunidad, nosotros nos comprometimos a respaldar ese tipo de iniciativas.

Quiero aclarar que no vamos a hacer una oposición que solo se la juegue por una ideología 
-como hemos visto que muchas veces lo ha hecho el oficialismo-, sino que vamos a aportar ideas para que este presupuesto esté destinado a mejorar la calidad de vida de los chilenos, no a empeorarla.

Al terminar mi intervención, hago un llamado para que el gobierno ponga atención en dos áreas fundamentales para el desarrollo del país.

En primer lugar, hago un llamado a presentar una indicación -aunque sé que va a ser declarada inadmisible- para que el Ministerio de Minería se comprometa de una vez por todas a mejorar los estándares en seguridad minera, pues, en lo que va de estos dos últimos meses, en la mina El Teniente, de Rancagua, hemos lamentado los accidentes fatales de dos operarios de empresas contratistas, quienes perdieron la vida debido a la falta de seguridad. 

Por eso, exigimos al gobierno que aumente los recursos para que ese tipo de circunstancias no se repitan. Muchas veces hacemos oídos sordos ante la realidad del país. No queremos que se repita el sufrimiento y el duelo que viven esas familias.

Por lo tanto, reitero nuestro llamado a la cartera de Minería, para que aumente los recursos destinados a asegurar las investigaciones en esta materia en la gran y la pequeña minería.

En segundo lugar, pido que nos hagamos cargo de la producción de energía sustentable. Para eso, hago un llamado al Ministerio de Energía.

Señor Presidente, saludo y celebro la presencia del ministro de Hacienda, pues es importantísimo que recoja las intervenciones de cada diputado, tanto del oficialismo como de la Oposición, a fin de enriquecer el diálogo, tan necesario en el Congreso Nacional.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pablo Lorenzini.

El señor LORENZINI.- Señor Presidente, ojalá que tengamos una discusión presupuestaria acorde con lo que significa el presupuesto para nuestro país. Como se sabe, es la principal iniciativa de ley que el Parlamento debe aprobar o rechazar.

Más que un tema ideológico o político, se trata de un tema ciudadano. De hecho, hemos trabajado arduamente en las distintas subcomisiones, y en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, donde una mitad de los parlamentarios es de gobierno, y la otra, de oposición; una mitad son diputados, y la otra -buenos para tomar café-, senadores. 

Ha sido un debate amplio, con distintos cuestionamientos, posiciones y afirmaciones, pero que terminaron en el compromiso de restituir cuestiones que se perdieron durante algún tiempo; en el caso de aquellas cosas que no fueron incluidas de inmediato en el presupuesto, es importante que quede establecido el compromiso del gobierno y de sus autoridades para que dentro de los próximos meses, en 2015, se entregue una respuesta sobre el particular al Congreso Nacional, que es el que aprueba el presupuesto. 

Es así que hace unos instantes firmamos un protocolo de acuerdo que incluye 18 temas, partiendo por el compromiso de estudiar el problema de los honorarios, al cual se agregan materias relacionadas con las carteras de Agricultura, Economía, Hacienda, Educación, Justicia, Defensa, Obras Públicas, Salud, Trabajo, Bienes Nacionales, Vivienda, Transportes -tan de moda-, Secretaría General de Gobierno, Secretaría General de la Presidencia, Energía, Medio Ambiente, etcétera.

Además, incluye la evaluación y resultados -informados directamente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos- sobre 26 programas de gobierno. Se trata de 26 servicios cuya evaluación determinará si cumplen con los requisitos.

Claramente, entonces, el presupuesto debiera marchar. El referido protocolo está a disposición de todos los diputados. Me habría gustado que los colegas de oposición nos hubieran acompañado en este protocolo, pues varias de las ideas que plantearon en las subcomisiones fueron recogidas en este documento. En tal sentido, agradecemos la deferencia del ministro de Hacienda.

Con todo, a mí me gusta más mirar hacia adelante. No basta con tener un presupuesto reactivador y macizo. La Presidenta Bachelet fue clara al decir que este presupuesto va a permitir que el país retome, recupere su senda de actividad y de crecimiento. Pero para ello se requiere ejecutar el presupuesto. Aquí tengo mis dudas, por cuanto en este país durante los meses de enero, febrero, marzo y abril los presupuestos no se ejecutan: que las vacaciones, que los intercambios, que el bailoteo -como dice el diputado René Manuel García-, que la playa, en fin. Así, recién a fines de marzo o de abril la autoridad comienza a hacer los papelitos, a los cuales también estamos muy acostumbrados. Entonces, para aprobar un proyecto y presentarlo a las autoridades respectivas, se requiere ser abogado, como dijo el diputado Rincón el otro día, porque hay que tener un libro de papeles.

Por lo tanto, primero se requiere simplificar la burocracia. Los papeles que se necesiten, obviamente hay que tenerlos, pero hay mucho baipaseo: pasar por un lado, por el otro; que el municipio, que el gobierno regional, que va a Santiago, que vuelve, que el “Serplan”, que el “Serplin”, que el “Serplon”; hasta el Mepco de repente aparece en estos papelitos, señor Presidente. Entonces, la tarea es simplificar estas cuestiones.

Segundo -lo digo con mucho respeto-, en enero, febrero y marzo no debería salir de vacaciones ningún funcionario de los ministerios, de los gobiernos regionales y de los municipios hasta no tener copados los proyectos que dichas entidades van a presentar al gobierno. Si esto se hace en abril, entre que licitan, que la página, que no sé qué, a lo que debemos agregar que en algunas regiones, sobre todo del sur, llueve mucho y se hace difícil trabajar en algunas áreas, entonces se concluye que por allá por junio o julio tampoco lo podrán hacer. En consecuencia, nos encontramos con que recién en agosto se comienza a ejecutar el presupuesto, y, obviamente, en los últimos tres meses del año corremos para cumplir: los intendentes se vuelven locos, y muchas veces se saltan los reglamentos, se saltan los formularios y asignan en forma directa; espero que no a algún amigo.

Tal como lo envió la Presidenta de la República, este es un buen presupuesto: se trabajó bien y está claro. ¡Hay plata, señor Presidente! Lo único que hay para 2015, en este presupuesto, es plata. Pero no basta con tener la plata si no la sabemos ejecutar a tiempo y bien. Por eso se justifica la evaluación de programas. Creo que ahí está la cuestión: pongámonos a trabajar. Ministro, por favor, demos las instrucciones a los ministerios, a la Dirección de Presupuestos; no hay vacaciones hasta que no tengamos proyectos para copar los distintos ministerios, porque como se trata de dar trabajo a la gente, a los jóvenes, a las mamás, en enero se tienen que estar ejecutando esos trabajos.

Voy a pedir a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos que nos reunamos a fines de abril o a comienzos de mayo para evaluar la situación. Así, al ministerio que no haya gastado sobre el 25 por ciento de su presupuesto a esas alturas, se le quitan las platas, que se irán a un ministerio eficiente; a las regiones que estén flojas, se les quita la plata y se redestinan a aquellas eficientes. De eso se trata. 

Por último, mis agradecimientos al ministro y mis saludos a los empleados públicos, quienes recibirán 6 por ciento de reajuste junto con este presupuesto.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Recabo la unanimidad de la Sala para autorizar el ingreso del director de Presupuestos.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra la diputada señora Denise Pascal.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, para nosotros es importantísimo estar tratando el primer presupuesto de la administración de la Presidenta Bachelet, quien propuso al país grandes desafíos programáticos, entre los cuales destacan la reforma educacional y el fortalecimiento de la salud pública.

Para financiarlos de manera sustentable, presentó la reforma tributaria, aprobada en septiembre pasado y publicada como ley N° 20.780, que además avanza en construir un nuevo sistema tributario, más progresivo y con más equidad tributaria.

Tal como se comprometió durante su campaña presidencial y durante la tramitación de la reforma tributaria, vemos reflejada la mayor recaudación fiscal de 8.300 millones en el aumento existente en áreas como educación y salud.

No cabe duda de que avanzar en el presupuesto de la nación es básico para atender las necesidades de las comunas, de los distritos, de las regiones y, en general, del país. 

La ralentización de la economía, que comenzó en 2013, ha impuesto una prioridad al proyecto de Ley de Presupuestos para 2015, a saber, incrementar y acelerar las inversiones públicas y la creación de empleo. Por lo tanto, es una materia de reactivación.

El presupuesto del Ministerio de Obras Públicas se incrementa en 11,8 por ciento, concentrando su crecimiento en áreas como vialidad y conectividad, lo que me parece muy importante.

En cuanto a los recursos hídricos, se contemplan 68.885.000.000 de pesos en mejoras a los sistemas de agua potable rural. 

Para quienes representamos a zonas rurales ello es esencial, y lo apoyaremos con mucha fuerza. 

Otro aspecto importante es el incremento del FNDR en 15,7 por ciento, lo que significará un mejor trabajo en las distintas regiones y comunas del país. No hay duda sobre los avances en los diferentes aspectos programáticos. Por ejemplo, en Educación, el presupuesto aumenta en 10,2 por ciento, lo que es importantísimo.

El hecho de convenir con el Cruch una política de financiamiento que empiece a dar señales de apoyo a las universidades estatales, como todos esperamos, manteniendo un trato equitativo con las universidades regionales, es básico para incentivar la política de una educación superior gratuita, especialmente en aquellas universidades tradicionales, en las que muchos de nosotros estudiamos.

Este aspecto también podemos verlo en el presupuesto del Ministerio de Vivienda y Urbanismo en torno a los desarrollos urbanos, en el sistema de protección social, como también en otras áreas. 

Ojalá el incremento en Salud hubiese sido mayor, dada la necesidad evidente de mejorar la salud pública, especialmente la salud primaria. Necesitamos cubrir las necesidades de infraestructura de nuestras regiones. En mi distrito, la construcción del hospital de Melipilla es una necesidad clara y precisa. Espero que se inicien las obras el próximo año para demostrar a la comunidad que cumplimos nuestros compromisos. La Presidenta de la República, durante su campaña, manifestó que en 2015 se construiría el nuevo hospital de Melipilla.

El otro punto importante es la transferencia de fondos a los municipios, a través del Programa de Desarrollo Local, que crece 76,1 por ciento, lo que significa una gestión mayor para los municipios y un incentivo para su desarrollo.

Me preocupan los fondos asignados al Ministerio de Agricultura, por lo que presentaré una indicación.

Señor Presidente, por su intermedio quiero manifestarle al ministro de Hacienda que me preocupa mucho el poco financiamiento entregado dicha secretaría de Estado. 

Somos un país que quiere ser potencia agroalimentaria, pero para ser exportadores necesitamos crecer, y para ello se requiere apoyar de manera especial a los pequeños y medianos agricultores. En ese sentido, es mínimo el crecimiento que registra el presupuesto del Indap. 

Nos preocupa mucho el sistema de apoyo hacia los sectores más pequeños, como es el caso de los beneficiarios del Prodesal, que esperamos que se incentiven y crezcan. Es necesario regularizar su situación, dado que hoy se encuentran en terreno de nadie, pues no dependen directamente de las municipalidades ni del Indap. Además, el presupuesto no contempla una serie de necesidades de esos pequeños productores, por ejemplo, el aumento de recursos para cubrir el gasto en gasolina, ya que para el desarrollo de su actividad emplean sus propios vehículos. Así, podremos ver su realidad.

Por último, me preocupa el presupuesto de la Conaf, que no está de acuerdo con las necesidades del país. Ya estamos en el inicio de la época de los incendios forestales, y el presupuesto crece prácticamente nada. 

Por lo tanto, presentaremos una indicación para aumentar el presupuesto de esa Corporación.

Reitero: este es el primer presupuesto real de este gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, ya que el actual presupuesto es heredado del gobierno anterior.

He dicho.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, le solicito que recabe el acuerdo de la Sala para que puedan ingresar el señor Julio Valladares y la señorita Macarena Lobos, asesores del ministro de Hacienda.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por el diputado señor Ortiz?

No hay acuerdo.

Tiene la palabra, por doce minutos, el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, al proyecto de Ley de Presupuestos para 2015 se agrega el protocolo de acuerdo que suscribimos esta mañana con el ministro de Hacienda, referente a ciertas materias de algunas partidas sobre las cuales hubo compromisos de parte del personero. 

Se logró firmar ese acuerdo con todas las bancadas y por quienes integramos la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

Por lo tanto, vaya mi reconocimiento al ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, y al director de Presupuestos, señor Sergio Granados, quienes cumplieron su palabra. La ciudadanía verá que se cumple el compromiso del gobierno, que, en el caso del Ministerio de Hacienda, encabeza el señor Alberto Arenas. Muchas gracias, señor ministro de Hacienda. Nos sentimos conformes y contentos con su trabajo.

Ahora bien, sin duda alguna, dada la implicancia que tiene para cada uno de los chilenos y chilenas, el proyecto de Ley de Presupuestos es el más trascendente de los que se discuten cada año en el Congreso Nacional. Por medio de él determinamos cuánto se gastará el año venidero y cuánto se asignará a los distintos sectores de la actividad pública.

El presupuesto para el próximo año -vale la pena recordarlo- es el primero preparado por el actual gobierno de la Presidenta Bachelet, ya que el anterior lo heredó -lo heredó Chile- del gobierno saliente. 

Este presupuesto permitirá poner en marcha el gran programa de gobierno que apoyó la mayoría del país -que no fue menor- y la implementación de las reformas prometidas, las cuales deben materializarse, especialmente en las áreas de Educación, Salud y Protección Social, para lo cual resultará fundamental la recaudación que se logre a través de la reforma tributaria que aprobamos recientemente, que hoy es ley de la república, que considera recaudar en régimen 8.300 millones de dólares adicionales.

Pero este presupuesto se ocupa no solo de atender los distintos compromisos programáticos en los que el gobierno ha empeñado su palabra con la ciudadanía, sino también de mantener la sustentabilidad de los distintos programas que se han venido realizando eficientemente, y, además, se hace cargo del problema de la desaceleración económica que se ha comentado tanto aquí, la cual, según dicen algunos como una forma de ignorarla, solo habría afectado a Chile. Al contrario, la desaceleración ha afectado a todo el orbe durante el último período, como consecuencia de los problemas económicos que aquejan a la economía mundial. No hay que olvidar eso, y no hay que ser egoístas ni pensar que nosotros somos los culpables. Chile no es culpable de la desaceleración, sino el mundo en que vivimos. La econo-
mía mundial no está en buena forma.

Pese a las advertencias sobre todo ello, no se adoptaron las necesarias medidas contracíclicas en el gobierno que salió, que realizó perspectivas por sobre la estimación que poseía la mayoría de los analistas en el país.

En este presupuesto quiero resaltar especialmente el aporte fundamental que se está realizando para mejorar la calidad y la inclusión en materia educativa de nuestra población. Ello es esencial en el programa de gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. De una vez por todas, la educación es la prioridad. 

El hecho de que Educación tenga un crecimiento presupuestario de 10,2 por ciento ya demuestra su importancia y la prioridad que se le ha colocado a fin de que, en el mediano plazo, Chile pueda recuperar lo que se ha perdido en el sector, y así la mayoría de los chilenos y chilenas tengan acceso a una educación de calidad, gratuita y sin ningún tipo de discriminación en su acceso.

Creo que este presupuesto se enfoca en ese objetivo, y, sin duda, será un instrumento eficaz para combatir la desigualdad en esa materia.

La inversión en salud, que aumenta en 85 por ciento su inversión en obras, es también, no cabe duda, muy destacable, por cuanto mediante ella se podrá dar inicio a un ambicioso plan de inversiones para elevar las capacidades de diagnóstico y resolución de la red pública, la única capaz de llegar a todos los chilenos y chilenas.

La inversión en vivienda, que crece prácticamente 20 por ciento, da cuenta de la necesidad de seguir impulsando la ejecución y concreción de soluciones habitacionales que han sido postergadas por malas políticas anteriores, y de continuar con los programas de reconstrucción que han quedado pendientes desde las últimas catástrofes que han afectado al país. 

No olvidemos los subsidios “truchos”, como los llama la gente. Ese es un engaño que se le hizo a los chilenos, y hoy lo estamos corrigiendo.

El hecho de que el gasto en protección social alcance prácticamente al 68 por ciento del actual presupuesto da muestras claras del foco en el que están puestas las prioridades de nuestro gobierno para ir en apoyo de los sectores más vulnerables, como, por supuesto, los adultos mayores -quienes prácticamente no reciben nada, esta vez recibirán, porque son una preocupación del actual gobierno-, las personas que deben acogerse a la reforma previsional, los jóvenes y los pueblos originarios. De ello da cuenta este presupuesto, y explica el porqué de esta focalización prioritaria.

En mi caso, como diputado de región, necesariamente debo destacar el aumento de los fondos que serán decididos en las distintas regiones -Los Ríos es ya una región modelo- en 16 por ciento, respecto de los cuales esperamos una equitativa y adecuada inversión en todos los territorios que componen las zonas más alejadas del centro político y administrativo del país. 

Más allá de extenderme en cada uno de los distintos aspectos que posee este presupuesto, lo verdaderamente importante es que aborda los compromisos programáticos con responsabilidad y realismo, que no descuida el dirigir la inversión de los recursos hacia el objetivo de mantener el dinamismo de nuestra economía -en un mundo en el que las grandes potencias hoy pasan por momentos álgidos y, en algunos casos, muy preocupantes-, y que, por sobre todo, tiene como principal objetivo el crecimiento y el desarrollo humano de quienes habitamos este territorio 
-así lo manifestó nuestro ministro de Hacienda y así estamos llegando a ello; por eso les pido paciencia a quienes no entienden esta desaceleración en la economía mundial-, a fin de que, sin eludir la coyuntura presente, pueda enfocarse -como dice el ministro- en la construcción gradual de un Chile con mayores niveles de acceso a los bienes públicos, como debe corresponder a un país que pretende comprometerse con un trato -hoy todavía no lo tenemos- cada vez más fraterno entre las personas, incluso en el ámbito parlamentario.

Ojalá nos vayamos entendiendo en la medida en que avancemos en el cumplimiento del presupuesto de la nación que este gobierno está logrando, con dignidad y respetando los derechos de la ciudadanía. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Rathgeb.

El señor RATHGEB.- Señor Presidente, este es el primer presupuesto de la nación elaborado por el segundo gobierno de la Presidenta Bachelet. 

Por supuesto, uno siempre desea que haya más recursos para la agricultura, la educación, el emprendimiento, la salud, la economía, la vivienda, y, por supuesto, para los gobiernos regionales y para cada una de las comunas que representamos como diputados. En mi caso, me refiero a las comunas de Angol, Renaico, Traiguén, Lumaco, Los Sauces, Purén, Collipulli y Ercilla. 

También pienso en la Región de La Araucanía y en la dificultad que hoy la hace ser noticia, no precisamente por los emprendimientos, las iniciativas, la cantidad de recursos que se invierten, el número de empleos que en ella se generan, sino más que nada por la situación de inseguridad que se vive en toda nuestra zona.

Reitero: se trata del primer presupuesto elaborado por el segundo gobierno de la Presidenta Bachelet. Estamos dispuestos a respaldarlo, pero tengan la certeza de que los diputados de Renovación Nacional estaremos fiscalizando para que los recursos finalmente se inviertan en lo que en él se indica. 

Asimismo, colaboraremos para que los recursos lleguen a todos los chilenos y chilenas, y estaremos fiscalizando cada peso que se derive o que no se esté invirtiendo como corresponde. 

Renovación Nacional se ha caracterizado siempre por la transparencia. Por tanto, estaremos pendientes de que los recursos destinados a todos los chilenos y chilenas les lleguen a todos; de que esto no se quede solo en bonitos discursos, en ideas, sino que finalmente esos fondos beneficien a la gente que vive en el campo y en la ciudad, a la gente que tiene la esperanza de un mundo mejor, a la gente que desea que la Cámara de Diputados apruebe un presupuesto que, como dije, beneficie a todos los sectores políticos y a todas las actividades que desarrolla el país.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Lautaro Carmona.

El señor CARMONA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar al ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, y al director de Presupuestos, señor Sergio Granados.

En segundo término, considero que el proyecto de Ley de Presupuestos es absolutamente coherente y consecuente con la propuesta y el compromiso programático del gobierno de la Nueva Mayoría, que encabeza la Presidenta Michelle Bachelet.

Valoro considerablemente algunas de las afirmaciones realizadas por el colega que me antecedió en el uso de la palabra. Si su motivación se orienta a fiscalizar que cada peso del presupuesto se destine a aquello que se comprometa en este debate -reitero que el presupuesto va en línea directa con el compromiso del gobierno y sus propuestas programáticas-, entiendo que la disposición positiva transmitida por él es la de ser un actor activo para fiscalizar que el programa del gobierno se cumpla, lo que es muy bueno.

Como lo demuestra este debate, el programa contiene grandes reformas, sin letra chica, cuyo propósito es hacer transformaciones profundas en la realidad de la vida general de las personas y en el desarrollo del país.

Se trata, entonces, de un presupuesto que tiene dos grandes desafíos y motivaciones: uno, cruzarse contra la desaceleración económica, que se relaciona con un contexto internacional, porque el problema no se reduce a Chile ni tiene su origen en el gobierno de la Nueva Mayoría, dado que su curso histórico es muy anterior. Sostener lo contrario significaría negar variables objetivas desde el punto de vista económico y elementos de la realidad existentes en el cuadro internacional.

Entonces, el proyecto tiene como primera motivación cruzarse en la perspectiva de reactivar, con un papel muy activo del Estado, el ciclo de crecimiento económico del país en beneficio directo de la calidad de vida de las personas tanto respecto del empleo como de los bienes y servicios, para que estén al alcance de todos. Es decir, el presupuesto está hecho para reactivar la economía, con un papel muy activo del Estado de Chile.

Estamos hablando de un presupuesto “espejo” del programa de gobierno, es decir, de la consistencia entre los compromisos programáticos y lo que eso cuesta desde el punto de vista presupuestario.

A lo indicado, debemos agregar el protocolo de acuerdo recién firmado.

En consecuencia, la bancada del Partido Comunista y la Izquierda Ciudadana entregarán su voto favorable al proyecto de Ley de Presupuestos, tanto en general como en particular.

Se trata de una buena noticia para el país. Cada uno de nosotros tendrá que desagregarla a nivel de regiones, en la perspectiva del crecimiento que queremos. 

Entre otras cosas, es necesario un presupuesto que garantice el incremento de las asignaciones de los funcionarios públicos comprometida en “Un nuevo trato para Atacama”, lo que permitirá elevar las condiciones de los empleados fiscales de la Región de Atacama.

He dicho.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPÚLVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, no quiero referirme a las cifras del proyecto de Ley Presupuestos, en el entendido de que estamos en la discusión general y que en su minuto tendremos la oportunidad de revisar cada una de las partidas. 

Por su intermedio, señor Presidente, quiero hablarle al ministro de Hacienda respecto de la gestión presupuestaria. No quiero hacer mención de las cifras que se entregarán, sino de la pertinencia de la forma en que hoy se están utilizando los recursos en el país.

Qué bueno que esté el director de Presupuestos aquí presente, porque mi preocupación dice relación con que una de las cosas que más complica es saber cuándo llegan los recursos para que efectivamente se puedan realizar las obras. Una de las complicaciones surge cuando nos dicen: “Diputado, ¿por qué ustedes no aprobaron el presupuesto a partir del 1° de enero?”. 

Nosotros lo aprobamos precisamente para que los recursos estuvieran disponibles a partir del 1° de enero, pero, lamentablemente, la burocracia y el sistema de procedimientos que hoy tenemos no nos permiten tener la disponibilidad de este presupuesto a partir del 1° de enero. 

Quiero colocar algunos ejemplos.

No es posible que estemos haciendo defensas fluviales en cualquier parte del país en junio o en agosto en circunstancias de que deberíamos comenzar a hacerlas el 1° de enero. 

La complicación actual del Metro obedece a que los grandes mantenimientos deberían efectuarse en enero y febrero, dado que la demanda de uso es menor. 

Asimismo, es complicado hacer riego, que tengamos disponibilidad de riego justo en los meses en que el agua se incorpora a los canales. 

Por otro lado, cómo es posible que se entregue el pase escolar a los jóvenes en el mes de agosto.

Entonces, mi preocupación es respecto de cómo estamos gestionando los recursos del presupuesto. Porque una cosa es el presupuesto, y otra, la caja que tiene a su disposición cada uno de los directores de servicios en las regiones.

Deseo mencionar otro ejemplo, que es dramático. Todo lo relativo al FNDR tiene que ver con la disponibilidad y con la forma como los municipios generan sus propios proyectos. ¡Cómo le voy a pedir al municipio de Rancagua que gestione de la misma forma en que lo hace el municipio de Paredones! No existe equilibrio en cuanto a las capacidades profesionales que permita equiparar los territorios en tal sentido. 

Entonces, debemos ser inteligentes en el uso del presupuesto, ya que no se trata solo de su aprobación, sino de su pertinencia.

Por último, espero que en algún minuto cada uno de los directores de servicios pueda encontrar la forma de acelerar la construcción de la gestión presupuestaria en los distintos ministerios.

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado señor Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, por su intermedio, en nombre de la bancada del Partido Radical, saludo al ministro de Hacienda y al director de Presupuestos.

Agradezco que en el protocolo de acuerdo recientemente firmado se haya incorporado una indicación, que surgió desde mi bancada, a partir de la realidad que han vivido miles de pequeñas empresas y microempresas que prestan servicios a empresas más grandes, que tienen contratos vigentes o que han terminado contratos por la vía de la licitación pública con algún ministerio o alguna entidad pública. Ello dice relación con la falta de oportunidad en el pago de los trabajos realizados por esas pequeñas empresas y microempresas.

Las grandes empresas, una vez que terminan su obra en el ciento por ciento, reciben el último estado de pago y luego se van de la comuna, de la región o, muchas veces, del país.

A partir de la incorporación de dicha indicación referida al reglamento de licitaciones públicas, nos preocupamos de resguardar el interés de las pequeñas empresas y microempresas que realizan ese tipo de actividades.

Por lo tanto, de aquí en adelante aquellas empresas que incumplan sus obligaciones financieras y laborales respecto de empresas subcontratadas, quedarán fuera del registro y no podrán participar en futuras licitaciones con el Estado de Chile. 

Esa es la forma como entendemos el rol del Estado y la ley de subcontratación, hoy vigente. 

También queremos recalcar y reafirmar el compromiso de la bancada del Partido Radical con el proyecto de Ley de Presupuestos para 2015, cuyo eje y foco están justamente en entregar los recursos para viabilizar la reforma a la educación pública. Ese es su gran tema.

Asimismo, saludo la iniciativa que propone una revisión de los contratos que hoy tiene el Estado con funcionarios públicos y municipales. Sabemos muy bien cuál es la realidad que están viviendo miles de funcionarios públicos. 

Por lo tanto, saludamos el compromiso de la Presidenta de la República en el sentido de incorporar tanto en el proyecto de ley como en su protocolo de acuerdo la revisión de las plantas de los funcionarios del Estado de Chile y de los funcionarios municipales, en relación con aspectos tales como su régimen de trabajo, la vigencia de sus contratos y la forma en que cada uno desempeña sus labores.

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, dispongo de diez minutos para intervenir. 

Por su intermedio, quiero saludar al señor ministro de Hacienda y al señor director de Presupuestos.

Coincide la discusión general del proyecto de Ley de Presupuestos para el próximo año, el cual se eleva a una cifra superior a los 62.000 millones de dólares, con el informe que hoy publicó el Banco Central, donde señala que la economía chilena crece 0,8 por ciento en el tercer trimestre, la cifra más baja en cinco años, y que el Producto Interno Bruto acumula solo un incremento de 1,8 por ciento en lo que va corrido del año, y todo señala que con dificultad llegaremos al 2 por ciento.

Sin embargo, el gobierno de la Presidenta Bachelet le presenta al Congreso Nacional un presupuesto que crece en 9,8 por ciento -8 puntos más que el crecimiento del país para el año que termina-, con una proyección de 3 por ciento para el 2015.

Sin duda, el gasto fiscal crece en forma excesiva. El 9,8 por ciento es el segundo mayor aumento en los últimos veinte años, el cual solo ha sido superado por el 16,5 por ciento de 2009, en medio del caos de la crisis subprime. No obstante, el Banco Central estimó que la economía chilena crecerá, en el mejor de los casos, 3,5 por ciento.

De esa manera, estamos viendo que la dupla Presidenta Bachelet-ministro Arenas retoma la política del triple gasto, que implica un crecimiento del gasto fiscal tres veces superior al crecimiento de la economía. 

Hagámonos responsables de lo que eso significará a futuro: ¿Endeudar al país o gastar los recursos del cobre? Según las estimaciones del Ministerio de Hacienda, el presupuesto para 2015 crecerá en 5.500 millones de dólares aproximadamente. Si se asume que la economía crecerá 3,6 por ciento, en línea con lo que señala la autoridad -cifra que parece optimista, según las últimas proyecciones vigentes-, al sumar los 2.300 millones de dólares de la reforma tributaria -porque esta es la primera Ley de Presupuestos que incorpora una fracción importante de los 8.300 millones de dólares totales que se estima aportaría dicha reforma-, aún faltaría por financiar entre 1.500 y 2.000 millones de dólares. Eso tendría que ser asumido a través de mayor endeudamiento o, como en el pasado, usando los fondos soberanos. 

Debemos recordar que la Presidenta Bachelet en su anterior gobierno ingresó alrededor de 9.000 millones de dólares de los recursos que Chile tiene en el exterior. Pero lo hizo durante la crisis económica que vivió el país, la que hoy no vemos en el mundo ni en Chile. 

Lo anterior probablemente explique el fuerte aumento del límite de endeudamiento en el presupuesto para 2015, que llegaría a una cifra del orden de 8.000 millones de dólares, 1.700 millones de dólares más que en 2014. Además del fuerte gasto expansivo del presupuesto, del endeudamiento que el país puede contraer y del riesgo de vernos en la obligación de traer recursos del exterior, se posterga el cumplimiento de la regla fiscal. Según el ministro de Hacienda, el incremento del gasto generará en 2015 un déficit efectivo de 1,9 por ciento, y estructural de 1,1 por ciento. De esta forma -recordémoslo-, durante el gobierno del Presidente Piñera el déficit estructural se redujo más de lo comprometido -desde -3,1 por ciento, que heredó de la anterior administración de la Presidenta Bachelet, a -0,7 por ciento-, y el compromiso original fue dejarlo en -1 por ciento en 2014. La actual administración, en vez de bajarlo, pretende aumentarlo a 1,1 por ciento, no obstante que en su programa y en la reforma tributaria, el gobierno de la Presidenta Bachelet se había comprometido a cerrar gradualmente la brecha hasta llegar a un equilibrio estructural en 2018; es decir, en vez de cerrar la brecha, se amplía, afectando con ello el compromiso y la credibilidad de las autoridades actuales.

Además de abandonar el objetivo del cumplimiento del superávit estructural y volver a endeudar al país, llama la atención que el gobierno señale que su presupuesto es contracíclico, por dos razones: en primer lugar, porque la economía mundial, el precio del cobre y las tasas de interés están a niveles muy razonables y similares a los del año pasado, cuando la economía crecía el doble que ahora. En segundo lugar, porque la situación actual no se asemeja prácticamente en nada a la que vivió el país en 2009, cuando la crisis financiera internacional generó una fuerte recesión mundial, afectando, además, el precio de los commodities y elevando la tasa de interés.

Por ello, no es posible señalar que la economía chilena esté viviendo un ciclo, como se ha pretendido señalar. Lo que en realidad ocurre es un frenazo, en gran medida autoinfligido por la desconfianza generada por las reformas impulsadas por el gobierno -que todos conocemos-, que gozan de más rechazo que apoyo ciudadano. En ocho meses de gobierno no se ha podido recuperar la confianza para esperar un mayor crecimiento. Las cifras que hoy refleja el Banco Central son preocupantes y a nadie escapará la dificultad que el país está experimentando, porque este año, probablemente, ni siquiera lleguemos a crecer 2 por ciento.

El mayor gasto neto que se ha anunciado, de 5.500 millones de dólares -en parte será financiado con 2.300 millones de dólares recaudados de la reforma tributaria-, corresponde a recursos originalmente orientados a privados; es decir, parte de ellos pasaron de ser gastados por privados a ser gastados por el Estado, con toda la ineficiencia y la burocracia que ello puede implicar. He ahí uno de los principales desafíos. El gobierno actual ¿tendrá la capacidad de ejecutar y gastar este enorme presupuesto, en circunstancias de que el año que termina vimos que la ejecución presupuestaria, transcurridas las dos terceras partes del año, solo alcanzaba a 66 por ciento y que la ejecución y la inversión del gobierno central, a agosto, llegaba solo al 46 por ciento, y en otros ministerios, como el de Salud y el de Transportes, a esa fecha era de 32 por ciento y de 14 por ciento, respectivamente?

Estamos aprobando el presupuesto para Salud más alto de la historia: crece sobre 11 por ciento y alcanza a más de 10 billones de pesos, lo que significa un enorme desafío. No sé si habrá capacidad para gastar esa enorme cifra. Espero equivocarme.

Como señalé, el proyecto de Ley de Presupuestos para 2015 estima un déficit efectivo de 1,9 por ciento del PIB y un déficit estructural de 1,1 por ciento, lo que significa un deterioro no menor respecto del resultado que dejó la administración anterior. Por consiguiente, es un hecho muy preocupante que este detrimento en el resultado se produce a pesar de la reforma tributaria y de que aún no se implementan las reformas que justificaron el alza de impuestos. 

Adicionalmente, las estimaciones oficiales para el próximo año, sin duda, tienen un sesgo optimista, no solo por el hecho de suponer un crecimiento de la economía de 3,6 por ciento 
-cifra que nadie avala hoy-, sino también por lo que se lograría recaudar por concepto de la reducción de evasión y elusión más el aporte de Codelco. 

El gobierno supone un aumento de los ingresos tributarios en 10,5 por ciento real, que parece difícil de lograr, a través de una disminución de la evasión, estimada en 800 millones de dólares. Además, presume un incremento real del aporte de Codelco al fisco de 25 por ciento, a pesar de que este año caería 14 por ciento respecto de 2013. 

Estimaciones más realistas -que el Banco Central avala- señalan que tendremos un déficit efectivo en torno a 2,3 por ciento y un déficit estructural de 1,3 por ciento del PIB. Esto significa que en 2015 tendremos una presión por recursos para el fisco superior a lo que se desprenda de las estimaciones oficiales. Esta presión llevará, probablemente, a un deterioro del tipo de cambio real, lo que parece negativo para nuestra actividad exportadora, porque el aumento del 10 por ciento que ha tenido esta variable durante este año es uno de los elementos más significativos para permitir una recuperación del crecimiento económico.

Desde esta perspectiva de mediano plazo, tampoco podemos descartar que el supuesto del crecimiento de tendencia, establecido en 4,3 por ciento, sea nuevamente corregido a la baja en 2015, como ya se está planteando, y se mantenga un comportamiento deprimido de la inversión, lo que, a la luz de la situación actual, es altamente probable. 

Por ende, el desafío de recuperar el equilibrio estructural en 2018 se ve complejo, considerando que en los próximos años se deberían sumar los recursos necesarios para las reformas estructurales. Además, el logro de esa meta involucra una moderación importante del crecimiento del gasto en 2016 y 2017 -5,3 por ciento promedio-, pues se trata de años electorales donde la presión por mayor gasto se va a incrementar.

Entonces, me gustaría preguntar al ministro de Hacienda si el gobierno podrá reducir a la mitad el crecimiento del gasto en un contexto electoral y de bajo crecimiento, como todo señala que va a ocurrir, para mantener el equilibrio de las finanzas públicas. 

En definitiva, aun cuando se mantiene una posición fiscal sólida, se está produciendo un deterioro preocupante a partir de la reforma tributaria, que recauda el 3 por ciento del PIB.

Finalmente, quiero plantear la paradójica meta del empleo. 

El presupuesto contempla que la inversión pública, que crece en forma importante -27 por ciento-, permitiría crear casi 140.000 nuevos puestos de trabajo para el próximo año, curiosamente la misma cantidad de empleos que se han perdido durante el presente año. Aun más, el gobierno sigue sin comprometer ninguna meta global de creación de empleos. No se han matriculado; no nos han dicho cuántos empleos se crearán en 2015. En todo caso, esa cifra contrasta con los 250.000 empleos que se crearon anualmente, en promedio, durante los cuatro años del gobierno anterior.

Parece una meta mezquina hablar de crear cerca de 140.000 empleos en un año, cuando el país venía generando 250.000 empleos por año. Por cierto, no escapará a la honorable Sala que no hay nada que ayude más a la igualdad que contar con trabajo. Lamentablemente, en nuestro país los puestos de trabajo se están perdiendo; están decayendo en vez de aumentar, por lo que debemos hacernos cargo de lo que esa situación significa.

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Gracias, diputado Melero.

El señor MELERO.- No he terminado, señor Presidente.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- La gente que se encuentra en las tribunas debe guardar silencio. Se les exige que respeten las intervenciones de las señoras y los señores diputados.

Continúa con el uso de la palabra el diputado señor Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, puedo aceptar muchas cosas, pero lo que usted no puede permitir es que un diputado sea insultado desde las tribunas, como acaba de ocurrir. 

En consecuencia, le pido que ordene el desalojo inmediato de esas personas.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Pedimos silencio inmediato en las tribunas.

A continuación, tiene la palabra, por diez minutos, el diputado José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, acabamos de escuchar una verdadera pieza oratoria pronunciada por un diputado que preparó su intervención muy bien asesorado por sus expertos, pero para anunciar las penas del infierno en 2015. ¡Qué manera de ayudar a nuestro país en las actuales circunstancias!

Pero precisemos que la culpa de lo que sucede no es de quienes nos gobiernan desde el 11 de marzo de este año; los problemas vienen desde 2013. ¿Por qué comienzo diciendo esto con tanta fuerza? Por lo que sucedió durante la votación de esta iniciativa en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. expongo ejemplos reales y concretos para mejor comprensión.

En el caso de la partida de Educación, los once parlamentarios de la Nueva Mayoría la votamos a favor, en tanto que los siete de la derecha se abstuvieron. Respecto de los programas de fortalecimiento de la educación pública pasó lo mismo: el resultado fue 11 votos a favor, ninguno en contra y 6 abstenciones. Pero donde “se pasaron” fue en el presupuesto de educación superior, que se aprobó con el voto favorable de los once diputados y senadores de la Nueva Mayoría, pero seis parlamentarios de la derecha votaron en contra, en tanto que otro se abstuvo.

Es bueno que el país lo sepa. Votaron en contra de la creación de 70.000 nuevas becas; no créditos, sino becas, con las cuales llegaríamos a un total de 407.000 jóvenes beneficiados con educación gratuita, todos ellos pertenecientes al 70 por ciento de las familias más vulnerables del país.

La derecha estuvo en contra de eso.

Asimismo, hicieron escándalo por la indicación N° 193 a la partida de Educación, con la cual logramos, con argumentos, como corresponde -encabecé esa negociación-, que se destinaran 5.743.823.000 pesos, con lo cual se iguala el aporte basal para las 25 universidades del Cruch.

Esas son cosas reales, efectivas. Así es mi gobierno: cuando argumentamos, las cosas se entienden.

La oposición también ha planteando el problema del crecimiento de nuestra economía durante el próximo año. Algunos tenemos buena memoria, en especial los cabezones y frentones. Por eso, recuerdo perfectamente que para calcular el presupuesto de 2014 el ministro de Hacienda de la época planteó un crecimiento de 4,5 por ciento.

Quienes participamos en estas materias en forma seria debemos denunciar esas cosas. Es por ello que los parlamentarios de la Nueva Mayoría que integramos la Comisión Especial Mixta de Presupuestos actuamos con responsabilidad y aprobamos las 26 partidas.

¿Qué significará eso para el país? Un presupuesto de casi 70.000 millones de dólares para 2015. Es decir, una vez más la Presidenta de la República cumple sus compromisos, como corresponde. Todo el país supo que propondría una reforma tributaria y que los nuevos ingresos que eso generaría se destinarían a la reforma educacional y a mejorar la infraestructura de salud.

En el caso de la infraestructura en salud, por ejemplo, los recursos aumentan en 85 por ciento, lo que hace viable el compromiso 20/20/20, que algunos han tratado de hacer tiras dos veces. Se trata, entonces, de cumplir con el compromiso de contar, al finalizar el gobierno de la Presidenta Bachelet, con 20 hospitales construidos, 20 en proceso de construcción y 20 en etapa de estudios técnicos y de ingeniería. 

También hay novedades importantes en relación con los cesfam, con la reposición de consultorios y la construcción de consultorios nuevos. Se construirán 37 centros de salud familiar, 50 centros comunitarios de salud familiar y 38 nuevos servicios de atención primaria de urgencia de alta resolución, SAR, de lo que me siento orgulloso, porque 21 de ellos se construirán en la Región del Biobío, mi región. 

Algunos parlamentarios hacemos nuestra pega con seriedad y responsabilidad. Todos los parlamentarios de la Nueva Mayoría estamos en eso.

El proyecto de Ley de Presupuestos es un espejo del programa de gobierno. La ley 
N° 20.780, que contiene la reforma tributaria, permitirá recaudar alrededor de 2.300 millones de dólares el próximo año. En la Comisión Especial Mixta de Presupuestos se preguntó constantemente dónde estaban los nuevos ingresos. El ministro de Hacienda -su respuesta está en actas y en los audios- fue muy claro para responder que 1.200 millones de dólares se destinarán a la reforma educacional y 1.100 millones de dólares a infraestructura en salud. 

Hay muchas críticas y es muy fácil mentir y mentir para que algo quede. Se trata de criticar, criticar y criticar, porque cuentan con los medios comunicacionales para ello. 

Por eso es bueno decirle al país, además, que parte del aumento del presupuesto de salud, que sube 85 por ciento, se destinará a financiar 1.000 nuevas becas de especialidades médicas y 370 cupos del Ciclo de Destinación y Formación Urbana, con un aumento del per capita de 7,2 por ciento a 9,2 por ciento. Asimismo, el gobierno nos escuchó e incrementó el presupuesto del sistema público de salud en 16 por ciento. 

Lo digo con mucha fuerza: ¡Este es un gran proyecto de Ley de Presupuestos! Además, será una herramienta reactivadora de la economía, pues permitirá incrementar y acelerar la inversión pública y la creación de empleos.

El gobierno plantea un crecimiento de nuestra economía de 3,6 por ciento para el próximo año, lo que es consistente con lo que acaba de publicar el Banco Central, según las cifras que dio a conocer el colega que me antecedió en el uso de la palabra, que hablan de 3,5 por ciento para 2015. Ese organismo no está mintiendo; dice la verdad, como corresponde. 

El presupuesto del 2015 crecerá en 9,8 por ciento respecto del de este año. Ahí se incluye un aumento de 27,5 por ciento de la inversión pública, lejos la mejor en la historia de Chile. Doy por firmado que eso significará la creación de 139.000 nuevos empleos anuales en promedio, muy superior al promedio de 2014.

Eso es lo que queremos, esa es la realidad, esa es la verdad y ese es el destino. Tenemos una responsabilidad con el país, con ese 63 por ciento de ciudadanos que votó por la Presidenta Michelle Bachelet. Debemos cumplirles. 

¿Qué pasará en materia de infraestructura? El presupuesto del Ministerio de Obras Públicas sube 11,8 por ciento. Se crea la agenda de productividad, innovación y crecimiento. 

El presupuesto del Ministerio de Energía aumenta 49,8 por ciento. Además, existe un programa de coordinación con el Ministerio de Bienes Nacionales, que permitirá licitar más de 479 terrenos para el desarrollo de proyectos de energías renovables no convencionales. Así las cosas, existe sustentabilidad en los temas de medio ambiente.

En cuanto a la pesca, el presupuesto para las instituciones públicas del sector pesquero crece en 11,7 por ciento, e incluye el Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal, que aumenta en 25,1 por ciento, y el Fondo de Administración Pesquera, que crece en 58,1 por ciento. Esas son cosas reales.

Se hizo una gran crítica de que a través de la indicación N° 193 se le estaban quitando recursos a Integra y a la Junji. El ministro de Hacienda fue claro y categórico en señalar que habrá 3.000 millones de pesos provenientes del Tesoro Público. Además, él asumió el compromiso de que todo el programa de educación se hará como corresponde y que está el financiamiento respectivo.

En ese sentido, hay que decir las cosas con seriedad. Aquí imperan las verdades y no otro tipo de situaciones que no conducen absolutamente a nada. 

Por ejemplo, las transferencias a municipios a través del Programa de Desarrollo Local crecen 76,1 por ciento. Por otra parte, los recursos para el desarrollo de la educación pública son impresionantes, pero algunos diputados se abstuvieron de entregarlos.

Por último, el presupuesto de 2015 es la expresión de que el gobierno cumple el mandato programático, enfrenta las dificultades de la coyuntura, como la desaceleración de la economía, y empieza gradualmente a construir un Chile con más solidaridad y mejores programas públicos que nivelan la cancha.

He dicho.

-Aplausos.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, este proyecto de Ley de Presupuestos, el primero del actual gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, es bueno y no hay duda de que los socialistas lo aprobaremos. Pero se da en una situación muy particular que ha sido esgrimida sobre todo por los adversarios a su gobierno, cual es que el país está en un momento de desaceleración económica. Existe controversia respecto de las causas de aquello, por cuanto la oposición atribuye la responsabilidad de esa situación a las reformas que estamos realizando, en particular a la reforma tributaria, que, como todos sabemos, financiará el cambio de la educación y la mejoría de la salud pública. 

Los diputados de derecha omiten que China, donde viven más de 1.300 millones de personas, tenía una estimación de crecimiento de 9 por ciento, pero lo real es que no crecerá más allá de 7 por ciento. Asimismo, nuestros vecinos de Perú pensaban que crecerían a una tasa de 5 por ciento; no obstante, lo están haciendo al 1 por ciento. 

Entiendo el patrioterismo de la derecha chilena; pero suponer que la reforma tributaria ha provocado desaceleración en China me hace reflexionar que es un poco excesiva la seguridad que estamos adquiriendo los chilenos.

El proyecto de Ley de Presupuestos aborda precisamente las razones que están detrás de la desaceleración y propone un incentivo para que el sector privado se anime a hacer lo mejor que sabe: invertir para generar ganancias a quienes invierten. Por eso el presupuesto crece en total 9,8 por ciento, y nada menos que 27 por ciento en lo que se refiere a recursos de inversión.

Cuando se da esa cifra de crecimiento y se escucha desde enfrente decir que es demasiado el aumento del gasto público y, además, que esto podría producir un desequilibrio fiscal, entre otros problemas, me parece necesario recordar que el ícono de la derecha, Pinochet, entregó la economía chilena sobrecalentada cuando fue expulsado por los chilenos gracias al plebiscito. Incluso más, hasta los gastos reservados del Ministerio de Relaciones Exteriores fueron utilizados en la campaña del “Sí” y del “No” para perpetuarlo en el poder. Después volvieron a gastarlos para ayudar a un señor de apellido Büchi en sus intentos de ser Presidente de la República. 

También quiero refrescarles la memoria en cuanto a que la actual tradición de la disciplina y el rigor fiscal fue instalada a partir de 1990, pues antes había una cultura de la dilapidación. Enfrente de nosotros tenemos a connotadas figuras de la televisión chilena. ¿Ustedes se acuerdan cómo se usaba la televisión chilena tiempo atrás? Todos los días había cadena nacional de televisión para justificar lo injustificable y a título gratuito. Esa es la disciplina fiscal de los diputados de enfrente. ¡Qué vienen hoy a vender “pomadas” que nunca practicaron porque no creen en ellas!

La señora MOLINA (doña Andrea).- ¡No había nacido, Schilling! ¡De qué estás hablando!

-Manifestaciones en las tribunas.

El señor GONZÁLEZ (Vicepresidente).- Pido a las personas que se encuentran en tribunas guardar silencio. Si continúan manifestándose, me veré en la obligación de desalojarlas.

Continúe, señor diputado.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, a las personas que nos acompañan en tribunas les puedo dejar un minuto de mi tiempo para que puedan hablar.

(Aplausos)

De enfrente se escucha decir que se gastará lo mismo, salvo que antes lo hacían los privados; pero como ahora se hizo una reforma tributaria, lo va a gastar el sector público. De haber quedado en manos privadas, ¿ustedes saben en qué se habrían gastado los 2.300 millones de dólares del actual presupuesto y los 8.300 millones de dólares de que se dispondrá 


cuando dicha reforma entre en régimen? En lo que sabe gastar ese sector: en Rolls-Royces, Porsches, Maseratis, en tonteras, en lujo. Por eso, es mejor que los gaste el sector público.

(Aplausos)

Ignacio Urrutia continúa con el discurso de que el Estado es mal administrador, y los privados, no. ¡Si es cosa de ver en qué gastan el dinero!

El señor URRUTIA (don Ignacio).- ¿Y el hijo de tu Presidenta?

El señor SCHILLING.- ¿En qué gastan? En algún momento dilapidaron la fortuna del salitre. Eso es lo que quieren hacer con el Chile de hoy, pero no lo vamos a tolerar. Por eso estamos cambiando Chile profundamente en su educación, Constitución, tributos, leyes laborales y en todo lo que sea necesario para que sea un país mejor y más justo para todos.

Señor Presidente, no entraré al detalle de cada uno de los sectores, pero crecen los presupuestos de Educación, Salud, Obras Públicas, Vivienda…

Un señor DIPUTADO.- ¿Y el empleo?

El señor SCHILLING.- El empleo se mantiene estable. No seas mentiroso ni demagogo.

El señor URRUTIA (don Ignacio).- ¡La economía crece! ¡Estamos fantásticos! Además, partiste diciendo que el empleo no crecería.

El señor SCHILLING.- Efectivamente, partí diciendo que no, pero no por la razón que señalan los diputados de enfrente.

Independientemente de que aprobaremos con entusiasmo el proyecto de Ley de Presupuestos en todas sus partidas, quiero dejar constancia de las preocupaciones de los socialistas.

Primero, a la Contraloría General de la República se le aprobó su presupuesto sin mayor trámite, incluida la solicitud de recursos para auditorías ambientales, en circunstancias de que en Chile ya existen los tribunales ambientales, el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental y el Ministerio del Medio Ambiente. Ese hecho se ve agravado por cuanto dicho órgano contralor no está cumpliendo con la función que constitucionalmente tiene, cual es velar por la legalidad de los actos de los órganos de la administración del Estado. No está haciendo bien su tarea. Si se necesitan algunos ejemplos, daré dos.

Respecto del bono SAE, ¿cuántos pronunciamientos contradictorios hizo la Contraloría, hasta que logró armar el enredo que le costó al fisco chileno miles de millones de pesos? ¡Y quieren hacer auditoría ambiental! No, señor. No estamos de acuerdo con eso; queremos que hagan bien su trabajo y que no inventen nuevas pegas. 

¿Necesita otro ejemplo, señor Presidente? En cuanto al incremento previsional, ¿cuántos miles de millones de pesos costaron las contradictorias resoluciones de la Contraloría General de la República relacionadas con esa materia? Pastelero, a tus pasteles. 

Respecto del medio ambiente, ya tenemos las instituciones encargadas de protegerlo y de velar por él. No veo en qué tiene que incursionar la Contraloría General de la República al respecto. 

Además, el mayor incremento de recursos a la Contraloría se asigna en inversión de equipos de informática, en circunstancias de que revela una ejecución miserable del presupuesto actual en esta materia. 

¿Alguien pidió rendición de cuentas al contralor respecto de esto? ¿Alguien le preguntó a qué se debe la baja inversión de la importante cantidad de recursos que el fisco ha puesto a su disposición, no para el presupuesto 2015, sino para el actual? 

Nos gustaría escuchar una respuesta al respecto antes de apretar el botón en favor del presupuesto de la Contraloría.

En Transportes, señor Presidente -no lo digo por el incidente del viernes, de ayer ni de hoy en el Metro-, no estamos contentos con la gestión del ministerio del ramo, y lo decimos con todas sus letras. No nos gusta lo que pasa en la Región de Valparaíso -queremos hablar no solo de la Región Metropolitana-, ya que tenemos más de cinco años de atraso en la licitación del sistema de transporte público. El señor Pablo Malig, quien fue un efímero seremi de Transportes, detectó con dos fiscalizadores que el incumplimiento de los servicios pactados en la licitación actual ascendía al 40 por ciento; pero cuando realizó esa inspección por GPS, detectó que llegaba al 80 por ciento. ¿Qué hacen el seremi de Transportes y el Ministerio de Transportes al respecto? 

Se anunció que tendremos problemas en el transporte público porque el ministerio diseñó una mala distribución del subsidio para los buses rurales, ya que sus dueños no aceptarán el subsidio que los obliga a mantener la tarifa de la Tarjeta Nacional Estudiantil en 33 por ciento, porque desean cobrar el 50 por ciento, lo que es completamente legal. ¿Y qué ha hecho el Ministerio de Transportes al respecto? Gran signo de interrogación.

Para qué hablar de los taxistas de colectivos, cuyo clamor nadie atiende. Todo el mundo se beneficia de las distintas rebajas del impuesto específico a las gasolinas. ¿Y ellos no transportan a nadie? ¿No prestan ningún servicio público?

Estamos muy contentos respecto del sector salud, ya que se aumentó el per capita del 7,2 por ciento al 9,2 por ciento y se incrementó en 80 por ciento los recursos de inversión. 

Sin embargo, queremos decir con claridad que los socialistas trabajaremos durante todo este período para que los recursos de salud representan a lo menos el 6 por ciento del Producto Interno Bruto, que es lo que Chile se merece en cuanto a salud pública. 

Se pueden recortar otros presupuestos. Creo que la defensa está suficientemente asegurada como para soportar un período de sacrificio presupuestario, así como lo hicieron otros sectores para llevarla al estado en que se encuentra, de lo cual se jacta todo el sector especializado e informado sobre el tema.

Señor Presidente, por su intermedio pido encarecidamente al ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, que el gobierno adopte todas las medidas para fortalecer los equipos que aseguren la inversión pública en salud, de modo que se pueda cumplir con el compromiso de dejar concluida la construcción de veinte hospitales en este período, que similar cifra quede en proceso de construcción y que igual número tenga listos los procesos de diseño de ingeniería y de arquitectura para que se puedan licitar al final del mandato del gobierno de la Presidenta Bachelet.

Por intermedio del señor Presidente, también quiero recordar al ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, que acabamos de suscribir un protocolo complementario del presupuesto de educación pública, que coloca en el primer lugar del corazón del gobierno y de su quehacer presupuestario para el próximo año, no solo del Ministerio de Educación, sino de todos los sectores del gobierno, el fortalecimiento de la educación pública. Además, que no se olvide que nos comprometimos a revisar trimestralmente el grado de cumplimiento de dicho protocolo. Esperamos que en marzo ya se note que todo el gobierno está actuando en favor de la educación pública.

Por último, acojo el planteamiento de la diputada señora Alejandra Sepúlveda, respecto del problema de la oportunidad de la inversión. 

Señor ministro, le sugiero respetuosamente que cuando se produzca el debate para la preparación del correspondiente proyecto de Ley de Presupuestos y usted cite a las oficinas del Ministerio de Hacienda y de la Dirección de Presupuestos a todos los sectores, a los gobiernos regionales, a través de los intendentes, para establecer cuál será el presupuesto, póngales como requisito que lleguen con las carteras de proyectos de inversión aprobados técnicamente, de modo que la ejecución de la inversión presupuestaria se pueda comenzar al partir el año, y no como viene ocurriendo hasta hoy, en que esto empieza a partir de junio, que es cuando se intensifica el gasto de la inversión pública, el cual aumenta notoriamente en el segundo semestre.

Concluyo reafirmando la alegría y entusiasmo con que los socialistas aprobaremos el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.

El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señor Presidente, he escuchado con atención a los diferentes colegas. 

En verdad, uno tendría que ser de no sé qué planeta para estar triste cuando se aprueba el proyecto de Ley de Presupuestos, porque estamos todo el año peleando para conseguir recursos para hacer obras y diciendo a los comités de viviendas, a los agricultores y a todos que no se han hecho las cosas porque falta aprobar el presupuesto. En consecuencia, no se podría entender que se vote en contra un proyecto de Ley de Presupuestos por el que todos estamos peleando. 

Por otra parte, algunos colegas dicen que este presupuesto es más grande. Voy a replicarles lo mismo que dijeron durante el gobierno pasado: el presupuesto va creciendo todos los años. Eso ha sido así toda la vida, es lo que todo el mundo espera. 

Cómo no voy a estar contento, si se aumentó el presupuesto de la Región de La Araucanía en 22 por ciento; es una de las regiones en que más se incrementó. Me parece insólito que parlamentarios hayan increpado al ministro de Hacienda por esta alza, en circunstancias de que es una de las regiones que más necesita recursos. En consecuencia, si vemos los problemas de la región y que llegarán los recursos para solucionarlos, indudablemente que tenemos que apoyar el proyecto de Ley de Presupuestos de la Nación, porque es poco lo que se puede hacer al respecto. 

Es bueno refrescar la memoria de los colegas. Podemos darnos gustitos u ofendernos unos a otros, pero una de las funciones de los parlamentarios es aprobar el proyecto de Ley de Presupuestos y fiscalizar los actos que el gobierno hace con ese presupuesto. Algunos parlamentarios dicen que se fiscalizará lo que se apruebe. Indudablemente, ese es el papel que constitucionalmente nos corresponde.

Por lo tanto, tenemos que aprobar el presupuesto y velar por que las promesas que en él figuran lleguen a la Región de La Araucanía y a todo el país. 

Por intermedio del señor Presidente, me gustaría decir respetuosamente al señor ministro que me parece insólito que a veces Indap dé plata para siembra en octubre o en noviembre, es decir, cuando ya pasó la época de siembras. En consecuencia, tenemos que dar autonomía a las autoridades de regiones para que decidan cuándo se entregan esos recursos. Muchas veces las autoridades regionales del ramo dicen que cumplieron con el otorgamiento de esos dineros, pero lo que sucede es que esos recursos se pierden.

Señalo lo anterior sin ánimo de criticar ni mucho menos; pero debo decírselo, señor ministro, porque todos hemos peleado para que llegue la regionalización, pero en el entendido de que ella permita repartir el presupuesto a cada zona de acuerdo con sus necesidades; porque no se pueden entregar dineros para construir el mismo tipo de viviendas en Arica y en Punta Arenas, ya que las condiciones climáticas son absolutamente diferentes y mil cosas más influyen en la inversión. 

Se señala que se crearán 140.000 empleos, pero eso significa que solo se recuperarán los cargos que se han perdido. 

¿Qué queremos? Que al gobierno le vaya bien, sin importar su color político. El reflejo de que a un gobierno le va bien no es lo que nosotros prometamos, sino que la gente esté contenta y que perciba que los recursos del presupuesto le van llegando. Este es el primer paso hacia la equidad.

Señor Presidente, por su intermedio quiero decir al señor ministro que, junto con el diputado Ortiz y otros cinco colegas, hemos discutido más o menos veinticinco proyectos de ley de presupuestos durante los años en que ocupamos este cargo. Si hoy siguiéramos hablando las mismas brutalidades que al principio, significaría que no hemos evolucionado nada; pero sí lo hemos hecho, por lo que queremos un país más justo, un presupuesto digno y que el gobierno, sin asco y sin miedo, tome la determinación de aumentar el presupuesto de las regiones que lo necesiten para realizar las obras de emergencia y todas las demás.

Señor ministro, por intermedio del señor Presidente, no es lógico que llevemos treinta años hablando de salud, de educación y de vivienda, pero que no se hayan podido solucionar esos problemas en ese plazo, por lo que uno de los problemas más complejos que tiene el país es justamente el de salud, que hoy empieza una huelga porque no se les satisfacen sus demandas.

El tema no es aumentar los recursos en forma desmesurada, sino ocuparlos de mejor manera, porque eso quiere la gente.

Señor Presidente, perdóneme la vulgaridad que voy a decir: si a uno se le enferma un animal, a las dos horas está atendido; pero hay gente que tiene que pasar tres días en la sala de espera de un establecimiento de salud. Créame que es verdad; es cosa de ir al hospital de Temuco para comprobarlo. 

Señor Presidente, estamos tratando de ayudar. Votaremos favorablemente el proyecto, porque el país necesita que se le entreguen luego los recursos para realizar las inversiones de las obras que necesitamos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Pepe Auth. 

El señor AUTH.- Señor Presidente, los gobiernos tienen voceros. Ha habido buenos, más o menos, y también de los otros. El mejor vocero de un gobierno es su presupuesto, porque es la concreción de sus prioridades programáticas. El gobierno está hablándole a Chile, a la Nueva Mayoría, al Parlamento a través de su proyecto de Ley de Presupuestos, mediante el cual está fijando las prioridades programáticas que comprometió con el pueblo de Chile, para lo que focaliza los nuevos recursos fundamentalmente en la reforma educacional y en el fortalecimiento de la salud pública.

He escuchado en los medios preguntar dónde están los recursos de la reforma tributaria. ¿Alguien piensa en su sano juicio que sería posible elaborar un presupuesto como este sin los 2.300 millones de dólares adicionales que provendrán de la reforma tributaria, 1.200 millones de los cuales se destinarán a educación, y 1.100 millones, a salud?

En segundo lugar, el presupuesto es una herramienta de reactivación. Al respecto, el diputado Melero puso en el tapete un debate, cuando dijo que la economía va mal y el Estado no debiera gastar más. Bueno, nosotros pensamos exactamente lo contrario: cuando la economía va a la baja, el Estado debe revertir esa tendencia con el aumento de sus recursos sobre la mesa y, por supuesto, con la concentración de ese aumento en inversión, que es exactamente lo que hace este presupuesto.

Señor Presidente, el presupuesto aumenta en 27,5 por ciento la inversión pública, casi 7 billones de pesos; cuesta imaginar la cifra. El Ministerio de Obras Públicas crece 11,8 por ciento, concentrado en vialidad y conectividad, desde la expansión de los aeropuertos hasta los sistemas de agua potable rural; desde las líneas 3 y 6 del Metro hasta el puente sobre el Chacao. En fin, de los planes de infraestructura a lo largo de Chile, de la cooperación público-privada, a través de 253.000 millones de pesos, puestos en el sistema de concesiones. La inversión de los gobiernos regionales crece 15,7 por ciento, el mayor incremento de la última década. Es decir, el dinero a nivel de las regiones va a crecer de manera significativa en el presupuesto. 

Para qué hablar de la agenda de productividad, innovación y crecimiento. La agenda de energía crece prácticamente 50 por ciento. Las inversiones en turismo permitirán que casi 50.000 adultos mayores participen en programas de turismo y que casi 20.000 estudiantes vulnerables puedan hacer lo que antes realizaban solo los estudiantes de colegios particulares, es decir, giras de estudios.

La inversión en vivienda crece 20 por ciento. Hay que recordar a los colegas que el 80 por ciento del crecimiento del presupuesto de vivienda es para cumplir compromisos de papel generados en los últimos años del gobierno anterior. 

El 68 por ciento del gasto fiscal se destina a la protección social.

La inversión en salud crece 85 por ciento. Me río cuando los colegas de enfrente dicen que la ejecución está tan baja. ¡Con qué ropa! Si comparamos la ejecución al 30 de septiembre de 2014, el primer año de gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, con el mismo porcentaje de ejecución de 2013, último año de gobierno del ex-Presidente Sebastián Piñera, se puede comprobar que nuestras cifras son significativamente mejores. Aun más, en un año de desaceleración, como fue 2013, el presupuesto del Presidente Sebastián Piñera fue subejecutado, es decir, se gastó menos de lo que nosotros aprobamos en el Parlamento para ser gastado. ¿Conscientemente o por ineficacia? Habrá que verlo; cada uno tiene sus teorías. Pero el hecho concreto es que cuando la economía va a la baja, el Estado no puede subejecutar los presupuestos, porque es casi un pecado y no de los veniales. 

El presupuesto va a ser gastado en más del ciento por ciento en 2014, lo que será un mentís a los que ponen en duda la eficacia y la eficiencia para gastar el 2015 los recursos comprometidos aquí.

Cuando se habla de inversión en salud, hay que recordar los compromisos de terminar la construcción de veinte hospitales, que una cifra similar quede en proceso de construcción y que igual número tenga listos los procesos de diseño de ingeniería y de arquitectura; es decir, se trata del más ambicioso plan de inversión pública en lo que a salud se refiere.

Este año se realizarán 37 centros de salud familiar, 50 centros comunitarios de salud familiar, 38 sapus de alta resolución, que se agregan a los 14 que ya se están construyendo este año. Esa es la voluntad política del gobierno de recuperar el vigor y la capacidad diagnóstica y resolutiva de una salud pública que recientemente había sido abandonada intencionalmente, en beneficio del vigoroso crecimiento de la salud privada.

Estoy contento con lo que conseguimos en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, porque el presupuesto en salud primaria crece más de 23 por ciento, en programas que van directamente a los consultorios, como el Fondo de Medicamentos, el Fondo de Medicamentos Especiales y el hecho de que 1.093.000 personas podrán ser atendidas en programas de atención bucal; pero también porque el ministro finalmente aceptó incrementar al 9,2 por ciento el per capita en salud, es decir, los recursos que administran las municipalidades de manera permanente para los consultorios y para la red de salud primaria.

Educación crece 10,2 por ciento; pero digamos las cosas con claridad: el gobierno no pretende solucionar en la Ley de Presupuestos lo que ha de resolverse en el debate legislativo sobre las reformas en curso. No es este el presupuesto de la gratuidad en la educación superior ni el que va a generar una nueva educación pública, pero da señales.

Al respecto, quiero plantear la discusión ideológica con nuestros amigos de enfrente, que se opusieron o se abstuvieron de aprobar un ambicioso programa de fortalecimiento de la educación pública escolar y un programa de aportes basales a las universidades, que establece por primera vez un diferencial del trato que hace el Estado a sus propias universidades. Incrementa en 18 por ciento los recursos basales para las universidades de propiedad del Estado, sin dañar en lo más mínimo los recursos basales para las demás universidades del Cruch, que también crecen en 14 por ciento.

La Alianza rechazó esta decisión pública absolutamente indispensable. Espero que el diputado René Manuel García cumpla su promesa de votar a favor, porque no se puede tener el doble estándar de decir que había que empezar por fortalecer la educación pública antes de reformar el financiamiento de la educación particular subvencionada; pero cuando destinamos recursos para fortalecer la educación pública, la derecha nos dice: “No, porque a los niños hay que tratarlos por igual.”.

Señor Presidente, el Estado tiene derecho a fortalecer su propia educación para que sea un camino de progreso para todas las familias, tiene derecho a fortalecer y a revertir la tendencia al deterioro de la oferta universitaria del Estado, y tiene derecho a expandir la matrícula estatal en educación superior, que hoy llega apenas al 17 por ciento de la matrícula total de las universidades. Cuando estudié, esa matrícula era del 60 por ciento. Estoy seguro de que esa situación debe ser revertida para que el Estado vuelva a ser garante del derecho a la educación, que es lo que esperamos.

Por último, aprobaremos el presupuesto con entusiasmo, por las señales que da respecto del fortalecimiento de la educación y de la salud, por las prioridades programáticas que está estableciendo el gobierno y porque creemos que cuando la economía va a la baja, al revés de lo que dicen nuestros compañeros de la Alianza, el Estado debe reactivar la economía, para lo cual debe generar encadenamientos virtuosos con la actividad privada. Como Estado, tenemos la responsabilidad de aprobar un presupuesto reactivador de la economía y que, al mismo tiempo, dé señales de progreso en el camino de la reducción de las desigualdades y de autonomía de las regiones, que son el corazón del programa de la Presidenta Bachelet.

He dicho. 

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para suspender la sesión por 30 minutos, entre las 14.00 y las 14.30 horas?

Acordado.

Tiene la palabra diputado Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, ¿podría dar instrucciones para que el Departamento de Informática individualice los formatos electrónicos de presentaciones y de indicaciones, que ni los funcionarios de dicho departamento que nos asisten en la Sala saben dónde ubicarlos?

En consecuencia, si no existen garantías para presentar indicaciones, ¿por qué se pone un plazo tan perentorio, hasta las 14.00 horas, que impedirá hacerlo?

El señor CORNEJO (Presidente).- Se le imprimirán los documentos, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Godoy.

El señor GODOY.- Señor Presidente, el diputado Pepe Auth señaló que el presupuesto reactiva la economía y lo plantea como que fuera la manera en que se vocean las políticas del gobierno de la Presidenta Bachelet.

En verdad, ahí está todo el problema, porque la inversión pública representa el 18 por ciento del total. En consecuencia, si usted quiere reactivar la economía, no lo hace con el 18 por ciento, sino con el porcentaje mayoritario del total, pero el 82 por ciento de la inversión en nuestro país corresponde a inversión privada.

Por lo tanto, aquí hay una diferencia ideológica muy potente e importante, cual es que la Nueva Mayoría entiende, al igual que el ministro Arenas, que el Estado de Chile tiene que hacer la diferencia. En cambio, en Amplitud entendemos que la creatividad, el emprendimiento y el esfuerzo de las personas hace la diferencia. Eso no lo decimos nosotros, sino que las cifras: el 82 por ciento de la inversión, que es clave para el crecimiento económico, lo hace el sector privado.

En consecuencia, diputado Auth, por su intermedio, señor Presidente, cuando uno ve este Presupuesto se pregunta si realmente el gobierno quiere reactivar la economía. Si realmente quisiera hacerlo, pondría todas las herramientas sobre la mesa, para que el sector privado empujara la economía de Chile.

Pero ¿qué ha ocurrido? Esto refleja -aquí tomo las palabras del diputado Carmona, quien lo expresó muy bien- la manera de pensar de la Nueva Mayoría, ya que cuando hablan de educación, dicen a los chilenos que no pueden elegir dónde estudiarán sus niños. ¿Saben por qué? Porque, según ellos, los padres y los apoderados no saben cómo hacerlo. En consecuencia, la Nueva Mayoría les va a dar educación pública, pues cree que es el único camino.

Cuando los chilenos les preguntan qué van a hacer con el 7 por ciento de salud, ¿saben qué responden el “tata Estado” y los diputados de la Nueva Mayoría?: “Señores, ustedes no van a poder definir en qué ocupar su 7 por ciento, porque el Estado puede decidirlo mejor que ustedes y, por lo tanto, determinar su plan de salud”.

Lo que hay detrás de estas decisiones es obvio: la Nueva Mayoría no cree en los chilenos. Considera, como burócrata que es, que puede adoptar mejores decisiones por los chilenos. Ahí está la gran diferencia ideológica. Por lo demás, esto está avalado por las cifras. Se trata de una controversia que el mundo entero ya resolvió. Por lo tanto, estamos retrocediendo y no avanzando.

Uno escucha al diputado Pepe Auth decir que este es un presupuesto reactivador. Quiero dar una sola cifra. El propio ministro Alberto Arenas ha dicho que con esta inversión van a reactivar el empleo y generar 140.000 nuevos puestos de trabajo. ¡Son los mismos 140.000 empleos que se perdieron por el mal manejo económico del gobierno!

Es de Perogrullo entender que, para reactivar la economía y pensar el desarrollo del país, se debe entregar herramientas a los chilenos que les permitan tomar sus propias decisiones y así generar el emprendimiento que necesitamos.

Voy a dar un ejemplo que para nosotros es gravitante. Se llenan la boca con educación y nos dicen: “Como Nueva Mayoría, vamos a hacer un gran cambio en la educación chilena”. Pues bien, el presente presupuesto contempla un aumento en educación de 10,2 por ciento, en circunstancias de que el promedio histórico del crecimiento del presupuesto en educación ha sido de 10 por ciento. Es decir, lo propuesto está dentro del crecimiento promedio histórico. ¡No han hecho absolutamente ninguna diferencia! 

Por ello, escuchar tanta retórica y ver que las papas no se ponen donde se debe produce una profunda frustración, no por un interés particular, sino por el resultado que va a tener nuestro país.

Es increíble lo que están haciendo en educación. Por ejemplo, las subvenciones regulares bajan 0,4 por ciento en términos reales: pasan de 3,568 billones en 2014, a 3,553 billones en 2015. Asimismo, en materia de Subvención Escolar Preferencial, el presupuesto disminuye 7,7 por ciento respecto de 2014. Además, disminuye en 16,2 por ciento los gastos asociados a programas de infraestructura en materia educacional. 

Todos se llenan la boca diciendo que los liceos bicentenarios son de excelencia y otorgan oportunidades a nuestros jóvenes más vulnerables. Sin embargo, los recursos disponibles para los liceos emblemáticos -programa del gobierno del Presidente Sebastián Piñera- se reducen en 43,4 por ciento.

Cuando se analiza el presente presupuesto se encuentra con lo siguiente: el señor ministro de Hacienda dice una cosa a los chilenos, pero el presupuesto les dice algo totalmente distinto.

En Amplitud estamos muy preocupados.

Por último, el presupuesto disminuye los recursos para la Agencia de Calidad de la Educación. Esta es la guinda de la torta que comprueba que este presupuesto es pura retórica y que, lamentablemente, la Nueva Mayoría no está haciendo el trabajo como debe para mejorar la calidad de vida de los chilenos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Daniel Núñez.

El señor NUÑEZ (don Daniel).- Señor Presidente, los diputados que me han antecedido en el uso de la palabra han desarrollado bastante bien los alcances del presupuesto.

Por lo tanto, quiero tomarme la libertad de hacer algunas consideraciones más políticas respecto del momento económico que vive el país y de las opciones que se nos abren y que, por supuesto, tienen relación con la Ley de Presupuestos.

En primer lugar, se debe reconocer -es un dato real- que estamos viviendo un momento de desaceleración económica. Es cierto. Alguien recordó que en el tercer trimestre se llegó a un 0,8 por ciento de crecimiento del PIB, y lo que se acumula a la fecha es 1,8 por ciento.

Pero quienes han destacado la desaceleración de la economía olvidan mencionar que esta ocurre en un contexto mundial muy particular: los países emergentes, particularmente China, habían tenido un espectacular nivel de crecimiento que hoy se ha desacelerado, lo cual ha tenido impacto en los países de la región.

Por lo tanto, la desaceleración de la economía chilena está estrechamente vinculada con los fenómenos de la economía mundial -es importante tenerlo presente-, lo cual también se relaciona con los precios del cobre.

A quienes sostienen que la economía creció tanto con el gobierno de Sebastián Piñera les digo que sí creció, pero por efecto de los superprecios de las materias primas. Se trata de precios del cobre que no volverán, pues se debieron a un fenómeno inusual de los valores de las materias primas a nivel mundial.

Tampoco debemos olvidar que la desaceleración económica, que hoy tanto nos preocupa -lo digo sinceramente-, comenzó bajo el gobierno de Sebastián Piñera.

¿Por qué no se actuó? Porque el Presidente Piñera no presentó un presupuesto contracíclico; no presentó una iniciativa que tendiera, por ejemplo, a reactivar la pequeña y mediana empresas. La ortodoxia neoliberal le impidió adoptar las medidas contracíclicas necesarias, y hay que decirlo.

Sin embargo, hay un problema mayor. De acuerdo con otra lectura que se hace -francamente, es lo que más me preocupa-, la desaceleración es fruto de las políticas que está impulsando la Presidenta Michelle Bachelet y, en especial, de las reformas que está llevando adelante. Eso es lo que nos dicen. Se sostiene que la culpa es de la reforma tributaria. Se nos pregunta cómo se nos ocurrió en el Congreso Nacional votar una reforma tributaria. 

¡Para qué hablar de la reforma educacional! ¡Y no se nos vaya ocurrir impulsar ni aprobar una reforma laboral que fortalezca los sindicatos, que otorgue más derechos a los trabajadores o, incluso, que se promueva una reforma al Código de Aguas!

Entonces, ¿qué es lo que ha creado el gobierno de la Nueva Mayoría? Según la oposición, ha creado un clima antiempresarial. 

En Chile, ¿cuál es el mensaje que surge en la actualidad desde la derecha y también desde el gran capital? Es muy sencillo: si queremos crecimiento económico, se debe renunciar a las reformas. ¡Qué democrático! En el fondo nos dicen que no importa que la gente haya elegido una Presidenta con una gran votación, ni que haya elegido una mayoría en el Parlamento. Todo aquello no tiene valor, porque lo gravitante son las decisiones de los grandes poderes económicos que tienen la soberanía. Y esos poderes nos están diciendo: si quieren que la economía crezca, renuncien a las reformas. ¡Eso es un chantaje brutal a la mayoría de los chilenos y no lo podemos aceptar! 

La pregunta natural es: ¿por qué? ¿Son tan extremas las reformas que estamos llevando adelante? ¿Estamos expropiando los fundos y las fábricas? ¿Es el programa de la Unidad Popular lo que hoy estamos aprobando?

No, señoras diputadas y señores diputados. Lo que estamos aprobando es una reforma tributaria para invertir más en salud, para construir más hospitales, más consultorios, para tener más horas de atención de especialistas médicos. Estamos aprobando una reforma tributaria para que la educación pública sea gratuita.

Por lo tanto, se quiere instalar, como la única opción posible, un neoliberalismo salvaje que tiende a la concentración de la economía y a la colusión. Eso, por supuesto, es un tremendo acto de autoritarismo.

Por tanto, es justo preguntarnos qué queremos, a qué apostamos y cómo nos imaginamos la economía que queremos que se fortalezca con el presente proyecto de Ley de Presupuestos.

Lo cierto es que queremos una economía que crezca en armonía, en la cual el crecimiento no sea exclusivo de los grupos económicos o de la banca. Como ejemplo, un solo dato: 1,8 por ciento es el crecimiento proyectado en la economía chilena; sin embargo, la banca nacional ha obtenido el 42 por ciento de las ganancias, en comparación con el año anterior. ¿Alguien me puede explicar aquello? ¿O también vamos a responsabilizar a la reforma tributaria o a la reforma educacional? ¿Alguien puede creer que una economía sana refleje esas cifras?

En ese escenario, por supuesto que queremos que intervenga el Estado y regular los mercados. La banca no está actuando bien si está aprovechándose de las pequeñas y medianas empresas para obtener ganancias absolutamente desproporcionadas.

Es cierto que también queremos que las pequeñas y medianas empresas sean un motor de la economía, que en Chile no dependamos de las inversiones de diez grupos económicos y que existan posibilidades reales de desarrollo y de diversidad productiva.

Por lo tanto, lo que queremos decir es que hay que lograr un equilibrio virtuoso entre una economía que crece y una desigualdad que disminuye. Para eso también debemos democratizar la economía, que es un campo en el que los ciudadanos tenemos derecho a opinar, a decir y a actuar.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Marcela Hernando.

La señora HERNANDO (doña Marcela).- Señor Presidente, quiero comenzar resaltando que este proyecto de Ley de Presupuestos es el primero de la administración de la Presidenta Bachelet, y que el presupuesto de 2014 fue el corolario de cuatro años de la administración pasada, que dejo amarrada una serie de situaciones que han impedido una instalación de gobierno enfocada en lo social. 

Tengo muchas coincidencias con el gasto y la inversión que propone el presupuesto que hoy votaremos en general, pero también tengo algunos reparos, a los que me referiré brevemente. 

Desde el punto de vista de la necesaria reactivación económica, este presupuesto recogió las voces de los que solicitábamos la descentralización de la Corfo y de otros organismos estatales, con el fin de fortalecer a las mipymes, partiendo con un programa piloto en las regiones de Antofagasta, del Biobío y de Los Ríos. No obstante ello, no vemos en este presupuesto un aumento significativo en la inversión en ciencia y tecnología -por su intermedio, señor Presidente, se lo digo al señor ministro-, el que había sido comprometido y anunciado como la forma de proyectar una industria que agregue valor y deje de estar basada en la exportación de commodities.

Por otro lado, en los ministerios sociales se observan incrementos nunca vistos, los cuales son posibles por la reforma tributaria recientemente aprobada. 

Son considerables los recursos asignados para los ministerios de Salud y de Educación en materia de infraestructura. También se observa un aumento en recursos para programas muy valorados, como, por ejemplo, Más sonrisas para Chile, Sembrando sonrisas o los programas de farmacia y entrega garantizada de medicamentos.

Sin embargo, observo una estrategia transversal en estas carteras sociales: seguir incorporando nuevas políticas públicas muy buenas, pero implementadas a través de programas que, lamentablemente, se desarrollan en el mejor de los casos entre abril y diciembre, porque entre enero y marzo solo se hacen trámites administrativos, y los profesionales que trabajan en esos programas no tienen trabajo durante esos tres meses. Esto es contradictorio con el interés de mejorar la situación que afecta a los empleados a honorarios de todo el país. 

Considero que estas políticas públicas son muy buenas, pero estimo que deben ser incorporadas en forma sustentable en el presupuesto estructural de cada servicio. 

Siguiendo en el mismo razonamiento, me alegra el incremento conseguido para el per 
capita en salud, luego de las discusiones habidas en las comisiones mixtas de presupuesto; pero me parece todavía insuficiente al lado de las necesidades de corregir los déficit estructurales de la atención primaria en salud. 

Lo mismo ocurre en educación, ámbito en el que no fue posible en la comisiones abordar, por ejemplo, el pago por matrícula y no por asistencia en los establecimientos municipalizados de educación, lo que da cuenta de muchos de los déficits estructurales de ese sector. 

Agradezco que se haya escuchado nuestras voces en defensa de un presupuesto acorde con las necesidades de la educación superior, pero me preocupa que este aumento apenas mantenga la situación actual. Todavía no veo perfilarse el cumplimiento de la promesa de gratuidad para la educación superior.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Jaime Bellolio.

El señor BELLOLIO.- Señor Presidente, en verdad, pensaba que algunos diputados que-
rían seguir en la misma lógica de lo que ha sido Chile en los últimos 25 años. El diputado Auth dijo que este gobierno quiere mejorar la educación pública. Me parece que en el país ha habido consenso en que, con una idea de justicia, lo normativo debe ir acompañado de las políticas que lo puedan hacer cumplir; es decir, el fin y los medios deben ser amigos e ir acompañados. 

Pero hoy parece que basta la pura retórica; basta con decir “queremos crecer”. Pero no basta con decirlo; hay que hacerlo. No basta con decir que quieren mejorar la educación pública; hay que hacerlo. No basta con decir que hay que mejorar la calidad de la educación; hay que hacerlo. Sin embargo, las políticas que hoy se proponen hacen exactamente lo contrario.

El diputado Daniel Núñez preguntaba cómo es posible que haya personas que pidan que no se hagan las reformas. Se equivoca el señor diputado. Lo que estamos diciendo es que no se hagan como estas, porque causan perjuicios y son exactamente lo contrario a los fines que supuestamente quería impulsar el propio diputado Núñez.

En consecuencia, ese consenso de que en Chile los fines deben ser amigos de los medios se acabó. Hoy parece que bastan las palabras, basta la retórica.

La reforma tributaria es, por definición, una discusión sobre cuáles son las prioridades que queremos en Chile. Una cosa es cómo se recauda, y otra muy distinta es cómo se gasta. Aprobamos la reforma tributaria porque el gobierno se comprometió a que dos tercios de lo que se recaudara serían destinados a educación. El gobierno se comprometió a que iba a invertir bien, y eso es lo que queremos discutir y fiscalizar.

Las primeras preguntas para el ministro, por su intermedio, señor Presidente, y para el 
resto de los parlamentarios, son las siguientes: ¿cómo estamos evaluando nuestro gasto? ¿Cómo estamos evaluando los programas que se presentan año a año? Un diputado dijo que ha aprobado veinticinco presupuestos. ¿Cuántas veces se han presentado las mismas partidas y los mismos programas una y otra vez? ¿Cuál es la contraparte que tenemos como Parlamento para saber si el gasto que irroga un proyecto de ley efectivamente será el que indica el informe financiero? ¿Cómo podemos tener idea, como contraparte legislativa, de si se están o no gastando bien los recursos?

La evaluación de los programas públicos tiene que ver con la calidad de la política pública. La Cámara debería tener un brazo que nos permitiera evaluar esa política pública. Una agencia independiente también podría ser la evaluadora, como existe en países como Australia.

Hoy estamos en un momento económico difícil; lo tenemos claro. Se trancó la inversión, el empleo baja y sube la inflación. Y lo que es increíble es que hayamos hecho una reforma tributaria supuestamente para mejorar las condiciones económicas del país, pero que tengamos que destinar recursos de ella a reactivar la economía.

Por su parte, el Banco central queda con poco espacio de política monetaria; lo sabe bien el ministro de Hacienda. 

La política fiscal expansiva, como sabemos, tiene más problemas, especialmente la inflación. Me gustaría saber cómo vamos a tratar la inflación, que constituye un impuesto directo a las familias más pobres. Esa inflación, que en nuestro rango meta debería estar en torno al 3 por ciento, va a estar en torno a 5 por ciento y más. ¿Cuál va a ser la política para reactivar la economía y, al mismo tiempo, no aumentar la inflación? No es evidente, no es obvio y hoy no sabemos cómo podemos hacerlo. 

Un tema transversal en toda la discusión del presupuesto: ¿qué es el bien público? ¿Qué entiende este gobierno por “el bien público”? ¿Qué es lo que está financiando?

Lo que parece que el Estado entiende como público es lo que es de propiedad estatal. Aborrece todo aquello que es un bien público producido por algo que no sea del Estado. Lo único que le interesa son los ladrillos con el RUT del Estado, pero no le interesa el resto. Eso se ve en muchos aspectos, por ejemplo, en educación. El crecimiento de los últimos diez años del presupuesto de educación era de 1.000 millones de dólares. El gobierno anterior, a pesar de que le quieran echar la culpa de todo, dejó 328 millones de dólares en el Fondo de Educación. La reforma tributaria, supuestamente, recaudará 2.300 millones de dólares el próximo año; dos tercios, que fue lo que se nos prometió, son 1.380 millones de dólares. La suma de todo lo anterior da 2.728 millones de dólares, que son los recursos que deberíamos haber tenido para educación. Pero, ¿cuánto tenemos? 1.209 millones de dólares. ¿Qué paso con los otros 1.519 millones de dólares? No tenemos idea. No están. ¿Qué financia el Estado? No tenemos idea. Simplemente, hay retórica, en lugar de hablar de calidad, de diversidad y de libertad. 

Está muy bien que invirtamos más en educación preescolar y que tengamos más salas de clases. Pero ¡cuidado! Si no nos preocupamos de lo que ocurre al interior de esas salas de clases, lo que va a suceder es que van a empeorar los niños que asisten a ellas. De acuerdo con la evidencia de que disponemos hoy -los invito a leer el paper de Bucarey, Urzúa y Ugarte, de 2014-, asistir a la educación preescolar tuvo beneficios para aquellos niños que ingresaron antes de 2008. Desde 2008 en adelante, o no hubo impacto o hubo impacto negativo en esas generaciones, porque lo que ocurre al interior de las salas preescolares es fundamental. Sin embargo, nadie habla de eso.

En segundo lugar, respecto de la educación básica y media, ¿para qué insistir? Hoy, en que hay profesores que están en paro, es más relevante que nunca preguntarnos qué estamos haciendo con nuestros docentes, con las horas lectivas, con sus salarios, con la formación. ¿Qué estamos haciendo con la educación pública? El diputado Auth dijo que el Estado tiene derecho a invertir en educación pública. Sí, lo tiene; pero no tiene derecho a discriminar a los estudiantes vulnerables. No porque un estudiante vulnerable vaya a un establecimiento de propiedad del Estado va a tener una diferencia respecto de si va a otra institución. No es posible la discriminación arbitraria.

Además, se equivoca el diputado Auth cuando dice que no quisimos aumentar los recursos para la educación pública. Lo que no nos parece razonable es que aquellos establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, es decir, que son físicamente de propiedad del Estado, hayan sido excluidos. Eso es simplemente inaceptable. Lo mismo quieren hacer en las universidades; para el gobierno lo público es lo estatal. Por lo tanto, se discrimina a los estudiantes vulnerables que están en centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades que no son de propiedad del Estado. ¡Basta ya! Lo estatal no puede ser lo público. Lo público es mucho más amplio. A menos que queramos pasar una retroexcavadora ideológica y volver a la discusión de los años cincuenta.

Vamos a fiscalizar el uso de cada uno de estos recursos, porque es la razón por la cual nos eligieron los chilenos. Más aún, lo vamos a hacer porque nosotros votamos a favor de esto y queremos que los dineros se gasten de manera justa.

He dicho.

El señor CARMONA (vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Matías Walker.

El señor WALKER.- Señor Presidente, ayer cumplimos un año desde que a muchos se nos renovara un mandato por parte de la ciudadanía, lo que siempre es bueno recordar. Ese mandato es muy claro: cumplir un programa de gobierno, el cual hemos impulsado desde la bancada de la Democracia Cristiana en la Cámara de Diputados, para concretar el primer objetivo -están presentes el ministro de Hacienda y el director de Presupuestos, a quienes aprovecho de saludar, porque trabajamos juntos en ese proyecto-: recaudar 8.300 millones de dólares con la reforma tributaria.

Quiero puntualizar algo que señaló el diputado Jaime Bellolio, que puede prestarse a equívoco. Es importante señalar a la ciudadanía que siempre se dijo, desde el primer momento, que de los recursos obtenidos por la reforma tributaria, 2.300 millones de dólares se van a incorporar, el primer año de ejecución de la reforma, en el presupuesto para 2015. Las cifras son claras e incontrarrestables. De esos 2.300 millones de dólares, para el presupuesto del 2015, estamos aprobando 1.200 millones de dólares para educación y 1.100 millones de dólares para la salud pública.

Básicamente, son cinco los ejes que nos planteamos como bancada de la Democracia Cristiana para este proyecto de Ley de Presupuestos para 2015. El primero, fortalecer la educación pública; segundo, fortalecer la salud pública, especialmente la atención primaria, y aumentar el per cápita; tercero, la seguridad ciudadana, que es la principal preocupación de los chilenos; cuarto -no por ello menos importante-, la reactivación económica, en el escenario de una economía desacelerada que viene bajo esa condición desde el segundo semestre de 2012; quinto, como bien dijo el diputado Sergio Ojeda, Presidente de la Comisión de Familia, los adultos mayores y los pensionados. Todas esas inquietudes se recogen en este proyecto de Ley de Presupuestos para 2015, y fueron complementadas con el protocolo de acuerdo que hoy hemos suscrito con el ministro de Hacienda y con el director de Presupuestos, en el que se expresan muchas de las materias planteadas en cada una de las subcomisiones mixtas en las que trabajamos durante todo este tiempo. 

Es importante señalar que este proyecto de Ley de Presupuestos también está a tono con la demanda del país por mayor seguridad ciudadana. Poco se ha hablado en este debate sobre seguridad ciudadana, la principal preocupación de los chilenos. Lo cierto es que el presupuesto para la Subsecretaría de Prevención del Delito aumenta en 65 por ciento, lo que permitirá llevar a cabo el plan comunal de seguridad pública en todas las comunas, especialmente en aquellas donde la cifra de victimización es mayor. Por eso, en la Comisión de Seguridad Ciudadana también estamos tratando y vamos a aprobar el proyecto de ley que crea los concejos comunales de seguridad pública, a fin de que en cada comuna exista un plan comunal de seguridad pública con presencia de los vecinos.

En materia de reactivación económica, queremos destacar la concreción de la agenda de productividad, de innovación y de crecimiento que está liderando nuestro ministro de Economía, Fomento y Turismo, Luis Felipe Céspedes. 

Ayer acompañamos a los pescadores de Tongoy, de Guanaqueros y de Coquimbo, que no tienen suficientes recursos pesqueros. Nos alegramos mucho de la sensibilidad de nuestro gobierno con la pesca artesanal, porque los recursos para el FAP aumentan en 58,1 por ciento, y para el Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal, en 25 por ciento. Sin embargo, le pido al gobierno -en la Sala está presente el ministro de Hacienda- que no se olvide de los extripulantes que no han recibido los beneficios contenidos en el “acuerdo Ferreiro”, implementados desde la entrada en vigencia de la Ley de Pesca, sobre todo, de aquellos de las regiones de Coquimbo y del Biobío. 

Nos alegra que en materia de educación, como lo tratamos en la Cuarta Subcomisión Mixta de Presupuestos, se haya logrado un acuerdo con las veinticinco universidades del Consejo de Rectores. Se destinarán 5.723 millones de pesos exclusivamente a las universidades de regiones, pues se trata de planteles públicos, sin discriminar a las universidades privadas del Consejo de Rectores respecto de las estatales. Estas últimas, en todo caso, van a tener un convenio marco, porque entendemos que el Estado debe asegurar el financiamiento de sus propias instituciones de educación superior.

Por otra parte, cabe aclarar que no está en peligro el presupuesto de la Junji ni el de Integra. El ministro lo dijo en la Comisión Mixta de Presupuestos y, probablemente, lo va a ratificar hoy: en ningún momento se ha puesto en peligro la construcción de las 832 salas cuna y de los 658 jardines infantiles comprometidos en nuestro programa de gobierno para el próximo año. Ello está comprometido en el protocolo de acuerdo que tiene la firma del ministro de Hacienda.

Por lo demás, ¿cómo no va a ser importante el protocolo de acuerdo para facilitar el funcionamiento de las orquestas profesionales en regiones, entre ellas la Orquesta Sinfónica de la Universidad de La Serena? 

¿Cómo no va a ser importante dar el primer paso hacia la gratuidad universal, para alcanzar, durante la ejecución del presupuesto de 2015 en educación superior, el financiamiento de becas para el 70 por ciento de los estudiantes más vulnerables? Sabemos que durante los cuatro años del gobierno se van a entregar becas que podrán financiar la totalidad de los gastos de nuestros jóvenes en la educación superior y no solo los aranceles de referencia. La idea es llegar, en un plazo máximo de seis años, a la gratuidad universal para la educación superior comprometida en nuestro programa de gobierno. 

También nos alegramos de que aumente el presupuesto para alimentación escolar en 15,9 por ciento. La Presidenta Michelle Bachelet dijo que ninguna familia será discriminada para que sus hijos reciban alimentación en los colegios en razón del puntaje de la ficha de protección social de los padres. Ello se empezará a cumplir gracias al aumento del presupuesto de la Junaeb. Hemos pedido que en las regiones afectadas por la sequía, declaradas zonas de catástrofe, también se entreguen raciones alimenticias a los niños durante los meses de enero y febrero, porque sus madres temporeras no tienen trabajo debido a la sequía. 

En el contexto de la reactivación, nos alegra mucho el aumento del presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, en particular, en lo que dice relación con la inversión récord que se realizará en embalses, miniembalses y sistemas de agua potable rural.

La salud pública también ha sido una prioridad para los diputados de la bancada democratacristiana. Nos alegramos de que se haya presentado una indicación para aumentar el per capita en 9,2 por ciento. Asimismo, le pedimos al gobierno la concreción de diversos proyectos de construcción de consultorios a nivel nacional, porque con ello ser resolverá no solo un problema de salud, sino también la necesidad de generar empleos a partir de la reactivación económica.

Por último, quiero destacar el compromiso del gobierno de extender los subsidios a todos los deudores habitacionales, que en la actualidad están recibiendo solo algunos.

Por estas razones, anuncio que aprobaremos con mucho gusto este proyecto de Ley de Presupuestos para 2015.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Manuel Monsalve.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo al ministro de Hacienda. 

Sin duda, una de las discusiones más importantes que debe enfrentar cada año el Congreso Nacional es la relacionada con el proyecto de Ley de Presupuestos de la nación, toda vez que permite al Gobierno hacerse cargo de las demandas y de las necesidades de los ciudadanos, cumplir los compromisos incluidos en su programa, enfrentar los principales desafíos económicos de nuestra sociedad y, sobre todo, entregar más derechos a los ciudadanos y avanzar en la lucha contra la desigualdad, aspectos centrales del programa de gobierno de la Presidenta Bachelet. 

En este contexto, entendemos que el presupuesto debe cumplir tres grandes tareas. Primero, contribuir a la reactivación económica. Es cierto que nuestra economía ha experimentado una desaceleración, pero también lo es que el contexto internacional económico es complejo y difícil. Hace algunos meses, entró en recesión Brasil y los medios de comunicación de nuestro país han informado sobre la recesión en que acaba de entrar una potencia económica como Japón. A pesar de esto, durante el transcurso del presente año, Chile crecerá al 2 por ciento y para 2015 se ha proyectado un crecimiento del 3,6 por ciento.

La pregunta es, ¿cómo puede el Presupuesto hacerse cargo de la reactivación económica? El diputado Patricio Melero, de la UDI, ha dicho que no le gustaría que el presupuesto creciera en 9,8 por ciento. Entonces, ¿cómo se puede contribuir, en una situación económica difícil para la sociedad chilena y los ciudadanos, a la reactivación económica, a la inversión y a la generación de empleos?

Siempre hemos sostenido que cuando hay procesos de recesión, es el Estado el que debe jugar un rol contracíclico. Por eso aprobamos la reforma tributaria en septiembre del presente año, lo que ha permitido que el presupuesto para 2015 crezca en 9,8 por ciento. Cabe destacar que la inversión pública, es decir, los recursos que se destinan a obras públicas, a infraestructura y a generar actividad económica y, por lo tanto, a crear empleos crece en 27,5 por ciento. En la práctica, son 7 billones de pesos que permitirán a los chilenos que viven en las distintas regiones del país beneficiarse con la generación de 139.000 empleos mensuales. Durante el transcurso de 2015, habrá chilenos y jefes de hogar que podrán trabajar gracias al carácter contracíclico del presupuesto de la nación. 

Además, ese efecto se va a expresar en distintos sectores de la actividad del Estado. En obras públicas, a través de un crecimiento del 11,8 por ciento, lo que va a permitir inversiones en conectividad, fortalecer la alianza público-privada en materia de concesiones y apoyar cosas tan relevantes como, por ejemplo, en la zona de la provincia de Arauco, los proyectos de agua potable rural.

La inversión regional, que tiene un objetivo descentralizador y también un efecto sobre la reactivación económica, crecerá en 16 por ciento, desde el punto de vista de los fondos que deciden las regiones.

El Fondo Nacional de Desarrollo Regional crecerá 15,7 por ciento. Esperamos que para la Región del Biobío, en particular, respecto de la cual el FNDR crece solo un 8 por ciento, durante el transcurso de 2015 se hagan asignaciones suplementarias. Lo digo no solo porque dicha región requiere mayor apoyo para su reactivación económica, sino, además, porque la gestión del intendente, en materia de gasto público, ha sido extraordinaria. Este año el propio gobierno reconoció su gestión y entregó un suplemento de 8.000 millones de pesos al presupuesto del FNDR de la Región del Biobío, y no tengo duda de que en el transcurso de 2015, el intendente cumplirá las metas relacionadas con gastos. Por lo tanto, esperamos que el gobierno, a través del Ministerio de Hacienda, complemente los recursos para esa región.

Asimismo, hay recursos considerados para la agenda de innovación y de energía y para la pesca; espero que lleguen a la Región del Biobío, en particular, a la provincia de Arauco. Me refiero al reajuste del Fondo de Administración Pesquera, 58 por ciento, y al reajuste del Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal, 25,1 por ciento.

Existe una fuerte agenda y un fuerte énfasis del presupuesto en materia de reactivación económica. 

Quiero reiterar al ministro que es necesario convencer al director de Presupuestos, en el sentido de que el compromiso contraído por la Presidenta con la provincia de Arauco, en cuanto a concentrar esfuerzos para solucionar los problemas que la afectan, tenga una expresión clara y nítida en la Ley de Presupuestos. Esperábamos que en la glosa relacionada con la provincia de Arauco se hubiera dado una señal mucho más potente sobre la materia. No quedamos conformes con que los recursos contemplados en la glosa sean los mismos del último año del gobierno del Presidente Piñera; nos parece que no es un buen mensaje, toda vez que no valida el esfuerzo que está haciendo el intendente de la región, el gobierno regional, los parlamentarios que fuimos a conversar con el director de Presupuestos y el intendente, que fue a conversar con el ministro de Hacienda para plantearle que es indispensable fortalecer el apoyo que debe brindar el Gobierno a la provincia de Arauco.

Por eso, le reitero al ministro que es indispensable que el gobierno flexibilice su posición en esta materia, que escuche las demandas y que entienda que hay una zona que es, tal vez, la que enfrenta mayores conflictos en todo el territorio nacional.

También quiero destacar los recursos de la reforma tributaria que se destinan a educación y salud; son 1.200 millones de dólares adicionales al presupuesto de Educación que permiten un crecimiento del 10,2 por ciento de su presupuesto; son prácticamente 7,6 billones de pesos que se destinarán al sector educación en 2015.

El diputado Jaime Bellolio dijo que no quería que el presupuesto discriminara entre instituciones educacionales estatales y privadas. Le recomiendo al diputado que, si no le gusta la discriminación, lo primero que debió hacer fue votar a favor de un proyecto de ley que fue despachado por la Cámara de Diputados y que actualmente se encuentra en el Senado, porque la discriminación existe en Chile y es más brutal que la que plantea como supuesto el diputado Bellolio. Me refiero a la discriminación en contra de aquellas familias que tienen un hijo que no puede entrar a un centro educacional simplemente porque es de financiamiento compartido y no tiene recursos para pagar; es decir, esa discriminación se genera únicamente por razones económicas. 

Como digo, esa discriminación existe en Chile, y nos estamos haciendo cargo de terminar con ella. Por eso hay un proyecto de ley sobre la materia en el Congreso. Por su parte, este proyecto de Ley de Presupuestos fortalecerá la educación pública. Crece en 36,8 por ciento el presupuesto destinado a educación; queremos aumentar la cobertura de salas cuna para 90.000 niños que hoy no pueden acceder a ellas, y para 34.000 que no pueden asistir a jardines infantiles. Por eso, se destinan 314.000 millones de pesos para la construcción de 800 salas cunas y de 660 jardines infantiles, para lo cual el presupuesto de la Junaeb crece un 15,9 por ciento, de manera que pueda entregar alimentación a los niños pertenecientes a los tres primeros quintiles de ingresos.

También se aumenta en 15 por ciento el presupuesto de la educación superior, y en 15,8 por ciento el destinado a becas; es decir, 70.000 jóvenes que están en la educación superior y que en 2014 no tenían posibilidad alguna de acceder a una beca, en 2015 podrán hacerlo, gracias al incremento del presupuesto para la educación superior en materia de becas. 

No puedo terminar el tema relacionado con la educación sin destacar los 109.000 millones de pesos que serán destinados al fortalecimiento de la educación pública, becas, alimentación, apoyo pedagógico y mejoramiento de infraestructura. Habrá un fuerte impulso al fortalecimiento de la educación pública, uno de los compromisos de la Presidenta Michelle Bachelet y de la Nueva mayoría.

En materia de salud, hay buenas noticias: el presupuesto crece en 11 por ciento; pero también hay buenas nuevas para la gente, porque el crecimiento de 85 por ciento en inversión significa 1.000 millones de dólares que se destinarán a construir infraestructura sanitaria que requieren distintos lugares de Chile. No me refiero solo al compromiso de los 60 hospitales, sino a que en 2015 se construirán 37 centros de salud familiar, 50 centros comunitarios de salud y 38 servicios de urgencia de alta resolución. Debo destacar que, en el caso de la provincia de Arauco, habrá recursos para construir un Centro de Salud Familiar en Lebu, un Cecof en Antiquina y un servicio de urgencia de alta resolución en la comuna de Lota, solo por dar algunos ejemplos. 

Por lo tanto, los diputados socialistas votaremos a favor el proyecto de Ley de Presupuestos.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado Leopoldo Pérez.

El señor PÉREZ (don Leopoldo).- Señor Presidente, durante toda la mañana hemos conocido distintas posiciones y hemos asistido a una clase de oratoria y de populismo que resultan increíbles para quienes llevamos poco tiempo en la Cámara de Diputados. 

Tal como lo han señalado algunos parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra, parto de la base de que ningún presupuesto es malo por sí mismo y de que existe la voluntad del gobierno, que elabora un presupuesto, de hacer bien las cosas.

Yo denominaría este presupuesto como “el presupuesto de las dudas”. Incluso, lo han llamado así algunas personas de la Nueva Mayoría. ¿Por qué “de las dudas”? Porque si vemos cualquier subtítulo, ítem o glosa correspondiente a los distintos sectores veremos que, en el caso de la educación parvularia o preescolar, en lo que respecta a jardines o salas cuna vía transferencia de fondos, los VTF, que no son Junji o Integra -me alegra que no se hayan modificado los presupuestos de la Junji y de Integra​-, existe una brecha superior al 40 por ciento en el financiamiento de los VTF versus los que son propiedad del Estado, en circunstancias de que los VTF cubren más del 65 por ciento de la demanda de educación parvularia y preescolar.

Por otro lado, se dice que este presupuesto solucionará los problemas económicos que enfrenta nuestro país, de los cuales algunos culpan a una supuesta crisis internacional. Si vemos los proyectos que serán financiados con fondos del FNDR y revisamos las bases de licitación -hay varios colegas que han sido alcaldes-, comprobaremos que estas fueron modificadas para beneficiar no a las pequeñas y medianas empresas, sino a las grandes empresas. Esa es una interrogante. Se han modificado las bases de licitación a categorías 1 y 2 Minvu, es decir, para empresas con tal cantidad de recursos que son catalogadas como las grandes inmobiliarias que existen en el país. Es un tema que preocupa y que genera dudas. Es algo que quería plantearle al ministro. 

Invito a los colegas, sobre todo a los de regiones, a que revisen las bases de licitación del FNDR, porque se está afectando directamente a las pequeñas y medianas empresas. Ese es un asunto que está pendiente.

Respecto del transporte público, que está de moda por los problemas que ha experimentado el Metro de Santiago, se habla de igualdad; en el sacrosanto programa del gobierno se habla de combatir la desigualdad a como dé lugar, pero resulta que dentro de las políticas de inversión del Transantiago -por ejemplo, los corredores que se han anunciado y que están en ejecución-, se ve claramente que existe desigualdad entre las comunas de la zona sur. No voy a comparar las comunas del sector oriente de Santiago, sino las de la zona centro, específicamente, el corredor Vicuña Mackenna con el corredor Carmen: sus estándares, diseño y calidad son absolutamente diferentes. Por lo tanto, se está produciendo una discriminación con los ciudadanos de la zona sur de Santiago. 

De manera que no me vengan a decir que este presupuesto favorecerá la igualdad; por el contrario, es discriminatorio y generará más desigualdad. 

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado Felipe Letelier.

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, tal como ocurre con otras iniciativas, en este proyecto de Ley de Presupuestos los interlocutores y portavoces de la Alianza por Chile, una vez más, no han respetado a sus propios colegas que integraron las subcomisiones mixtas de presupuestos y la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

Quienes integramos las comisiones de Agricultura y de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones podemos ver que los diputados de la Alianza por Chile piden más recursos para las distintas áreas de sus distritos y regiones. Sin embargo, aquí hemos escuchado a algunos de sus voceros, como el diputado Patricio Melero, que rechazan prácticamente todo lo que los diputados de sus propios partidos solicitaron en las subcomisiones mixtas y en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. ¿Quién entiende esto?

En segundo lugar, al parecer estamos en un diálogo de sordos, porque todos sabemos que la economía empezó a caminar lento en 2013 y que todavía sigue lenta. Y ese no es un problema solo de Chile, sino de todo el mundo. ¡Por favor! ¡Han caído las economías más pujantes! Perú, que crecía al 9 por ciento, hoy lo hace al 4. ¡Cómo va a ser un invento! Todos los colegas presentes, por lo menos, leen la prensa. 

Obviamente, este presupuesto debe estar a la altura de los desafíos de Chile, toda vez que el año pasado el 64 por ciento de la ciudadanía apoyó la propuesta de la Presidenta Bachelet. 

Debemos afrontar los problemas más críticos como el de la salud. ¿Quién en esta Sala de la Cámara de Diputados y en el Senado no va a querer que los chilenos más pobres tengan una salud mejor y más digna? No queremos que el hospital regional de Rancagua, en la Sexta Región del Libertador Bernardo O’Higgins, se transforme en un elefante blanco, sino que entregue la atención de salud que se merecen todos los habitantes de la región. Pero ese hospital necesita recursos humanos, es decir, médicos, enfermeras, técnicos y, además, instrumentos e insumos. ¿Acaso alguien en esta Sala piensa que estamos aprobando un súper presupuesto para salud? ¡Por favor! Los pobres no tienen una chequera, como la que tenemos quienes integramos esta Corporación, para solucionar sus problemas de salud; los pobres deben defenderse en los consultorios, en los hospitales de Rengo, Santa Cruz y Rancagua, como ocurre en todo Chile.

Entonces, a los diputados de la Alianza les digo: ¡por favor, no hagan discursos si todos sabemos que hay una necesidad real! Enhorabuena que estemos discutiendo una reforma educacional. Como dijo Pedro Aguirre Cerda: “Gobernar es educar”. Hay algunos que toda-
vía quieren mantener la política de los antiguos hacendados según los cuales los inquilinos y los peones no debían aprender a leer ni a escribir; así podían manejarlos mejor porque desconocían sus derechos. Al parecer hoy, cuando vivimos la era de los celulares y de internet, muchos siguen siendo herederos de aquella cultura. Por eso, enhorabuena que estemos discutiendo una reforma educacional que permita a nuestro país despegar, porque de nada sirve que sea rico y hermoso si no tenemos una educación que nos permita procesar y agregar valor a nuestras materias primas. 

Los niños y los jóvenes de Chile no pueden seguir esperando. ¿Cuántas multicanchas, canchas de tenis y otros espacios para el deporte existen en nuestro país? Debemos pensar en la juventud si queremos que nuestros niños y jóvenes sean buenos ciudadanos; no deseamos que haya delincuencia. Pero, ¿cuántos recursos destinamos para que sean buenos ciudadanos en el futuro? En este sentido, queremos ver dónde están realmente las voluntades. Hechos son amores y no buenos discursos en esta Corporación. 

Por otra parte, me da pena constatar todos los días que es necesario contar con obras de regadío, con agua potable rural y con embalses suficientes para los pequeños agricultores y para los campesinos de todo Chile, porque no estoy pensando solo en la Sexta Región. 

Para terminar, hago un llamado a la Alianza y a toda la derecha del país, para que no saque dividendos políticos, de manera que de una vez por todas Chile pueda abordar los grandes desafíos que tiene por delante.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Se suspende la sesión por 30 minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:
El señor CORNEJO (Presidente).- Continúa la sesión.

Se suspende la sesión por quince minutos.

-Transcurrido el tiempo de suspensión:

El señor CORNEJO (Presidente).- Continúa la sesión.

Ofrezco la palabra al diputado señor Gaspar Rivas.

El señor RIVAS.- Señor Presidente, durante mi labor parlamentaria me ha tocado participar en varias discusiones de proyectos de Ley de Presupuestos para el sector público y la verdad es que se escuchan muchas cosas.

Cada uno de los extremos del espectro político expone sus planteamientos y, como es natural, los de gobierno defienden el presupuesto y los de oposición lo atacan.

Por un lado, tenemos una derecha que tiene distintos apellidos: social, popular, liberal, nueva, pero siempre es la misma, que ataca este proyecto de ley porque considera que pone en peligro la economía del país; y por otro, un sector de gobierno, la izquierda, que lo alaba, y dice que es uno de los presupuestos que implica la mayor inversión pública de los últimos años. ¡No veo por dónde!

Señor Presidente, he revisado este presupuesto, lo he vuelto a revisar, pero en ninguna parte veo la satisfacción de dos temas que para mí son trascendentales y que también lo son para muchos chilenos y chilenas: ¿Dónde está el ítem o la glosa que corresponde al pago de la deuda histórica de los profesores, que se arrastra durante casi 30 años? ¿Dónde está la glosa que establece que a los soldados conscriptos que fueron abusados en sus derechos durante las décadas de los 70 y de los 80 se les va a pagar lo que el Estado les debe? ¡En ninguna parte! Lo único que veo es un protocolo -el gobierno pide a sus parlamentarios que lo firmen-, donde se establece, entre otras cosas, que se va a buscar una solución para los funcionarios a contrata. ¡A buscar una solución, señor Presidente! ¿Hasta cuándo? Después de 25 años, ¿todavía vamos a seguir buscando soluciones? ¿Por qué no solucionamos esto en forma definitiva?

Si en este proyecto de Ley de Presupuestos no se establece una solución para pagar la deuda histórica de los profesores y para indemnizar a los exsoldados conscriptos, lo votaré en contra, tanto en general como en particular.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Ofrezco la palabra a la diputada Camila Vallejo.

La señorita VALLEJO (doña Camila).- Señor Presidente, sin duda, las reformas sociales, políticas y económicas que permitirán ampliar y garantizar los derechos sociales constituyen parte de las prioridades del programa de gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, así como del compromiso que los comunistas adquirimos con el pueblo de Chile, en términos de hacer cumplir ese programa para honrar la palabra empeñada.

En ese sentido, el proyecto de Ley de Presupuestos apunta en la dirección correcta, de manera que centraré mi intervención en la principal crítica planteada desde la oposición al presupuesto presentado por la Presidenta, referida a la supuesta baja inversión pública y al alto gasto público que considera la iniciativa en un contexto de desaceleración.

Tal como lo han expresado algunos diputados que me antecedieron en el uso de la palabra, ese planteamiento no está basado en la realidad, porque el presupuesto establece un aumento notable de 27,5 por ciento de la inversión pública, el mayor registrado en la historia de Chile.

Tras esa crítica se esconde una posición sumamente ideológica, como la señalada por el diputado señor Godoy, la cual dice relación con la postura que sostienen los defensores del neoliberalismo en el país, los que prefieren, como es obvio, la inversión privada, todo por su obcecado rechazo a cualquier tipo de intervención estatal que pueda cercenar las posibilidades de crecimiento de la economía basada en el mercado como principal asignador de recursos.

Según ellos, que el Estado invierta representa falta de confianza en la creatividad y eficiencia de la iniciativa privada, en el empresariado y en los individuos. Pero esa visión es extremadamente ideológica, puesto que la evidencia empírica demuestra que la inversión privada, a través del sistema de concesiones, no necesariamente garantiza más eficiencia y crecimiento. De hecho, en muchos casos, con la política de concesiones se termina por gastar mucho más.

Ejemplo de lo señalado es lo sucedido con el Metro, sistema de transporte que hace pocos días vivió una situación crítica. En el gobierno pasado, esa empresa estatal externalizó los servicios de mantención, en circunstancias de que para su mantenimiento y operación se requiere de profesionales con un nivel muy alto de especialización, situación que evidentemente perjudicó su funcionamiento.

Por otra parte, el Metro podría financiarse con una tarifa aproximada de 300 pesos, pero el resto de lo que se cobra en la actualidad se destina a financiar el sistema privado de transporte. Si se consideran esas dos situaciones, ¿dónde está la eficiencia del sistema privado?

Por lo tanto, el debate que se ha llevado a cabo en el marco del proyecto de Ley de Presupuestos para el próximo año es de carácter ideológico, puesto que a pesar de que se mantiene la lógica de la inversión a través de concesiones con el mundo privado, se coloca gran énfasis en la inversión pública. ¿Alguien cree que la ciudadanía no quiere inversión estatal, que significa crecimiento?

Los habitantes de la comuna que integra el distrito que represento -estoy segura de que también les sucede a muchos diputados en sus distritos respectivos-, sobre todo las personas que se encuentran en situación de mayor pobreza, están pidiendo la construcción de hospitales públicos y de más Cesfam. En el caso de la comuna de La Florida, la construcción del centro de salud familiar de Bellavista es un anhelo largamente esperado, de modo que se requiere que el Estado inyecte importantes recursos en materia de infraestructura.

Por otro lado, me parece sumamente cuestionable que algunos estimen que el aumento considerable del gasto público en educación es un despilfarro, y no una inversión de largo plazo. De hecho, se ha tratado de insinuar que el incremento del gasto en educación constituye un costo y no una inversión pública. Esa es una afirmación muy miope.

Hace poco, un grupo de diputados, de académicos y de expertos en educación tuvimos la oportunidad de viajar a Finlandia, para conocer su modelo de educación. Al respecto, cabe señalar que a principio de los 90, cuando ese país sufrió una crisis económica muy grande, época en que su nivel de ocupación llegó a aproximadamente 20 por ciento, lo que hizo Finlandia fue bajar el gasto público en varios sectores, menos en educación, el cual, incluso, aumentó. El sector más conservador de ese país podría haber dicho: “¿Cómo es posible? Estamos en crisis; se debe hacer inversión privada”. Sin embargo, ¿qué hizo Finlandia? Aumentó el gasto público en educación, así como en innovación y tecnología. ¿Cuáles fueron los resultados, décadas después? Finlandia es uno de los países más desarrollados y su educación, una de las mejores del mundo, es pública, gratuita y tiene uno de los mayores niveles de inclusión y excelencia.

A pesar de algunas críticas que podemos tener respecto de la Partida del Ministerio de Educación del proyecto de Ley de Presupuestos, sobre todo en materia de educación superior, el gobierno de la Nueva Mayoría tiene el deber de cumplir con el compromiso que hizo con el pueblo de Chile, razón por la que los diputados comunistas lo vamos a aprobar, porque creemos que es un paso importante para el cumplimiento del programa del gobierno.

Sabemos que el presupuesto no solucionará todos los problemas estructurales que tenemos en materia de los derechos que se deben garantizar, y por eso las reformas que se someterán a tramitación legislativa son tan importantes, pero es un paso importante, motivo por cual quiero reiterar que la bancada del Partido Comunista votará a favor en general y en particular el proyecto de Ley de Presupuestos para 2015.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Abel Jarpa.

El señor JARPA.- Señor Presidente, el proyecto de Ley de Presupuestos en discusión viene a cumplir lo que señalamos en la pasada campaña parlamentaria y presidencial, la cual fue llevada a cabo hace aproximadamente un año, en la que nuestra Presidenta obtuvo el 42 por ciento de los votos, en primera vuelta, y el 62 por ciento, en la segunda, ocasión en la que también fuimos elegidos los representantes de la Nueva Mayoría, tanto de la Cámara de Diputados como del Senado.

Uno de los objetivos de la iniciativa es mejorar la equidad, tanto a nivel de las personas como en el aspecto territorial. Debido a diversas circunstancias externas y internas, nuestro crecimiento histórico ha disminuido, el cual, como se ha señalado, probablemente llegará a 2 o poco más del 2 por ciento. Por lo tanto, se hace necesario la adopción de medidas para reactivar nuestra economía. En ese sentido, es fundamental la inversión pública.

Este presupuesto apunta en la dirección correcta, porque la mayor inversión del Estado permitirá mejorar el crecimiento del país, el que esperamos que el próximo año alcance a 3,6 por ciento. De los 2.300 millones de dólares que se recaudarán con la reforma tributaria el próximo año, aproximadamente 1.200 millones de dólares se destinarán a educación pública y 1.100 millones a salud, lo que permitirá cumplir con el programa de la Presidenta Michelle Bachelet.

Por último, me parece muy importante resaltar nuestra preocupación por las personas, en especial por los funcionarios públicos. De hecho, la semana pasada la Sala celebró una sesión especial pedida para analizar la situación que afecta a alrededor de 240.000 funcionarios a honorarios que prestan servicios en los organismos de la Administración del Estado. En el protocolo de acuerdo suscrito entre el ministro de Hacienda y los parlamentarios de la Nueva Mayoría, aquel se comprometió a que la Dirección de Presupuestos, en el primer semestre del próximo año, evalúe la situación que afecta a esos trabajadores, además de los que se desempeñan en el sector privado. Por lo tanto, de aquí a 2015 o 2018, los funcionarios a honorarios que se desempeñan en el sector público deberán pasar a integrar las plantas respectivas, incluidos los de los Prodesal.

En consecuencia, aprobaremos el proyecto de Ley de Presupuestos en debate, porque es muy importante reactivar la economía y que se cumpla con el programa del gobierno en materia de salud y educación, así como solucionar la situación de los funcionarios a honorarios en los organismos de la Administración del Estado, los que deberían pasar a las plantas de los organismos correspondientes.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe de Mussy.

El señor DE MUSSY.- Señor Presidente, en primer lugar, saludo al ministro de Hacienda.

Si analizamos el presupuesto en forma global, veremos que se discutió si su incremento en 9,8 por ciento era alto o bajo, si era lo correcto, si era contracíclico o no. Si desmenuzamos un poco eso, nos daremos cuenta de que se trata de un aumento lógico, histórico. 

Luego, una gran parte del incremento la constituye prácticamente la transferencia de recursos desde el sector privado, por la nueva reforma tributaria.

Finalmente, existe un pequeño aumento extra que podría justificar el que se diga que este presupuesto es contracíclico, aunque en verdad es bastante superficial. Eso no significa que podríamos estar pensando en aumentar más el presupuesto; simplemente, estoy diciendo que esto no solucionará los problemas de nuestra economía.

También hay que entender que la inversión pública representa alrededor del 18 por ciento de la inversión total en Chile. Creemos que un incremento de 10 por ciento en la inversión pública significará que, con suerte, esta llegará al 20 por ciento de la inversión total. ¿Servirá ese porcentaje? Tal vez lo haga, pero no intentemos tapar el sol con un dedo y creer que este presupuesto mejorará la situación que está viviendo el país, ni en 2015 ni después.

Tuve la oportunidad de presidir la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, que analizó las partidas 08 Ministerio de Hacienda, 50 Tesoro Público, 21 Ministerio de Desarrollo Social y 07 Ministerio de Economía. Ahí nos dimos cuenta de que había algo muy grave en ciertos puntos importantes, como los famosos aumentos de gastos en personal a honorarios. 

Quiero decirlo claramente: este presupuesto tiene una prioridad política por sobre las urgencias sociales. Altera, por capricho ideológico y presiones políticas, justamente los objetivos que debiera tener un presupuesto, que es atacar las urgencias y problemas sociales de nuestra sociedad.

Ya se perjudicó a los emprendedores con la reforma tributaria. Tuvimos que llegar a un gran protocolo de acuerdo, porque, de lo contrario, se iba a pasar la aplanadora sobre ellos. 

Pero hoy estamos pasando una aplanadora sobre la clase media con la famosa reforma educacional. Lo he dicho en todos los tonos: aquí hay ideología pura que, desgraciadamente, está por sobre las urgencias y problemas sociales reales. Lamentablemente, la tesis de la retroexcavadora vuelve a asomarse una y otra vez.

Con respecto al aumento de gasto en personal, si analizamos solo las partidas de los tres ministerios políticos -son materias objetivas; son números-, constataremos que el proyecto destina a ellos más de 3.500 millones de pesos: Ministerio Secretaría General de la Presidencia, 11,9 por ciento, muy por encima del promedio; Ministerio Secretaría General de Gobierno, 11,9 por ciento, y Ministerio del Interior y Seguridad Pública, 14,9 por ciento.

Después de pedir las explicaciones, en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos solicitamos estudiar la posibilidad de evaluar que todas esas personas fueran contratadas por concurso público. Algunos miraron al techo, mientras que otros nos atacaron y dijeron que en el gobierno anterior, del Presidente Piñera, ello había sido tal cual como es ahora. 

Ello no fue así. 

Me correspondió ser seremi de Desarrollo Social cuando se implementó el Ingreso Ético Familiar, y recuerdo que en ese entonces -cuando me encontraba en mi región- se pedía que, en el Presupuesto para 2013, ello se hiciera por concurso público, para que se trasparentara el sistema. Qué dijo la administración anterior: “Está bien, hagámoslo a través de la metodolo-
gía del concurso público”. ¿Qué dijo este gobierno en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos? Algunos miraron hacia el cielo, otros se manifestaron en contra y, finalmente, ello no se aprobó. O sea, los 3.500 millones de pesos que se destinarán a esos tres ministerios políticos serán, literalmente, para personas elegidas a dedo.

¿Hay algún miedo al reclutamiento por mérito o por competencias profesionales? Espero que no. Ojalá que esos 3.500 millones de pesos que irán a la contratación de personas elegidas a dedo no se destinen a actividades partidistas ni a proselitismo político.

Decimos mucho que el Estado es el mayor empleador en Chile y, además, el peor empleador respecto de la contratación a honorarios. Si analizamos el Presupuesto, nos daremos cuenta de que el 90 por ciento o más del aumento de gasto en personal está destinado para contratar más personas a honorarios. 

En verdad, la inconsistencia abunda. Vimos todo lo que el país sufrió con el tema de las bombas, pero si revisamos el presupuesto de la Agencia Nacional de Inteligencia, constataremos que aumenta cero por ciento. Eso es extraño.

Si desmenuzamos el presupuesto del Ministerio de Educación -es una de las partidas más grandes, por lo que cualquier aumento es significativo, lo cual me parece muy bien- y vemos cuáles han sido los aumentos promedio en los últimos presupuestos, nos daremos cuenta de que el aumento es de solo 1 por ciento. 

Entonces, luego de pasarnos todo el primer semestre y discutir la reforma tributaria, para conseguir más recursos para la educación, finalmente vemos que el aumento del presupuesto, con o sin reforma tributaria, podría haber sido exactamente el mismo. Por ello nos surgen ciertas dudas.

Para el gobierno de la Nueva Mayoría, las prioridades políticas se encuentran por sobre las urgencias sociales. Eso es lo que hoy se está viendo con este presupuesto, que aumenta grotescamente los gastos en personal, específicamente en los tres ministerios más políticos.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Roberto Poblete.

El señor POBLETE.- Señor Presidente, por su intermedio, saludo al ministro de Hacienda, quien se encuentra presente en la Sala.

Desde el retorno a la democracia, la Presidenta Michelle Bachelet ha liderado dos de los tres presupuestos más expansivos para el país. 

Esta vez, nuestra mandataria ha presentado al país un aumento de 9,8 por ciento en el presupuesto, en el que el Estado pretende ser un reactivador de la economía.

Para nadie es un misterio que el país ha experimentado una desaceleración económica. Por esto, el presupuesto que la Presidenta Bachelet nos propone es imprescindible. El Estado se decide a asumir un rol importante en este momento en el que el sector privado, al parecer, no encuentra alternativas rentables de inversión. 

Quienes critican y dicen que el Estado está sustituyendo al sector privado no reconocen que el gasto en inversión será ejecutado precisamente por ese sector.

Debemos destacar el presupuesto para educación, el cual se eleva en 10,23 por ciento, duplicándose así el promedio de crecimiento de los dos años anteriores. Será la secretaría de Estado que más gravará al erario nacional, representando el 23 por ciento del presupuesto. El monto anunciado permitirá a Chile acercarse a los desembolsos promedio que realizan los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

La mayor variación presupuestaria la tendrá la Junta Nacional de Jardines Infantiles, con un aumento de 62,86 por ciento, reflejando de esa manera que la prioridad del gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet es la educación parvularia, sin olvidar que la gratuidad de la educación superior, en especial en las universidades públicas, forma parte del programa de nuestro gobierno. 

Es necesario tener cautela y ser responsables en considerar que la inclusión e igualdad social es una de las razones que justifican el aumento de esos fondos en el presupuesto para 2015.

Respecto de la educación escolar, destacamos la creación de programas de apoyo en la convivencia escolar y la participación, la inclusión y la atención a la diversidad, la gestión curricular y el liderazgo directivo. Sin embargo, se precisa fortalecer el apoyo en recursos destinados al desarrollo curricular y evaluación, a infraestructura y a subvenciones específicas, por ejemplo, la Subvención de Internado y la Subvención Escolar Preferencial, así como también agilizar los procesos de selección y considerar recursos para el retiro de profesores y docentes del sistema.

Respecto de la educación pública, aplaudimos la creación del Programa de Acompañamiento y Acceso Efectivo a la Educación Superior (PACE), una medida que avanza en la dirección correcta en cuanto a calidad e inclusión en el sistema educativo.

Si bien valoramos los recursos destinados al Programa Educación Técnico Profesional y a la creación de un programa de apoyo exclusivo a la educación pública técnico-profesional, proponemos realizar un catastro nacional de establecimientos técnico-profesionales para identificar colegios en estado crítico en cuanto a infraestructura, equipamientos y materiales didácticos. 

Por otra parte, el aumento del presupuesto general para 2015 del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo es de 9,8 por ciento, lo que plantea un esfuerzo fiscal responsable, con un fuerte sentido de urgencia, pero, a la vez, con una visión estratégica de largo plazo para el desarrollo del país que dice relación con el incremento de la productividad de la economía. 

El objetivo que plantea no solo es seguir creciendo, sino hacerlo de manera inclusiva; es decir, propone un crecimiento que logre mejorar las oportunidades del país con una mejor distribución de la riqueza. A través del financiamiento de la Agenda de Productividad, Innovación y Crecimiento podremos dar un salto significativo en cuanto a productividad, principal factor del crecimiento económico en el largo plazo, y con ello, en el bienestar de las personas.

La apuesta es a crecer de manera sostenida y, al mismo tiempo, asegurar mayor equidad y calidad de vida para todos.

Tenemos que aprobar el financiamiento del Programa de Innovación Tecnológica Empresarial, con foco en las pymes, contenido en la Agenda de Productividad, porque donde hay más brechas y necesidad de que se produzca un aumento significativo de la productividad es en las pequeñas y medianas empresas. 

El 2,5 por ciento de las exportaciones es generado por pequeñas y medianas empresas. Esta figura en países desarrollados supera el 40 por ciento.

Por lo tanto, la capacidad para generar el acceso de las pequeñas y medianas empresas a los mercados internacionales es una necesidad imperiosa. Y lo es también el tener una economía más inclusiva.

También debemos destacar que, después de haberse mantenido sin variación durante 2014, los recursos para innovación, ciencia y tecnología del Fondo de Innovación para la Competitividad en este Presupuesto aumentan en 45 por ciento. Además, el presupuesto para el Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad asciende a 1.300 millones de pesos, lo que equivale a cinco veces lo asignado el año anterior.

Los recursos para políticas de emprendimiento dinámico o de alto potencial de crecimiento registran un incremento de 44 por ciento, lo que consolidará a Chile como uno de los líderes regionales en apoyo al emprendimiento temprano. Esto permitirá financiar nuevos fondos de inversión temprana y de aceleración de proyectos en sectores estratégicos, la regionalización del programa Start-Up Chile y nuevos programas de emprendimiento social.

Asimismo, las políticas de fomento al emprendimiento y la competitividad de las pymes llega a 200.000 millones de pesos, esto es, 38 por ciento superior al año anterior.

El nuevo Fondo de Inversiones Estratégicas, que comenzará a operar en 2015, financiará las acciones que deriven de los diagnósticos y levantamiento de brechas productivas, originados mediante procesos de diálogo público-privados. Aquí no se trata, como algunos han querido caricaturizar, de funcionarios públicos que eligen sectores ganadores, sino de acuerdos sobre cómo elevar la productividad de sectores específicos.

En su conjunto, los recursos del presupuesto para 2015 posibilitarán al Ministerio de Economía desplegar una agenda ambiciosa y contribuir al desarrollo de una estructura productiva más moderna, competitiva e inclusiva.

Las cifras muestran que el gobierno ha puesto el tema de la productividad en el centro de la agenda pública, relevando su importancia para la construcción de una economía más dinámica, descentralizada e inclusiva.

Por último, quiero manifestar que la partida relativa al Ministerio de Energía considera un crecimiento presupuestario de 49,7 por ciento, lo cual dice relación con los pilares de la agenda energética, esto es, un nuevo rol del Estado; reducción de precios de la energía, con mayor competencia, eficiencia y diversificación en el mercado energético; desarrollo de recursos energéticos propios, conectividad para el desarrollo energético, un sector energético eficiente y que gestione el consumo, impulso a la inversión en infraestructura energética, participación ciudadana y ordenamiento territorial.

Hay que destacar que el gasto del gobierno en fondos para subsidiar el precio del gas en Magallanes aumenta en 69 por ciento en el presupuesto para 2015. Dicho subsidio corresponde a un acuerdo alcanzado en 2012, tras una serie de protestas contra la idea del gobierno de elevar su precio a un valor de mercado, lo que a su vez derivó en un compromiso de financiamiento permanente para la petrolera estatal.

En consecuencia -y aquí, por su intermedio, señor Presidente, me dirijo al ministro-, no nos parece correcto en este presupuesto la exclusión de la Región de Arica y Parinacota del subsidio para la instalación de sistemas solares térmicos de los programas de reconstrucción de Valparaíso y del Norte Grande. Este ítem se efectuará solo en Valparaíso e Iquique, lo que por cierto está muy bien, pero creemos que la omisión referida puede y debe repararse.

Este proyecto de Ley de Presupuestos para 2015 tiene claramente muchísimos más aciertos que errores. Es lo que necesitamos como país. Debemos aprobarlo, pues una política de gasto expansivo, que responde a la desaceleración de la economía nacional sufrida durante 2014, permitirá mejorar la productividad de la actividad económica nacional, el desarrollo energético sustentable y avanzar en la principal petición de la ciudadanía, cual es la educación gratuita y de calidad.

A su vez, el gasto beneficiará al sector privado, reactivará la economía y se generará mayor inversión y más empleo. Asimismo, se avanzará en la inclusión y la igualdad social, objetivo primordial del presente gobierno, el cual refleja las inquietudes de los chilenos y justifica el aumento de los fondos en el presupuesto para el año próximo.

Por último, como representantes elegidos por el pueblo, tenemos la obligación legal y moral de aprobar este proyecto de Ley de Presupuestos para 2015, por cuanto nos traerá un evidente beneficio como país.

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra, por cinco minutos, el diputado señor Fuad Chahin.

El señor CHAHIN.- Señor Presidente, a mi juicio, este proyecto de Ley de Presupuestos cumple con tres objetivos muy importantes:

Primero, da cuenta de la voluntad decidida del gobierno de cumplirle al pueblo de Chile lo comprometido durante la campaña electoral.

Segundo, enfrenta de manera decidida una desaceleración heredada. Por consiguiente, mediante este proyecto, una vez más, el Estado deberá cumplir un rol importante, no solo para generar inversión pública, sino también para atraer inversión privada.

Y tercero, pone el foco en las regiones. Porque no es posible un desarrollo justo si no se hace también desde el punto de vista territorial.

Manifesté que esta iniciativa cumple lo que comprometimos con Chile, pues hoy, gracias a la reforma tributaria -algunos en este hemiciclo la votaron en contra-, en el presupuesto para 2015 podemos discutir distintas partidas que dan cuenta de 2.300 millones de dólares adicionales, de un total de 8.300 millones para el presupuesto, cuando la reforma esté totalmente en régimen. 

Eso ha permitido que en el presupuesto para 2015 tengamos un aumento de 1.200 millones de dólares para educación, y de 1.100 millones de dólares para salud, que nos permite poner el foco, no en la próxima elección, sino en la próxima generación, porque entendemos que la igualdad de oportunidades tiene que comenzar a construirse desde la cuna. 

Por eso, este presupuesto contempla recursos para la construcción de 658 jardines infantiles y 832 salas cuna. Por eso, el presupuesto en Educación aumenta en 10,2 por ciento. Y por eso, además, con la aprobación de los distintos proyectos que dan cuenta de la reforma tributaria aumentaremos significativamente los recursos, sobre todo para poder mejorar y fortalecer la educación pública, cuestión urgente para nuestro país.

De la misma manera, el presupuesto para inversión pública en salud para 2015 aumentará en 85 por ciento. 

Se destinarán 4.000 millones de dólares al Plan Nacional de Inversiones de Salud Pública 2014-2018, lo que permitirá la construcción de 37 Cesfam, de 50 Cecof; el cumplimiento del plan de construcción de hospitales, lo cual posibilitará contar con una infraestructura que dé cuenta de las posibilidades reales de que la gente tenga un diagnóstico en salud más oportuno y reciba una mejor calidad en la atención, y la implementación del programa Más Sonrisas para Chile, relacionado con la dignidad de las personas y a raíz del cual más de 1 millón de compatriotas podrá acceder a atención de salud dental.

Asimismo, para el próximo año se contemplan más de 1.000 nuevas becas de especialidad y sobre 370 nuevos cupos para la formación y destinación de especialistas, de modo de ir de alguna manera resolviendo esa carencia que tenemos, sobre todo en las regiones, especialmente en las comunas más apartadas de las capitales regionales. 

Por eso manifesté que este proyecto cumple lo comprometido con el país; tiene esa enorme legitimidad. Pero además genera garantías de estabilidad social y de gobernabilidad, condiciones indispensables para el crecimiento económico. Si no tuviéramos un presupuesto que realmente respondiera a los compromisos, se generaría inestabilidad social, la peor barrera para el crecimiento económico.

También el proyecto se preocupa directamente de reactivar nuestra economía, cuyo proceso de desaceleración comenzó a fines de 2012, con una economía sobrecalentada, con una visión del gobierno anterior que significaba pan para hoy y hambre para mañana. 

Hoy debemos hacernos cargo responsablemente de ese legado. Por eso lo estamos enfrentando con decisión mediante el aumento del presupuesto de obras públicas en casi 12 por ciento y la generación de recursos para concesiones por más de 254.000 millones de pesos.

De igual modo, invertiremos en algo que para muchos parece cotidiano y normal, pero respecto de lo cual tantas familias en nuestro país, sobre todo en los sectores rurales de la Región de La Araucanía, que represento, sigue siendo un desafío cotidiano: el acceso al agua potable.

Más de 69.000 millones de pesos se invertirán en programas de agua potable rural. Porque no es posible, no es digno, no es aceptable, ni política ni éticamente, que hoy miles de familias vivan sin ese vital elemento.

De la misma manera, los recursos para fomentar el emprendimiento de las pymes aumentan casi 38 por ciento, y los recursos del Sercotec, en más de 60 por ciento.

Por último, quiero agradecer particularmente el aumento del presupuesto para las regiones, en especial el incremento muy significativo relativo a la Región de La Araucanía, porque estoy convencido de que ella requiere el nuevo trato que el Estado le está dando en este presupuesto. 

Por lo expuesto, anuncio que votaré favorablemente el proyecto. 

He dicho.

-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra, por nueve minutos, el diputado señor Nicolás Monckeberg.

El señor MONCKEBERG (don Nicolás).- Señor Presidente, un año atrás ni el más pesimista de los economistas ni el más díscolo de los políticos de la Nueva Mayoría habría siquiera imaginado que este presupuesto lo discutiríamos en tan poco tiempo en el contexto de una economía tan deteriorada como la actual.

Personalmente, tampoco habría imaginado que nos costaría tanto aprender la lección sobre cómo se enfrentan estos frenazos de la economía. Porque con este presupuesto hoy nos encontramos repitiendo los mismos errores del pasado, estamos tropezando de nuevo con la misma piedra, lo que, en consecuencia, demora aún más el momento para reactivar nuestra economía. 

El proyecto de ley de Presupuestos que hoy votaremos en general aumenta el gasto tres veces más que el crecimiento. Esto no es nuevo en Chile, pues el gobierno anterior de Michelle Bachelet, con el director de Presupuestos, hoy ministro de Hacienda, nos acostumbró a que era normal que el gasto aumentara tres veces más que el crecimiento de la economía.

¡Tanto paseo internacional! ¡Tanta vitrina! ¡Tanto seminario! Es recomendable que no salgan tan seguido fuera del país, porque cada titular de diario deja en evidencia la mediocridad para enfrentar la economía.

El presupuesto para el próximo año crece en 5.500 millones de dólares. ¿De dónde sale ese dinero? La economía, con un mediocre crecimiento, aporta el 3,6 por ciento; 2.300 millones de dólares provienen de la reforma tributaria, y entre 1.500 millones y 2.000 millones de dólares tendrán que salir de los fondos reservados del cobre -la Presidenta Bachelet nos tiene acostumbrados a gastarse esa plata, ya que también lo hizo en su gobierno anterior- o sencillamente de endeudamiento internacional. Ambas alternativas, en cualquier escenario, afectan precisamente a todos aquellos a quienes queremos defender: las familias más pobres, que ya el mes pasado debieron enfrentar un incremento en la inflación superior al 1 por ciento. Y a la fecha se registra una inflación acumulada de 5,1 por ciento.

¿Por qué nadie se hace cargo de eso? ¿Quién imaginó que en estos ocho meses del nuevo gobierno, que prometió todo, ya le estemos ofreciendo al país una inflación récord? 

La inflación no golpea a los más ricos, sino precisamente a los más pobres, que son los más vulnerables a las alzas de precios. Sin embargo, no tenemos ningún problema en decir que ellos pueden pagar todos los días hasta 70 pesos más por combustibles, en circunstancias de que perfectamente podríamos rebajarles su nivel de gastos y reducir la presión inflacionaria.

Se le dice a la gente más modesta que se apriete el cinturón con esta inflación, porque estamos aplicando medidas contracíclicas: tenemos que gastar más para ir en contra del ciclo. ¡Qué curiosa forma de analizar los ciclos! Porque con tasas de interés similares, precios del cobre parecidos e índices de crecimiento de la economía similares a los de hace un año, en ese entonces crecíamos el doble de lo que estamos creciendo hoy. Sin embargo, ahora decimos que es el fin del ciclo económico chileno. 

No se trata de un mal ciclo para Chile, sino de un frenazo autoprovocado directamente por los errores y las desconfianzas que el gobierno ha generado en el mercado. Esa es la verdad. Y no lo decimos solo en Chile, sino también, a nivel internacional, todos los economistas que escriben en revistas por todos conocidas.

Se habla del impulso fiscal que se producirá a través de este presupuesto. Pero no decimos la verdad, porque el impulso fiscal en gran parte será provocado por los 2.300 millones de dólares provenientes de la reforma tributaria. ¿A qué impulso fiscal nos referimos? Estamos hablando de traspasar gastos privados a gastos públicos. Eso no es impulso fiscal. El impulso fiscal real de este Presupuesto no será de 9,8 por ciento -por su intermedio, señor Presidente, se lo señalo al ministro-, sino de apenas 5 por ciento. Después podremos discutir si la forma de reactivar la economía se logrará sencillamente con un 5 por ciento de mayor gasto fiscal.

Además, aquí hay un doble discurso inaceptable. Se dice: “Tenemos un plan de reactivación económica” y la Presidenta de la República habla en cadena nacional sobre el tema, pero el Ministerio de Salud apenas ha gastado el 32 por ciento de su presupuesto en casi dos tercios del presente año; el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el 14 por ciento. La ejecución general está atrasada, porque alcanza apenas al 46 por ciento. Y podría dar muchos ejemplos más.

¿De qué sirve decir que vamos a impulsar la reactivación económica si ni siquiera el propio gobierno está gastando e invirtiendo lo que ya se le asignó?

Este presupuesto definitivamente no tiene norte ni quilla. De alguna forma, fomenta el engaño, porque todo este año hemos hablado de la educación como la prioridad, el sello de este gobierno. Sin embargo, hoy el presupuesto del Ministerio de Educación sube exactamente lo mismo que el año pasado. 

Hicimos una reforma tributaria, pero los recursos que de ella provienen no se gastan en financiar los gastos en educación. 

Reitero que este es un presupuesto sin quilla y sin norte, porque se compromete solo con inversión fiscal para 140.000 empleos, y resulta que se trata de los mismos 140.000 empleos que este gobierno ha perdido desde que asumió.

En cuanto a salud, recién un diputado se refirió a las becas. Por favor, si algo necesita Chile es justamente más especialistas. Y este gobierno, en el presupuesto para 2015, entrega menos becas para especialidades que las que contenía el presupuesto para 2014. Las cifras no mienten. 

También, rebajamos en 3.143 millones de pesos el presupuesto para el Bono Auge. ¡Queremos que la gente se muera esperando, pero, mientras tanto, el Estado no se hace responsable de dicha espera!

En cuanto al empleo, debo decir que este es el único gobierno en el mundo que cuando tiene más desempleo rebaja el subsidio a la contratación a quienes más les afecta: a los jóvenes. En este presupuesto se reduce el Subsidio al Empleo Joven en 11 por ciento.

En lo referente a la vivienda, ¿quién me puede explicar por qué en el presupuesto bajan los fondos asignados a ciertas viviendas de sectores vulnerables? 

En materia de seguridad ciudadana, ¿es posible que alguien me explique cuántas encuestas más de Paz Ciudadana, con récord histórico en décadas, debemos ver en los diarios para aumentar considerablemente los recursos a Carabineros de Chile? Este presupuesto no lo hace, pues mantiene casi los mismos montos del presupuesto del año pasado.

La prioridad parece que sí se encuentra en otra parte en este gobierno. Algo se ha dicho al respecto.

Cuesta mucho que los ministerios gasten. A la Presidenta de la República la dejan mintiendo frente al país cuando anuncia que reactivará la economía aumentando la ejecución, porque los ministerios no le hacen caso y presentan subejecución. En cambio, algo que ellos hacen a la velocidad del rayo, como relámpago, es contratar asesores.

En esa materia la Subsecretaría del Interior aumenta diez veces su presupuesto respecto del año pasado; la Subdere, cuatro veces; el Ministerio Secretaría General de Gobierno (Segegob), seis veces; el Ministerio Secretaría General de la Presidencia (Segpres), cuatro veces. ¡Qué increíble que tales órganos requieran tantos asesores! Imagino a muchos parientes para llevar a los ministerios.

Las horas extras también registran un aumento de 7,2 por ciento con respecto al año pasado. ¡Eso sí que se puede hacer rápido, a la velocidad del rayo: contratar amigos, parientes, correligionarios, operadores! Pero solucionar los problemas de la gente más modesta toma más tiempo.

Por otra parte, este presupuesto incrementa en 12,7 por ciento el gasto en viáticos. 

Se tomaron la molestia de cambiar hasta los vehículos de forma mucho más rápida que los gobiernos anteriores. Esto aumenta en 51 por ciento.

Todos queremos tener un presupuesto que nos identifique, pero este consolida un engaño, un discurso distinto a la realidad. Es un presupuesto que no cumple con las expectativas, no tiene identidad ni norte, y solo refleja la desorientación vista en todas las reformas que hemos tramitado durante los últimos meses. Si el gobierno carece de apoyo y cada día hay más gente que rechaza las reformas presentadas es precisamente porque se nos plantea un discurso muy distinto a la realidad.

Por ello, esperamos que esto se corrija en los trámites sucesivos. A nadie le interesa que los ministros, subsecretarios o jefes de servicios utilicen autos nuevos; lo que nos interesa es que la gente vea reformas de verdad.

He dicho.


-Aplausos.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado señor Daniel Farcas.

El señor FARCAS.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero aprovechar la oportunidad de saludar a mi amigo Alberto Arenas, ministro de Hacienda -lo felicito por el trabajo realizado-, y al señor Sergio Granados, director de Presupuestos.

En el protocolo de acuerdo se establece un compromiso muy importante, cual es que en 2015 habrá un nuevo ingreso per capita en salud que, probablemente, dará una señal sustantiva y relevante para saldar una deuda histórica con aquellos sectores de la población que carecen de servicios relevantes, como salud de calidad.

Asimismo, en relación con una sesión anterior, en forma transversal distintos diputados y diputadas abordaron el tema de los trabajadores que ejercen funciones en el Estado y que, sin embargo, no cuentan con contrato. Se ha establecido un programa y un cronograma para priorizar por antigüedad a aquellas personas que serán consideradas en forma paulatina para ser incorporadas en las plantas y contratas del sector público. Lo destaco porque me parece un avance sustantivo, relevante e importante que da cuenta de una materia que sistemáticamente se nos ha solicitado abordar.

Este presupuesto, con énfasis en educación, salud y vivienda, es, por cierto, contracíclico. En una economía mundial que, lamentablemente, viene con una desaceleración pronunciada 
-hemos visto las cifras de crecimiento de distintos países-, es importante tener una política fiscal agresiva, que es justamente lo que este presupuesto tiene como herramienta reactivadora para el período 2015. Además ello se ejecuta en función no solo de incrementar y acelerar la inversión pública, sino también de buscar en distintos ámbitos una colaboración público-privada.

Tengo la convicción de que el crecimiento estimado en 3,6 por ciento para 2015 se logrará, en gran parte, en función precisamente de la colaboración público-privada, no solo debido al gasto fiscal o al esfuerzo del Estado, que, por cierto, representa un esfuerzo menor desde el punto de vista económico. Se trata de una señal que apunta a seguir adelante en todas las materias relacionadas con la reactivación.

Se establece, en función de las prioridades, un importante incremento del presupuesto del Ministerio de Obras Públicas, principalmente concentrado en Vialidad, en una serie de materias asociadas a concesiones e inversiones público-privadas en distintas regiones del país. 

Particularmente destacable es el cofinanciamiento del Metro a partir de lo que se hará en las líneas 3 y 6 para mejorar en 70 por ciento el transporte en la Región Metropolitana. Además, se consideran ampliaciones de aeropuertos, mejoramiento de bordes costeros, inversiones en temas hídricos y, por cierto, un aumento muy importante en los fondos nacionales de desarrollo regional.

Asimismo, el ministro Arenas, en conjunto con el ministro Céspedes, han tenido aciertos importantes en relación con la agenda de productividad, innovación y crecimiento, particularmente vinculados con el Fondo de Inversión Estratégica para el encadenamiento y desarrollo productivo, y el fortalecimiento de las acciones del turismo; el fondo de la innovación de la competitividad y los recursos destinados al emprendimiento y la competitividad para las pequeñas y microempresas, que crecen en más de 37 por ciento; los programas de fomento con cobertura, que van a involucrar al menos a 14.000 nuevos emprendedores, y programas de subsidio Sercotec con un crecimiento sobre el 60 por ciento. 

Esperamos, también, con mucha energía y esperanza, el programa de modernización de las ferias libres, que crecerá 50 por ciento, y la nueva ley que el ministro Céspedes ha anunciado para el mes de enero y que tendrá un incremento sustantivo a partir de lo que podamos hacer en función de utilizar de mejor forma instrumentos importantes para esa área de la economía nacional que queremos vitalizar.

Una falencia del desarrollo económico y una crítica que se nos ha hecho como país durante los últimos años se relaciona con el tema energético. En ese sentido, el Ministerio de Energía contará con un presupuesto casi 50 por ciento mayor que en 2014. Esto tiene que ver con la competitividad, el desarrollo y con destrabar distintos proyectos, particularmente en el área de la minería, que han estado imposibilitados de desarrollarse, continuar y expandirse en función de la falta de energía.

Asimismo, es importante poner énfasis para que el Ministerio de Bienes Nacionales 
desarrolle un esfuerzo sustantivo en materias relacionadas con las energías renovables y, por cierto, la entrega de terrenos. Hay más de 470 propiedades disponibles a lo largo del país a fin de ser utilizadas para la instalación de nuevas energías renovables, como la energía solar u otras. 

Por último, a propósito de las recriminaciones, destaco la labor del ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y el subsidio que implicará una mejora sustantiva en el transporte público no solo de Santiago, sino de las distintas regiones.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Jackson.

El señor JACKSON.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar al ministro de Hacienda y llamar la atención respecto del tono en que se ha llevado a cabo este debate. 

Existen peleas entre un lado y otro, algunos echándose la culpa por el presupuesto anterior y otros sacando “trapitos al sol” de los presupuestos de gobiernos anteriores. Lamentablemente, no hay ningún representante de la Alianza presente en la Sala.

La verdad es que los presupuestos no son neutros; tampoco deberíamos pensar así. El gobierno de turno tiene no solo el derecho, sino también el mandato de dejar su sello en la Ley de Presupuestos que se discute año a año. A pesar de que uno no necesariamente coincida con todos los aspectos del presupuesto, me parece importante reivindicar que estos tengan una orientación política y pongan énfasis en el lugar en que pretenden orientar la acción del Estado, la inversión y el gasto público. Cada gobierno tiene su propia política pública, la que responde a tendencias distintas. Por lo tanto, no hay que escandalizarse con los distintos énfasis de cada uno de los presupuestos. 

Es primera vez que me corresponde discutir un proyecto de Ley de Presupuestos -tema al que haré alusión al final de mi intervención-; es complejo debatir un tema tan críptico como este. Es un presupuesto que, en la mayoría de los temas, refleja continuidad, salvo contadas excepciones. Se han mencionado temas que tienen que ver, por ejemplo, con las compras de tierras, la inversión en infraestructura de la Junji y hospitales, etcétera. Sin embargo, será difícil -me gustaría pensar que en estos cuatro años se podría avanzar en esa materia- superar la lógica del Estado subsidiario, ir poco a poco garantizando derechos más que entregar recursos para que los privados sean quienes financien o ejecuten los temas presupuestarios en áreas como la salud -durante los últimos años ha habido un incremento de prestaciones privadas-, la educación o las concesiones. 

Me gustaría que en el futuro existiera una opción decidida desde el gobierno en esta materia, así como existe -y lo reconozco- en el ámbito de la educación escolar, en donde se invierte en infraestructura no VTF, sino en infraestructura de la Junji o de Integra, ambos entes públicos. Repito, me gustaría que eso se viera reflejado también en otros aspectos.

Por otra parte, se habla mucho del gasto. Coincido con la diputada Vallejo, quien hace un momento comentó que la mayoría de las materias involucradas en un presupuesto no tienen que ver precisamente con gasto, sino con inversión. Sin embargo, es bastante ideológica esa distinción; si alguien piensa que los impuestos son una carga o bien un robo a las personas por parte del Estado, estaremos entendiendo todo como gasto y en forma negativa, sin ver el lado positivo que tiene justamente ese gasto. 

Resulta paradójico cuando un parlamentario se escandaliza por las cifras de aumento del presupuesto y señala que se trata de una irresponsabilidad; sin embargo, acto seguido, empieza a criticar la falta de aumento de presupuesto en otras áreas, lo que es bastante inconcebible. Por lo tanto, pido un poco de consistencia en la argumentación.

Creo que Chile está muy lejos de tener un presupuesto y una carga tributaria que supere incluso más allá del 22 o 23 por ciento del PIB, que se apunta luego de la reforma tributaria, y así garantizar los derechos que se merecen los chilenos y chilenas.

En consecuencia, acá no solo hay un desafío para aumentar la inversión en los próximos años -entendida esta de manera más holística o integral-, sino también en mejorar la ejecución. En este punto, hago un llamado de atención al señor ministro para que esté pendiente sobre estos temas, porque el próximo año estaremos vigilantes respecto de cómo se llevan a cabo las inversiones en educación y en distintas áreas.

Finalizo mis palabras planteando una tarea y un desafío al ministro de Hacienda, Alberto Arenas, porque la verdad es que la información que se presenta en esta etapa de la discusión es muy poco digerible. Como dije, es la primera vez que tengo la oportunidad de participar en este debate y considero bastante difícil que esta discusión pueda socializarse, tanto a la ciudadanía como a los distintos medios de comunicación si no se cuenta con información más sencilla de transmitir, de tal forma de que la gente pueda acceder a lo que se discute, que corresponde a una de las leyes más importantes que se tramitan año a año.

En este punto, pido que el señor ministro me escuche con atención: cuando uno entra a la página web de la Dipres, uno ve informes de doscientas o trescientas páginas que incluyen cifras que no tienen comparación con las del año anterior, ni tampoco se tienen los porcentajes de aumento respecto de las cifras precedentes. Por lo tanto, para quienes somos independientes es prácticamente imposible analizar este presupuesto con un mínimo de seriedad. Soy autocrítico al decirlo, porque ha sido mucho el tiempo dedicado, pero es imposible poder revisar de manera responsable la totalidad del presupuesto si no existe una plataforma tecnológica que dé cuenta de los aumentos y de las diferencias con el presupuesto anterior para poder efectuar las observaciones pertinentes.

En consecuencia, reitero mi petición de que para el próximo año el señor ministro logre facilitar una plataforma que no sea críptica en materia de información. Así, en vez de gastar dineros en asesorías externas para realizar informes por separado de cada uno de los aumentos presupuestarios, es necesario que la Dipres los ponga a disposición en forma clara para así enriquecer el debate.

Soy un solo diputado representante de un movimiento político y me es imposible administrar la cantidad de información existente y, además, hacer un trabajo serio de colaboración, de crítica y de aporte al debate.

Con este mensaje y solicitud, insto a que se modernice el acceso a la información para que la ciudadanía pueda entrar a los portales correspondientes y poder analizar de manera más sistemática e histórica -no críptica- toda la información relativa al análisis de la actual Ley de Presupuestos. Es importante hacerlo porque estamos legislando respecto de la asignación de recursos a los distintos programas sociales para el próximo año. Cada uno de nosotros debe hacer una autocrítica, porque mañana estaremos votando en particular la iniciativa y muchos de los presentes no tendremos idea de lo que estaremos sancionando.

He puesto mucho esfuerzo y horas en esta tarea, pero realmente es muy difícil entender todas las partidas si no existe un apoyo técnico en la entrega de la información por parte del Ministerio de Hacienda.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, durante esta larga sesión he escuchado a varios diputados de oposición decir que es una mentira la crisis económica mundial; que no es así, sino que es una excusa y que esta desaceleración que experimenta la economía es prácticamente un engaño para justificar este tipo de presupuesto.

Hoy leí la siguiente noticia: “Con los datos del lunes la economía de Japón registró una caída del 0,4% en el tercer trimestre (equivalente a una tasa anualizada de caída del 1,6%) que se continúa con la baja del 1,9% durante el segundo trimestre. La baja consecutiva de la economía durante dos trimestres, es lo que permite a los economistas afirmar que “técnicamente” el país ha entrado en recesión. 

(..)Crece también el temor a una recesión sincronizada entre Japón y Europa, esta última durante el tercer trimestre apenas creció un 0,1% -evitando la recesión-.”.

Esto es lo que está ocurriendo a nivel mundial, lo que no es una mentira ni un engaño. El señor ministro no ha venido a engañar a ningún diputado, sino que solo está señalando que efectivamente hay una crisis mundial, respecto de la cual tenemos que hacernos cargo.

Ahora, distinto es engañarnos y ver que este es el único país que está en crisis. Por lo tanto, seguir sosteniendo que la desaceleración es un engaño y una mentira, que este es el único país que está en crisis económica, que todos los países están viviendo economías esplendorosas, que lo que pasa en Japón es un engaño y que lo que pasa en Europa es una mentira, todo ello corresponde a una posición ideológica, es decir, de lo mismo que se acusa a este presupuesto.

Engañarnos entre nosotros es una soberana idiotez. Lo que ocurre en Japón es una mala noticia para todo el mundo, y nosotros debemos hacernos cargo de esa mala noticia, tal como esta Ley de Presupuestos en proyecto lo hace. Por lo tanto, lo que hoy hacemos es tramitar un presupuesto que efectivamente se hace cargo de una realidad mundial y no de una realidad que solo ocurre ante los ojos ideologizados de unos pocos.

Quiero señalar algo para el ciudadano común y corriente, ese a quien le cuesta entender lo que significa esta iniciativa. 

Cuando se dice que el 68 por ciento del gasto estatal va a ir a protección social, ello significa que habrá mayor gasto público. En consecuencia, se espera que haya un mayor consumo y empleo, porque el Estado está devolviendo a la sociedad lo que captó de ella. Es decir, en este proceso las personas se ahorrarán lo que el Estado gastará, por lo que las personas podrán hacer cosas distintas con esos recursos. Así, por ejemplo, si el Estado gasta en salud y educación, las personas se ahorrarán ese dinero, por lo que podrá ser destinado a consumir bienes y servicios. Es más, las empresas, a partir de ese mayor consumo de bienes y servicios, aumentarán sus utilidades, con lo cual se puede invertir y generar empleo. Esa es la lógica que entiendo de este proceso.

Por otro lado, el Estado, al hacer un mayor gasto social, también hará más adquisiciones a nivel gubernamental. Al respecto, el sector público ha venido utilizando el gasto para tratar de generar más empleo a través de la estimulación de la actividad económica y la creación de infraestructura productiva para el país; se han generado más subsidios y se ha buscado elevar el nivel educativo y promover la salud pública, etcétera. Es decir, hoy, cuando se dice de manera clara y categórica que el 68 por ciento del gasto estatal va a ir a protección social, ello significa que muchas personas podrán ahorrar el gasto que hacían anualmente tanto en salud como en educación. Por lo tanto, la gente podrá invertir y gastar en bienes y servicios, lo que asimismo le vendrá bien a las empresas, que en este proceso obtendrán mayores utilidades.

Por otro lado, aquí hay temas que debemos sincerar. Debemos recordar que Piñera subejecutó el último presupuesto, lo que significa que todo aquello que no ejecutó el Estado durante su gestión fueron recursos que salieron de otra parte, es decir, salieron de los bolsillos de las personas; de los bolsillos de los grupos más vulnerables. Es eso lo que significa subejecutar un presupuesto. Esa es una maldad que no volverá a ocurrir en el gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Morano.

El señor MORANO.- Señor Presidente, saludo al ministro de Hacienda y a los ciudadanos y ciudadanas que nos acompañan desde las tribunas, quienes nos traen sus temores y frustraciones, pero, por sobre todo, sus necesidades, alegrías y esperanza. Agradezco su presencia.

Dicen que agradecer a los amigos no es necesario. Sin embargo, deseo iniciar mis palabras con una expresión de gratitud a los diputados José Miguel Ortiz, Pablo Lorenzini y Ma-
tías Walker. Ellos, con dedicación permanente, se preocuparon de las demandas y de las necesidades de nuestras regiones en la Comisión de Hacienda. Tuvieron que comprender que somos un país unitario, pero diverso. Así, las demandas de las universidades de regiones, ya sean estatales o privadas, pero públicas al fin, se asumieron y con grandes esfuerzos se logró modificar el presupuesto. Hoy, los estudiantes, padres, funcionarios y docentes de la Universidad de Magallanes, mi universidad, pueden estar más tranquilos. 

Aún queda pendiente el tratamiento que se debe dar a las universidades estatales en el acuerdo por el reajuste de las remuneraciones del sector público. El Ministerio de Hacienda, que es el que negocia, debe asumir los costos de ese acuerdo, por lo que el reajuste de remuneraciones que se logre para el sector público debe financiarse, también, para las universidades públicas en equivalencia con la escala única de remuneraciones.

Acá está el protocolo que recoge los acuerdos complementarios y adicionales entre el gobierno, representado por su ministro de Hacienda, y las chilenas y los chilenos, representados por sus parlamentarios. Entre otras materias, se garantiza que tanto la Junji como Integra recibirán la totalidad de los recursos para desarrollar sus planes e iniciativas en pro de la meta presidencial de ampliar la cobertura de la educación preescolar. 

Le pedimos a la derecha que detenga su campaña de desinformación, esa campaña del terror que señala que la Junji e Integra no tendrán los recursos suficientes.

Señor Presidente, a mi juicio, este presupuesto claramente responde a lo comprometido con las chilenas y los chilenos hace un año, cuando golpeamos las puertas de sus hogares y les pedimos que juntos construyéramos un país mejor. 

No nos basta con aprobar este presupuesto; también debemos aprobar las reformas que la comunidad nacional sancionó. Es necesario que estemos alertas para verificar la evolución del gasto público, que los ritmos de la inversión sean los adecuados, que se genere el necesario crecimiento que garantice el empleo.

Perdonen que sea recurrente con la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, pero este presupuesto nos asegura que va a terminar el déficit crónico en la infraestructura hospitalaria en dicha región. Se está trabajando en la ejecución de los proyectos de los hospitales de Puerto Natales y Porvenir, y del hospital comunitario del lejano Puerto Williams, en la provincia de la Antártica Chilena. Pero no nos bastarán los edificios. Por eso la iniciativa también considera equipamiento. Lo que aún no se incluye es la dotación de personal, es decir, profesionales, técnicos, paramédicos y médicos para llevar adelante esa atención de calidad. 

Como la salud que está más cerca de la gente es aquella que entregan los municipios de nuestro país, no cedimos y logramos un aumento del per capita para la atención primaria de casi 30 por ciento: de 7,2 por ciento se pasó a 9,2 por ciento en el presupuesto definitivo.

Logramos asegurar para las magallánicas y los magallánicos que el preciado gas natural siga a su alcance y que en este presupuesto el subsidio tenga un alza considerable. ¡Cuánta diferencia con aquel otro gobierno que nos quiso imponer un alza desmedida. El ministro de Energía de la época nos dijo: “¡Señores, se acabó la farra!”. Gracias a Dios, la única farra que se terminó fue la del gobierno de Sebastián Piñera.

Señor Presidente, muchos nos comprometimos a construir el Chile de todos, junto con nuestra Presidenta Michelle Bachelet. Ayer en el trabajo permanente y hoy con mi voto le digo: “Presidenta, estamos cumpliendo”.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, por tres minutos, el diputado José Pérez.

El señor PÉREZ (don José).- Señor Presidente, junto con saludar al ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas, anuncio que la bancada del Partido Radical va a aprobar con entusiasmo el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente a 2015. Creemos que satisface con holgura las necesidades de las distintas carteras. Pero vamos a quedar atentos a los compromisos que se han contraído para el próximo año.

Por ejemplo, la Dirección de Presupuestos realizará un informe, que debe estar terminado durante el primer semestre de 2015, que describirá la situación de los trabajadores a honorarios del sector público, incluyendo a quienes trabajan bajo la misma modalidad en las municipalidades. Esto tiene por objeto aplicar como principio que aquellos que cumplan funciones permanentes sean traspasados a contrata. 

Lo mismo hará un estudio de la Dirección de Presupuestos relativo a la situación que afecta a los Prodesal a lo largo del país, que atienden a alrededor de 70.000 campesinos del mundo rural e indígena. 

Por tanto, invito a llevar a cabo una reforma para que aquellos trabajadores a honorarios y a contrata pasen a planta. Si tienen buenas calificaciones durante los años de servicio, en buena hora, pues tendrán la tranquilidad que les da la modalidad de planta, no solo para ellos, sino también para sus familias; quien sea mal calificado no solo perderá la condición de planta, sino, además, su trabajo. Entonces, no se corre ningún riesgo, como decían algunos colegas.

Creo que es un desafío que debemos tomar, porque la gente espera respaldo y tranquilidad en su trabajo.

En materia de agricultura, me llama profundamente la atención la escasa destinación de recursos a la Corporación Nacional Forestal para el control y combate de incendios forestales. En las zonas centro y sur del país hemos tenido una primavera lluviosa, por lo que hay una tremenda cantidad de combustible; pastizales muy altos que, sin duda, una vez secos, van a ser el principal foco de incendios que no solo pueden afectar a poblaciones, sino, también, miles de hectáreas, como sucedió el año pasado.

En cuanto a transporte, me parece tremendamente importante que se estudie la posibilidad de hacer una rebaja en los pasajes a los adultos mayores.

Finalmente, me llama la atención el hecho de que no se haya entregado una cantidad importante de recursos para insistir en un tema muy importante: la habilitación del tren desde Santiago a Puerto Montt, una necesidad de país cada vez más urgente.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra, hasta por seis minutos, el diputado Juan Antonio Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar al señor ministro y al director de Presupuestos.

No sé si es una política común o no, pero aquí todos culpan al gobierno anterior. Falta decir que la falla en el Metro fue culpa del gobierno anterior, que el desempleo es culpa del gobierno anterior, que el bajo crecimiento es culpa del gobierno anterior.

Señor Presidente, por su intermedio quiero decir al diputado Hugo Gutiérrez, que Chile va a crecer 1,8 por ciento, pero el mundo va a crecer más del 3 por ciento. Si nos vamos a comparar con Japón, que está en recesión, bienvenido sea, pero el mundo va a crecer más del 3 por ciento.

Ahora, me imagino que la delincuencia también es culpa del gobierno anterior, que el Mepco también debe ser culpa del gobierno anterior, y así, suma y sigue. Me impacta que transcurrido casi un año de este gobierno se siga culpando al gobierno anterior.

Probablemente parte importante de este presupuesto, gracias a Dios, se debe al gobierno anterior. 

Al escuchar distintas intervenciones, hay dos cosas que me llaman la atención: en primer lugar, pareciera que la izquierda nos quiere dar clases de economía, es decir, los mismos que con estas políticas públicas nos tienen creciendo 1,8 por ciento, los mismos que proyectan un crecimiento para el próximo año de 3 por ciento, con suerte; los mismos que nos dicen aquí que este presupuesto es extraordinario. 

Parece que lo único que importa es gastar, porque se habla de que el gasto público aumenta en un no sé cuánto por ciento, como si esa fuera la solución a todos los problemas. Si solamente el problema fuera gastar, este proceso sería muy fácil; el problema es cómo gastar. Si solo se tratara de gastar, sería “la papa” subirlo todos los años 10, 15 o 20 por ciento. El problema es que hay que saber gastar para que no se presenten casos poco claros o que se identifican tarde, como ocurrió con la reforma tributaria, que es la causante de que solo en octubre el IPC subiera 1 por ciento y de que las expectativas para este año superen o estén cercanas a 6 por ciento, cifra impensada en el gobierno anterior.

Es de esperar que el proyecto de Ley de Presupuestos, en el que los diputados de oposición e, incluso, los del oficialismo tenemos muy poco que hacer, salvo aprobar o rechazar, ya que en la práctica está aprobado, por lo menos ponga énfasis en el ámbito de la salud, especialmente en la crisis más grande que afecta a ese sector, que es la falta de médicos especialistas.

Existe un programa destinado a contratar 33.000 horas médicas semanales de especialistas para los servicios públicos de atención de salud, el cual se implementó, entre otros lugares, en el hospital de Melipilla. Se realizaron treinta concursos públicos para contratar médicos especialistas en ese centro asistencial. Lamentablemente, no llegó ningún un postulante, porque los escasos recursos que se destinaron al efecto hicieron imposible encontrar interesados.

Es cierto que el proyecto de Ley de Presupuestos contiene cosas buenas, porque no todo es malo. Por ejemplo, la construcción de cesfam, de algunos cecof y la materialización de algunos proyectos de hospitales van en el sentido correcto, y eso se agradece.

Asimismo, espero que se ponga énfasis en la construcción de viviendas en zonas rurales, ya que, lamentablemente, los chilenos tenemos un afán excesivo por centralizarlo todo y para que todo resulte conveniente desde una perspectiva económica. En consecuencia, siempre es más conveniente construir viviendas en Maipú, Puente Alto o Santiago Centro, que hacerlo en las zonas rurales de las provincias de Melipilla y de Talagante, o en el sur de nuestro país, donde, al haber menos concentración de gente, cuesta mucho más ganarse los subsidios.

En cuanto a transporte, estamos viendo que el sector ubicado al interior del anillo Américo Vespucio, de la Región Metropolitana, se lleva todos los recursos del Transantiago. La pregunta es qué pasa con las zonas de las provincias que represento, que no obstante estar en la Región Metropolitana, quedan fuera del Transantiago. El fondo espejo ya no es tal; con suerte es un fondo espejito, pues los recursos que se destinan no producen ningún efecto en las tarifas; solo sirven para subsidiar la instalación de algunos paraderos y luminarias y, de vez en cuando, la pavimentación de algún camino, pero nada que diga relación con la baja de precios.

Desde hace varios años se viene prometiendo que a nuestra zona llegará un metrotrén. El diputado que me antecedió en el uso de la palabra habló del tren Santiago-Puerto Montt, respecto del cual uno de los gobiernos anteriores tuvo la culpa de lo que ocurrió. Incluso, sus autoridades viajaron en ese tren. En el caso del metrotrén a Melipilla, ese gobierno no hizo nada. El gobierno de Sebastián Piñera dejó un proyecto muy avanzado, pero ahora se la han pasado haciendo estudios de factibilidad y de inversiones, lo que nos lleva a pensar que ese tren entre Santiago y Melipilla será postergado una vez más.

Debo decir que si fuese tan fácil gastar, el problema de los presupuestos sería cómo festejar los aumentos; pero la realidad es otra, y la constatamos cuando vemos, por ejemplo, que el gasto en contratación de personal a honorarios en los ministerios políticos aumenta porcentualmente más que lo que se incrementa el presupuesto en su conjunto.

Con la reforma tributaria se nos prometió que habría un alza del gasto en educación, pero eso no se ve materializado en la práctica.

Cuando uno analiza las distintas partidas presupuestarias, nota que falta claridad para determinar en qué se gastarán los recursos. Por ejemplo, no sabemos si se malgastarán en contratación de personal a honorarios para funciones específicas. La verdad es que cuesta entender qué estamos haciendo.

Ojalá que este presupuesto tan expansivo no nos lleve a que se reiteren situaciones que hemos estado viviendo, como el aumento del IPC y del desempleo, y el bajo crecimiento.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado Alejandro Santana.

El señor SANTANA.- Señor Presidente, estamos por terminar esta fase de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2015, que se inició hace un tiempo con un largo debate en las subcomisiones y, posteriormente, en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Sin embargo, seguimos llenos de interrogantes.

La primera de ellas es la que planteamos reiteradamente a distintos ministros: ¿Dónde están reflejados los recursos que provendrían de la mayor recaudación que genera la reforma tributaria? ¿Dónde quedó ese compromiso según el cual dos tercios de esos recursos se destinarían a entregar más y mejor educación? Como ya se explicó, esos recursos no existen.

Por lo tanto, hablando claro, eso significa que engañaron a quienes votaron a favor la reforma tributaria confiando en lo dicho por el gobierno. Lo digo por todos los parlamentarios que accedieron a firmar el protocolo que viabilizó la reforma tributaria, que gran parte de los diputados de Renovación Nacional votamos en contra, ya que teníamos los elementos suficientes para entender que era imposible que sus consecuencias no afectaran a la gente más modesta de nuestro país.

Hoy tenemos una inflación al alza, se están perdiendo puestos de empleos, hay problemas con la inversión privada, la imagen país se está cayendo al suelo en el ámbito local y en el internacional. Obviamente, eso no nos debe dejar contentos; al contrario, nos debe preocupar.

Ahí es donde hemos centrado el debate, porque como somos minoría y no contamos con los votos suficientes para cambiar esta historia, solo nos queda dejar constancia con detalles de estos problemas en el análisis de las subcomisiones. Lamentablemente, poco avanzamos.

Entre hoy y mañana, con la complicidad de los diputados oficialistas, se aprobará en general y en particular la iniciativa, lo que permitirá ponerla en ejecución el próximo año.

Se estima que faltará destinar 1.380 millones de dólares al crecimiento de la partida de Educación.

Sabemos que el crecimiento del país no será de más de 2 por ciento este año, y que el próximo alcanzará con suerte al 3 por ciento. Eso significa que se repetirá lo que sucedió durante los cuatro años del primer gobierno de la Presidenta Bachelet, cuando el gasto creció 10,5 por ciento, mientras que el incremento del PIB fue solo de 3,3 por ciento. El gasto crecerá el próximo año 9,8 por ciento, mientras que el incremento del PIB alcanzará a 3 por ciento.

También se ha dicho que estamos frente a un proyecto de Ley de Presupuestos contracíclico; pero resulta que la economía mundial, el precio del cobre y las tasas de interés presentan niveles razonables y similares a los del año pasado, no obstante lo cual, la economía nacional crecerá la mitad de lo que creció el año pasado. De hecho, la tasa de crecimiento de la economía mundial duplicará la de nuestro país.

De todas maneras, creo que tenemos un consenso en cuanto a que esto es derechamente un frenazo de la economía nacional, vinculado con la desconfianza y con la incertidumbre que han generado principalmente las reformas, la madre de las cuales es la tributaria.

Vemos con angustia que la discusión de la reforma educacional, que está en el Senado, se refleja en este proyecto de Ley de Presupuestos. Se advierte una discriminación importante en los recursos que se destinarán a la educación particular subvencionada y que, en el ámbito de la educación superior, la mayor parte de los recursos va a las universidades de elite, donde no se concentra el mayor nivel de estudiantes de los primeros siete deciles, quienes no estudian en las universidades de elite y tampoco en las del Cruch, públicas estatales.

Señor Presidente, advertimos con preocupación que se dice que el presupuesto generará 140.000 nuevos puestos de empleos y que a la fecha se han perdido precisamente 140.000 puestos de trabajo. Aquí hay una notificación fuerte y clara que se envía a los chilenos, y es que, a diferencia de lo que pasó en promedio en los cuatro años del gobierno anterior, cuando se generaban 250.000 empleos anuales en promedio, con este proyecto de Ley de Presupuestos es posible que se “netee” la pérdida del año anterior, lo que no permitirá conocer lo que implicará esta política económica fiscal en materia de inversión privada y en el aumento del desempleo para 2015.

Durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos hemos visto que muchas preguntas han quedado sin responder, principalmente las que tienen que ver con inversión en infraestructura. Por ejemplo, ¿cómo es posible que se vaya a ejecutar la inversión hospitalaria, si sabemos que ni siquiera se ha terminado la etapa de diseño de una cantidad importante de esos proyectos? Incluso, otros han sido judicializados. ¿Cómo se van a ejecutar esas obras si la primera etapa no está terminada? La ministra no respondió ni dio seguridad de que eso se subsanaría. 

En reiteradas oportunidades he consultado a los ministros de Educación y de Hacienda, el último de los cuales se encuentra presente en la Sala, por qué se discrimina a los proyectos de educación superior y se contradice el mensaje pronunciado por la Presidenta Bachelet el 21 de Mayo, en el sentido de que se concretarían proyectos de universidades en la Región del Libertador Bernardo O´Higgins y en las ciudades de Chiloé y Aysén. No obstante, hoy solo vemos una preocupación por dos de ellas y el despropósito de poner a la restante en el congelador. 

Esas son las cosas que nos obligan a votar en contra la partida de Educación. No podemos avalar un presupuesto discriminador y que atenta contra el derecho a la libertad de las familias y de los estudiantes chilenos. Sin duda, no se podrá ejecutar gran parte del presupuesto, la que quedará solo en el papel, tal como sucede hoy con la ejecución presupuestaria que estamos revisando, que tiene una importante subejecución. No podemos ser cómplices de eso. En consecuencia, votaremos el proyecto en su justa dimensión y evaluación. 

En lo que dice relación con la partida de Educación, por el mensaje que se entregó durante la discusión de la reforma tributaria y por la confianza que se dio a un número importante de parlamentarios de la coalición opositora, pero que no se cumplió, no podemos seguir avalando las irresponsabilidades que hoy se reflejan en el proyecto de Ley de Presupuestos.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la diputada señora Cristina 
Girardi.

La señora GIRARDI (doña Cristina).- Señor Presidente, el proyecto de Ley de Presupuestos tiene como base una reforma tributaria que ya fue aprobada. Pero, a mi juicio, en Chile se requieren a lo menos tres reformas tributarias para asegurar tres derechos sociales básicos de cualquier sociedad que se autodenomine mínimamente justa, que son salud, educación y pensiones. Todas las sociedades que valorizan verdaderamente al ser humano, deben asegurar a lo menos esos tres derechos. En Chile estamos tratando de asegurar uno, cual es el derecho a la educación. En consecuencia, tendremos una tarea dura, porque debemos tratar de asegurar esos otros derechos con muy pocos recursos.

En lo que a salud se refiere, me sigue preocupando la enorme cantidad de recursos que se traspasan al sector privado. De acuerdo con lo señalado en el proyecto de Ley de Presupuestos, se destinarán 174.000 millones de pesos al sector privado, que realiza atenciones con un costo muchísimo más caro que en el sector público.

En el Servicio de Salud Occidente, correspondiente a mi distrito, hay 152.000 pacientes en lista de espera para consultas con especialistas en oftalmología, medicina interna, otorrinolaringología, muchas de las cuales tienen que ver incluso con asegurar la posibilidad de otorgar la garantía AUGE para alguna de las enfermedades. Cuando no hay un diagnóstico, no hay garantía. Es decir, esos 152.000 pacientes están esperando una hora de consulta para acceder al AUGE. 

Nos estamos engañando cuando decimos que no hay listas de espera en el AUGE, porque las personas ni siquiera logran acceder al diagnóstico para entrar a dicho plan. En consecuencia, tenemos un problema. 

Me parece bien que se estén invirtiendo 124.000 millones de pesos en la atención primaria, pero están destinados a infraestructura. Si hoy no logramos operar mínimamente bien la infraestructura que tenemos, ¿cómo vamos a operar esa otra infraestructura, en circunstancias de que en la actual infraestructura de la atención primaria y en los hospitales no tenemos los profesionales suficientes, los medicamentos ni los insumos que requiere la operación de esos servicios?

La gente pide más hospitales, porque cree que se resolverá lo que sucede al interior de ellos. Los pacientes no quieren paredes, sino atención de salud, en lo que existe un importante déficit. Una de las grandes demandas en mi distrito tiene que ver con las horas médicas. En los servicios de atención primaria, la atención dental es absolutamente paupérrima, problema que no estamos resolviendo a través del incremento de la infraestructura. No necesitamos solo aumentarla, sino al menos asegurar que se desarrollen los servicios que realmente requiere la gente en la actual infraestructura, dado que los sectores más pobres del país dependen en 99 por ciento de la atención pública de salud, en lo que tenemos un claro déficit.

Por último, respecto del presupuesto de la Dirección General de Aguas en materia de fiscalización, todas las comisiones investigadoras realizadas en la Cámara de Diputados han determinado que hay serios problemas de sequía, lo cual, además, va acompañado del robo de agua y de mala gestión en su distribución. Si no hay un buen proceso de fiscalización, incluso si logramos nacionalizar el agua, como queremos algunos, tendremos serios problemas en el futuro.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Gabriel Boric.

El señor BORIC.- Señor Presidente, es lamentable escuchar las acusaciones cruzadas de diputados del gobierno anterior. El diputado Coloma critica a sus pares de la Nueva Mayoría, diciendo que cómo es posible que se le achaque la responsabilidad a la administración anterior. ¿Acaso se le olvidaron las declaraciones de la señora Ena von Baer, quien, permanentemente y por cualquier error del gobierno de Sebastián Piñera, le echaba la culpa al gobierno anterior? Ahora, algunos diputados de la Nueva Mayoría caen desgraciadamente en lo mismo. 

¡Cortémosla y asumamos cada uno las responsabilidades que correspondan, pero pensando en cómo avanzamos, sin echarle la culpa permanentemente al de al lado! ¡Tengamos un poco de vergüenza al respecto!

La discusión del proyecto de Ley de Presupuestos se ha hecho encerrada en el laberinto de la política. Hoy pretendemos que sea un debate más sustantivo, que evalúe medios y fines. Tenemos la certeza de que el gobierno de la Presidenta Bachelet será evaluado por haber alcanzado o no esos fines. Uno de los principales es, sin duda, la reforma educacional.

Una conducción política resuelta debiera liderar la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos y enviar señales categóricas respecto de los fines que persigue su gobierno. Desgraciadamente, este es el primer vacío del proyecto de ley. 

La reforma educacional, de amplio apoyo ciudadano al comienzo de este gobierno, hoy no puede apoyarse en esos mismos actores, pues desgraciadamente se encuentran desorientados, divididos y, en definitiva, disconformes ante una reforma que es muy difícil de leer. 

El caso de los profesores es paradigmático, ya que tenemos más de ciento veinte comunas paralizadas, porque los profesores están luchando por la dignidad docente, por cuanto no se les ha tomado en cuenta en la elaboración de la reforma.

Esta es una oportunidad para enviar una señal clara en favor de la centralidad de la reforma educacional; pero nuevamente nos enfrentamos a posiciones ambiguas, en las que conviven contradicciones. Por ejemplo, tengo en mis manos un protocolo de acuerdo para mejorar este aspecto en relación con las universidades estatales, donde se piden cosas tan simples, señor ministro, por intermedio del señor Presidente, como que el Ministerio de Hacienda se haga cargo del costo del reajuste del sector público para evitar más alzas de aranceles a los estudiantes, que el traspaso de los recursos aprobados sea oportuno para que evitemos los costos que implica la demora en la transferencia de platas que ya están aprobadas. Son 2.000 millones de pesos que se perdieron el año pasado solo por este concepto. Eso es inaceptable; reitero, 2.000 millones de pesos. 

Otra de las cosas que se pide es que se cumpla con el compromiso de aumento gradual del 5 por ciento del aporte fiscal directo (AFD), sin que esto implique redestinar recursos a otros gastos. Son cosas básicas, señor ministro, por intermedio del señor Presidente. No se lo estoy pidiendo solamente yo, sino también parte importante de las bancadas de la Nueva Mayoría y un acuerdo de los rectores. 

Entonces, queremos afirmar con toda claridad que, desgraciadamente, en las condiciones actuales, este no es un presupuesto capaz de sustentar un puntapié inicial a la reforma educacional, no apuesta por la educación pública y, en definitiva, no envía una señal clara en favor de una profunda reforma educacional. Así lo han señalado los estudiantes, los rectores y también los profesores, que hoy están movilizados. Incluso peor, en algún momento el Mineduc declaró al Consejo de Rectores que este presupuesto aumentaría los recursos para la educación superior pública. Pero, como lo ha señalado textualmente el rector de la Universidad de Valparaíso, señor Aldo Valle, solo se hizo gimnasia presupuestaria, traspasar recursos de una glosa a otra, pero sin aumentar sustantivamente los mismos. 

Lo que mantiene la reforma educacional en un punto complejo es la falta de conducción política que ha tenido el Mineduc. Pero si profundizamos la mirada, es la noción del Estado neutral que nos ata de manos e impide concretar posibilidades de avance sustantivo. Cuando el Estado es neutral, se ve obligado a tratar a las universidades como si fueran iguales, como si todos los sostenedores fueran iguales, sin distinguir cuáles han aportado al desarrollo del país y cuáles se han dedicado a capitalizar sueños ajenos en beneficio propio. 

Esta dinámica nos parece irracional; el Estado no puede ni debe ser neutral, ni siquiera en la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos; mejor dicho, particularmente no puede serlo en la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos. 

En este sentido, nos parece relevante poner sobre la mesa el debate central que debiera tener la educación pública en este proyecto, lo que, desde nuestro punto de vista, ha sido desatendido. 

Creo que es un deber mencionar el importante caso de la Universidad del Mar. Al respecto, por intermedio del señor Presidente, invito al señor ministro a que solucionemos el problema que hay en el presupuesto para que los 3.500 estudiantes que todavía siguen sufriendo y los 18.000 que quedaron a la deriva puedan obtener las becas a que se comprometió el ministerio. Eso es simplemente una tarea administrativa.

Debo señalar que, con el diputado Rocafull, de Arica, acabamos de presentar dos indicaciones para las zonas extremas en el marco de la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos. Mediante la primera se destinan recursos específicos del Ministerio de Salud para la contratación de médicos especialistas. En Magallanes tenemos más de tres años de listas de espera porque no tenemos especialistas, lo que se puede solucionar en esta discusión, pero para ello tiene que existir buena disposición.

Para terminar, quiero referirme a las delegaciones deportivas. Muchas veces, las de Magallanes o de Arica no pueden viajar a otros puntos del país, lo que se podría mejorar a través del IND. Ojalá el ministerio acoja esto, de manera que las cosas cambien.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Javier Macaya.

El señor MACAYA.- Señor Presidente, el proyecto de Ley de Presupuestos representa un aumento significativo del gasto fiscal del 9,8 o 9,9 por ciento real, que es el segundo más alto de los últimos veinte años. Esto se ha explicado y justificado como la aplicación de una política contracíclica en un momento complejo de la economía, en el que es importante inyectar recursos públicos. 

En primer lugar, esto no responde a una política contracíclica, a diferencia de lo que ocurrió en 2009, en que se aprobó un presupuesto en una coyuntura internacional bastante compleja. Actualmente, el mundo no está inmerso en esa realidad. O sea, se falta a la verdad cuando se habla de que la actual coyuntura internacional es compleja. Chile está pasando por un momento económico complejo, pero el mundo no está en esa situación. De hecho, acabamos de revisar hace pocos minutos cifras que muestran repuntes en el crecimiento del Perú y de otras economías que debieran estar en condiciones muy similares a las nuestras. 

La primera interrogante que a uno le surge respecto del presupuesto es si efectivamente estamos en el marco de una política contracíclica. 

Nos parece importante señalarlo, porque la parte más abultada que se está incorporando en el presupuesto y que hace posible llegar al incremento del 9,9 por ciento, por lo que indican las cifras, dice relación con que nos vamos a gastar gran parte de la reforma tributaria en este aumento. Lo que nos invita a dudar es que no nos gastaremos esos recursos precisamente en educación, por lo que se está incumpliendo el compromiso de destinar los recursos que entregue la reforma tributaria a educación, cuyo gasto crecerá solo 10,2 por ciento real, muy similar a lo que sube el gasto total del presupuesto. En consecuencia, el énfasis para destinar recursos a educación será inexistente.

En todo caso, como dijimos al aprobar la reforma tributaria, el sacrificio que se hace al aumentar los impuestos cobra sentido al invertir en capital humano, que es la reforma educacional. Al darnos cuenta de que esto no será así, termina primando el daño que hace la reforma tributaria al crecimiento y a la economía de Chile. 

Nos parece preocupante como señal que no se estén dando pasos concretos respecto de la sostenibilidad fiscal futura, al no haber avances específicos y señales para reducir el déficit estructural. Si este avance es inexistente, aun sin siquiera conocer las reformas que se nos vienen en el programa de gobierno, es difícil que al final del período podamos tener información más tranquilizadora respecto de la sostenibilidad fiscal futura.

Escuché con mucha atención vehementes y pasionales intervenciones sobre educación. Por ejemplo, el diputado Pepe Auth se refirió a la supuesta contradicción que supondría usar esta discriminación en la entrega de recursos para la educación particular subvencionada y para la educación pública. Al respecto, quiero señalar dos cosas.

En primer lugar, daré a conocer un ejemplo concreto con el que me topé hace un par de semanas en la comuna de Pichidegua, que forma parte de mi distrito. Se trata de un alumno que está asistiendo con beca a la escuela particular subvencionada Elena Gaete, de esa comuna, quien me manifestó su preocupación por un dato que se hizo público, que tiene que ver con el término del subsidio de transporte rural que beneficia a los alumnos que asisten a escuelas particulares subvencionadas o municipales, sin discriminar. En consecuencia, ese alumno dejará de recibir ese subsidio. 

No encuentro la manera de explicarlo a los alumnos becados de escasos recursos que asisten a este tipo de escuelas, ya sea por decisión familiar, por la calidad de enseñanza que encuentran allí o porque no tienen otra escuela con un mejor nivel de enseñanza. 

Para mí es evidente que aquí opera la contradicción que hemos planteado en el sentido de que la reforma educacional partió al revés. ¡Cómo no vamos a señalar que partió al revés si los mismos colegios que supuestamente hay que incentivar hoy están en paro! Un montón de colegios municipales y de escuelas públicas de Chile están en paro. 

¿A qué énfasis en educación pública nos referimos? ¿Qué colegios públicos hay que elegir si nos encontramos con que la decisión está centrada en colegios que hoy están paralizados, lo que tiene a los padres angustiados porque no tienen otros establecimientos a los que enviar a sus hijos?


Por eso, como el orden de los factores sí altera el producto, cambiemos primero las reglas para los colegios municipales y mejorémoslos. Probablemente, ello provocará que la decisión de elegir un colegio municipal se dé en forma natural. En efecto, los padres elegirán los colegios públicos en la medida en que estos no estén en paro, tengan buenas condiciones y entreguen educación de calidad. 

Perdónenme la expresión, pero no hagamos pagar por esta decisión a los padres y a los niños que hoy reciben beneficios del Estado para poder asistir a colegios que lo están haciendo un poco mejor en materia educacional, como ocurre en el caso del alumno becado de la escuela particular subvencionada Elena Gaete, de la comuna de Pichidegua, a que hice referencia. 

Para finalizar, quiero expresar una preocupación en términos generales en materia de salud. El financiamiento que se establece para la atención primaria, particularmente para el per capita, a nuestro juicio no es suficiente. Fue un tema planteado en la tercera subcomisión mixta de presupuestos. Sobre la base de lo que se anunció en la comisión, el valor del per capita basal aumentará a 4.300 pesos, desde los 4.066 pesos originales, lo que representa un incremento de 13,3 por ciento nominal y de aproximadamente 10 por ciento real. Es importante tener en cuenta que ese monto es bastante menor que los 5.800 pesos que estaba solicitando la Asociación Chilena de Municipalidades. 

Respecto de este incremento es fundamental transparentar si los 14.000 millones de pesos que se incorporarán a la atención primaria mediante el mecanismo de reasignación -fue parte de la propuesta que hizo la ministra de Salud en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos- van a destinarse exclusivamente al per capita, toda vez que el monto del per capita basal debería aumentar mucho más que a 4.300 pesos o a un 10 por ciento real. Hoy existe consenso transversal en que, para el financiamiento de la atención primaria, el per capita es el lugar en el que hay que inyectar recursos en materia de salud. Hoy se invierte menos del 20 por ciento de los recursos en atención primaria, en circunstancias de que en ella se atiende cerca del 80 por ciento de la población. 

Existe una visión centralista, en virtud de la cual el Ministerio de Salud destina recursos a ciertos programas. Por ejemplo, los recursos para el programa dental aumentan de manera importante. Ello puede ser muy bueno para algunos municipios cuyos centros de salud no tienen provisto el servicio dental, pero puede ser muy negativo para otros que requieren el financiamiento de otras prestaciones de salud. Estos últimos, sin embargo, se encontrarán con que el Ministerio de Salud les ofrece dentistas. 

Necesitamos menos centralismo en las políticas de salud, y más autonomía y más ámbito de decisión de los alcaldes en este ámbito. La realidad de una comuna rural, con un consultorio rural, como es el caso de la posta La Esperanza, de Peumo, es muy distinta de la de una comuna urbana.

Para terminar, quiero manifestar nuestro rechazo al presupuesto en Educación. Espero que podamos tener explicaciones respecto de los temas planteados.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Yasna Provoste.

La señora PROVOSTE (doña Yasna).- Señor Presidente, es muy importante la presencia en las tribunas de estudiantes secundarios, porque la preocupación de ellos y de sus familias está centrada en lo que ocurra en la definición de los recursos para la educación superior, entre otros, a lo cual me quiero referir. 

Parte importante de la confianza que la ciudadanía ha depositado en nuestra Presidenta y en la Nueva Mayoría se relaciona con el cumplimiento de la palabra empeñada. Por lo tanto, este proyecto de Ley de Presupuestos nos permite expresar las voluntades y los compromisos que hemos asumido ante la ciudadanía. 

Nuestro gobierno propuso al país grandes desafíos programáticos: la reforma educacional, el fortalecimiento de la salud pública y un énfasis importante en el desarrollo de políticas que abarquen las distintas etapas de la vida de las personas, desde la primera infancia hasta los adultos mayores. Para financiar dichos desafíos, el gobierno presentó una reforma tributaria, aprobada en septiembre de este año, que ha dejado claro ante el país quiénes estamos por obtener una mayor recaudación que permita dar sustentabilidad a todas las reformas que se requieren, pensando en los ciudadanos. 

Tal como se comprometió durante la campaña presidencial y durante la tramitación de la reforma tributaria, la mayor recaudación fiscal que de ella se logre se destinará a áreas fundamentales para la ciudadanía, como son la educación, la salud y la protección social.

Por ello, quiero destacar el incremento de recursos que se ha hecho en estas áreas en la discusión del presupuesto.

También quiero resaltar que el presupuesto busca incrementar y acelerar la inversión pública y la creación de empleos. No me gustaría pensar en que debido a la definición de nuestro gobierno en orden a impulsar reformas laborales, suceda lo contrario. Hemos visto no solo que se ha hecho mucho más lenta la inversión privada, sino también que en muchos de nuestros territorios han comenzado a generarse despidos. Me parece que el notable aumento de los recursos que el proyecto de Ley de Presupuestos hace para la inversión pública da a entender que el Estado debe ser un motor muy importante para el desarrollo de nuestras economías locales.

No puedo dejar de manifestar nuestra preocupación por la partida de educación. Debieron quedar refrendadas en un protocolo las rebajas de recursos en materia de infancia temprana para la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Confío en que los dineros que se han reducido se reasignen durante 2015. 

Aprovecho la presencia de estudiantes de cuarto medio del liceo Armando Robles, de Valdivia, y de estudiantes del Colegio San Cristóbal, de Talcahuano, para solicitar al ministro que suscribamos un protocolo con las universidades del Consejo de Rectores. Nos parece que los logros alcanzados en materia de educación superior deben ser refrendados en un protocolo. Es importante que la voluntad expresada verbalmente quede ratificada en un documento que permita establecer, por ejemplo, incentivos al retiro para los académicos de las universidades, como lo hicimos hace algunos días en la Comisión de Educación y en la de Hacienda, en relación con los funcionarios no académicos.

Como señaló el diputado Gabriel Boric, es importante que cuando legislemos para establecer incrementos de recursos para el sector público, se consideren recursos adicionales para nuestras universidades. De lo contrario -la ciudadanía y las familias chilenas deben saberlo-, esto se financia con cargo a los aranceles de los estudiantes, en circunstancias de que nos comprometimos a que en el gobierno de la Presidenta Bachelet habrá gratuidad en materia de educación superior. 

La bancada de la Democracia Cristiana aspira a un reajuste para los funcionarios públicos por sobre el IPC. Estimamos que ello debe ser incorporado con recursos adicionales para nuestras universidades.

El diputado Pablo Lorenzini señaló que en abril harán exigible el seguimiento a la inversión y al gasto de los gobiernos regionales. Me parece que también deberían adoptarse compromisos muy claros sobre el particular respecto de los distintos ministerios. No es posible que en noviembre los ministerios estén entregando a las universidades recursos para ejecutar durante el 2014. Con el mismo criterio de eficiencia que se les pide a los gobiernos regionales se debe actuar desde la administración central, de manera que los recursos sean traspasados oportunamente. Esperamos que este proyecto de Ley de Presupuestos recoja esta voluntad.

No solo la bancada de la Democracia Cristiana, sino también todos aquellos parlamentarios que creen que en materia de educación superior debemos refrendar los compromisos adoptados ante los rectores, aspiramos a concluir esta sesión con la firma de un protocolo de acuerdo que ratifique la voluntad del Ejecutivo no solo de llevar adelante los incrementos de recursos necesarios, sino también de establecer una manera distinta de relacionarse con las universidades del Estado. 

Como dijo en su intervención el diputado Juan Morano, este Chile de todos también lo construimos a partir de la Ley de Presupuestos. Por lo tanto, quedamos a la espera de la respuesta del Ejecutivo a estas inquietudes.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado José Manuel 
Edwards.

El señor EDWARDS.- Señor Presidente, por su intermedio quiero saludar al señor ministro y darle a conocer algunas de las razones por las cuales no estamos de acuerdo con este presupuesto.

Primero, creo que estamos al filo de abandonar la tradición de responsabilidad fiscal que tiene Chile, debido a este presupuesto que nos endeudará más allá de lo razonable.

Segundo, estamos ante un presupuesto que no cumple la promesa de entregar recursos adicionales de la reforma tributaria a educación. A nuestro juicio, con mucho respeto, nos parece que es un engaño.

Tercero, es un presupuesto que consideramos tremendamente discriminador, especialmente para los padres y madres que han puesto a sus hijos en colegios particulares subvencionados; para los estudiantes que han elegido universidades privadas, centros de formación técnica e institutos profesionales, y para los niños que asisten a jardines infantiles que no sean administrados por la Junji.

Cuarto, las verdaderas alzas de recursos que se establecen, las que superan con creces los dos dígitos y llegan hasta el 80 por ciento, van destinadas a viáticos, a horas extraordinarias y a los sueldos para personas que serán incorporadas a contrata en los ministerios políticos, o sea, para los activistas políticos y asesores, y para los parientes.

Este presupuesto nos va a dejar endeudados, porque si un país crece poco y los gastos se disparan, hay que financiar esos gastos. Ello generalmente provoca lo que se llama deuda.

El promedio de crecimiento en los años del anterior gobierno de Michelle Bachelet fue de entre 3 y 3,5 por ciento; el presupuesto creció permanentemente alrededor de 10 por ciento. Si se gasta tres veces más de lo que se está creciendo, por lo menos en el margen, obviamente no se obtiene ningún balance. Por ello, nos parece que usted, ministro, quizás esté abandonando la meta de rebajar el déficit fiscal.

Nos parece que Chile no va a crecer al 3,6 por ciento. Creo que ningún especialista diría que vamos a crecer en ese porcentaje. Con suerte, el crecimiento será de 3 por ciento, lo cual profundizará nuestras deudas. Además, creo que el manejo económico, en sus resultados, ha sido bastante mediocre.

No creemos que haya un motivo real para aumentar el límite de deuda en más de 1.700 millones de dólares. Por esta razón creemos que estamos haciendo, peligrosamente, un manejo macroeconómico que nos puede hacer abandonar la tradición de responsabilidad fiscal.

No puedo estar conforme con un presupuesto que no cumple la promesa de entregar los recursos de la reforma tributaria a educación. Si nos estamos equivocando, pido al ministro que nos muestre dónde están los 1.500 millones de dólares que faltan. ¿Dónde está ese dinero? Esta pregunta es similar a la que un astro deportivo le hizo a Jerry Maguire, personaje principal de la película del mismo nombre. El deportista le expresó: “Si tú quieres ser mi representante, muéstrame dónde está el dinero.”. Si usted quiere, señor ministro, que aprobemos el presupuesto para educación, muéstrenos dónde está el dinero de la reforma tributaria, traspasado a la reforma en educación.

Encontramos más de mil publicaciones en las que usted y otros ministros dijeron que la reforma tributaria era para financiar la educación. ¡Esa plata se esfumó!

El crecimiento promedio del presupuesto para educación en los últimos diez años, dependiendo de qué año se considere, fluctúa entre 8,5 y 10 por ciento. Este año está creciendo 10 por ciento. Pero sucede que hicimos una reforma tributaria y estamos ante un proyecto de Ley de Presupuestos que es más del doble de expansivo que los presupuestos anteriores. Por lo tanto, esa plata simplemente no está.

Estamos muy contentos porque se aumentan los recursos para la educación preescolar; se ha hecho un gran esfuerzo. Pero no estamos contentos de que se haga un aumento del 83 por ciento para contratar a asesores políticos, mientras los recursos para educación escolar crecen solo en 4 por ciento. Nos parece que ello no corresponde. 

Creemos que hay una discriminación furibunda y con un sesgo ideológico evidente en contra de los padres que ponen a sus hijos en colegios particulares subvencionados, jardines VTF y universidades privadas.

Señor ministro, ¿cómo explicamos que las becas Nuevo Milenio, que favorecen a los estudiantes más vulnerables de carreras técnico-profesionales, disminuyan en 4,4 por ciento, mientras que las becas dirigidas a los estudiantes de las universidades del Cruch, que tienen mejor condición socioeconómica, crezcan en 30 por ciento? ¿Por qué esa discriminación en contra de los estudiantes de los CFT e IP?

Por otro lado, las becas Juan Gómez Millas reciben un magro reajuste de 1.000 pesos por estudiante. El 70 por ciento de los estudiantes que pertenecen a los siete deciles más pobres están en universidades privadas, CFT e IP, y son acreedores de este tipo de becas. ¡Para ellos hay un reajuste neto de cero por ciento! En cambio, para los estudiantes de las universidades del Cruch hay 29.000 pesos. Estamos muy contentos con el aumento de las becas para estos alumnos, pero no es posible esta discriminación odiosa en contra de los otros estudiantes.

Lo mismo sucede con los jardines infantiles.

Celebramos la construcción de nuevos jardines infantiles y el aumento de recursos, pero no entendemos por qué se profundiza la discriminación en contra de los niños que asisten a jardines infantiles que no son administrados por la Junji. Actualmente, estos últimos reciben 43.000 pesos menos por mes. Por tanto, este presupuesto profundiza en esa discriminación.

Estamos contentos con que se haga un programa de fortalecimiento a la educación pública, pero no lo estamos cuando el 70 u 80 por ciento de esos recursos viene de un programa que también asistía a los colegios particulares subvencionados. ¿Por qué tenemos que sacar a esos colegios de cada uno de los fondos?

¿Por qué el fondo de Asesoría y Apoyo a la Educación Escolar considera menos de la mitad de los recursos por niño si este se encuentra en un colegio particular subvencionado? ¿Por qué el Fondo de Apoyo al Deporte y la Recreación considera menos de la mitad de los recursos si el niño está en un colegio particular subvencionado?

Es muy difícil entender por qué se quisieron cortar los recursos al subsidio de transporte público rural para los colegios particulares subvencionados. Entiendo que ello será modificado. Nos parecía que ello constituía una discriminación infame.

Por último, no podemos entender por qué se rebajan los recursos para entidades que aseguran la calidad. En 2,7 por ciento disminuyen los recursos para la Agencia de Calidad de la Educación; en 20 por ciento disminuyen los recursos destinados a la evaluación de desempeño, y se elimina el programa que reconoce a los establecimientos que tienen buenos resultados en el Simce.

No entiendo por qué, si realmente se está haciendo una reforma que supuestamente, según el gobierno, mejora la calidad de la educación, se están dilapidando, sacando o restringiendo todos los recursos del presupuesto para instancias que permiten la medición de ese aspecto.

Por otra parte, según el proyecto, habrá 14.000 millones de pesos adicionales para contrataciones en los ministerios políticos, como Subsecretaría del Interior, Segpres, Segegob, Subdere y gobiernos regionales. En otras palabras, habrá cuatro veces más recursos, comparado con el aumento normal, para los ministerios políticos. ¡Perdónennos si consideramos que este es un aumento totalmente desproporcionado! Perfectamente, podríamos pensar: “Claro, hay más plata para contratar a los parientes y a los amigos”. Esos ministerios políticos no tienen por qué ver incrementados sus recursos en esa cantidad para la contratación de personas a contrata. Es diez veces superior al aumento promedio que se hizo en el gobierno anterior.

¿Por qué se aumentan en 7.500 millones de pesos los recursos para viáticos? ¡Es diez veces más que el aumento realizado en el gobierno anterior!

¿Por qué se aumenta la contratación de asesores políticos y de muchos activistas en 83 por ciento, en circunstancias de que la educación escolar sube en un magro 4 por ciento?

Por último, quiero decir que el gobierno anterior recogía las opiniones de la oposición y hacía un protocolo de acuerdo. Sin embargo, es impresentable que usted, señor ministro, haga un protocolo de acuerdo con la Nueva Mayoría y que nuestras opiniones no estén reflejadas en él. Ello genera que tengamos que rechazarlo. Nos parece que debe considerarse a la oposición cuando se hacen políticas de Estado. De lo contrario, nos obligará a rechazar todas y cada una de las partidas del presupuesto.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado Fernando Meza.

El señor MEZA.- Señor Presidente, estamos debatiendo el presupuesto general de la nación para 2015.

Estamos ante un presupuesto importante, porque se presenta en un momento en que en todo el mundo, no solo en Chile, existe una desaceleración económica. Hay problemas cíclicos que merecen la atención de todos los países. Por ello, Chile elabora un presupuesto contracíclico. ¿Qué quiere decir esto? Que si bien este presupuesto no podrá controlar toda la desaceleración económica o el desempleo que ello puede provocar, por lo menos la mitiga y la atenúa de una forma muy importante. De ahí la relevancia de que los legisladores responsables que estamos en el Congreso Nacional tengamos que unirnos para enfrentar en conjunto las dificultades que tiene Chile y tratar de superarlas con un presupuesto de esta categoría.

Por ejemplo, el Ministerio de Obras Públicas aumenta en un 11,8 por ciento su presupuesto. ¿Qué quiere decir esto? Casi 70.000 millones de pesos se destinarán a enfrentar el déficit hídrico en Chile. Los problemas del agua potable rural en las regiones de La Araucanía y del Biobío, así como en tantas otras, se enfrentan de esta manera y en forma decidida.

Estoy muy satisfecho, pues en La Araucanía se van a asfaltar alrededor de 3.000 kilómetros de caminos, entre 2015 y 2018, lo que es una muy buena noticia para quienes los utilizan para acceder a la salud, a la educación, al comercio, etcétera. Es digno de resaltar.

Por ejemplo, el asfaltado del camino Las Hortensias-Colico, por Quechereguas, será muy importante para la comuna de Cunco. Los caminos de la Cuarta Faja y la Sexta Faja, en la comuna de Gorbea, serán asfaltados, aunque el FNDR también aportará recursos directamente a ese propósito. Lo propio sucederá con los caminos Chesque-Chaura, en Villarica, y Loncoche-Calafquén.
Cabe destacar la agenda de Energía, que viene muy potenciada en términos de recursos.

En materia de transportes, nuevamente hago un llamado a instaurar definitivamente el tren al sur, pues es un medio muy importante y necesario para todas las chilenas y chilenos.

En educación, debimos comenzar por fortalecer la educación pública, lo que es una prioridad. Pero ya que estamos trabajando en esa área, no podemos menos que apoyar, con toda la fuerza posible, los cambios trascendentales que traerán consigo el respeto a la educación privada, a la particular subvencionada, pero, por sobre todo, el fortalecimiento de la educación pública.

Por último, en materia de salud, se observa un importante incremento de 85 por ciento en inversión pública. Se podrá trabajar en el fortalecimiento de más de veinte hospitales, continuar con la construcción de otros veinte y terminar veinte más durante este periodo presidencial. Se consideran treinta y siete centros comunitarios de salud y más ambulancias. Con el aumento dispuesto en el presupuesto en salud -es lo más importante y lo que más necesita hoy la ciudadanía-, ¿cuántos rincones de Chile serán beneficiados?

Aquellas sensibilidades sociales serán satisfechas gracias a este gran presupuesto. Esperamos que en un futuro cercano una reforma previsional lleve a que nuestros adultos mayores mejoren sus pensiones.

Anuncio que la bancada Radical votará a favor el presupuesto.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, el primer punto que me llama la atención y que quiero hacer presente es el aumento de recursos que este presupuesto hace para personal y para bienes y servicios.

El presupuesto se incrementa en alrededor de un 9,8 por ciento, pese a que las proyecciones indican que nuestro crecimiento económico será menor a un 3 por ciento. En medio de un claro clima de desaceleración, estamos tramitando un presupuesto absolutamente expansivo y, no obstante queremos dinamizar la economía, estamos haciendo una tremenda apuesta.

Un tema que generó discusión en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos fue el aumento del gasto que se hará en personal y en bienes y servicios, que crece por sobre lo que aumenta el gasto en subsidios y transferencias del gobierno. Me pregunto si ello va en sintonía con lo que la ciudadanía demanda en sus casas. 

La diputada Cristina Girardi y otros diputados que me antecedieron en el uso de la palabra se refirieron al presupuesto para la Dirección General de Aguas. Se dijo que no iba a haber recursos para la contratación de fiscalizadores. En verdad, debo ser muy justa y agradezco al Ejecutivo que redistribuyera los recursos a fin de que tengamos 28 fiscalizadores, cuya labor será muy relevante en vistas a abordar la problemática que existe en materia de aguas en diferentes lugares del país. 

Sin embargo, nos habría gustado que los recursos no hubieran sido sacados de ítems de iniciativas de inversión, pues justamente lo que se necesita para mejorar la gestión de aguas es que exista una mayor inversión por parte del Estado. Por lo tanto, el esfuerzo debió haberse traducido en un aumento del presupuesto en dicho sentido.

Sin perjuicio de lo anterior, se ha corregido una situación tremendamente delicada. Esperamos que estos temas se sigan abordando el próximo año, con los dineros que quedan libres para redirigir.

Por otra parte, agradezco al ministro de Hacienda y al director de Presupuestos la disposición que tuvieron para incorporar en el protocolo de acuerdo recursos para el estudio de factibilidad para la creación de una nueva región, como podría ser Aconcagua, que es una demanda de la gente.

Aunque muchos se oponen, considero que sería bueno repensar toda la distribución administrativa de nuestro país y hacer una planificación territorial mucho más ordenada. Es algo importante e interesante de llevar a cabo. 

Pero, sin duda alguna, mientras ello no suceda, hay que dar señales en esa dirección y contestar a la ciudadanía si el referido proyecto de creación de una nueva región será factible o no, de modo que sepan, con datos duros, con información, si deben seguir luchando por lo que creen, más allá de repensar el territorio. En ese ámbito necesitamos recursos. Por ello, esperamos ser parte del protocolo que presentamos cuando se realizaron los primeros anuncios. Ojalá que se aprueben los dineros dentro del protocolo.

También quiero referirme a un tema relevante: la descentralización. 

El gobierno, a través de este presupuesto, tenía la oportunidad de propiciar mayor autonomía para las regiones. Los números no mienten. Las regiones se sienten abandonadas. Un ejemplo de ello es que un 81 por ciento de los habitantes de la Región de Valparaíso cree que en Santiago existen mejores oportunidades de trabajo. Sumo y sigo: un 82 por ciento considera que en la capital tiene mayores posibilidades de obtener un buen sueldo. Estamos hablando de un 81 y un 82 por ciento respectivamente, de un universo de 7.650 encuestados. Insisto: los números no mienten. 

Los chilenos sienten frustración y debemos hacernos cargo de ello. Lo importante no son los intereses personales de cada uno de los diputados, sino lo que nuestros representados nos exigen a voz alzada. 

La gente de regiones no está viendo colores políticos; está solicitando calidad de vida, oportunidad, trabajo y herramientas para desarrollarse en todos los ámbitos.

Por supuesto, yo hablo de la Región de Valparaíso. Hablo de la difusión del turismo, de la agricultura y de la necesidad de generar ingresos para combatir la sequía y la contaminación. ¿Cuánto aumentó el presupuesto de 2015 para abordar las problemáticas en nuestras zonas saturadas de polución? Me refiero a Quintero y Puchuncaví. La gente sigue esperando.

En esa línea, el gobierno tenía el sartén por el mango. Era el momento de convocar a un quiebre, el minuto de mostrar que la descentralización es una prioridad. 

Lamentablemente, vamos a tener que seguir esperando, porque en el presupuesto no hay ítem alguno que indique que cada una de las regiones contará con recursos para ese propósito.

En el ámbito de la atención primaria de salud, si bien estamos a favor de que se destinen mayores recursos para fortalecerla, nos parece fundamental priorizar el per capita. En otras palabras, las municipalidades deben tener la posibilidad de definir en qué quieren utilizar sus recursos, porque cada zona tiene diferentes necesidades. Por ejemplo, en Quintero y Puchuncaví se requiere de una salud dirigida a los adultos mayores y a tratar las enfermedades crónicas. En otros lugares, a lo mejor, hay más mujeres que están teniendo hijos y, por tanto, se requieren especialistas en esa área. Cada municipalidad necesita definir qué es lo que requiere. No podemos continuar esperando que Santiago nos diga, por ejemplo, si requerimos cuatro, cinco o diez dentistas. 

Aquello debe cambiar. El gobierno, a través del presente presupuesto, tuvo la oportunidad de hacerlo. Sin embargo, no lo vemos reflejado.

Por otro lado, es fundamental que el resguardo del medio ambiente y los planes de descontaminación se hagan carne el próximo año. La idea es que no se hagan solo anuncios, sino que realmente se definan planes de emergencia para zonas como Quintero, Puchuncaví y Huasco. La gente debe saber qué está respirando.

Debe haber más espacio para normativas que hoy no existen. Agua, suelo y aire son temas relevantes que, lógicamente, nos preocupan. Por ello, queremos hacer énfasis en que estas materias no están detalladas en el presupuesto. Queremos que el ministro de Hacienda tenga presentes estos temas. No se trata solo de criticar por el hecho de que hoy no somos gobierno, sino oposición. Se trata de abordar lo que la gente está pidiendo. Sé que muchos de mis compañeros, que han sido parte de la bancada de descentralización están pensando lo mismo que yo: qué ganas de haber tenido en este presupuesto autonomía en ciertas áreas para definir qué necesita nuestra gente y que nuestros empresarios tengan mejores herramientas para producir con más tranquilidad durante el próximo año. Sin duda, el próximo año correremos un albur porque se pondrán todos los huevos en una canasta.

Le digo al ministro que, en verdad, deseamos que nos vaya bien; sin embargo, hay muchos sectores que están débiles, uno de los cuales es el sector salud. Los profesores están pidiendo mejores sueldos, u por eso están en paro. Esperamos que en esta instancia se puedan mejorar algunos sectores que son fundamentales para nuestro país.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado Jorge Insunza.

El señor INSUNZA.- Señor Presidente, el debate ha transcurrido, desde hace varias horas, en torno a aspectos específicos del presupuesto, y es normal que así ocurra, sin perjuicio de la discusión en particular que llevaremos a cabo en la sesión de mañana. 

También se ha hablado del carácter contracíclico de este presupuesto, debido a que en estos momentos tenemos una economía que está creciendo débilmente; en realidad, el crecimiento continúa, pero a un ritmo mucho más lento del que quisiéramos, situación que se debe a distintas circunstancias.

Pero existe una contradicción que quiero recalcar. Hay varias lecturas que tratan de relativizar los efectos de la crisis que estamos viviendo a nivel mundial y que podrían conducir a errores de diagnóstico bastante graves. Por ejemplo, el diputado Macaya planteó con mucha liviandad que la economía mundial estaba creciendo, como si no se hubiera enterado de que la economía de Japón acaba de ser declarada en recesión, con un crecimiento de -0,4 por ciento; pero es recesión, señor diputado. Respecto de China, que hasta hace algunos años crecía al 10 por ciento, hoy lo está haciendo al 7 por ciento. 

¿Cuál es el efecto de esto? Que hasta hace un año, el precio del cobre era de 4 dólares la libra, y hoy es de 3 dólares, es decir, un 25 por ciento menos, lo que, por cierto, tiene efectos en el potencial de ingresos de nuestro país y en la inversión minera privada y pública. ¡Cuidado, estimados colegas, con subestimar los efectos de la crisis económica a nivel internacional y, por lo tanto, con la forma en que debemos reaccionar frente a ella!

Paralelamente, Europa está creciendo apenas al 0,2 por ciento -es una realidad-, y Estados Unidos, que está creciendo a un porcentaje un poco mayor, no ha sido capaz de aumentarlo, puesto que está en alrededor del 2,2 o 2,5 por ciento, pero con un factor adicional relevante: el estancamiento en los ingresos salariales, debido a que se ha venido produciendo un reemplazo de la fuerza laboral a más bajos salarios para sostener parte de ese crecimiento. Obviamente, todo esto tiene un impacto en el consumo y en el crecimiento global.

Creo que es necesario evaluar estos factores, toda vez que están marcando un menor crecimiento; por lo tanto, a partir de estas circunstancias -no estamos inventando la rueda-, es necesario que desde el espacio público, con el presupuesto del Estado, tiremos la economía para arriba. Eso es lo que se hace de manera muy inteligente con este presupuesto, no solo porque crece en 9,8 por ciento, sino porque los recursos de inversión aumentan en 27,5 por ciento. Este es el factor decisivo de este presupuesto, puesto que permitirá ir generando una recuperación de la economía y, por cierto, la recuperación del empleo, que es lo que a todos nos interesa. 

Quiero plantear un punto adicional. Todos conocemos las causas globales de la desaceleración de nuestra economía, pero hay otras que también están marcando una mayor debilidad de nuestro crecimiento, como, por ejemplo, la pérdida de productividad que está asociada a la energía, un punto importante que está considerado no solo en el presupuesto, sino también en la agenda energética planteada por el gobierno y que ha generado bastante consenso. Por lo menos, así ha quedado demostrado en las votaciones de los proyectos de ley sobre la materia que hemos discutido en la Cámara. 

Un segundo factor que también está considerado en el presupuesto se relaciona con la capacitación. Necesitamos dar un salto en la capacitación para que puedan darlo también la productividad de nuestras empresas y toda la economía. En esto hemos tenido un retraso muy grande, por muchos años. Hoy se está implementando un programa bastante agresivo destinado a fortalecer la capacitación.

El proyecto de Ley de Presupuestos también se preocupa de la innovación, pero debemos convenir en que esa variable dependerá en menor grado del presupuesto y en mayor grado de producir una sinergia entre las empresas, la educación, las universidades y el desarrollo de inversiones y alianzas potenciales en las áreas que es necesario fortalecer.

Es tiempo de mirar más allá de la búsqueda de responsabilidades y de centrarse en la necesidad de generar no solo una alianza público-privada, sino también una toma de conciencia de los factores que están limitando nuestro potencial de crecimiento.

Planteado este punto en general, quiero referirme a algunos aspectos específicos que estarán muy presentes en la discusión particular del Presupuesto que realizaremos en la sesión de mañana. 

Primero, en materia de salud, existen grandes prioridades y necesidades en muchos sectores. De hecho, muchos estudios de opinión pública han reforzado la importancia que reviste la salud para la ciudadanía. Por eso, es muy significativo que la inversión en salud aumente en 85 por ciento, que representa la mayor inversión que se realizará en infraestructura de salud. Pero, como bien señalaba la diputada Cristina Girardi, no se trata solo de asegurar el financiamiento de la infraestructura, sino que es necesario complementarlo con un refuerzo en la atención a todo nivel. Y aquí es donde surge, a mi juicio, la necesidad de reforzar los programas de especialistas. Al momento, existen 1.000 becas para médicos especialistas y otros 370 cupos para los que estén en formación; pero se requiere proyectar esta realidad en forma muy fuerte y consistente.

A propósito de esto, quiero plantearle al ministro un punto que todavía está en etapa de maduración; no será abordado en la discusión de este presupuesto, pero sí tendremos que dibujarlo para el próximo año, porque en la provincia del Choapa estamos iniciando un programa de telemedicina con los municipios, que está permitiendo -ya tenemos las primeras experiencias- resolver la atención de médicos especialistas a distancia. Este sistema asegura la calidad del acto médico y permite ir cerrando las brechas que existen en materia de listas de espera y, sobre todo, un factor fundamental en muchos territorios del país: el traslado de los pacientes por largas horas para que sean atendidos en los grandes centros de salud. Esto genera un colapso en los municipios, un detrimento en la calidad de vida de los pacientes y muchas distorsiones en los propios servicios, las que podremos encarar gracias a las experiencias de los países desarrollados que se están incorporando en nuestro sistema de salud. 

Creo que hay experiencias que todavía son germinales -lo ha planteado la Presidenta Bachelet-, pero tendrán que dibujarse en un programa que tenga una fortaleza propia desde el sector público. 

En el tiempo que me resta, quiero puntualizar dos aspectos adicionales. 

Creo que en las regiones -lo señaló la diputada Andrea Molina- donde estamos afectados por una grave sequía se requiere reforzar todos los instrumentos públicos, no solo las medidas de emergencia, sino refuerzos más estables del Ministerio de Obras Públicas, del Ministerio de Agricultura y de la Comisión Nacional de Riego, para poder enfrentar una situación que ya no es circunstancial, pues todo indica que está reflejando un fenómeno de desertificación de esa zona. 

Por lo tanto, eso significa concebir las instituciones públicas de una manera distinta, no solo para enfrentar una emergencia, sino para enfrentar una realidad mayor. Desde esa perspectiva, uno de los puntos más debatidos -agradezco que finalmente el Ministerio de Hacienda haya modificado su criterio-, dice relación con la necesidad de fiscalizar. 

Quiero decir al ministro que los problemas relacionados con el agua están haciendo que en muchas partes se incuben disputas, las que en algunos casos podrían llegar a convertirse en peligrosos incidentes, si no se refuerza la fiscalización del Estado. Por eso era tan importante el refuerzo de la DGA en esta función.

Por último, en muchos sectores debemos apuntar a un programa -planteo que debe ser público- de plantas desaladoras o desalinizadoras para cubrir las necesidades de consumo. Digo que debe ser público, porque así como hemos visto que las concesiones no sirvieron en el caso de los hospitales, no podemos seguir gravando los costos de los usuarios con concesiones privadas en materia de plantas desalinizadoras. Necesitamos ir a un programa público que aborde esta urgencia. 

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por siete minutos, el diputado Felipe Kast.

El señor KAST (don Felipe).- Señor Presidente, ante todo, quiero saludar al ministro de Hacienda que nos acompaña.

En verdad, dado el clima económico que estamos viviendo, sería bueno transparentarle a la ciudadanía que la política fiscal que estamos proyectando para el próximo año dejará completamente de manos atadas la política monetaria del Banco Central. Si, según las proyecciones, el Banco Central espera una inflación del orden del 5 por ciento y tendremos una expansión fiscal de alrededor del 10 por ciento, ello significa claramente que el Banco Central no tendrá ninguna holgura para estimular a la economía en su conjunto y, por lo tanto, dependeremos fundamentalmente de la capacidad del Estado para reactivar la economía. 

Quienes conocemos al Estado tenemos serías dudas de que este tenga la capacidad de reactivar la economía y, por desgracia, tampoco vemos un énfasis importante en la eficiencia del gasto para lograr dicho cometido.

Lo cierto es que, si uno proyecta lo que estamos haciendo con el presupuesto del próximo año, la posición financiera fiscal neta no solo nos llevará a tener este año -3,7 por ciento, sino que si proyectamos lo que está ocurriendo, probablemente, en 2018 llegaremos a -9,5 por ciento del PIB. Claramente, es una situación preocupante, y si no logramos recuperar o cambiar las proyecciones de ingreso estructural del país, nos estaremos acercando a una situación financiera muy compleja. 

Dicho esto, resulta aún más preocupante lo que ocurre con la Partida del Ministerio de Educación. Quiero decirle al ministro que llevamos ocho meses esperando conocer la arquitectura de la reforma educacional. Se dijo que una reforma tributaria permitiría reducir efectivamente las brechas de desigualdad y de oportunidades que afectaban a miles de estudiantes, y que la reforma educacional terminaría con el copago y les permitiría acceder a miles de colegios a los cuales hoy no pueden acceder. Lo cierto es que la reforma educacional no termina con el copago; lo cierto es que los recursos que se nos dijo que se destinarían a mejorar la calidad de la educación, finalmente, no están.

Si hacemos una simulación simple, de los 2.500 millones de dólares adicionales proyectados para el próximo año, y le creemos al gobierno que el 60 por ciento -dos tercios- irán a educación, podríamos esperar que el aumento proyectado sea de 2.700 millones de dólares; es decir, la continuidad más dos tercios de lo que se proyecta para el próximo año. Pero resulta que esos recursos no están, y lo que podemos ver, finalmente, es que en educación solo habrá continuidad. 

Creo que es buena política transparentarle al país que, finalmente, el producto de la reforma tributaría no irá a educación, por lo menos no el próximo año. Esa es la verdad. La buena política es transparentarlo, decirlo con todas sus letras, pero no haber dicho desde el inicio que dos tercios del presupuesto del próximo año irán a educación.

Pero no solo es cierto que no se terminará con el copago. Uno habría esperado que con esos 1.200 millones de dólares adicionales del próximo año se hubiera aumentado la subvención escolar, de forma tal que nos acerquemos, como nos dijo el ministro Eyzaguirre en su minuto, poco a poco, a terminar con la brecha entre el techo del copago y la subvención general. Sin embargo, los recursos que se destinan a la educación escolar solo aumentan en 4 por ciento. Es decir, no solo no se consideran los recursos que se prometieron, sino los que se agregan no llegan a nuestros niños, puesto que en su gran mayoría van a la educación superior. De hecho, los que se destinan a esta última aumentan 14 por ciento, muy por encima del 10 por ciento promedio, mientras que los de la educación escolar solo lo hacen en 4 por ciento. 

Como si esto fuera poco, los recursos que se incrementan también son discriminadores porque, al parecer, existen ciudadanos de dos categorías: aquellos que van a instituciones del Estado y aquellos que van a instituciones que no lo son. En el caso de la educación preescolar, si un niño accede a una institución estatal, la subvención es de más de 100.000 pesos; en cambio, si accede a una institución que no es del Estado, solo recibe 65.000 pesos.

Quiero pedirle al ministro que, por favor, emparejemos la cancha en forma creciente, y que ojalá no tengamos estas discriminaciones arbitrarias que no se condicen con las necesidades de una familia. Necesitamos que se aplique este principio: a igual vulnerabilidad, igual apoyo; a igual necesidad, igual apoyo. Desgraciadamente, en este presupuesto, tal principio no existe. 

Por último, tengo una preocupación personal, que ojalá se pueda revertir. El ministro sabe que durante el año se pueden hacer reasignaciones. En el caso del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, los subsidios al arriendo, que permiten mayor integración social y que las familias de menores ingresos no accedan a simples guetos de pobreza -normalmente, se encuentran en la periferia de las ciudades-, se reducen en 20 por ciento. Pero no es solo es eso; los subsidios a las familias más vulnerables se reducen en 7 por ciento, y los subsidios a la clase media, en 1 por ciento.

En el caso del Fosis -Partida del Ministerio de Desarrollo Social-, hay un aumento de 2 por ciento. ¿Quién puede entender que un gobierno que se autodeclara con vocación social aumente los recursos del Fosis solo en 2 por ciento? Lo mismo sucede con el Servicio Nacional de Discapacidad, Senadis: 8 por ciento, por debajo del promedio. Lamentablemente, dicho servicio pasa completamente inadvertido en este presupuesto. En cambio, vemos que los recursos de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, Conadi, experimentan un aumento sustantivo. Me alegra que se le dé mayor importancia a la Conadi, pero lo cierto es que es enorme la cantidad de reclamos y denuncias que hemos recibido en la Comisión de Pueblos Originarios y en la Comisión Investigadora de la Conadi. Por lo tanto, resulta una paradoja que se ponga el énfasis precisamente en la institución respecto de la cual tenemos serias dudas de si los recursos se están distribuyendo de forma correcta.

Finalmente, me habría encantado que hubiésemos partido trabajando con una reforma educacional con recursos para los profesores. Probablemente, eso habría impedido que tengamos a miles de docentes y niños sin educación, que se sienten completamente marginados de la reforma educacional y de la discusión presupuestaria. Espero que el ministro pueda enmendar el rumbo porque, tal como está la Partida del Ministerio de Educación, nos obliga a votarla en contra.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado Claudio Arriagada.

El señor ARRIAGADA.- Señor Presidente, estamos votando el primer proyecto de Ley de Presupuestos del segundo mandato de la Presidenta Michelle Bachelet, con el cual se cumple el programa que la gente apoyó, lo que nos parece muy importante.

Como se ha dicho aquí, este Presupuesto contiene profundas convicciones. Primero, los chilenos votaron por que exista mayor equidad; los chilenos votaron por enfrentar desafíos que se habían venido postergando durante muchos años. 

Disiento de quienes dicen que hay menos recursos que se destinan al área social, puesto que hoy comprobamos que habrá mayor inversión en protección social. Los vecinos de la comuna de La Granja pueden estar tranquilos porque verán concretado su anhelo de mejorar el consultorio Joao Goulart, que atiende a más de 10.000 personas; los enfermos postrados tendrán ambulancias; los adultos mayores, al igual que los jóvenes y los niños, verán que con este presupuesto, que se aprueba en un momento difícil de la economía mundial, al que Chile no escapa, estamos cumpliendo con el objetivo por el cual los chilenos nos eligieron: construir un país más justo.

Quiero decirle al ministro que, junto con esto, considero tremendamente importante -y no solo por el rol fiscalizador que le corresponde a la oposición- contar, en cada una de las áreas, con una muy buena planificación, con un efectivo control de la gestión en el gasto público y con un efectivo control de la oportunidad del gasto, toda vez que de nada sirve enfrentar las necesidades de la población tres, cinco o seis meses después de producidas. 

Esta Cámara también tiene un deber en materia de fiscalización, a fin de que ningún peso sea malgastado. Estamos investigando los gastos de la ley SEP y participamos en un informe sobre los Programas de Intervención Especializada, PIE. El desafío es que cada peso de los chilenos llegue especialmente a los más vulnerables, que sea una realidad y no sirva solo de argumento para descalificar las políticas públicas.

Considero muy importante señalar que, en medio de la ejecución final del presupuesto de 2014, se hicieron ingentes esfuerzos para mejorar las dotaciones de instituciones como la Policía de Investigaciones, Carabineros de Chile, y la planta de la Junji.

Quiero hacer presente mi preocupación por la disminución de la partida de la Junji, que si bien es cierto asegura las inversiones en infraestructura, hay otras partidas que me preocupan, principalmente, porque cuando se mejoró su dotación, se asumió el compromiso de ir traspasando gradualmente a los funcionarios de salas cuna y de jardines infantiles Vía Transferencia de Fondos (VTF), en una proyección de cuatro años, a la planta y a la dotación de la Junji.

Actualmente, esas personas están sujetas a tres modalidades de contrato distintas: a honorarios, a contrata y Código del Trabajo. Algunos parlamentarios hemos impulsado la necesidad de presentar un proyecto de acuerdo que apunte a uniformar las remuneraciones de ese personal: a igual desempeño y responsabilidad, igual remuneración. Lamentablemente, algunas municipalidades no entienden esto y estamos asistiendo a un trato no igualitario con esos trabajadores.

Este gobierno se propone construir 4.500 salas cuna durante su período, lo que me preocupa. Quiero decir al ministro que espero que esto no sea verdad, porque estaría contradiciendo algo que es fundamental: que la mayor inversión debe focalizarse en la etapa inicial de la educación, en particular de los sectores más desposeídos.

Por último, estoy contento porque los vecinos de San Joaquín y de Macul verán incrementadas las políticas de seguridad ciudadana, mediante la iluminación de plazas y calles, con mayor control policial y con mayores recursos para enfrentar la delincuencia y el tráfico de drogas.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- En el tiempo que le resta a su bancada, tiene la palabra el diputado Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Señor Presidente, en la discusión general del proyecto de Ley de Presupuestos solo intervendré en forma telegráfica, puesto que dispongo de escaso tiempo para expresar mi opinión.

En primer lugar, considero que está muy bien que el gobierno haya decidido enfrentar el próximo año con un presupuesto contracíclico, para lo cual aumenta el gasto público -así debe ser-, a fin de que el país salga de la difícil situación económica en que se encuentra actualmente. Me parece una extraordinaria medida que este se concentre principalmente en infraestructura y en políticas de inversión, porque ello significa que los recursos del país no irán a parar a gastos corrientes, sino que irán en beneficio del país para los años siguientes. 

En segundo lugar, es importante que el gobierno entienda el problema que hace poco discutimos en esta Cámara: que en la administración del Estado no debe existir personal a honorarios y que este debe pasar a contrata. Creo que debiera ser una política pública permanente, y espero que en los presupuestos de los próximos años se disminuyan los recursos que van a los ministerios para personal a honorarios. Es necesario aumentar el número de funcionarios a contrata para que tengan previsión como corresponde.

En tercer lugar, creo que la prioridad nacional debiera ser la primera infancia, pues es allí donde se logra el desarrollo de un país, en términos de lo que viene. Por lo tanto, debemos propender a mejorar todo lo que se relacione con esa etapa. 

Existen políticas públicas que se pueden implementar perfectamente a través del Presupuesto; por ejemplo, la desmunicipalización de los jardines infantiles y salas cuna VTF. A mi juicio, fue una mala decisión porque implicó entregar a los municipios algunos aspectos relacionados con la primera infancia. Creo que a través del presupuesto y de políticas públicas es perfectamente posible revertir esta situación que llevará a un verdadero descalabro a la primera infancia que está en los jardines infantiles.

He dicho.

El señor CARMONA (Vicepresidente).- Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado Ernesto Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, ante todo, saludo al ministro de Hacienda y al director de Presupuestos. 

Aquí se han planteado muchos temas. Desde la UDI, vemos que el gobierno simplemente se equivocó con este presupuesto. Primero, ha planteado que el próximo año nuestra economía crecerá al 3,6 por ciento, en circunstancias de que en esta Sala todos sabemos que no será así. Entonces, cuando el presupuesto parte mal pensado, las consecuencias terminan siendo negativas. 

Por lo tanto, consideramos que el gobierno se ha equivocado, y así se lo están diciendo la opinión pública y los expertos. Como digo, hace una proyección de nuestro crecimiento que no se condice con la realidad que muchos esperan. Creo que el gobierno se ha ido dando cuenta de ello, aunque un poco tarde. Primer error del presupuesto.

El segundo error es que el gobierno no cumplió con su palabra. Los diputados de mi partido y de la oposición, en general, dimos nuestros votos favorables para la aprobación de la reforma tributaria, pero con un objetivo: para que se financiara la reforma educacional de manera adecuada, lo que implicaba que dos tercios de los recursos que se requerían debían estar considerados en este proyecto de Ley de Presupuestos. Le pedimos al ministro algo muy concreto: que como los proyectos de ley sobre la reforma educacional aún no han sido aprobados, pusiera esos recursos -claritos, identificables, para que la gente los pueda conocer- en el Fondo de Educación que ya está creado. Se trata de que todos podamos verlos, que la gente sepa que le sacarán plata del bolsillo, que el gobierno pidió que le sacaran plata del bolsillo a las personas de clase media, para que vayan a la educación. Como los proyectos no están listos, la gente debe saber dónde está la plata. Pero el gobierno no la puso y, por lo tanto, no cumplió.

Primero, se equivocó en materia de crecimiento; segundo, no cumplió la palabra empeñada, lo que es malo porque las confianzas se van construyendo sobre la base del cumplimiento de los compromisos contraídos. 

En tercer lugar, está lo que dice relación con lo que se ha llamado presupuesto contracíclico. Suele producir euforia el hecho de que se gaste más plata pública, que es plata de todos los chilenos.

En 2009 ya hubo una experiencia: se trató de lograr que Chile gastara más para que le fuera mejor. Sin embargo -es bueno que la gente lo sepa-, cuando más se gastó, a Chile le fue peor que al resto del mundo. Ese fue el resultado. Adicionalmente, en ese momento había un escenario externo diferente, con altas tasas de interés y mucha incertidumbre.

¿Qué sucede hoy fuera de Chile, en el mundo? Las tasas de interés son bajas, existen posibilidades de acceder a financiamiento y, por lo tanto, no se necesita, no es correcto y no ayudará este aumento del gasto público de la manera que lo ha planteado el gobierno, sino que se transformará en un problema. También es bueno que la gente lo sepa.

Nos preocupa que el gobierno plantee que esto ayudará al crecimiento y que termine resultando lo contrario, porque el diagnóstico es incorrecto. Tanto es así que vemos que será muy difícil que se logre ejecutar todo el gasto público, porque gran parte del aumento va a inversión pública y el problema está en que su implementación va a tomar ciclos bastante largos. Es bueno que haya inversión -lo valoro y la UDI también considera que es positivo-, pero no en la forma en que se ha planteado.

Hay dos cosas más que nos preocupan. Primero, que la capacidad de Chile para crecer haya bajado en 4,3 por ciento, lo que se refleja en el PIB de tendencia, y también nos preocupa que se pueda estrechar el potencial de Chile por decisiones del gobierno. En pocos meses se ha producido un deterioro muy fuerte que preocupa, pero la señal que da este presupuesto no es un apoyo para superar esa situación, sino que más bien es un traspié. Eso es lo que queremos dejar planteado.

Pero hay dos cosas más que también nos preocupan. Pensamos que el aumento en algunas áreas del presupuesto va a molestar a las familias de clase media, porque no se trata de prestaciones sociales, sino de más burocracia. Además, el gasto en personal y en honorarios aumenta más de lo razonable.

Cuando hay un ambiente de austeridad en cuanto a cuidar la plata de los chilenos, nos parece muy negativo que en muchas áreas el gobierno, aun cuando propone un aumento de los recursos, no lo hace precisamente en prestaciones sociales, como ocurre con la Junji -como aquí se ha planteado- o en otras áreas que son también importantes y que se van a quedar esperando.

Finalmente, me voy a referir a un tema puntual, que se va a discutir mañana en la Partida del Ministerio de Desarrollo Social. Nos preocupa mucho todo lo relacionado con la Ficha de Protección Social y con la forma en que el gobierno piensa evaluar a los beneficiarios de las políticas sociales. Asimismo, nos preocupa mucho la incertidumbre que existe por el establecimiento de distintos caminos de selección en la Ficha de Protección Social.

En resumen, en primer lugar, nos parece que este presupuesto parte de un diagnóstico errado al pensar que Chile va a crecer más de lo que lo hará en realidad. En eso, el gobierno se equivoca. 

En segundo término, este es un presupuesto en el cual el gobierno no cumplió la palabra empeñada, especialmente en educación, a lo cual contribuimos con nuestros votos. Por eso, ahora nos sentimos defraudados.

En tercer lugar, en este presupuesto se destina mucha plata a burocracia, y eso no lo entienden las familias de clase media que se han tenido que apretar el cinturón por el momento difícil que están pasando.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra, por seis minutos, el diputado señor Iván Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, este primer presupuesto del gobierno de la Presidenta Bachelet, en términos generales, se ha construido en sintonía con los compromisos que asumió con el país en su programa de gobierno.

En consecuencia, el proyecto asegura que los mayores recursos podrán sustentar las grandes reformas que comienzan a aplicarse en nuestro país.

Por otra parte, se comienza a recoger y responder a nuevas demandas de sectores importantes de la ciudadanía, además de la recuperación de beneficios perdidos o disminuidos en los últimos años.

Sin embargo, aun cuando estamos confiados en el buen resultado de lo que las instituciones públicas podrán realizar con este presupuesto en favor de la gente de las regiones de Chile, me preocupa la disponibilidad efectiva de los recursos para que las regiones lluviosas puedan aprovechar los escasos meses de buen clima y acelerar obras que, hasta hoy, comienzan junto con el invierno, haciéndose eternas y problemáticas con ese clima.

Si se logra agilizar y anticipar a enero la disponibilidad de los recursos, y si los gores o seremías son capacitados o instruidos al respecto, los beneficios de las obras, equipamientos y servicios serán evidentes y mejor recibidos por la ciudadanía.

Debo destacar que nuestro gobierno está cumpliendo con las regiones, además del enorme desafío y cambio que deberá generar la agenda de descentralización y desarrollo regional. Para muestra, debo señalar que el aumento notable de más de 16 por ciento del Fondo Nacional de Desarrollo Regional es, sin duda, una buena noticia para el país.

Quiero agradecer al ministro por escuchar a la bancada regionalista en esta materia.

También debemos mejorar la dotación de capital humano calificado, sobre todo en los municipios, que son quienes principalmente recogen los problemas de la comunidad y deben transformarlos en proyectos de calidad y oportunidad. Ello no siempre ocurre, o frecuentemente no ocurre, por la falta de capacidad para formular los proyectos que deben dar soluciones.

Por otro lado, también hay que asegurar la capacidad para dar cumplimiento al gasto efectivo, para lo cual hay que fortalecer los gores, que son las instituciones claves en la ejecución de inversiones o programas, y espero que no sea mediante contratos a honorarios. Hay que hacerlo de manera permanente.

En un momento difícil y complejo de la economía nacional, la inyección de más recursos públicos, sin duda, colaborará sustantivamente en la reactivación de la cadena económica, la confianza y el empleo.

Además de los positivos efectos que, en lo macro, generará un mayor presupuesto público contracíclico de inversión -y este presupuesto está tomando medidas concretas-, hay que destacar el aumento presupuestario en salud pública, sobre todo en el mejoramiento integral de la capacidad hospitalaria, especialmente en lo que se refiere al inicio del salto gigantesco que se requiere en cuanto a incorporación de especialistas, medicamentos, equipos adecuados y suficientes, así como también en una mejora sustantiva de la atención primaria como decisión estratégica para descomprimir los servicios de urgencia. Si no hay buena salud, pocas cosas funcionan bien en nuestra comunidad.

Estamos recién comenzando a transitar en la definición de políticas públicas más profundas, integrales e integradas y, sobre todo, más contundentes, dada la mayor disponibilidad presupuestaria y, por tanto, se están generando condiciones para recuperar competitividad de las instituciones y servicios, frente al frío y deshumanizado mercado.

Por su intermedio, señor Presidente, debo agradecer al ministro de Hacienda que haya abierto la posibilidad de escucharnos, junto a los colegas Ortiz, Lorenzini y Rincón, cuando planteamos preocupaciones ciudadanas que recogimos -más bien, que acogimos- y que finalmente fueron incorporadas en el Protocolo de Acuerdo Complementario, como, por ejemplo, el refuerzo de la capacidad de la Conaf para prevenir y actuar frente a los cada vez más frecuentes incendios forestales, que año tras año diezman miles de hectáreas en el centro y sur del país; el apoyo compensatorio a la cultura regional y, en nuestro caso, además del apoyo a la Universidad Austral de Chile, incluida en el presupuesto, también agradezco la consideración de las orquestas regionales, especialmente la de Los Ríos; el mejoramiento de los Prodesal en todo el país; el inicio del proceso para comenzar a resolver la compleja condición de los funcionarios públicos a honorarios. Lo anterior lo menciono solo a modo de ejemplos del contenido del protocolo recién firmado.

No obstante esos notables avances, por su intermedio, señor Presidente, solicito al señor ministro que, si bien el presupuesto 2015 hace crecer en 20,7 por ciento los recursos del Senama, en cifras absolutas es aún insuficiente para dar respuesta urgente a las cada vez más crecientes necesidades de atención de nuestros adultos mayores, porque, además de la atención de salud especializada o el mejoramiento de pensiones, los adultos mayores requieren de un apoyo institucional que se condiga con más del 15 por ciento de la población. 

Por tanto, solicito reconsiderar la creación de las direcciones regionales del Senama y que, además, se les permita dotar de vehículos y de algunos funcionarios a las actuales oficinas regionales, que no los tienen. 

Por otra parte, pido que se permita a los gores suplementar o aplicar con tope del FNDR el fondo de medios de la Secretaría General de Gobierno.

Finalmente, debo decir que he escuchado con atención todos los discursos, pero me resulta incoherente el discurso de la derecha, ya que, por una parte, critica el notable aumento del presupuesto y quiere saber de dónde van a salir los recursos, y, por otra parte, reclama que, por ejemplo, el Fosis no tiene presupuesto suficiente y que existen otras instituciones a las cuales se les debería asignar una mayor cantidad de recursos.

Agradezco a mi gobierno la consideración especial que ha puesto en el crecimiento del presupuesto en la Partida de Obras Públicas, de 11,8 por ciento, y muy particularmente de la Partida de Vivienda, que permitirá recuperar el gigantesco forado social que dejó el gobierno anterior, porque los cerca de 50.000 subsidios mentirosos entregados a familias que esperaban ilusionadas tener su casa propia es una herida demasiado grande en las familias humildes y de clase media de un Chile que no se lo merecía.

Por su intermedio, señor Presidente, también felicito a la ministra de Vivienda y Urbanismo.

Por todo lo anterior, agradezco las respuestas oportunas del gobierno y declaro mi total apoyo al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2015.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Diego Paulsen.

El señor PAULSEN.- Señor Presidente, cuando se nos presentó el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para 2015, pensamos que se iba a cumplir la palabra empeñada durante la discusión del proyecto sobre reforma tributaria. En esa oportunidad se señaló que dos tercios de los recursos se iban a focalizar hacia al Ministerio de Educación, pero hoy podemos ver que solo se destinó a ello apenas el 50 por ciento. Pero debo reconocer lo bueno que es que se haya invertido recursos en la Partida Ministerio de Salud.

No obstante lo anterior, debo señalar que, aunque se hayan invertido recursos en educación y en salud, todavía faltan cerca de 500 millones de dólares que no sabemos dónde están. 

Por su intermedio, señor Presidente, le señalo al señor ministro que no quiero que nos pase lo mismo que cuando entregamos 1.200 millones de dólares a EFE. Queremos saber con claridad dónde se van a invertir los recursos. 

Algunos colegas han afirmado con en este presupuesto se pretende cumplir con el mandato tácito que la ciudadanía les dio en las elecciones pasadas, contenido en su programa de gobierno. Pero les aseguro que ni el 10 por ciento lo conoce. 

Además, sostienen que este proyecto cumple con lo prometido al país. Les aseguro que en ninguna parte de ese programa de gobierno decía que 143.000 familias quedarían sin trabajo ni que el país caería en una desaceleración económica, ni que sería catalogado de mediocre en apenas ocho meses. Y en el programa de gobierno tampoco se contempló la contratación, por 14.000 millones de pesos, de familiares o de asesores de colegas en los ministerios. Eso constituye una farsa hacia la gente.

Aquí se ha hablado mucho de los indicadores económicos. Un colega de gobierno señaló que la desaceleración que vive el país es heredada. Quiero decir a ese colega que mientras en septiembre del año pasado Chile creció a 4,8 por ciento, la potencia económica más grande y socio comercial lo hacía a 7,7. Hoy crecemos a 1,9 por ciento, y la misma potencia crece a 7,6. Asimismo, el PIB mundial en 2013 era de 3,1 por ciento, y en el 2014 es de 3,2. O sea, más encima se trata de cifras positivas. Los PIB de los socios comerciales bajaron de 3,5 a 3,4 por ciento. 

Entonces, este proyecto le hará mucho daño al país. Se dice que se trata de un presupuesto contracíclico destinado a beneficiar a la gente que menos tiene, pero lo único que hace es perjudicar más a la clase media y a la clase más vulnerable de nuestro país.

He dicho.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor David Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, estamos llegando al cierre de este debate. 

Debo mencionar algunas materias que me han llamado la atención, las cuales me las han representado desde la propia región que represento. 

Hay dos materias que quiero que el ministro tenga en cuenta. Una, que se planteó acá muy al pasar, dice relación con el calendario de inversiones. 

Le planteamos al subsecretario la inconveniencia que tiene el manejo del sistema de calendarización, puesto que las regiones responden a condiciones distintas. Las zonas extremas, particularmente la Región de Aysén, tienen episodios climáticos extremadamente rigurosos en algunos meses del año; por tanto, creemos absolutamente factible considerar la recalendarización de los programas de asignación de recursos desde los distintos sectores a fin de impulsar las licitaciones en las regiones, de acuerdo a sus propias características.

Por otro lado, quiero hacer mención también a ciertas materias que me preocupan particularmente en relación a la asignación de algunos recursos. 

La Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en materia de inversión en cuarteles para Carabineros de Chile, contempla un total de 29.000 millones de pesos en inversiones en 40 cuarteles, pero ninguno en la Región de Aysén, no obstante que aquí hemos presentado varios oficios sobre el particular. Incluso, la semana pasada hicimos la salvedad acerca de dos destacamentos: Alto Río Cisnes y Lago Verde, que se suman a los casos de Tortel, Puyuhuapi y Raúl Marín Balmaceda, donde las características de sus infraestructuras lisa y llanamente ya no resisten más tiempo, debido a la antigüedad de dichos cuarteles. 

Asimismo, mencioné el caso dramático de Lago Verde, en que, debido a una plaga de ratones, falleció una persona, la esposa de un funcionario de Carabineros del retén, el cual se encuentra en muy precarias condiciones. No obstante ello, no se contempla ninguna inversión para dicho cuartel, porque no se incluyó en los 40 que señala el proyecto.

En materia de salud, destacamos lo que dice relación con los centros diurnos de salud mental, materia que en mi región está adquiriendo particular relevancia. Creemos que va en la dirección correcta, puesto que se preocupa de un asunto humano de enorme trascendencia. Y lo mismo acerca de los programas que propician la autovalencia en los adultos mayores. 

Un aspecto que no puedo eludir dice relación con la Partida Ministerio de Obras Públicas, en particular con la glosa 07. 

Es muy importante que los gobiernos regionales, particularmente los municipios, tengan presente lo señalado en la referida glosa, toda vez que señala que en el primer trimestre de 2015 ambas entidades deberán presentar a la Dirección de Vialidad un catastro de proyectos y obras a ejecutar en materia de sendas y caminos vecinales, que en regiones como la que represento son muy significativos y tienen una profunda demanda de parte de las comunidades rurales. 

Creo que ese es un avance que, obviamente, hay que destacar. Espero que se informe oportunamente acerca de esa glosa a los municipios, que están directamente involucrados en esta materia, para que a través de la mencionada partida, dentro del primer trimestre del próximo año, se consideren a la brevedad los mecanismos a través de los cuales se llevarán a cabo las mencionadas obras. 

Del mismo modo, no puedo dejar de destacar el involucramiento que establece la glosa 07, de la misma Partida, que dice relación con el convenio entre la Dirección de Vialidad y el Cuerpo Militar del Trabajo (CMT) para la apertura de caminos en sectores fronterizos y comunidades aisladas, así como recuperar, rescatar o relevar la urgencia que tenemos en caminos como Tapera-Lago Verde, Lago Verde-Valle Quinto, Jeinimeni-Chacabuco, Cochrane-Brown-Río Mayer, proyectos absolutamente fronterizos y muy necesarios.

Otra materia dice relación con la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Capítulo Subsecretaría de Desarrollo Regional (Subdere), Programa de Mejoramiento Urbano (PMU), en materia de alcantarillado. 

A través del ítem 031, que se refiere a la tenencia responsable de mascotas, en 2015 se espera incorporar a 150 comunas. Se trata de una materia que se encuentra en tramitación. Aprobamos el proyecto de ley de tenencia responsable de mascotas, que actualmente se encuentra radicado en el Senado y que esperamos sea despachado rápidamente. 

Al respecto, quiero referirme a una moción que presenté con el diputado Santana relativa a los perros asilvestrados, que están generando verdaderos estragos a los pequeños y medianos ganaderos de los sectores rurales a lo largo de todo el país. 

Debemos resolver esa situación prontamente, y en esta partida no se considera lo que dice relación con ese convenio. Esperamos, por último, que se incorpore en esta iniciativa, que nos parece absolutamente valiosa, la tenencia responsable de mascotas en esas 150 comunas, ojalá incluyendo la variable de riesgo que tienen los sectores rurales afectados con el problema. 

Quiero hacer mención especial a la glosa de los gobiernos regionales, en particular al de la Región de Aysén, sobre el gasto en turismo. Se contempla ni más ni menos que un presupuesto total de 1.542 millones de pesos para diversos programas relativos a su promoción. No digo que la promoción del turismo no sea sustantiva, pero nos parece absolutamente desproporcionado lo que se está asignando aquí respecto de lo que se está determinando, por ejemplo, a programas de la Subsecretaría de Medio Ambiente, específicamente a los programas de transferencia para el recambio de calefactores en la Región de Aysén. 

Son 1.500 millones de pesos para turismo y 365 millones de pesos para ese programa. Ello nos parece absolutamente desproporcionado, más aún cuando esta región, particularmente la ciudad de Coyhaique, es la más contaminada de Chile. Debería revisarse esa materia. No existe una correlación lógica entre uno y otro programa y, obviamente, hay un evidente despropósito en la promoción turística, con todo el valor que ello tiene, respecto de la salud pública de los habitantes de la región.

Una situación que no deja de llamar la atención dice relación con la misma Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Se trata de la fuerte reducción de 19 por ciento del presupuesto entre 2014 y 2015 para la Oficina Nacional de Emergencia. En un país en el que permanentemente estamos enfrentados a desastres naturales, como terremotos, tsunamis, inundaciones y avalanchas no se entiende el significado de esa fuerte reducción en materias que tienen relación con la protección civil de la población.

Por último, hemos leído en la prensa nacional y escuchado de los directivos de Junji y de Integra que no les preocupa la rebaja que tuvo esa partida. Son 2.000 millones de pesos menos, pero ambas instituciones expresan hoy por la prensa que no les afectará su presupuesto. Resulta muy extraño que señalen que no les va a afectar una rebaja de más de 2.000 millones de pesos en relación con el presupuesto anterior, sobre todo considerando que se trata de la población más vulnerable: los párvulos. Es un tema que no deja de llamar profundamente la atención.

Obviamente, hay materias que destacamos, pero hay tres ámbitos que me parecen absolutamente cuestionables en cuanto a las asignaciones de los recursos: los gobiernos regionales, la rebaja sustantiva en los fondos respecto de las oficinas de emergencia y los fondos para la Junta Nacional de Jardines Infantiles e Integra.

He dicho. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Cerrado el debate.

Antes de ofrecer la palabra al ministro de Hacienda, solicito la autorización de la Sala para que la Comisión de Minería se constituya a las 18.30 horas.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

Tiene la palabra el ministro de Hacienda.

El señor ARENAS (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, junto con saludar a las honorables diputadas y a los honorables diputados quiero señalar que este proyecto de Ley de Presupuestos para 2015, que se ha debatido hoy en general en la Sala de la Cámara de Diputados, es la herramienta con la que nuestro gobierno avanzará en el cumplimiento de los compromisos programáticos y apoyará la necesaria reactivación de la economía. 

Como hemos dicho en otras oportunidades, el proyecto de Ley de Presupuestos es un espejo del programa de gobierno y sustenta una política fiscal contracíclica. 

Desde el punto de vista macroeconómico, nuestra economía es sana y exhibe una sólida posición fiscal. En efecto, macroeconómicamente hablando, lo responsable y serio es que la política fiscal sea activa y contracíclica. Por eso el gobierno ha propuesto un proyecto de Ley de Presupuestos que crece 9,8 por ciento real, al comparar la Ley de Presupuestos para 2015 respecto de la vigente, y con un fuerte esfuerzo en inversión pública, que crece 27,5 por ciento, es decir, en torno a 2.500 millones de dólares.

Una de las materias que se debatió respecto del marco de los supuestos macroeconómicos que se colocaban en el presupuesto -ello es muy importante de recalcar- es que la economía chilena en el último trimestre de 2012 crecía al 5,2 por ciento, y en el último trimestre de 2013 al 2,7 por ciento. Cuando hablamos de desaceleración nos referimos a que la economía cayó 2,5 puntos porcentuales en 2013. Esa economía desacelerada es la que hemos visto durante 2014.

Esperamos, durante el último trimestre de este año, una moderada recuperación y que se cumplan todas las proyecciones, tanto nacionales como internacionales, para que en 2015 se produzca un crecimiento superior al de 2014. 

Se ha consultado respecto de los recursos de la reforma tributaria. En esa materia hay una sola respuesta: el crecimiento del gasto público de 9,8 por ciento para 2015 solo es posible porque todos los recursos que se van a recaudar por la reforma tributaria han sido incluidos en 2015 para sustentar ese incremento. No hay otra manera de entenderlo.

Básicamente, lo que dijimos en campaña, lo que está en nuestro programa de gobierno, lo que estuvo en el mensaje del proyecto de Ley de Reforma Tributaria y lo que efectivamente está en el proyecto de Ley de Presupuestos, que hoy se votará en general, tiene que ver con el compromiso del gobierno de que esos recursos sean destinados íntegramente a cuatro materias: a una reforma estructural de la educación, al fortalecimiento de la salud pública, a otras materias de protección social y a los equilibrios fiscales estructurales tan necesarios para nuestro país. Con transparencia señalamos que este último tema lo habíamos pospuesto para que esa convergencia comenzara en 2016, porque la política fiscal rigurosa y responsable que necesita el país debe apuntar hoy a que todos los esfuerzos estén orientados a avanzar en mayor actividad, en inversión pública ejecutada por el sector privado y en encadenamientos productivos. 

En ese sentido, deseo mencionar, porque nos hemos referido a distintas partidas y mañana estaremos abordando en particular cada una de ellas, que el presupuesto de la nación en educación crece en más de 707.000 millones de pesos. Esta partida, que representa el 21 por ciento del Presupuesto, es la más importante y la de mayor alza en términos absolutos. Cuando se compara el 2015 con el 2014, se constata que es exactamente allí donde está la prioridad del programa para una reforma estructural. 

Se ha consultado respecto de nuestros niños en educación preescolar. Quiero recordar que los recursos crecen en 36,8 por ciento en este proyecto de presupuestos. En ese sentido quiero decir -aquí se han hecho ejercicios matemáticos; bienvenido sea el debate cuando hablamos de cifras- que durante los años 2010, 2011, 2012 y 2013 nunca el gasto en educación creció en dos dígitos, al menos nunca en forma efectiva.

El primer presupuesto de la administración anterior, debatido en la Sala en 2010 para 2011, propuso un crecimiento de 7,6 por ciento en la partida Ministerio de Educación. Déjenme decirles más: el gasto efectivo de ese año creció 2,5 por ciento, es decir, 500 millones de dólares no se ejecutaron en la partida del Ministerio de Educación. En los últimos cuatro años la partida Ministerio de Educación creció en 6 por ciento en términos reales. Nosotros hemos hecho crecer esa partida en 10,2 por ciento en términos reales. Es el inicio de un proceso de reforma estructural donde los proyectos de ley que se están tratando en el Congreso Nacional con toda seguridad van a seguir aumentando los recursos en educación. 

¡Para qué hablar de salud! En salud primaria, los recursos crecen en 16 por ciento. El per capita de hoy, dadas las indicaciones, llega a un 9,2 por ciento. Los recursos en salud están creciendo en 1.100 millones de dólares. Por cierto que se requiere generar control de gestión, reforzamiento de nuestros equipos para, justamente, llevar adelante el programa de inversión pública en salud más grande que se ha hecho en la historia de Chile desde que existen finanzas públicas comparables. 

Vamos a destinar 1.000 millones de dólares todos los años en el presupuesto para que la inversión pública en salud vaya acompañada de los esfuerzos para contratar médicos especialistas, para reforzar la salud primaria, para medicamentos y los esfuerzos que efectivamente comprometimos con los recursos de la reforma tributaria para el fortalecimiento de la salud.

El próximo año iniciaremos un camino de mejoramiento sustantivo de los bienes públicos en educación y salud, tal como se comprometió con la ciudadanía. Este presupuesto fiscal 2015, que incorpora los recursos fiscales de la reforma tributaria, nos permitirá dar un paso sustantivo en mejorar la calidad de los bienes públicos, especialmente en educación, salud y protección social. 

Quiero decirlo con toda serenidad y convicción: hace más de 20 años abordamos en el debate presupuestario los sistemas de evaluación y de control de gestión en relación con la eficiencia y la calidad de nuestros programas públicos. Se trata del debate sobre la transparencia fiscal. Vamos a ejecutar ese control no solamente porque lo iniciamos, sino porque tenemos la convicción y la creencia de que los mayores recursos fiscales contenidos en los distintos programas públicos deben ser evaluados. Ha quedado plasmado en un protocolo firmado por los miembros de la Comisión Especial Mixta de Prepuestos, mayoritariamente de la Nueva Mayoría y también de un senador independiente, el hecho de que evaluaremos los programas públicos, porque la eficiencia y la calidad del gasto es un tema comprometido con la ciudadanía. 

Termino señalando que estoy absolutamente seguro de que una política fiscal seria, responsable y contracíclica, como la que necesita el momento, que concentra su esfuerzo en inversión pública ejecutada por el sector privado y donde efectivamente la mayor cantidad de recursos se concentra en educación, en salud, inversión pública y protección social, contará con el apoyo mayoritario no solo de la Cámara de Diputados sino también del Senado.

Muchas gracias.

He dicho. 

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación general el proyecto de Ley de Presupuestos para el sector público correspondiente a 2015, con la salvedad de sus artículos 3° y 16 y de la glosa 04, que se asocia al programa 01, del capítulo 01, de la partida 23, correspondiente al Ministerio Público, por tratarse de normas de quorum calificado.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 112 votos; por la negativa, 2 votos. No hubo abstenciones.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:
Edwards Silva José Manuel; Rivas Sánchez Gaspar.

El señor CORNEJO (Presidente).- En votación general los artículos 3° y 16 y la glosa 04, que se asocia al programa 01, del capítulo 01, de la partida 23, correspondiente al Ministerio Público, que requiere para su aprobación del voto favorable de 60 señoras diputadas y señores diputados.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 112 votos; por la negativa, 1 voto. No hubo abstenciones. 

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez Vera Jenny; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Bellolio Avaria Jaime; Berger Fett Bernardo; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Cariola Oliva Karol; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; Gahona Salazar Sergio; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Hoffmann Opazo María José; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Kast Sommerhoff Felipe; Kort Garriga Issa; Lavín León Joaquín; Lemus Aracena Luis; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Mirosevic Verdugo Vlado; Molina Oliva Andrea; Monckeberg Bruner Cristián; Monckeberg Díaz Nicolás; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Morano Cornejo Juan Enrique; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Rubilar Barahona Karla; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Vallejo Dowling Camila; Vallespín López Patricio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Votó por la negativa el diputado señor Rivas Sánchez Gaspar.

El señor CORNEJO (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones ni de votación separada, se dan por aprobados las partidas 01, 03, 04, 10, 11, 17, 20 y 22; los artículos 1° al 5° y desde el 7° al 23, dejándose constancia de que los artículos 3° y 16 alcanzaron el quorum constitucional requerido.

FORTALECIMIENTO DE LOS CONSEJOS REGIONALES (Primer trámite
constitucional. Boletín N° 9691-06) [Votación]

El señor CORNEJO (Presidente).- En conformidad con los acuerdos de los Comités, corresponde votar en general el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica la ley 
N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, fortaleciendo los consejos regionales, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 68 señoras diputadas y señores diputados.

Antecedentes:

-La discusión del proyecto se inició en la sesión 92ª de la presente legislatura, en 13 de noviembre de 2014.
El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Lavín.

El señor LAVÍN.- Señor Presidente, informo a la Mesa que me inhabilito de votar el proyecto, ya que mi señora es consejera regional.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Gabriel Silber.

El señor SILBER.- Señor Presidente, también me inhabilito para votar el proyecto, de acuerdo con el artículo 5° B de nuestra ley orgánica constitucional.

El señor CORNEJO (Presidente).- Tiene la palabra la diputada Marcela Sabat.

La señora SABAT (doña Marcela).- Señor Presidente, por la misma causal, me inhabilito para votar.

El señor CORNEJO (Presidente).- Muy bien. Se dejará constancia de las tres inhabilitaciones.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 92 votos; por la negativa 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor CORNEJO (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez Vera Jenny; Andrade Lara Osvaldo; Arriagada Macaya Claudio; Auth Stewart Pepe; Barros Montero Ramón; Becker Alvear Germán; Bellolio Avaria Jaime; Boric Font Gabriel; Browne Urrejola Pedro; Campos Jara Cristián; Carmona Soto Lautaro; Carvajal Ambiado Loreto; Ceroni Fuentes Guillermo; Chahin Valenzuela Fuad; Chávez Velásquez Marcelo; Cicardini Milla Daniella; Cornejo González Aldo; De Mussy Hiriart Felipe; Edwards Silva José Manuel; Espejo Yaksic Sergio; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farcas Guendelman Daniel; Farías Ponce Ramón; Fernández Allende Maya; Flores García Iván; Fuentes Castillo Iván; Fuenzalida Figueroa Gonzalo; García García René Manuel; Girardi Lavín Cristina; Godoy Ibáñez Joaquín; Gutiérrez Gálvez Hugo; Gutiérrez Pino Romilio; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hernando Pérez Marcela; Insunza Gregorio De Las Heras Jorge; Jackson Drago Giorgio; Jaramillo Becker Enrique; Kast Rist José Antonio; Kort Garriga Issa; León Ramírez Roberto; Letelier Norambuena Felipe; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Melero Abaroa Patricio; Melo Contreras Daniel; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Morales Muñoz Celso; Nogueira Fernández Claudia; Norambuena Farías Iván; Núñez Arancibia Daniel; Núñez Lozano Marco Antonio; Núñez Urrutia Paulina; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Paulsen Kehr Diego; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Pilowsky Greene Jaime; Poblete Zapata Roberto; Provoste Campillay Yasna; Rathgeb Schifferli Jorge; Rincón González Ricardo; Rivas Sánchez Gaspar; Robles Pantoja Alberto; Rocafull López Luis; Saffirio Espinoza René; Saldívar Auger Raúl; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silva Méndez Ernesto; Soto Ferrada Leonardo; Squella Ovalle Arturo; Torres Jeldes Víctor; Trisotti Martínez Renzo; Tuma Zedan Joaquín; Turres Figueroa Marisol; Ulloa Aguillón Jorge; Urízar Muñoz Christian; Urrutia Bonilla Ignacio; Urrutia Soto Osvaldo; Vallejo Dowling Camila; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe.

-Se abstuvo el diputado señor Kast Sommerhoff Felipe.

El señor CORNEJO (Presidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, se declara aprobado también en particular, dejándose constancia de que se alcanzó el quorum exigido por la Constitución Política.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 18.13 horas.

GUILLERMO CUMMING DÍAZ,

Jefe subrogante de la Redacción de Sesiones.

VI. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 8980-06)

“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica diversas leyes con el objeto de evitar y sancionar los hechos de violencia ocurridos con ocasión de campañas electorales (boletín N° 8980-06).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.
2. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9690-01)

“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley sobre Asignaciones y Modificaciones a la Planta del Servicio Agrícola y Ganadero (boletín N° 9690-01).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.
3. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9624-08)

“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica le Ley N° 20.551, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, y el decreto ley N° 3.525, de 1980, que crea el Sernageomin (boletín N° 9624-08).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

4. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9566-29)

“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.327, en lo tocante a su ámbito de aplicación y al establecimiento de un régimen sancionatorio efectivo, y la Ley N° 20.502, en materia de funciones de la Subsecretaria de Prevención del Delito (boletín N° 9566-29).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

5. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 6556-10)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la Agricultura y sus dos anexos, adoptado por la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), el 3 de noviembre de 2001 (boletín N° 6556-10).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.


Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.
6. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9109-02)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que proporciona reparación y asistencia en rehabilitación a las víctimas de explosión de minas u otros artefactos explosivos militares abandonados o sin estallar (boletín N° 9109-02).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

7. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9455-06)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín N° 9455-06).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

8. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 5857-13)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que extiende el permiso para ausentarse del trabajo cuando la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (boletín N° 5857-13).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

9. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9276-07)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de reforma constitucional sobre la inclusión social de las personas con discapacidad (boletín N° 9476-07).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

10. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9099-24)

“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del exministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco en la comuna de Santiago (boletín N° 9099-24).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

11. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9507-06)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía (boletín N° 9507-06).
Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

12. Oficio de S.E. la Presidenta de la República: (boletín N° 9481-04)
“Honorable Cámara:

Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto retirar la urgencia para el despacho del proyecto de ley que elimina prohibición de participación de estudiantes y funcionarios en el gobierno de las instituciones de educación superior, y autoriza dictar nuevos estatutos para la Universidad de Santiago y la Universidad de Valparaíso (boletín N° 9481-04).

Al mismo tiempo y en uso de la facultad que me confiere el artículo 74 de la Constitución Política de la República, hago presente la urgencia en el despacho, en todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, para el proyecto antes aludido, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “simple”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): MICHELLE BACHELET JERIA, Presidenta de la República; XIMENA RINCÓN GONZÁLEZ, Ministra Secretaria General de la Presidencia.

13. Informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos recaído el proyecto, iniciado en mensaje, sobre “Ley de Presupuestos del Sector Público
correspondiente al año 2015”. (boletín N° 9600-05)
“Honorable Cámara de Diputados:

La Comisión Especial Mixta encargada de estudiar el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, tiene el honor de informar acerca de esta iniciativa legal, que, de conformidad con la preceptiva constitucional, tuvo su origen en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República.

A las sesiones de la Comisión concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señora Adriana Muñoz D´Albora y Lily Pérez San Martín y los señores Carlos Bianchi Chelech, Francisco Chahuán Chahuán, Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero, Alejandro Guillier Álvarez, Hernán Larraín Fernández, Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Víctor Pérez Varela y Eugenio Tuma Zedán, y los Honorables Diputados señoras Andrea Molina Oliva, Clemira Pacheco Rivas y Camila Vallejo Dowling, y los señores Osvaldo Andrade Lara, Jaime Bellolio Avaria, Bernardo Berger Fett, Gabriel Boric Font, Fuad Chahín Valenzuela, José Manuel Edwards Silva, Marcos Espinosa Monardes, Joaquín Godoy Ibáñez, Rodrigo González Torres, Giorgio Jackson Drago, Felipe Kast Sommerhoff, Felipe Letelier Norambuena, Cristian Monckeberg Bruner, Leopoldo Pérez Lahsen, Jaime Pilowsky Greene, Roberto Poblete Zapata, Jorge Rathgeb Schifferli, Alberto Robles Pantoja, Jorge Sabag Villalobos, René Saffirio Espinoza, Joaquín Tuma Zedán y Enrique Van Rysselberghe.

Asistieron, asimismo, las siguientes personas:

Del Ministerio de Hacienda: el Ministro, señor Alberto Arenas; el Subsecretario, señor Alejandro Micco; la Coordinadora Legislativa, señorita Macarena Lobos; la Coordinadora de Comunicaciones, señorita Sandra Novoa, y los Asesores, señora Jimena Krautz, y señores Pablo Cañas y Julio Valladares.

De la Dirección de Presupuestos: el Director, señor Sergio Granados; el Subdirector, señor Gustavo Rivera; el Jefe de Administración Presupuestaria, señor Hugo Zúñiga; el Jefe Sector Políticas Sociales, señor Antonio Garrido; la Jefa Sector Salud, señora Mariela Orellana; la Jefa Sector Defensa Nacional y Justicia, señora Sereli Pardo; la Jefa Sector Trabajo, señora Jacqueline Canales; la Jefa Sector Ministerios Políticos, señora Mabel Barrales; el Jefe Sector Gobiernos Regionales, señor Rodrigo Cuadra; el Jefe Sector Seguridad Social, señor Héctor Gallegos; el Jefe Sector Competitividad y Energía, señor Claudio Martínez; el Jefe del Departamento de Estudios, señor Juan Andrés Roechmann; los Abogados, señora Macarena Montecinos y señor Fuad Rumié, y la Encargada de Prensa, señorita Paula Gallardo.

Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: el Ministro (S), señor Mahmud Aleuy.

Del Ministerio de Salud: la Ministra, señora Helia Molina; el Jefe de Gabinete, señor Claudio Castillo; el asesor de la Ministra, señor Enrique Accorsi; la Jefa de la División de Planificación de Recursos Humanos en Salud y Control de Gestión, señora Anita Quiroga; el Jefe de la División Presupuesto, señor Hugo Peña; el Jefe de Finanzas y Administración Interna, señor Carlos Vicencio; la Jefa del Departamento de Comunicaciones, señora Antonieta Caro; los asesores, doctora Jacqueline Calderón, y señores Rafael Méndez, Gonzalo Palma y Mario Ulloa, y la Asesora de Prensa de la Ministra, señora Verónica Ahumada. 

De la Subsecretaría de Salud Pública: el Subsecretario, señor Jaime Burrows, y la Jefa de la Unidad de Planificación Estratégica, señora Carolina Alfaro.

Del Fondo Nacional de Salud (FONASA): la Directora (S), señora Cecilia Morales, y la Jefa de Gabinete, señora Giovanna Roa. 

Del Instituto de Salud Pública: el Director (S), señor Roberto Bravo.

Del Centro de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud (Cenabast): el Director, señor Edgardo Díaz Navarrete, y la Jefa del Departamento de Administración y Finanzas, señora Alejandra Pizarro. 

De la Superintendencia de Salud: el Superintendente, señor Sebastián Pavlovic; el Jefe del Departamento de Administración y Finanzas, señor Juan Pablo Sepúlveda, y el Jefe de la Unidad de Coordinación Regional, señor Carlos Carrasco. 

De la Subsecretaría de Redes Asistenciales: la Subsecretaria, señora Angélica Verdugo; el Jefe de Gabinete, señor Juan Vielmas; el Jefe de la División de Atención Primaria, señor Pedro Yáñez; la Jefa de la División de Gestión de Redes, señora Gisela Alarcón; el Jefe de la División de Inversiones, señor Alan Mrugalsky, y el Asesor de la División de Inversiones, señor Sergio Teke.

Del Ministerio de Desarrollo Social: la Ministra, señora María Fernanda Villegas, y los Asesores, señoras Nicol Garrido y Roxana Muñoz, y señor Marcos Sepúlveda.

De la Subsecretaría de Servicios Sociales: el Subsecretario, señor Juan Eduardo Faúndez; el Jefe de División de Administración y Finanzas, señor Oscar Torres, y el Jefe de la División de Focalización, señor Nicolás López. 

De la Subsecretaría de Evaluación Social: el Jefe de la División Administración y Finanzas, señor Gabriel Monsalve; el Jefe del Departamento de Finanzas, señor Johnny Saldías, y el Jefe de la Dirección de Políticas Sociales, señor Rodrigo Herrera.

Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; y la Subsecretaria, señora Valentina Quiroga.

De la Corporación Nacional Forestal, Conaf, el Asesor señor Rodrigo Herrera.

Del Instituto Libertad y Desarrollo, los Abogados señoras María Teresa Muñoz, Cristina Torres, Bárbara Vidaurre, y señores Jorge Avilés y Sergio Morales. 

Del Instituto Igualdad, la Asesora, señora Lía Arroyo.

La Asesora del Honorable Senador Prokurica, señora Carmen Castañaza.

El Jefe de Prensa del Honorable Senador Ricardo Lagos, señor Abdón Oyarzún. 

El Asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora, y la periodista, señorita Andrea González.

Los Asesores del Honorable Senador Montes, señores Luis Díaz y Gabriel Galaz. 

El Asesor Legislativo de la Honorable Senadora Ena Von Baer, señor Agustín Briceño. 

La Asesora del Honorable Senador señor Zaldívar, señora Martina González. 

Los Asesores de la Honorable Diputada Molina, señora Francisca Navarro y señor Samuel Chávez. 

El Asesor Legislativo del Honorable Diputado De Mussy, señor José Riquelme. 

El Asesor del Honorable Diputado Jiménez, señor Salvador Orozco. 

El Asesor del Comité Partido Demócrata Cristiano, señor Gonzalo Duarte.

El Asesor del Comité Partido por la Democracia, señores Reinaldo Monardes.

El Asesor Económico de la Bancada del Partido Comunista, señor Iván Vuskovic. 

-o-
Como es de conocimiento de la Honorable Cámara de Diputados, el estudio del proyecto de ley de presupuestos para el sector público se realiza por una Comisión Especial Mixta integrada por Honorables Senadores y Diputados.

Dicha Comisión Especial Mixta, de carácter permanente, se divide, a su vez, en cinco Subcomisiones, también permanentes, para el estudio de las diferentes Partidas. 

Vuestra Comisión sólo consigna en este informe los acuerdos por ella adoptados, con sus pertinentes votaciones. De las constancias habidas durante la discusión de las distintas Partidas, en tanto, se deja testimonio en el anexo al presente informe que da cuenta del debate producido en el seno de la Comisión Especial.

Asimismo, este informe contiene una relación de los acuerdos adoptados respecto del articulado del proyecto, el que no es objeto de estudio por parte de las Subcomisiones.

En lo que dice relación con las Partidas, consigna las modificaciones que se les han introducido.

En lo relativo al debate habido en las Subcomisiones, a las indicaciones allí presentadas y a las constancias que en ellas se haya acordado dejar, es necesario remitirse a sus respectivos informes, que constituyen parte integrante del presente informe.

-o-

Se deja expreso testimonio que se adjuntan como principales anexos de este informe y, en consecuencia, formando parte integrante de él, textos, debidamente certificados, de los folletos de todas las Partidas, en ejemplar único, en los que se han introducido las modificaciones aprobadas por vuestra Comisión Especial Mixta de Presupuestos; extracto de la sesión en que el señor Ministro de Hacienda dio cuenta del estado de la Hacienda Pública; y versión emanada de la Redacción de Sesiones del Senado, en que consta la discusión de las sesiones en que se debatieron y despacharon las Partidas y el articulado del proyecto.

-o-
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión Especial Mixta deja constancia que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 63, número 7, en relación con el artículo 66, inciso tercero, ambos de la Constitución Política de la República, el artículo 3° del proyecto de ley debe ser aprobado con quórum calificado en las Salas de ambas Cámaras del Congreso Nacional, esto es, por la mayoría absoluta de los Diputados y Senadores en ejercicio. 

Con arreglo a las mismas disposiciones constitucionales precedentemente citadas, deben ser aprobadas con quórum calificado, las siguientes glosas:

- Glosa 05, asociada a la asignación 026 (Empresa Metro S.A.), ítem 01, subtítulo 33,.del Programa 11 (Dirección de Planeamiento), Capítulo 02 de la Partida 12.

- Glosa 07, asociada al subtítulo 34 (Servicio de la Deuda), del Programa 02 (Empresa de los Ferrocarriles del Estado), Capítulo 01 de la Partida 19.

Finalmente, la glosa 04 que se asocia al Programa 01 del Capítulo 01 de la Partida 23, correspondiente al Ministerio Público, debe ser igualmente aprobada con quórum calificado, de 


acuerdo con lo dispuesto en los artículos 8° y 66, inciso tercero, de la Carta Fundamental, y 21, número 2, de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.

-o-
Cabe señalar que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos está integrada por los siguientes parlamentarios: Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn, y señores Pedro Araya Guerrero, Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel, Carlos Montes Cisternas, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán, Patricio Walker Prieto y Andrés Zaldívar Larraín; y Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart, Felipe De Mussy Hiriart, Enrique Jaramillo Becker, Pablo Lorenzini Basso, Patricio Melero Abaroa, Manuel Monsalve Benavides, Daniel Núñez Arancibia, José Miguel Ortiz Novoa, Alejandro Santana Tirachini, Marcelo Schilling Rodríguez, Ernesto Silva Méndez, Osvaldo Urrutia Soto y Matías Walker Prieto. Su Presidente es el Honorable Senador señor Ricardo Lagos Weber.


En sesión celebrada el día 7 de octubre de 2014, la Comisión confirmó el acuerdo de que el quórum para sesionar y adoptar acuerdos fuera de cinco Honorables Senadores y cinco Honorables Diputados, y que el funcionamiento de la Comisión Especial Mixta y de las Subcomisiones se rigiera por el Reglamento del Senado, excepto en lo concerniente al reemplazo de los Honorables Diputados, que se realiza conforme a las normas del Reglamento de la Honorable Cámara de Diputados.

-o-
La integración de las cinco Subcomisiones es la que se pasa a detallar:

PRIMERA SUBCOMISIÓN: Honorable Senadores señores Juan Antonio Coloma, Eugenio Tuma y Andrés Zaldívar, y Honorables Diputados señores Felipe De Mussy, Marcelo Schilling y Ernesto Silva. Su Presidente es el Honorable Diputado señor De Mussy.

Esta Subcomisión procedió a estudiar las partidas de Tesoro Público, y de los Ministerios de Economía, Fomento y Turismo, de Hacienda y de Desarrollo Social.

SEGUNDA SUBCOMISIÓN: Honorables Senadores señores Ricardo Lagos, y Baldo Prokurica, y Honorables Diputados señoresPablo Lorenzini, Daniel Núñez y Osvaldo Urrutia. Su Presidente es el Honorable Diputado señor Lorenzini.

Esta Subcomisión analizó los presupuestos asignados a la Presidencia de la República, Contraloría General de la República y Ministerios Secretaría General de Gobierno, Secretaría General de la Presidencia de la República, de Defensa, del Deporte y de Medio Ambiente.

TERCERA SUBCOMISIÓN: Honorables Senadores señores Pedro Araya y José García, y Honorables Diputados señores Patricio Melero, Manuel Monsalve y José Miguel Ortiz. Su Presidente es el Honorable Diputado señor Ortíz.

Esta Subcomisión estuvo encargada del estudio de las Partidas del Poder Judicial, Ministerio Público y Ministerios de Relaciones Exteriores, de Justicia, de Trabajo y Previsión Social y de Salud.

CUARTA SUBCOMISIÓN: Honorables Senadores señora Ena Von Baer y señor Carlos Montes, y Honorables Diputados señores Pepe Auth, Alejandro Santana y Matías Walker. Su Presidente es el Honorable Senador señor Montes.

La Subcomisión tuvo a su cargo el estudio de las Partidas del Congreso Nacional y de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública, de Educación, de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales.

QUINTA SUBCOMISIÓN: Honorables Senadores señores Alejandro García-Huidobro, Antonio Horvath, Juan Pablo Letelier y Patricio Walker, y el Honorable Diputado señor Enrique Jaramillo. Su Presidente es el Honorable Diputado señor Jaramillo.

La Subcomisión se abocó al estudio de las Partidas destinadas a los Ministerios de Minería, de Agricultura, de Energía, de Obras Públicas y de Transportes y Telecomunicaciones.

-o-
En sesión celebrada el día 7 de octubre de 2014, la Comisión escuchó la exposición del Ministro de Hacienda, señor Alberto Arenas de Mesa, sobre el Estado de la Hacienda Pública.

-o-
En sesiones celebradas los días 4, 5, 10, 11 y 12 de noviembre de 2014, vuestra Comisión Especial Mixta despachó todas las Partidas presupuestarias y el articulado del proyecto, en la forma que a continuación se consigna:

PARTIDA 01

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

La Segunda Subcomisión informó la Partida aprobándola, sin modificaciones.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 02 del Programa 01 de la presente Partida.

- Puesta en votación la Partida fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL

La Cuarta Subcomisión aprobó la Partida con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01

Programa 01

SENADO


--Realizar la siguiente modificación:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Redúzcase en

	22
	
	
	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	216.139

	

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese en

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	216.139

	
	03
	
	A otras Entidades Públicas
	216.139

	
	
	007
	Otras transferencias
	216.139


CRÉASE la Glosa 5 asociada a la asignación 24.03.007:

05 Incluye hasta $ 216.139 miles para contratar personal que se desempeñe en TV Senado, en la modalidad jurídica prevista en el artículo 3° A, de la Ley N° 18.918.”.”. 

Capítulo 04

Programa 01

CONSEJO RESOLUTIVO DE ASIGNACIONES PARLAMENTARIAS


-Crear la siguiente Glosa 03 asociada al Programa:


“03 Incluye $ 480.946 miles, para los gastos en personal, operación y funcionamiento del Comité de Auditoría Parlamentaria.”. 

-o-

Asimismo, acordó dejar pendiente para su resolución en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el Capítulo 02, Cámara de Diputados, el cual quedó pendiente para la Comisión Mixta.

-o-

En el curso del debate, recayeron sobre esta Partida las siguientes indicaciones:

De S.E. la Presidenta de la República:

Capítulo 02; Programa 01 (Cámara de Diputados). (95)

Para sustituir en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”.

La indicación número 95 fue aprobada por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

En virtud de la aprobación de esta enmienda, la Comisión advirtió, por la misma unanimidad, la necesidad de efectuar la misma adecuación en el Capítulo 01, Programa 01 (Senado); Capítulo 03; Programa 01 (Biblioteca del Congreso), y Capítulo 04; Programa 01 (Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias).

Capítulo 04; Programa 01 (Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias). (96)

Para agregar a la nueva glosa 03, asociada al Programa, después del punto aparte (.), el siguiente inciso, nuevo:

“En enero, el Comité informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el desglose en los distintos conceptos de gasto de dichos recursos y, trimestralmente, remitirá un informe de su ejecución presupuestaria a la misma Comisión. Copia de ambos informes deberán enviarse a la Dirección de Presupuestos.”.

La indicación número 96 fue aprobada por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

De los Honorables Senadores señores Coloma, García, Montes y Zaldívar, y del Honorable Diputado señor Ortiz:

Capítulo 03; Programa 01 (Biblioteca del Congreso). (104)

Para reemplazar la glosa 04 por la siguiente:

“Con cargo a estos recursos se podrá efectuar todo tipo de gastos, incluso en personal, para la ejecución del Torneo Delibera. Semestralmente la Biblioteca remitirá a la Comisión de Biblioteca, un informe sobre la ejecución de este programa, indicando el destino de estos recursos, las tareas y actividades realizadas, con indicación del gasto asociado”.

Para agregar a la letra c) de la glosa 2, después del término “naturales”, seguido de una coma, la siguiente frase:

“, gastos de personal para la ejecución de Programa Delibera.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.


Posteriormente, el Honorable Senador señor Prokurica solicitó votación separada del Capítulo 01, Programa 01 (Senado), respecto de los gastos involucrados en TV Senado.

En votación, el referido Programa fue aprobado por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

El Honorable Diputado señor Melero solicitó votación separada del Capítulo 03, Programa 01 (Biblioteca del Congreso).

En votación, el referido Programa fue aprobado por la unanimidad de los 13 miembros presentes de la Comisión.

El Capítulo 02, Programa 01 (Cámara de Diputados), que fue dejado pendiente de resolución por la Subcomisión, resultó aprobado por la unanimidad de los 15 miembros presentes de la Comisión.

Enseguida, fueron puestas en votación las enmiendas propuestas por la Subcomisión, resultando aprobadas por por la unanimidad de los 15 miembros presentes de la Comisión.


- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 15 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 03

PODER JUDICIAL

La Tercera Subcomisión informó la Partida aprobándola, sin enmiendas.

-o-

Fue objeto de la siguiente indicación:

De los Honorables Diputados señores Melero y Silva:

Capítulo 03; Programa 01 (Corporación Administrativa del Poder Judicial). (58)

Para agregar la siguiente glosa 04, nueva, asociada al subtítulo 29, ítem 06, Equipos Informáticos, del siguiente tenor:

“La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá enviar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el detalle de los gastos de los recursos destinados al proyecto Memoria Histórica de Derechos Humanos.”.

La indicación número 58 fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión. 

Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión. 

PARTIDA 04

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

La Segunda Subcomisión informó esta Partida aprobándola, sin enmiendas.

-o-

La Partida en análisis fue objeto de las siguientes indicaciones:

De los Honorables Senadores señores Letelier y Montes, y de los Honorables Diputados señores Jaramillo, Núñez y Schilling:

Capítulo 01; Programa 01; (Contraloría General de la República). (63)

Para incorporar la siguiente glosa 04, nueva, asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal):

“En caso que se produzcan desvinculaciones de personal adscrito al organismo, cualquiera sea la forma de contratación, durante el período comprendido entre los meses de enero a abril de 2015, se harán constar todos los antecedentes en que aquellas se funden, los cuales se pondrán a disposición del Congreso Nacional.”.

Puesta en votación la indicación, se registraron 9 votos a favor, 10 en contra y 1 abstención. Deconformidad con lodispuesto en el artículo 178, inciso primero, del Reglamento del Senado se procedió a repetir la votación.

Repetida la votación, se registraron 11 votos a favor y 11 en contra. De conformidad con lodispuesto en el artículo 182 del Reglamento del Senado, se procedió a votar nuevamente. En esta última votación se registraron 10 votos a favor y 12 votos en contra, por lo que resultó rechazada la indicación.

De los Honorables Senadores señores Montes y Tuma, y de los Honorables Diputados, señores Monsalve, Ortíz y Schilling:

Capítulo 01; Programa 01; (Contraloría General de la República). (64)

Para incorporar la siguiente glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“Estos recursos no podrán destinarse a auditorías ambientales.”.

Capítulo 01; Programa 01; (Contraloría General de la República). (65)

Para incorporar la siguiente glosa 05, nueva, asociada al Subtítulo 21 (Gastos en Personal):

“Estos recursos no podrán destinarse a personal asignado a auditorías ambientales y quienes se encuentren destinados a estos proyectos, deberán ser reasignados.”.

Las indicaciones números 64 y 65 fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión.

De los Honorables Senadores señores Letelier y Montes, y de los Honorables Diputados, señores Auth, Ortíz y Schilling:

Capítulo 01; Programa 01; (Contraloría General de la República). (66)

Para suprimir en la Glosa 01, las siguientes expresiones “construir” y “adquirir”.

Puesta en votación la indicación, resultó rechazada con 4 votos a favor, 15 en contra y 1 abstención. 

Puesta en votación la Partida fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA

La Cuarta Subcomisión aprobó la Partida con las siguientes modificaciones:

Capítulo 02 

Servicio de Gobierno Interior

Programa 01. Servicio de Gobierno Interior

GLOSA 08

Agréguese en el primer párrafo y a continuación del punto seguido, que pasa a ser coma (,), lo siguiente:

“correspondiente a proyectos, programas, acciones, actividades o iniciativas para una o más provincias para la prevención, mitigación y manejo de los riesgos naturales, sociales y económicos. Estos recursos serán transferidos a las Gobernaciones Provinciales mediante resolución de la Subsecretaría del Interior, estableciéndose previamente los criterios, procedimientos y límite de los gastos para su asignación.”. 

Capítulo 04

Oficina Nacional de Emergencia

Programa 01. Oficina Nacional de Emergencia.

GLOSA 06


Agréguese al final de la glosa y después del punto aparte, el siguiente nuevo inciso:

“Los equipos de la Red Sismológica Nacional, tanto los ya instalados como los que se instalarán durante el año 2015 en terrenos de privados requerirán solamente de la autorización simple de los respectivos propietarios.”. 

Capítulo 05

Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo

Programa 03. Programas de Desarrollo Local.

GLOSA 02

Agrégase a su Glosa 02 el siguiente párrafo final:

“La Subsecretaría deberá informar trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, respecto de los convenios celebrados con municipios y con entidades públicas o privadas sin fines de lucro, para la ejecución de este programa. El informe del primer trimestre deberá incluir, además, la información de los municipios beneficiarios de este programa el año 2014.”. 

Capítulo 09

Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación Consumo de Drogas y Alcohol.

Programa 01. Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación Consumo de Drogas y Alcohol.

- Sustitúyese en el Subtítulo 24, Item 02, Asignación 003, lo siguiente:

Donde dice: Programa Barrios Críticos - Subsecretaría de Prevención del Delito.

Debe decir: Juntos Más Seguros- Subsecretaría de Prevención del Delito.

- En la GLOSA 05:

- Agréguese al final de la glosa y después del punto aparte, el siguiente párrafo:

“El Servicio deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de la ejecución de estos recursos por parte de la Subsecretaría de Prevención del Delito.”. 

Capítulo 10

Subsecretaría del Interior

Programa 01. Subsecretaría del Interior

GLOSA 11

Agréguese el siguiente párrafo segundo:

“Semestralmente los Delegados Presidenciales, a través de la Subsecretaría del Interior, remitirán un informe de su gestión a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”. 

-o-

La Partida en análisis fue objeto de las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Montes, y del Honorable Diputado señor Auth:

Capítulo 05; Programa 03 (Programas de Desarrollo Social). (27)

Para incorporar en el inciso primero de la glosa 05, correspondiente a Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal entre las palabras “permitan” y “mejorar” la frase “fortalecer la educación pública y.”.

Capítulo 05; Programa 05 (Transferencias a Gobiernos Regionales). (28)

Para incorporar en el inciso final de la glosa 08, correspondiente a Provisión Programa Residuos Sólidos entre la palabra “ejecutados” y la conjunción “y” que le sucede, la frase “, la valorización de los residuos que ellos contemplen.”.

Las indicaciones números 27 y 28 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 05; Programa 05 (Transferencias a Gobiernos Regionales). (29)

Programa GOBIERNOS REGIONALES (01) (02) (03) (04) (05) (06) (07) (08) (09) (10)

Para incorporar en el cuarto párrafo del numeral 2.1, de la glosa 02, común para todos los programas 01 de los Gobiernos Regionales, la siguiente frase final:

“Tratándose de nuevos proyectos de cámaras de televigilancia ubicadas en espacios públicos, éstos deberán contemplar la coordinación de su operación con otros proyectos existentes en las cercanías.”.

La indicación número 29 fue retirada por uno de sus autores.

Del Honorable Senador señor Tuma:

Capítulos 61-75; Programas 02-03 (Inversión Regional). (62)

Para incorporar la siguiente glosa, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 01, asignación 006:

“Este programa deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y en las páginas web de la institución y de los respectivos Gobiernos Regionales, la planificación del año, los requerimientos de personal y sus perfiles, número de cargos; los concursos para la contratación de personal y sus resultados, número de profesionales contratados con descripción de funciones, remuneraciones asociadas, transferencias y ejecución presupuestaria, licitaciones e indicadores de gestión.”.

La indicación número 62 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Orpis:

Capítulo 75; Programa 02 (Inversión Regional Región XV). (74)

Para agregar la siguiente glosa 03 nueva asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 007 (Corporación de Desarrollo de Arica y Parinacota), del siguiente tenor:

“Para el ejercicio presupuestario año 2015 no regirá la limitación establecida en el inciso penúltimo del artículo 6° de la ley 19.669.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

De la Honorable Diputada señora Molina:

Capítulo 05; Programa 01 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo). (77)

Para incorporar la siguiente glosa (02):

“Con cargo a estos recursos podrá invertirse en estudios de factibilidad respecto a la creación de una nueva región de Aconcagua.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

De la Honorable Senadora señora Von Baer:

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría del Interior). (105)

Para disminuir en la glosa 11 asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 045 (Delegaciones Presidenciales) a $1.000 los recursos destinados a Delegaciones Presidenciales.

La indicación número 105 fue rechazada por 6 votos a favor y 9 votos en contra.

De S.E. la Presidenta de la República:

Glosas comunes para todos los Programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el Programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena. (106)

Para agregar en el numeral 2.1 de la glosa 02 común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena:

- A continuación de la frase “... otras entidades públicas y/o instituciones privadas sin fines de lucro.” y antes de la frase “Asimismo, con estos recursos…”, la siguiente frase: 

“Las instituciones privadas sin fines de lucro podrán ser beneficiarias de estos recursos siempre que al momento de postular tengan una personalidad jurídica vigente no inferior a 2 años.”.

- A continuación de la frase “… y los criterios con que dichas postulaciones serán analizadas.” y antes de la frase “Quedarán excluidos de estos procedimientos…”, la siguiente frase: 

“En cada Gobierno Regional se constituirá un comité resolutivo, para cada tipología de actividad que se someta a concurso, que resolverá a partir de la evaluación efectuada por el gobierno regional a las postulaciones recibidas. Estos comités resolutivos estarán integrados por funcionarios públicos, donde se deberá incluir al menos uno de otra institución pública relacionada con la tipología específica de que trate el comité, designados por acuerdo del Consejo Regional respectivo.”.

- Para reemplazar la frase “Quedarán excluidos de estos procedimientos los recursos que se destinen al funcionamiento de los teatros regionales o municipales.” por la siguiente: 

“Quedarán excluidos de estos procedimientos los recursos que se destinen al funcionamiento de los teatros regionales o municipales, a las actividades de carácter social que se aprueben a instituciones privadas sin fines de lucro y a aquellas actividades culturales de carácter regional que haya decidido ejecutar directamente el gobierno regional.”.

La indicación número 106 fue aprobada, con enmiendas formales, por 9 votos a favor y 5 abstenciones.

Capítulo 08; Programa 01 (Subsecretaría del Prevención del Delito). (107)

Para agregar en el inciso segundo de la glosa 06, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 015 (Programas de Prevención en Seguridad Ciudadana), después del vocablo “tratamiento” lo siguiente:

“y/o prevención”.

La indicación número 107 fue aprobada con enmiendas formales, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Glosas comunes para todos los Programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el Programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena. (108)

En la glosa 02 común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena:

- En el numeral 3.5, a continuación de la expresión “...o para Sistemas de Abastos de Agua”, reemplázase el punto seguido por una coma y agréguese la siguiente frase: “o para comunidades beneficiarias de predios acogidos a los artículos 20, letras a) y b), y 21 de la Ley N°19.253.”.

En el numeral 5.1, reemplázase la frase entre paréntesis “incluso los destinados a concursos de riego” por la frase “incluso los destinados a concursos de riego y aquellos que se ejecuten en los recintos indicados en el numeral 4.2.7 de esta glosa”.

En el numeral 5.9, a continuación de la frase “… acciones destinadas a mantener o conservar infraestructura pública” y antes de la coma agréguese la siguiente expresión: “(incluso aquellas de carácter social o deportivo que se ejecuten en los recintos indicados en el numeral 4.2.7 de esta glosa),”.

En la glosa 10 común para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena:

Sustitúyase la expresión “Hasta un total que no supere el 5% de su presupuesto consultado en la presente Ley aprobada por el Congreso Nacional podrá ser destinado por cada Gobierno Regional a” por la frase “Los Gobiernos Regionales podránfinanciar”.

Sustitúyase la expresión “vecinales y casetas sanitarias.” por “vecinales, casetas sanitarias, agua potable rural, ya sea a través de sistemas de agua potable y/o de abastos de agua y compra de derechos de agua para abastecimiento doméstico. Los planes podrán contemplarrecursos para otorgar la certidumbre jurídica de la propiedad indígenas (goces)a los beneficiarios de los planes, así como para tramitar y otorgar las servidumbres necesarias para los proyectos.”.

La indicación número 108 fue aprobada por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

Ministerio del Interior y Seguridad Pública y Tesoro Público (109)

Partida 50; Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese en

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	15.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	15.000.000

	

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Redúcese en

	
	
	104
	Provisión para financiamientos compartidos
	15.000.000

	

	
	
	
	
	Créase

	
	
	251
	Aporte para el pago de la asignación de mejoramiento de gestión municipal Ley N° 20.723.
	30.000.000


Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Redúcese

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	15.000.000

	
	05
	
	Ministerio del Interior y Seguridad Pública
	15.000.000

	
	
	005
	Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.
	15.000.000


Partida 05; Capítulo 05; Programa 03 (Programa de Desarrollo Local). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Redúcese

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	8.000.000

	
	01
	
	Libre
	8.000.000

	33
	
	
	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	8.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	8.000.000

	
	
	005
	Municipalidades (programa de mejoramiento urbano y equipamiento comunal)
	4.000.000

	
	
	006
	Municipalidades (programa de mejoramiento de barrios)
	4.000.000


Partida 05; Capítulo 05; Programa 05 (Transferencias a Gobiernos Regionales). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Increméntese en

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	7.000.000

	
	01
	
	Libre
	7.000.000

	33
	
	
	TRANFERENCIA DE CAPITAL
	7.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	7.000.000

	
	
	021
	Provisión puesta en valor del patrimonio
	3.500.000

	
	
	130
	Provisión saneamiento sanitario
	1.000.000

	
	
	426
	Provisión energización
	2.500.000


Partida 50; Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias).

Para agregar la siguiente glosa asociada a la asignación 251 que se crea en el Programa de Operaciones Complementarias del Tesoro Público:

“29 La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada por la Dirección de Presupuestos, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata, el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos para los años 2014 y 2015, y los otros antecedentes que dicha Subsecretaría requiera, en los plazos que disponga.”.

Como consecuencia de esta indicación, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

La indicación número 109 fue aprobada por 9 votos a favor y 5 votos en contra.

Cabe hacer presente que la aprobación de la precedente indicación incide, asimismo, sobre las modificaciones aprobadas en la Partida 50 (Tesoro Púbico).

Del Honorable Senador señor García:

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio Electoral). (110)

Para incorporar a la letra d) de la glosa 02, asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), un nuevo párrafo segundo del siguiente tenor:

“Las nuevas contrataciones de personal en calidad de honorarios deberán realizarse mediante procesos objetivos y a través del portal www.empleospublicos.cl. La nómina de personas contratadas en cada programa, así como el monto de los honorarios que se perciban mensualmente, se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”.

Capítulo 04; Programa 01 (Oficina Nacional de Emergencia). (111)

Para incorporar a la letra d) de la glosa 02, asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), un nuevo párrafo final del siguiente tenor:

“Los ingresos en calidad de honorarios deberán realizarse mediante procesos objetivos y a través del portal www.empleospublicos.cl. La nómina de personas contratadas en cada programa, así como el monto de los honorarios que perciban mensualmente, se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”.

Las indicaciones números 110 y 111 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Montes, y de los Honorables Diputados señores Auth, Jaramillo y Walker:

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría del Interior). (112)

Para crear en el subtítulo 24; ítem 03 (A Otras Entidades Públicas) una nueva asignación Programa para exonerados políticos.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Posteriormente, el Honorable Senador señor García solicitó votación separada de la letra d) (Convenios con personas naturales), de la glosa 02, de los Programas 01 de los Capítulos 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74 y 75.

Puesta en votación la referida letra de los Programas y Capítulos señalados, resultó aprobada por 8 votos a favor y 6 abstenciones.

Enseguida, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada del Programa 01 (Subsecretaría de Prevención del Delito) del Capítulo 08.

Puesto en votación el Programa, resultó aprobado por 8 votos a favor y 6 abstenciones.

El Honorable Diputado señor Lorenzini solicitó votación separada de las siguientes glosas en que se contemplan gastos reservados: letra b), de la glosa 03, del Programa 01 (Agencia Nacional de Inteligencia) del Capítulo 07; letra b), de la glosa 03, del Programa 01 (Subsecretaría del Interior) del Capítulo 10; glosa 02, del Programa 01 (Carabineros de Chile) del Capítulo 31, y glosa 02, del Programa 01 (Policía de Investigaciones de Chile) del Capítulo 33.

Puestas en votación las referidas glosas, resultaron aprobadas por 8 votos a favor, 5 en contra y 1 abstención.

En votación las enmiendas introducidas por la Subcomisión, resultaron aprobadas por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar modificaciones en las glosas 02 de los Programas 01 de los Capítulos 02; 03; 04; 05; 07, y 10, en las glosas 03 de los Programas 01 de los Capítulos 08 y 09, y en la glosa 01 común para todos los programas 01 de los Gobiernos Regionales, de la presente Partida.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Esta Partida fue informada por la Tercera Subcomisión, que la aprobó con la siguiente modificación:

Capítulo 01, Programa 01, Secretaría y Administración General y Servicio Exterior.

Agregar un párrafo segundo a la Glosa 02 del siguiente tenor: 

“En el mes de enero se informará a las Comisiones de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados y del Senado y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la programación de las actividades financiadas con los recursos del Programa Comunidades de Chilenos en el Exterior, y semestralmente sobre la ejecución de dichos recursos.”.

-o-

En votación la enmienda introducida por la Tercera Subcomisión, resultó aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar modificaciones en las glosas 02 de los Programas 01 de los Capítulos 02, 03, y 04, y en las glosas 03 del Programa 01 del Capítulo 01, y del Programa 2 del Capítulo 02, de la presente Partida.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobada por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO

Esta Partida fue informada por la Primera Subcomisión, que la aprobó con las siguientes modificaciones:

1.- En el Capítulo 07, programa 01, Instituto Nacional de Estadística, INE agregar al Subtítulo 24, ítem 03, una nueva glosa N° 05, del siguiente tenor:

“Antes del 31 de marzo del 2015, el INE deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de cada una de las nuevas encuestas.”.

2.- En el Capítulo 09, programa 01, Servicio Nacional de Turismo, agregar al Subtítulo 24, ítem 01, asignación 135, la siguientenueva glosa N° 09:

“Antes del 31 de marzo del 2015, SERNATUR deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de este nuevo programa.”.

3.-En el Capítulo 16, Servicio de Cooperación Técnica, programa 01, agregar al Subtítulo 24, ítem 01, la siguiente nueva glosa N° 07:

“Antes del 31 de marzo del 2015, SERCOTEC deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de cada uno de los nuevos programas.”.

4.- En el Capítulo 16, programa 01, agregar la siguiente una nuevaglosa N° 08, asociada a la asignación 133 del ítem 01 del subtítulo 24: 

“Con cargo a esta asignación se podrán financiar el apoyo y fortalecimiento de Cooperativas. El Servicio de Cooperación Técnica remitirá trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe que contenga la individualización de los proyectos beneficiados con estos recursos, las cooperativas beneficiarias y los montos asignados, desagregados regionalmente.”.”.

5.- En el Capítulo 06, Corporación de Fomento de la Producción, programa 01, remplácese la glosa N° 12 por la siguiente:

“Con cargo a esta asignación se podrán transferir a los Intermediarios Financieros que hubieren otorgado créditos para cursar Estudios de Pregrado, en virtud de los Programas de Líneas Financiamiento y/o Cobertura o Subsidio Contingente de CORFO, Créditos CORFO, los recursos necesarios para financiar la rebaja en la tasa de interés a un 2% real anual, que éstos aprueben a favor de dichos créditos, así como, los recursos por concepto de subsidio a la renta en los casos en que la cuota mensual por el o los créditos de pregrado sea mayor al 10% de la renta bruta del deudor en el mismo período. Para lo anterior, los deudores deberán cumplir con los demás requisitos y condiciones exigidos en la normativa que CORFO dicte al efecto.

Asimismo, con cargo a estos recursos, se les podrá transferir a los Intermediarios Financieros que hubieren otorgado créditos para financiar Estudios de Pregrado con recursos propios, las sumas necesarias para financiar, a título de subsidio a la renta, en los casos en que la cuota mensual por el o los créditos de pregrado sea mayor al 10% de la renta bruta del deudor en el mismo período, siempre que estos últimos cumplan con los requisitos y condiciones exigidos en la normativa que CORFO dicte con este objeto.

También podrán ser financiados con cargo a esta asignación, los gastos operacionales en que incurran los Intermediarios Financieros para el otorgamiento de los beneficios mencionados en los dos párrafos anteriores a los deudores.

Incluye hasta $360.500 miles para gastos en personal, y hasta $1.843.775 miles para bienes y servicios de consumo. Estos recursos deberán destinarse a la operación y seguimiento de los programas relacionados con créditos para estudios de Pregrado, incluyendo los recursos que deban ser transferidos a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores, Comisión Ingresa, conforme a las condiciones que se establezcan en el respectivo convenio de colaboración, montos que no ingresarán al presupuesto de la entidad receptora.”.

-o-

Asimismo, acordó dejar pendiente para su resolución en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos lo siguiente:

1.- Capítulo 01, Programa 01, subtítulo 24, ítem 03, asignación 477 Comisión Nacional de la Productividad.

2.- Capítulo 02, Programa 01, subtítulo 24, ítem 03, asignación 002 Programa Educación Financiera. 

3.- Capítulo 23, Programa 01, Instituto Nacional de Propiedad Industrial.

4.- Capítulo 06, Programa 01, subtítulo 24, ítem 01, asignación 107, Programa Estratégico de Desarrollo.

-o-

Durante el debate en el seno de vuestra Comisiónse formularon las siguientes indicaciones:

De las Honorables Senadoras señoras Muñoz y Van Rysselberghe y de los Honorables Senadores señores Lagos, Navarro y Pizarro, y de los Honorables Diputados señores Ulloa y Walker:

Partida Ministerio de Economía, Fomento y Turismo (1)

Para incorporar una glosa nueva del siguiente tenor:

“Para aquellos Ex Trabajadores de la Flota Industrial Exonerados durante la vigencia de la Ley N° 19.713 o sus Viudas que a la fecha de la entrada en vigencia de esta ley, no cuenten con los medios adecuados para resolver los mencionados problemas y precariedades, se “asignarán $1.800.000.000.- durante el año 2015 y $ 1.800.000.000 durante el año 2016 a través del Estado en instrumentos Sociales de apoyo” para resolver los mencionados problemas y precariedades poniendo fin a dicha problemática social.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

De S.E. la señora Presidenta de la República:

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación de Fomento de la Producción). (113)

1.- Redúcense los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	22
	
	
	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	200.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	8.084.682

	
	01
	
	Al sector privado
	4.300.000

	
	
	090
	Programas de fomento
	3.550.000

	
	
	118
	Emprendimiento
	750.000

	
	02
	
	Al Gobierno Central
	3.784.682

	
	
	001
	SERCOTEC
	1.659.682

	
	
	009
	Comité INNOVA CHILE
	2.125.000


2.- Incorpórese la siguiente nueva asignación con el monto que se indica:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	8.284.682

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	8.284.682

	
	
	404
	Comités regionales de innovación CORFO
	8.284.682


3.- Asóciese a esta nueva asignación 404 las glosas 05, 06 y 13, del presupuesto de Corfo.

4.- Créase la glosa N° 28, asociada a la asignación 404, como se indica: “Corfo transferirá estos recursos a los Comités Regionales de Innovación y Desarrollo Productivo que se creen en las regiones de Antofagasta, de Bío Bío y de Los Ríos, para el financiamiento de proyectos de fomento e innovación postulados en dichas regiones y que sean de conocimiento y decisión de dichos órganos colegiados.

Corfo podrá designar en comisión de servicios a los funcionarios que se desempeñen en las Direcciones Regionales de la Corporación correspondientes a las regiones antes mencionadas, para cuyos efectos no se aplicarán las limitaciones establecidas en el artículo 76 de la Ley N° 18.834.

Con cargo a esta asignación se podrá destinar un máximo de $200.000 miles para gastos en bienes y servicios de consumo”.

Capítulo 16; Programa 01 (Servicio de Cooperación Técnica). (113)

1.- Redúcense los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	05
	
	
	TRANFERENCIAS CORRIENTES
	1.659.862

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	1.659.862

	
	
	004
	Corporación fomento de la producción
	1.659.862

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	

	
	01
	
	Al sector privado
	1.659.682

	
	
	131
	Programa mejoramiento competitividad de la MIPE
	1.456.687

	
	
	133
	Programa dirigido a grupos de empresas asociatividad.
	202.995


2.- En la glosa 04, reemplácese”$16.800.512 miles” por “$15.970.670 miles”.

Capítulo 19; Programa 01 (Comité INNOVA CHILE). (113)

1.- Redúcense los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	05
	
	
	TRANFERENCIAS CORRIENTES
	2.125.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	2.125.000

	
	
	003
	De CORFO
	2.125.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	

	
	01
	
	Al sector privado
	2.125.000

	
	
	004
	Innovación empresarial
	2.125.000


La indicación número 113 fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). (114)

Para agregar a la glosa 07 un párrafo segundo como se indica:

“Mediante Decreto Supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, dictado a más tardar en el mes de diciembre de 2014, se establecerán entre otros, los objetivos, funciones, conformación, procedimientos de operación, y cualquier otra definición necesaria para su correcto funcionamiento. Por igual mecanismo podrá modificarse de ser necesario”.

La indicación número 114 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). (115)

1.- Redúcense los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	22
	
	
	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	50.000


2.- Incorpórese la siguiente nueva asignación con el monto que se indica:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	24
	
	
	TRANFERENCIAS CORRIENTES
	50.000

	
	01
	
	Al sector privado.
	50.000

	
	
	010
	Programa asociatividad y economía social.
	50.000


La indicación número 115 fue aprobada por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

De los Honorables Diputados señores De Mussy, Melero, Santana, Silva y Urrutia:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). (148)

Para agregar en la glosa 07, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 477 (Comisión Nacional de la Productividad), el siguiente inciso:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos copia del Decreto que crea la mencionada Entidad, el que además deberá estar visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, y que contendrá sus metas y objetivos, integración, funcionamiento y proposición de un mecanismos de evaluación sobre este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”.

La indicación número 148 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). (149)

Para agregar en la glosa 08, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 478 (Secretaria del Fondo de Inversión Estratégica), el siguiente inciso:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). (150)

Para agregar en la glosa 09, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 479 (Agenda Digital), el siguiente inciso:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”.

Capítulo 16; Programa 01 (Servicio de Cooperación Técnica). (151)

Para incorporar una glosa 07, nueva, asociada a las siguientes asignaciones 131 (Programa Mejoramiento Competitividad de la MIPE), 132 (Programa Emprendedores), 133 (Programa Dirigido a Grupos de Empresas Asociatividad) y 134 (Programa Desarrollo Empresarial en los Territorios):

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio de Cooperación Técnica, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”.

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio Nacional del Consumidor). (152)

Para agregar en la glosa 06, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 002 (Programa Educación Financiera), el siguiente inciso:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional del Consumidor, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa, así como un informe sobre la coordinación con los otros Programas que se realizan sobre esta materia en los distintos Ministerios. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”.

Las indicaciones números 149, 150, 151 y 152, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio Nacional del Consumidor). (153)

Para incorporar una nueva glosa asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 600 (Proyecto de Modernización del Estado-BID):

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional del Consumidor, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas y objetivos de este proyecto. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”.

Capítulo 09; Programa 01 (Servicio Nacional de Turismo). (154)

Para agregar en la glosa 07 asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 135 (Programa Turismo Familiar), el siguiente inciso:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional de Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas y objetivos de este proyecto. Adicionalmente, deberá enviar semestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas, el estado de ejecución de sus recursos, personas contratadas, recursos asignados y finalidades de las transferencias.”.

Las indicaciones números 153 y 154 fueron aprobadas por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 03; Programa 01 (Subsecretaría de Pesca y Acuicultura). (155)

Para reemplazar el último inciso de la glosa 05 asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), por el siguiente:

“Los estudios y proyectos que se realicen con cargo a este ítem deberán asignarse por Licitación Pública.”.

Capítulo 04; Programa 01 (Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura). (156)

Para reemplazar el inciso segundo de la glosa 07 asociada al subtítulo 33; ítem 01; asignación 008 (Fondo de Fomento de la Pesca Artesanal), por el siguiente:

“Los estudios y proyectos que se realicen con cargo a este ítem deberán asignarse por Licitación Pública.”.

Las indicaciones números 155 y 156 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Enseguida, la Comisión consideró los asuntos que fueron dejados pendientes por la Subcomisión para su resolución en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos:

1.- Capítulo 01, Programa 01, subtítulo 24, ítem 03, asignación 477, Comisión Nacional de la Productividad.

2.- Capítulo 02, Programa 01, subtítulo 24, ítem 03, asignación 002, Programa Educación Financiera. 

3.- Capítulo 23, Programa 01, Instituto Nacional de Propiedad Industrial.

4.- Capítulo 06, Programa 01, subtítulo 24, ítem 01, asignación 107, Programa Estratégico de Desarrollo.

Los referidos Programas y asignaciones fueron aprobados por 12 votos a favor y 6 abstenciones.

Enseguida, fueron puestas en votación las enmiendas propuestas por la Subcomisión, resultando aprobadas por por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 asociada a la presente Partida.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA

Esta Partida fue informada por la Primera Subcomisión, que la aprobó con las siguientes enmiendas:

CAPÍTULO 01

Secretaría y Administración General

Programa 07

Sistema Integrado de Comercio Exterior (SICEX)

--- Reemplazar la glosa 02, por la siguiente:

“02Se informará a la Comisión Mixta de Presupuestos semestralmente, sobre el avance del proyecto y respecto de los usuarios y volumen de operación de este sistema.”.

CAPÍTULO 02

Dirección de Presupuestos

Programa 01

Dirección de Presupuestos

--- Sustituir en la glosa 02, letra a) Dotación máxima de personal, el guarismo “328” por “369”.

CAPÍTULO 03

Servicio de Impuestos Internos

Programa 01:

Servicio de Impuestos Internos

--- Incorporar la siguiente glosa 05, nueva:

“05Antes del 31 de Enero de 2015, el Servicio de Impuestos Internos deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre el plan de difusión y seguimiento de la Reforma Tributaria, incluyendo los recursos destinados a este concepto. Adicionalmente, y de manera trimestral, se deberá informar sobre el estado de avance del plan de difusión y seguimiento de la Reforma Tributaria.”.

CAPÍTULO 11

Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras

Programa 01

Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras

--- Reemplazar en la glosa 02, letra a) Dotación máxima de personal, el guarismo “253” por “257”
CAPÍTULO 15

Dirección Nacional del Servicio Civil

Programa 01

Dirección Nacional del Servicio Civil

--- Rechazar este Programa en su integridad, con excepción de los gastos permanentes. En cuanto a los gastos variables rebajarlos a M$ 1.

Como consecuencia del rechazo del Capítulo 15, Dirección Nacional del Servicio Civil, la Partida 08, Ministerio de Hacienda experimentó las siguientes enmiendas en sus gastos:

En el Subtítulo 21 “Gastos en Personal” el Total Bruto se rebajó de “259.651.949” a “256.018.019” quedando el Total en “256.018.019”.

En el Subtítulo 22 “Bienes y Servicios de Consumo” el Total Bruto se rebajó de “70.601.696” a “65.146.480” quedando el Total en “65.146.480”.

En el Subtítulo 29 “Adquisición de Activos No Financieros” el Total Bruto se rebajó de “25.864.286” a “25.574.615” quedando el Total en “25.574.615”.

Se agregó un Subtítulo 35 “Saldo Final de Caja”, con un TotalBruto de “9.378.817”.

Las cifras anteriormente señaladas fueron proporcionadas por la Dirección de Presupuestos.

-o-

Durante el debate en el seno de vuestra Comisión, se formularon las siguientes indicaciones:

De los Honorables Diputados señores De Mussy, Melero, Silva y Urrutia:

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio de Impuestos Internos). (91)

Para agregar en la letra a) relativa a “Capacitación y perfeccionamiento, Ley N° 18.575”, de la glosa 03 asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), lo siguiente:

“Semestralmente el Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Mixta de Presupuestos un informe sobre los programas de capacitación y perfeccionamiento, sus contenidos, docentes, materiales de estudio, duración y costo; cursos que deberán licitarse públicamente. Adicionalmente se informará antes del 30 de septiembre del 2015 el desarrollo y resultado de dicha capacitación.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio de Impuestos Internos). (92)

Para agregar en la glosa 02 asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), lo siguiente:

“Antes del 31 de marzo de 2015 el Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Mixta de Presupuestos un informe sobre el perfil profesional de los nuevos funcionarios a contratar, de sus funciones y remuneraciones, los cuales deberán ser seleccionados mediante concurso público.”.

Capítulo 05; Programa 01 (Servicio de Tesorerías). (93)

Para modificar en la glosa 02 asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), la letra a) de la siguiente manera:

“Antes del 31 de marzo de 2015, el Ministerio de Hacienda deberá enviar a la Comisión Mixta de Presupuestos un informe sobre el perfil profesional de los nuevos funcionarios a contratar, de sus funciones y remuneraciones, los cuales deberán ser seleccionados mediante concurso público.”.

Las indicaciones números 91, 92 y 93 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

De S.E. la Presidenta de la República:

Capítulo 15; Programa 01 (Dirección Nacional del Servicio Civil). (94)

Repónganse los gastos variables que hayan sido disminuidos en el presupuesto, adecuándolo a las cifras que originalmente se presentaron en el Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015.

Como consecuencia de esta indicación, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

La indicación número 94 fue aprobada por 11 votos a favor y 8 votos en contra.

Consecuencialmente, debe entenderse rechazada con la misma votación la enmienda respectiva propuesta por la Subcomisión y, por lo mismo, no se genera una enmienda respecto del proyecto de ley presentado por el Ejecutivo.

En votación las restantes enmiendas propuestas por la Subcomisión, resultaron aprobadas por 14 votos a favor y 1 abstención.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 asociada a la presente Partida.


- Puesto en votación el resto de la Partida, resultó aprobada por 14 votos a favor y 1 abstención.

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACIÓN

Esta Partida fue informada por la Cuarta Subcomisión, con las siguientes enmiendas:

CAPÍTULO 01 

SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN

Programa 01

Subsecretaría de Educación

Glosa 01


Sustituir el guarismo “12” por “32”.”.

Programa 02

Programa de Infraestructura educacional 

Subtítulo 33

Ítem 03

Asignación 002

Glosa 07

Agregar, a continuación del párrafo primero, el siguiente párrafo nuevo: 

“El Ministerio de Educación podrá, mediante acto administrativo fundado, licitar directamente, contratar la ejecución de obras y de todas las demás acciones señaladas en el párrafo precedente.”.”.

Programa 03

Mejoramiento de la calidad de la educación.

Subtítulo 09

Ítem 01

Incrementar los recursos que se consideran en $ 1.625.901 miles.

Subtítulo 24

Ítem 03


Incrementar los recursos que se consideran en $ 1.625.901 miles.

Asignación 902

Glosa 07 

Añadir luego del penúltimo párrafo, el siguiente texto:

“Asimismo, considera el financiamiento de todo tipo de acciones para el fortalecimiento de la educación pública de adultos.

Incluye el pago de compensación a los monitores para realizar acciones en el marco del Plan Nacional de Alfabetización, por un monto mensual que no exceda las 3 U.T.M. por monitor.”
-o-


Incorporar las siguientes asignaciones y sus glosas:


“904 Transporte Escolar Rural $1.418.901 miles


Glosa 09 “Recursos destinados a financiar proyectos en zonas rurales, que permitan el transporte de alumnos entre el hogar y el establecimiento educacional donde se encuentran matriculados, los que se ejecutarán de acuerdo al decreto N°0118, del Ministerio de Educación, del año 2011 y sus modificaciones.”

905 Programa de Acceso a la Educación Superior $207.000 miles, con las siguientes glosas:


Glosa 10 “El financiamiento de los proyectos será a través de convenios directos con instituciones de educación superior señaladas en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley (Ed.) N°2, de 2010 que hayan obtenido la acreditación institucional en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.129.”.”
-o-

Programa 12

Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública

Subtítulo 09

Ítem 01


Reducir el aporte fiscal libre en $1.625.901 miles 

Subtítulo 24

Ítem 03

Asignación 051

Glosa 02


Añadir, después de la palabra “desempeño” la expresión “aprobado por resolución exenta” y agregar en el penúltimo párrafo, luego del punto aparte, la siguiente oración:


“Estos convenios incorporarán, entre otros, el compromiso del sostenedor de llevar un registro de las actividades implementadas, así como de los ingresos y gastos por establecimiento educacional, e informar al Ministerio de Educación, del estado de avance de los compromisos establecidos en los convenios, con la periodicidad que allí se establezca”.

Asignación 052

Disminuirla en $207.000 miles.

Glosa 03

Reemplazar la expresión “de colaboración” por la palabra “directos”. 

Asignación 057


Reducirla en $1.418.901 miles.

CAPITULO 05

DIRECCIÓN DE BIBLIOTECAS ARCHIVOS Y MUSEOS

Programa 01

Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos

Subtítulo 09

Ítem 01

Subtítulo 24

Ítem 01

Asignación 210

Incrementar en $ 206.527 miles

Glosa 05


Reemplazar el guarismo $240.733 miles por $447.260 miles.

CAPÍTULO 09

JUNTA NACIONAL DE AUXILIO ESCOLAR Y BECAS

Programa 01

Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas

Subtítulo 09

Ítem 01

Incrementase en $ 15.188.000 miles 

Subtítulo 24


- Remplazar el párrafo tercero y final de la Glosa 04 por el siguiente:


“El Programa de Alimentación Escolar tendrá las especificaciones que a continuación se señalan, en las asignaciones presupuestarias que se indican:


a) Asignación 231, Programa de Alimentación para Educación Básica:

	Servicio
	Calorías por alumno
	N° Máximo de raciones diarias

	Desayuno
	250
	1.300.000

	Almuerzo
	450
	1.300.000

	Hogar desayuno
	450
	6.200

	Hogar almuerzo
	650/850
	6.200

	Hogar once
	250
	6.200

	Hogar cena
	650/850
	6.200

	Tercer servicio
	250
	396.700

	(Ley Nº 20.595 y Sistema Chile Solidario)



b) Asignación 242, Programa de Alimentación para Kinder:


Considera la atención de hasta135.000preescolares diarios, los cuales incluyen hasta 35.000 niños con una ración adicional por efecto de extensión de la jornada escolar.


Incluye el servicio de alimentación para 25.760 preescolares de la ley Nº20.595 y Chile Solidario,incluyendo a los egresados de este último programa.


c) Asignación 243, Programa de Alimentación Enseñanza Media:

	Servicio
	Calorías por alumno
	N° Máximo de raciones diarias

	Desayuno
	350
	525.000

	Almuerzo
	650
	525.000

	Tercer servicio
	300
	139.100

	(Ley Nº 20.595 y Sistema Chile Solidario)



d) Asignación 246, Programa de Alimentación para Prekinder:


Considera la atención de hasta135.000 preescolares diarios, los cuales incluyen hasta 35.000 niños con una ración adicional por efecto de extensión de la jornada escolar.


Incluye servicios de alimentación para 18.040 preescolares de la Ley Nº20.595 y Chile Solidario, incluyendo a los egresados de este último programa.”
- Incorporar la siguiente asignación y su glosa:

“290 Bono manipuladoras de alimentos $15.188.000 miles

Glosa N° 11


“Con cargo a estos recursos, a contar del mes de marzo del año 2015, la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas podrá efectuar transferencias a las empresas de prestación de servicios alimenticios para establecimientos escolares y preescolares derivados de las licitaciones denominadas ID 85-35-LP11 e ID 85.16-LP12, a fin de que éstas paguen un bono mensual a sus trabajadoras manipuladoras de alimentos con contrato vigente de jornada completa de $67.500. Este bono asimismo se pagará al resto de dichas trabajadoras con contrato parcial, en proporción a las horas de contrato. Mediante resolución de JUNAEB se regulará la forma y modalidad en que se efectuará dicha transferencia”.

CAPÍTULO 16

CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES.

Programa 01

Consejo Nacional de la Cultura y las Artes

Subtítulo 24

Ítem 01

Agregar la siguiente Glosa N° 23: 


“Las instituciones receptoras de los recursos de este ítem, deberán considerar en la ejecución de sus proyectos la realización de acciones en los establecimientos escolares de educación pública y en las comunidades próximas a ellos”
Programa 02

Fondos Culturales y Artísticos.

Subtítulo 24

Ítem 03

Añadir la Glosa N° 09, del siguiente tenor:


“Los receptores de los recursos de estos Fondos, considerarán la realización de actividades de difusión de los proyectos, programas y acciones financiadas con ellos, en los establecimientos escolares de educación pública y en las comunidades próximas a ellos.”
-o-

Asimismo, dejó pendientes para resolución de la Comisión Especial Mixta, lo siguiente:

- Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). 

- Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación); asignación 001, Evaluación de Logros de Aprendizaje. 

-o-

La Partida fue objeto de las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Montes, y del Honorable Diputado señor Auth:

Capítulo 01; Programa 08 (Supervisión de Establecimientos Educacionales Subvencionados). (30)

Para intercalar en el nombre del Programa y en la asignación 531 (Supervisión Técnico Pedagógica), en forma previa a la palabra “Supervisión”, la expresión “Apoyo y”.

Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación). (31) 

Para incorporar, en el inciso primero de la glosa 09, correspondiente a Fortalecimiento del Aprendizaje del Inglés, entre las palabras “en” y “la”, la frase “el primer y segundo año de enseñanza básica de los establecimientos de educación escolar pública y, en general, en”.

Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación). (32) 

Para incorporar en la glosa 04, referida al subtítulo 24; ítem 03; asignación 001 (Evaluación de Logros de Aprendizaje) el siguiente párrafo segundo:

“Los resultados de éstas y de aquellas que habiendo sido rendidas no han sido difundidas a la fecha de publicación de esta ley sólo podrán informarse en cifras agregadas de carácter nacional referidas a la totalidad de establecimientos educacionales para el nivel de que se trate, en tanto no se establezca un nuevo sistema de medición de los logros del aprendizaje.”.

Las indicaciones números 30, 31 y 32, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Montes:

Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación). (33) 

Para reemplazar en el subtítulo 24; ítem 03; asignación 001 (Evaluación de Logros de Aprendizaje) el guarismo “22.788.020” por “10”.

La indicación fue retirada por su autor.

Del Honorable Senador señor Montes, y del Honorable Diputado señor Auth:

Capítulo 01; Programa 20 (Subvenciones a los Establecimientos Educacionales). (34) 

Para incorporar en el subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), a continuación del guarismo 02, la expresión “,13”, correspondiente a la siguiente glosa:

“13 Los establecimientos educacionales no podrán destinar de ninguna forma recursos provenientes de las subvenciones comprendidas en este programa a la preparación especial de sus estudiantes para las mediciones de los logros del aprendizaje. La infracción será sancionada de acuerdo a lo previsto en la letra e) del artículo 76 de la ley 20.529.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Diputado señor Chahin:

Capítulo 11; Programa 01 (Junta Nacional de Jardines Infantiles). (170) 

Para agregar en la glosa 5 asociada al subtítulo 24, ítem 03, asignación 170 (Convenios con Municipalidades y Otras Instituciones), la siguiente expresión:

“Para suscribir los convenios entre la Junji y las municipalidades. La Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá exigir a las municipalidades a lo menos los siguientes derechos de los trabajadores:

1.- Homologar los sueldos entre funcionarios de Establecimientos VTF y JUNJI.

2.- Entregar incentivo trimestral a los trabajadores municipales.

3.- Otorgar Descanso Invernal de 5 días, pudiendo ser utilizado por las funcionarias en el mes de Julio.

4.- Establecer el cierre de los Establecimientos en el mes de Febrero.

5.- Homologar la subvención entre los párvulos JUNJI y VTF.

6.- Garantizar el pago de horas extra.

7.- Cada Jardín Infantil deberá contar con su propia Directora.

8.- Debe garantizarse la capacitación de las Funcionarias, al menos tres veces en el año”.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

De la Honorable Senadora señora Von Baer:

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (171)

Para agregar en la glosa 02, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 051 (Fondo de Apoyo a la Educación Pública), el siguiente inciso final:

“El Ministerio de Educación deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos, y los avances de los mencionados convenios de desempeño.”.

La indicación número 171 fue aprobada por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (172)

Para reemplazar la glosa 03, asociada al subtítulo 24, ítem 03; asignación 052 (Programa de Acceso a la Educación Superior), por la siguiente:

“El financiamiento de los proyectos será a través de concurso público realizado entre lasinstituciones de educación superior señaladas en el artículo 52 del D.F.L. (Ed.) Nº 2, de 2010, que hayan obtenido la acreditación institucional en conformidad a lo establecido en la Ley Nº 20.129.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (173)

Para agregar en la glosa 03, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 052 (Programa de Acceso a la Educación Superior), un nuevo inciso final:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios. Con todo, los respectivos convenios que se suscriban al efecto deberán estipular, a lo menos, las acciones a desarrollar, metas, plazos y la forma de rendir cuenta del uso de los recursos.”.

La segunda oración de la indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

La primera oración de la indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (174)

Para eliminar en el inciso primero de la glosa 04, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 053 (Asesoría y Apoyo a la Educación Escolar), la frase “municipales y de corporaciones municipales,”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (175)

Para intercalar en el inciso final de la glosa 04, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 053 (Asesoría y Apoyo a la Educación Escolar), entre las expresiones “Mixta de Presupuestos,” y “el total” la frase “sobre la utilización de estos recursos y”.

La indicación número 175 fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (176)

Para eliminar el inciso primero de la glosa 09, asociada al subtítulo 33; ítem 03; asignación 001 (Asistencia Técnica), la frase “municipales y de corporaciones municipales”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (177)

Para agregar un inciso segundo en la glosa 15, asociada a los subtítulos 24 y 33; asignaciones 807 y 410 (Convenio Marco Universidades Estatales), respectivamente, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios. Con todo, los respectivos convenios que se suscriban al efecto deberán estipular, a lo menos, las acciones a desarrollar, metas, plazos y la forma de rendir cuenta del uso de los recursos.”.

La segunda oración de la indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

La primera oración de la indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (178)

Para agregar un inciso segundo en la glosa 16, asociada a los subtítulos 24 y 33; asignaciones 812 y 412 (Internacionalización de Universidades), respectivamente, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios. Con todo, los respectivos convenios que se suscriban al efecto deberán estipular, a lo menos, las acciones a desarrollar, metas, plazos y la forma de rendir cuenta del uso de los recursos.”.

La segunda oración de la indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

La primera oración de la indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 09; Programa 03 (Becas y Asistencia Estudiantil). (179)

Para reemplazar la glosa 14, asociada al subtítulo 24, ítem 01, asignación 268 (Beca de Apoyo al Norte Grande y Cerros de Valparaíso), por la siguiente:

“Mediante decreto del Ministerio de Educación, visado por la Dirección de Presupuestos, se establecerán las características, condiciones, montos de los beneficios, modalidades de operación, número de beneficiarios, y todo otro elemento necesario para el funcionamiento de esta beca.

La Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”.

Capítulo 01; Programa 03 (Mejoramiento de la Calidad de la Educación). (180)

Para eliminar en el inciso tercero de la glosa 02, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 385 (Programa de Educación Intercultural Bilingüe), la frase “y a lo establecido en el Convenio N°169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo OIT”.

Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación). (181)

Para realizar las siguientes modificaciones al numeral 2) de la glosa 06, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 133 (Perfeccionamiento de los Profesionales de la Educación)

a) Para agregar a continuación de la expresión “y sus modificaciones” la frase “y de acuerdo al convenio que se celebre con la Secretaría Ejecutiva del programa presupuestario Becas Chile, que podrá firmarse en el mes de diciembre de 2014.”.

b) Para reemplazar en el párrafo segundo la palabra “Se” por “Conforme el citado convenio, las Entidades Ejecutoras”.”.

Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación). (182)

Para agregar un nuevo inciso segundo a la glosa 09, asociada al subtítulo 24, ítem 03; Asignación 517 (Fortalecimiento del Aprendizaje del Inglés), pasando el actual segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Estos recursos se destinarán entre otras a las siguientes actividades:

a) Desarrollo profesional y de perfeccionamiento de los docentes que imparten clases en el subsector de enseñanza de inglés.

b) Recursos de apoyo a los establecimientos educacionales para el trabajo docente, incluyendo un programa de voluntarios que hablen inglés y material didáctico para escuelas y liceos.

c) Campamentos Escolares y cursos de Inglés para estudiantes.”.

Las indicaciones números 179, 180, 181 y 182, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.


Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Educación). (183)

Para agregar en la glosa 09, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 136 (Desarrollo de Capacidades para el Estudio de Investigaciones Pedagógicas), el siguiente inciso final:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”.

La indicación número 183 fue aprobada por la unanimidad de los 23 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 02 (Programa de Infraestructura Educacional). (184)

Para agregar en el inciso final de la glosa 03, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 002 (Aporte Establecimientos DFL (Ed.) N°2, de 1998), a continuación del punto (.) aparte que pasa a ser seguido la siguiente oración:

“Asimismo, el Ministerio de Educación, a más tardar el 31 de enero, deberá enviar a dicha Comisión el listado de arriendos que con cargo a esta asignación se han ejecutado en años anteriores o se encuentran en ejecución.”.

La indicación número 184 fue aprobada por la unanimidad de los 23 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación). (185)

Para agregar a la glosa 14, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 612, Centro de Liderazgo Educativo, un inciso segundo del siguiente tenor:

“Estos recursos se ejecutarán de conformidad a un decreto del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministerio de Hacienda, que se deberá dictar para estos efectos con anterioridad al 31 de mayo. Dicho decreto establecerá las acciones a desarrollar, metas, plazos y la forma de rendir cuenta del uso de los recursos. El Ministerio de Educación deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los resultados de los respectivos proyectos.”.

La primera y la segunda oración de la indicación fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

La tercera oración de la indicación fue aprobada por la unanimidad de los 23 miembros presentes de la Comisión. 

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (186)

Para modificar la glosa 11, asociada al subtítulo 33; ítem 03; asignación 104 (Mejoramiento de Infraestructura Escolar Pública), en el siguiente sentido:

a) Para eliminar el inciso tercero que señala “El Ministerio de Educación podrá, mediante acto administrativo fundado, licitar directamente, contratar la ejecución de obras y de todas las demás actividades señaladas en el párrafo primero precedente.”. 

b) Para sustituir en el inciso cuarto la locución “correspondiendo al Ministerio de Educación, mediante acto administrativo fundado, determinar los establecimientos beneficiarios” por “correspondiendo al reglamento que se dictará para esos efectos, determinar los criterios para determinar establecimientos beneficiarios.”.

c) Para eliminar en el inciso cuarto la oración “Asimismo, el Ministerio podrá ejecutar directamente las actividades indicadas en el párrafo precedente, previa dictación de acto administrativo fundado. En el caso de la infraestructura transitoria el Ministerio de Educación determinará su destino una vez que cesen las causas que la hicieron necesaria.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (187)

Para agregar un inciso segundo a la glosa 02, asociada al subtítulo 24; ítem 02; asignación 003 (A Corfo), del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación, a más tardar el 30 de enero del 2015, deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la distribución de los recursos, las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este Programa.”. 

La indicación número 187 fue aprobada por la unanimidad de los 23 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 11; Programa 01 (Junta Nacional de Jardines Infantiles). (188)

Para agregar un párrafo final a la glosa 03, del siguiente tenor:

“Las contrataciones realizadas en virtud de los dos párrafos anteriores serán para parvularias y personal de apoyo que se desempeñen en salas cunas y jardines infantiles pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 11; Programa 01 (Junta Nacional de Jardines Infantiles). (189)

Para agregar un inciso final a la glosa 05, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 170 (Convenios con Municipalidades y otras Instituciones), del siguiente tenor:

“La Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá informar antes del 30 de abril, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre la situación salarial del personal dependiente de las instituciones con que se haya suscrito convenios.”.

La indicación número 189 fue aprobada por la unanimidad de los 22 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 16; Programa 01 (Consejo Nacional de la Cultura y las Artes). (190)

Para agregar un inciso final a la glosa 07, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 290 (Otras Instituciones Colaboradoras), del siguiente tenor:

“El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”.

La indicación número 190 fue aprobada por la unanimidad de los 22 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 16; Programa 01 (Consejo Nacional de la Cultura y las Artes). (191)

Para agregar un inciso final a la glosa 21, asociada al subtítulo 33, del siguiente tenor:

“El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la asignación de estos recursos.”.

La indicación número 191 fue aprobada por la unanimidad de los 22 miembros presentes de la Comisión.

De las Honorables Senadoras señoras Van Rysselberghe y Von Baer, y de los Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Tuma, Walker, don Patricio, y Zaldívar, y de los Honorables Diputados señores Lorenzini, Ortíz y Walker.

Capítulo 16; Programa 02 (Fondos Culturales y Artísticos). (192)

Para agregar a la glosa 07 asociada al subtítulo 24, ítem 03; asignación 520 (Fondo para el Fomento de la Música Nacional, Ley N° 19.928), el siguiente inciso final:

“Con cargo a estos recursos se destinarán 1.400.000 miles de pesos para el funcionamiento de las orquestas profesionales de La Serena, Marga-Marga, Talca, Concepción, Temuco y Valdivia.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

De S.E. la Presidenta de la República:

Partidas Ministerio de Educación y Tesoro Público

Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias). (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Redúcese

	24
	
	
	TRANFERENCIAS CORRIENTES
	3.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	3.000.000

	
	
	104
	Provisión para financiamientos comprometidos
	3.000.000


Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre). (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	3.000.000

	
	09
	
	Ministerio de Educación
	3.000.000

	
	
	001
	Subsecretaria de Educación
	4.000.000

	
	
	011
	Junta Nacional de Jardines Infantiles
	1.000.000


Partida 09, Ministerio de Educación

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Educación). (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Redúcese

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	1.743.823

	
	01
	
	Libre
	1.743.823

	29
	
	
	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	743.823

	
	06
	
	Equipos informáticos
	743.823

	33
	
	
	TRANFERENCIA DE CAPITAL
	1.000.000

	
	01
	
	Al sector privado
	1.000.000

	
	
	024
	Convenio INTEGRA
	1.000.000


Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	5.743.823

	
	01
	
	Libre
	5.743.823

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	5.743.823

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	5.743.823

	
	
	218
	Basal por desempeño universidades Art. 1° DFL (Ed.) N° 4 de 1981
	5.743.823


Capítulo 11; Programa 01 (Junta Nacional de Jardines Infantiles). (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Redúcese

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	1.000.000

	
	01
	
	Libre
	1.000.000

	31
	
	
	INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	1.000.000

	
	02
	
	Proyectos
	1.000.000


Asimismo, introdúcense las siguientes modificaciones a las glosas del Programa 30 Educación Superior, de la Subsecretaría de Educación: 

a) Modifícase el párrafo primero de la glosa 04 en los siguientes términos:

Donde dice: “El Programa de Becas de Educación Superior se ejecutará de acuerdo al Decreto N° 116 de 2012 del Ministerio de Educación, o la norma que lo reemplace.”.

Debe decir: “El Programa de Becas de Educación Superior se ejecutará de acuerdo al Decreto N° 97 de 2013 del Ministerio de Educación y sus modificaciones.”.

b) En su glosa 06, donde dice “$290.390 miles” debe decir “$299.102 miles” y donde dice “$2.394.094 miles” debe decir “$2.465.917 miles”.”.

c) Sustitúyese la glosa 12, por el siguiente texto: “Estos recursos se asignarán a las Universidades privadas incluídas en el Art. 1° del DFL. (Ed.) N° 4 de 1981, y a lo menos el 75% de ellos se asignarán a las instituciones cuya casa central esté localizada fuera de la Región Metropolitana de Santiago. Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda se establecerá la forma y condiciones bajo las que se asignan estos recursos.”.

Como consecuencia de esta indicación, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (194)

Modifícase la glosa 04, letra c) en los siguientes términos:

Agrégase antes del párrafo final, lo siguiente:

“iii. Que se trate de centros de formación técnica o institutos profesionales sujetos al sistema de licenciamiento. Adicionalmente en el caso de las instituciones que se encuentren sujetas al sistema de licenciamiento ante el Consejo Nacional de Educación, se requerirá un informe favorable de dicho organismo”.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación). (195)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	

	
	
	01
	Evaluación de logros de aprendizaje
	4.002.266

	
	
	02
	Evaluación de desempeño, párrafo 2° del título II de la Ley N° 20.529
	4.002.266


Las indicaciones números 193, 194 y 195, fueron aprobadas por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Cabe hacer presente que la aprobación de la indicación número 193 incide, asimismo, sobre las modificaciones aprobadas en la Partida 50 (Tesoro Púbico).

De la Honorable Diputada señora Vallejo y de los Honorables Diputados señores Jackson y Núñez:

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (197)

Glosa 03 asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 197 (Aporte Artículo 3° DFL (Ed) N°4, de 1981:

“disminúyase el aporte a 1000 pesos”.

La indicación número 197 fue rechazada por 4 votos a favor, 12 votos en contra y 4 abstenciones.

De la Honorable Diputada señora Vallejo:

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (198)

Para agregar a la glosa 17 un nuevo inciso final, del siguiente tenor:

“Con cargo a estos recursos, los estudiantes de las universidades estatales del DFL (Ed.) N°4 de 1981 que hayan sido beneficiados con becas de educación superior de este Programa, podrán alternativamente recibir los créditos de ley N° 20.027, solicitar los recursos necesarios para cubrir la brecha existente entre el monto de la beca que reciben y el valor del arancel real. Para ello, estas universidades emitirán un documento a nombre del estudiante con indicación del monto total de la brecha y en un plazo que no excede seis meses, deberán entregar este documento al Ministerio de Educación”.

De la Honorable Diputada señora Vallejo y del Honorable Diputado señor Núñez:

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (199)

Para agregar a la glosa 04 un nuevo inciso final, del siguiente tenor:

“La Comisión Especial Mixta de Presupuestos a través de su cuarta subcomisión, podrá celebrar desde la publicación de esta ley hasta por un año, las sesiones que estime necesarias para estudiar y analizar una propuesta de modificación al sistema de becas desde la perspectiva de la pertinencia del actual sistema de financiamiento estudiantil en educación superior a través de becas de aranceles con miras a revisar su funcionamiento, uso, optimización e impacto para efectos de crear un nuevo sistema más simple y efectivo incluyendo en este cometido el análisis de la fijación de los aranceles”.

Las indicaciones números 198 y 199, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Posteriormente, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó las siguientes votaciones separadas:

 - Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior).

Puesto en votación el Programa, resultó aprobado por 11 votos a favor, 6 en contra y 1 abstención.

Este Programa había sido dejado pendiente por la Subcomisión para ser resuelto por la Comisión Especial Mixta, por lo que se dio por aprobado con la misma votación anterior.

- Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública).

Puesto en votación el Programa, resultó aprobado por 11 votos a favor y 6 abstenciones.

- Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación).

Puesto en votación el Programa, resultó aprobado por 11 votos a favor y 6 abstenciones.

- Capítulo 16 (Consejo Nacional de la Cultura y las Artes).

Puesto en votación el Capítulo, resultó aprobado por 11 votos a favor y 7 abstenciones.

Enseguida, el Honorable Diputado señor Bellolio solicitó votación separada de la glosa 11, del Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública), del Capítulo 01.

Puestas en votación la referida glosa, resultó aprobada por 11 votos a favor, 6 en contra y 1 abstención.

La asignación 001, Evaluación de Logros de Aprendizaje, del Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación), del Capítulo 03, quedó pendiente de resolución para ante la Comisión Especial Mixta, y resultó aprobada por la unanimidad de los 18 miembros presentes.

Enseguida, fueron puestas en votación las enmiendas propuestas por la Subcomisión, resultando aprobadas por 11 votos a favor y 7 abstenciones.

La aprobación de las enmiendas propuestas por la Subcomisión, referidas al Capítulo 09; Programa 01 (Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, en cuanto se incrementa el subtítulo 09, ítem 01, y se crea una asignación 290), y al Capítulo 05; Programa 01 (Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos), inciden sobre la Partida 50, Tesoro Público, según se indicará en su oportunidad.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 asociada a la presente Partida.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por 11 votos a favor y 7 abstenciones.

PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA

La Tercera Subcomisión aprobó la Partida con las siguientes enmiendas:

Capítulo 03

Servicio Médico Legal

Programa 01

Servicio Médico Legal

Glosa 01


Reemplazar el número “60” por “65”. 

Glosa 04


Sustituir la palabra “Anualmente” por la expresión “Antes del día 31 de marzo de cada año”, seguida de una coma (,).

Capítulo 07

Servicio Nacional de Menores

Programa 01

Servicio Nacional de Menores

Glosa 01


Reemplazar el número “27” por “18”. 

Glosa 02

Letra a)


Sustituir el número “290” por “299”. 

Programa 02

Administración Directa y Proyectos Nacionales

Glosa 01


Reemplazar el número “48” por “49”. 

-o-

Durante el debate en el seno de la Comisiónse formularon las siguientes indicaciones:

De los Honorables Diputados señores Lorenzini y Ortiz:

Capítulo 07; Programas 01 (Servicio Nacional de Menores) y 02 (Programa de Administración Directa y Proyectos Nacionales). (52)

Para incorporar una glosa, nueva, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), del siguiente tenor:

“Se podrá destinar parte de los recursos provenientes del presente subtítulo, al pago de bonos de alimentación de los funcionarios del Servicio, conforme lo determine el Jefe de Servicio mediante resolución exenta.”.

La indicación fue retirada por sus autores.

En votación las modificaciones propuestas por la Subcomisión, fueron aprobadas por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar modificaciones en las glosas 02 de los Programas 01 de los Capítulos 01; 02; 03; 04; 07, y 09, y en la glosa 01 del Programa 02 del Capítulo 04, de la presente Partida.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Esta Partida fue analizada por la Segunda Subcomisión, que la aprobó sin enmiendas.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar modificaciones en las glosas 03 de los Programas 01 de los Capítulos 23 y 24, y en la glosa 02 del Programa 01 del Capítulo 21, de la presente Partida.


- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

Esta Partida fue analizada por la Quinta Subcomisión, que la aprobó con las siguientes enmiendas:

Programa 03 del Capítulo 02

DIRECCIÓN DE OBRAS HIDRÁULICAS


- Agregar al final de la glosa 05, asociada al Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, la frase siguiente: “y en lo relativo al manejo integrado de cuencas”.

Programa 12 del Capítulo 02

PROGRAMA DE AGUA POTABLE RURAL

- Agregar al final de la glosa 07, asociada al Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, a continuación de la expresión “derechos de aprovechamiento de aguas”, la siguiente oración, precedida de una coma: “y podrán inscribir a su favor hasta doce litros por segundo, por el solo ministerio de la ley”.


- Insertar una glosa 08, nueva, asociada al Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, del siguiente tenor:


“08 Los terrenos donde estén ubicados los pozos de captación y las copas de los sistemas de Agua Potable Rural serán considerados de interés público.”.

Capítulo 04 Programa 01

DIRECCIÓN GENERAL DE AGUAS

- Incrementar el Subtítulo 21, Gastos en Personal, en $ 669.000.000, y reducir igual cifra en el Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión. 

- Reemplazar en la letra a) de la glosa 03, asociada al Subtítulo 21, Dotación máxima de personal, el guarismo “461” por “489” y agregarle el siguiente párrafo:

“Incluye la contratación de 28 nuevos profesionales destinados a reforzar labores de Fiscalización del Código de Aguas.”.

- Agregar el siguiente párrafo a la glosa 07, asociada al Subtítulo 31, Iniciativas de Inversión:

“Se informará trimestralmente a la Comisión Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional acerca de la participación de la Dirección General de Aguas en lo relativo al manejo integrado de cuencas.”.

-o-

En relación con esta partida se formularon las siguientes indicaciones:

De la Honorable Senadora señora Muñoz:

Capítulo 04; Programa 01 (Dirección General de Aguas). (71)

Para incorporar en el subtítulo 24, ítem 01, un nuevo ítem denominado “Fondo de Investigación sobre los recursos Hídricos en la Región de Coquimbo”, con un financiamiento de 
$ 3.200.000 miles y la siguiente glosa 10, asociada:

“10 Estos fondo estará destinado a fortalecer las capacidades políticas, técnicas, sociales, ambientales y productivas en la Región de Coquimbo, en cuanto a la investigación, desarrollo e innovación en las diversas temáticas relacionadas con los recursos hídricos, que conlleven a un mejor abastecimiento y gestión eficiente del agua.”.

Capítulo 02; Programa 03 (Dirección de Obras Hidráulicas). (73)

Para intercalar en la glosa 05 asociada al subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión) el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual a ser tercero:

“Con cargo a estos recursos podrá financiarse el desarrollo de sistemas para cosecha y captación de aguas lluvias y almacenamiento en embalses subterráneos en las comunas de la Región de Coquimbo.”.

Las indicaciones números 71 y 73, fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Lagos: 

Capítulo 02; Programa 03 (Dirección de Obras Hidráulicas). (75)

Para agregar una glosa 07, nueva, asociada al subtítulo 31; ítem 02 (Proyectos) del siguiente tenor:

“07 Incluye los recursos para la Ejecución de la Construcción Regadío Cuncumén, San Antonio.”.

La indicación fue retirada por su autor.

De S.E. la Presidenta de la República:

Capítulo 02; Programa 04 (Dirección de Vialidad). (86)

Para agregar en la glosa 07, un inciso séptimo, del siguiente tenor:

“Con cargo a estos recursos la Dirección de Vialidad podrá ejecutar obras de construcción, mejoramiento y conservación en aquellas zonas urbanas que sean imprescindibles para conectar o dar continuidad al camino público.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Horvath:

Capítulo 02; Programa 04 (Dirección de Vialidad). (87)

Para agregar, en la glosa 08 antes del punto (.), las siguientes palabras finales:

“detallando los sectores en que se reducirán los actuales transbordos por sistemas bimodales.”.

Capítulo 02; Programa 04 (Dirección de Vialidad). (88)

Para agregar a la glosa 07, el siguiente inciso final:

“La Dirección de Vialidad informará trimestralmente a la Comisión Mixta de Presupuestos y de manera regionalizada el avance de obras señalada en esta glosa.”.

Las indicaciones números 87 y 88, fueron aprobadas por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

Enseguida, puestas en votación las modificaciones introducidas por la Subcomisión, resultaron aprobadas por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión. 

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 02 asociada a la presente Partida.

- Puesto en votación el resto de la Partida, resultó aprobado por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 13

MINISTARIO DE AGRICULTURA

La Quinta Subcomisión aprobó la Partida, con las siguientes enmiendas:

Agregar la siguiente Glosa 04:


“04 Será de acceso público a través de medios digitales toda información de interés público, tal como la relativa a la red agroclimática y la referida a los resultados de estudios, proyectos pilotos e investigación con fondos públicos. Se exceptúa de esta norma aquella información que revista carácter reservado por exigirlo la ley o que deba respetar el principio de confidencialidad contractual, o cuya publicidad pudiere afectar los intereses comerciales o derechos a percibir un ingreso por su concepto del organismo público encargado de producir esa información al colocarla a disposición de particulares.”.

Capítulo 01

Subsecretaría de Agricultura

Programa 01

Subsecretaría de Agricultura


- Agregar el siguiente inciso segundo a la Glosa 12:


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la producción de semilla y ensayos transgénicos sometidos a la normativa vigente que regula la internación e introducción al medio ambiente de semilla transgénica. Esta información incluirá la ubicación geográfica de los predios y proyectos que trabajen con transgénicos.”.

Capítulo 01

Subsecretaría de Agricultura

Programa 02

Investigación e Innovación Tecnológica Silvoagropecuaria


- Incorporar la siguiente Glosa 04, en el Subtítulo 24, ítem 01, asignaciones 371, 372, 374 y 376:


“04 Los estudios e investigaciones serán de acceso público a través de medios digitales. Se informará semestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la implementación de estudios y proyectos que ejecuten estas instituciones. Se exceptúa de esta norma aquella información que revista carácter reservado según define la ley, o que deba respetar el principio de confidencialidad contractual, o cuya difusión gratuita pudiere afectar los intereses comerciales o derechos a percibir un ingreso por su concepto de la institución encargada de producir esa información al colocarla a disposición de particulares, a juicio de ésta.”.


- Incorporar la siguiente Glosa 05 en el Subtítulo 24, ítem 01, asignación 374, CIREN:


“05 Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de todos los programas de información territorial que existan y que se estén realizando por parte del CIREN.”.

-o-

Asimismo, acordó dejar pendiente para su resolución definitiva en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos lo siguiente:

1.- Asignaciones 24-01-371 y 24-01-373, contenidas en el Capítulo 01, Subsecretaría de Agricultura, Programa 02, Investigación e Innovación Tecnológica Silvoagropecuaria, esto es, Instituto de Investigaciones Agropecuarias e Instituto Forestal, respectivamente.

2.- Capítulo 05, relativo a la Corporación Nacional Forestal. 

-o-


Durante el debate llevado a cabo por la Comisión, fueron presentadas las siguientes indicaciones:

De la Honorable Senadora señora Muñoz: 

Capítulo 05; Programa 05 (Gestión Forestal). (72)

Para incorporar en el subtítulo 24; ítem 01 (Al Sector Privado), un nuevo sub ítem denominado Planes de Restauración Hidrológica Forestal en la Región de Coquimbo, con un financiamiento de $ 580.000 miles y la siguiente glosa 04 asociada:

“04 Estos planes tendrán como objetivo asegurar la producción sustentable del agua en las cuencas; la conservación, defensa y recuperación de la estabilidad y fertilidad de los suelos; la regulación de las escorrentías; la consolidación de cauces fluviales y laderas; la contención de sedimentos y en general la recuperación o mantención de los servidos ecosistémicos del complejo suelo - vegetación en la Región de Coquimbo.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor García Huidobro: 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Agricultura). (97)

Para agregar en la glosa 08, a continuación del punto seguido (.), lo siguiente:

“Se deberá publicar el nombre de las instituciones mencionadas en el sitio web del Ministerio de Agricultura.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Instituto de Desarrollo Agropecuario). (98)

Para agregar en la glosa 11, a continuación del punto (.) seguido aparte, lo siguiente:

“Se deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la ejecución de recursos y el número de convenios suscritos, su contenido y el número de personas profesionales, técnicos y administrativos contratados. Adicionalmente, deberá enviarse el contenido de los Programas a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Instituto de Desarrollo Agropecuario). (99)

Para agregar en la glosa 10, a continuación del punto (.) aparte, lo siguiente:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la ejecución de recursos y el número de convenios suscritos, su contenido y el número de personas profesionales, técnicos y administrativos contratados.”.

Capítulo 05; Programa 04 (Áreas Silvestres Protegidas). (100)

Para agregar en la glosa 04 asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), a continuación del punto (.) aparte lo siguiente:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de Jornales Transitorios, individualizados por su RUT y el tipo de labores que realizan.”.

Capítulo 05; Programa 04 (Áreas Silvestres Protegidas). (101)

Para agregar la siguiente glosa, asociada al subtítulo 24; ítem 532 (Proyectos de Desarrollo Sustentable):

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la ejecución de los recursos. Las acciones a desarrollar, metas y plazos de dicho proyecto. Adicionalmente, se enviará el contenido del Programa a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”.

Capítulo 05; Programa 05 (Gestión Forestal). (102)

Para incorporar una glosa 04, nueva, asociada al subtítulo 24; ítem 370 (Proyecto Bosque Modelo), lo siguiente:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la ejecución de los recursos. Las acciones a desarrollar, metas y plazos de dicho proyecto. Adicionalmente, se enviará el contenido del Programa a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”.

Capítulo 05; Programa 05 (Gestión Forestal). (103)

Para agregar en la glosa 02 asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), a continuación del punto (.) aparte, lo siguiente:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de Jornales Transitorios, individualizados por su RUT y el tipo de labores que realizan.”.

Las indicaciones números 97, 98, 99, 100, 101, 102 y 103, fueron aprobadas por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

Enseguida, la Comisión consideró los asuntos que fueron dejados pendientes por la Subcomisión para su resolución en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos:

1.- Asignaciones 24-01-371 y 24-01-373, contenidas en el Capítulo 01, Subsecretaría de Agricultura, Programa 02, Investigación e Innovación Tecnológica Silvoagropecuaria, esto es, Instituto de Investigaciones Agropecuarias e Instituto Forestal, respectivamente.

2.- Capítulo 05, relativo a la Corporación Nacional Forestal. 

Las referidas asignaciones y el Capítulo 05 fueron aprobados por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

Enseguida, fueron puestas en votación las enmiendas propuestas por la Subcomisión, resultando aprobadas por por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar enmiendas de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 asociada a la presente Partida.


- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES

La Cuarta Subcomisión aprobó la Partida sin enmiendas.

-o-

Fue objeto de las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Montes:

Capítulo 01; Programa 03 (Regularización de la Propiedad Raíz). (24)

Para incorporar en la glosa 02, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), el siguiente inciso final:

“El procedimiento de regularización de la propiedad raíz individual en sectores que reúnan las características de loteo, culminará con la presentación de la solicitud a que hace referencia el artículo 3° de la ley 20.234, si ésta se encontrare vigente.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Montes y del Honorable Diputado Auth:

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (25)

Para incorporar en la glosa 05 asociada al Subtítulo 10, ítem 01 (Terrenos), la siguiente frase final:

“Asimismo, deberá remitir, antes del 31 de enero de 2015, a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a los Servicios de Vivienda y Urbanismo respectivos, un listado de los terrenos ubicados en el radio urbano de que disponga, desagregados por comuna.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Horvath:

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (38)

Para agregar en la glosa 03, antes del punto (.) final, lo siguiente: “señalando los que correspondan a peticiones de cooperativas y comunidades.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (39)

Para agregar en la glosa 09 los siguientes incisos segundo y tercero:

“Se informará trimestralmente respecto a la licitación de terrenos para el establecimiento de la Zona Franca a la Comisión Mixta de Presupuestos.”.

También se informará trimestralmente a la Comisión respecto a los casos pendientes de aplicación de la denominada ley del Sur 19.776.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

De la Honorable Senadora señora Von Baer y de los Honorables Senadores señores Coloma y Prokurica, y del Honorable Diputado De Mussy:

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (81)

Para agregar una glosa asociada a todo el programa, del siguiente tenor:

“Antes del 31 de marzo de 2015 el Ministerio de Bienes Nacionales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe sobre el proyecto de normalización de la Cartera de Postulantes a Propiedad Fiscal consolidado sobre la ejecución del año 2014 y que dé cuenta, además, de las metas para año 2015 y los recursos asociados a ello.”.

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (82)

Para agregar una glosa asociada a todo el programa, del siguiente tenor:

“El Ministerio informará trimestralmente a la Comisión Mixta de Presupuestos acerca de los terrenos fiscales que se soliciten en venta o concesión para la instalación de proyectos de Energías Renovables no convencionales que hace remisión la ley N° 20.257”.

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (83)

Para agregar una glosa asociada a todo el programa, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Bienes Nacionales deberá informar semestralmente, dentro de los 30 días siguientes al término del referido semestre, a la Comisión Mixta de Presupuestos sobre las concesiones turísticas otorgadas en el Sistema de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.”.

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes). (84)

Para agregar la siguiente glosa asociada a todo el programa: 

“Antes del 31 de enero de 2015 el Ministerio de Bienes Nacionales deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las regiones en que se implementará el proyecto de caracterización que llevará a cabo con el fin de conocer las potencialidades del territorio. Asimismo, remitirá trimestralmente, dentro de los 30 días siguientes al término del respectivo trimestre, a la precitada Comisión un informe sobre los resultados y avances del proyecto, en particular en las regiones del norte del país en que haya sido implementado durante el año 2014.”.


Las indicaciones números 81, 82, 83 y 84 fueron retiradas por sus autores.

- Puesta en votación la Partida, fue aprobada por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión. 

PARTIDA 15

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

Esta Partida fue analizada por la Tercera Subcomisión, que la aprobó con la siguiente enmienda:

Capítulo 14

DIRECCIÓN DE PREVISIÓN DE CARABINEROS DE CHILE

PROGRAMA 01


Agregar la siguiente Glosa 06, nueva:


“06 Semestralmente se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto del estado de pago a los proveedores de bienes y servicios.”.

-o-

Durante el debate fueron formuladas las siguientes indicaciones:

De la Honorable Senadora señora Von Baer, y de los Honorables Diputados señores De Mussy y Melero:

Capítulo 03; Programa 01 (Subsecretaría de Previsión Social). (17)

Para agregar la siguiente glosa, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 002:

“Las Transferencias de recursos deberá materializarse a través de contratación de servicios por medio de licitación pública, de acuerdo a la ley N° 19.886 y su reglamento.

El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto de las actividades realizada por este programa así como de los recursos invertidos, personas beneficiadas y convenios celebrados.”.

El inciso primero de esta indicación fue declarado inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

El inciso segundo, en tanto, fue aprobado, con enmiendas, por la unanimidad de los 13 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 03 (Proempleo). (18)

Para agregar un nuevo inciso final a la glosa 07 asociada al Subtítulo, Ítem 03, Asignación 264 (Programa Inversión en la Comunidad), del siguiente tenor:

“El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto de las actividades realizada por este programa así como de los recursos invertidos, personas beneficiadas y convenios celebrados. Asimismo, antes del 30 de Julio de 2015 deberá enviar una memoria que de cuenta de los resultados y logros obtenidos.”.


La segunda oración del inciso propuesto fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.


La primera oración, en tanto fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Trabajo). (19)

Para agregar una nueva glosa asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 261 (Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales), del siguiente tenor:

“La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales deberá publicar en su página web e informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto de las actividades realizada por este programa así como de los recursos invertidos y las personas beneficiadas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Trabajo). (20)

Para sustituir en la glosa 06 del Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 433 (Programa Escuela de Formación Sindical), la expresión “podrá” por “deberá”.

Capítulo 01; Programa 03 (Proempleo). (21)

Para sustituir en la glosa 07 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 264, la expresión “podrá” por “deberá”.

Las indicaciones números 20 y 21 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor García:

Capítulo 05; Programa 01 (Servicio Nacional de Capacitación y Empleo). (26)

Para disminuir la glosa 02, párrafo cuarto, “Convenios con personas naturales” de 
$ 1.364.730 miles a $ 782.837.

Puesta en votación, resultó rechazada por 12 votos en contra y 7 a favor.

Del Honorable Senador señor García y del Honorable Diputado señor Melero:

Capítulo 05; Programa 01 (Servicio Nacional de Capacitación y Empleo). (35)

Para sustituir, en el inciso primero de la glosa 19 asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 007 (Programa Más Capaz), el punto final por la siguiente frase: “, el cual deberá dictarse antes del 31 de enero de 2015.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Puesta en votación la resolución del señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, se registraron 5 votos a favor y 11 en contra.

En consecuencia, la indicación fue declarada admisible.

Puesta en votación la indicación número 35, resultó aprobada, con enmiendas, con 12 votos a favor, 3 en contra y 1 abstención.

De la Honorable Senadora señora Muñoz:

Capítulo 01; Programa 03 (Proempleo). (70)

Para incorporar en el inciso primero de la glosa 07 entre la palabra “nacional” y el punto (.) que le sucede la expresión “o hayan sido declaradas en condición de catástrofe a consecuencia de la sequía.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Puesta en votación la resolución del señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, se registraron 13 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones.

En consecuencia, la indicación fue declarada inadmisible.

Del Honorable Diputado señor Silva:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Trabajo). (78)

Para sustituir en el subtítulo 24; ítem 01; asignación 432 (Programa Diálogo Social), la suma de “380.820 miles de $” por “$1.000”.

La indicación fue rechazada por 9 votos en contra, 5 a favor y 2 abstenciones.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Trabajo). (79)

Para sustituir, en el subtítulo 24; ítem 01; asignación 433 (Programa Escuela de Formación Sindical), la suma de “956.431 miles de $” por “$1.000”.

Capítulo 01; Programa 03 (Proempleo). (80)

Para sustituir, el subtítulo 24; ítem 03; asignación 264 (Programa Inversión en la Comunidad), la expresión “5.141.937 miles de $” por “$1.000”.

Las indicaciones números 79 y 80 fueron rechazadas por 10 votos en contra y 4 a favor.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar enmiendas en las glosas pertinentes de los Programas 01 de los Capítulos 01, 02, 03, 04, 05, 06, 07, 09, 10 y 13 de la Partida 15.

Enseguida, puesta en votación la enmienda introducida por la Tercera Subcomisión, fue aprobada con una modificación de precisión por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

- En votación el resto de la Partida, fue aprobada por la misma unanimidad precedentemente señalada. 

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD

La Partida 16 fue analizada por la Tercera Subcomisión, que la aprobó con la siguiente modificación:

Capítulo 09

SUBSECRETARÍA DE SALUD PÚBLICA

PROGRAMA 01

GLOSA 02

Reemplazar la letra a) por la siguiente:


“a) Dotación máxima de personal


a1) Dotación máxima de personal Ley N°18.834.


-N° de cargos 3.885


a2) Dotación Máxima de personal Ley N° 19.664.


-N° de horas semanales2.563”.

-o-

La Partida fue objeto de las siguientes indicaciones:

De los Honorables Diputados señores Bellolio y Melero:

Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria). (118)

Para agregar la siguiente glosa 03, asociada a todo el Programa de Atención Primaria, en el siguiente sentido:

“03 Antes del 31 de marzo de 2015, el Fondo Nacional de Salud deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se contendrá una explicación pormenorizada y desglosada de los montos y formas de cálculo del aporte llamado “per cápita” y la cantidad de población sobre la cual se calculó, junto con la explicación precisa de cómo dicha información está reflejada en la ley de presupuestos.”
La indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Resumen presupuestario de Instituciones. (119)

Para reemplazar en glosa 09, asociado al Plan de Formación y Capacitación 2015, en su inciso primero, la frase “Antes del 30 de abril de 2015”, por la siguiente: “Antes del 31 de diciembre de 2014”.

La indicación fue retirada por sus autores.

Resumen presupuestario de Instituciones. (120)

Para agregar en la glosa 02 asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), en la letra d) sobre Convenios DFL N°36, (S), de 1980, el siguiente párrafo final:

“El Ministerio de Salud deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, de manera trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

De los Honorables Diputados señores Melero y Santana:

Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria). (121)

Para reemplazar en la glosa 02 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), en el inciso segundo, la frase “la ejecución de los convenios señalados en el artículo 56 de la ley N° 19.378”, por la siguiente: “la ejecución de los convenios señalados en el artículo 57 de la ley N° 19.378.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria). (122)

Para reemplazar en glosa 02, asociada al subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), en su inciso primero, la frase “en los artículos 49 y 56 de dicha ley” (en relación con la ley N° 19.378), por la siguiente: “en los artículos 49 y 57 de dicha ley.”.

La indicación fue retirada por sus autores.

Del Honorable Diputado señor Melero:

Capítulo 02; Programa 03 (Programa de Prestaciones Valoradas). (123)

Para eliminar en glosa 01 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), en su inciso segundo, la siguiente oración final:

“Excepcionalmente, el Fondo Nacional de Salud estará autorizado para anticipar transferencias de recursos a los establecimientos señalados precedentemente hasta el 15% del monto consignado en los convenios o acuerdos de gestión y sus adendas, con cargo a los convenios ingresados para su tramitación a la Contraloría General de la República.”.

Capítulo 02; Programa 04 (Programa de Prestaciones Institucionales). (124)

Para eliminar en glosa 01 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), en su inciso segundo, la siguiente oración final:

“Excepcionalmente, el Fondo Nacional de Salud estará autorizado para anticipar transferencias de recursos a los establecimientos señalados precedentemente hasta el 15% del monto consignado en los convenios y sus adendas, con cargo a los convenios ingresados para su tramitación a la Contraloría General de la República.”.

Las indicaciones números 123 y 124 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría de Redes Asistenciales). (129)


Para incorporar la siguiente nueva glosa, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 400 (Atención Primaria, Ley N° 20.645 Trato Usuario).


“La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre los fondos asignados y el estado de ejecución de estos recursos, los procedimientos de información y evaluación, y las demás condiciones y modalidades de ejecución, así como las instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.


La indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

De los Honorables Diputados señores Melero y Santana:

Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria). (125)

Para reemplazar en glosa 01 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), sus incisos segundo, tercero y cuarto, por los siguientes:

“Estos recursos deberán ser transferidos a dichos establecimientos, de acuerdo a convenios que se suscriban entre los Directores de los respectivos Servicios de Salud y los directivos de dichos establecimientos, enmarcados en un Programa aprobado por Resolución Ministerial. Dicho Programa deberá contemplar, en general, los objetivos y metas, prestaciones y establecimientos de atención primaria involucrados, así como, las actividades a realizar, indicadores y medios de verificación.

Los convenios antes señalados deberán ser aprobados por Resolución del Servicio de Salud correspondiente.”.


La indicación número 125 fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

De los Honorables Diputados señores Bellolio, Melero y Santana:

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Salud Pública). (126)

Para agregar en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 299 (Programas Especiales, Atención Primaria), el siguiente inciso segundo:

“A su vez, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Salud Pública). (127)

Para agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 003 (Programa Nacional de Alimentación Complementaria):

“11 Antes del 31 de diciembre de 2014, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, sobre el cronograma de inversiones asociado a este programa, metas y objetivos comprometidos. A su vez, deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.


La indicación fue retirada por sus autores.

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Salud Pública). (128)

Para agregar en la glosa 07 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 421 (Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo en Salud), el siguiente inciso segundo, nuevo:

“A su vez, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

De los Honorables Diputados señores Melero y Santana:

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Salud Pública). (130)

Para agregar la siguiente nueva glosa asociada al subtítulo 24 (Transferencias Corrientes)

“Antes del 31 de diciembre de 2014, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, sobre el cronograma de inversiones, así como metas y objetivos, asociado a los programas Tenencia Responsable de Mascotas; Programa Nacional de Prevención del Suicidio; y Vigilancia y Control del consumo de Tabaco en la salud de la población. A su vez, deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría de Redes Asistenciales). (131)

Para agregar una nueva glosa asociada a todo el Programa, en el siguiente sentido:

“Antes del 31 de marzo de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado del Programa de Centros de Salud de Excelencia, en el que se expliciten los criterios de selección de los Centros y los mecanismos con los cuales se entregarán los recursos; especificando cómo se medirá la satisfacción de los usuarios. Además, se deberá informar acerca de todos los establecimientos de salud que habiendo postulado a dicho Programa no fueron seleccionados y las razones específicas para ello en cada caso.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría de Redes Asistenciales). (132)


Para agregar la siguiente glosa, nueva, asociada a todo el Programa:


“Antes del 31 de diciembre de 2014, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el cronograma de inversiones, metas y objetivos comprometidos, asociado a los siguientes programas: Camas Sociosanitarias; Centro Diurno de Apoyo a Personas con Demencia; Fondo de Farmacia para Enfermedades No Transmisibles en Atención Primaria; Mas Adultos Mayores Autovalentes; Mejoramiento de Acceso a la Atención Odontológica; Tamizaje Auditivo Universal y Rehabilitación Integral para Disminuir la Discapacidad Auditiva; Programa Odontológico Integral; Programa Preventivo en Salud Bucal - Sembrando Sonrisas; Refuerzo Atención de Urgencia Hospitalaria y Prehospitalaria; Servicio de Atención Primaria de Urgencia de Alta Resolución (SAR); Vida Sana Intervención en Factores de Riesgo de Enfermedades Crónicas en Niños, Adolescentes, Adultos y Mujeres Post Parto; Programa de Fortalecimiento de la Medicina Familiar en APS; Hospitalización Domiciliaria; AUGE Expansión en Atención Secundaria y Terciaria; Rehabilitación; Aumento de la Resolutividad de la Atención de Especialidad en Salud Mental en COSAM; Coordinación Nacional de Procuramiento y Trasplante de Órganos; Recursos de Expansión en Programa Atención Primaria de Salud; y Centros Comunitarios de Salud Familiar CECOSF.

A su vez, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría de Redes Asistenciales). (133)

Para agregar la siguiente glosa, nueva, asociada a todo el Programa:

“Antes del 31 de diciembre de 2014, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, un informe detallado sobre los recursos, metas y objetivos comprometidos para las siguientes inversiones: Recursos de Expansión en Programa Atención Primaria de Salud; 30 nuevascamas UPC; Selector de Demanda; Plan Contrataciónde 33.000 horas de Especialistas; 5.000 Nuevos Especialistas en formación y destinación; y para el Fortalecimiento de la incorporación y retención de especialistas en la red asistencial.

A su vez, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud). (134)

Para reemplazar, en la glosa 01 asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión), el inciso primero por el siguiente:

“Antes del 31 de diciembre de 2014, el Ministerio de Salud deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el listado de obras de inversión presupuestado por región, a nivel consolidado y por Servicios de Salud, así como el cronograma de dichas inversiones para ejecutar en el 2015, especificando si son obras nuevas o de arrastre, identificando si corresponden a obras d Atención Primaria, inversiones de reconstrucción post terremoto/maremoto de febrero de 2010, y otras, indicando si existe retardo o retraso en fechas de comienzo o entrega de obras, si serán concesionadas o no, y el costo de cada obra.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud). (135)

Para reemplazar el inciso tercero de la glosa 01 asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión), por el siguiente:

“Para el Subtítulo 31, tanto la información a presentar el 31 de diciembre de 2014 sobre listado de proyectos y cronograma de inversión comprometido; como la información trimestral sobre el estado de avance y ejecución de estos recursos, debe ser presentada a nivel regional, identificando cada obra, y su respectivo estado de avance, tanto físico como en términos de recursos financieros devengados, separando entre proyectos de Atención Primaria y otros.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud). (136)

Para agregar en la glosa 01 asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión), en su inciso final, después de las expresiones “de cada proyecto,”, la siguiente frase: “término, retraso o retardo en concesiones”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Tuma:

Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud). (157)

Para incorporar una glosa nueva asociada al Programa, del siguiente tenor:

“La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, el detalle del avance presupuestario y físico del Hospital de Pitufquén.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 05; Programa 01 (Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud). (158)

Para incorporar una glosa nueva asociada al Programa, del siguiente tenor:

“La Central Nacional de Abastecimiento, deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional, el detalle de la deuda a proveedores con más de 30 días de facturación.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

De S.E. la Presidenta de la República:

Ministerio de Salud y Tesoro Público. (169)

Partida 16; Capítulo 02; Programa 01 (Fondo Nacional de Salud). (169)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	14.000.000

	
	01
	
	Libre
	14.000.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Al Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	035
	Programa de atención primaria
	14.000.000


Partida 16; Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria). (169)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Increméntese

	05
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	001
	Fondo Nacional de Salud
	14.000.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	030
	Programa contingencias operacionales
	14.000.000


En la glosa 02 de este Programa, sustituyese el guarismo “1.048.775.313” por “1.062.775.313”.

Partida 16; Capítulo 49; Programa 01 (Programa de Contingencias Operacionales). (169)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Increméntese

	05
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	007
	Fondo Nacional de salud atención primaria
	14.000.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	298
	Atención primaria, Ley N° 19.378
	14.000.000


Partida 16; Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud). (169)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Redúcese

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	14.000.000

	
	01
	
	Libre
	14.000.000

	31
	
	
	INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	14.000.000

	
	02
	
	Proyectos
	14.000.000


Partida 50; Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre). (169)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Increméntese

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	14.000.000

	
	16
	
	Ministerio de Salud
	14.000.000

	
	
	002
	Fondo Nacional de Salud
	14.000.000

	

	
	
	
	
	Redúcese

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	14.000.000

	
	16
	
	Ministerio de Salud
	14.000.000

	
	
	010
	Subsecretaría de Redes Asistenciales
	14.000.000


Como consecuencia de esta indicación, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

La indicación número 169 fue aprobada por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Cabe hacer presente que la aprobación de la precedente indicación incide, asimismo, sobre las modificaciones aprobadas en la Partida 50 (Tesoro Púbico).

Debe consignarse, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 común a toda la Partida 16.

Enseguida, fue puesta en votación la enmienda introducida por la Tercera Subcomisión, que resultó aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

- Puesto en votación el resto de la Partida, finalmente, fue aprobado por la misma unanimidad señalada precedentemente.

PARTIDA 17

MINISTERIO DE MINERÍA

La Partida 17 fue analizada por la Quinta Subcomisión, que la aprobó sin modificaciones.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 común a toda la Partida 17.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 18

MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO

La Partida 18 fue analizada por la Cuarta Subcomisión, que la aprobó con la siguiente enmienda:

GLOSAS GENERALES


-Aprobar las Glosas Generales, con una modificación a la letra h) de la Glosa 03, asociada al subtítulo 33, ítem 01. (Unanimidad 5x0, Honorables Senadores señora Von Baer y señor Montes y Honorables Diputados señores Auth, Morano y Santana).


La referida modificación a la letra h de la Glosa 03, asociada al subtítulo 33, ítem 01, es la siguiente: “sustituir la conjunción ilativa “e” por una coma (,); reemplazar la coma (,) que sigue a 2014, por lo siguiente: “y erupción de Chaitén,”, y sustituir la frase final “a más tardar en marzo de 2015”, por lo siguiente: “trimestralmente durante el año 2015”.”.

-o-

Sobre esta Partida recayeron las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Montes y del Honorable Diputado señor Auth:

Glosas Comunes a los SERVIU. (22)

Para incorporar en la glosa 02 asociada al Subtítulo 31, ítem 02, en el apartado Condominios de Vivienda Social, los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto:

“La postulación al mejoramiento de bienes comunes por el Programa de Proteccióndel Patrimonio Familiar o a otros recursos públicos, debe contar con el acuerdode la Asamblea Ordinaria de los copropietarios si estos cuentan con Reglamento de Copropiedad y Comité de Administración, y con la firma del 50% de los copropietarios cuando éstos no se encuentren organizados. El mismo quórum se requerirá para: a) postular proyectos de construcción de ampliaciones en edificios(Blocks) que se financien con recursos del programa de Protección del Patrimonio Familiar, por el Programa Pavimentos Participativo u otros recursos públicos; b) para la presentación a la Dirección de Obras Municipales de proyectos de ampliación de condominios de vivienda social, solicitar permiso de construcción y recepción final de las obras; y c) para la inscripción de las ampliaciones de edificios de condominios de vivienda social en los Reglamentos de Copropiedad.

Los proyectos de fusión de unidades continuas y el cambio de rol en el Servicio de Impuestos Internos de la nueva unidad, cuando se financie con recursos públicos y no altere la fachada del edificio, requerirá solo la autorización del propietario de cada una de las unidades a fusionar. Sin prejuicio de lo anterior, deberá notificarse a la municipalidad y el Conservador de Bienes Raíces respectivo, dejando copia para su archivo.

El procedimiento de esta asamblea se regirá, en lo pertinente, por las normas de la ley 
N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.”. 


La indicación fue aprobada, por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión, con la nueva redacción que se recoge en virtud de la aprobación de la indicación número 160, del Ejecutivo.

De S.E. la Presidenta de la República:

Glosas Comunes a los SERVIU. (160)

Para agregar el siguiente párrafo a la glosa 02 asociada a Subtítulo 31, Ítem 02, apartado referido a Condominios de Vivienda Social:

“Los conjuntos de viviendas sociales en extensión preexistentes a la fecha de vigencia de la Ley N° 19.537, calificados como viviendas sociales de acuerdo a los decretos leyes 
N° 1988, de 1975 y 2552, de 1979 y los construidos por los Servicios de Vivienda y Urbanización y sus antecesores legales, podrán, en casos calificados por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, postular al programa de protección del patrimonio familiar, en sus tres títulos conjuntamente, u otros recursos públicos. Los bienes nacionales de usos públicos que en ellos existieren se entenderán como bienes comunes para efectos de la postulación a dicho programa.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por 11 votos a favor y 4 abstenciones.

Capítulo 01; Programa 02 (Campamentos). (36)

Para agregar la siguiente nueva glosa, asociada a la Asignación 33.03.003 “Municipalidades para el Programa Aldeas y Campamentos”:

“La transferencia de estos recursos se efectuará sobre la base de los convenios que suscriba el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y los Municipios, en los que se establecerán la identificación de el o los campamentos a intervenir, las acciones a desarrollar, metas, plazos, modalidades de ejecución y evaluación. Dicho convenio deberá contar con la aprobación del Concejo Municipal, toda vez que por su monto requiera toma de razón de Contraloría.

Los recursos transferidos no ingresarán en los presupuestos de los organismos receptores, debiendo informar mensualmente al Ministerio y al Concejo Municipal sobre el gasto efectivo y el avance físico de los convenios en los casos en que corresponda.

Con cargo a estos recursos también se podrán celebrar convenios con organismos del Gobierno Central, los que no se incorporarán en sus respectivos presupuestos, e instituciones privadas sin fines de lucro.

La Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Mixta de Presupuestos tanto la nómina de municipalidades beneficiadas como la cantidad de recursos entregados a cada una de ellas y las actividades realizadas con dichos recursos.

En caso de imposibilidad de generar nuevos convenios con Municipios debido a rendiciones pendientes de recursos ante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Programa podrá ejecutar los recursos directamente a través de los SERVIU.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Horvath:

Glosas comunes a la Partida (43)

Para agregar en el inciso segundo de la glosa 04, a continuación de la frase “decreto supremo N° 12 de 2011”, lo siguiente: “y de otras soluciones que sean necesarias o que se adopten.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Glosas comunes a la Partida. (41)

Para agregar la siguiente glosa:

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Mixta de Presupuestos en forma regionalizada acerca de la realización de programas de eficiencia energética como aislación térmica, instalación de sistemas termosolares y fotovoltaicos.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Glosa comunes a los SERVIU. (42)

Para agregar la siguiente glosa: 

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances de soluciones de vivienda y urbanismo de las familias y áreas afectadas por el incendio de Abril de 2014 en la ciudad de Valparaíso.”.

La indicación fue aprobada, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión, con la nueva redacción que se indicará en su oportunidad, que recoge, además, el sentido de la indicación número 46 y de la enmienda introducida por la Cuarta Subcomisión.

De la Honorable Senadora señora von Baer:

Glosas comunes los SERVIU. (44)

Para agregar la siguiente glosa:

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá enviar trimestralmente a la comisión mixta de presupuesto un cronograma de los llamados a postulación de los distintos subsidios habitacionales, con indicación del número total de cupos por programa, así como el número de beneficiarios”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Glosas comunes a los SERVIU. (46)

Para sustituir en la glosa 03 asociada al Subtítulo 33, la frase “el que será remitido a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto a más tardar en marzo de 2015”, por lo siguiente: “el cual será remitido y actualizado trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto y publicado en la página web del Ministerio de Vivienda y Urbanismo”.

La indicación fue aprobada, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión, con la nueva redacción que se indicará en su oportunidad, que recoge, además, el sentido de la indicación número 42 y de la enmienda introducida por la Cuarta Subcomisión.

Glosas comunes a los SERVIU. (47)

Para sustituir la glosa 02 asociada al Subtítulo 31, por la siguiente:

“Los SERVIU, con cargo a estos recursos o a los fondos que terceros aportes para estos efectos y en los terrenos que les transfiera el Ministerio de Bienes Nacionales, podrá licitar la construcción de conjuntos de viviendas sociales para la atención de familias vulnerables y sectores medos que reúnan los requisitos y condiciones que establezcan los llamados a postulación

Mediante Decreto del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, visado por la Dirección de Presupuesto, se establecerán las características de los proyectos y los estándares de las viviendas, equipamientos, espacios públicos, los mecanismos para determinar el valor de transferencia de las viviendas y las condiciones para su adquisición.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). (45)

Para agregar un nuevo inciso final a la glosa 13 asociada al Subtítulo 33, ítem 03, asignación 001 (Otras Transferencias a SERVIU):

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá enviar semestralmente a la Comisión Especial mixta de Presupuesto el estado de gasto de estos fondos, detallando montos, instituciones beneficiadas, destino de los recursos.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). (49)

Para sustituir, en el inciso segundo de la glosa 13 asociada al Subtítulo 33, ítem 03, asignación 001(Otras Transferencias a SERVIU), la expresión “todo tipo de gasto”, por lo siguiente: “aquellos gastos que digan relación directa con la catástrofe”.

La indicación fue rechazada por 12 votos en contra, 5 a favor y 1 abstención.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). (50)

Para sustituir, en el inciso primero de la glosa 06 asociada al Subtítulo 21, el punto seguido “.”, por lo siguiente: “, previo concurso público.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). (51)

Para agregar, en el Subtítulo 33, ítem 01 (Al Sector Privado), la siguiente nueva glosa:

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de avance en el mejoramiento de condominios sociales y su entorno, detallando separadamente los recursos invertidos en el mejoramiento de conjuntos habitacionales, mejoramiento de espacios públicos y el detalle del gasto en personal. Adicionalmente, en caso de erradicar o demoler condominios sociales, deberá informar acerca de la cantidad de subsidios otorgados tanto en número de unidades como respecto a las familias beneficiadas, indicando además el nuevo uso de esos terrenos.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 02 (Campamentos). (48)

Para agregar la siguiente glosa, asociada a todo el Programa: 

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá, trimestralmente, entregar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto y a la Comisión de Vivienda de la Cámara de Diputados y del Senado, un catastro actualizado que detalle el estado de avance en el cierre de campamentos.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Montes:

Glosas comunes a los SERVIU. (53)

Para agregar en las glosa 02 asociada al Subtítulo 31, ítem 02, apartado Condominios de Vivienda Social, los siguientes párrafos:

“Para efectos de la postulación a estos programas se entenderán como condominios de vivienda social los conjuntos preexistentes a la ley a la ley, calificados como viviendas sociales de acuerdo con los decretos leyes N° 1088, de 1975 y N° 2552, de 1979 y los construidos por los servicios de Vivienda y Urbanización y sus antecesores legales.

Si en ellos no existieran bienes de dominio común se comprenderá como tales, para efecto de postulación a programas de mejoramiento de entorno, los bienes nacionales de uso público incluidos en sus deslindes.”.

La indicación fue retirada por su autor. 

En virtud de dicho retiro, el Ejecutivo comprometió la presentación de una indicación -posteriormente signada con el número 160-.

Glosas comunes a los SERVIU. (67)

Para intercalar, en la letra e) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 33, ítem 01, el siguiente párrafo tercero, pasando el actual párrafo tercero a ser cuarto:

“Los copropietarios de cualquier tipo de condominios de vivienda social, sean éstos en altura o extensión, según la clasificación prevista en el numeral 1. del artículo 2° de la ley 19.537, podrán postular simultáneamente a obras en bienes comunes, en la unidad para ampliaciones.”.

La indicación fue retirada por su autor.

En virtud de dicho retiro, el Ejecutivo comprometió la presentación de una indicación -posteriormente signada con el número 160-.

De los Honorables Diputados señores Melero, Santana y Silva:

Glosas comunes a los SERVIU. (61)

Para agregar en Resumen Presupuesto de Instituciones, la siguiente glosa 06:

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo celebrará un Convenio de Cooperación con la municipalidad respectiva que establecerá el o los condominios a intervenir, las acciones a desarrollar, la asistencia social, técnica y legal para los beneficiarios, metas, plazos y modalidades de ejecución. Dicho convenio deberá garantizar la participación de los residentes de los condominios que serán intervenidos.

Lo recursos transferidos no ingresarán en los presupuestos de los organismos receptores, debiendo informar mensualmente al Ministerio sobre el gasto efectivo y avance físico de los proyectos.

La Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados respecto de los convenios firmados con los municipios, especificando los recursos asignados a cada uno de ellos.

La Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos tanto la nómina de municipalidades beneficiadas como la cantidad de recursos entregados y las actividades realizadas con los recursos.”.


La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Letelier:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). (68)

Para incorporar la siguiente glosa nueva, asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 129 (Subsidios Cartera Hipotecaria):

“En base a estos fondos se podrán incorporar a deudores habitacionales del DS 40, debidamente calificado por la autoridad ministerial.”.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). (69)

Para incorporar la siguiente glosa nueva, asociada al Subtítulo 33 (Transferencia de Capital):

“Tendrán derecho a postular a subsidios habitacionales aquellas personas que habiendo sido previamente beneficiarios de un subsidio habitacional, hayan perdido el dominio de su vivienda por causales debidamente calificadas por el Ministerio.”.

Las indicaciones números 68 y 69 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Enseguida, se puso en votación la enmienda introducida por la Cuarta Subcomisión, que fue aprobada, por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión, con la nueva redacción que se indicará en su oportunidad, que recoge, además, el sentido de las indicaciones números 42 y 46.

Cabe tener presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley 
N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 03 común a toda la Partida 18.

- Puesto en votación el resto de la Partida, finalmente, fue aprobado por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

La Quinta Subcomisión estudió la Partida, y la aprobó con las siguientes enmiendas:

Programa 19.02.01, Subsecretaría de Telecomunicaciones

- Agregar en el primer párrafo de la glosa 08, asociada a la asignación 33.01.039, Fondo de Desarrollo de las Telecomunicaciones, a continuación de la expresión “Fibra Óptica”, lo siguiente: “de la Zona Austral, Puerto Montt, Palena, Aysén, Magallanes y Antártica Chilena”.

- Agregar al final de la misma glosa 08, el siguiente párrafo nuevo:

“El Estado se reservará una porción al menos proporcional a las inversiones en conexión digital que realice o subsidie.”.

-o-

Sobre esta Partida recayeron las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Horvath:

Capítulo 02; Programa 01 (Subsecretaría de Telecomunicaciones). (89)

Para agregar una glosa 09 nueva, del siguiente tenor:

“09 Los proyectos de redes de Fibra Óptica financiados con parte de fondos públicos dejarán una proporción de su capacidad para el Estado.”.

Capítulo 02; Programa 01 (Subsecretaría de Telecomunicaciones). (90)

Para agregar en el inciso primero de la glosa 08, a continuación de las palabras “Fibra Óptica”, lo siguiente:

“que incluye Fibra Óptica Austral, Puerto Montt, Provincia de Palena, Región de Aysén, Región de Magallanes y Antártica Chilena.”.

Las indicaciones números 89 y 90 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

De S.E. la Presidenta de la República:

Capítulo 02; Programa 01 (Subsecretaría de Telecomunicaciones). (117)

- Para reemplazar en el inciso primero de la glosa 08 las palabras “Puerto Montt, Palena, Aysén, Magallanes y la Antártica Chilena” por las siguientes: “entre Puerto Montt y Punta Arenas”.

- Para reemplazar el inciso final por el siguiente:

“En la licitación del proyecto, el Estado deberá considerar, entre otras condiciones, aquellos requerimientos de capacidad de infraestructura para el servicio y uso exclusivo de los organismos públicos que determine.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 12 miembros presentes de la Comisión.

Como consecuencia de esta aprobación, se dio por aprobada, con modificaciones, la primera de las enmiendas efectuadas por la Quinta Subcomisión; y por rechazada la segunda. Ambas, por la misma unanimidad señalada precedentemente.

De los Honorables Senadores señores García Huidobro, Horvath y Prokurica, y del Honorable Diputado señor Berger: 

Capítulo 01; Programa 03 (Transantiago). (161)

Para agregar la siguiente glosa asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”.

Capítulo 01; Programa 05 (Fiscalización y Control). (162)

Para agregar la siguiente glosa asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”.

Capítulo 01; Programa 06 (Subsidio Nacional al Transporte Público). (163)

Para agregar la siguiente glosa asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”.

Capítulo 02; Programa 01 (Subsecretaría de Telecomunicaciones). (164)

Para agregar la siguiente glosa asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 518 (Programa Fortalecimiento Regional):

“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre la ejecución y destino de estos recursos.”.

Capítulo 03; Programa 01 (Junta de Aeronáutica Civil). (165)

Para agregar la siguiente glosa asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 001 (Convenio de Atención de Usuarios):

“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre la ejecución y destino de estos recursos.”.

Las indicaciones números 161, 162, 163, 164 y 165 fueron aprobadas por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Seguidamente, el Honorable Diputado señor Santana solicitó votación separada de la Asignación 511 (Subsidios al Transporte Regional) asociada al Ítem 01, Subtítulo 24, Programa 06 (Subsidio Nacional al Transporte Público) del Capítulo 01.

Puesta en votación la asignación, fue aprobada por 12 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención.

Cabe tener presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley 
N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en las glosas pertinentes asociadas a los Programas 01 de los Capítulos 01, 02 y 03 de la presente Partida 19.

- Puesto en votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 15 miembros presentes de la Comisión. 

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO

La Partida fue analizada por la Segunda Subcomisión, que la aprobó con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01

Secretaría General de Gobierno


--Redúzcase en el subtítulo 24 Transferencias Corrientes, Ítem 03 A Otras Entidades Públicas, la asignación 313 denominada “División de Organizaciones Sociales”, en $156.784 miles.


--Increméntese en el subtítulo 24 Transferencias Corrientes, Ítem 03 A Otras Entidades Públicas, la asignación 316 denominada “Fondo de Fomento de Medios de Comunicación Regionales, Provinciales y Comunales”, en $156.784 miles.


--En la GLOSA 05, reemplázase en el primer inciso la cantidad de “452.065” por “295.281”.

--En la GLOSA 06, reemplázase en el tercer inciso, la frase “destinará el 50%” por “destinará a lo menos el 75%”.

-o-

La Partida fue objeto de la siguiente indicación:

De los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría General de Gobierno). (37)

Para disminuir, en la letra d) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21 (Gastos en Personal), el guarismo “1.326.414 Miles de $”, hasta “1.075.800 Miles de $”.

La indicación fue rechazada por 13 votos en contra y 5 a favor.

Cabe tener presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley 
N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 02 de los Programas 01, Capítulos 01 y 02 de la Partida 20.

Puestas en votación las enmiendas propuestas por la Segunda Subcomisión, fueron aprobadas por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

- En votación el resto de la Partida, resultó aprobada por la misma unanimidad precedentemente señalada. 

PARTIDA 21

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

La Primera Subcomisión aprobó esta Partida sin enmiendas, pero dejando pendiente para el pronunciamiento de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la consideración de los siguientes asuntos:


-- Asignación 341, Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales, del Ítem 03, del Subtítulo 24, del Programa 01, del Capítulo 01, Subsecretaría de Servicios Sociales,y


-- Asignación 043, Fondo de Tierras y Aguas Indígenas, del Ítem 01, del Subtítulo 33, del Programa 01, del Capítulo 06, Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

-o-

Sobre la Partida recayeron las siguientes indicaciones:

De S.E. la Presidenta de la República:

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación Nacional de Desarrollo Indígena). (116)

Para agregar la siguiente nueva glosa, asociada a la asignación 33.01.043 “Fondo de Tierras y Aguas Indígenas”:

“La priorización de estos recursos podrá considerar la antigüedad del acto de reconocimiento del derecho de restitución.”. 

La indicación fue retirada por el señor Ministro de Hacienda, quien la había suscrito junto a S.E. la Presidenta de la República.

De los Honorables Diputados señor De Mussy, Melero, Silva y Urrutia:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales). (137)

Para eliminar en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 315 (Elige Vivir Sano), a continuación del primer punto (.) seguido, la siguiente frase:

“Además estos recursos podrán financiar proyectos de instituciones públicas o de personas jurídicas del sector privado que no persigan fines de lucro.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales). (138)

Para reemplazar en glosa 02 existente, asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), en su letra a) las expresiones “el inciso segundo del artículo 10 de la ley N 18.834”, por las siguientes:

“el inciso segundo del artículo 9° de la ley N 18.834.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de esta aprobación, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

Tal enmienda, aprobada con la misma unanimidad señalada precedentemente, en el caso de la Partida 21 se extiende, además, a los Programas 01 de los Capítulos 02, 04, 05, 06, 08 y 09, como se consignará en su oportunidad.

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social). (139)

Para agregar en la glosa 17 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 003 (Intervención en Territorios), en su inciso segundo, a continuación de la frase “celebrar convenios” las expresiones: “que se sujeten a los fines propios del Servicio.”.

La indicación fue rechazada por 13 votos en contra, 7 a favor y 1 abstención.

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social). (140)

Para agregar en la glosa 17 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 003 (Intervención en Territorios), después del primer punto (.) seguido, lo siguiente: 

“Podrá destinarse hasta $10.000 miles para gastos de administración, incluido personal; y podrá destinarse $10.000 miles para bienes de consumo.”.

Capítulo 01; Programa 05 (Ingreso Ético Familiar y Sistema Chile Solidario). (141)

Para reemplazar en la glosa 11 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 344 (Programa de Apoyo a Familias para el Autoconsumo), la palabra “huertos” por “proyectos”.”.

Las indicaciones números 140 y 141 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales). (142)

Para agregar en la glosa 11 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignaciones 348 (Programa Piloto de Mediadores Sociales Interculturales), 350 (Programa Comunidades Saludables) y 351 (Sistema Nacional de Cuidado), el siguiente inciso segundo:

“La Subsecretaría de Servicios Sociales deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, de manera trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, información sobre la implementación, avances y resultados de estos nuevos programas, así como del estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales). (143)

Para agregar una nueva glosa asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 341 (Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales), en el siguiente sentido:

“La Subsecretaría de Servicios Sociales deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, de manera trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, información sobre el avance del proceso de encuestaje.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales). (144)

Para intercalar en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 315 (Elige vivir Sano), después de la frase “En el convenio que suscriba al efecto”, lo siguiente: “con las entidades ejecutoras”.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social). (145)

Para agregar en la glosa 17 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 003 (Intervención en Territorios), el siguiente inciso final:

“Adicionalmente, el Fondo de Solidaridad e Inversión Social, deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, de manera trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social). (146)

Para agregar en la glosa 18 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignaciones 004 (Huertos Comunitarios) y 006 (Habitabilidad en Comunidades), el siguiente inciso final:

“Adicionalmente, el Fondo de Solidaridad e Inversión Social, deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, de manera trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Evaluación Social). (147)

Para reemplazar en la glosa 04 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), el inciso segundo por el siguiente: 

“Asimismo, esta subsecretaría deberá remitir trimestralmente copias actualizadas de evaluaciones de los programas que realiza y que digan relación con el objeto de su creación, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

De la Honorable Senadora señora Von Baer:

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación Nacional de Desarrollo Indígena). (159)

Para sustituir la glosa 05 asociada a las Asignaciones 043 (Fondo de Tierras y Aguas Indígenas) (FTAI) y 999 (Programa de Apoyo al Fondo de Tierras y Aguas Indígenas), por la siguiente:

“La distribución se efectuará por resolución del Servicio, con visación de la Dirección de Presupuestos, la que podrá ser dictada a contar de la fecha de publicación de esta ley. Sin embargo, la entrega de tierras fundamentada en la solución de conflictos a que se refiere el artículo 20 b) de la Ley 19.235, se efectuará una vez promulgado el Reglamento que fije criterios de selección y priorización de la población potencial susceptible de recibir tierras.

La Corporación Nacional de Desarrollo Indígena deberá informar trimestralmente a la Comisión Mixta de Presupuestos tanto la nómina de beneficiarios como su metodología de elección y actividades realizadas con estos recursos

Asimismo, CONADI deberá entregar un informe semestral, con un listado con los predios tomados, el que contendrá además una nómina de los afectados, y la respectiva individualización de las Comunidades que han incurrido en dichos hechos de violencia, quienes quedan inhabilitados para acceder a tierras adquiridas con este fondo.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Horvath:

Glosas comunes a la Partida. (166)

Para crear la siguiente glosa, nueva:

“Toda la información a la Comisión Mixta de Presupuestos que se señale en los Capítulos y Programas será regionalizada.”.

La indicación fue retirada por su autor.

Capítulo 08; Programa 01 (Servicio Nacional del Adulto Mayor). (167)

Para agregar en la glosa 08 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 713 (Programa Turismo Social para el Adulto Mayor), un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

“Este programa considera convenios para capacitar a sus beneficiarios en servicios e información turística.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social). (168)

Para agregar en la glosa 14 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 002 (Programa de Desarrollo Social),los siguientes incisos:

“Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de la entrega de este subsidio.

Se procurará entregar este subsidio en Febrero a fin de que los beneficiados puedan adquirir leña seca y a mejor precio.”.


La indicación fue retirada por su autor.

Enseguida, fueron puestos en votación los asuntos dejados pendientes por la Primera Subcomisión, que resultaron aprobados por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión.

- Puesto en votación el resto de la Partida, finalmente, fue aprobado por la misma unanimidad señalada precedentemente. 

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Esta partida fue estudiada por la Segunda Subcomisión, que la despachó sin enmiendas.

-o-

Fue objeto de la siguiente indicación:

De los Honorables Diputados señores De Mussy y Silva:

Capítulo 01; Programa 06 (Consejo Nacional de la Infancia). (57)

Para sustituir la glosa 01 por la siguiente:

“01 Las nuevas contrataciones se harán previo concurso público y tendrán la calidad de agentes públicos para todos los efectos legales.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Cabe tener presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley 
N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 03 asociada al Programa 01, Capítulo 01 de la Partida 22.

- Puesta en votación la Partida, fue aprobada por la unanimidad de los 21 miembros presentes de la Comisión. 

PARTIDA 23

MINISTERIO PÚBLICO

La partida fue estudiada por la Tercera Subcomisión, que la aprobó sin enmiendas.

-o-

Fue objeto de las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Montes:

Capítulo 01; Programa 01 (Ministerio Público). (54)

Para incorporar en la glosa 03 asociada al Programa, a continuación del punto seguido del inciso primero, lo siguiente:

“Asimismo, señalará el promedio de causas seguidas por fiscal, desagregado por fiscalía local y el listado de fiscales que hubieran abandonado la institución por cualquier causa en dicho período.”.

La indicación fue rechazada por 10 votos en contra y 8 a favor.

De los Honorables Diputados señores Melero y Silva:

Capítulo 01; Programa 01 (Ministerio Público). (59)

Para agregar en la glosa 02 asociada al Programa, un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor:

“Asimismo, se deberá enviar semestralmente a las respectivas comisiones, el detalle de los sumarios administrativos y sus resultados iniciados respecto de los funcionarios del Ministerio Público.”.

La indicación fue rechazada por 10 votos en contra y 7 a favor.

Capítulo 01; Programa 01 (Ministerio Público). (60)

Para incorporar en la glosa 03 asociada al Programa, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Asimismo, a las mismas comisiones se enviará trimestralmente información relativa a la carga de trabajo de cada uno de los fiscales del Ministerio Público, identificándose el número de casos tramitados, de archivos provisionales y suspensiones condicionales del procedimiento realizadas, sentencias definitivas obtenidas, tanto condenatorias como absolutorias, tiempo promedio de tramitación de sus casos y el número de víctimas atendidas.”.

La indicación fue rechazada por 10 votos en contra y 8 a favor.

- Puesta en votación la Partida, fue aprobada por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 24

MINISTERIO DE ENERGÍA

Esta Partida fue estudiada por la Quinta Subcomisión, que la aprobó con las siguientes enmiendas:


- Agregar el siguiente inciso segundo en la Glosa 02, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):


“La información se entregará detallada por Región y localidad.”.

Capítulo 01

Programa 01

Subsecretaría de Energía


- Agregar la siguiente letra d) a la Glosa 07, asociada al Subtítulo 24, ítem 03, asignación 009 (ENAP):


“d) Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos de eficiencia energética y del uso del gas en Magallanes.”.


- Incorporar la siguiente Glosa 11:


“11 Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances en materia de estudios sobre cuencas.”.

Capítulo 01

Programa 03

Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables No Convencionales


- Agregar la siguiente Glosa 05:


“05 Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances en materia de participación ciudadana y de ordenamiento territorial.”.


- Incorporar el siguiente inciso final en las Glosas 02 y 03 asociadas al Subtítulo 24, ítem 03, asignaciones 003 y 008:


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”.

Capítulo 01

Programa 04

Energización Rural y Social


- Agregar el siguiente inciso final en las Glosas 02 y 03 asociadas al Subtítulo 24, ítem 03, asignación 004 (Aplicación Programa Energización Rural y Social), y al Subtítulo 33, ítem 03, asignación 002 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo-Programa 05):


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”.

Capítulo 01

Programa 05

Plan de Acción de Eficiencia Energética


- Reducir la siguiente asignación, por el monto que se señala:


“Subtítulo 24, Transferencias Corrientes, Ítem 01, al Sector Privado, Asignación 006, Agencia Chilena de Eficiencia Energética, 5.716.500 miles de $.”.


- Incorporar la siguiente asignación, con el monto que se señala:


“Subtítulo 33, Transferencias de Capital, Ítem 01, al Sector Privado, Asignación 001, Agencia Chilena de Eficiencia Energética, 5.716.500 miles de $.”.


- Asociar la Glosa 04 a la Asignación 001, del Ítem 01, del Subtítulo 33.


Como consecuencia de esta modificación, reducir el monto dispuesto para el Subtítulo 24 a $3.915.375 miles.

-o-

La Partida fue objeto de las siguientes indicaciones:

De los Honorables Senadores señores García y García-Huidobro:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Energía). (11)

Para agregar un inciso final en la letra a) de la glosa 07 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), ítem 03, asignación 009 (Empresa Nacional del Petróleo):

“Anualmente se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los estudios realizados para buscar alternativas de solución al problema energético de la Región de Magallanes y Antártica Chilena”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Energía). (12)

Para reemplazar la letra c) de la glosa 07 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), ítem 03, asignación 009 (Empresa Nacional del Petróleo), por la siguiente:

“Los recursos considerados en las letras a) y b) precedentes, sólo podrán incrementarse mediante autorización expresa otorgada por ley”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Energía). (13)

Para incorporar un inciso segundo en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), ítem 02, asignación 001 (Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica), del siguiente tenor:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Energía, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 03 (Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables No Convencionales). (14)

Para incorporar un inciso segundo en la glosa 04 asociada al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital), ítem 02, asignación 001 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo), del siguiente tenor:

“El Ministerio de Energía, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un cronograma con la implementación y puesta en marcha de la instalación de dichos Sistemas, así como un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa: 04 (Programa Energización Rural y Social). (15)

Para incorporar un inciso tercero en la glosa 03 asociada al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital), ítem 02, asignación 002 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo - Programa 05), del siguiente tenor:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Energía, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 02; Programa 01 (Comisión Nacional de Energía). (16)

Para agregar en la glosa 04 asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), el siguiente inciso:

“Los recursos para nuevos estudios se asignarán mediante concursos públicos”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Enseguida, el Honorable Diputado señor Silva,solicitó votación separada del Subtítulo 22 (Bienes y Servicios y de Consumo), correspondiente al Capítulo 02, Programa 01 (Comisión Nacional de Energía).

Puesto en votación el Subtítulo 22, resultó aprobado por 11 votos a favor y 6 en contra. 

Cabe tener presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley 
N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 01 común a toda la Partida 24.


A continuación, fueron puestas en votación las modificaciones aprobadas por la Quinta Subcomisión, que resultaron aprobadas por la unanimidad de los 13 miembros presentes de la Comisión.

- Puesto en votación el resto de la Partida, finalmente, fue aprobado por la misma unanimidad precedentemente señalada.

PARTIDA 25

MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Esta partida fue estudiada por la Segunda Subcomisión, que la despachó sin enmiendas.

-o-

Fue objeto de las siguientes indicaciones:

De los Honorables Senadores señores García-Huidobro y García Ruminot:

Capítulo 03; Programa 01 (Superintendencia del Medio Ambiente). (6)

Para agregar, en el inciso final de la glosa 04 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 001 (Programas de Fiscalización Ambiental), a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“Asimismo, deberá informar a dicha Comisión, a más tardar el 30 de enero, acerca de las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa.”.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (7)

Para agregar la siguiente nueva glosa, asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión):

“La Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar a más tardar el 30 de enero a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la distribución de los recurso, las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa.”.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (8)

Para sustituir, en el inciso segundo de la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 003 (Programa Recambio de Artefactos de Combustión a Leña y de Secado de Leña), la frase “Asimismo, la Subsecretaría de Medio Ambiente deberá informar a más tardar el 30 de enero a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la distribución regional de los recursos.” por:

“Asimismo, la Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar a más tardar el 30 de enero a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas,el estado de ejecución de sus recursos, la distribución regional de los recursos, el listado de las comunas beneficiadas y los criterios de priorización utilizados.”.

Las indicaciones números 6, 7 y 8 fueron aprobadas, con enmiendas, por la unanimidad de los 14 miembros presentes de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (9)

Para reemplazar el inciso segundo de la glosa 05 existente, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 001 (Instituciones Colaboradoras), por el siguiente:

“Los recursos para nuevos estudios se asignarán mediante concursos públicos. Asimismo, los respectivos convenios que se suscriban al efecto deberán estipular, a lo menos, las acciones a desarrollar, metas, plazos y la forma de rendir cuenta del uso de los recursos.”.


La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (10)

Para agregar en el literal b) de la glosa 04, asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la siguiente oración final:

“La Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados planes de descontaminación.”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 16 miembros presentes de la Comisión.

Del Honorable Senador señor García Ruminot:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (40)

Para reemplazar en el inciso segundo de la glosa 06, asociada al subtítulo 24, ítem 01, asignación 003 (Programa Recambio de Artefactos de Combustión a Leña y de Secado de Leña) la palabra “semestralmente” por “trimestralmente”, y

Para eliminar en el inciso segundo de la glosa 06, asociada al subtítulo 24, ítem 01, asignación 003 (Programa Recambio de Artefactos de Combustión a Leña y de Secado de Leña) la frase: “durante el semestre anterior.”.

La indicación fue retirada por su autor.

De la Honorable Diputada señora Molina:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (76)

Para incorporar una nueva glosa 05, pasando la actual glosa 05 a ser 06 y así sucesivamente, asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), del siguiente tenor:

“Con cargo a estos recursos se podrán financiar actividades para la difusión y conmemoración del día Nacional de Protección del Medio Ambiente.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Del Honorable Senador señor Horvath:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). (85)

Para agregar a la glosa 06 el siguiente inciso final:

“La Subsecretaría informará trimestralmente a la Comisión Mixta de Presupuestos acerca de las empresas regionales que postulen al recambio de artefactos y la posibilidad de reciclar los artefactos que se cambian y de evitar su chatarrización.”.

La indicación fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión.

Cabe tener presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en la glosa 02 de los Programas 01, Capítulos 01, 02 y 03 de la Partida 25.

- En votación el resto de la Partida, fue aprobado por la unanimidad de los 19 miembros presentes de la Comisión. 

PARTIDA 26

MINISTERIO DEL DEPORTE

Fue analizada por la Segunda Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos, que la aprobó con las siguientes enmiendas:

Capítulo 02

Instituto Nacional de Deportes

Programa 01

Instituto Nacional de Deportes

Incrementar la asignación e ítem que se indica, en el monto que se señala:

- Subtítulo 24 Transferencias Corrientes, Ítem 01 Al Sector Privado, asignación 337 denominada “Liderazgo Deportivo Nacional”, en $2.100.000 miles.

- Subtítulo 09, Ítem 01 “Aporte Fiscal Libre”, en $2.100.000 miles

Programa 02

Fondo Nacional para el Fomento del deporte

Agregar en el párrafo segundo de la Glosa 03, asociada a los Subtítulos 24 Transferencias Corrientes y 33 Transferencias de Capital, a continuación del punto seguido (.), la siguiente frase:

“Además, dicha información deberá remitirse trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”.

-o-


Fue objeto de las siguientes indicaciones:

Del Honorable Senador señor Montes:

Capítulo 02; Programa 01 (Instituto Nacional de Deportes). (55)

Para incorporar en el inciso primero de la glosa 07, a continuación de la expresión “económica”, lo siguiente: “su aporte al fortalecimiento de la educación pública y al entorno de escuelas y liceos.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Puesta en votación la resolución del señor Presidente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional, se registraron 10 votos a favor y 9 en contra.

En consecuencia, la indicación fue declarada inadmisible.

Capítulo 02; Programa 02 (Fondo Nacional para el Fomento del Deporte). (56)

Para incorporar en el inciso final de la glosa 03 entre la expresión “externas” y el punto (.) final, lo siguiente: “y considerará, durante el año 2015, además de los criterios a que se refiere dicho precepto el aporte de las iniciativas propuestas al fortalecimiento de la educación pública y el entorno de escuelas y liceos.”.

La indicación fue declarada inadmisible por el señor Presidente de la Comisión.

Cabe tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 138, recaída en la Partida 21, la Comisión advirtió la necesidad de efectuar una enmienda de referencia en las distintas glosas del proyecto de presupuestos que aluden a la ley N° 18.834.

En consecuencia, acordó, por la unanimidad de sus 21 miembros presentes, realizar una modificación en las glosas 02 y 04 de los Programas 01 de los Capítulos 01 y 02, respectivamente,de la presente Partida 26.

Enseguida, puestas en votación las modificaciones aprobadas por la Segunda Subcomisión, resultaron aprobadas -la segunda de ellas con enmiendas- por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

Cabe hacer presente que la aprobación de la primera modificación introducida por la Subcomisión incide, asimismo, sobre las modificaciones aprobadas en la Partida 50 (Tesoro Púbico).

- Puesto en votación el resto de la Partida, finalmente, fue aprobado por la unanimidad de los 20 miembros presentes de la Comisión.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO

Fue estudiada por la Primera Subcomisión, que la aprobó sin modificaciones, con excepción de la Glosa 10 y la indicación formulada a la misma, de la Asignación 003 Bonificación Forestal D.L. N° 701, de 701, Ítem 01, Subtítulo 33, Programa 02 Subsidios, cuya votación acordó dejar pendiente para la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

-o-

La Partida fue objeto de la siguiente indicación:

De S.E. la Presidenta de la República:

Capítulo 01; Programa 02 (Subsidios). (196)

Para reemplazar la glosa 10 por la siguiente:

“Con cargo a esta asignación se podrá pagar durante el año 2015 bonificaciones otorgadas en años anteriores, en los términos señalados en el D.L. N° 701, de 1974.

La Corporación Nacional Forestal informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos del Congreso Nacional acerca de la aplicacióny rendimiento en hectáreas forestadas por la Bonificación Forestal D.L. N° 701, de 1974.

Trimestralmente, el Ministerio de Agricultura informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobrela utilización de estos recursos, indicando las personas beneficiarias, montos asignados y metas cumplidas.”.

La indicación, que aborda justamente los asuntos dejados pendientes por la Primera Subcomisión, fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 15 miembros presentes de la Comisión.

Cabe hacer presente, por otra parte, que en virtud de la aprobación de las indicaciones números 109 (formulada a la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública), 193 (a la Partida 09 Ministerio de Educación), y 169 (a la Partida 16, Ministerio de Salud), deben realizarse enmiendas adicionales en la Partida 50, de las que se da cuenta en el Capítulo de Modificaciones del presente informe.

- En votación el resto de la Partida, fueaprobado por la unanimidad de los 15 miembros presentes de la Comisión.

ARTICULADO

El articulado del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015 fue estudiado por la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, y sobre él recayeron las siguientes indicaciones:

De la Honorable Diputada señora Hernando y de los Honorables Diputados señores Espinosa, Jarpa, Pérez, don José y Robles:

Artículo 6°. (2)

Al inciso tercero, para intercalar, entre los términos “contratos,” y “y sin perjuicio”, la frase “o mantengan deudas de cualquier tipo con otras empresas que hayan participado en las obras,”; y para reemplazar la frase “en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos”, por “como requisito de no admisión de sus propuestas en futuras licitaciones”.

Artículo 7°. (3)

Para incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero y final:

“En caso que los recursos transferidos sean utilizados para otros fines o destinos, el organismo a cargo de dichos recursos podrá suspender su transferencia hasta que la situación se regularice y se lleven a cabo los reintegros que correspondan, en un plazo no superior a treinta días y sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan”.

Artículo 10. (4)

Para incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Las contrataciones permitidas en este artículo, de ninguna forma afectarán los contratos vigentes de quienes se desempeñan como titulares en los cargos con reemplazo, ni éstos se entenderán como vacantes para efectos legales.

El uso de esta facultad solo se llevará a cabo cuando fuera estrictamente necesario de acuerdo a las funciones del cargo y al cumplimiento de metas de gestión”.

Artículo 13. (5)

Para reemplazar, en la enumeración del inciso primero, la frase “para su programa de inversión;” por “, para programas de inversión de la comuna donde se encuentra ubicado el inmueble enajenado;”.

Las indicaciones números 2, 3, 4 y 5 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión. 

Del Honorable Senador señor Tuma:

Artículo 14. (200)

Para incorporar un inciso final del siguiente tenor:

“Toda información que de acuerdo a lo establecido en esta ley deba ser remitida a las comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada en formato digital susceptible a ser analizada utilizando software de manejo de base de datos”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 17 miembros presentes de la Comisión.

Artículo 14. (201)

Para agregar un nuevo numeral, del siguiente tenor:

“Informe, antes del 31 de marzo de 2015, acerca del presupuesto de la nación desagregado a nivel regional, cuando corresponda, por cada una de las partidas que se ejecutan en dichos territorios. Además, trimestralmente se informará respecto de la ejecución por partida incorporando indicadores de ejecución del gasto regionalizado”.

La indicación fue aprobada, con enmiendas, por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

Del mismo modo, la misma unanimidad señalada precedentemente acordó realizar enmiendas de redacción en el inciso cuarto del artículo 14 y en el número 4 del artículo 21. Lo hizo con arreglo a lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Artículo 14. (202)

Para agregar el siguiente numeral nuevo:

“Incorporar en la página de acceso al presupuesto de la nación, aplicaciones interactivas con formularios de auto consulta que permitan a los ciudadanos conocer los principales indicadores, variaciones y nivel de ejecución presupuestaria, de cada uno de los ministerios, organismos dependientes e instituciones públicas”.

Artículo 14. (203)

Para incorporar un numeral nuevo del siguiente tenor:

“Generar una base de datos del presupuesto de la nación consolidada y estandarizada, desagregada a nivel regional, disponible en distintos formatos para uso de software de tratamiento de datos duros por parte de los ciudadanos e instituciones”.

Del Honorable Diputado señor Bellolio:

Para incorporar un artículo nuevo, del siguiente tenor: (204)

El Ministerio de Hacienda a través de la Dirección de Presupuestos en conjunto con la Dirección de Compras y Contratación Pública evaluarán los procesos licitatorios de las compras del Estado, con el fin de obtener resultados para la mejora del sistema.”.

Para incorporar un artículo nuevo, del siguiente tenor: (205)

“Según corresponda, los nuevos ingresos a los distintos Ministerios y Servicios que se efectúen en calidad de Contrata con cargo a la Dotación, se harán bajo la modalidad de Concurso Público.

Asimismo, las nuevas contrataciones de personal en calidad de Honorarios con cargo a Convenios con Personas Naturales deberán realizarse mediante procesos objetivos y a través del portal www.empleospublicos.cl. La nómina de personas contratadas en cada programa, así como el monto de los horarios que perciban mensualmente, se informará semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, por medio electrónicos”.

Las indicaciones números 202, 203, 204 y 205 fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión.

- Puesto en votación el resto del articulado, fue aprobado por la unanimidad de los 18 miembros presentes de la Comisión.

-o-

Capítulo DE MODIFICACIONES

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión Especial Mixta de Presupuestos tiene el honor de proponeros las siguientes enmiendas a las Partidas y artículos que se indican:

PARTIDA 01

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Presidencia de la República).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01; Programa 01 (Senado).


- Realizar la siguiente modificación:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Reducir en

	22
	
	
	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	216.139

	

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar en

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	216.139

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	216.139

	
	
	007
	Otras transferencias 05
	216.139


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 15x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Sustituir, en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. (Unanimidad 16x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Crear la glosa 5, nueva, asociada a la asignación 007, Otras Transferencias, del siguiente tenor:

“05 Incluye hasta $ 216.139 miles para contratar personal que se desempeñe en TV Senado, en la modalidad jurídica prevista en el artículo 3° A, de la Ley N° 18.918.”.”. (Unanimidad 15x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 02; Programa 01 (Cámara de Diputados).

- Sustituir, en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 95). 

Capítulo 03; Programa 01 (Biblioteca del Congreso).

- Sustituir, en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. (Unanimidad 16x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 04; Programa 01 (Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias).

- Sustituir, en la glosa 02, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. (Unanimidad 16x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Crear la siguiente glosa 03, nueva, asociada al Programa:

“03 Incluye $480.946 miles, para los gastos en personal, operación y funcionamiento del Comité de Auditoría Parlamentaria.”. (Unanimidad 15x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Agregar a la nueva glosa 03, asociada al Programa, después del punto aparte (.), el siguiente inciso, nuevo:

“En enero, el Comité informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el desglose en los distintos conceptos de gasto de dichos recursos y, trimestralmente, remitirá un informe de su ejecución presupuestaria a la misma Comisión. Copia de ambos informes deberán enviarse a la Dirección de Presupuestos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 96).

PARTIDA 03

PODER JUDICIAL

Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Partida 03, Poder Judicial. 

- Incorporar la siguiente glosa 01, nueva, asociada a la Partida:

“La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá enviar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el detalle de los gastos de los recursos destinados al proyecto Memoria Histórica de Derechos Humanos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 58).

PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA

Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio de Gobierno Interior).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Reemplazar, en la glosa 08, el punto seguido (.) que sucede a la palabra Programa”, por lo siguiente:

“, correspondiente a proyectos, acciones, actividades, programas o iniciativas para una o más provincias para la prevención, mitigación y manejo de los riesgos naturales, sociales y económicos. Estos recursos serán transferidos a las Gobernaciones Provinciales mediante resolución de la Subsecretaría del Interior, estableciéndose previamente los criterios, procedimientos y límite de los gastos para su asignación.”. (Unanimidad 14x0. Aprobación enmienda Subcomisión)

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio Electoral).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 04; Programa 01 (Oficina Nacional de Emergencia).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, en la glosa 06, el siguiente inciso final, nuevo:

“Los equipos de la Red Sismológica Nacional, tanto los ya instalados como los que se instalarán durante el año 2015 en terrenos de privados, requerirán solamente de la autorización simple de los respectivos propietarios.”. (Unanimidad 14x0. Aprobación enmienda Subcomisión)

Capítulo 05; Programa 01 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 05; Programa 03 (Programas de Desarrollo Local). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Reducir en

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	8.000.000

	
	01
	
	Libre
	8.000.000

	33
	
	
	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	8.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	8.000.000

	
	
	005
	Municipalidades (programa de mejoramiento urbano y equipamiento comunal)
	4.000.000

	
	
	006
	Municipalidades (programa mejoramiento de barrios)
	4.000.000

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 9x5 en contra. Indicación número 109)


- Incorporar, en la glosa 02, el siguiente inciso final, nuevo:

“La Subsecretaría deberá informar trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, respecto de los convenios celebrados con municipios y con entidades públicas o privadas sin fines de lucro, para la ejecución de este programa. El informe del primer trimestre deberá incluir, además, la información de los municipios beneficiarios de este programa el año 2014.”. (Unanimidad 14x0. Aprobación enmienda Subcomisión)

Capítulo 05; Programa 05 (Transferencias a Gobiernos Regionales).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Reducir

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	7.000.000

	
	01
	
	Libre
	7.000.000

	33
	
	
	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	7.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	7.000.000

	
	
	021
	Provisión puesta en valor del patrimonio
	3.500.000

	
	
	130
	Provisión saneamiento sanitario
	1.000.000

	
	
	426
	Provisión energización
	2.500.000

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 9x5 en contra. Indicación número 109)


Capítulo 07; Programa 01 (Agencia Nacional de Inteligencia).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 08; Programa 01 (Subsecretaría del Prevención del Delito). (107)

- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Intercalar en el inciso tercero de la glosa 06, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 015 (Programas de Prevención en Seguridad Ciudadana), entre el vocablo “tratamiento” y la expresión “de drogas”, lo siguiente:

“y/o prevención”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 107)

Capítulo 09; Programa 01 (Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación Consumo de Drogas y Alcohol).

- Sustituir en el subtítulo 24, ítem 02, Asignación 003, la denominación Programa Barrios Críticos - Subsecretaría de Prevención del Delito”, por “Juntos Más Seguros - Subsecretaría de Prevención del Delito”.

- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Incorporar, en la glosa 05, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El Servicio deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de la ejecución de estos recursos por parte de la Subsecretaría de Prevención del Delito.”. (Unanimidad 14x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría del Interior).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, en la glosa 11, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Semestralmente los Delegados Presidenciales, a través de la Subsecretaría del Interior, remitirán un informe de su gestión a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”. (Unanimidad 14x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Glosas comunes para todos los Programas 01 de los Gobiernos Regionales

- Sustituir en la letra a) de la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Glosas comunes para todos los Programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el Programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena.

Modificar la glosa 02, en el siguiente sentido:

- Intercalar, en el párrafo primero del numeral 2.1, entre el punto seguido (.) y la palabra “Asimismo”, la siguiente frase:

“Las instituciones privadas sin fines de lucro podrán ser beneficiarias de estos recursos siempre que al momento de postular tengan una personalidad jurídica vigente no inferior a 2 años.”.

- Intercalar, en el párrafo tercero del numeral 2.1, entre el punto seguido (.) y la palabra “Quedarán”, la siguiente frase:

“En cada Gobierno Regional se constituirá un comité resolutivo, para cada tipología de actividad que se someta a concurso, que resolverá a partir de la evaluación efectuada por el Gobierno Regional a las postulaciones recibidas. Estos comités resolutivos estarán integrados por funcionarios públicos, donde se deberá incluir al menos uno de otra institución pública relacionada con la tipología específica de que trate el comité, designados por acuerdo del Consejo Regional respectivo.”.

- Reemplazar, en el párrafo tercero del numeral 2.1, la segunda oración “Quedarán excluidos de estos procedimientos los recursos que se destinen al funcionamiento de los teatros regionales o municipales.”, por la siguiente:

“Quedarán excluidos de estos procedimientos los recursos que se destinen al funcionamiento de los teatros regionales o municipales, a las actividades de carácter social que se aprueben a instituciones privadas sin fines de lucro y a aquellas actividades culturales de carácter regional que haya decidido ejecutar directamente el Gobierno Regional.”. (Mayoría de votos 9x5 abstenciones. Indicación número 106).

- Incorporar en el numeral 2.4, un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Respecto de los recursos transferidos a las instituciones señaladas, los Gobiernos Regionales deberán informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y en las páginas web de la institución y del correspondiente Gobierno Regional, lo siguiente: planificación anual; requerimientos de personal y sus perfiles; número de cargos; los concursos para la contratación de personal y sus resultados; número de profesionales contratados con descripción de funciones y remuneraciones asociadas; transferencias y ejecución presupuestaria, y licitaciones e indicadores de gestión.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 62).

- En el párrafo primero del numeral 3.5, reemplazar el primer punto seguido (.) por la siguiente frase: “, o para comunidades beneficiarias de predios acogidos a los artículos 20, letras a) y b), y 21 de la ley N° 19.253.”.

- En el párrafo primero del numeral 5.1, reemplazar la frase entre paréntesis () “incluso los destinados a concursos de riego” por la frase “incluso los destinados a concursos de riego y aquellos que se ejecuten en los recintos indicados en el numeral 4.2.7 de esta glosa”.

- En el párrafo primero del numeral 5.9, intercalar entre los términos “infraestructura pública” y la coma (,) que le sigue, la frase: “(incluso aquellas de carácter social o deportivo que se ejecuten en los recintos indicados en el numeral 4.2.7 de esta glosa)”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 108).

Modificar en el inciso primero de la glosa 10, lo siguiente:

- Sustituir la frase “Hasta un total que no supere el 5% de su presupuesto consultado en la presente Ley aprobada por el Congreso Nacional podrá ser destinado por cada Gobierno Regional a” por la expresión “Los Gobiernos Regionales podrán financiar”.

- Reemplazar la expresión “vecinales y casetas sanitarias.” por “vecinales, casetas sanitarias, agua potable rural, ya sea a través de sistemas de agua potable y/o de abastos de agua y compra de derechos de agua para abastecimiento doméstico. Los planes podrán contemplar recursos para otorgar la certidumbre jurídica de la propiedad indígena (goces) a los beneficiarios de los planes, así como para tramitar y otorgar las servidumbres necesarias para los proyectos.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 108).

PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES

Aprobarla, con la siguiente modificación:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General y Servicio Exterior).

- Agregar un inciso segundo a la glosa 02, del siguiente tenor: 

“En el mes de enero se informará a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la programación de las actividades financiadas con los recursos del Programa Comunidades de Chilenos en el Exterior, y semestralmente sobre la ejecución de dichos recursos.”. (Unanimidad 20x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 02; Programa 02 (Promoción de Exportaciones).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 03; Programa 01 (Dirección de Fronteras y Límites del Estado).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 04; Programa 01 (Instituto Antártico Chileno).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y TURISMO

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida

- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). (114)

- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	22
	
	
	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	50.000


- Incorporar la siguiente nueva asignación 010 con el monto que se indica:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	50.000

	
	01
	
	Al sector privado
	50.000

	
	
	010
	Programa asociatividad y economía social
	50.000

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 18x0. Indicación número 115).


- Incorporar a la glosa 07 un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“Mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, dictado a más tardar el 1 de enero de 2015, se establecerán, entre otros, los objetivos, funciones, conformación, procedimientos de operación, y cualquier otra definición necesaria para su correcto funcionamiento. Por igual mecanismo podrá modificarse de ser necesario. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 18x0. Indicaciones números 114 y 148).

- Agregar en la glosa 08, asociada a la asignación 478, Secretaria del Fondo de Inversión Estratégica, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 149).

- Incorporar en la glosa 09 asociada a la asignación 479, Agenda Digital, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 150).

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio Nacional del Consumidor). (152)

- Agregar en la glosa 06, asociada a la asignación 002, Programa Educación Financiera, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional del Consumidor, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa, así como un informe sobre la coordinación con los otros Programas que se realizan sobre esta materia en los distintos Ministerios. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 152).

- Incorporar una glosa 08, nueva, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 600, Proyecto de Modernización del Estado-BID, del siguiente tenor:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional del Consumidor, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas y objetivos de este programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 153).

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación de Fomento de la Producción). (113)

- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	22
	
	
	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	200.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	8.084.682

	
	01
	
	Al sector privado
	4.300.00

	
	
	090
	Programas de fomento
	3.550.000

	
	
	118
	Emprendimiento
	750.000

	
	02
	
	Al gobierno central
	3.784.682

	
	
	001
	SERCOTEC
	1.659.682

	
	
	009
	Comité INNOVA CHILE
	2.125.000


- Incorporar la siguiente asignación, nueva, con el monto que se indica:

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	8.284.682

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	8.284.682

	
	
	404
	Comités regionales de innovación CORFO
	8.284.682

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Asociar a esta nueva asignación 404 las glosas 05, 06 y 13, del Programa.

- Reemplazar la glosa 12 por la siguiente:


“12 Con cargo a esta asignación se podrán transferir a los Intermediarios Financieros que hubieren otorgado créditos para cursar Estudios de Pregrado, en virtud de los Programas de Líneas Financiamiento y/o Cobertura o Subsidio Contingente de Corfo (Créditos Corfo), los recursos necesarios para financiar la rebaja en la tasa de interés a un 2% real anual que éstos aprueben a favor de dichos créditos, así como los recursos por concepto de subsidio a la renta en los casos en que la cuota mensual por el o los créditos de pregrado sea mayor al 10% de la renta bruta del deudor en el mismo período. Para lo anterior, los deudores deberán cumplir con los demás requisitos y condiciones exigidos en la normativa que CORFO dicte al efecto. 


Asimismo, con cargo a estos recursos, se les podrá transferir a los Intermediarios Financieros que hubieren otorgado créditos para financiar Estudios de Pregrado con recursos propios, las sumas necesarias para financiar, a título de subsidio a la renta, en los casos en que la cuota mensual por el o los créditos de pregrado sea mayor al 10% de la renta bruta del deudor en el mismo período, siempre que estos últimos cumplan con los requisitos y condiciones exigidos en la normativa que CORFO dicte con este objeto.


También podrán ser financiados con cargo a esta asignación, los gastos operacionales en que incurran los Intermediarios Financieros para el otorgamiento de los beneficios mencionados en los dos párrafos anteriores a los deudores.

Incluye hasta $360.500 miles para gastos en personal, y hasta $1.843.775 miles para bienes y servicios de consumo. Estos recursos deberán destinarse a la operación y seguimiento de los programas relacionados con créditos para estudios de Pregrado, incluyendo los recursos que deban ser transferidos a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores (Comisión Ingresa), conforme a las condiciones que se establezcan en el respectivo convenio de colaboración, montos que no ingresarán al presupuesto de la entidad receptora.”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Crear la siguiente glosa 28, nueva, asociada a la asignación 404: 

“Corfo transferirá estos recursos a los Comités Regionales de Innovación y Desarrollo Productivo que se creen en las regiones de Antofagasta, de Bío Bío y de Los Ríos, para el financiamiento de proyectos de fomento e innovación postulados en dichas regiones y que sean de conocimiento y decisión de dichos órganos colegiados.

Corfo podrá designar en comisión de servicios a los funcionarios que se desempeñen en las Direcciones Regionales de la Corporación correspondientes a las regiones antes mencionadas, para cuyos efectos no se aplicarán las limitaciones establecidas en el artículo 70 de la ley N° 18.834.

Con cargo a esta asignación se podrá destinar un máximo de $200.000 miles para gastos en bienes y servicios de consumo.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 113).

Capítulo 07, Programa 01 (Instituto Nacional de Estadísticas).

- Incorporar una glosa 05, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, del siguiente tenor:

“Antes del 31 de marzo de 2015, el INE deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de cada una de las nuevas encuestas.”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 09; Programa 01 (Servicio Nacional de Turismo). (154)

- Agregar en la glosa 07, asociada a la asignación 135, Programa Turismo Familiar, el siguiente inciso final, nuevo:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional de Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas y objetivos de este programa. Adicionalmente, deberá enviar semestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas, el estado de ejecución de sus recursos, personas contratadas, recursos asignados y finalidades de las transferencias.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 154).

- Agregar una glosa 09, nueva, asociada a la asignación 135, Programa Turismo Familiar, del siguiente tenor:

“Antes del 31 de marzo de 2015, SERNATUR deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de este nuevo programa.”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 16; Programa 01 (Servicio de Cooperación Técnica). (113)

- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	05
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	1.659.682

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	1.659.682

	
	
	004
	Corporación de fomento de la producción
	1.659.682

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	

	
	01
	
	Al sector privado
	1.659.682

	
	
	131
	Programa mejoramiento competitividad de la MIPE
	1.456.687

	
	
	133
	Programa dirigido a grupos de empresas asociatividad
	202.995

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Reemplazar, en la glosa 04, la expresión “$16.800.512 miles” por “$15.970.670 miles”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 113).

- Incorporar una glosa 07, nueva, asociada a las asignaciones 131 (Programa Mejoramiento Competitividad de la MIPE), 132 (Programa Emprendedores), 133 (Programa Dirigido a Grupos de Empresas Asociatividad) y 134 (Programa Desarrollo Empresarial en los Territorios):

“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio de Cooperación Técnica, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 19x0 y unanimidad 17x0, aprobación enmienda Subcomisión e indicación número 151, respectivamente).

- Agregar la siguiente glosa 08, nueva, asociada a la asignación 133, Programa Dirigido a Grupos de Empresas Asociatividad:

“Con cargo a esta asignación se podrán financiar el apoyo y fortalecimiento de Cooperativas. El Servicio de Cooperación Técnica remitirá trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe que contenga la individualización de los proyectos beneficiados con estos recursos, las cooperativas beneficiarias y los montos asignados, desagregados regionalmente.”.”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión)

Capítulo 19; Programa 01 (Comité INNOVA CHILE). (113)

- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	05
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	2.125.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	2.125.000

	
	
	003
	De CORFO
	2.125.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	

	
	01
	
	Al sector privado
	2.125.000

	
	
	004
	Innovación empresarial
	2.125.000

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 16x0. Indicación número 113).


PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida

- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 01; Programa 07 (Sistema Integrado de Comercio Exterior, SICEX). 

- Reemplazar la glosa 02, por la siguiente:


“02Se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, semestralmente, sobre el avance del proyecto y respecto de los usuarios y volumen de operación de este sistema.”. (Mayoría de votos 14x1 abstención. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección de Presupuestos). 

- Sustituir en la glosa 02, letra a), Dotación máxima de personal, el guarismo “328” por “369”. (Mayoría de votos 14x1 abstención. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio de Impuestos Internos). 

- Incorporar la siguiente glosa 05, nueva:


“05Antes del 31 de Enero de 2015, el Servicio de Impuestos Internos deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre el plan de difusión y seguimiento de la Reforma Tributaria, incluyendo los recursos destinados a este concepto. Adicionalmente, y de manera trimestral, se deberá informar sobre el estado de avance del plan de difusión y seguimiento de la Reforma Tributaria.”. (Mayoría de votos 14x1 abstención. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 11; Programa 01 (Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras). 

- Reemplazar en la glosa 02, letra a), Dotación máxima de personal, el guarismo “253” por “257”. (Mayoría de votos 14x1 abstención. Aprobación enmienda Subcomisión).

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACION

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida

- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Educación). (183) (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Reducir

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	1.743.823

	
	01
	
	Libre
	1.743.823

	29
	
	
	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	743.823

	
	06
	
	Equipos informáticos
	743.823

	33
	
	
	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	1.000.000

	
	01
	
	Al sector privado
	1.000.000

	
	
	024
	Convenio INTEGRA
	1.000.000

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).


- Sustituir, en la glosa 01, el guarismo “12” por “32”.”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Incorporar en la glosa 09, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 136, Desarrollo de Capacidades para el Estudio e Investigaciones Pedagógicas, el siguiente inciso final, nuevo:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”. (Unanimidad 23x0. Indicación número 183).

Capítulo 01; Programa 02 (Programa de Infraestructura Educacional). (184)

- Agregar en el inciso final de la glosa 03, asociada a la asignación 002 (Aporte Establecimientos DFL (Ed.) N°2, de 1998), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:

“Asimismo, el Ministerio de Educación, a más tardar el 31 de enero, deberá enviar a dicha Comisión el listado de arriendos que con cargo a esta asignación se han ejecutado en años anteriores o se encuentran en ejecución.”. (Unanimidad 23x0. Indicación número 184).

- Intercalar, en la glosa 07, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente: 

“El Ministerio de Educación podrá, mediante acto administrativo fundado, licitar directamente, contratar la ejecución de obras y de todas las demás acciones señaladas en el párrafo precedente.”.”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 03 (Mejoramiento de la Calidad de la Educación).

- Incrementar, en el subtítulo 09, ítem 01, Aporte Fiscal Libre, los recursos que se consideran en $1.625.901 miles.

- Incrementar, en el subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, los recursos que se consideran en $1.625.901 miles. 

- Intercalar, en la glosa 07, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso sexto:

 “Asimismo, considera el financiamiento de todo tipo de acciones para el fortalecimiento de la educación pública de adultos. 

Incluye el pago de compensación a los monitores para realizar acciones en el marco del Plan Nacional de Alfabetización, por un monto mensual que no exceda las 3 U.T.M. por monitor.”. 

- Crear, en el subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, las siguientes asignaciones 904 y 905, con sus glosas asociadas 09 y 10, respectivamente:

“904 Transporte Escolar Rural $1.418.901 miles


Glosa 09 “09 Recursos destinados a financiar proyectos en zonas rurales, que permitan el transporte de alumnos entre el hogar y el establecimiento educacional donde se encuentran matriculados, los que se ejecutarán de acuerdo al decreto N°0118, del Ministerio de Educación, del año 2011, y sus modificaciones.”.

905 Programa de Acceso a la Educación Superior $207.000 miles, con las siguientes glosas:

Glosa 10 “10 El financiamiento de los proyectos será a través de convenios directos con instituciones de educación superior señaladas en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley (Ed.) N° 2, de 2010, que hayan obtenido la acreditación institucional en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.129.”.”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación). (185)

- Incorporar a la glosa 14, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 612, Centro de Liderazgo Educativo, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los resultados de los respectivos proyectos.”. (Unanimidad 23x0. Indicación número 185).

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). (171)

- Reducir el subtítulo 09, ítem 01, Aporte Fiscal Libre, en $1.625.901 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

- Disminuir la asignación 052, Programa de Acceso a la Educación Superior, en $207.000 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

- Reducir la asignación 057, Transporte Escolar Rural, en $1.418.901 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Modificar la glosa 02 del siguiente modo:

Intercalar, en el inciso tercero, entre la palabra “desempeño” y la conjunción “y”, la expresión “aprobado por resolución exenta”, y agregar, luego del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Estos convenios incorporarán, entre otros, el compromiso del sostenedor de llevar un registro de las actividades implementadas, así como de los ingresos y gastos por establecimiento educacional, e informar al Ministerio de Educación, del estado de avance de los compromisos establecidos en los convenios, con la periodicidad que allí se establezca”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Incorporar el siguiente inciso final:

“El Ministerio de Educación deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos, y los avances de los mencionados convenios de desempeño.”. (Unanimidad 20x0. Indicación número 171).


- Modificar la glosa 03 en el siguiente sentido:


Reemplazar la expresión “de colaboración” por la palabra “directos”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Agregar un inciso final, nuevo:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios. (Unanimidad 21x0. Indicación número 173).

- Intercalar en el inciso final de la glosa 04, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 053, Asesoría y Apoyo a la Educación Escolar, entre las expresiones “Mixta de Presupuestos,” y “el total” la frase “sobre la utilización de estos recursos y”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 175).

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). (177) (187) (193) (194)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	5.743.823

	
	01
	
	Libre
	5.743.823

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	5.743.823

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	5.743.823

	
	
	218
	Basal por desempeño universidades Art. 1° DFL (Ed.) N° 4 de 1981
	5.743.823

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).


- Incorporar un inciso segundo, nuevo, a la glosa 02, asociada al subtítulo 24; ítem 02; asignación 003, A Corfo, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación, a más tardar el 31 de enero del 2015, deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la distribución de los recursos, las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este Programa.”. (Unanimidad 23x0. Indicación número 187).

- Modificar la glosa 04 en los siguientes términos:

Sustituir, en el inciso primero, la primera oración “El Programa de Becas de Educación Superior se ejecutará de acuerdo al Decreto N° 116 de 2012 del Ministerio de Educación, o la norma que lo reemplace.”, por:

“El Programa de Becas de Educación Superior se ejecutará de acuerdo al decreto N° 97, de 2013, del Ministerio de Educación y sus modificaciones.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).

Incorporar, en la letra c) del inciso segundo, el siguiente numeral iii), nuevo:

“iii. Que se trate de centros de formación técnica o institutos profesionales sujetos al sistema de licenciamiento. Adicionalmente en el caso de las instituciones que se encuentren sujetas al sistema de licenciamiento ante el Consejo Nacional de Educación, se requerirá un informe favorable de dicho organismo”.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 194).

- Reemplazar, en su glosa 06, las expresiones “$290.390 miles” por “$299.102 miles”, y “$2.394.094 miles” por “$2.465.917 miles”.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).

- Sustituir la glosa 12 por la siguiente:

“12 Estos recursos se asignarán a las universidades privadas incluidas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley (Ed.) N° 4, de 1981, y a lo menos el 75% de ellos se asignarán a las instituciones cuya casa central esté localizada fuera de la Región Metropolitana de Santiago. Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda se establecerá la forma y condiciones bajo las que se asignan estos recursos.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).

- Agregar un inciso segundo, nuevo, en la glosa 15, asociada a los subtítulos 24 y 33; asignaciones 807 y 410, respectivamente, Convenio Marco Universidades Estatales, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 177).

- Incorporar un inciso segundo, nuevo, en la glosa 16, asociada a los subtítulos 24 y 33; asignaciones 812 y 412, respectivamente, Internacionalización de Universidades, del siguiente tenor:

“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 178).

Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación). (195)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	

	
	
	01
	Evaluación de logros de aprendizaje
	4.002.266

	
	
	02
	Evaluación de desempeño, párrafo 2° del título II de la Ley N° 20.529
	4.002.266

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 19x0. Indicación número 195).


Capítulo 05; Programa 01 (Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos).

- Incrementar la asignación 210, Instituciones Colaboradoras, en $206.527 miles.


- Reemplazar, en la glosa 05, el guarismo $240.733 miles por $447.260 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 09; Programa 01 (Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas).

- Incrementar el subtítulo 09, ítem 01, Aporte fiscal Libre, en $15.188.000 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Crear la siguiente asignación asociada al subtítulo 24, ítem 01, Al Sector Privado:

“290 Bono manipuladoras de alimentos $15.188.000 miles”.

- Reemplazar, en la glosa 04, el inciso tercero y final, por el siguiente:


“El Programa de Alimentación Escolar tendrá las especificaciones que a continuación se señalan, en las asignaciones presupuestarias que se indican:


a) Asignación 231, Programa de Alimentación para Educación Básica:

	Servicio
	Calorías por alumno
	N° máximo de raciones diarias

	Desayuno
	250
	1.300.000

	Almuerzo
	450
	1.300.000

	Hogar desayuno
	450
	6.200

	Hogar almuerzo
	650/850
	6.200

	Hogar once
	250
	6.200

	Hogar cena
	650/850
	6.200

	Tercer servicio
	250
	396.700

	(Ley Nº 20.595 y Sistema Chile Solidario)


b) Asignación 242, Programa de Alimentación para Kinder:

Considera la atención de hasta 135.000preescolares diarios, los cuales incluyen hasta 35.000 niños con una ración adicional por efecto de extensión de la jornada escolar.

Incluye el servicio de alimentación para 25.760 preescolares de la ley Nº 20.595 y Chile Solidario, incluyendo a los egresados de este último programa.

c) Asignación 243, Programa de Alimentación Enseñanza Media:

	Servicio
	Calorías por alumno
	N° máximo de raciones diarias

	Desayuno
	350
	525.000

	Almuerzo
	650
	525.000

	Tercer servicio
	300
	139.100

	(Ley Nº 20.595 y Sistema Chile Solidario)


d) Asignación 246, Programa de Alimentación para Prekinder:

Considera la atención de hasta 135.000 preescolares diarios, los cuales incluyen hasta 35.000 niños con una ración adicional por efecto de extensión de la jornada escolar.


Incluye servicios de alimentación para 18.040 preescolares de la ley Nº 20.595 y Chile Solidario, incluyendo a los egresados de este último programa.”.

- Crear la siguiente glosa 11, nueva, asociada a la asignación 290:

“Con cargo a estos recursos, a contar del mes de marzo del año 2015, la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas podrá efectuar transferencias a las empresas de prestación de servicios alimenticios para establecimientos escolares y preescolares derivados de las licitaciones denominadas ID 85-35-LP11 e ID 85.16-LP12, a fin de que éstas paguen un bono mensual a sus trabajadoras manipuladoras de alimentos con contrato vigente de jornada completa de $67.500. Este bono asimismo se pagará al resto de dichas trabajadoras con contrato parcial, en proporción a las horas de contrato. Mediante resolución de JUNAEB se regulará la forma y modalidad en que se efectuará dicha transferencia”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 11; Programa 01 (Junta Nacional de Jardines Infantiles). (189) (193)

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	1.000.000

	
	01
	
	Libre
	1.000.000

	31
	
	
	INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	1.000.000

	
	02
	
	Proyectos
	1.000.000

	Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).


- Agregar un inciso final, nuevo, a la glosa 05, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 170, Convenios con Municipalidades y otras Instituciones, del siguiente tenor:

“La Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá informar, antes del 30 de abril, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre la situación salarial del personal dependiente de las instituciones con que se haya suscrito convenios.”. (Unanimidad 22x0. Indicación número 189). 

Capítulo 16; Programa 01 (Consejo Nacional de la Cultura y las Artes). (190)

- Incorporar un inciso final, nuevo, a la glosa 07, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 290, Otras Instituciones Colaboradoras, del siguiente tenor:

“El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”. (Unanimidad 22x0. Indicación número 190).

- Agregar un inciso final, nuevo, a la glosa 21, asociada al subtítulo 33, ítem 03, asignación 002, Programa de Financiamiento de Infraestructura Cultural Pública y/o Privada, del siguiente tenor:

“El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la asignación de estos recursos.”. (Unanimidad 22x0. Indicación número 191).

- Agregar la siguiente glosa 23, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 01, Al Sector Privado: 

“Las instituciones receptoras de los recursos de este ítem, deberán considerar en la ejecución de sus proyectos la realización de acciones en los establecimientos escolares de educación pública y en las comunidades próximas a ellos.”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 16; Programa 02 (Fondos Culturales y Artísticos).

- Incorporar la glosa 09, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, del siguiente tenor:


“Los receptores de los recursos de estos Fondos, considerarán la realización de actividades de difusión de los proyectos, programas y acciones financiadas con ellos, en los establecimientos escolares de educación pública y en las comunidades próximas a ellos.”. (Mayoría de votos 11x7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 02; Programa 01 (Secretaría y Administración General).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio Médico Legal). 

- Reemplazar, en la glosa 01, el número “60” por “65”. (Unanimidad 17x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Sustituir, en la glosa 04, la palabra “Anualmente” por la expresión “Antes del 31 de marzo de cada año,”. (Unanimidad 17x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 04; Programa 01 (Gendarmería de Chile). 

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 04; Programa 02 (Programas de Rehabilitación y Reinserción Social). 

- Sustituir en la letra a) de la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 07; Programa 01 (Servicio Nacional de Menores).

- Reemplazar, en la glosa 01, el número “27” por “18”. (Unanimidad 17x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Sustituir, en la letra a) de la glosa 02, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”, y el número “290” por “299”. (Unanimidad 17x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 07; Programa 02 (Programa de Administración Directa y Proyectos Nacionales).

- Reemplazar, en la glosa 01, el número “48” por “49”. (Unanimidad 17x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 09; Programa 01 (Defensoría Penal Pública). 

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 21; Programa 01 (Dirección General de Aeronáutica Civil). 

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 23; Programa 01 (Subsecretaría para las Fuerzas Armadas). 

- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 24; Programa 01 (Subsecretaría de Defensa). 

- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

Glosa 02 asociada a la Partida

- Sustituir en la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 02; Programa 03 (Dirección de Obras Hidráulicas).

- Incorporar en la glosa 05, antes del punto final (.), asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, la frase siguiente: “y en lo relativo al manejo integrado de cuencas”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 02; Programa 04 (Dirección de Vialidad). (86)

- Intercalar en la glosa 07, el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:

“Con cargo a estos recursos la Dirección de Vialidad podrá ejecutar obras de construcción, mejoramiento y conservación en aquellas zonas urbanas que sean imprescindibles para conectar o dar continuidad al camino público.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 86).

- Incorporar a la glosa 07, el siguiente inciso octavo y final, nuevo:

“La Dirección de Vialidad informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, y de manera regionalizada, el avance de las obras señaladas en esta glosa.”.

- Agregar en la glosa 08, antes del punto final (.), la siguiente frase: “, detallando los sectores en que se reducirán los actuales transbordos por sistemas bimodales.”. (Unanimidad 18x0. Indicación número 87).

Capítulo 02; Programa 12 (Agua Potable Rural).

 - Agregar al final de la glosa 07, asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, a continuación de la expresión “derechos de aprovechamiento de aguas”, la siguiente oración, precedida de una coma (,): “y podrán inscribir a su favor hasta doce litros por segundo, por el solo ministerio de la ley”.

- Insertar una glosa 08, nueva, asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, del siguiente tenor:

“08 Los terrenos donde estén ubicados los pozos de captación y las copas de los sistemas de Agua Potable Rural serán considerados de interés público.”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 04; Programa 01 (Dirección General de Aguas).

- Incrementar el subtítulo 21, Gastos en Personal, en $669.000.000, y reducir igual cifra en el subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, ítem 01, Estudios Básicos. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

- Reemplazar en la letra a) de la glosa 03, asociada al subtítulo 21, Gastos en Personal, el guarismo “461” por “489” y agregarle el siguiente párrafo, nuevo:

“Incluye la contratación de 28 nuevos profesionales destinados a reforzar labores de Fiscalización del Código de Aguas.”.

- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, a la glosa 07, asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión:

“Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la participación de la Dirección General de Aguas en lo relativo al manejo integrado de cuencas.”. (Unanimidad 19x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida

- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Glosa 04 asociada a la Partida

- Agregar la siguiente glosa 04, nueva:

“04 Será de acceso público a través de medios digitales toda información de interés público, tal como la relativa a la red agroclimática y la referida a los resultados de estudios, proyectos pilotos e investigación con fondos públicos. Se exceptúa de esta norma aquella información que revista carácter reservado por exigirlo la ley o que deba respetar el principio de confidencialidad contractual, o cuya publicidad pudiere afectar los intereses comerciales o derechos a percibir un ingreso por su concepto del organismo público encargado de producir esa información al colocarla a disposición de particulares.”. (Unanimidad 16x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Agricultura).

- Incorporar en la glosa 08, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración:

“Se deberá publicar el nombre de las instituciones mencionadas en el sitio web del Ministerio de Agricultura.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 97).

- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, a la glosa 12:

“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la producción de semilla y ensayos transgénicos sometidos a la normativa vigente que regula la internación e introducción al medio ambiente de semilla transgénica. Esta información incluirá la ubicación geográfica de los predios y proyectos que trabajen con transgénicos.”. (Unanimidad 16x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 02 (Investigación e Innovación Tecnológica Silvoagropecuaria).

- Incorporar la siguiente glosa 04, nueva, asociada a las asignaciones 371, 372, 374 y 376:

“04 Los estudios e investigaciones serán de acceso público a través de medios digitales. Se informará semestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la implementación de estudios y proyectos que ejecuten estas instituciones. Se exceptúa de esta norma aquella información que revista carácter reservado según define la ley, o que deba respetar el principio de confidencialidad contractual, o cuya difusión gratuita pudiere afectar los intereses comerciales o derechos a percibir un ingreso por su concepto de la institución encargada de producir esa información al colocarla a disposición de particulares, a juicio de ésta.”.

- Agregar la siguiente glosa 05, nueva, en el asociada a la asignación 374, Centro de Información de Recursos Naturales:

“05 Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de todos los programas de información territorial que existan y que se estén realizando por parte del CIREN.”. (Unanimidad 16x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 03; Programa 01 (Instituto de Desarrollo Agropecuario). (98) (99)

- Agregar, en la glosa 10, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la ejecución de recursos y el número de convenios suscritos, su contenido y el número de personas profesionales, técnicos y administrativos contratados.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 99).

- Incorporar, en la glosa 11, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Se deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la ejecución de recursos y el número de convenios suscritos, su contenido y el número de personas profesionales, técnicos y administrativos contratados. Adicionalmente, deberá enviarse el contenido de los Programas a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 98).

Capítulo 05; Programa 04 (Áreas Silvestres Protegidas). (100)

- Agregar, en la glosa 04, asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de Jornales Transitorios, individualizados por su RUT y el tipo de labores que realizan.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 100).

- Incorporar la siguiente glosa 06, nueva, asociada a la asignación 532, Proyectos de Desarrollo Sustentable:

“06 Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la ejecución de los recursos, las acciones a desarrollar, metas y plazos de dicho proyecto. Adicionalmente, se enviará el contenido del programa a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 101).

Capítulo 05; Programa 05 (Gestión Forestal). (102)

- Agregar en la glosa 02, asociada al subtítulo 21 Gastos en Personal, el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de Jornales Transitorios, individualizados por su RUT y el tipo de labores que realizan.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 103).

- Incorporar una glosa 04, nueva, asociada a la asignación 370, Proyecto Bosque Modelo, del siguiente tenor:

“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la ejecución de los recursos, las acciones a desarrollar, metas y plazos de dicho proyecto. Adicionalmente, se enviará el contenido del programa a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 102).

PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes).

- Intercalar en la glosa 03 asociada al Programa, entre “ley N° 20.257” y el punto final (“.”), la siguiente frase: “, indicando aquellos que correspondan a peticiones de cooperativas y comunidades”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 38).

- Incorporar en la glosa 05 asociada al Subtítulo 10, ítem 01 (Terrenos), el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Del mismo modo, deberá remitir, antes del 31 de enero de 2015, a las Comisiones señaladas en el inciso precedente y a los Servicios de Vivienda y Urbanismo respectivos, un listado de los terrenos de que disponga ubicados en el radio urbano, desagregados por comuna.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 25).

- Agregar en la glosa 09 asociada al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital), el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El Ministerio de Bienes Nacionales informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto dela licitación de terrenos para el establecimiento de la Zona Franca, y sobre los casos pendientes de aplicación de la ley N° 19.776.”. (Unanimidad 18x0. Indicación número 39).

PARTIDA 15

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Trabajo). 

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Asociar la siguiente glosa 11, nueva, al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 261 (Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales):

“La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales deberá publicar en su página web e informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, acerca de las actividades realizadas, recursos invertidos y personas beneficiadas en virtud de esta asignación.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 19).

Capítulo 01; Programa 03 (Proempleo).

Incorporar un inciso final, nuevo, a la glosa 07 asociada al Subtítulo, Ítem 03, Asignación 264 (Programa Inversión en la Comunidad), del siguiente tenor:

“El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto acerca de las actividades realizadas, recursos invertidos, personas beneficiadas y convenios celebrados en virtud de este Programa.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 18).

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección del Trabajo).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 03; Programa 01 (Subsecretaría de Previsión Social). 

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Asociar la siguiente glosa 05, nueva, al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 002 (Fondo para la Educación Previsional):

“El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto acerca de las actividades realizadas, recursos invertidos, personas beneficiadas y convenios celebrados en virtud de este Fondo.”. (Unanimidad 13x0. Indicación número 17).

Capítulo 04; Programa 01 (Dirección General de Crédito Prendario).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 05; Programa 01 (Servicio Nacional de Capacitación y Empleo). 

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, en el inciso primero de la glosa 19 asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 007 (Programa Más Capaz), la siguiente oración final: “Dicho decreto deberá ser dictado a más tardar el 31 de enero de 2015.”. (Mayoría de votos 12 a favor x 3 en contra x 1 abstención. Indicación número 35).

Capítulo 06; Programa 01 (Superintendencia de Seguridad Social).

Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 07; Programa 01 (Superintendencia de Pensiones).

Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 09; Programa 01 (Instituto de Previsión Social).

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 04 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 10; Programa 01 (Instituto de Seguridad Laboral).

Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 13; Programa 01 (Caja de Previsión de la Defensa Nacional).

Sustituir, en la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 14; Programa 01 (Dirección de Previsión de Carabineros de Chile)


Asociarla siguiente glosa 06, nueva, al Subtítulo 23, Ítem 03, Asignación 002 (Beneficios Médicos)


“06 Semestralmente se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto del estado de pago a los proveedores de bienes y servicios.”. (Unanimidad 14x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas comunes a la Partida.

Sustituir, en la glosa 01, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Resumen presupuestario de Instituciones. 

Incorporar en la glosa 02 asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), en la letra d) sobre Convenios DFL N°36, (S), de 1980, el siguiente párrafo final:

“El Ministerio de Salud deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 120).

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo Nacional de Salud). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	14.000.000

	
	01
	
	Libre
	14.000.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Al Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	035
	Programa de atención primaria
	14.000.000

	(Unanimidad 20x0. Indicación número 169).


Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	05
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	001
	Fondo Nacional de Salud
	14.000.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Al Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	030
	Programa contingencias operacionales
	14.000.000

	(Unanimidad 20x0. Indicación número 169).


Glosa 02 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):

- Sustituir, en el inciso primero, el guarismo “1.048.775.313” por “1.062.775.313”. (Unanimidad 20x0. Indicación número 169).

- Sustituir, en el inciso segundo, el número “56” por “57”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 121).

- Incorporar la siguiente glosa 03, nueva, asociada a todo el Programa:

“03 Antes del 31 de marzo de 2015, el Fondo Nacional de Salud deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se contendrá una explicación pormenorizada y desglosada de los montos y formas de cálculo del aporte llamado “per cápita” y la cantidad de población sobre la cual se calculó, junto con la explicación precisa de cómo dicha información está reflejada en la ley de presupuestos.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 118).

Capítulo 05; Programa 01 (Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud). 

Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada a todo el Programa:

“06 La Central de Abastecimiento deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el detalle de la deuda a proveedores con más de 30 días de facturación.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 158).

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Salud Pública). 

Reemplazar, en la glosa 02 asociada al Subtítulo 21 (Gatos en Personal),la letra a) por la siguiente:

“a) Dotación máxima de personal

a1) Dotación máxima de personal Ley N°18.834.

-N° de cargos 3.885

a2) Dotación Máxima de personal Ley N° 19.664.

-N° de horas semanales 2.563”. 

(Unanimidad 21x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 299 (Programas Especiales, Atención Primaria):

“Del mismo modo, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de los recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas en virtud de esta asignación.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 126).

- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 07 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 421 (Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo en Salud):

“La Subsecretaría de Salud Pública deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas en virtud de esta asignación.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 128).

- Agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):

“11 Antes del 31 de enero de 2015, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el cronograma de inversiones, metas y objetivos asociados a los siguientes programas: Tenencia Responsable de Mascotas, Programa Nacional de Prevención del Suicidio, y Vigilancia y Control del Consumo de Tabaco en la Salud de la Población. Deberá, además, informar trimestralmente a la misma Comisión sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 130).

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría de Redes Asistenciales). 

- Agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 400 (Atención Primaria, Ley N° 20.645 Trato Usuario).

“11 La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre los fondos asignados y el estado de ejecución de estos recursos, los procedimientos de información y evaluación y las demás condiciones y modalidades de ejecución, así como las instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 129).

- Agregar las siguientes glosas 12, 13 y 14, nuevas, asociadas a todo el Programa:

“12 Antes del 31 de marzo de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado del Programa de Centros de Salud de Excelencia, en el que se expliciten los criterios de selección de los Centros y los mecanismos con los cuales se entregarán los recursos, especificando cómo se medirá la satisfacción de los usuarios. Además,deberá informar acerca de todos los establecimientos de salud que, habiendo postulado a dicho Programa, no fueron seleccionados, señalando las razones específicas para ello en cada caso.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 131).

“13 Antes del 31 de enero de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre el cronograma de inversiones, metas y objetivos comprometidos, asociado a los siguientes programas: Camas Sociosanitarias; Centro Diurno de Apoyo a Personas con Demencia; Fondo de Farmacia para Enfermedades No Transmisibles en Atención Primaria; Mas Adultos Mayores Autovalentes; Mejoramiento de Acceso a la Atención Odontológica; Tamizaje Auditivo Universal y Rehabilitación Integral para Disminuir la Discapacidad Auditiva; Programa Odontológico Integral; Programa Preventivo en Salud Bucal - Sembrando Sonrisas; Refuerzo Atención de Urgencia Hospitalaria y Prehospitalaria; Servicio de Atención Primaria de Urgencia de Alta Resolución (SAR); Vida Sana Intervención en Factores de Riesgo de Enfermedades Crónicas en Niños, Adolescentes, Adultos y Mujeres Post Parto; Programa de Fortalecimiento de la Medicina Familiar en APS; Hospitalización Domiciliaria; AUGE Expansión en Atención Secundaria y Terciaria; Rehabilitación; Aumento de la Resolutividad de la Atención de Especialidad en Salud Mental en COSAM; Coordinación Nacional de Procuramiento y Trasplante de Órganos; Recursos de Expansión en Programa Atención Primaria de Salud; y Centros Comunitarios de Salud Familiar CECOSF.

Deberá, además, informar trimestralmente a la misma Comisión, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 132).

“14 Antes del 31 de enero de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre los recursos, metas y objetivos comprometidos para las siguientes inversiones: Recursos de Expansión en Programa Atención Primaria de Salud; 30 Nuevas Camas UPC; Selector de Demanda; Plan Contratación de 33.000 Horas de Especialistas; 5.000 Nuevos Especialistas en Formación y Destinación; yFortalecimiento de la Incorporación y Retención de Especialistas en la Red Asistencial.

Deberá, además, informar trimestralmente a la misma Comisión, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 133).

Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Reducir

	09
	
	
	APORTE FISCAL
	14.000.000

	
	01
	
	Libre
	14.000.000

	31
	
	
	INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	14.000.000

	
	02
	
	Proyectos
	14.000.000

	(Unanimidad 20x0. Indicación número 169).


Glosa 01 asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión)

- Sustituir el inciso primero por el siguiente:

“01 Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Salud deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el listado de obras de inversión presupuestado por región, a nivel consolidado y por Servicios de Salud, y el cronograma de dichas inversiones para ejecutar en el 2015, especificando si son obras nuevas o de arrastre, identificando si corresponden a obras de Atención Primaria, inversiones de reconstrucción post terremoto/maremoto de febrero de 2010, y otras, indicando además si existe retardo o retraso en las fechas de comienzo o entrega de obras, si serán concesionadas o no, y el costo de cada obra.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 134).

- Reemplazar el inciso tercero por el siguiente:

“Para el Subtítulo 31, tanto la información a presentar el 31 de enero de 2015 sobre listado de proyectos y cronograma de inversión comprometido, como la información trimestral sobre el estado de avance y ejecución de estos recursos, debe ser presentada a nivel regional, identificando cada obra y su respectivo estado de avance, tanto físico como en términos de recursos financieros devengados, separando entre proyectos de Atención Primaria y otros.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 135).

- En el inciso final, sustituir la coma (“,”) que sigue a las palabras “cada proyecto” por lo siguiente: “y su término, retraso o retardo, según corresponda, los”, y reemplazar las expresiones “así como” por “y acerca de”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 136).

- Agregar la siguiente glosa 02, nueva, asociada a todo el Programa:

“02 La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el detalle del avance presupuestario y físico del Hospital de Pitrufquén.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 157).

Capítulo 49; Programa 01 (Programa de Contingencias Operacionales).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	05
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Del Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	007
	Fondo Nacional de Salud atención primaria
	14.000.000

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	14.000.000

	
	02
	
	Al Gobierno Central
	14.000.000

	
	
	298
	Atención primaria, Ley N° 19.378
	14.000.000

	(Unanimidad 20x0. Indicación número 169).


PARTIDA 17

MINISTERIO DE MINERÍA

Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Glosas comunes a la Partida.

Sustituir, en la glosa 01 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 18

MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas comunes a la Partida.

- Sustituir, en la glosa 03, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Incorporar, en el inciso segundo de la glosa 04, la siguiente oración final: “Además, deberá informar de otras soluciones que sean necesarias o que se adopten.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 43).

- Agregar la siguiente glosa 05, nueva:

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en forma regionalizada, acerca de la realización de programas de eficiencia energética, como aislación térmica o instalación de sistemas termosolares y fotovoltaicos.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 41).

Glosas comunes a los SERVIU. 

- Incorporar en la glosa 02 asociada a Subtítulo 31, Ítem 02, apartado Condominios de Vivienda Social, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:

“Los conjuntos de viviendas sociales en extensión preexistentes a la fecha de vigencia de la Ley N° 19.537, calificados como viviendas sociales de acuerdo a los decretos leyes 
N° 1.988, de 1975, y N° 2.552, de 1979, y los construidos por los Servicios de Vivienda y Urbanización y sus antecesores legales, podrán, en casos calificados por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, postular al Programa de Protección del Patrimonio Familiar, en sus tres Títulos conjuntamente, o a otros recursos públicos. Los bienes nacionales de uso público que en ellos existieren se entenderán como bienes comunes para efectos de la postulación a dicho Programa.”. (Mayoría de votos 11 a favor x 4 abstenciones, indicación número 160. Unanimidad 17x0. Indicación número 22).

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el estado de avance en el mejoramiento de condominios sociales y su entorno, especificando separadamente los recursos invertidos en el mejoramiento de conjuntos habitacionales y de espacios públicos, y el detalle del gasto en personal. Adicionalmente, en caso de erradicar o demoler condominios sociales, deberá informar acerca de la cantidad de subsidios otorgados, tanto en número de unidades como respecto a las familias beneficiadas, indicando además el nuevo uso de esos terrenos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 51).

- Sustituir la letra h) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, por la siguiente:

“h) El Ministerio de Vivienda y Urbanismo elaborará un informe respecto de la gestión habitacional y los avances asociados a las catástrofes del 27F de 2010, erupción en Chaitén, terremoto de 1 y 2 de abril en incendio de Valparaíso 2014, que incluirá catastro actualizado, instrumentos disponibles y estado de avance de soluciones habitacionales y de urbanismo. Dicho informe será actualizado y remitido trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, y publicado en la página web del mismo Ministerio.”. (Unanimidad 19x0, indicaciones números 42 y 46. Unanimidad 18x0, aprobación enmienda Subcomisión).

- Incorporar la siguiente glosa 06, nueva:

“06 El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá enviar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un cronograma de los llamados a postulación de los distintos subsidios habitacionales, con indicación del número total de cupos por programa y delel número de beneficiarios”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 44).

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo). 

Agregar el siguiente inciso final, nuevo, a la glosa 13 asociada al Subtítulo 33, Ítem 03, Asignación 001 (Otras Transferencias a SERVIU):

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá enviar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el estado de gasto de estos fondos, detallando montos, instituciones beneficiadas y destino de los recursos.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 45).

Capítulo 01; Programa 02 (Campamentos). 

- Agregar la siguiente glosa 05, nueva, asociada al Subtítulo 33, Ítem 03, Asignación 003 (Municipalidades para el Programa Aldeas y Campamentos):

“05 La transferencia de estos recursos se efectuará sobre la base de los convenios que suscriban el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y los Municipios, en los que se establecerá la identificación de él o los campamentos a intervenir, las acciones a desarrollar, metas, plazos, modalidades de ejecución y evaluación. Dichos convenios deberán contar con la aprobación del Concejo Municipal, toda vez que por su monto requieran toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.

Los recursos transferidos no ingresarán en los presupuestos de los organismos receptores, debiendo cada Municipio informar mensualmente al Ministerio y al Concejo Municipal sobre el gasto efectivo y el avance físico de los convenios, en los casos en que corresponda.

Con cargo a estos recursos también se podrán celebrar convenios con organismos del Gobierno Central, los que no se incorporarán en sus respectivos presupuestos, e instituciones privadas sin fines de lucro.

La Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Mixta de Presupuestos, sobre la nómina de municipalidades beneficiadas, la cantidad de recursos entregados a cada una de ellas y las actividades realizadas con dichos recursos.

En caso de imposibilidad de generar nuevos convenios con Municipios debido a rendiciones pendientes de recursos ante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Programa podrá ejecutar los recursos directamente a través de los SERVIU.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 36).

- Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada a todo el Programa:

“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá entregar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a las Comisiones de Vivienda y Urbanismo de la Cámara de Diputados y del Senado, un catastro actualizado que detalle el estado de avance en el cierre de campamentos.”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 48).

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General de Transportes).

Sustituir, en la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 01; Programa 03 (Transantiago).

Incorporar la siguiente glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“06 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 161).

Capítulo 01; Programa 05 (Fiscalización y Control).

Incorporar la siguiente glosa 07, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“07 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 162).

Capítulo 01; Programa 06 (Subsidio Nacional al Transporte Público).

Incorporar la siguiente glosa 07, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):

“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 163).

Capítulo 02; Programa 01 (Subsecretaría de Telecomunicaciones). 

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Glosa 08 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 039 (Fondo de Desarrollo de Telecomunicaciones).

- Sustituir el ilativo “y” que sucede a las palabras “Fibra Óptica”, por lo siguiente: “de la Zona Austral, entre Puerto Montt y Punta Arenas,”.

- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente.

“En la licitación de los respectivos proyectos, el Estado deberá considerar, entre otras condiciones, aquellos requerimientos de capacidad de infraestructura para el servicio y uso exclusivo de los organismos públicos que determine.”. (Unanimidad 12x0. Indicación número 117).

- Incorporar la siguiente glosa 09, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 518 (Programa Fortalecimiento Regional):

“09 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre la ejecución y destino de estos recursos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 164).

Capítulo 03; Programa 01 (Junta de Aeronáutica Civil).

- Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 001 (Convenio de Atención de Usuarios):

“06 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre la ejecución y destino de estos recursos.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 165).

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría General de Gobierno).

-Reducir la Asignación 313 (División de Organizaciones Sociales), asociada al Ítem 03 del Subtítulo 24, en $156.784 miles. 

-Incrementar la Asignación 316 (Fondo de Fomento de Medios de Comunicación Regionales, Provinciales y Comunales), asociada al Ítem 03 del Subtítulo 24, en $156.784 miles. (Unanimidad 16x0. Aprobación enmiendas Subcomisión).

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Reemplazar, en el primer inciso de la glosa 05 asociada a la asignación 313, el guarismo “452.065” por “295.281”.

-Reemplazar, en el inciso tercero de la glosa 06 asociada a las asignaciones 313, 315, 316 y 318, la frase “destinará el 50%” por “destinará a lo menos el 75%”. (Unanimidad 16x0. Aprobación enmiendas Subcomisión).

Capítulo 02; Programa 01 (Consejo Nacional de Televisión).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 21

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales).

- Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 138).

- Incorporar, en la glosa 11 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignaciones 348 (Programa Piloto de Mediadores Sociales Interculturales), 350 (Programa Comunidades Saludables) y 351 (Sistema Nacional de Cuidado), el siguiente inciso segundo, nuevo:

“La Subsecretaría de Servicios Sociales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto,dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre la implementación, avances y resultados de estos nuevos Programas, así como del estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 20x0. Indicación número 142).

- Incorporar la siguiente glosa 15, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 341 (Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales):

“La Subsecretaría de Servicios Sociales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre el avance del proceso de encuestaje.”. (Unanimidad 20x0. Indicación número 143).

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social).

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, en la glosa 17 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 003 (Intervención en Territorios), el siguiente inciso final:

“El Fondo de Solidaridad e Inversión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos,dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, las instituciones receptoras y el nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 145).

- Agregar en la glosa 18 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignaciones 004 (Huertos Comunitarios) y 006 (Habitabilidad en Comunidades), el siguiente inciso final:

“El Fondo de Solidaridad e Inversión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto,dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, las instituciones receptoras y el nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 146).

Capítulo 04; Programa 01 (Servicio Nacional de la Mujer).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 05; Programa 01 (Instituto Nacional de la Juventud).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación Nacional de Desarrollo Indígena).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 08; Programa 01 (Servicio Nacional del Adulto Mayor).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Evaluación Social).

- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Reemplazar, en la glosa 04 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), el inciso segundo por el siguiente: 

“Asimismo, esta Subsecretaría deberá remitir trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos copias actualizadas de evaluaciones de los programas que realice, y que guarden relación con el objeto de su creación.”. (Unanimidad 21x0. Indicación número 147).

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA
DE LA REPÚBLICA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría General de la Presidencia de la República).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

PARTIDA 24

MINISTERIO DE ENERGÍA

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas comunes a la Partida.

- Sustituir, en la glosa 01 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar el siguiente inciso segundo en la glosa 02 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):

“La información se entregará detallada por Región y localidad.”. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Energía).

- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, ítem 02, asignación 001 (Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica), del siguiente tenor:

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Energía remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente,deberá enviar trimestralmente a dicha comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. (Unanimidad 20x0. Indicación número 13).

- Agregar la siguiente letra d), nueva, en la glosa 07 asociada al Subtítulo 24, ítem 03, asignación 009 (Empresa Nacional del Petróleo):

“d) Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos de eficiencia energética y del uso del gas en Magallanes.”. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Incorporar las siguientes glosas 11 y 12, nuevas, asociadas a todo el Programa:

“11 Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances en materia de estudios sobre cuencas.”. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

“12 Anualmente se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los estudios realizados para buscar alternativas de solución al problema energético de la Región de Magallanes y Antártica Chilena.”. (Unanimidad 20x0. Indicación número 11). 

Capítulo 01; Programa 03 (Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables No Convencionales).

- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo, en las glosas 02 y 03 asociadas al Subtítulo 24, ítem 03, asignaciones 003 (Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables no Convencionales) y 008 (Proyectos Energías Renovables no Convencionales), respectivamente:

“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 04 asociada al Subtítulo 33, ítem 02, asignación 001 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo):

“El Ministerio de Energía remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un cronograma con la implementación y puesta en marcha de la instalación de dichos Sistemas, así como elmecanismo de evaluación de los señalados Programas. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos”. (Unanimidad 19x0. Indicación número 14).

- Agregar la siguiente glosa 05, nueva, asociada a todo el Programa:


“05 Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances en materia de participación ciudadana y de ordenamiento territorial.”. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 04 (Energización Rural y Social).

- Agregar el siguiente inciso final en la glosa 02 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 004 (Aplicación Programa Energización Rural y Social):

“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Agregar los siguientes incisos finales en la glosa 03 asociada al Subtítulo 33, Ítem 03, Asignación 002 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo-Programa 05):

“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Energía remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este Programa. Adicionalmente,deberá enviar trimestralmente a dicha comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.

Asimismo, se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”. (Unanimidad 19x0, indicación número 15. Unanimidad 13x0, aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 05 (Plan de Acción de Eficiencia Energética).

- Reducir el monto de la Asignación 006 (Agencia Chilena de Eficiencia Energética), asociada al Ítem 01 del Subtítulo 24, en 5.716.500 miles de $.

- Crear la siguiente Asignación, con el monto que se señala:

“Subtítulo 33, Transferencias de Capital, Ítem 01, Al Sector Privado, Asignación 001, Agencia Chilena de Eficiencia Energética, 5.716.500 miles de $.”.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación.

- Asociar la glosa 04 a la nueva asignación 001 correspondiente al Ítem 01 del Subtítulo 33. (Unanimidad 13x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

PARTIDA 25

MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE

Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente). 

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, en el literal b) de la glosa 04 asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la siguiente oración final:

“La Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de dichos planes de descontaminación.”. (Unanimidad 16x0. Indicación número 10).

- Sustituir la oración final del inciso segundo de la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 003 (Programa Recambio de Artefactos de Combustión a Leña y de Secado de Leña), por lo siguiente:

“Asimismo, la Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 30 de enero, acerca de las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este Programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas, el estado de ejecución y la distribución regional de sus recursos, el listado de las comunas beneficiadas y los criterios de priorización utilizados.

Del mismo modo, la Subsecretaría informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las empresas que postulen al recambio de artefactos. Con la misma periodicidad, además, le informará sobre el número de artefactos que hayan sido recambiados, reciclados y chatarrizados, según corresponda.”.(Unanimidad 14x0, indicación número 8. Unanimidad 19x0, indicación número 85).

- Agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión):

“11 La Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 30 de enero, acerca de la distribución de los recursos, las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación aplicable.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 7).

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio de Evaluación Ambiental).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 03; Programa 01 (Superintendencia del Medio Ambiente).

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Agregar, en el inciso final de la glosa 04 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 001 (Programas de Fiscalización Ambiental), la siguiente oración final: 

“Asimismo, deberá informar a dicha Comisión, a más tardar el 30 de enero, acerca de las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de estos Programas.”. (Unanimidad 14x0. Indicación número 6).

PARTIDA 26

MINISTERIO DEL DEPORTE

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Deporte).

Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 02; Programa 01 (Instituto Nacional de Deportes).

- Incrementar el Subtítulo 09, Ítem 01 (Aporte Fiscal Libre) y el Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 337 (Liderazgo Deportivo Nacional), en $2.100.000 miles.

Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 20x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 04 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 02; Programa 02 (Fondo Nacional para el Fomento del Deporte).

Agregar, en el inciso segundo de la glosa 03 asociada a los Subtítulos 24 (Transferencias Corrientes) y 33 (Transferencias de Capital), la siguiente oración final:

“La información sobre los recursos asignados mediante esta última modalidad deberá ser remitida trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”. (Unanimidad 20x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO

Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 02 (Subsidios).

Sustituir la glosa 10 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 003 (Bonificación Forestal D.L. N° 701, de 1974), por la siguiente:

“Con cargo a esta asignación podrá pagar durante el año 2015 bonificaciones otorgadas en años anteriores, en los términos señalados en el D.L. N° 701, de 1974.

La Corporación Nacional Forestal informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la aplicacióny rendimiento en hectáreas forestadas por la Bonificación Forestal D.L. N° 701, de 1974.

Trimestralmente, el Ministerio de Agricultura informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobrela utilización de estos recursos, indicando las personas beneficiarias, montos asignados y metas cumplidas.”. (Unanimidad 15x0. Indicación número 196).

Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Reducir

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	3.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	3.000.000

	
	
	104
	Provisión para financiamientos comprometidos
	3.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 19x0. Indicación número 193).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Reducir

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	206.527

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	206.527

	
	
	104
	Provisión para financiamientos comprometidos
	206.527


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 11 a favor x 7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Reducir

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	15.188.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	15.188.000

	
	
	104
	Provisión para financiamientos comprometidos
	15.188.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 11 a favor x 7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	24
	
	
	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	15.000.000

	
	03
	
	A otras entidades públicas
	15.000.000

	
	
	
	
	Reducir

	
	
	104
	Provisión para financiamientos comprometidos
	15.000.000

	
	
	
	
	Crear

	
	
	251
	Aporte para el pago de la asignación de mejoramiento de gestión municipal Ley N° 20.723.
	30.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.

Agregar la siguiente glosa asociada a la Asignación 251 que se crea:

“29 La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada por la Dirección de Presupuestos, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata, el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos para los años 2014 y 2015, y los otros antecedentes que dicha Subsecretaría requiera, en los plazos que disponga.”. (Mayoría de votos 9 a favor x 5 en contra. Indicación número 109).

- Reducir, en el Subtítulo 24, Ítem 03, la Asignación 104 (Provisión para Financiamientos Comprometidos), en $2.100.000 miles. 

Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 20x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre). 

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Reducir

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	15.000.000

	
	05
	
	Ministerio del Interior y Seguridad Pública
	15.000.000

	
	
	005
	Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo
	15.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 9 a favor x 5 en contra. Indicación número 109).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	3.000.000

	
	09
	
	Ministerio de Educación
	3.000.000

	
	
	001
	Subsecretaría de Educación
	4.000.000

	
	
	011
	Junta Nacional de Jardines Infantiles
	1.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.
(Unanimidad 19x0. Indicación número 193).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	206.527

	
	09
	
	Ministerio de Educación
	206.527

	
	
	005
	Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos
	206.527


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 11 a favor x 7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	15.188.000

	
	09
	
	Ministerio de Educación
	15.188.000

	
	
	009
	Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas
	15.188.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Mayoría de votos 11 a favor x 7 abstenciones. Aprobación enmienda Subcomisión).

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Miles de $

Incrementar

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	14.000.000

	
	16
	
	Ministerio de Salud
	14.000.000

	
	
	002
	Fondo Nacional de Salud
	14.000.000

	Subt.
	Ítem
	Asig.
	
	Reducir

	27
	
	
	APORTE FISCAL LIBRE
	14.000.000

	
	16
	
	Ministerio de Salud
	14.000.000

	
	
	002
	Subsecretaría de Redes Asistenciales
	14.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 20x0. Indicación número 169).

- Incrementar, en el Subtítulo 27, Ítem 26, la Asignación 002 (Instituto Nacional de Deportes), en $2.100.000 miles.

Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. (Unanimidad 20x0. Aprobación enmienda Subcomisión).

-o-

RESUMEN TESORO PÚBLICO

Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias).

- Reducir Asignación 104 (Provisión para Financiamientos Comprometidos), asociada al Ítem 03 del Subtítulo 24, en $35.494.527 miles.

- Crear Asignación 251 (Aporte para el pago de la asignación de mejoramiento de gestión municipal Ley N° 20.723), con un monto de $30.000.000 miles.

TOTAL: Reducir en $5.494.527 miles.

Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre).

Incrementar en $5.494.527).

-o-

ARTICULADO


Aprobarlo, con las siguientes enmiendas:

Artículo 14. 


- Agregar, en el inciso primero, el siguiente número 15, nuevo:


“15. Informe, antes del 31 de marzo de 2015, acerca del presupuesto de la Nación desagregado a nivel regional, cuando corresponda, por Partida. Trimestralmente, además, se informará respecto de la ejecución de los recursos contemplados en cada Partida, incorporando indicadores de ejecución del gasto regionalizado, cuando corresponda.”. (Unanimidad 18x0. Indicación número 201).


- Sustituir, en el inciso cuarto, la frase “; en el caso de la Cámara de Diputados, al departamento de Evaluación de la Ley y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos”, por la siguiente: “, además, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y al Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados”. (Unanimidad 18x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:

“Asimismo, toda información que de acuerdo a lo establecido en la presente ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada en formato digital susceptible de ser analizado utilizando software de manejo de base de datos.”. (Unanimidad 17x0. Indicación número 200).

Artículo 21


Sustituir, en el número 4, el guarismo “2014” por “2015”. (Unanimidad 18x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

-o-

PROYECTO DE LEY:

“ESTIMACION DE INGRESOS Y CÁLCULO DE GASTOS

Artículo 1°.- Apruébase el Presupuesto de ingresos y gastos del sector público, para el año 2015, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

En Miles de $

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS
	40.303.359.771
	1.360.844.842
	38.942.514.929

	IMPUESTOS
	27.611.156.193
	
	27.611.156.193

	IMPOSICIONES PREVISIONALES
	2.194.104.082
	
	2.194.104.082

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	558.403.012
	506.673.525
	51.729.487

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	404.779.672
	30.767.062
	374.012.610

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	732.847.281
	
	732.847.281

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	732.964.615
	
	732.964.615

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	48.190.955
	
	48.190.955

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.462.376.020
	
	2.462.376.020

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	246.052.918
	
	246.052.918

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	858.037.255
	823.404.255
	34.633.000

	ENDEUDAMIENTO
	4.417.647.844
	
	4.417.647.844

	SALDO INICIAL DE CAJA
	36.799.924
	
	36.799.924

	GASTOS
	40.303.359.771
	1.360.844.842
	38.942.514.929

	GASTOS EN PERSONAL
	6.389.792.214
	
	6.389.792.214

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	2.603.387.179
	
	2.603.387.179

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	6.810.396.401
	
	6.810.396.401

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	13.432.116.757
	486.860.019
	12.945.256.738

	INTEGROS AL FISCO
	69.010.787
	50.580.568
	18.430.219

	OTROS GASTOS CORRIENTES
	5.996.912
	
	5.996.912

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	250.358.252
	
	250.358.252

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	791.103.625
	
	791.103.625

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	3.647.778.887
	
	3.647.778.887

	PRÉSTAMOS
	302.038.060
	
	302.038.060

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	3.872.151.994
	823.404.255
	3.048.747.739

	SERVICIO DE LA DEUDA
	2.076.438.784
	
	2.076.438.784

	SALDO FINAL DE CAJA
	52.789.919
	
	52.789.919


B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares

En Miles de US$

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
	Deducciones de Transferencias
	Total

	INGRESOS
	1.719.945
	0
	1.719.945

	IMPUESTOS
	542.000
	
	542.000

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	880.854
	
	880.854

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	6.662
	
	6.662

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	44.085
	
	44.085

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	102
	
	102

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	203.068
	
	203.068

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	3.166
	
	3.166

	ENDEUDAMIENTO
	38.008
	
	38.008

	SALDO INICIAL DE CAJA
	2.000
	
	2.000

	GASTOS
	1.719.945
	0
	1.719.945

	GASTOS EN PERSONAL
	171.279
	
	171.279

	BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
	255.931
	
	255.931

	PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
	154
	
	154

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	84.090
	
	84.090

	OTROS GASTOS CORRIENTES
	610
	
	610

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	7.283
	
	7.283

	ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
	1.041.565
	
	1.041.565

	INICIATIVAS DE INVERSIÓN
	2.078
	
	2.078

	PRÉSTAMOS
	3.166
	
	3.166

	TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
	300
	
	300

	SERVICIO DE LA DEUDA
	151.489
	
	151.489

	SALDO FINAL DE CAJA
	2.000
	
	2.000


Artículo 2°.- Apruébanse los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2015, a las Partidas que se indican:

	INGRESOS GENERALES DE LA NACION:
	
	

	IMPUESTOS
	27.611.156.193
	542.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	29.162.682
	272.318

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	229.954.210
	880.854

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	11.141.341
	6.662

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	218.501.921
	31.655

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	429.056
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.050.773.800
	198.871

	RECUPERACIÓN DE PRESTAMOS
	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	244.443.348
	501.509

	ENDEUDAMIENTO
	4.387.500.000
	38.008

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS
	34.788.062.561
	2.473.877

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	16.815.182
	

	CONGRESO NACIONAL
	112.143.699
	

	PODER JUDICIAL
	415.167.016
	

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	65.214.774
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA
	2.316.339.904
	44.149

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	71.833.303
	209.589

	MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO
	316.170.459
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	345.399.155
	

	MINISTERIO DE EDUCACIÓN
	7.756.058.389
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	867.074.620
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	1.029.840.242
	229.331

	MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS
	1.825.031.654
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	391.061.214
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	10.282.844
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
	6.034.355.415
	

	MINISTERIO DE SALUD
	3.770.921.033
	

	MINISTERIO DE MINERÍA
	41.018.738
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	1.626.839.155
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	824.923.701
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO
	24.226.880
	

	MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
	591.958.915
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	13.715.667
	

	MINISTERIO PÚBLICO
	144.334.418
	

	MINISTERIO DE ENERGÍA
	124.570.115
	

	MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
	44.176.677
	

	MINISTERIO DEL DEPORTE
	113.543.014
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	SUBSIDIOS
	941.128.138
	

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	2.613.033.316
	518.136

	SERVICIO DE LA DEUDA PÚBLICA
	2.065.161.235
	151.489

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	729.459

	FONDO DE ESTABILIZACIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL
	
	263.906

	FONDO PARA LAEDUCACIÓN
	30
	327.818

	FONDO DE APOYO REGIONAL
	275.723.659
	

	TOTAL APORTES
	34.788.062.561
	2.473.877


Artículo 3°.-Autorízase a la Presidenta de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 7.500.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.

Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 500.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.

La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2015 y aquéllas que se contraigan para efectuar pago anticipado total o parcial de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2015, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.

No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley Nº 3.500, de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.000.000 miles.

La autorización que se otorga a la Presidenta de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los Gastos en personal, Bienes y servicios de consumo, Prestaciones de seguridad social, Transferencias corrientes, Integros al Fisco y Otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.

No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N° 1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.

Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de Adquisición de activos no financieros, Iniciativas de inversión y Transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en 10%.

Artículo 5°.-Suspéndese, durante el año 2015, la aplicación de la letra d) del artículo 81 de la ley Nº 18.834, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrata en el mismo servicio. Esta suspensión no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad en el año 2014. 

Artículo 6°.-La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2015, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas de dichas unidades en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil de tales unidades en los estudios básicos.

Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo 
N° 151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.

Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato; calificación que pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.

Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, al momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien, no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7°.-En los decretos que contengan transferencias, hayan sido dispuestas en esta ley o se creen en virtud del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, con imputación a los ítems 01, 02 y 03, de los subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que la institución receptora deberá dar a los recursos, las condiciones o modalidades de reintegro de los mismos y la información que respecto de su aplicación deberá remitirse al organismo que se determine.

Aquellas transferencias, incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria en los distintos conceptos de gasto, con visación de la Dirección de Presupuestos, y remitirse mensualmente a esta última un informe sobre avance de actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.

Artículo 8°.-Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9°.-No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto.

Artículo 10.-Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un periodo superior a treinta días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 11.-Para los efectos de proveer durante el año 2015 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N° 19.882, se convocará a los procesos de selección a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán en diarios de circulación nacional, avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 12.-Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para adquirir, a cualquier título, toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.

Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.

Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas, incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos, comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.

En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.

Artículo 13.-El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2015 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 a 2014, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:

-65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;

-10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y

-25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.

La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.

No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

Artículo 14.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

2. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y saldo de la deuda bruta del Gobierno Central.

Del mismo modo, se deberá incluir en anexos, información del gasto devengado en el Gobierno Central en el del Subtítulo 22 ítem 07, Publicidad y Difusión, desagregado por asignación, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior, y de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley.

3. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

4. Informe semestral de los montos devengados en el subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, para las distintas partidas presupuestarias, con clasificación regional de ese gasto, incluyendo la categoría “interregional”, a más tardar, sesenta días después de terminado el semestre respectivo.

5. Copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados durante cada trimestre, dentro de los treinta días siguientes al término del mismo, y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en dicho trimestre, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.

6. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.

7. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

8. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N° 19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

9. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.

10. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

11. Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

12. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.

13. Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N° 19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

14. Informe, antes del 31 de diciembre de 2014, de los gastos considerados para el año 2015 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.

15. Informe, antes del 31 de marzo de 2015, acerca del presupuesto de la Nación desagregado a nivel regional, cuando corresponda, por Partida. Trimestralmente, además, se informará respecto de la ejecución de los recursos contemplados en cada Partida, incorporando indicadores de ejecución del gasto regionalizado, cuando corresponda.

Para dar cumplimiento a lo señalado en los numerales anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes de conformidad a las instrucciones impartidas para tal efecto por la Dirección de Presupuestos. Además, ésta deberá ser publicada en los mismos plazos en los respectivos sitios web de los organismos obligados a proporcionarla.

El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N° 19.862 deberá establecer que la inscripción de cada operación de transferencia señalará el procedimiento de asignación utilizado, indicando al efecto si éste ha sido concurso u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.

Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada por los respectivos organismos, además, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y al Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados, para su trabajo y remisión a quien lo solicite.

La información deberá incluir las advertencias de porcentajes de cumplimientos de objetivos o indicadores.

Asimismo, toda información que de acuerdo a lo establecido en la presente ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada en formato digital susceptible de ser analizado utilizando software de manejo de base de datos.

Artículo 15.-Durante el año 2015, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N° 19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 16.-Durante el año 2015, la Presidenta de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

La autorización que se otorga a la Presidenta de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.

Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.

Las empresas señaladas en el inciso primero, para obtener la garantía estatal señalada, deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 19.847.

Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2015, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.

La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley Nº 19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.

Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.

Artículo 17.-Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las afiliaciones existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento que la incorporación o renovación les demande efectuar contribuciones o aportes o aumentos de éstos y si los convenios consisten en aumentos del monto de cuotas, su visación quedará condicionada a la disponibilidad de recursos fiscales.

Artículo 18.-Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N° 1.263, de 1975.

Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N° 3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N° 1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N° 19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley 
N° 19.104 y el artículo 14 de la ley N° 20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.

Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N° 19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 19.-Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios, tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.

Artículo 20.-Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en un 20%, en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa. Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido, por medio de sus respectivos sitios web.

Artículo 21.-Será de cargo de las respectivas entidades públicas el siguiente deber de información:

1. Informe trimestral, sobre el estado de ejecución de los compromisos adquiridos con la Mesa Social de la Región de Aysén.

2. Remisión a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, de una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.

3. En caso de contar con asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, los organismos responsables de dichos programas deberán publicar Informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre en su sitio web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.

Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.

4. En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2015, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.

5. Mensualmente, el Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los treinta días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.

6. Publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo proceso.

Artículo 22.-Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley 
N° 19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.

Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquéllos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.

El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo por parte de las autoridades de los organismos señalados contraviene lo establecido en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que hace referencia al principio de probidad administrativa.

Artículo 23.-Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2015, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria.”.

-o-

Acordado en sesiones celebradas los días 7 de octubre y 4, 5, 10, 11 y 12 de noviembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ricardo Lagos Weber (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn (Iván Moreira Barros) (Jacqueline Van Rysselberghe Herrera), y señores Pedro Araya Guerrero (Jorge Pizarro Soto) (Carolina Goic Boroevic), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Antonio Horvath Kiss, Juan Pablo Letelier Morel, Carlos Montes Cisternas, Baldo Prokurica Prokurica, Eugenio Tuma Zedán, Patricio Walker Prieto y Andrés Zaldívar Larraín; y Honorables Diputados señores Pepe Auth Stewart (Tucapel Jiménez Fuentes), Felipe De Mussy Hiriart (Jaime Bellolio Avaría) (Issa Kort Garriga), Enrique Jaramillo Becker (Daniel Farcas Guendelman), Pablo Lorenzini Basso, Patricio Melero Abaroa, Manuel Monsalve Benavides, Daniel Núñez 
Arancibia, José Miguel Ortiz Novoa, Alejandro Santana Tirachini, Marcelo Schilling Rodríguez, Ernesto Silva Méndez (Juan Antonio Coloma Alamos) (Javier Macaya Danús) 


(Joaquín Lavín León), Osvaldo Urrutia Soto (Juan Antonio Coloma Alamos) y Matías Walker Prieto (Juan Enrique Morano Cornejo) (Víctor Torres Jeldes).

Sala de la Comisión Especial Mixta, a 17 de noviembre de 2014.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión Especial Mixtade Presupuestos.”
14. Informe complementario de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto, iniciado en moción, con urgencia “simple”, que “Sanciona el transporte de desechos hacia vertederos
clandestinos”, en segundo trámite constitucional. (boletín N° 7908-15) 

“Honorable Cámara:

La Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, viene en evacuar este informe complementario del proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en una moción de los senadores señores Guido Girardi, Juan Pablo Letelier y Jorge Pizarro, en segundo trámite constitucional y primero reglamentario, con urgencia calificada de “simple”. 

Lo anterior, de acuerdo a lo dispuesto por la Sala de la Corporación y comunicado mediante oficio Nº 11.470, de fecha 11 de septiembre pasado, enviado por Secretario General de la Cámara (S). 

En sesión de igual fecha, la Corporación hizo presente dos aspectos sustanciales no abordados y que motivaron el regreso del proyecto a la Comisión para informe complementario:

a) Establecimiento expreso de la responsabilidad del dueño o propietario del vehículo.

b) Aclarar que esta iniciativa de ley no genera gastos para los municipios.

I. CONSTANCIAS PREVIAS.

Se designó Diputada informante a la señora Jenny Álvarez Vera.

II. ANTECEDENTES.

Se reitera los antecedentes de hecho y de derecho contenidos en el Primer Informe, en especial las constancias reglamentarias previas, los fundamentos de la moción y el resumen del proyecto aprobado por el H. Senado.

-o-

Durante el estudio de esta moción se contó con la asistencia y colaboración del señor Ministro de Transporte y Telecomunicaciones, don Andrés Gómez-Lobo; y de su asesora legislativa, doña Paola Tapia Salas.

-o-

III. DISCUSIÓN GENERAL

Sobre la responsabilidad del dueño o propietario del vehículo, la Comisión estimó fundamental que el proyecto la establezca en forma directa y expresa. En cuanto a fijar responsabilidad solidaria respecto de todos quienes participan del acto irregular, se determinó que lo más adecuado era establecer responsabilidad independiente de las que les corresponde al dueño del vehículo, al conductor o a quien encargue el transporte o traslado. De esta forma, se establece un sistema de responsabilidades claramente delimitado y fácil de sancionar, ya que cada infractor responde por su acción indebida.

Sin perjuicio de lo anterior, se consideró importante determinar que el vehículo que hubiera sido retirado de circulación sólo puede ser recuperado cuando se acredite el pago de las multas y de los costos asociados al traslado y disposición de la basura, haciéndolo de cargo del propietario del vehículo y no del infractor como señalaba la norma.

Por otra parte, la Comisión considerando lo expuesto por el señor Ministro de Transporte y Telecomunicaciones y el contenido de la carta enviada por el presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, don Christian Vittori Muñoz, estimó que quedaba claro que el proyecto de ley no generaba gastos para la municipios, sino al contrario, toda vez que las multas actuales se verían incrementadas en un 1.500%y, consecuentemente, formarían parte del patrimonio del municipio respectivo.

IV. DISCUSIÓN PARTICULAR.

ARTÍCULO UNICO: Este artículo, que introduce los artículos 192 bis, 192 ter y 192 quáter, nuevos, en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, fue objeto del siguiente tratamiento: 

Artículo 192 bis

Este artículo, de la manera aprobada en el primer informe, fue objeto de una indicación complementaria de las diputadas señoras Loreto Carvajal, Clemira Pacheco y Alejandra Sepúlveda, y de los diputados señores Javier Hernández, Felipe Letelier, Fernando Meza, Leopoldo Pérez, Jorge Sabag y Mario Venegas, que:

1.- Reemplaza en el inciso primero del artículo, la frase “vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada”, por la siguiente “vehículos motorizados, no motorizados o a tracción a animal”.

2.- Incorpora el siguiente párrafo segundo en el inciso primero del artículo, pasando el actual párrafo segundo a ser tercero y así sucesivamente:

“Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales al propietario de vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita.”.

3.- Intercala en el actual párrafo segundo del inciso primero del artículo, entre la expresión”vehículos motorizados” y el punto seguido (.), la siguiente frase “, sin ser su propietario”.

4.- Intercalar en el nuevo inciso cuarto del artículo 192 bis lo siguiente:

a) Entre las expresiones “El infractor” y “deberá pagar”, la siguiente frase “, sea éste el propietario del vehículo, motorizado o no motorizado, el que encargue y/o realice,”.

b) Entre las expresiones “deberá pagar” y “los costos asociados”, la expresión “la multa correspondiente y”.

c) Entre las expresiones “del comprobante de pago” y “de los costos asociados al traslado”, la frase “de las multas correspondientes y”.

5.- Reemplazar en el nuevo inciso cuarto del artículo 192 bis, la palabra “infractor” por “propietario”.

El artículo, con la indicación, fue aprobado por la mayoría de los diputados presentes.

Votaron a favor las Diputadas señoras Loreto Carvajal, Clemira Pacheco y Alejandra Sepúlveda, ylos Diputados señores Javier Hernández, Felipe Letelier, Fernando Meza (Presidente), Leopoldo Pérez, Jorge Sabag y Mario Venegas.

Se abstuvo de votar el Diputado señor Iván Norambuena.

-o-

Se deja constancia que los artículos 193 ter y 194 quáter -incorporados por el artículo único del proyecto- y el artículo transitorio, no fueron modificados. 

V. INTERVENCIÓN.

El señor Ministro explicó que en cuanto al financiamiento del proyecto, se debe tener en consideración que las multas que se cursen van desde 0,2 a 150 unidades tributarias mensuales (UTM), lo que representa en algunos casos, un aumento de un 1.500% respecto de las multas que hoy pueden cursar las municipalidades. Adicionalmente, el proyecto permite duplicar las referidas multas a quienes reincidan en la conducta sancionada.

Advirtió que las multas antes referidas van a beneficio municipal, toda vez que son aplicadas por los Juzgados de Policía Local y, consecuentemente, forman parte del patrimonio del municipio respectivo. Lo anterior, conforme lo señala el artículo 55 del decreto 307, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 15.231, que en su parte pertinente dispone que “Las multas que los Juzgados de Policía Local impongan… serán a beneficio de la comuna en cuyo territorio se cometió la infracción…”, salvo las excepciones establecidas en la ley. 

En el mismo sentido observó que el artículo 3° de la ley Nº 18.287, sobre Procedimientos en los Juzgados de Policía Local, establece que estos juzgados son los competentes para conocer las infracciones de la ley de Tránsito, y por su parte la ley sobre Organización de los Juzgados de Policía Local, señala que es de competencia de éstos conocer las infracciones de los preceptos que reglamentan el transporte por calles y caminos y el tránsito público.

Por otra parte, declaró que el proyecto dispone que el infractor no sólo debe pagar la multa sino que además todos los costos asociados al traslado y disposición de la basura en que haya incurrido la municipalidad. Como medida de apremio y de garantía, además, se establece que el vehículo que hubiera sido retirado de circulación, sólo será devuelto al propietario contra entrega del comprobante de pago de los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos.

Informó que en conjunto con la Secretaría de la Comisión se han realizado las adecuaciones requeridas por la Sala, particularmente con el objeto de incorporar como sujeto responsable de las infracciones al dueño o propietario del vehículo.

Finalmente, concluyó señalando que el proyecto de ley contribuye desde la perspectiva del tránsito y transporte a mejorar la regulación actual en el transporte de desechos a lugares no autorizados.

VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN.

Artículos rechazados:

No hay.

Indicaciones rechazadas:

1.- Indicación de la diputada Sepúlveda, y de los diputados Chahin, Morano, Mirosevic, Boric, Arriagada, Rincón, Flores y Venegas.

“Para sustituir el párrafo tercero del inciso primero del artículo 192 bis por el siguiente:

“Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales al propietario del vehículo motorizado que realice el traslado o deposito.”.”.

2.- Indicación de los diputados Sabag y Vallespín.

“Para revisar y modificar el artículo 192 bis:

“Las ordenanzas municipales se ajustaran en forma gradual, de manera concordada con los municipios”.”.

VII. ADICIONES Y ENMIENDAS APROBADAS POR LA COMISIÓN.

AL ARTÍCULO ÚNICO.-
Artículo 192 bis

1.- Ha reemplazado en el inciso primero del artículo 192 bis, la frase “vehículos a tracción animal, motorizada o no motorizada”, por la siguiente “vehículos motorizados, no motorizados o a tracción a animal”. 

2.- Ha incorporado el siguiente párrafo segundo en el inciso primero del artículo 192 bis, pasando el actual párrafo segundo a ser tercero y así sucesivamente: 

“Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales al propietario de vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita.”.

3.- Ha intercalado en el actual párrafo segundo del inciso primero del artículo 192 bis, entre la expresión”vehículos motorizados” y el punto seguido (.), la siguiente frase “, sin ser su propietario”. 

4.- Ha intercalado en el nuevo inciso cuarto del artículo 192 bis lo siguiente:

a) Entre las expresiones “El infractor” y “deberá pagar”, la siguiente frase “, sea éste el propietario del vehículo, motorizado o no motorizado, el que encargue y/o realice,”. 

b) Entre las expresiones “deberá pagar” y “los costos asociados”, la expresión “la multa correspondiente y”.

c) Ha reemplazado en el nuevo inciso cuarto del artículo 192 bis, la palabra “infractor” por “propietario”.

d) Entre las expresiones “del comprobante de pago” y “de los costos asociados al traslado”, la frase “de las multas correspondientes y”.

-o-

Como consecuencia de lo antes expuesto, y por las otras consideraciones que en su oportunidad dará a conocer la señora Diputada Informante, la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones recomienda aprobar el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único.- Introdúcense en la ley Nº 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, los siguientes artículos 192 bis, 192 ter y 192 quáter:

Artículo 192 bis.- El que encargue o realice, mediante vehículos motorizados, no motorizados o a tracción animal, el transporte, traslado o depósito de basuras, desechos o residuos de cualquier tipo, hacia o en la vía pública, sitios eriazos, en vertederos o depósitos clandestinos o ilegales, o en los bienes nacionales de uso público, será sancionado en la siguiente forma:

Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales a quien encargue el traslado o depósito, siempre que cualquiera de ellos se haya ejecutado.

Con multa de 2 a 100 unidades tributarias mensuales al propietario de vehículo motorizado con el cual se realice el transporte, traslado o depósito, salvo que acredite que el vehículo le fue tomado sin su conocimiento o sin su autorización expresa o tácita.

Con multa de 2 a 50 unidades tributarias mensuales a quien realice el depósito o el traslado conduciendo vehículos motorizados, sin ser su propietario. Adicionalmente, se sancionará con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años.

Con multa de 0,2 a 1 unidad tributaria mensual y el retiro del carretón y los aperos a quien conduzca un vehículo a tracción animal. El animal será entregado a quien conducía el vehículo.

Con la misma multa anterior y el retiro del vehículo a tracción manual a quien lo conduzca o a quien realice el traslado en vehículos no motorizados.

Con una multa de 20 a 150 unidades tributarias mensuales, si se encarga o realiza el transporte, traslado o depósito de desechos tóxicos, peligrosos o infecciosos, en cualquier tipo de vehículo. Adicionalmente, será castigado con presidio menor en su grado medio y con la suspensión de la licencia de conductor e inhabilidad para obtenerla hasta por dos años.

A los reincidentes de las conductas descritas anteriormente, se les impondrá como mínimo el doble de la multa establecida como base para cada conducta. Adicionalmente, en los casos que corresponda, se suspenderá nuevamente la licencia de conducir, al menos, por un mínimo de seis meses y hasta dos años.

Los vehículos y especies que se encuentren en las situaciones descritas serán retirados de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares contemplados por las municipalidades para tal efecto, aplicándose al infractor lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 156 de esta ley.

La municipalidad de la comuna en donde transita el vehículo que sea retirado de circulación, por sí o a través de terceros, deberá descargar la basura, desechos o residuos y los trasladará hasta los rellenos sanitarios autorizados. El infractor, sea éste el propietario del 
vehículo, motorizado o no motorizado, el que encargue y/o realice, deberá pagar la multa correspondiente y los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos en que incurra la municipalidad. El vehículo que hubiera sido retirado de circulación, en conformidad con el inciso precedente, sólo será devuelto al propietario contra entrega del comprobante de pago de las multas correspondientes y de los costos asociados al traslado y disposición de la basura, desechos o residuos.

Las municipalidades dictarán una ordenanza que regule las autorizaciones para transportar basura, desechos, escombros o residuos de cualquier tipo, estableciendo los requisitos y el procedimiento para conceder dicha autorización y la obligación de portarla en el vehículo, en los casos que corresponda. El transporte señalado se regirá por lo dispuesto en la ordenanza municipal correspondiente a la comuna donde se genera la basura, desechos, escombros o residuos. Lo anterior, es sin perjuicio de las demás exigencias y autorizaciones que se requieran, en conformidad a la normativa vigente.

Asimismo, en el caso de las instituciones del Estado y municipalidades, ellas deberán exigir a los vehículos recolectores de residuos domiciliarios y de residuos sólidos inertes la respectiva autorización del director del área de la institución que dé cuenta de la existencia del contrato de disposición final, en los cuales se indique que el destino último de los desechos será un relleno sanitario o un vertedero legalmente autorizado.

Artículo 192 ter.- El transporte y retiro de escombros en contenedores o sacos se realizará cubriendo la carga de forma que se impida el esparcimiento, dispersión de materiales o polvo durante su traslado y que éstos se caigan de sus respectivos transportes. El que efectúe el transporte sin adoptar las medidas indicadas deberá pagar una multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales.

En todo caso, la persona natural o jurídica que cuente con la autorización para trasladar escombros deberá comunicar a la municipalidad por escrito cuál será la cantidad de metros cúbicos de escombros que se depositarán, su naturaleza y composición, el modo y los medios a emplear en el retiro, el transporte de los mismos y su lugar de destino.

Artículo 192 quáter.- Cualquier persona que sorprenda o detecte las conductas descritas en los artículos 192 bis o 192 ter podrá poner en conocimiento de este hecho a las municipalidades, a Carabineros de Chile o a la autoridad sanitaria quienes remitirán los antecedentes al Ministerio Público o a los tribunales competentes, según corresponda. Las personas podrán acompañar fotografías, filmaciones u otros medios de prueba que acrediten el lugar, la patente del vehículo o el día en que sucedieron los hechos.

Artículo transitorio.- Las municipalidades tendrán el plazo de un año, contado desde la publicación de esta ley, para dictar la ordenanza municipal a que se refiere el artículo 192 bis de la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009.

Esta ley comenzará a regir desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

Sala de la Comisión, a 17 de noviembre de 2014.

Tratado y acordado en sesión de fecha 11 de noviembre de 2014, con la asistencia de las diputadas señoras Loreto Carvajal, Clemira Pacheco y Alejandra Sepúlveda y los diputados señores Javier Hernández, Felipe Letelier, Fernando Meza (Presidente), Iván Norambuena, Leopoldo Pérez, Jorge Sabag y Mario Venegas.

(Fdo.): ROBERTO FUENTES INNOCENTI, Secretario de la Comisión.”
15. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
mensaje, con urgencia “simple”, que “Otorga una bonificación adicional por
retiro al personal no académico que indica de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios”.
(boletín N° 9557-04)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso segundo delartículo 226 del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Origen y urgencia

La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia simple.

2.- Artículos que la Comisión Técnica dispuso que fueran conocidas por ésta.

Todos artículos que conforman el proyecto.

3.- Disposiciones o indicaciones rechazadas

Ninguna

4.- Modificaciones introducidas al texto aprobado por la Comisión Técnica y calificación de normas incorporadas

Se aprobó una indicación del diputado señor Lorenzini, que recae en el artículo transitorio y que intercalala palabra “presupuestario” entre los vocablos “año” y “de”.

5.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad

Todas las disposiciones fueron aprobadas por unanimidad.

6.- Se designó Diputado Informante al señorMatías Walker.

Asistieron a la Comisión, durante el estudio del proyecto, las siguientes personas: 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN

Sr. Andrés Palma, Coordinador de la Reforma Educacional..

DIPRES

Sra. Patricia Orellana, Jefa del Departamento Institucional.

CONFUECH

Representante de la Coordinadora Nacional de Funcionarios de Universidades del Estado de Chile, señora Cristina Tapia.

Sra. Lucía Bozzo.

Sra. Ximena Morales.


La Comisión de Educación, dispuso en su informe que esta Comisión tomara conocimiento de todos artículos que conforman el proyecto.

El proyecto consta de de diez artículos permanentes y un artículo transitorio.

Descripción general de las disposiciones:

El artículo 1° establece una bonificación adicional de 395 UF, para los funcionarios no académicos de las universidades del Estado, siempre que perciban el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374, se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, y cumplan los demás requisitos que el precepto indica.

El artículo 2° impone como requisito para acceder a la bonificación adicional, que el personal no académico presente su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, en los plazos que indica. Asimismo, deberá expresar su voluntad en orden de acogerse a la bonificación adicional y la fecha en que hará dejación de su cargo, o del total de horas que sirva, en los términos que el artículo regula. En caso contrario, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación.

El artículo 3° regula el monto máximo de la bonificación adicional ascendente a 395 UF por una jornada máxima de 44 horas, sin importar la remuneración o renta, si se encuentra contratado por una jornada mayor o desempeña funciones en más de una universidad estatal cuya suma sea superior a 44 horas semanales. Igualmente, establece el cálculo proporcional a la jornada de trabajo cuando está sea inferior y la forma de pago de la misma.

El artículo 4° extiende el derecho a la bonificación adicional de cargo fiscal, al personal no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que obtenga, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2014, la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que cese en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, y que haya cumplido o cumpla las edades y la antigüedad exigidas de acuerdo al inciso segundo del artículo 1° de esta ley. Por otra parte, establece: reglas especiales para aquellos que no cumplan con el requisito de edad; plazo de solicitud de bonificación adicional y fecha de pago de la mismo, entre otras.

El artículo 5° permite en forma excepcional hasta 145 cupos postular a la bonificación adicional al personal no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que al 31 de diciembre de 2011 tuviere cumplido el requisito de edad del artículo 1° de la ley 20.374 y que no hubiese accedido a ninguno de los beneficios de los artículos 1° y 4° de dicha ley. Dicha postulación debe realizarse conjuntamente con el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374 en el plazo que indica.

Por el artículo 6° se permite al ex personal no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que renunció voluntariamente a su cargo o al total de horas que servía, entre el 1° de enero de 2012 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley o que entre el 1° de enero de 2012 y el día anterior a la fecha de la publicación de la presente ley,se hayan pensionado por invalidez conforme al decreto ley N° 3.500 de 1980 o que hubieren cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo puedan acceder a la bonificación adicional de cargo fiscal del artículo 1° de la presente ley, siempre cumplan con los requisitos que indica.

El artículo 7° trata sobre el beneficio compensatorio que establece el artículo 20.374, por única vez, al personal no académico, de planta o a contrata, que hubiere cumplido 65 años de edad o más, con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley y que cumpla con las condiciones que indica. Asimismo, consagra que el personal no académico que, además, sea beneficiario de la bonificación adicional en virtud de los artículos 1 o 5 de la presente ley,debe presentar su renuncia voluntaria y hacerla efectiva de acuerdo a lo señalado en el artículo 2° o el artículo 5°, según corresponda.

El artículo 8° permite al personal no académico señalado en los artículos 1° y 5° presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305, conjuntamente con la solicitud a la bonificación adicional que otorga este cuerpo legal, para cuyoefecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley.

El artículo 9° establece una incompatibilidad entre la bonificación adicional con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones, con la sola excepción del beneficio contemplado en la ley N° 20.305, la bonificación compensatoria establecida en el artículo 9° de la ley N° 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, respecto a quienes resulte actualmente aplicable.

El artículo 10 establece que el personal no académico que cese en su empleo por aplicación de lo dispuesto en esta ley u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que conforma la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que, previamente, devuelva la totalidad del beneficio percibido.

El artículo transitorio establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

El propósito de la iniciativa consiste en entregar al personal no académico de las universidades del Estado, que perciba el beneficio del artículo 9° de la ley N° 20.374 yesté afiliado a una AFP, un bono adicional de 395 unidades de fomento de cargo fiscal, siempre que cumpla con los requisitos que el proyecto dispone.

El mensaje señala que el 26 de abril de 2013, el Gobierno anterior suscribió un protocolo de acuerdo con los representantes del personal no académico de las universidades del Estado, organizados a través de la Coordinadora Nacional de Organizaciones de Funcionarios de Universidades del Estado de Chile, y la Central Única de Trabajadores, referido a condiciones de egreso para dichos trabajadores.

Se agrega que las universidades del Estado se rigen por disposiciones generales comunes que las facultan para crear sistemas con bases homogéneas de beneficios compensatorios para el egreso voluntario de sus funcionarios, fijadas en los artículos 9° al 11 de la ley 
N° 20.374. Sin embargo, dicha norma general se ha puesto en marcha en distintas fechas según las diversas realidades institucionales, de modo que algunos planteles aún no la han implementado, razón por la cual se presenta la iniciativa en estudio.

Incidencia en materiapresupuestaria y financiera

El informe financiero señala lo siguiente:

El presente proyecto establece una bonificación adicional para los funcionarios no académicos de las universidades del Estado que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos, para percibir el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374, siempre que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema y que, entre el 1° de enero de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2014, hayan cumplido o cumplan 65 años de edad si son hombres, y en caso de las mujeres, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, y hayan desempeñado cargos de planta o a contrata por un período no inferior a 10 años a la fecha de la renuncia, servidos de manera continua o discontinua en universidades del Estado.

Tendrán también derecho a la bonificación adicional, los funcionarios no académicos de las universidades del Estado, que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, y que obtengan, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2014, una pensión de invalidez conforme a dicho decreto ley, o que cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, cumpliendo además con los requisitos de edad indicados anteriormente. También se incorporan en este beneficio ex funcionarios no académicos de las universidades del Estado que hayan renunciado voluntariamente entre el 1° de enero de 2012 y la fecha de promulgación de la ley, siempre que hubieran recibido el beneficio dispuesto en el artículo 9° de la ley N°20.374 y que cumplan con los otros requisitos establecidos en el proyecto de ley.

El monto de la bonificación adicional será de 395 unidades de fomento para funcionarios con jornadas de 44 horas semanales, calculándose de forma proporcional para aquellos con jornadas de trabajo inferiores a ese número.

Esta bonificación adicional se concederá hasta un máximo de 850 cupos. Por otra parte, podrán excepcionalmente postular a la bonificación adicional quienes no hayan accedido a la bonificación por retiro voluntario establecido en los artículos 1° y 9° de la ley N°20.374, habiendo cumplido los requisitos de edad al 31 de diciembre de 2011 y que adicionalmente cumplan los demás requisitos establecidos en el presente proyecto de ley. Se podrá conceder hasta un máximo de 145 bonificaciones adicionales por este concepto.

Efectos del proyecto sobre el presupuesto fiscal

El mayor gasto fiscal asociado a la bonificación adicional, considerando que se acoge al beneficio el mayor número posible de funcionarios y ex funcionarios que cumplen con los requisitos señalados en el proyecto de ley, es de $9.464 millones. Dicho gasto se materializará en la medida que los funcionarios y ex funcionarios que cumplan con los requisitos se acojan al beneficio, lo que puede ocurrir entre la fecha de promulgación de la ley y los 180 días hábiles posteriores al 31 de diciembre de 2014, para el caso de los funcionarios hombres y desde la promulgación de la ley hasta el año 2020 para el caso de las funcionarias mujeres, si estas últimas se acogieran a lo indicado en el artículo 9° de la ley N° 20.374.

El mayor gasto fiscal que implica el presente proyecto de ley se financiará, durante su primer año de vigencia, con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

Debate de las normas sometidas a la consideración de la Comisión, esto todo el proyecto.

El señor Andrés Palma (Coordinador de la reforma Educacional)explica que este proyecto responde a un compromiso asumido por el Presidente Sebastián Piñera con los funcionarios no académicos de las universidades del Estado. es por ello que se agrega al beneficio que les corresponde como incentivo al retiro un bono adicional de 395 unidades de fomento de cargo fiscal. Añade que este proyecto fue aprobado sin modificaciones por la Comisión de Eduación.

La señora Patricia Orellana, Jefa del Departamento Institucional de la DIPRES, manifiesta que este proyecto complementa el mecanismo permanente de incentivo al retiro de las universidades estatales, mediante una bonificación adicional al personal no académico de las universidades estatales.

Relata que este proyecto comprende los siguientes tipos de coberturas. En primer término para los funcionarios no académicos de las universidades del Estado que presenten la renuncia voluntaria a sus cargos, para percibir el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374, siempre que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema y que, entre el 1° de enero de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2014, hayan cumplido o cumplan 65 años de edad si son hombres, y en caso de las mujeres, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, y hayan desempeñado cargos de planta o a contrata por un período no inferior a 10 años a la fecha de la renuncia, servidos de manera continua o discontinua en universidades del Estado.

También tendrán derecho a la bonificación adicional, los funcionarios no académicos de las universidades del Estado, que se encuentren afiliados al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N°3.500, de 1980, y que obtengan, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2014, una pensión de invalidez conforme a dicho decreto ley, o que cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, cumpliendo además con los requisitos de edad indicados anteriormente. También se incorporan en este beneficio ex funcionarios no académicos de las universidades del Estado que hayan renunciado voluntariamente entre el 1° de enero de 2012 y la fecha de promulgación de la ley, siempre que hubieran recibido el beneficio dispuesto en el artículo 9° de la ley N°20.374 y que cumplan con los otros requisitos establecidos en el proyecto de ley.

En cuanto a la incidencia presupuestaria del proyecto, precisa queel mayor gasto fiscal es de $9.464 millones que se financiarán con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.

La señora Cristina Tapia, Representante de la Coordinadora Nacional de Funcionarios de Universidades del Estado de Chile, explica que viene en representación de las distintas organizaciones de funcionarios no académicos de las universidades estatales y recuerda que este proyecto surgió como fruto de negociaciones con el Gobienro anterior y que no fue presentado. Añade que con el actual Gobierno y lograron introducirle algunos perfeccionamientos, en materia cobertura, plazos y sobre todo en temas de igualdad de condiciones para las funcionarias mujeres. Destaca que este gremio fue el único que se quedó sin este beneficio la vez anterior y solicita por tanto, el apoyo a la iniciativa.

El diputado señor Ortiz, hace presente que en el anteproyecto original no se consideraba a las personas que se acogieran a pensiones de invalidez o que sufrieren enfermedades incompatibles con el trabajo.

El diputado señor Kort, valora la iniciativa en su propio mérito y manifestó que los funcionarios no académicos son el sustento de la universidad. Reitera las inquietudes en torno a la aplicación de los beneficios y expresa su apoyo a la indicación anunciada por el Presidente de la Comisión.

El diputado señor Lorenzini (Presidente de la Comisión) explica que presenta una indicación para intecalar el término “presupuestario” entre los vocablos “año” y “de”, considerando que con ello queda más claro la oportunidad del financiamiento.

El diputado señor Auth, consulta la razón por la cual esta bonificación ha de ser copulativa con el beneficio de la indemnización de la ley N° 20.374.

El diputado señor Schilling, hace presente que en el informe financiero se explica con toda claridad la fuente del financiamiento: será a partir del presupuesto del Ministerio de Educación y, en caso que no sea suficiente se están proveyendo los fondos suficientes a la partida de Tesoro Público para que sean enfrentados.

La señora Patricia Orellana, Jefa del Departamento Institucional de la DIPRES, expresa que la condición copulativa fue solicitad por los propios funcionarios no académicos, como una forma de exigir a las universidades el pago del incentivo al retiro d ela ley N° 20.374. Agrega que conforme con la Ley de Administración Presupuestaria y Financiera del Estado, se contempla una norma supletoria para cualquier gasto con informe financiero, resguardándolo. Añade que la redacción del artículo transitorio obedece a que cuando se especificaba que el financiamiento relacionándolo con un año determinado, podía suceder que el proyecto se demorara en su tramitación y había que presentar una indicación adecuatoria. Por ello se optó por esta fórmula que habla del primer año de vigencia.

VOTACIÓN

El articulado del proyecto es del siguiente tenor:

“Artículo 1°.- El personal no académico de las universidades del Estado que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374 y se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, tendrá derecho a una bonificación adicional de 395 unidades de fomento, de cargo fiscal, siempre que cumpla los demás requisitos establecidos en el inciso siguiente. 


El personal no académico señalado en el inciso anterior, tendrá derecho a la bonificación adicional siempre que sirva sus cargos en calidad de planta o a contrata y que haya prestado servicios en cualquiera de dichas calidades por un período no inferior a 10 años, a la fecha de la renuncia, continuos o discontinuos, en las universidades del Estado, y que entre el 1 de enero de 2012 y hasta el 31 de diciembre de 2014, ambas fechas inclusive, hayan cumplido o cumplan 65 años de edad, si son hombres y en caso de las mujeres, hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, y que presente su renuncia voluntaria en los plazos que se señalan en el artículo siguiente.

Para efectos de cómputo de la antigüedad a que se refiere el inciso anterior, se considerarán los años servidos en calidad de contratado a honorarios en la universidad del Estado, si el funcionario a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, tenga 5 o más años de servicios inmediatamente anteriores a dicha fecha en calidad de continuos en cargos de planta o a contrata en las universidades del Estado.


El personal no académico a que se refiere este artículo que se acoja a los beneficios de la presente ley, podrá rebajar las edades exigidas para impetrar la bonificación adicional señalada en el inciso segundo de este artículo y del beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374, en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley 
N° 3.500, de 1980, por iguales causales, procedimientos y tiempos computables.

Artículo 2°.- El personal no académico, para impetrar la bonificación adicional, deberá cumplir los requisitos para acceder a ella y, además, deberá presentar su renuncia voluntaria a la universidad del Estado, respecto del cargo o del total de horas que sirva en virtud de su nombramiento o contrato, dentro de los 180 días hábiles siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad, en el caso de los hombres. Tratándose de las mujeres, ellas podrán presentar dicha renuncia voluntaria desde que hayan cumplido o cumplan60 años de edad y, hasta los 180 días hábiles siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad.

El personal no académico señalado en el artículo 1° que a la fecha de publicación de la presente ley tenga 65 o más años de edad, deberá presentar su renuncia voluntaria dentro de los 180 días hábiles siguientes a dicha publicación.

El personal no académico, al presentar su renuncia voluntaria, deberá manifestar su voluntad de acogerse a la bonificación adicional y deberá indicar la fecha en que hará dejación de su cargo, o del total de horas que sirva, la que deberá estar comprendida dentro de los plazos señalados en los incisos anteriores de este artículo, según corresponda. El personal no académico beneficiario de la bonificación adicional, señalado en el artículo 1° de la presente ley, cesará en funciones en la fecha antes indicada sólo si la universidad empleadora pone a su disposición la totalidad del beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374, en caso contrario cesará en funciones cuando se le pague dicho beneficio compensatorio.

Si el personal no académico no presenta su renuncia voluntaria dentro del plazo señalado en los incisos primero y segundo anteriores, según corresponda, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación adicional del artículo 1° de la presente ley.

Artículo 3°.- La bonificación adicional será equivalente a 395 unidades de fomento por una jornada máxima de 44 horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté sirviendo si esta última fuere inferior a 44 horas semanales. Si el personal no académico está contratado por una jornada mayor o desempeña funciones en más de una universidad estatal con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas 44 horas semanales. Esta bonificación adicional se concederá hasta un máximo de 850 cupos para efectos de los artículos 1°, 4° y 6° de la presente ley.

La bonificación adicional no se considerará remuneración ni renta para ningún efecto legal, no siendo tributable ni imponible. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda a la fecha del cese de funciones.

La bonificación adicional se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de producido el cese de funciones del personal no académico.

Artículo 4°.- También tendrá derecho a la bonificación adicional de cargo fiscal, el personal no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que obtenga, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 31 de diciembre de 2014, la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que cese en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, y que haya cumplido o cumpla las edades y la antigüedad exigidas de acuerdo al inciso segundo del artículo 1° de esta ley.

El personal no académico señalado en el inciso anterior que no cumpla con el requisito de edad establecido en el inciso segundo del artículo 1° de esta ley, igualmente podrá acceder a la bonificación adicional, si tiene 30 o más años de servicio, a la fecha del cese de funciones, en cualquier calidad jurídica, en las universidades del Estado, y siempre que al 31 de diciembre de 2011 haya tenido un mínimo de 5 años de desempeño continuo o discontinuo en cargos de planta o a contrata.

El personal no académico señalado en los incisos anteriores de este artículo podrá solicitar la bonificación adicional en la universidad del Estado empleadora, dentro del plazo de 30 días hábiles siguientes a la obtención de la pensión de invalidez o del cese de sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, según corresponda. Si no postula dentro de dicho plazo se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha bonificación adicional.

La bonificación adicional se pagará por la universidad del Estado empleadora de una sola vez, al mes siguiente de tramitado totalmente el acto administrativo que la concede. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda al último día del mes anterior a su pago.

Las universidades estatales estarán facultadas para otorgar el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374 al personal no académico, de planta o a contrata, que se acoja a la bonificación adicional en virtud del inciso primero de este artículo. En este caso el número de meses a pagar por dicho beneficio compensatorio corresponderá a la diferencia entre los meses que hubiere podido percibir de acuerdo al artículo 9° de la ley Nº 20.374, si hubiere renunciado voluntariamente, y los seis meses del inciso segundo del artículo 152, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 5°.- El personal no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que al 31 de diciembre de 2011 tuviere cumplido el requisito de edad del artículo 1° de la ley 20.374 y que no hubiese accedido a ninguno de los beneficios de los artículos 1° y 4° de dicha ley, podrá excepcionalmente postular a la bonificación adicional de cargo fiscal que concede el artículo 1° de la presente ley, en la medida que perciba el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374, se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema, y cumpla con el requisito de antigüedad señalado en el inciso segundo del artículo 1° de esta ley. La bonificación adicional a que se refiere este artículo sólo podrá ser concedida hasta 145 cupos.

El personal no académico señalado en el inciso anterior, deberá postular conjuntamente al beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374 y a la bonificación adicional, en su institución empleadora, dentro de los 90 días hábiles siguientes a la publicación de la presente ley, y de quedar seleccionados para ambos beneficios, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días corridos siguientes a la comunicación de su selección para el otorgamiento de dichos beneficios. Si a la fecha de dicha comunicación la funcionaria beneficiaria tuviere menos de 65 años de edad, ella podrá hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta los 90 días corridos siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad. Si el funcionario o la funcionaria no cesa en su cargo dentro de los plazos antes señalados, según corresponda, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dichos beneficios.

La bonificación adicional se pagará al mes siguiente del cese de funciones del funcionario. El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda a la fecha del cese de funciones. El beneficio compensatorio se pagará de conformidad al artículo 9° de la ley N° 20.374.

Mediante resolución exenta del Ministerio de Educación, la cual deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerá la distribución de los cupos señalados en el inciso primero entre las universidades estatales. De exceder el número de postulantes por universidad, éstas asignarán los cupos según el siguiente orden de prioridad: en primer lugar, a los funcionarios con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función continua; en segundo lugar, a los de mayor edad; en tercer lugar, a los de mayor edad y cantidad de años de servicio en las universidades estatales, y por último, a los de mayor edad y menores rentas.

Artículo 6°.- El ex personal no académico de las universidades del Estado, de planta o a contrata, que renunció voluntariamente a su cargo o al total de horas que servía, entre el 1 de enero de 2012 y el día anterior a la fecha de publicación de la presente ley, podrá acceder a la bonificación adicional de cargo fiscal del artículo 1° de la presente ley, siempre que hubiese percibido el beneficio compensatorio del artículo 9° de la ley N° 20.374 y que, además, se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema y cumpla con el requisito de edad y antigüedad señalado en el inciso segundo del artículo 1° de esta ley.

También podrá acceder a esta bonificación el ex personal no académico, de planta o a contrata, que entre el 1 de enero de 2012 y el día anterior a la fecha de la publicación de la presente ley, se haya pensionado por invalidez conforme al decreto ley N° 3.500, de 1980, o que hubiere cesado en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, siempre que se encuentre afiliado al sistema de pensiones establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, cotizando o habiendo cotizado en dicho sistema y que haya cumplido o cumpla las edades y antigüedad exigidas en el inciso segundo del artículo 1° de esta ley. También le será aplicable lo dispuesto en los incisos segundo y quinto del artículo 4° de la presente ley.

El ex personal no académico de que trata este artículo deberá requerir la bonificación adicional ante su ex empleador dentro de los 90 días hábiles siguientes a la fecha de publicación de la presente ley y, de proceder su pago, se efectuará por la respectiva universidad del Estado, al mes siguiente de encontrarse totalmente tramitado el acto administrativo que la concede. El valor de la unidad de fomento, que se considerará para el cálculo de este beneficio, será el que corresponda al último día del mes anterior a su pago. Si no postula dentro de dicho plazo se entenderá que renuncia irrevocablemente a la bonificación adicional.

Artículo 7°.- Las universidades estatales podrán otorgar el beneficio compensatorio que establece el artículo 9° de la ley N° 20.374, por única vez, al personal no académico, de planta o a contrata, que hubiere cumplido 65 años de edad o más, con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley, siempre que presente su renuncia voluntaria respecto de su cargo, y,o del total de horas que sirva, dentro de los 180 días siguientes a la fecha de publicación de la presente ley. Si el personal no académico no presenta su renuncia dentro del plazo antes señalado, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dicha compensación.

Sin embargo, el personal no académico que, además, sea beneficiario de la bonificación adicional en virtud de los artículos 1° o 5° de la presente ley, deberá presentar su renuncia voluntaria y hacerla efectiva de acuerdo a lo señalado en el artículo 2° o el artículo 5°, según corresponda.

Artículo 8°.-El personal no académico señalado en los artículos 1° y 5° tendrá derecho a presentar la solicitud para acceder al bono establecido en la ley N° 20.305, conjuntamente con la solicitud a la bonificación adicional que otorga este cuerpo legal. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto el plazo de 12 meses señalado en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305.

Artículo 9°.-La bonificación adicional será incompatible con toda indemnización que, por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones, pudiere corresponderle al personal no académico, con la sola excepción del beneficio contemplado en la ley N° 20.305, la bonificación compensatoria establecida en el artículo 9° de la ley N° 20.374 y el desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, respecto de quienes resulte actualmente aplicable.

Artículo 10.- El personal no académico que cese en su empleo por aplicación de lo dispuesto en esta ley u obtenga cualquiera de sus beneficios, no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en cualquier institución que conforma la Administración del Estado durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que, previamente, devuelva la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento más el interés corriente para operaciones reajustables, vigente a la fecha del reingreso.

Artículo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Indicación al artículo transitorio

Indicación del diputado señor Pablo Lorenzini, al artículo transitorio para intercalarla palabra “presupuestario” entre los vocablos “año” y “de”.

Sometida a votación la indicación es aprobada por el voto unánime de los diputados presentes, señoresPepe Auth; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Jorge Rathgeb (por el señor Santana); Marcelo Schilling; Issa Kort (por el señor Silva); Osvaldo Urrutia, y Matías Walker.

Acuerdo de votación de la Comisión

La Comisión acordó votar en un solo acto todos los artículos del proyecto.

Sometido a votación todo el articulado del proyecto este es aprobado por el voto unánime de los diputados presentes, señoresPepe Auth; Pablo Lorenzini; Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Jorge Rathgeb (por el señor Santana); Marcelo Schilling; Issa Kort (por el señor Silva); Osvaldo Urrutia, y Matías Walker.

Se designó diputado informante al señor Matías Walker.

Tratado y acordado en sesión de fecha 12de noviembre de 2014, con la asistencia de los Diputadosseñores Pablo Lorenzini (Presidente de la Comisión); Pepe Auth;Manuel Monsalve; José Miguel Ortiz; Marcelo Schilling; Osvaldo Urrutia; Matías Walker; Jorge Rathgeb (por el señor Santana); Issa Kort (por el señor Silva). También asistió el señor Juan Morano.

Sala de la Comisión, a 13 de noviembre de 2014.


(Fdo.): PATRICIO VELASQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión.”
16. Informe de la Comisión de Economía, Fomento; Micro, Pequeña y Mediana Empresa; Protección de los Consumidores y Turismo recaído en el proyecto, iniciado en mensaje, con urgencia “suma”, que “Modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.”. (boletín N° 9369-03)1
“Honorable Cámara:

La Comisión de Economía, Fomento, MIPYMES, Protección de los Consumidores y Turismo informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, de origen en un mensaje de S.E. la Presidenta de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS

1.- Idea matriz o fundamental del proyecto

La idea matriz del proyecto consiste en perfeccionar la ley N° 19.496, incorporando a la institucionalidad que rige la protección de los derechos de los consumidores elementos que la modernicen, haciéndola más ágil y eficiente, a fin de generar una mayor competitividad y confianza de la ciudadanía en los mercados.

2.- Normas de carácter orgánico constitucional 

Las disposiciones contenidas en los numerales 8) letra d), 12), 20), 21), 23), artículo 50 O, numeral 29), 30) letra b), 31), 40) letra a) párrafo quinto, letra e) párrafo sexto, letra f) párrafo segundo, letra o), letra u) literal ii), letra v)

3.- Trámite de Hacienda

Los numerales 6), 7), 8) letras a), b), d), 9), 11), 16, artículo 54 Ñ, numeral 34), 38), 39), 40) letra a) párrafo sexto, letra e) párrafo tercero, letra u) literal i)del artículo primero y los artículos primero, quinto, séptimo y octavo transitorios.

4.- El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los diputados presentes señores Jaime Bellolio, Fuad Chahin, Daniel Farcas, señora Maya Fernández, Felipe Kast, Daniel Núñez, Jaime Pilowsky, y Marcelo Schilling.

5.- Artículos o indicaciones rechazadas

- Del diputado señor Edwards, para eliminar el numeral 5).

- Del diputado señor Farcas, para sustituir el numeral 6).

- De los diputados señores Arriagada, Auth, Berger, Browne, Campos, Castro, Espejo, Espinosa, Farcas, Farías, Fuenzalida, Insunza, Jaramillo, Jiménez, León, Letelier, Lorenzini, Melo, Meza, Monsalve, Morano, Marco Antonio Núñez, Poblete, Robles, Santana, Silber, Torres, Tuma, Urízar y Venegas para modificar el numeral 7).

- De los diputados señores Chahin y Farcas, para modificar el numeral 7).

- Del Ejecutivo para reemplazar la letra c) del numeral 10), que pasa a ser d).

- Del diputado señor Felipe Kast para modificar el numeral 12).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 13).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 23).

- De los diputados señores Farcas y Tuma, para modificar el numeral 23).

- De la diputada señora Fernández, para modificar el numeral 23).

- De la diputada señora Fernández, para reemplazar el artículo 50 I.

- De la diputada señora Fernández, para modificar el artículo 50 J.

- Del diputado señor Kast, don Felipe, para incorporar en el numeral 29) una letra b).

- Del diputado señor Kast, don Felipe, para modificar el numeral 29).

- De los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 29).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar el numeral 30).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 31).

- Del diputado señor Núñez, don Daniel, para modificar el numeral 33).

- De la diputada señora Fernández, para reemplazar el artículo 54 O.

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar el artículo 54 P. (2)

- Del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar el numeral 39).

-La letra a) del numeral 40) del proyecto.

- Del Ejecutivo para modificar la letra a) del numeral 40). (2)

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar la letra a) del numeral 40).

- Del diputado señor Chahin para modificar la letra a) del numeral 40).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar la letra d) del numeral 40).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar la letra i) del numeral 40).

- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar la letra s) del numeral 40).


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para modificar el numeral 29).

- Del diputado señor Joaquín Tuma para sustituir el epígrafe: “El procedimiento de Mediación Colectiva”.

- Del diputado señor Poblete, para reemplazar las letras d) y e) del numeral 40).

- Del diputado señor Kast, don Felipe, para modificar el literal e) del numeral 40).

- Del diputado señor Tuma, para sustituir la letra e) del numeral 40).

- Del diputado señor Núñez para modificar la letra l) del numeral 40).


7.- Se designó diputado informante al señor FARCAS, don DANIEL.


Asistieron a la Comisión, especialmente invitados los señores (as):

1) Luis Felipe Céspedes, Ministro de Economía, Fomento y Turismo 

2) Jorge Grunberg, Asesor Ministerio de Economía 

3) Daniel Montalva, Abogado ILD (Ses. 11ª 10/06/14).

4) Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile (Ses. 11ª 10/06/14).

5) María Elina Cruz, Directora del Centro de Libre Competencia de la PUC (Ses. 12ª. 17/06/2014).

6) Hernán Calderón, Presidente de CONADECUS (Ses. 12ª. 17/06/2014).

7) Andrés Parra, Abogado de CONADECUS (Ses. 12ª. 17/06/2014).

8) Stefan Larenas, Presidente de ODECU (Ses. 12ª. 17/06/2014).

9) Richard Caamaño, Presidente de la Asociación de Consumidores y Usuarios del Sur (Ses. 12ª. 17/06/2014).

10) Fernando Balcells, Presidente de la Asociación de Consumidores Inmobiliarios de Santiago (Ses. 12ª. 17/06/2014).

11) Peter Hill, Presidente de la Cámara de Comercio de Santiago (Ses. 12ª. 17/06/2014).

12) Cristian García-Huidobro, Secretario General de la Cámara de Comercio de Santiago (Ses. 12ª. 17/06/2014).

13) Rafael Cumsille, Presidente de la Confederación del Comercio Detallista y Turismo de Chile, Confedechtur (Ses. 13ª. 1/07/2014).

14) Claudio Ortiz, Gerente General del Comité del Retail Financiero (Ses. 13ª. 1/07/2014).

15) Federico Joannon, Presidente de la Asociación Gremial de Profesionales Asesores de Consumidores y Usuarios de Chile, Prodec-Chile A.G. (Ses. 13ª. 1/07/2014).

16) Jorge Awad, Presidente de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras (Ses. 14ª. 8/07/2014).

17) Francisco Zúñiga, Abogado Constitucionalista, de la ABIF (Ses. 14ª. 8/07/2014).

18) Ricardo Mewes, Presidente de la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile (Ses. 14ª. 8/07/2014).

19) Eduardo Engel,Andrea Repetto y Nicole Nehme, Presidente y Directoras del Centro de Estudios Espacio Público (Ses. 14ª. 8/07/2014).

20) Francisca Barrientos, Investigadora de la Fundación Fernando Fueyo (Ses. 14ª. 8/07/2014).

21) Luis Cordero, Gabriel Hernández y Mauricio Tapia, Profesor de Derecho Administrativo, de Derecho Público y de Derecho Civil de la Universidad de Chile (Ses. 15ª. 15/07/2014).

22) Marcelo Alonso, Presidente de la Federación Chilena de Industriales Panaderos, Fechipan (Ses. 17ª. 22/07/2014).

23) Susana Carey, Presidenta de la Asociación de Supermercados de Chile A. G. (Ses. 18ª. 5/08/2014).

24) Marcelo Albornoz, Subsecretario de Justicia (Ses.19ª. 12/08/2014).

25) María Eugenia Espinoza y Andrés Montaner, Presidenta y Vicepresidente del Instituto de Jueces de Policía Local (Ses. 19ª. 12/08/2014).

26) Juan José Ossa, ex Director Nacional del Sernac (Ses. 20ª. 19/08/2014).

27) Ángel Salazar, Representante de la Asociación de Consumidores de Quintero (Ses. 20ª. 19/08/2014).

II. ANTECEDENTES

En el mensaje se hace presente que a casi dos décadas de la entrada en vigencia de la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, la institucionalidad chilena en la materia ha experimentado importantes avances. Ella ha contribuido a trazar una senda hacia mercados más transparentes y confiables, con consumidores exigentes, informados y que demandan el cumplimiento de sus derechos.

En ese contexto, un rol relevante le ha cabido al Servicio Nacional del Consumidor (Sernac), que, en virtud de la ley, tiene la función de velar por el cumplimiento de las disposiciones de aquella y demás normas que dicen relación con el consumidor, difundir sus derechos y deberes y efectuar acciones de información y educación de los mismos.

No obstante los avances, se puede constatar que el sistema carece de herramientas disuasorias suficientes y de formas eficaces de resolver conflictos que afectan a una gran cantidad de chilenos, especialmente en el ámbito de sus intereses individuales.

En la articulación de una institucionalidad moderna de protección de los derechos de los consumidores, además de fortalecer las capacidades del Estado, es fundamental potenciar a la sociedad civil para que tenga la capacidad real para cumplir con su rol, en forma independiente del Gobierno y del sector privado. En esta materia, la ley le ha asignado un papel fundamental a las Asociaciones de Consumidores, quienes cumplen la misión de proteger, informar y educar a los consumidores, así como asumir la representación y defensa de los derechos de sus afiliados y de los consumidores que así lo soliciten. Respecto de dichas Asociaciones, hoy pesan rigideces regulatorias que amenazan su viabilidad financiera y les restringen en el cumplimiento de sus funciones.

Se propone la introducción de modificaciones que tienen por objeto generar los incentivos adecuados a fin de que los conflictos que afectan a una gran cantidad de ciudadanos en el tráfico económico se resuelvan dentro de plazos razonables.

Una mejor protección de los derechos de los consumidores es un tema gravitante para el presente y el futuro de Chile. Los mercados necesitan de reglas claras y de organismos que las ejecuten eficazmente, a fin de generar confianza en la ciudadanía y además reprimir severamente a quienes, quebrantando dicha confianza, cometan abusos que afectan a cada uno de los chilenos.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

Conforme al relato del mensaje, se dota al Sernac de facultades que le permitan cumplir su cometido de manera eficaz, en línea con lo que ocurre con otros órganos de la Administración que protegen los derechos ciudadanos a nivel transversal en los mercados (como la Fiscalía Nacional Económica) y con aquellos que actúan en mercados regulados (como es el caso de las diversas superintendencias), confiriéndole facultades para fiscalizar, sancionar, interpretar la ley y dictar normas de carácter general.

El proyecto le confiere al Sernac la facultad de fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores por parte de proveedores a cuyas actividades les sea aplicable la ley. 

Se contempla la facultad del Sernac de ingresar a inmuebles con el auxilio de la fuerza pública en caso que los fiscalizados le nieguen el acceso. Asimismo, la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.

En el ámbito del interés individual del consumidor, se establece un procedimiento administrativo sancionatorio que es resuelto por el Director Regional del Sernac respectivo, con todos los derechos y garantías de un debido proceso administrativo. En el caso de que se configuren infracciones al interés individual del consumidor, dicho procedimiento podrá culminar con la aplicación de multas y otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida. Entre ellas, especialmente relevante resulta la facultad que se propone para que el Sernac pueda ordenar la devolución de las cantidades pagadas en exceso o el reintegro de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a ley, con reajustes e intereses. 

Cabe precisar que el proyecto establece mecanismos de impugnación que constituyen un contrapeso adecuado a las nuevas atribuciones sancionatorias del Sernac. En contra de las resoluciones dictadas por el Director Regional del Sernac en el ámbito de su potestad sancionatoria, se podrá interponer un recurso de reposición ante el mismo, o uno jerárquico ante el Director Nacional del Sernac. Asimismo, el afectado podrá reclamar por ilegalidad ante el Juez de Letras en lo Civil competente, dentro del plazo de 10 días.

El proyecto establece una tramitación breve y sumaria y prevé un mecanismo para que el consumidor afectado pueda ejercer ante el mismo Juez de Letras en lo Civil las acciones indemnizatorias que correspondan. En el caso que ello ocurra, el Juez de Letras en lo Civil resolverá en una sola sentencia tanto la reclamación a la resolución del Sernac, como los daños sufridos por el consumidor. Aquellas causas en que el monto de la indemnización demandada no supere las 30 UTM, se tramitarán como procedimiento de única instancia. En el resto de los casos, en contra de la sentencia del Juez de Letras en lo Civil que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, contemplándose una tramitación acelerada y preferencia para su fallo. En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.

Con el fin de otorgar certeza tanto a proveedores como consumidores, el proyecto le confiere al Sernac la facultad de aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar.

Para los efectos de dictar normas de alcance menor a la ley, que complementen la normativa de protección de los derechos de los consumidores, se le asigna al Sernac la facultad de dictar normas e instrucciones de carácter general que serán obligatorias para los proveedores.

Por otra parte, en el ámbito del interés colectivo o difuso de los consumidores, se preserva y perfecciona la facultad del Sernac de llevar a cabo mediaciones colectivas con anterioridad al ejercicio de las acciones judiciales destinadas a proteger dichos intereses. El proyecto regula su procedencia, su plazo de duración, su publicidad a fin de que los consumidores afectados o las Asociaciones de Consumidores puedan efectuar observaciones y sugerir ajustes en las soluciones propuestas, y sus efectos en el caso en que se arribe a un acuerdo que solucione el conflicto.

Finalmente, con el objeto de dotar de mayor independencia al Director Nacional del Sernac, se propone una reforma al estatuto que lo rige en materia de nombramiento y remoción, siendo incluso más riguroso que el que hoy rige para el Fiscal Nacional Económico. El Director Nacional será nombrado por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. La duración del cargo será de cuatro años, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez. Para los efectos de su remoción, se requiere activar un procedimiento fundado en que concurra una negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones o una incapacidad. El procedimiento comienza a requerimiento del Ministro de Economía, quien debe solicitar un informe favorable al pleno de la Corte Suprema, para finalmente el Presidente de la República disponer su remoción.

El proyecto reemplaza la competencia de los Juzgados de Policía Local para resolver las infracciones e indemnizaciones en materia de conflictos de interés individual. Las denuncias por infracciones serán resueltas por el Sernac. En tanto que las acciones de indemnización de perjuicios serán resueltas por los Tribunales Ordinarios de Justicia, en particular por los Juzgados de Letras en lo Civil.

Con la finalidad de garantizar la necesaria asistencia jurídica y representación judicial a los consumidores afectados, el proyecto prevé un mecanismo de financiamiento para que las Asociaciones de Consumidores cumplan un rol relevante en ese contexto.

Se deroga la prohibición a las Asociaciones de Consumidores de desarrollar actividades lucrativas, las cuales a esta fecha sólo pueden limitarse al financiamiento o recuperación de costos en el desarrollo y cumplimiento de actividades que les son propias.

Por otra parte, con el objeto de conferirles a las Asociaciones de Consumidores un rol mucho más activo, tanto en la representación del interés individual como del interés colectivo o difuso de los consumidores ante las autoridades jurisdiccionales o administrativas, el proyecto contempla que el Estado, a través del Fondo concursable contemplado en la ley, asignará recursos a las Asociaciones de Consumidores que cumplan con los requisitos establecidos en el Reglamento.

Como contrapartida a los nuevos derechos que se les confieren, se introduce la prohibición de repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que les correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios, o para el apoyo de sus objetivos. Asimismo, se contempla la prohibición para las Asociaciones de Consumidores de celebrar actos o contratos con sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores, incluyendo la prestación de servicios o contratos de trabajo.

Finalmente, para fiscalizar adecuadamente a las Asociaciones de Consumidores, se propone una reforma al decreto ley N° 2.757, que Establece Normas sobre Asociaciones Gremiales, señalándose que aquellas estarán sometidas a reglas especiales sobre financiamiento, contabilidad y transparencia.

Tomando en consideración la entidad de los bienes jurídicos protegidos en cada caso y la experiencia práctica recogida en las casi dos décadas de aplicación de la ley, se propone un aumento en los montos de las multas contempladas en ella.

El alza en los montos de las multas, sumado a las mayores facultades con que contará el Sernac, especialmente la de fiscalización están llamados a constituir un relevante incremento en la capacidad disuasiva del sistema.

Asimismo, se efectúa un ajuste de los parámetros a partir de los cuales se determina el monto de las multas. Se mantienen los siguientes: la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad y la situación económica del infractor. Además, se agregan: la cantidad de infracciones por parte del proveedor, la calidad de reincidente del infractor; la colaboración que éste haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la investigación; y, tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el número de consumidores afectados.

Con el objeto de reparar íntegramente los daños causados a los consumidores, se ha estimado que resulta necesario eliminar la restricción que contempla el Nº 2 del artículo 51 de la ley, de modo que sí procedan las indemnizaciones que reparen el daño moral causado por una infracción al interés colectivo o difuso de los consumidores.

Por último, el consumidor podrá utilizar la prueba que emane del procedimiento administrativo sancionatorio llevado a cabo por el Sernac en su acción indemnizatoria, resultando beneficiado, ya que no tendrá que soportar todo el costo de probar los hechos constitutivos de la infracción.

Con la finalidad de corregir el efecto adverso a la protección de los derechos de los consumidores que produce el acotado plazo de 6 meses de prescripción de las acciones que persiguen la responsabilidad contravencional contemplado en el artículo 26 de la ley, se propone aumentarlo a 2 años.

Asimismo, se contempla aclarar el momento desde el cual se comienza a contar el plazo de prescripción extintiva de las acciones, estableciéndose que el plazo de 2 años se computará desde que la infracción “haya cesado” y no desde que “se haya incurrido en la infracción respectiva” como lo establece la ley vigente.

IV. DISCUSIÓN GENERAL DEL PROYECTO

El señor Luis Felipe Céspedes, Ministro de Economía, Fomento y Turismo planteó que la defensa de los consumidores permitirá una mejor sociedad y una mejor democracia. De ahí esta propuesta de reforma a la institucionalidad protectora de los derechos del consumidor, con la cual se busca asegurar relaciones más equitativas entre los diversos actores sociales y lograr que la conﬁanza sea la base más sólida de nuestras relaciones cívicas, políticas y comerciales, introduciendo para ello un cambio sustancial que asegure que los derechos consagrados de las personas sean respetados en cualquier circunstancia, además de fomentar la conﬁanza y eficiencia en los mercados.

Chile cuenta hoy con dos pilares para generar conﬁanza y eficiencia en los mercados, cuales son la Ley de Defensa de la Libre Competencia (decreto ley Nº N°211, de 1973) y la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (N° 19.496, de 1997). En ambas materias hay camino por avanzar, aunque en libre competencia nuestra institucionalidad está en un estado de evolución bastante superior. En cambio, la institucionalidad de protección de los derechos de los consumidores debe ser modernizada, para respaldar efectivamente a nuestros ciudadanos frente a los abusos de que son víctimas, en todos los mercados.

A modo de diagnóstico, señaló el señor Ministro que la institucionalidad vigente presenta las siguientes características:

(1) Sernac con facultades débiles. 

(2) Bajo poder de disuasión del sistema. 

(3) Diseño institucional que genera indefensión en el consumidor. 

(4) Desconﬁanza de un rol más activo de la sociedad civil, concretado en las asociaciones de consumidores. 

(5) Existencia de obstáculos jurídicos que impiden una protección efectiva de los derechos de los consumidores.

En lo que respecta al Sernac, afirmó que éste ha sido identificado como un “león sin dientes”, debido a sus casi nulas facultades de ﬁscalización, ostensiblemente inferiores a las de las superintendencias y en virtud de las cuales sólo puede solicitar información por escrito, sin que pueda la solicitud incluir la entrega de antecedentes que tengan más de un año de antigüedad o que la ley caliﬁque como secretos, o que constituyan información conﬁdencial, o que se reﬁeran a la estrategia de negocios del proveedor. Tampoco se contempla la posibilidad de ﬁscalizar en terreno.

En lo que atañe a la defensa del consumidor, el Sernac cumple actualmente un rol eminentemente mediador en la protección del interés individual, limitándose, al recibir un reclamo de parte de un consumidor, a ponerlo en conocimiento del proveedor, el cual puede acoger el reclamo, rechazarlo o simplemente no responder.

Por otra parte, las casi nulas facultades de ﬁscalización del Sernac, sumadas al bajo monto de las multas contempladas en la ley, configuran un sistema con escaso poder de disuasión. En efecto, los montos de las multas contempladas en la ley vigente son simbólicas y no guardan relación con el bien jurídico protegido en cada caso, ante lo cual, en algunas ocasiones, el Servicio ha buscado explotar mediáticamente los costos reputacionales que puede conllevar para el proveedor verse involucrado en estas infracciones.

Es así que este diseño institucional genera indefensión en el consumidor, ya que, en caso de que el proveedor rechace un reclamo o no responda, el Sernac sólo puede informar al primero de tales circunstancias, indicándole que le asiste el derecho de denunciar y demandar civilmente al segundo ante el juzgado de policía local competente (JPL); y sólo en el evento que el consumidor interponga una denuncia y una demanda civil, el JPL puede: (i) sancionar con multas al proveedor, y (ii) decretar la indemnización de los perjuicios que éste haya causado al demandante. Este rol eminentemente mediador del Sernac gatilla que una gran cantidad de los casos que ingresan al sistema resulten insatisfechos, como se muestra en el siguiente cuadro:
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Como se puede apreciar, según los datos expuestos:

-El 56,39% de los reclamos planteados por los consumidores fueron acogidos por los proveedores, mientras que el 41,08% de ellos no fueron acogidos o respondidos.

-Es decir, de un total de 302.708 reclamos, 170.686 son acogidos y 124.369 no son acogidos o respondidos, y de éstos sólo 11.280 (8,77%) llegan al Juzgado de Policía Local por vía de denuncia y demanda.

-Ello implica que sólo el 3,72% del total de los reclamos que ingresan al Sernac terminan en los Juzgados de Policía Local.

-De acuerdo a cifras del Sernac, en la RM, sólo en el 15% de las causas que los Jueces de Policía Local conocen por infracción a la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores se determinan indemnizaciones para los éstos.

Lo anterior se explica porque:

-La posibilidad de comparecer sin abogado se ha traducido en que los consumidores deban afrontar sus juicios y generar la prueba sin asistencia jurídica, asumiendo todos los costos y quedando en la indefensión frente a las empresas que siempre comparecen con abogado. 

-Los JPL no son expertos en infracciones en materia de protección de los derechos de los consumidores.De las 3.368.064 causas ingresadas en el año 2012, tan solo 11.489 (0,3%) corresponden a este tipo de infracciones, según se muestra a continuación:
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-Existe, además, una alta sobrecarga de trabajo en los Juzgados de Policía Local, fundamentalmente en áreas urbanas. 

-Por último, se aprecia una importante discriminación según condición socioeconómica en relación a la forma en que las personas resuelven sus conflictos comerciales más relevantes: frente al incumplimiento de obligaciones que emanan de un mismo contrato, el proveedor demanda al consumidor deudor en los juzgados civiles (experto), mientras que el consumidor demanda al proveedor infractor en los JPL (inexperto).

No obstante lo señalado, los consumidores que más acuden a los Juzgados de Policía Local son aquéllos que cuentan con más recursos económicos.
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-En la práctica, existen interpretaciones contradictorias de la Ley de Protección de los Derechos de los Consumidores por parte de los distintos Juzgados de Policía Local, lo cual afecta la seguridad jurídica y el desarrollo de una jurisprudencia consistente que proteja a los consumidores.

-Como se aprecia en la tabla siguiente, existe evidencia de que los casos tramitados se concentran en los grandes centros urbanos y su número es muy marginal en zonas rurales:
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Con respecto al rol de la sociedad civil, como se dijo:

-El sistema desconfía de las asociaciones de consumidores, por cuanto sólo les permite efectuar las actividades económicas necesarias para el financiamiento o recuperación de costos en el desarrollo y cumplimiento de sus fines propios (artículo 9°, letra a, de la ley vigente). 

-Otra muestra de desconfianza en el rol de las asociaciones de consumidores se concreta en que el fondo concursable contemplado en el artículo 11 bis de la ley vigente no puede financiar la representación de consumidores ante las autoridades administrativas o los tribunales de justicia.


Por último, los obstáculos jurídicos que impiden una protección efectiva de los derechos de los consumidores consisten en que:

-La ley vigente no permite que los daños causados al interés colectivo o difuso de los consumidores sean reparados íntegramente. Se encuentra prohibida la posibilidad de que se indemnice el daño moral en este ámbito. 

-Reducido plazo de prescripción de las acciones que persiguen hacer efectiva la responsabilidad contravencional: tan sólo seis meses desde que se haya incurrido en la infracción.

Por todo lo anterior, el proyecto contempla la creación de un nuevo sistema de protección al consumidor, cuyas bases son las siguientes:
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En particular, se propone fortalecer institucionalmente al Sernac, asignándole nuevas funciones en los siguientes ámbitos de competencia:

	Labor preventiva del Sernac


	· Facultad de ﬁscalizar el cumplimiento de toda la normativa. 

· Facultad de solicitar antecedentes en forma amplia.

· Facultad de ingresar a inmuebles con el auxilio de la fuerza pública en caso que los fiscalizados nieguen el acceso.

· Facultad de imponer multas, en caso de negativa a sus requerimientos en el marco de sus acciones de ﬁscalización, ascendentes a 1.000 UTM.

	Labor sancionatoria del Sernac
	· En el ámbito del interés individual, el Servicio podrá resolver que se imponga a los proveedores infractores: 

· Multas.

· Devolución de cantidades pagadas en exceso o cobros indebidos, con reajustes e intereses.

· Otras medidas correctivas o preventivas: reposición de productos defectuosos.

	Labor interpretativa del Sernac
	· Con el fin de otorgar certeza tanto a proveedores como a consumidores, se confiere al Sernac la facultad de aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores. (Ej.: aclarar cómo cumplir con el deber de informar precios de bienes al público).

	Labor normativa del Sernac
	· Se confiere al Sernac la facultad de dictar normas e instrucciones de carácter general, complementarias de la normativa de protección de los derechos de los consumidores, que serán obligatorias para los proveedores. (Ej.: obligar a farmacias a etiquetar cajas de remedios).

	Labor mediadora del Sernac en casos de interés colectivo o difuso
	· Perfeccionamiento de la facultad de llevar a cabo mediaciones colectivas con anterioridad al ejercicio de las acciones judiciales destinadas a proteger el interés colectivo o difuso de los consumidores. Se regula su procedencia, plazo de duración, publicidad y efectos.

	Nombramiento y remoción del Director Nacional
	· Con el objeto de dotarlo de mayor independencia, se reforma su estatuto de nombramiento y remoción, siendo incluso más riguroso que el que hoy rige para el Fiscal Nacional Económico. 


Esta asignación de nuevas funciones lleva aparejada una mayor dotación de personal y cobertura territorial, que se traduce en las siguientes medidas:

•Aumento del presupuesto del Servicio, de $ 8.662 millones a $ 21.725 millones en régimen. 

•322 nuevos funcionarios, 87% de los cuales se destinarán a las direcciones regionales. 

•Nuevas oficinas provinciales y comunales, y convenios de colaboración con las 345 municipalidades del país, a fin de contar con funcionarios capacitados y centros de atención equipados tecnológicamente. 


Otra medida destinada a superar las falencias del actual sistema de protección de los consumidores consiste en el reemplazo de la competencia de los juzgados de policía local en conflictos de interés individual, con las siguientes consecuencias:

•Las denuncias por infracciones a la Ley de Protección al Consumidor serán resueltas por los directores regionales del Sernac, quienes podrán aplicar multas y otras medidas con el fin de prevenir o corregir las infracciones cometidas, como ordenar la devolución de las cantidades pagadas en exceso o el reintegro de los cobros indebidos.

•Impugnación administrativa vía recurso de reposición o jerárquico ante el Director Nacional.

•Impugnación judicial vía reclamo de ilegalidad ante el juez de letras en lo civil.

•Incentivo a no reclamar en caso de multa: descuento de 25%.

Adicionalmente, este nuevo sistema presenta las siguientes ventajas:

•Las acciones de indemnización de perjuicios serán resueltas por los tribunales ordinarios de justicia en procedimiento sumario.

•Los jueces civiles son los adecuados para generar una jurisprudencia uniforme y de calidad.

•En caso de reclamación, habrá posibilidad de que el consumidor demande inmediatamente y se falle conjuntamente lo infraccional y lo indemnizatorio por el juez civil.

•Las causas de hasta 30 UTM siempre serán resueltas en única instancia.

•Aprovechamiento de prueba obtenida en procedimiento sancionatorio para el procedimiento indemnizatorio (sinergias probatorias). En la actualidad. el consumidor debe generar toda la prueba para que el daño sea indemnizado y comparece sin abogado. El proyecto contempla la posibilidad de que el consumidor utilice en su acción indemnizatoria la prueba que emane del procedimiento administrativo sancionatorio llevado a cabo por el Sernac, de modo que los afectados no tendrán que soportar todo el costo de probar los hechos constitutivos de la infracción.

•El Sernac no es juez y parte, lo cual ofrece mayores garantías de independencia e imparcialidad a la hora de sancionar. El proyecto establece un procedimiento sancionatorio específico, con todas las garantías de un debido proceso administrativo: emplazamiento, derecho a formular descargos, derecho a rendir prueba, etcétera, el cual es llevado adelante por un funcionario instructor, distinto del Director Regional, quien emite un dictamen para que el Director Regional sea quien resuelva en definitiva. La resolución final del Director Regional es impugnable, tanto administrativa como judicialmente.


Cabe precisar que el Tribunal Constitucional ha establecido criterios que legitiman la aplicación de sanciones por parte de las autoridades administrativas, considerando que éstas representan el interés público y no los intereses de parte. Tales criterios se traducen en que tanto la sanción administrativa como la autoridad que la aplique se encuentren establecidas en la ley, y en que exista un procedimiento administrativo sancionador regulado, en el cual se le garantice al ciudadano un debido proceso en el cual pueda ejercer formalmente su derecho a defensa. Ambos criterios se satisfacen plenamente en el proyecto de ley.

Adicionalmente, el Tribunal Constitucional ha observado que: “Si bien puede resultar lícito que los órganos fiscalizadores puedan […] determinar la existencia de una infracción y la cuantía de una multa, la sanción no puede estimarse como cierta e irrevocable para el ordenamiento jurídico, sino una vez que no haya sido reclamada o que, habiéndolo sido, tal reclamo haya sido resuelto en sede jurisdiccional e independiente” (Rol 792/2008, C. 16). El proyecto satisface también esta exigencia, ya que contempla la reclamación por ilegalidad en contra de las resoluciones del Sernac, las que serán conocidas en primera instancia por los juzgados de letras y, en segunda instancia cuando corresponda, por las Cortes de Apelaciones.

Por otra parte, para que el nuevo sistema de protección sea más disuasivo, se contempla un incremento sustancial del monto de las multas en los siguientes términos:
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Asimismo, el proyecto elimina la ficción consistente en considerar varias infracciones como una sola en los contratos financieros de adhesión, que fue lo que permitió a Cencosud pagar sólo US$ 3,8 millones por concepto de multas, después de haber sido condenada a pagar alrededor de US$ 70 millones en restituciones e indemnizaciones.


Además, en aquellos casos de reincidencia y cuando el tribunal declare que la infracción ha producido un riesgo elevado para los consumidores, podrá aumentar en 25% la indemnización determinada en la sentencia.


En materia de fortalecimiento de las asociaciones de consumidores, la iniciativa propone las siguientes medidas:

	Viabilidad ﬁnanciera
	Se contempla la posibilidad de que ejecuten y celebren actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinen los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias.

Se prevé, además, un incremento en la asignación de recursos, especialmente para representar el interés de los consumidores ante los tribunales de justicia.

	Correcto destino del financiamiento
	Prohibición de repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros, personas relacionadas o trabajadores.

Prohibición de contratar con sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores, incluyendo la prestación de servicios o contratos de trabajo.



Finalmente, se contempla la remoción de ciertos obstáculos jurídicos que impiden una protección efectiva de los consumidores, a saber:

	Reparación íntegra de los daños causados a los consumidores.


	Eliminación de la restricción que establece el Nº 2 del artículo 51 de la ley, de modo que sean procedentes las indemnizaciones que reparen el daño moral causado por una infracción al interés colectivo o difuso de los consumidores.

	Aumento de los plazos de prescripción.
	En la actualidad es de seis meses contados desde que se haya incurrido en la infracción. Se propone aumentarlo a dos años desde que haya cesado la infracción respectiva.



Terminando su exposición, el señor Ministro detalló que la ley en proyecto entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial, salvo las facultades sancionatorias del Sernac y las facultades jurisdiccionales de los tribunales ordinarios de justicia, en el ámbito del interés individual del consumidor, que entrarán en vigor de acuerdo al siguiente cronograma:

a) En las regiones de Antofagasta, Valparaíso, Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 1 de enero de 2017;

b) En las regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Atacama, Coquimbo, O'Higgins, del Bío Bío, La Araucanía, Los Ríos y Los Lagos, desde el 1 de julio de 2017, y 

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén, desde el 1 de enero de 2018.

Los diputados señores Chahin, Farcas, Tuma y Espejo, formularon las siguientes observaciones y proposiciones luego de la presentación del señor Ministro:

- Invisibilidad del trabajo parlamentario. Se adujo que la necesidad de fortalecer las atribuciones del Sernac fue una de las conclusiones de la Comisión Especial Investigadora (del caso La Polar), cuyo informe inspiró además la presentación de diversas mociones, entre ellas la que permitiría indemnizar el daño moral causado a los consumidores, actualmente en trámite, lo cual no aparece reconocido en el mensaje del Ejecutivo como hubiera sido deseable. Se propone refundir con el proyecto las iniciativas parlamentarias que aborden temas afines a su contenido.

- Se considera indispensable reforzar la obligación de los proveedores de entregar información clara, completa y oportuna a los consumidores, especialmente en el ámbito financiero.

- Llama la atención que, dada la relevancia que se reconoce al sistema de protección de los consumidores, no se eleve al Sernac al rango de Superintendencia y preocupa que se radique la competencia para reclamar contra las resoluciones del Servicio en los juzgados civiles y no en las Cortes de Apelaciones, como se acostumbra en el caso de los entes fiscalizadores.

El señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo se comprometió a tratar de remediar la omisión relativa al trabajo parlamentario que dio origen al proyecto en análisis. Compartió la apreciación de que el deber de informar refuerza la protección de los consumidores, razón por la cual la inclusión y educación financiera forman parte de la agenda de productividad y competitividad anunciada recientemente. Observó que el proyecto asimila en los hechos el Sernac a una Superintendencia, pero explicó que se ha querido conservar su nombre por el prestigio ganado frente a los consumidores. Aclaró, por último, que los reclamos contra las resoluciones administrativas en sede jurisdiccional no siempre se inician en las Cortes de Apelaciones, como ocurre en el caso de la SVS.

La señora María Eugenia Espinoza, Presidenta del Instituto Nacional de Jueces de Policía Local, compartió la necesidad de perfeccionar el sistema de protección de los consumidores chilenos, dado que este carece de herramientas disuasorias suficientes y de formas eficaces de resolver los conflictos que les afectan, especialmente en el ámbito de sus intereses individuales. Observó que el proyecto pretende lograr este propósito a través de dos fórmulas: otorgando al Sernac facultades de interpretar la ley, dictar normas de carácter general, fiscalizar y sancionar; y trasladar a los tribunales civiles la competencia que actualmente ejercen los JPL para conocer de los conflictos individuales que surgen del incumplimiento de las disposiciones de la LPDC.

Al respecto, la expositora estuvo en desacuerdo con los fundamentos de esta última proposición y de la forma en que se pretende elevar el estándar de protección del consumidor, a partir de las siguientes consideraciones:

El Ejecutivo afirma en su mensaje que los JPL no constituyen la sede adecuada para otorgar tal protección porque no son especialistas en la materia; porque resulta muy costoso para el consumidor acudir a la justicia; porque existe una alta sobrecarga de trabajo en los JPL; porque el sistema actual genera una importante discriminación por condición socioeconómica, y porque existen interpretaciones contradictorias de la ley por parte de los distintos juzgados.

Cabe preguntarse, entonces, afirmó, por qué los JPL conocen hasta hoy de los conflictos en materia de consumo. Lo cierto es que la ley N° 18.223 entregó el conocimiento de las acciones individuales de protección al consumidor a estos tribunales, basándose en el antecedente inmediato de ésta, cual es el decreto ley Nº 280, de 1974, cuyo mérito fue sistematizar en un solo cuerpo normativo todas las figuras delictivas existentes hasta entonces en materia económica y de derechos del consumidor, entregando la competencia investigativa y sancionatoria de todas ellas a la Dirección de Industria y Comercio, Dirinco. Con la dictación de la citada ley N° 18.223, el país avanzó en la represión de conductas más propias de las relaciones de consumo, quitándoles el carácter de delitos y sancionándolas simplemente por vía infraccional. De esta forma, la ley calificó como infracción todo incumplimiento de las obligaciones que ella imponía a los proveedores y sustituyó las penas privativas de libertad por multas. Parece ser esta circunstancia lo que motivó la entrega del juzgamiento de estas situaciones a los JPL, por ser éstos especialistas, justamente, en materia infraccional.

Con el fin de dotar de mayor protección al consumidor, el año 1997 se dicta la ley 
N° 19.496, la que optó por continuar con la competencia de los JPL para conocer de las acciones de interés individual, a decir del mensaje que le dio origen, por ser una judicatura más cercana y accesible a la gente.

Por lo señalado, los fundamentos del proyecto dan cuenta de un profundo desconocimiento acerca del funcionamiento de los JPL. La verdad es que la LPDC es en parte importante un estatuto infraccional, lo que determina que en estos juzgados exista hoy un enorme volumen de causas que, a partir de lo que podríamos llamar “denuncias de autoridad”, producen la tramitación masiva de procesos expeditos para la sanción de tales faltas, iniciados por la autoridad fiscalizadora competente, sin necesidad de practicar otro tipo de diligencias. Por otra parte, están los juicios propiamente tales, iniciados por denuncia, querella o demanda de particulares, en que existe claramente una contienda actual entre partes, las que aportan pruebas y generan un debate sobre acciones infraccionales y civiles, que debe ser resuelto por los tribunales en mérito del proceso y de acuerdo a la legislación concernida. Ha habido un aumento creciente de este tipo de litigios en los JPL, pero estadísticamente son menos que las denuncias de autoridad.

Al indicar el mensaje que los JPL no son especialistas en materia de consumo, lo cual se reflejaría en que solo el 0,3% de las causas que conocieron el año 2012 correspondían a la ley N° 19.496, no da cuenta de la realidad, ya que sin bien ello es cuantitativamente correcto, no considera las distinciones cualitativas pertinentes. Es esa misma estadística, que los jueces de policía local estiman sesgada y desconectada de la realidad, la que permite afirmar que el proyecto del Ejecutivo conlleva un profundo desconocimiento del funcionamiento de los JPL y de la experticia de los jueces, ya que después de casi dos décadas de entrada en vigencia la ley a que éste se refiere, es posible afirmar que ha sido la judicatura de policía local la que, a través de innumerables fallos avalados por las Cortes de Apelaciones, ha permitido crear una jurisprudencia en materia de consumo, a la luz de un derecho impregnado en diversos principios, entre los cuales destaca la protección del más débil. En cambio, la experiencia de los juzgados civiles se limita a 70 casos de interés colectivo o difuso de los consumidores que se han suscitado en el mismo periodo. Hay temas hoy indiscutidos, como el robo en estacionamientos o el de la garantía legal, que son producto de la labor efectuada por los JPL.

Con respecto a la aseveración de que hay interpretaciones contradictorias de la ley por parte de los distintos JPL, estimó que ello revela una clara falta de conocimiento acerca de nuestro sistema judicial y del ejercicio de la jurisdicción, porque, como cualquier letrado sabe, en Chile no existe el sistema de precedentes judiciales, propio del derecho anglosajón, en virtud de lo dispuesto en el artículo 3° del Código Civil. La uniformidad de la jurisprudencia puede ser un propósito del legislador, pero instaurando el recurso de casación o explorando otras vías.

En cuanto a la comparecencia no letrada del consumidor, hace notar la expositora que, cada vez que ha tenido oportunidad, el Instituto ha señalado que la disposición legal que permite al consumidor comparecer sin el patrocinio de un abogado produce un desequilibrio procesal que impacta directamente en la protección de sus derechos, y seguir sosteniendo que esto constituye una facilidad en el acceso a la justicia implica un desconocimiento grave de la realidad.

Por último, destacó que la justicia de policía local es la que se encuentra más ampliamente desplegada en el territorio y, por lo mismo, es la más cercana a la población. Hoy en día, a partir de la dictación ley N° 20.554, que creó nuevos juzgados de este tipo el año 2012, son muy pocas las comunas -por no decir ninguna- en que no existe esta judicatura. Pero si se traslada la competencia en materia de consumo a los tribunales civiles habrá muchos consumidores que deberán trasladarse a otra comuna para interponer sus acciones individuales, agravando un problema típico de estos que justifica su protección legal, como es que el costo de ejercer sus derechos va a ser mayor que los beneficios que deriven de su ejercicio. En definitiva, opina que la modificación propuesta no va a facilitar el acceso a la justicia y no se va a elevar con ella el estándar de protección que se pretende con la iniciativa en comento.

El diputado señor Tuma consultó la opinión de los invitados sobre la posibilidad de hacer obligatoria la mediación que compete al Sernac y de llevarla a cabo a través de convenios de éste con las CAJ. Planteó la conveniencia de que las CAJ creen una Defensoría del Contribuyente en favor de las Pymes. Acotó, por último, que hay JPL que carecen de recursos suficientes para cumplir sus funciones en aquellos municipios a los que se les impuso la obligación de instalarlos.

El diputado señor Jarpa planteó la posibilidad de que las CAJ se transformen en un órgano administrativo descentralizado que preste servicios de mediación a la gente en distintas materias, y preguntó si los JPL tendrán, en caso de mantenérseles la competencia para conocer en asuntos de consumo, la capacidad necesaria para absorber la mayor demanda que se produzca fruto de las expectativas que el proyecto en debate ha forjado en la población. 

El diputado señor Bellolio hizo notar que, a octubre de 2013, había 43 de los JPL creados en 2012 que aún no se instalaban. Preguntó si el Sernac podrá hacerse cargo de la demanda con los funcionarios que el proyecto le asigna y qué opinarían los invitados de que las Pymes fueran sujetos de protección de este Servicio.

El diputado señor Espejo pidió sugerencias de los invitados para reforzar el sistema de mediación en materia de consumo.

El diputado señor Chahin postuló que el Sernac debiera parecerse a la Dirección del Trabajo y tener mediadores institucionales, una defensoría radicada en las CAJ, y contar con tribunales especiales en materias de su competencia. Preguntó si éstas estarían en condiciones de hacerse cargo del sistema de mediación y de la defensoría del consumidor.

Preguntó, también, cuál es el plazo previsto para la implementación de la reforma procesal civil, ya que el proyecto la supone operativa para trasladar la competencia de los JPL a la justicia ordinaria. Observó que la Corte Suprema no estaría en contra de mantener esa competencia en la judicatura local, pero echa de menos la comparecencia letrada del consumidor. Sugiere traspasar el conocimiento de la acción infraccional al Sernac y dejar transitoriamente el de la acción indemnizatoria en los JPL, resolviendo el problema de la falta de patrocinio, y traspasar paulatinamente esta última a los juzgados civiles a medida que se ponga en marcha la reforma a la judicatura civil.

Consultó, finalmente, cuál ha sido la experiencia de los JPL con respecto a la obligación de interponer las demandas en causas de consumo ante el juez del domicilio del demandado, y qué efecto tendría habilitar su interposición en el domicilio del demandante.

El señor Marcelo Albornoz, Subsecretario de Justicia, afirmó que existe voluntad política de parte del Ejecutivo para crear un Servicio Nacional de Asistencia Jurídica, ya que así está previsto en el programa de gobierno. Reiteró que las CAJ cubren hoy el 92% del territorio prestando servicios de mediación familiar y de defensa laboral, además del trabajo de la Oficina Infraccional de Concepción pero, para avanzar hacia un servicio especializado y con cobertura nacional -además- en materia de consumo, es necesario proyectar la carga de trabajo que implicaría el aumento de las denuncias y demandas en este ámbito, definir las materias especificas en las que se va a prestar asistencia, los criterios para otorgar gratuidad, un tarifado para quienes puedan pagar por el servicio, etcétera, todo lo cual se harán en conjunto con el Ministerio de Economía y con el Sernac.

Informó, además, que como la reforma procesal civil no cuenta con un estudio para reestructurar la organización de los tribunales ordinarios, el Senado ha suspendido su tramitación, quedando a la espera de una propuesta del Ejecutivo sobre la materia que no tomará menos de 18 meses en hacerse efectiva.

Estimó importante que, en el ámbito del cumplimiento normativo, las instituciones con competencias fiscalizadoras tengan la mayor cantidad de herramientas para reprimir las infracciones y estimular el cumplimiento de la ley. En tal sentido, la capacidad fiscalizadora, mediadora y conciliadora que tenga el sistema robustecería la posibilidad de cumplir el rol estatal de tutelar los derechos, sancionar las infracciones y reparar los perjuicios causados por estas. Pero a diferencia de lo que ocurre en materia laboral, en el ámbito del consumo surge la acción indemnizatoria a partir de la sanción. Luego, en la medida en que se compatibilice un sistema con personal destinado a la fiscalización y otro a la conciliación, que permita resolver en sede administrativa tanto la conducta infraccional como el conflicto individual, sería una posibilidad que se ha conversado y que podría subsistir ya sea dentro del Sernac o, eventualmente, en un organismo especializado externo que ofrezca asistencia judicial y resolución alternativa de conflictos. Este es un problema de diseño y también de recursos.

Por otra parte, la mediación, que el proyecto aborda como alternativa de resolución de conflictos colectivos requiere, igualmente, de una línea especial de tratamiento de parte del Estado. Para esto, corresponde al Ministerio de Economía definir el diseño y la eficiencia que pueda tener el mecanismo que esté instalado dentro del Sernac, ya sea a través de un régimen de externalización de servicios, como ocurre en familia, o robusteciendo el sistema de mediación que hoy tienen instalado las CAJ. Lo importante es que haya la mayor cantidad de instrumentos que hagan efectivo el cumplimiento de la ley, pero que resuelvan también rápidamente los conflictos, evitando que la mayoría de ellos lleguen a tribunales; y está comprobado que estos se resuelven mejor y más rápido a través de organismos especializados en la temática a que se refieren.

La Presidenta del Instituto de Jueces de Policía Local sostuvo que esta judicatura está socialmente estratificada, porque las facilidades de acceso a la justicia que tenga la población y los recursos con que cuente cada tribunal dependerán de la comuna en que este se encuentre emplazado y de la importancia que el alcalde respectivo le asigne. Este es un tema que, si bien no corresponde abordar aquí, debe ser analizado porque hoy en día hay juzgados mejor o peor implementados y cada cual ejerce la jurisdicción como puede, lo que no es justo para los ciudadanos.

Negó que los procesos demoren demasiado en los JPL, ya que normalmente duran entre seis meses y un año, y jamás han tenido quejas al respecto. No concuerda con que el Sernac pueda conocer de la acción infraccional y los JPL de la indemnizatoria, porque hoy conocen de esta última por razones de economía procesal y como consecuencia de aquella, que es su competencia propia.

Afirmó que en la actualidad existen 331 JPL en otras tantas comunas del país y que es improbable que los creados en 2012 no se hayan instalado a la fecha, puesto que había plazo para ello hasta el diciembre de 2013, el que los alcaldes no podían dejar pasar sin incurrir en notable abandono de deberes. En contraste, habría 14 directores regionales y un director nacional del Sernac para resolver los casos que hoy atienden estos juzgados. Además, la importancia de que los JPL sigan conociendo de las causas de consumo radica en que lo hacen en un solo procedimiento, donde pese a la escrituración hay cierta oralidad e inmediatez, mayor celeridad y, aunque lo ideal sería contar para esto con tribunales especiales, son ellos lo que ejercen competencia en la materia y lo han hecho bastante bien hasta ahora. Hay que tener claro que al consumidor no le interesa que se sancione al proveedor, sino que se le repare el daño causado (se le restituya el producto defectuoso o su precio y se le indemnice), y esto es lo que ven diariamente los JPL, intentando mediar y ofreciendo al proveedor una rebaja de la sanción aplicable si muestra una actitud conciliadora.

Con respecto a las nuevas atribuciones del Sernac, manifestó el deseo de que este deje de lado la actitud pasiva que ha tenido hasta ahora frente a los reclamos de los proveedores y cumpla una función fiscalizadora más proactiva; que pueda compeler al proveedor a concurrir a mediación bajo apercibimiento de multa, o a un arbitraje obligatorio. Respecto de la facultad de ordenar restituciones, advierte que la carencia de imperio del Sernac podría ser un problema, porque si el proveedor se niega a cumplir la orden no habría como forzarlo, sino, acudiendo a la justicia ordinaria, cosa que no sucedería si se mantuviera la competencia de los JPL.

Compartió la idea de que exista una defensoría del consumidor porque la gente que comparece sin abogado no sabe enfrentar un proceso en el que el proveedor suele comparecer representado, y tampoco puede el juez suplir sus carencias. Es efectivo que en estos casos -muchas veces- las demandas son rechazadas por falta de prueba y por eso resulta necesario proveer esta posibilidad de defensa judicial.

El señor Juan José Ossa, ex Director del Sernac, reconoció en el proyecto un genuino esfuerzo por avanzar en la protección de los consumidores, que se materializa tras un largo trabajo de investigación, bien hecho, en el que han participado mucho técnicos. Opinó que es también el momento oportuno para legislar y seguir avanzando en un tema tan relevante para los chilenos.

En lo específico, consideró como aspectos positivos de la iniciativa los siguientes:

1. Que se regulen las mediaciones colectivas, las que hasta ahora revisten ciertos caracteres de informalidad que durante su mandato causaron problemas complejos. Hubo que lidiar con un procedimiento bastante arcaico, pese a lo cual fueron un mecanismo muy eficiente para obtener compensaciones de manera fácil y directa para los consumidores.

2. Si bien las dudas sobre los plazos de prescripción de las acciones infraccional y civil indemnizatoria quedaron zanjadas a raíz del caso Cencosud, es muy conveniente que la ley en proyecto los explicite de modo general.

3. El aumento de las multas es también valorable, sin perjuicio de la crítica a un aspecto específico que se hará más adelante, ya que las actuales no consiguen el deterrance necesario para que se cumpla con la LPDC.

4. Las nuevas facultades que se otorgan al Sernac para requerir información de los proveedores y solicitar el auxilio de la fuerza pública.

5. Que se regule de manera estricta la remoción del Director Nacional del Sernac, cargo que hoy está muy expuesto a los vaivenes políticos, lo que le resta gran parte de la independencia que requiere para cumplir adecuadamente sus funciones.

Consideró, sin embargo, que el proyecto presenta las siguientes falencias:

1. En el programa de gobierno de la Presidenta Bachelet, se hablaba de formar una red integral de defensa de los consumidores, de un mecanismo que permitiera que todos los organismos intersectoriales relacionados con los consumidores estuvieran coordinados entre sí, cosa que esta iniciativa no contempla.

2. El ámbito de competencia del Sernac ha sido históricamente cuestionado, en parte, porque la ley no es clara y, en parte, porque hay muchos intereses en juego. En algún periodo se estimó que todos aquellos mercados sometidos al control de alguna superintendencia estaban excluidos de la esfera de atribuciones del Servicio. No obstante, el ex director señor Peribonio hizo un trabajo bastante valiente para imponer la idea -no contemplada tampoco en el proyecto- de que todo asunto relativo al consumo debía ser de competencia del Sernac. Es el caso de ciertas materias que corresponden a la SBIF, a la SSIS, al Mineduc, al Minvu, a la Subtel y otras entidades, respecto de las cuales se entendía que la competencia del Sernac era residual, cuestión que vino a aclarar la jurisprudencia señalando que ésta es más bien la principal cuando están en juego los intereses de los consumidores. Asimismo, el principal obstáculo que debió enfrentar el expositor cuando estuvo a la cabeza del Sernac fue determinar si este podía representar colectivamente a los consumidores para perseguir los perjuicios causados por una conducta anticompetitiva. La admisibilidad de la demanda fue un verdadero drama que finalmente se pudo revertir en la Corte de Apelaciones de Santiago, la cual estableció que el Servicio tenía naturalmente esa competencia. Abogó por aprovechar el proyecto en debate para aclarar definitivamente tales competencias y planteó que la mejor forma de hacerlo es en el marco de una red de protección integral de los derechos de los consumidores, siendo improbable que en los próximos cuatro años haya una nueva instancia tan óptima como la actual para sacar adelante esa red.


3. Las AdC han sido vitales en el fortalecimiento del sistema de protección de los consumidores. Así lo demuestra el caso Banco Estado, que ha sido mérito exclusivamente de Conadecus. Reconoció el esfuerzo que se hace en el proyecto por potenciarlas aumentando el fondo concursable, pero lo considera insuficiente. Echó de menos un financiamiento más estructural que les permita contar con recursos para tener una presencia más permanente y no solo en casos específicos. No se puede esperar que Odecu, Conadecus u otras organizaciones de su tipo mantengan en funcionamiento una oficina propia si no se les entrega un aporte basal, sin perjuicio de idear un mecanismo que evite el mal uso de los recursos. De lo contrario, habrá lugar a litigios colectivos espurios, con pagos de costas encubiertos. Sería razonable que un porcentaje de las multas aplicadas a los proveedores en litigios individuales impulsados por las AdC fuera destinado al fondo concursable antes mencionado, para tener mejores asociaciones y más transparentes también. En todo caso, el hecho de que puedan defender individualmente a los consumidores no es la solución para estos (sería preferible un sistema asociado a las CAJ) ni tampoco tendrán las AdC los medios para absorber la demanda de la gran cantidad de personas que van a buscar su ayuda. Tampoco es necesario imponer inhabilidades relacionadas con la Ley de Mercado de Valores a estas organizaciones, sino que más bien debería permitirse que se sumaran a ellas todos quienes quieran hacerlo, sin perjuicio de resguardar la transparencia de la contabilidad, los conflictos de interés, etcétera.

4. No se trata ni modifica en modo alguno el procedimiento para la sustanciación de las acciones colectivas, las cuales han permitido poner freno -aunque con tardanza, precisamente por los problemas que presenta- a los grandes abusos (Banco Estado, La Polar, Universidad del Mar, Cencosud, farmacias). Se sugiere dar preferencia para su vista y fallo al recurso de casación, por ejemplo, tal como se le dio en su momento al de apelación. También es preciso resolver los problemas en materia de prueba, porque normalmente la información probatoria la tienen los proveedores; el Sernac no sabe cuántos son los afectados porque generalmente tiene solo la copia de un contrato. Se deben establecer incentivos para que las empresas estén obligadas a proporcionar esa información, ya sea prejudicialmente o durante el juicio. El problema radica hoy en que los apercibimientos que contempla el Código Civil para quienes se niegan a exhibir un documento son escasamente disuasivos. Se propone un sistema de discovery como el del derecho anglosajón u otro que se convenga.

5. En general, es deseable que se otorguen nuevas facultades al Sernac, pero cuando ellas se empiezan a conjugar entre sí surgen los problemas. Hoy en día, en lo que atañe al interés individual, el Servicio es casi un mediador y un litigante (o más bien un persecutor), lo que será complementado con atribuciones para dictar normas generales, interpretar la ley e imponer sanciones. Sin embargo, no parece adecuado que pueda ejercer facultades normativas e interpretativas junto con la función de persecutor o litigante, ya que podría utilizar las primeras para obtener ventaja en la segunda. La solución no pasaría por restarle la posibilidad de ser legitimado activo en acciones colectivas, pues esta es -en esencia- la labor propia del Sernac, pero sería conveniente separarla de la potestad normativa. Por lo demás, la experiencia comparada demuestra que concentrar estas facultades no implica que las personas reclamen más y obtengan más beneficios, ya que las agencias que funcionan así deben aplicar el principio pro reo a favor de los proveedores y presumir su inocencia, razón por la cual los absuelven con mucha frecuencia. En todo caso, es valorable que se asignen más recursos humanos y financieros al Servicio, pero no van a ser suficientes para ejercer todas las facultades en comento.

6. En cuanto a los nuevos procedimientos que establece el proyecto, observó el expositor que la tendencia mundial y nacional ha demostrado que es más eficiente y da más certeza jurídica concentrarlos en una sola autoridad antes que escindirlos. Pero lo que hace el proyecto es justamente lo contrario: el Sernac podrá en adelante conocer de algunos reclamos individuales de consumidores cuando detecte que se ha cometido una infracción, en cuyo caso podrá ordenar devoluciones, pero las “otras indemnizaciones” se podrán perseguir en juicio sumario. No se entiende bien cuáles serían las otras indemnizaciones, pero como las devoluciones cubren el daño emergente (valor del producto o servicio) y el lucro cesante (pérdida del valor del dinero que se compensa a través del pago de intereses), solo cabe interpretar que se trataría de las destinadas a compensar el daño moral. Tampoco tendrá el Sernac la facultad de anular cláusulas abusivas, lo cual es competencia de los tribunales, pero para ordenar devoluciones es necesario probar la abusividad de la cláusula, por lo que no se ve factible que vaya a ejercer esta facultad con mucha frecuencia.

El cambio de competencia de los JPL a los jueces civiles parece adecuado si se tiene en cuenta que estos son los expertos en derecho de daños, pero sugiere que no se haga porque en la realidad los juicios sumarios no son tales: se diferencian del procedimiento ordinario en los plazos para réplica y dúplica, y para observar la prueba, pero nunca demoran menos de cuatro o cinco años, mientras que en los JPL duran entre seis meses y un año. Lo anterior resulta más grave si se considera que el reclamo del consumidor será conocido primeramente por un director regional del Sernac, asentado en una capital regional, que no es necesa-riamente abogado. Si el reclamo es acogido, el proveedor recurrirá ante el Director Nacional. Si este recurso jerárquico es rechazado, la empresa podría pagar la multa o recurrir al tribunal civil, y lo más probable es que al menos en los primeros años los proveedores recurran siempre de ilegalidad contra las resoluciones del Servicio. Como en el proyecto no se dice si este recurso suspende o no la ejecución de la resolución, habrá que entender que sí y habrá un juicio sumario que ya se sabe será demoroso, por lo que el consumidor tendrá que seguir esperando para obtener una compensación. Para poder defenderse, el consumidor deberá gastar al menos 60 mil pesos por cada notificación personal al proveedor y 120 mil en el caso de la prueba testimonial. Si obtiene en el juicio, la empresa recurrirá de apelación y eventualmente de queja, con lo que el reclamo inicial demorará entre cinco y diez año en total. Es un procedimiento muy parecido al que utiliza la SVS y hay que tener a la vista los resultados de esta.

Se dice que los JPL no tienen la expertise suficiente para conocer en materia de consumo. Sin embargo, se debe tener presente que estos tienen competencia en muchos asuntos civiles (inmobiliarios, pesca, etcétera) y han mejorado muchísimo porque se han capacitado para ello. El problema es que el consumidor está muy desamparado en los JPL y en un principio éstos se declaraban incompetentes para conocer de lo indemnizatorio, hasta que las Cortes aclararon la situación. Abogó el señor Ossa por mejorar el procedimiento ante los JPL, asegurando una buena defensa del consumidor y rebajando los costos de transacción de la litigación individual, a menos que haya certeza de que la reforma procesal civil se pondrá en marcha dentro de poco. En apoyo a su postura, cita el informe de la Corte Suprema sobre esta iniciativa que, si bien se pronuncia favorablemente al cambio de competencia, advierte que los tribunales civiles están colapsados, lo que equivale a rechazar tal proposición. Además, los juzgados civiles han conocido solamente 70 causas colectivas en materia de consumo, por lo que carecen de expertise en este ámbito, y prácticamente todos los fallos de los JPL son confirmados por las Cortes de Apelaciones.

7. El aumento de las multas es muy bienvenido, pero serán superiores las sanciones contra las empresas de espectáculos que las aplicables a los bancos y al retail. Debieran ser al menos equivalentes. Por otra parte, a propósito de las acciones colectivas, se establece en el proyecto que el juez “podrá” decretar multas, debiendo ser más bien imperativo imponerlas cuando se condena al proveedor a indemnizar a los consumidores.

8. Es también un gran aporte que se incorpore la posibilidad de demandar colectivamente por daño moral, pero hay que tener presente que este es individual: no todas las personas sufren lo mismo frente a una situación determinada. Hay que establecer parámetros generales que permitan al juez ponderar el daño moral sin necesidad de que se acredite específicamente: que pueda armar grupos y subgrupos de consumidores afectados en base a ciertas reglas. De lo contrario, la norma propuesta será letra muerta, ya que los consumidores deberán probar el daño moral sufrido en el proceso civil, pero la experiencia indica que estos no comparecen en juicios colectivos ni para sumarse ni para restarse.

Durante las audiencias públicas en que participaron los demás invitados que se mencionan en las páginas 4 y 5 de este informe, se formularon opiniones sobre los siguientes temas relacionados con la iniciativa, consignándosea continuación como parte del debate de la Comisión:

1.- Fortalecimiento del SERNAC

El señor Claudio Ortiz a nombre del Retail Financiero, observó que el proyecto lo que hace es fortalecer al Sernac en vez de afianzar a los consumidores y a las asociaciones que los representan, otorgándole al primero amplias y múltiples atribuciones, tales como normar, interpretar, fiscalizar, mediar, juzgar y sancionar. En opinión del Comité del Retail Financiero, la propuesta del Ejecutivo transformaría al Sernac en un organismo híbrido y experimental, porque reuniría atribuciones propias de una superintendencia, de la FNE y de un tribunal, dando como resultado una entidad sin parangón en nuestra institucionalidad. 

El señor Jorge Awad, Presidente de la ABIF, consideró que el proyecto de ley en estudio no satisface lo que nuestro país requiere en materia de protección de los derechos de los consumidores, pues, si bien tiene propósitos que son conducentes a fortalecer institucionalmente al Sernac, como un organismo público encargado de esa protección, se producen problemas severos como consecuencia del híbrido resultante del conjunto de normas que se pretenden modificar.

El señor Ricardo Mewes, Presidente de la CNC, planteó que no basta con otorgar más atribuciones al Sernac, sino que es preciso avanzar en la construcción de una institucionalidad autónoma, técnica y colegiada que, además de contar con las herramientas necesarias para proteger los derechos del consumidor, dé garantías de transparencia, ecuanimidad e independencia. El país ha avanzado en esta materia en otros ámbitos, señaló, donde junto con una especialización importante, se ha separado la función fiscalizadora de la sancionatoria, como es el caso de los servicios de Impuestos Internos y de Aduanas y los TTA, o la Superintendencia del Medio Ambiente y los tribunales ambientales. Tal es el camino que se debe tomar si se quiere construir una institucionalidad sólida, independiente y técnica que permita dar una solución adecuada a los desafíos en materia de consumo.

Para el señor Peter Hill, Presidente de la Cámara de Comercio de Santiago, la facultad sancionatoria del Sernac sustituirá las funciones judiciales que desempeñan en la actualidad los JPL respecto de los derechos individuales de los consumidores. A ello se sumarían además facultades para fiscalizar, interpretar la ley y dictar instrucciones, con lo cual el proyecto pretende asimilar este Servicio a las superintendencias, que tienen por finalidad la fiscalización de determinadas actividades reguladas en nuestro ordenamiento jurídico. Sin embargo, la diferencia que existe entre el Sernac y los entes reguladores radica en que, mientras el primero tiene por misión la protección de los derechos de los consumidores y su representación, los segundos, si bien tienen a su cargo fiscalizar y sancionar a las empresas sometidas a su supervisión, no les corresponde la defensa ni la protección de los clientes o usuarios de tales empresas, y menos aún tienen la representación de las mismas. Advirtió que la modificación planteada deja al Sernac en una condición de juez y parte a la vez.

Por su parte, el señor Mauricio Tapia, Profesor de Derecho Civil, señaló que el fortalecimiento del Sernac se ajusta a la experiencia internacional, donde hay entes administrativos que fiscalizan y sancionan porque sería inviable que todos los conflictos llegaran a los tribunales de justicia. Sostener que este Servicio se va a convertir por eso en juez y parte es no tener en cuenta lo que ocurre en el país con otras instituciones públicas y lo que el TC ha resuelto en reiteradas ocasiones: que es perfectamente constitucional que un órgano de la Administración ejerza facultades sancionatorias en el ámbito de sus atribuciones, siempre que respete las normas del debido proceso y exista la posibilidad de impugnar judicialmente sus resoluciones, como ocurre, por ejemplo, con todas las superintendencias.

El señor Marcelo Alonso, Presidente de la Federación Chilena de Industriales Panaderos sostuvo que Fechipan ha recibido con sorpresa el proyecto y lo considera regresivo, ya que, entre otras cosas, los funcionarios de ese servicio no estudiaron para jueces, pese a lo cual pasarán a ser juez y parte, notificando, fiscalizando y sancionando a los micro y pequeños empresarios. Pese a las notorias diferencias que presentan las Mipymes con las grandes empresas, esta iniciativa las trata exactamente igual a todas, lo cual le parece aberrante, porque un pequeño empresario que no tiene ningún tipo de capacitación no estará en condiciones de enfrentarse a un fiscalizador que, amparándose en la ley, terminará imponiéndole multas por distintas infracciones derivadas de su desconocimiento.

Para la señora Susana Carey, Presidenta de la Asociación de Supermercados de Chile A.G., esta iniciativa empodera al Sernac, pero no al consumidor; le pone dientes al primero, pero no hace lo propio con el segundo, siendo que la reforma propuesta a la institucionalidad encargada de proveer protección al consumidor constituye una gran oportunidad para ello. Acotó que la protección es posterior al acto de consumo, en tanto que el empoderamiento supone contar con herramientas para la toma de decisiones en forma previa a aquel. Así, la legislación de protección al consumidor en países desarrollados está orientada a empoderar al consumidor reduciendo asimetrías de información, aumentando espacios de libertad, alternativas para elegir y disminuyendo barreras para cambiar de proveedor. Esta legislación asume que las personas son responsables y capaces de tomar decisiones, pero que requieren información y educación para tomarlas; y este empoderamiento hace reaccionar a las empresas para lograr conquistar a los consumidores, que son su razón de ser.

La Asociación de Supermercados valora al consumidor empoderado como un factor que los motiva a entregar mayor calidad. Los consumidores son la razón de existir de las empresas y cualquier cambio en ellos produce la reacción inmediata de una compañía por recuperar a sus clientes. El poder de las preferencias de los consumidores es un motor y un incentivo mucho más potente que años de juicios o mediaciones colectivas.

En resumen, argumentó la señora Carey que actualmente el consumidortiene la posibilidad de dar vida o de liquidar a una empresa, pues cuenta con poder para elegir y comunicar sus preferencias, para cambiar de proveedor o de marca, para castigar con su indiferencia a proveedores con mal servicio o malas prácticas y para reaccionar frente a los abusos colectivamente. Y esto es lo que verdaderamente hace reaccionar a las empresas mucho más rápida y efectivamente que años de litigios.

2.- Facultad de fiscalizar

El señor Daniel Montalva, en nombre del Instituto Libertad y Desarrollo, planteó con respecto a las facultades de fiscalización que algunas de ellas son excesivas. Es el caso de la que permite el ingreso a inmuebles con auxilio de la fuerza pública, que tendría aplicación solamente frente a la falta de seguridad en el consumo, evento en el cual sería más adecuado trabajar en coordinación con los Servicios de Salud, que ya tienen esa facultad y un conocimiento mucho más acabado para determinar si un producto es seguro para el consumo humano, o no.

Para la señora María Elina Cruz, del Centro de Libre Competencia de la PUC, la facultad de los funcionarios del Servicio de ingresar a un inmueble, incluso con auxilio de la fuerza pública, para efectos de efectuar labores inspectivas e imponer multas ante la negativa de los fiscalizados, atenta contra la garantía constitucional de protección de la intimidad e inviolabilidad del domicilio, por lo que requeriría autorización judicial, cualquiera sea el tribunal competente para ello, del mismo modo que la FNE requiere autorización del TDLC y de la Corte de Apelaciones respectiva para investigar casos de colusión.

Para la Confedechtur causa inquietud la calidad de ministros de fe que se asigna a los funcionarios del Sernac, los que además de aumentar de 296 a 618 en cuatro años, tendrán la facultad de ingresar a los locales de los comerciantes fiscalizados con auxilio de la fuerza pública, lo cual podría generar un estado de odiosidad entre proveedores y consumidores.

El señor Ricardo Mewes, Presidente de CNC, señaló en cuanto a la facultad de fiscalización del Sernac, que está de acuerdo en que la ley debe cumplirse y en que es labor del Estado velar por que así sea. Sin embargo, la facultad que se otorga al Servicio para ingresar a inmuebles con el auxilio de la fuerza pública, sin previa autorización judicial, representa una clara exageración que viola las distintas garantías del estado de derecho. Es rol de la fuerza pública asegurar el cumplimiento de la ley, pero su actuación debe contar siempre con un mandato de los tribunales de justicia.

3.- Facultad de sancionar

Para el señor Daniel Montalva de L y D, la facultad de sancionar, debido a lo largo del proceso establecido al efecto, no parece muy eficiente. Hay que tener presente que el proceso sancionatorio -añadió- tiene una fase administrativa y otra jurisdiccional, por lo que su tramitación podría durar hasta dos años, a diferencia del procedimiento ante los juzgados de policía local, que actualmente no excede los seis meses. Además, tanto el Sernac como los tribunales de justicia podrían imponer multas, cosa que en el caso de estos últimos se podría resolver mediante la consagración de una jurisprudencia uniforme sobre la materia, pero no así en el caso de un ente administrativo. Además, si el Sernac no compartiera las resoluciones judiciales dictadas en estos procesos, podría verse tentado a modificar la normativa o la interpretación legal con el objeto de impedir su aplicación a casos futuros.

Resaltó que el proyecto aumenta las multas hasta en 1.000% y las hace aplicables por cada consumidor. En casos de suspensión, paralización o no prestación de servicios contratados, se aumentan las multas en 500%, lo que podría alterar el poder relativo de los sindicatos para ejercer el derecho a huelga y, a su vez, la Ley General de Telecomunicaciones ya establece multas para esos mismos casos y no se aprecia cómo se relacionarían las sanciones de ambos entes fiscalizadores.

Para la señora María Elina Cruz, del Centro de Libre Competencia de la PUC, los procedimientos judiciales para reclamar sobre la ilegalidad de las resoluciones del Sernac y para demandar indemnizaciones de perjuicios superiores a 30 UTM contemplan la posibilidad de apelar, además de una reposición administrativa previa, que no resuelve la asimetría de tiempo en que se debe incurrir para obtener sentencia. Respecto al monto de las multas, hasta un máximo de 750 UTM le parece alto, pero su propuesta fue no establecer límites máximos ni mínimos, sino graduar las multas en proporción al daño causado, la gravedad de la infracción, el beneficio obtenido por el infractor u otros parámetros objetivos.

Sobre la disposición que permitiría demandar la indemnización del daño moral en caso de infracción al interés colectivo o difuso de los consumidores, estimó que es necesario culturizar a la población sobre la importancia de los derechos del consumidor.

Para Confedechtur el proyecto contempla un incremento sustancial de las multas por infracciones a la LPDC, estableciendo algunos parámetros para la graduación de las mismas, pero que en su opinión resultan insuficientes. Se propone establecer como criterio objetivo, al igual que en materia laboral, que las multas deberán aplicarse tomando en cuenta el tamaño de la empresa.

Por otra parte, se establece que para reclamar de las sanciones impuestas los proveedores tendrán cinco días para interponer los recursos administrativos de reposición y jerárquico que contempla la ley N° 19.880 y, sólo una vez resueltos estos recursos, podrán recurrir de ilegalidad ante el juez civil, en el plazo de diez días. Así, además de dificultar el acceso a la interposición de recursos contra las resoluciones sancionatorias, los plazos que se consideran son extremadamente breves.

El señor Patricio Piddo,Asesor Jurídico de Confedechtur, destacó que el comercio detallista no cuenta con asesoría permanente que le permita tener suficiente capacidad de reacción como para defenderse frente a una sanción en los plazos tan acotados que el proyecto establece. Sostuvo que la implementación de un esquema de sustitución de multas es factible. Actualmente, en la legislación laboral se contempla la posibilidad de cambiar las multas por capacitación para el personal del infractor, tratándose de Mipymes.

Afirmó que el proyecto de ley hace solidariamente responsables del pago de las multas a las personas naturales que representen legalmente a una persona jurídica o que actúen a nombre de ella. Esta reforma va en contra de los principios de separación de personalidades y patrimonios que informan nuestra legislación societaria y, considerando el incremento de las multas, pondrá en riesgo no sólo los negocios del proveedor, sino también su casa y sus bienes personales. Acotó que nuestra legislación no contempla este tipo de solidaridad del representante, respetando el principio de la personalidad jurídica, por lo general, a todo evento. La única excepción la establece la Ley de Responsabilidad Penal Empresarial (N° 20.393), para los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y cohecho; y la modificación propuesta por el Ejecutivo pone las infracciones a la LPDC al mismo nivel de tales ilícitos.

Respecto de la facultad de sancionar, la CNC coincidió en que la infracción de ley debe traer necesariamente como consecuencia una sanción, pero el procedimiento en que ello se decida debe ser llevado a cabo por un organismo imparcial, que dé garantías a las partes en conflicto, que asegure una adecuada defensa y que contemple un mecanismo de apelación que permita el legitimo resguardo de los derechos posiblemente afectados. Es así como nuestro sistema judicial y sancionatorio ha avanzado en el camino de separar la función investigativa y acusatoria de la de aplicar sanciones. Sin embargo, el proyecto concentra todas estas funciones en un solo órgano, sin establecer un mecanismo de apelación satisfactorio. Además, prescribe que el proceso sancionatorio nace y muere en el mismo órgano administrativo, limitando la intervención de los tribunales de justicia sólo al recurso de ilegalidad, el cual no permite que el juez revise y se pronuncie sobre el fondo del asunto que dio lugar a la sanción, sino sólo sobre la actuación del órgano recurrido.

El señor Marcelo Alonso, Presidente de la Federación Chilena de Industriales Panaderos considera inconveniente asignar al Sernac el rol de fiscalizador y sancionador, por cuanto restaría objetividad a la figura que debe decidir acerca de la imposición de una sanción. Añadió que confundir ambas figuras va en sentido contrario a la tendencia general de la Administración y de la Justicia, de separar la figura del fiscalizador y la de juzgador. En resumen, estimó que una entidad pública como el Sernac no puede actuar como juez y parte, perdiendo su rol mediador entre las partes cuando se producen conflictos.

Para la señora Susana Carey, Presidenta de la Asociación de Supermercados de Chile A.G., el procedimiento planteado relativo a la facultad sancionatoria no beneficia ni al consumidor ni al proveedor. Para el consumidor, su reclamo tomará más tiempo y dinero, ya que primero tendrá que ir al Sernac para reclamar lo infraccional y luego ante un tribunal civil para obtener una compensación, y lo obligará a contratar un abogado. Para el proveedor, el procedimiento administrativo planteado es un proceso que carece de garantías de imparcialidad, ya que el mismo que fiscaliza también sanciona, teniendo que acudir a los tribunales civiles para reclamar de la sanción, sin tener la ley mecanismos para reclamar directamente por las arbitrariedades en que pueda incurrir el Sernac durante su inves-tigación/juicio.

4.- Facultad normativa y para interpretar la ley y dictar instrucciones de carácter general

Para el señor Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile, la facultad normativa otorgada al Sernac parece una buena noticia para los consumidores, pero resulta absolutamente necesario asegurar la debida coordinación de las normas que dicte este Servicio con las emanadas de otros entes reguladores sectoriales, y viceversa.

Para el señor Ricardo Mewes, Presidente de CNC, la facultad de interpretar la ley y de dictar instrucciones de carácter general, advierte que ante la ausencia de un procedimiento que permita la intervención de los tribunales de justicia, ya sea en la determinación de una sanción o en la apelación a ésta, resulta del todo inconveniente que se concentre en un solo órgano administrativo tanto la elaboración de la norma o parte de ella, como la fiscalización y sanción de quien -a su juicio- la vulnera. Parece razonable que, si un organismo cuenta con la posibilidad de normar, las posibles consecuencias del ejercicio de dicha facultad en las personas sean evaluadas por un organismo distinto e independiente. Resulta también preocupante la posibilidad de que, producto de estas atribuciones, las interpretaciones extensivas que pudieran darse causen algún conflicto de competencia entre distintos órganos administrativos (Sernac y superintendencias) que en virtud de la legislación vigente ejercen un rol regulatorio y fiscalizador en mercados determinados.

La señora María Elina Cruz, del Centro de Libre Competencia de la PUC, consideró la facultad interpretativa necesaria pues, como se vio en el caso La Polar, el Sernac no pudo recibir antecedentes sobre la cantidad de personas que habían denunciado a la empresa, porque ello no estaba contemplado en la definición legal del concepto de información comercial. Sin embargo, para evitar arbitrariedades, propuso exigir que se sigan al efecto las normas de interpretación de la ley establecidas en el Código Civil. Como ello va de la mano con la facultad de impartir instrucciones generales, habría que clarificar que esta atribución emana de la potestad reglamentaria del Presidente de la República y si será posible, o no, reclamar contra tales instrucciones.

Para el señor Daniel Montalva, Abogado de L y D, esto implicaría una inclusión antojadiza de perjuicios, puesto que la indemnización se puede reclamar tanto en sede administrativa como en sede judicial. Esta atribución excedería las facultades del resto de los entes administrativos fiscalizadores y, lo que es más grave, invade la esfera de atribuciones que según la Constitución Política corresponde exclusivamente a los tribunales de justicia.

5.- Facultad para ordenar la devolución de cantidades pagadas en exceso o el reintegro de cobros indebidos

Para el señor Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile, habilitar a las Direcciones Regionales del SERNAC para que -junto con conocer causas de interés individual y aplicar multas- puedan ordenar devoluciones o el reintegro de cobros indebidos, implica atribuirles facultades jurisdiccionales, lo que sería contrario a la Constitución.

6.- Omisión de facultades en relación con los contratos de adhesión

El señor Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile, sostuvo que no se advierten en el proyecto facultades específicas otorgadas al Sernac para controlar preventivamente la existencia de cláusulas abusivas en los contratos de adhesión. Sólo se contempla un control represivo que opera con posterioridad, a nivel jurisdiccional. Por lo demás, la facultad de fiscalización presenta límites naturales dados por los aspectos infraccionales vinculados al derecho civil y la evaluación del contenido de los contratos de adhesión exige la ponderación de elementos jurídicos, como es la inclusión de cláusulas que establezcan un desequilibrio importante, contrarias a la buena fe objetiva. Se requiere, por tanto, una regulación más precisa al respecto.

7.- Nuevas facultades del SERNAC

La señora Francys Foix, Asesora Jurídica de Confedechtur, observó que el proyecto transforma al Servicio en una figura en que se unen el rol de ente fiscalizador y el de juzgador, lo cual resulta contrario a la tendencia de separar ambas funciones y resta la necesaria objetividad que debe tener el órgano llamado a decidir acerca de la imposición de una sanción. No es de justicia que una entidad pública actúe como juez y parte en esta materia.

El señor Patricio Piddo, Asesor Jurídico de Confedechtur, destacó que el Estado de Chile ha gastado ingentes recursos en la creación del Ministerio Público, como también en la de los tribunales tributarios y aduaneros, básicamente, para separar la figura del investigador y la del juzgador, tanto en materia criminal como impositiva. En cambio, el proyecto apunta justamente en sentido contrario al otorgar estas nuevas facultades al Sernac.


La señora Francys Foix agregó que no se comprenden los motivos por los cuales se modifican las funciones del Sernac, siendo que actualmente cumple una eficiente labor como mediador entre proveedores y consumidores.

El señor Claudio Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, resaltó la confusión jurídica de roles del Sernac y aludió a que la sumatoria de atribuciones que se asignan al Servicio genera confusión respecto de lo que se pretende que haga. Así, por ejemplo, se le encomienda interpretar la ley y eventualmente sancionar, como también mediar entre proveedores y consumidores, lo cual parece contradictorio desde que el organismo es el que decide qué es lo correcto. También se le faculta para fiscalizar y, al mismo tiempo, juzgar, todo lo cual anula al Sernac para dar garantías de imparcialidad a los agentes de mercado, puesto que, si el Servicio se pronuncia previamente en sede administrativa sobre la aplicación de una multa, quedaría inhabilitado para defender a una de las partes con posterioridad a su resolución. En un caso similar, ¿sería jurídicamente concebible que un ministro del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, que ha resuelto aplicar una multa a una empresa, sea el abogado de los consumidores afectados por esa conducta en un juicio indemnizatorio posterior?

8.- Regulación de mediaciones colectivas

El señor Claudio Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, valoró como aspectos positivos de la iniciativa que se regulen las mediaciones colectivas, pues su aplicación se ha construido sobre la marcha, pero sin regulación sustantiva que permita al Sernac ejercer en forma plena el rol de mediador, incentivar la participación de proveedores, contar con un procedimiento claro y producir efectos similares a los denominados “equivalentes jurisdiccionales”, tales como la transacción y la conciliación.

El señor Daniel Montalva, de L y D, destacó el perfeccionamiento de la mediación colectiva. Sin perjuicio de ello, echó de menos un elemento cuya falta afecta la posibilidad de alcanzar acuerdos entre las partes, cual es la aplicación del principio de oportunidad para sancionar. Si el proveedor está dispuesto a indemnizar al consumidor, pero el SERNAC no tiene la posibilidad de eximirlo de la multa, no habrá incentivo para llegar a ese acuerdo.

El señor Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile, se manifestó de acuerdo con la aplicación del principio de oportunidad en las mediaciones colectivas e insistió en que el Sernac debiera tener la posibilidad de operar una red de alerta en materia de seguridad de productos al estilo del sistema SIRI-RAPEX vigente en España.

La señora María Elina Cruz, del Centro de Libre Competencia de la PUC, señaló que la facultad preventiva de mediar otorgada al Sernac es completamente insuficiente, por lo cual propone crear un órgano público que las tramite.

El señor Hernán Calderón, Presidente de Conadecus, no compartió que el Sernac pueda intervenir en una demanda colectiva presentada por una AdC o grupo de consumidores a través del procedimiento de mediación, pues ello debilita las atribuciones de las AdC. Tampoco consideró adecuado que el Sernac sea juez y parte, y que exista una dualidad de procedimientos (administrativo y civil) para satisfacer el interés individual o colectivo de los consumidores, pues ello complejiza el acceso a la justicia de éstos, que hoy pueden obtener reparación íntegra en un juicio especial, que consiste en una sola audiencia en tribunales cercanos y accesibles. Por último, consideró que la sanción por demanda temeraria puede operar en la práctica en contra del derecho de los consumidores para buscar una reparación en sede civil.

El señor Stefan Larenas, Presidente de Odecu, planteó que la mediación es un instrumento que ha demostrado ser poderoso y efectivo en la mayoría de los casos, por lo que Odecu está de acuerdo con ella, pero no se entiende por qué el proyecto establece que el Sernac podrá determinar la participación de alguna AdC cuando el procedimiento de reclamo se haya iniciado por denuncia de éstas, cuando lo mínimo que “debiera” hacer es convocar a la organización denunciante.

Para el señor Peter Hill, Presidente de la Cámara de Comercio de Santiago, estimó que constituye un avance la intención de regular en la ley estos mecanismos extrajudiciales de solución de controversias; sin embargo, el mediador no puede ser el Sernac que, teniendo la facultad de representar los intereses de los consumidores, carece de la objetividad e imparcialidad necesaria para llevar adelante dichos procesos. Consideró además que, para que las mediaciones colectivas puedan cumplir adecuadamente con su cometido, los acuerdos alcanzados deben producir efectos no sólo respecto de las partes que los suscriban.

Para el señor Ricardo Mewes, Presidente de la CNC, el proyecto asigna el rol de mediador a quien la misma ley define como defensor de una de las partes y será este mismo órgano el encargado de castigar la infracción que hubiere generado el conflicto que a través de la mediación se pretende resolver. La CNC cree firmemente en la mediación como mecanismo de resolución de conflictos entre particulares, pero por lo mismo considera fundamental perfeccionar el sistema para que pueda cumplir con su finalidad.


9. Nuevo estatuto de nombramiento y remoción para el cargo de Director Nacional del Sernac
Para el señor Jorge Awad, Presidente de ABIF, una institucionalidad que tenga por finalidad la protección de los derechos de los consumidores debe comenzar por la creación de un consejo o cuerpo normativo colegiado, dotado de un rol moderador de las políticas, normas y acciones que puedan adoptar las instituciones encargadas de tal protección. Se trata, en definitiva, de organismos que cumplen un rol de contrapeso técnico de las instituciones guardianas de los derechos de los consumidores, tendiente a compatibilizar la estabilidad y desarrollo de la industria fiscalizada con la protección de esos derechos.

La señora María Elina Cruz, del Centro de Libre Competencia de la PUC, en lo concerniente al nombramiento del Director Nacional, reconoció que el proyecto mejora el mecanismo existente, pero lo considera todavía insuficiente para asegurar su verdadera autonomía e independencia. Siguiendo la tendencia internacional, opinó que la dirección institucional debiera radicarse en un organismo colegiado, compuesto por al menos tres personas nombradas con acuerdo del Senado, puesto que el sistema de ADP no está funcionando como sería deseable.

El señor Peter Hill, Presidente de la Cámara de Comercio de Santiago, sostuvo que con respecto al nombramiento del Director Nacional, si bien valora la decisión de abordar una materia que considera de extraordinaria importancia, estimó insuficientes las modificaciones propuestas para que el Sernac cuente con una verdadera autonomía e independencia respecto de influencias ideológicas o políticas. Al respecto, la CCS ha propiciado desde largo tiempo la imperiosa necesidad de que la designación y remoción de dicho personero no pase por la Presidencia de la República, sino que sea efectuada por un consejo directivo de integración pluralista, al estilo del Banco Central.

El señor Claudio Ortiz, Gerente General del Retail Financiero, valoró el intento por descentralizar la labor del Sernac, delimitando el rol de los directores regionales en relación con el del director nacional, y el esfuerzo por resguardar la autonomía del director nacional a través del nuevo sistema de elección y remoción, aunque éste resulta aún insuficiente. Valoró, también, la implementación gradual del proyecto por regiones, cuya conveniencia ha quedado demostrada por la experiencia de otras políticas públicas.

10. Reemplazo de la competencia de los Juzgados de Policía Local para resolver los conflictos en el ámbito del interés individual del consumidor

Para el señor Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile, resulta difícil justificar académica y prácticamente el abandono de la justicia de policía local para trasladar las causas de consumo a los tribunales civiles. Además, porque no es efectivo que los JPL no tengan especialización en materia de protección de los derechos del consumidor, ya que desde la primera ley dictada al efecto, N° 18.223, han sido competentes para conocer de tales causas, acumulando a la fecha 31 años de experiencia en ellas. Por último, porque queda desprotegido el consumidor en los tribunales civiles al tener que contar con asistencia letrada como requisito para la litigación ordinaria y someterse al sistema de prueba tasada en lugar del de la sana crítica que utilizan los JPL.


Sobre la competencia de los JPL, señala que sería razonable innovar en ello si se demostrara que no funcionan bien. No obstante, afirmó que un buen número de los fallos de dichos tribunales son confirmados por las Cortes de Apelaciones, lo cual evidencia un buen desempeño de dichos tribunales. Por lo demás, los casos en que sí se advierten falencias no se resolverían trasladando las causas a los tribunales civiles, sino más bien procurando asistencia judicial a los litigantes que comparecen sin abogado. Por último, si las personas ya tienen dificultades para acceder a la justicia local, ellas se verían acrecentadas en la civil.


El señor Hernán Calderón, Presidente de Conadecus, advirtió que el Sernac tiene oficinas solamente en las capitales regionales. En cambio, los JPL están presentes en todas las comunas del país y, allí donde no hay juez, hace sus veces el propio alcalde. Si bien se ha dicho que el Servicio actuará en coordinación con los municipios, la verdad es que la AChM no ha sido consultada al efecto y, en todo caso, no se contemplan nuevos recursos para que aquéllos asuman un rol en esta materia. Por lo demás, los JPL tienen una experiencia de treinta años en causas de consumo, lo cual les ha permitido especializarse en el tema, y los procedimientos demoran en promedio entre seis y nueve meses solamente. Por último, no resulta lógico que la resolución administrativa que impone sanciones al proveedor pueda ser desechada por el juez de letras. En conclusión, no le parece adecuado suprimir la competencia de los JPL para conocer en este tipo de causas, porque se dificulta el acceso de los afectados a una justicia cercana y expedita.


Para Confedechtur el cambio de la judicatura encargada de ventilar los asuntos relativos a los derechos del consumidor, desde los jueces de policía local a los juzgados civiles, implica un gran encarecimiento de los procesos, ya que en los juzgados de letras no se puede comparecer sin abogado y habrá que gastar muchísimo dinero en notificaciones, lo que en la práctica tornará inapelables las multas para los pequeños empresarios. A ello se debe sumar el hecho de que los juzgados civiles se encuentran colapsados, son lentos y pueden tardar años en dictar sentencia, además que no existen en todas las comunas del país como sí existen juzgados de policía local. No se entiende por qué se traslada la competencia para conocer de estas materias desde una judicatura cercana y económica a una más inaccesible y onerosa.


Para el señor Claudio Ortiz, Presidente del Retail Financiero, al eliminar a los juzgados de policía local del proceso de solución de controversias, el sistema se tornaría ineficaz e ineficiente, teniendo como efecto para los consumidores una pérdida de cobertura a nivel comunal, porque todas las causas deberán llevarse ante los juzgados de letras y, por ende, habrá que escalar a nivel de las provincias; un aumento de costos, porque toda reclamación deberá ser respaldada por un abogado, y un aumento de los plazos de tramitación de los procesos con respecto a lo que hoy demoran los JPL, que llevan años especializándose en la problemática de los consumidores y están muy cerca de éstos, por lo que sería un error garrafal reemplazar dicha judicatura por la civil.


El señor Federico Joannon de Prodec Chile A.G. manifestó ser partidario de fortalecer a los JPL con más recursos humanos y financieros, así como la defensa del consumidor, entregando recursos a las CAJ. Advirtió, además, que una gran debilidad en este ámbito es la precariedad del régimen probatorio, ya que si bien se mantiene la valoración de la prueba de acuerdo a las reglas de la sana crítica, no se innova en cuanto a los medios que se pueden utilizar, los cuales están restringidos a los previstos en la ley civil, que mira a las partes como iguales, lo cual favorece generalmente a los proveedores. Sugiere establecer un sistema de prueba dinámica, facultando al juez para producirla, e invertir el onus probandi en ciertos casos, como cuando una AdC debe acreditar cuántos han sido los afectados y en qué forma. Agregó que los JPL todo lo infraccional lo trabajan razonablemente bien, excepto porque el consumidor debe comparecer solo, por lo que si esto se resuelve sería la sede adecuada para ello. El resto de las acciones, como la nulidad de cláusulas abusivas o las indemnizaciones, debieran llevarse a los juzgados civiles.


Para el señor Gabriel Hernández, Profesor de Derecho Público, los JPL no son especialistas en derecho del consumidor, cuyo ámbito es el derecho de los contratos y de la responsabilidad civil. En estos juzgados, por regla general, no se tramitan causas relativas a incumplimientos contractuales o indemnizaciones de perjuicios, por lo que no se encuentran familiarizados con esas materias, lo que ha impedido dar lugar a una jurisprudencia contundente y homogénea en materia de derecho del consumidor, a lo cual cabe adicionar que, considerando los costos de acceder a la segunda instancia, son muy pocas las causas de este tipo que llegan a las Cortes de Apelaciones, pudiendo hacerlo. Lo anterior justifica el traspaso de competencias propuesto, desde un órgano no especializado en la resolución de conflictos sobre derecho de los contratos y responsabilidad civil -que es el ámbito propio del derecho del consumidor- al Sernac (acciones restitutorias y multas) o a los juzgados civiles (acciones de ilegalidad e indemnizatorias). Por lo demás, resulta anómalo que los juzgados civiles conozcan las causas en que el sujeto activo es el empresario, como las de cobranza, y no aquéllas en que el sujeto activo es el consumidor.


No existen inconvenientes técnico-jurídicos para que parte de los reclamos de los consumidores (solicitudes de restitución y reemplazo de bienes) sean conocidos y resueltos por el Sernac. Primero, por ser éste el órgano administrativo especializado en derecho del consumidor, lo cual debe entenderse sin perjuicio de que en el futuro puedan crearse un defensor del consumidor o tribunales del consumo. En todo caso, para que el Sernac ejerza tales facultades es necesario que se cumplan ciertos estándares relativos al debido proceso, fijados por el TC y la Corte Suprema. Así, entre otras cuestiones, se deberían buscar fórmulas para asegurar el mayor grado posible de independencia e imparcialidad del Sernac (por ejemplo, en lo que atañe a su configuración, a la designación de sus autoridades y a la implementación de “murallas chinas”), y establecerse un sistema de recursos -administrativos y jurisdiccionales- idóneo. Asimismo, se debería implementar un procedimiento que asegure a los consumidores un acceso más expedito y menos oneroso al sistema (por ejemplo, inexigencia de abogado y pago de notificaciones, facilidades probatorias y plazos de prescripción razonables) y que la resolución de los conflictos que les afecten sea rápida (por ejemplo, procedimiento sumarísimo e inapelabilidad de las resoluciones, etcétera).


Para el señor Mauricio Tapia, Profesor de Derecho Civil, resulta razonable y necesario el traspaso de competencia de los JPL a los juzgados civiles, en primer lugar, porque éstos, producto de sucesivas reformas, prácticamente se están quedando sin atribuciones. Su campo de acción quedará reducido a cuestiones contractuales e indemnizatorias, que están a la base de las causas de consumo. Advirtió, sin embargo, la conveniencia de coordinar las disposiciones del proyecto en debate con el de reforma procesal civil, para adaptar los juicios de consumo al procedimiento oral. Acotó, además, que los JPL están saturados de trabajo y, más allá de no ser especialistas en derecho del consumo, no tienen la preparación ni la formación para resolver cuestiones contractuales.


El señor Marcelo Alonso, Presidente de la Federación Chilena de Industriales Panaderos objetó el traspaso de competencias de los JPL a los juzgados civiles porque, a diferencia de los primeros, éstos no están en todas las comunas y no interactúan con los vecinos cotidianamente. Además, los juzgados civiles están encargados de asuntos que no dicen relación con resarcir al consumidor y no visitarán un pequeño negocio para conocer en terreno su situación. Sostuvo, asimismo, que este cambio de judicatura implicará un encarecimiento de los procesos dereclamación de multas, por cuanto será necesario contar con la asesoría de un abogado para comparecer y se deberá gastar muchísimo dinero en notificaciones, gastos que para una empresa grande no representan ningún problema, pero para un proveedor pequeño implican la imposibilidad absoluta de recurrir contra las multas. Planteó, por último, que los JPL son los idóneos para resolver conflictos entre consumidores, como son las EMT y sus clientes.


11. Fortalecimiento de las Asociaciones de Consumidores


Para el señor Daniel Montalva,Abogado de L y D, el proyecto se hace cargo de una realidad, y es que -actualmente- las más de ochenta agrupaciones existentes deben destinar parte de los fondos concursables que logran adjudicarse a gasto corriente. De ahí que sea adecuado destinarles más recursos, lo que amerita, sin embargo, una rendición de cuentas transparente: deben exigirse balances y auditorías. Con todo, lo que suscita dudas son los aportes basales, ya que para la creación de una AdC se requieren solamente 50 consumidores, pero cada una puede llegar a representar los intereses de millones de ellos. Entonces, habría que dilucidar si se les exigirá representatividad de origen o de funcionamiento para efectos de asignar dichos aportes.


Asimismo, resulta al menos curioso que se permita a las AdC postular proyectos para la defensa de intereses individuales de los consumidores, porque implica otorgar financiamiento público para la resolución de conflictos entre privados. En todo caso, cabe preguntarse si las costas que se impongan a los proveedores constituirán un premio para la asociación que haya impulsado el litigio o deben aplicarse a beneficio fiscal. Por último, falta potenciar la Unidad de Asociaciones Gremiales del Minecon, a fin de posibilitar una real fiscalización, así como una sistematización de la información relativa a ellas, para saber a quiénes debería consultar el SERNAC antes de regular un mercado.


Para el señor Jaime Lorenzini, Académico de la U. de Chile, el rol de las AdC en este ámbito puede ser muy relevante. Por lo mismo, prohibirles celebrar contratos con sus fundadores, socios o directores, resulta inconsecuente con la posibilidad de proporcionar defensa judicial a sus asociados.


El señor Hernán Calderón, Presidente de Conadecus, sostuvo que la propuesta de facultar a las AdC para defender a los consumidores individuales conlleva, en teoría, la responsabilidad por la administración de los recursos estatales que se les otorguen para tales efectos, pero en la práctica tendrán que actuar como intermediarios de servicios de abogados externos o establecer convenios con estudios jurídicos, puesto que no podrán contratar con sus propios socios. Ello implica que sólo los excedentes que resulten de estos servicios, que no se obtienen en todos los casos, se podrán utilizar para fortalecer y desarrollar las AdC.


Además, no se considera un financiamiento basal efectivo para el desarrollo de las AdC. El presupuesto del fondo concursable destinado a ellas asciende actualmente $ 364 millones, que el proyecto considera aumentar a $ 737,4 millones, lo cual significa que el fondo para la defensa de los consumidores quedaría en $ 373,4 millones, lo cual alcanzaría para representar ante los juzgados de letras a poco más de 1.000 consumidores cada año, en circunstancias que hoy en día ingresan en los JPL más de 10.000 denuncias anualmente.


Para el señor Peter Hill, Presidente de la Cámara de Comercio de Santiago, el proyecto apunta a fortalecer las AdC y, de paso, consagra una suerte de irresponsabilidad en sus actuaciones, desde que reduce significativamente la sanción en caso de que sus denuncias sean declaradas temerarias. No se advierte razón alguna para subir fuertemente las multas a que se ven expuestos los proveedores y bajar con la misma intensidad las sanciones aplicables a las AdC.


Concluido el análisis general de la iniciativa, el señor Luis Felipe Céspedes anunció la presentación de varias indicaciones al proyecto en debate, que apuntan básicamente a:


1. Precisar los alcances de los mecanismos considerados en la institucionalidad;


2. Fortalecer los mecanismos de respuesta oportuna y efectiva para los consumidores afectados;


3. Establecer normas que permitan diferenciar entre los proveedores según su tamaño (EMT);


4. Asegurar el adecuado funcionamiento de las Asociaciones de Consumidores, y


5. Establecer los resguardos necesarios para el correcto ejercicio de las nuevas atribuciones con que contará el Sernac.


En lo que respecta al primer objetivo, se busca mejorar los procedimientos de mediación colectiva en los siguientes aspectos:


- Con el objeto de generar los incentivos adecuados para que tales procedimientos sean una herramienta idónea para solucionar conflictos que afecten a un gran número de consumidores, se precisa que los proveedores no deberán reconocer los hechos denunciados.


- Asimismo, el acuerdo que se alcanzare en la mediación producirá efectos respecto de todos los consumidores potencialmente afectados.


- En esta línea, se implementarán mecanismos de información para que los consumidores puedan ejercer adecuadamente sus derechos y decidir si acceden o no al acuerdo alcanzado en la mediación.


Asimismo, bajo el convencimiento de que el sistema requiere que se disipe cualquier duda respecto del cómputo de los plazos de prescripción, se propone señalar expresamente en la ley que las acciones civiles indemnizatorias prescriben en conformidad a las reglas generales del Código Civil y de las leyes especiales. También se propone que el efecto de la intervención administrativa del Sernac sobre la prescripción sea la suspensión de esta, en lugar de su interrupción.


Por otra parte, con el propósito de entregar absoluta certeza respecto del ejercicio de cada una de las atribuciones que se le otorgan al Sernac, se propone aclarar que las facultades de dictar normas e instrucciones de carácter general e interpretar administrativamente la normativa corresponden exclusivamente al Director Nacional del Servicio. Se propone, además, que la dictación de normas e instrucciones por parte del Sernac deba efectuarse a través de un procedimiento previo de consulta pública y, en caso de que tales normas e instrucciones incidan en sectores regulados, se establece que, en el marco de la consulta pública, deberá oficiarse obligatoriamente a la superintendencia o autoridad respectiva, a fin de que emita su opinión técnica en relación con la propuesta. Adicionalmente, se propone que dicha atribución esté sometida a un mecanismo de control de legalidad específico por parte de la Corte de Apelaciones respectiva.


En cuanto a la responsabilidad solidaria de los representantes de los proveedores, se propone limitarla solo a los casos en que estos intervengan personalmente en la infracción. De esta forma, se equipara el estándar para este tipo de responsabilidad a la regla que ya existe en materia de libre competencia.


En lo que atañe al ejercicio de la facultad sancionatoria, se propone una regla que evite que al infractor se le puedan imponer dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos y, en caso de que el infractor pudiese ser sancionado por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, con arreglo a la LPDC y a otra u otras leyes, se establece que, de las sanciones posibles, se le impondrá únicamente la de mayor gravedad. Por otro lado, y en línea con la pretensión de dotar de mayor calidad técnica a las decisiones en materia de protección de los derechos de los consumidores, se propone establecer como requisito para desempeñarse como director regional del Sernac el de contar con título de abogado. En el mismo sentido, se propone que los funcionarios que instruyan los procedimientos sancionatorios también deban cumplir con dicho requisito. Con el propósito de entregar certeza respecto del contenido de la resolución con la que concluyan los procedimientos sancionatorios del Sernac, se propone, además, enumerar en la ley las medidas preventivas o correctivas más recurrentes que podrían ser ordenadas por el director regional, destacando entre ellas: ordenar el cese de la conducta infractora, ordenar restituciones y ordenar capacitaciones para empresas de menor tamaño que incurran por primera vez en una infracción. Finalmente, se aclara que, para aplicar las multas señaladas en la ley, el Sernac o los tribunales de justicia, en su caso, “deberán” tener en consideración (y no solo “tendrán especialmente en cuenta”) todos los factores que se señalan en su artículo 24, como son, entre otros, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, el tamaño de la empresa, la situación económica del infractor, etcétera.


En materia regulatoria, con el objeto de fomentar la coordinación entre las distintas autoridades reguladoras sectoriales y el Sernac, se propondrá un diseño que permita un diálogo regulatorio entre ellas. Esta instancia de coordinación debe tener por objeto: resolver preventivamente eventuales conflictos de competencia entre agencias; coordinar su proceder en el ejercicio de sus atribuciones de dictación de normativa e interpretación, y recomendar al Presidente de la República los cambios legales o reglamentarios que resulten pertinentes.


Con respecto al segundo objetivo, se propone instaurar una instancia de conciliación obligatoria con las siguientes características:


- En caso de que el proveedor no responda o de que no se genere un acuerdo, el Sernac deberá convocar a una audiencia obligatoria de conciliación a la cual deberán comparecer personalmente el consumidor y el proveedor.


- El procedimiento estará a cargo de las oficinas regionales y provinciales con que cuenta el Sernac a lo largo de Chile y de los municipios en aquellas comunas en que no existan tales oficinas.


- El procedimiento se desarrollará en una audiencia breve y desformalizada, en la que consumidor y proveedor intentarán arribar a un acuerdo.


- Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo por parte del proveedor, se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir su responsabilidad contravencional y civil.


- En el evento de que la conciliación no prospere y el consumidor inste por su denuncia, se comenzará la instrucción de un procedimiento sancionatorio por parte del Sernac.


Por otra parte, con el objeto de dotar de mayor celeridad a la solución entregada por los juzgados de policía local, se propone incorporar un nuevo procedimiento especial, el cual será concentrado, de rápida tramitación (sumarísimo) y asegurará de forma adecuada el derecho a defensa de los proveedores.


En lo que atañe a la imposición de sanciones, a efectos de hacer más eficiente el procedimiento, se propone que, dependiendo de la cuantía del caso, el consumidor pueda decidir si concurre al Sernac o si ejerce sus acciones ante los JPL. Cabe distinguir aquí dos hipótesis:


- En los casos que involucren una cuantía de hasta 30 UTM ($ 1, 2 millones aproximadamente), el Sernac tendrá competencia exclusiva para resolver las denuncias de los consumidores.


- En los casos que involucren una cuantía mayor a 30 UTM, el consumidor podrá elegir si denuncia ante el Sernac o si lo hace ante los JPL. Dicha decisión debiera depender de si el consumidor cuenta o no con la prueba necesaria para justificar su acción. En todo caso, el Sernac tendrá siempre la facultad de sancionar a los proveedores infractores si los consumidores así lo quisieren.


Adicionalmente, con el propósito de hacer más expeditos los procedimientos sancionatorios llevados a cabo por el Sernac, se propone suprimir el recurso jerárquico ante el Director Nacional en contra de las resoluciones de los directores regionales, sin perjuicio de que estas sean siempre susceptibles del recurso de reposición administrativa. Además, se propone aclarar que para presentar la reclamación de ilegalidad no es necesario agotar la vía administrativa, pudiendo el afectado recurrir inmediatamente a los tribunales de justicia.


Tratándose de juicios colectivos, a fin de que los consumidores accedan a soluciones rápidas y efectivas, se propone incorporar una preferencia especial para la vista y fallo de los recursos que se interpongan contra las sentencias dictadas en ellos.


En procura del tercer objetivo, se busca resguardar a las EMT de la imposición de multas desmesuradas, y es que en el marco de la discusión legislativa se ha constatado la preocupación respecto de los efectos que pudiera producir para las Empresas de Menor Tamaño la imposición de multas de mayor envergadura. Recogiendo estas apreciaciones, en adición al establecimiento expreso en la ley de las capacitaciones como medida alternativa para este tipo de empresas, se propone incorporar el tamaño de la empresa dentro de los criterios que deberán ser considerados para determinar las multas, en base a lo dispuesto en la ley N° 20.416 (que distingue entre micro, pequeña y mediana empresa). Asimismo, se propone eliminar el único caso en que se contempla un monto mínimo de la multa (5 UTM), cual es el de las infracciones por omisiones en la rotulación, con lo cual se asegurará la consistencia del sistema de multas de la LPDC. Por último, dentro de las medidas correctivas que podrá imponer la resolución del director regional, se propone incorporar expresamente capacitaciones para los infractores que sean EMT y que incurran por primera vez en una infracción.


Para asegurar el adecuado funcionamiento de las AdC, se propone aclarar la oportunidad en que el Sernac podrá dar inicio a los procedimientos de mediación colectiva. Así, a partir del momento en que una Asociación de Consumidores presente una demanda colectiva, el Sernac no podrá iniciar este tipo de procedimientos. Por otra parte, teniendo en cuenta que una de las preocupaciones más relevantes esgrimidas por las Asociaciones de Consumidores durante la tramitación legislativa ha apuntado a las limitaciones de contratación contempladas respecto de estas en el proyecto, se propone flexibilizar la limitación antes referida, permitiendo a las AdC la celebración de contratos con sus miembros fundadores, directores o socios. La regla que se propone al efecto es que las Asociaciones de Consumidores no podrán constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos en favor de dichas personas.


Finalmente, con el objeto de establecer los resguardos necesarios para el correcto ejercicio de las nuevas atribuciones del Sernac, se propone que los JPL sigan conociendo de las acciones indemnizatorias de los consumidores, además de las reclamaciones contra las resoluciones que impongan sanciones. Esto, teniendo en consideración que la tramitación de la reforma procesal civil en el Senado ha sido suspendida a lo menos por los próximos dieciocho meses, aun cuando la solución técnicamente más acertada sería radicar en los juzgados civiles el conocimiento de tales asuntos. Además, se propone aclarar que el Sernac solo podrá rechazar los antecedentes presentados por el proveedor en caso de que estos sean manifiestamente improcedentes o innecesarios, tal como se establece en la ley N° 19.880, sobre bases de los procedimientos administrativos. También se propone precisar que solo corresponderá a los juzgados de policía local la atribución de suspender emisiones publicitarias en casos de publicidad falsa, a petición del Sernac o del particular afectado. En lo que atañe a la facultad de allanamiento por parte de los fiscalizadores del Sernac, se propone aclarar que la facultad de ingresar a inmuebles con el auxilio de la fuerza pública sólo podrá ser ejercida en casos en que el proveedor se oponga a la fiscalización en materias de seguridad en el consumo y sobreventa de espectáculos masivos. En todo caso, el ejercicio de esta atribución estará condicionado a su autorización judicial previa.


Con el fin de compatibilizar el ejercicio de las distintas facultades otorgadas al Sernac con la debida imparcialidad exigible a la hora de imponer sanciones, se procederá a dividir sus funciones de acuerdo al siguiente mecanismo:


- Se propone establecer un sistema efectivo de “murallas chinas”, siguiendo los estándares más exigentes que nuestro Congreso Nacional ha aprobado a propósito de la Superintendencia del Medio Ambiente.


- Las funciones de fiscalizar, instruir procedimientos sancionatorios, sancionar, interpretar administrativamente la normativa vigente y dictar normas e instrucciones generales, efectuar mediaciones colectivas y presentar demandas para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre sí.


- En consecuencia, los funcionarios que estén a cargo de realizar labores de fiscalización no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los directores regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar en la instrucción de procedimientos sancionatorios en relación a hechos respecto de los cuales pudieran después aplicar sanciones.


- Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a esta división estricta de funciones incurrirán en una infracción grave a sus derechos estatutarios.


Por último, el Director Nacional y los directores regionales del Sernac no podrán ser candidatos a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en el cargo respectivo. 

V. DISCUSIÓN PARTICULAR DEL PROYECTO

Artículo primero


Se introducen las siguientes modificaciones a la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


Por el numeral 1), se reemplaza en la letra d) del artículo 2° referido al ámbito de aplicación de la ley, la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.


El diputado señor Farcas, formuló una indicación para sustituir el numeral 1) del artículo primero del proyecto, por el siguiente:


1) Elimínase, en la letra d) del artículo 2°, al inicio del párrafo segundo, la palabra “No”, que excluye la calidad de la educación y las condiciones académicas que indica como motivo para recurrir a los tribunales en el ámbito de la ley N° 19.496. 


El mismo señor diputado formuló indicación para sustituir el numeral 1) del artículo primero del proyecto, por el siguiente:


“1) Reemplázase, en la letra e) del artículo 2°, la frase “en lo que no diga relación con” por la palabra “incluso”, aplicable a los contratos de venta de viviendas.


Los diputados señora Álvarez y señores Arriagada, Auth, Browne, Castro, Marcos Espinosa, Fidel Espinoza, Farcas, Farías, Fuenzalida, Insunza, Jaramillo, Jiménez, León, Letelier, Lorenzini, Melo, Meza, Monsalve, Morano, Marco A. Núñez, Rocafull, Robles, Silber, Torres, Tuma, Urízar y Venegas, formularon una indicación para sustituir el numeral 1) del artículo primero del proyecto, por el siguiente:


“1) En el artículo 2°:


a) Reemplázase, en la letra d), la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes”, por la frase “y la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.


b) Reemplázase la letra f) por la siguiente:


“f) Los actos celebrados o ejecutados con ocasión de la contratación de servicios en el ámbito de la salud, asimismo de las prestaciones de salud; de las materias relativas a la calidad de éstas y su financiamiento a través de fondos o seguros de salud; de la acreditación y certificación de los prestadores, sean éstos públicos o privados, individuales o institucionales.

En general, quedan sujetos a las disposiciones de esta ley cualquier otra materia que, aún cuando se encuentre regulada en leyes especiales, éstas guarden silencio o establezcan un marco regulatorio insuficiente o ineficaz, respecto a la protección de los derechos de los consumidores”.”.


El diputado señor Farcas argumentó en favor de sus indicaciones sosteniendo que se trata de facultades que el Sernac ejerce de hecho por lo que deberían estar incluidas en la ley.


El diputado señor Chahin expresó no creer que la salud o la educación debiesen considerarse bienes de consumo, cuestión que las indicaciones darían a entender. Planteó que para lograr los objetivos perseguidos por tales indicaciones sería necesario fortalecer las superintendencias de Salud y de Educación.


Puestas en votación las indicaciones precedentes fueron rechazadas por 3 votos a favor y 10 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Farcas, don Daniel; señora Fernández, y Núñez, don Daniel. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, yVan Rysselberghe, don Enrique.


Sometido a votación el numeral 1)fue aprobado por 8 votos a favor, 3 en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Tuma, don Joaquín. Votaron por la negativa los diputados señores Edwards, don José Manuel; Lavín, don Joaquín, y Van Rysselberghe. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, don Jaime y Kast, don Felipe.


Por el numeral 2), se modifica el artículo 8° relativo a las organizaciones de consumidores, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el encabezado, la frase “solo podrán ejercer las siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.


b) Reemplázase en el literal d), la expresión “, y” por “;”.


c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto aparte, el párrafo siguiente: 


“Les corresponderá ejercer esta actividad especialmente respecto de la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales ordinarios de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”. 


d) Reemplázase en el literal f) el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agrégase el literal g) siguiente:


“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias; y”.


f) Agrégase el literal h) siguiente:


“h) Realizar cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores.”.


El diputado señor Chahin formuló una indicación para sustituir la letra c) que agrega al literal e) a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto aparte, el párrafo siguiente:


“El ejercicio de esta actividad incluye la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”.


El diputado Núñez, don Daniel, presentó una indicación que modifica el numeral 2) para agregar al artículo 8º la siguiente letra i):


“i) Realizar, a solicitud de un consumidor, procedimientos de mediaciones individuales.”.


El diputado señor Edwards manifestó que sería un contrasentido permitir que con fondos públicos se financie a estas organizaciones y, a la vez, se les autorice a contratar a sus directores o fundadores, cuando tal situación se prohíbe tratándose de las instituciones educacionales.


El diputado señor Chahin sostuvo que estos grupos son de aquéllos considerados intermedios por la Constitución Política, por lo que sirve la norma para aclarar cuáles son sus fines específicos.


Puestas en votación las letras a), b), c) modificada y d) del numeral 2)fueron aprobadas por la unanimidad de los diputados presentes. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique.


Puesta en votación la indicación que agrega la letra i), se aprobó con modificaciones formales por 12 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores (as) Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto, y Van Rysselberghe, don Enrique. Se abstuvo el diputado Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 3), se modifica el artículo 9° que prohíbe a las organizaciones que indica realizar las actividades que señala, en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la Ley N° 18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios, o para el apoyo de sus objetivos;”.


b) Reemplázase la letra e) por la siguiente, pasando la letra e) actual a ser la letra f):


“e) Celebrar los actos o contratos aludidos en la letra g) del artículo anterior con sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la Ley N° 18.045. Asimismo, queda prohibido que cualquiera de estas personas presten servicios a la Asociación de Consumidores o que sean empleados por ésta;”.

Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del Ejecutivo para sustituir el literal b) del numeral 3) por el siguiente:


“b) Reemplázase la letra e) por la siguiente, pasando la letra e) actual a constituir la letra f):


“e) Constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.”.”.


El diputado señor Edwards discrepó con la forma en que se están usando los recursos públicos por el proyecto. Consultó si el Estado de Chile entrega dinero a organizaciones privadas pueden éstas contratar a sus fundadores; no es la forma adecuada para fiscalizar el traspaso de tales recursos. Asimismo, reiteró que no sería coherente con la regulación a las corporaciones sin fines de lucro en materia educacional. 


El señor Luis Felipe Céspedes señaló que la norma dispone obligaciones a las organizaciones de consumidores para que éstas efectivamente defiendan los intereses de los consumidores, otorgándole la necesaria flexibilidad y recursos para el cumplimiento de sus tareas.


El diputado señor Chahin precisó que en el proyecto de educación se permite la contratación de relacionados y familiares, teniendo como límite el concepto de “justa retribución”.


Puesto en votación el numeral 3) y la indicación del Ejecutivo para sustituir el literal b), se aprobaron por 11 votos a favor y un voto en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández, Jarpa, don Carlos Abel; Verdugo, don Germán; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín. En contra votó el diputado señor Edwards, don José Manuel.


Por el numeral 4), se modifica el artículo 11 bis sobre el fondo concursable, en el siguiente sentido:


a) Derógase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto nuevo:


“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Un Reglamento del Ministerio de Economía Fomento y Turismo establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.


Puesto en votación el numeral 4), se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, Sergio; Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel; Verdugo, don Germán; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 5), se reemplaza en el artículo 16 inciso final, relativo al arbitraje en los contratos de adhesión, la frase “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el Servicio o el tribunal competente.”.


Se presentó la siguiente indicación:


Del diputado señor Edwards, para eliminar el numeral 5). 


Puesta en votación la indicación para eliminar el numeral se rechazó por 1 voto a favor, 8 votos en contra y 3 abstenciones. Votó a favor el diputado señor Edwards. Votaron en contra los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernandez, Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, don Jaime; Lavín, don Joaquín y Verdugo, don Germán.


Puesto en votación el numeral 5), se aprobó por 11 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández, Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Verdugo, don Germán. Se abstuvo el diputado señor Edwards, don José Manuel.


Por el numeral 6), se reemplaza en el artículo 17 K, la parte final, que sanciona al proveedor por el incumplimiento que indica, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto (.) aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta mil quinientas unidades tributarias mensuales.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


Del Diputado señor Farcas para sustituir el numeral 6) del artículo primero del proyecto por el siguiente:


6) Reemplázase el artículo 17 K por el siguiente:


“Artículo 17 K.- El incumplimiento por parte de un proveedor de lo dispuesto en los artículos 17 B a 17 J y de los reglamentos dictados para la ejecución de estas normas, que afecte a uno o más consumidores, será sancionado con multa de cien hasta tres mil unidades tributarias mensuales.”.


El diputado señor Bellolio señaló que no concuerda con este punto, pues si bien deben existir elementos disuasivos, otra cosa es sancionar de tal manera al infractor que éste corra el riesgo de desaparecer. Al respecto, consulta si cabe matizar las sanciones.


El señor Ministro de Economía afirmó que reconoce las diferencias entre sancionar a un consumidor y afectar a miles. Hoy la legislación no distingue, por lo que en casos como el de Cencosud, se aplicó una multa como si fuese un único caso. Con todo, señaló que se discute el establecimiento de un límite máximo, y la indicación pareciera dar cuenta de ello, y no le parece que se afecte la viabilidad comercial de la empresa sancionada con la norma propuesta.


El diputado señor Edwards observó que la multa máxima podría llegar a infinito, pues una mala información financiera entregada a mil clientes, haría la multa altísima. Por ello, consultó, ¿cuál sería el límite para sancionar?


El diputado señor Chahin estimó que el límite basal debiese ser cero, pues colocar una base demasiado alta haría quebrar a muchas pymes. Asimismo, expresó que no comparte bajar el techo de la sanción. Con todo, agregó que 1.500 UTM por afectado pareciera también una sanción muy alta, por lo que sería adecuado que existiese expresamente una multa máxima.


El diputado señor Tuma sostuvo que es más importante que la multa, el resarcimiento a los consumidores, por lo que sugirió como primera medida estudiar cómo reparar a los consumidores, pero resguardando el interés de las pymes.


El señor Ministro de Economía afirmó que el Ejecutivo comparte elcriterio de fijar un máximo para la sanción, pues no pretenden llevar las empresas a su quiebra mediante sanciones. Con todo, deben considerarse las situaciones en que los afectados son muchos.


Puesta en votación la indicación del diputado Farcas al numeral 6), se rechazó por 1 voto a favor y 11 votos en contra. Votó a favor el diputado señor Farcas. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; señora Fernandez, Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Puesto en votación el numeral 6), se aprobó por 11 votos a favor y un voto en contra. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; señora Fernández, Jarpa, don Carlos Abel; Kast, don Felipe; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. Votó en contra el diputado Edwards, don José Manuel.


- Indicación de la Diputada señora Fernández, para incorporar en el artículo primero un numeral 7), pasando el actual a ser 8) y así sucesivamente, del siguiente tenor:


“7) Intercálase el siguiente artículo 19 bis:


 “Artículo 19 bis (19 A).- En caso de interrupción del suministro de servicios básicos domiciliarios, tales como suministro eléctrico, de agua y gas, imputable a la empresa proveedora, ésta deberá indemnizar a los usuarios, por cada día sin suministro, con el equivalente a la última boleta pagada correspondiente a 30 días de servicio, monto que será descontado de las boletas futuras.”.


La diputada señora Fernández explicó que la indicación persigue otorgar una reparación real a los consumidores, e instar a las empresas a otorgar una rápida reparación a las situaciones que la motivan.


El señor Ministro de Economía observó que con esta indicación se produciría un traslape con normas sectoriales. Asimismo, se podría cuestionar si acaso cabe o no reparar el daño moral. 


El diputado señor Chahin estimó que correspondería trasladar la indicación al artículo 25.


La diputada señora Fernández acogió la propuesta del Presidente, en el sentido de considerar la ubicación correcta de la indicación y darle una mejor redacción.


Por el numeral 7), se reemplaza en el inciso segundo del artículo 23, que sanciona la venta de localidades que superen la capacidad del respectivo recinto la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De los diputados señores Arriagada, Auth, Berger, Browne, Campos, Castro, Espejo, Espinosa, Farcas, Farías, Fuenzalida, Insunza, Jaramillo, Jiménez, León, Letelier, Lorenzini, Melo, Meza, Monsalve, Morano, Marco Antonio Núñez, Poblete, Robles, Santana, Silber, Torres, Tuma, Urízar y Venegas para modificar el numeral 7) del artículo primero del proyecto por el siguiente: 


En el artículo 23:


 -Incorpórase el siguiente inciso tercero:


“Los organizadores de espectáculos deportivos de fútbol profesional, serán sancionados con multas de 1000 a 3000 unidades tributarias mensuales, en el caso que se vulnere la seguridad de los asistentes en los términos establecidos en la Ley 19.327. En caso de reincidencia, aplíquese en adelante, como multa, el monto máximo establecido.”.


El diputado señor Verdugo hizo presente que en la Comisión de Deportes y Recreación se está discutiendo el proyecto de ley que sanciona estas situaciones.


El diputado señor Bellolio señaló que hay aspectos que no quedan claros en la ley. Estimó un anhelo la tranquilidad en el desarrollo de los espectáculos deportivos, pero que la redacción propuesta podría alterar el equilibrio entre los equipos pequeños y grandes por las sanciones.


El diputado señor Farcas precisó que la referencia se dirige hacia la provisión del canal del fútbol, por lo que los clubes debían hacerse responsables subsidiarios de esa provisión.


Puesta en votación la indicación precedente, se rechazó por 1 voto a favor, 9 en contra y una abstención. Votó a favor el diputado señor Farcas. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Jarpa, Verdugo, Lavín, Poblete y Tuma. Se abstiene el diputado Núñez.


Los diputados señores Chahin y Farcas formularon una indicación para modificar el numeral 7), incorporando el siguiente inciso tercero en el artículo 23:


“Los clubes, instituciones o sociedades deportivas, cuyos hinchas o simpatizantes vulneren la seguridad de los asistentes a los espectáculos deportivos de fútbol profesional en los términos establecidos en la ley N° 19.327, serán sancionados con multas de hasta 3.000 unidades tributarias mensuales. Lo anterior sin perjuicio del derecho a la reparación e indemnización adecuada y oportuna al consumidor de acuerdo a los medios que la ley le franquea”.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 6 votos a favor y 6 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Farcas, don Daniel; Kast, don Felipe; Chávez, don Marcelo y Meza, don Fernando. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, don Jaime; señora Fernández; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselbergue, don Enrique.


Puesto en votación el numeral 7), se aprobó por 11 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández, Jarpa, don Carlos Abel; Verdugo, don Germán; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín. Se abstuvo el diputado señor Bellolio.


Por el numeral 8), se modifica el artículo 24 que sanciona las infracciones que indica, en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.


b) En el inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “3.000”, respectivamente.


c) En el inciso tercero, reemplázase la frase “El juez” por la frase “El Servicio o el juez”.


d) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“Para la aplicación de las multas señaladas en esta ley, el Servicio o el tribunal tendrán especialmente en cuenta la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad, la calidad de reincidente del infractor, la situación económica del infractor y la colaboración que éste haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la investigación. Tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para eliminar la letra c) del numeral 8.


- Indicación del Ejecutivo para sustituir la letra d) del numeral 8), por la siguiente:


d) Reemplázase el inciso final por los siguientes:


“Para la aplicación de las multas señaladas en esta ley, así como de las medidas que se adopten para prevenir y/o corregir la infracción cometida, el Servicio o el tribunal deberán considerar especialmente la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad, la calidad de reincidente del infractor, su situación económica, su pertenencia a alguna de las categorías a las que se refiere el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y la colaboración que haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la investigación.


Adicionalmente, tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción.”.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para eliminar en el numeral 8) letra d), del artículo primero, la expresión “de asimetría”.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para reemplazar, en el artículo primero, numeral 8), inciso penúltimo, la expresión “investigación”, por “fiscalización”.


- Indicación del diputado señor Farcas para sustituir el numeral 8), letra d) del artículo primero, que modifica el actual artículo 24 inciso final de la ley N° 19.496, por el siguiente, que ahora pasa a ser inciso cuarto.


Además, agréguese un inciso final:


Agréguese el siguiente artículo 24 bis:


“Artículo 24 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, para los efectos de aplicar las multas ante la eventualidad de infracción a la presente ley, se deberá tener en cuenta la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, la asimetría en la información existente entre el proveedor y el consumidor, la gravedad del daño causado, la calidad de reincidente del infractor, la calidad económica del infractor y el grado de colaboración que éste haya prestado durante la investigación. Sobre éste último criterio, en el caso de que el infractor se trate de (sea) una micro o pequeña empresa, la sanción no podrá exceder de un (el) 10% de la multa máxima señalada, dependiendo del tipo de infracción a (de) que se trate. En el caso de que el infractor sea una mediana empresa, la multa no podrá exceder un (el) 20% al (del) máximo señalado, dependiendo del tipo de infracción.


A su vez, podrá el Director Regional del Servicio Nacional del Consumidor respectivo, en el caso de que el sancionado no haya sido multado anteriormente en los términos de esta ley, sustituir la multa impuesta por la asistencia obligatoria del titular o su representante legal a programas de capacitación impartidos por el Servicio Nacional del Consumidor, sobre materias pertinentes a su falta. De no cumplir con su obligación de asistir al programa de capacitación, se le aplicará el máximo de la multa contemplada originalmente”.”.


- Indicación del diputado señor Felipe Kast para agregar en el número 8) la siguiente letra e):


“e) Agrégase el siguiente inciso quinto:


“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo respecto a las facultades sancionatorias del Servicio, éste deberá dictar normas que señalen la forma y mecanismos de ponderación que se dará a cada uno de los criterios para la aplicación de multas a que se refiere el inciso precedente.”.


- Indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar la siguiente letra e):


e) Agrégase el siguiente inciso final:


“Para los efectos de lo dispuesto en este artículo respecto a las facultades sancionatorias del Servicio, éste deberá dictar normas que señalen la forma y mecanismos de ponderación que se dará a cada uno de los criterios para la aplicación de multas a que se refiere el inciso precedente.”.


- Indicación del diputado Felipe Kast para agregar en el número 8) la siguiente letra f):


f) Agrégase el siguiente inciso final: “Tratándose de proveedores que cuenten con un número igual o inferior a 12 trabajadores, el Servicio podrá sustituir, a solicitud del sancionado, y sólo por una vez en el año respecto de la misma infracción, la multa impuesta por la asistencia obligatoria del titular o representante legal de la empresa, a un programa de información y educación de los establecidos en la letra j) del artículo 58, salvo que la infracción que origina el respectivo proceso administrativo sea la del inciso segundo de este artículo.”.


El señor Ministro de Economía hizo presente que la indicación del Ejecutivo va en línea con lo propuesto por el diputado señor Farcas, pero es más flexible y adecuada para el caso.


El diputado señor Núñez valoró la distinción entre los tipos de empresas, pero tiene dudas si es constitucional realizar tal distinción. Asimismo, no compartió la idea de otorgar una facultad discrecional al director regional para el momento de aplicar la sanción.


El diputado señor Bellolio pidió se aclare el sentido de la frase “grado de asimetría”, ya que preferiría que sea el juez quien defina si existen “grados de información” para recién entonces establecer que existe asimetría de información. Además, sobre el concepto de “investigación” planteó que es propio del ámbito penal, y que en la administración es preferible considerar la actuación como “fiscalización”.


 El diputado señor Chahin presentó una indicación para agregar la frase “y durante el proceso judicial”, a continuación de la palabra “fiscalización” en reemplazo de “investigación” en la indicación del Ejecutivo”.


En votación los literales a), b) y c) del numeral 8) se aprueban por 11 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad;Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Verdugo, don Germán y Tuma, don Joaquín. Se abstuvo el diputado señor Edwards.


Reglamentariamente, se entendió rechazada la indicación presentada para eliminar el literal c) dada la aprobación anterior.


- El Ejecutivo ingresó una nueva indicación para sustituir el literal d) del numeral 8), por el siguiente:


“d) Reemplázase el inciso final por los siguiente cuatro incisos, que pasan a ser cuarto, quinto, sexto y final, respectivamente:

“Para la aplicación de las multas señaladas en esta ley, así como de las medidas que se adopten para prevenir y/o corregir la infracción cometida, el Servicio o el tribunal deberán considerar especialmente la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad, la calidad de reincidente del infractor, su situación económica, su pertenencia a alguna de las categorías a las que se refiere el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y la colaboración que haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la fiscalización o investigación o durante el procedimiento judicial.

Adicionalmente, tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo respecto de las facultades sancionatorias del Servicio, éste deberá dictar normas de orden interno que señalen lineamientos relativos a la manera en la que se ponderará cada uno de los criterios considerados para la aplicación de las multas.”.


- Indicación de los diputados señores Chahin y Espejo, para agregar en el párrafo segundo del literal d), a continuación de la frase “tomando en consideración la naturaleza de la infracción.” pasando el punto final a ser punto seguido, lo siguiente:


“Las multas que se impusieren podrán alcanzar como máximo el 30% de las ventas obtenidas por el infractor durante el período en que la infracción se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de infracción.”.


Para efectos de la discusión, el señor Ministro de Economía, Luis Felipe Céspedes, expresó que la indicación en estudio recoge las observaciones que los miembros de la Comisión formularon a la norma que se somete nuevamente a su conocimiento, respecto de la necesidad de contar con factores objetivos que permitan graduar la aplicación de las multas. Además de incorporar la categoría de empresas de menor tamaño, en referencia a la ley 
N° 20.416, y para determinar la multa aplicable, se establece que el Sernac deberá dictar directrices internas a efectos de ser ponderados por los funcionarios al momento de la aplicación de la multa.


El diputado señor Chahin explicó que la indicación se refiere a los casos de interés colectivo o difuso de los consumidores, en que cada una de estas infracciones contra los consumidores se entiende como una en sí misma, pensando que esto tendría una multa hasta el infinito, ahora tiene un mínimo y un máximo que no puede ser más del 30% de las ventas del período en que se incurrió en la infracción o el doble del beneficio económico obtenido.


El diputado señor Edwards expresó que comprende la intención de la indicación explicada por el diputado señor Chahin. Sin embargo, precisa que el 30% de las ventas más la indemnización que podría verse obligado a pagar una pyme significará una gran carga para ellas, por lo que podría crear nuevos problemas.


El diputado señor Felipe Kast reconoció la buena inspiración de la indicación presentada por el diputado señor Chahin, pero observó que existen rubros que son muy intensivos en las ventas pero de muy bajos márgenes y, por el contrario existen algunos que son de muy bajo volumen en las ventas, pero muy altos márgenes, lo que significa una complejidad mayor porsolo focalizarse en las ventas. Asimismo preguntó lo que ocurre en el caso de las empresas que funcionan sin utilidades o a pérdida, de manera que hay que hacerse cargo de estas dificultades y se pueda sancionar el incumplimiento de esta ley.


El diputado señor Chahin recordó que en el párrafo anterior de la letra d) se establece la consideración a la situación económica de la empresa y esta consideración no es facultativa, es una obligación, un imperativo a considerar la situación económica de la empresa. Además, se coloca un techo a la multa y se considera el lapso de tiempo que equivale a aquél en que se concretó la infracción.


El señor Ministro de Economía manifestó que esta indicación genera mayor certidumbre en el monto de las multas. El punto central, recalcó, es la generación de la institucionalidad para la defensa de los derechos de los consumidores, con garantías para todos que consideran el tamaño de la empresa entre otros factores.


El diputado señor Felipe Kast explicó su indicación señalando que en las empresas que tengan 12 o menos trabajadores, el Servicio podrá, no deberá, sustituir por una sola vez y en el mismo año de la infracción, la multa impuesta por la asistencia del representante legal de la empresa a un programa de información y educación de los establecidos en la letra j) del artículo 58, salvo que la infracción que origina el respectivo proceso administrativo sea la del inciso segundo de este artículo.


- Indicación del diputado señor Chahin para agregar al numeral 1 de la indicación, que sustituye el literal d) del numeral 8 del proyecto, después del punto aparte (.) del primer inciso, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Asimismo, se podrá excepcionalmente autorizar el pago parcializado de la multa, hasta seis cuotas, cuando el infractor acredite por medios fehacientes la imposibilidad económica para proveer a dicho pago de una sola vez.”.


Puesta en votación la indicación anterior, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Edwards, Farcas, Poblete y Tuma.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, se aprobó por 12 votos a favor y 1 voto en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe. Por la negativa el diputado señor Edwards.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Chahin y Espejo, se aprobó por 9 votos a favor, 2 votos en contra y 2 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe. Por la negativa los diputados señores Edwards y Felipe Kast. Se abstuvieron los diputados Bellolio y Lavín.


Las demás indicaciones se dieron por rechazadas reglamentariamente.


Por el numeral 9), se modifica el artículo 25 que sanciona al que suspendiere, paralizare o no prestare, sin justificación el servicio que señala, del siguiente modo:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”. 


b) En el inciso segundo, reemplázase el guarismo “300” por “1.500”. 


El diputado señor Edwards hizo hincapié en que es de mayor importancia establecer las indemnizaciones a favor de los consumidores que las multas a favor del fisco.


- Indicación de los diputados señora Fernández y señores Chahin y Poblete para agregar la siguiente letra c) en el numeral 9):


c) Intercálese entre el inciso segundo y el inciso tercero, que pasa a ser quinto, los siguientes incisos:


“En los casos señalados en el inciso anterior, cuando el motivo de la suspensión, interrupción, paralización o no prestación del servicio sea imputable al proveedor, éste deberá indemnizar al usuario afectado. Dicha indemnización se denominará como punitiva, y deberá ser equivalente al monto pagado en su última boleta por cada día sin suministro, con un tope máximo de doce meses, debiendo reflejarse en la próxima boleta de pago. Esto sin perjuicio del ejercicio de las demás acciones e indemnizaciones que establece la ley, y que puedan corresponder al usuario o consumidor.


Se entenderá como un día sin suministro, cuando el servicio haya sido interrumpido por 4 horas o más de forma continua o sin previo aviso. En el caso de las zonas rurales, la indemnización señalada en el inciso anterior, será procedente cuando la interrupción haya verificado en dos días distintos, durante 4 o más horas por día.”.


Puesta la indicación en votación se aprobó por mayoría de votos. 6 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma. Se abstuvo el diputado Edwards.


Puesto en votación el numeral 9), se aprobó por 10 votos a favor y una abstención. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio;Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín. Se abstuvo el diputado señor Edwards.


Por el numeral 10), se modifica el artículo 26 que establece los plazos de prescripción de las acciones que persigan la responsabilidad contravencional, en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázase las palabras “seis meses” por la frase “dos años”.


b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por la frase “haya cesado”.


c) En el inciso segundo, a continuación del punto (.) final, que pasa a ser punto (.) seguido, agrégase la siguiente frase:


“Asimismo, el plazo se interrumpirá por la intervención del Servicio, entendiendo por ésta cualquier requerimiento formal al proveedor a propósito de la infracción en cuestión.”.


d) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la resolución administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del Ejecutivo para intercalar en el numeral 10) el siguiente literal c), nuevo, pasando los actuales literales c) y d) a ser d) y e), respectivamente:


“c) Agrégase al inciso primero del artículo 26, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Con todo, las acciones civiles prescribirán conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.”.


- Indicación del Ejecutivo para reemplazar la letra c) del numeral 10, que pasa a ser d), por la siguiente:


“d) En el inciso segundo, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido (.), agrégase la siguiente frase:


“Asimismo, el plazo se suspenderá por la intervención del Servicio, entendiendo por ésta la comunicación de la denuncia al proveedor a fin de que éste pueda proponer alternativas de solución.”.”.


- Indicación del diputado señor Felipe Kast para agregar en el numeral 10), letra c), a continuación de la palabra “cuestión”, una coma (,) y la siguiente oración “o por el inicio de oficio de un procedimiento administrativo sancionatorio.”.


El señor Ernesto Muñoz explicó que el propósito de la modificación es poner a tono los plazos de prescripción con el derecho comparado, pues hoy el plazo es muy breve, cuestión que ha sido una petición de la doctrina de largo tiempo. Asimismo, se busca aclarar los hechos que provocan la suspensión de la prescripción.


El diputado Chahin consultó si puede incorporarse expresamente “cómo” debe materializarse el reclamo del consumidor, para que válidamente ocurra la suspensión de la prescripción.


El señor Director del Sernac explicó que cualquier vía sirve, en tanto es el Sernac el que comunica al proveedor.


El diputado señor Chahin consultó por el efecto práctico de la indicación propuesta o qué problema vendría a solucionar, o si acaso efectivamente suspenderá en dos ocasiones un mismo procedimiento. Con todo, estimó cuestionable que la suspensión ocurra únicamente por acción de la administración.


- Los diputados señores Chahin, Bellolio, Espejo, Lavín y Tuma formularon una indicación para intercalar “denuncia ante” entre las palabras “mediador o” y “el Servicio”, en el inciso segundo del artículo 26.


La indicación del Ejecutivo para introducir un literal c) fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández, Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


La indicación del Ejecutivo para reemplazar el literal c) que pasa a ser d) fue rechazada por 9 votos en contra. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


La indicación del diputado señor Felipe Kast con la modificación formal para reemplazar “cuestión” por “caso” se aprobó por 9 votos a favor. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Puestos en votación los literales a) y b) del numeral 10), se aprobaron por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Puesto en votación el literal d) con la indicación para intercalar la palabras “denuncia ante”, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 11), se reemplaza en el artículo 29 que sanciona las omisiones o falsedades en los rotulados, la frase “de cinco a cincuenta” por la frase “de 5 a 300”.


Se presentó la siguiente indicación:


Del Ejecutivo para reemplazar el numeral 11) por el siguiente:


“11) Reemplázase en el artículo 29 la frase “de cinco a cincuenta” por la frase “de hasta 300”.”.


Puesta en votación la indicación precedente, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 12), se reemplaza el artículo 31 que regula las denuncias por publicidad falsa, por el siguiente:


“Artículo 31.- En las denuncias o demandas que se formulen por publicidad falsa, el Servicio o el tribunal competente en su caso, de oficio o previa solicitud de particular, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del Ejecutivo para sustituir el numeral 12) por el siguiente:


12) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- En las denuncias que se formulen por publicidad falsa, el tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades.”.


- Indicación del diputado señora Felipe Kast para eliminar la siguiente frase final del 
artículo 31:


“Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades.”.


- Indicación de la diputada señora Fernández, para agregar en el artículo 31 que se reemplaza por el numeral 12), sustituyendo el punto final por una coma, la siguiente frase:


“, dentro del plazo fatal de 10 días hábiles, contados desde la presentación de la demanda, la realización o ingreso de la denuncia.”

Esta indicación se aprobó eliminando la frase “, contados desde la presentación de la demanda, la realización o ingreso de la denuncia” por 6 votos a favor, 1 voto en contra y 3 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, don Fuad; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Núñez, don Daniel, y Tuma, don Joaquín. Votó en contra el diputado Bellolio, don Jaime. Se abstuvieron los diputados señores Espejo, don Sergio; Lavín, don Joaquín y Poblete, don Roberto.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para agregar, en el artículo primero numeral 12), en el artículo 31, dos nuevos incisos del siguiente tenor:


“Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser denunciada ésta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer valer sus alegaciones, dentro de tercero día en una audiencia dictada (citada) para tal efecto.


En caso (de) que el denunciado no concurra a dicha audiencia, o de que habiendo concurrido a ésta el tribunal acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se notificará por (el) estado diario.”.


El señor Ministro de Economía hizo presente que la precisión propuesta es sin perjuicio de mantener la norma vigente, para aclarar que el tribunal puede decretar medidas cautelares específicas en materias de publicidad, y previa solicitud del Servicio.


El diputado señor Bellolio observó que podría ocurrir que la publicidad falsa estuviera diseminada por todo Chile, y así, la medida no podría ser cumplida en el plazo dispuesto.


El diputado señor Chahin recordó que ésta es una medida cautelar, y no definitiva, por lo que parece una medida adecuada y el plazo, correcto.


La diputada señora Fernández precisó que la indicación sólo impone un plazo para la realización de la publicación.


Resumiendo las modificaciones propuestas el diputado señor Chahin señaló que no hay mayor novedad en éstas con el derecho vigente, y que sólo se persigue facultar al Servicio para pedir esta medida cautelar, y disponer un plazo para su ejecución.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, se aprobó por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Con la misma votación se rechazó la indicación del diputado señor Felipe Kast.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel; Lavín, don Joaquín y Van Rysselberghe, don Enrique que agrega dos nuevos incisos, se aprobó por 8 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Jarpa, don Carlos Abel; Lavín, don Joaquín, y Tuma, don Joaquín. Se abstuvieron los diputados señores Núñez, don Daniel y Poblete, don Roberto.


Por el numeral 13), se reemplaza el artículo 34, sobre la identificación del anunciante o responsable de la emisión publicitaria, por el siguiente:


“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante o responsable de la emisión publicitaria.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 13).


- Indicación de la diputada señora Fernández, para reemplazar, en el nuevo artículo 34 propuesto por el numeral 13), la frase “la identificación del anunciante o responsable de la emisión publicitaria” por “la identificación del gerente o representante legal del anunciante o responsable de la emisión publicitaria, en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de 24 horas contado desde el requerimiento formal del Servicio.”.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo y señora Fernández para reemplazar el guarismo “24” por “48”.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo y señora Fernández para reemplazar la expresión “responsable de la emisión publicitaria” por la frase “, su representante legal o responsable del anuncio”.


De esta manera el texto propuesto por la indicación de la diputada señora Fernández queda de la siguiente manera: para reemplazar la frase a continuación de “ la identificación del anunciante” por”, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de 48 horas contados desde el requerimiento formal del Servicio.”.


El diputado señor Espejo recordó que esta materia está regulada en el antiguo artículo 31 de la Ley del Consumidor razón por la cual solicita una precisión al Ejecutivo sobre este tema.


La diputada señora Fernández explicó el sentido de su indicación, señalando que se busca identificar de mejor manera al responsable de la emisión publicitaria. Señala también que es necesario regularlo de manera que permita tener certeza del momento en que se debe realizar.


El Director Nacional del Sernac manifestó la necesidad de distinguir entre las facultades del Servicio para solicitar cierta información, la responsabilidad eventual del anunciante que incurre en el tipo descrito en el artículo 28 respecto de la publicidad engañosa y la identificación del anunciante. Se pretende que el Sernac tenga la facultad de solicitar al medio de comunicación a través del cual se ha difundido algo que pertenece a la información básica comercial que se debe entregar al público, y en este caso al Servicio en virtud de una norma jurídica que así lo señala. Agregó que sin esta norma, no se podría pedir la identificación del anunciante con el objeto de poder determinar su responsabilidad. Precisó que es una medida de identificación que se enmarca dentro del marco general de información básica comercial y se aclara que el Servicio tiene la facultad de solicitar esa información, lo que es sin perjuicio de cómo se determina luego la responsabilidad por la emisión publicitaria.


El diputado Chahin señaló que la sanción está dentro de las posibles sanciones que puede aplicar el Sernac, pero siendo una norma que aparece con carácter preparatorio, no le parece que éste sea el lugar de una norma que establece sanciones.


Respecto de la indicación de la diputada señora Fernández, el Ministro de Economía, Luis Felipe Céspedes, expresó dudas en cuanto ella otorga atribuciones que serían prerrogativa del Presidente de la República, por lo que solicita se considere inadmisible.


El diputado señor Chahin expresó que la atribución ha sido creada por el Ejecutivo y lo que hace la indicación es determinar un plazo para responder, razón por la cual la declara admisible.


El diputado señor Felipe Kast manifestó su preocupación sobre las consecuencias de no proceder a la identificación que se solicita en el plazo de 24 horas y por ello advirtió también sobre la posibilidad que el plazo sea muy breve y pueda convertirse en un abuso contra las pyme.


El diputado señor Espejo opinó que en vez de la identificación del anunciante como plantea el Ejecutivo, debiera ser el representante legal del anunciante y no debiera considerarse al gerente. Agregó que le parece más razonable un plazo de 48 horas, lo que parece sencillo, pues se habla de medios de comunicación. Por ello sugirió sustituir la identificación del anunciante por la identificación del representante legal.


El Director Nacional del Sernac aclaró que respecto de las sanciones, ellas son sometidas a una serie de criterios que se han establecido para determinar el tipo de sanción. Agregó que la idea es poder obtener una información adecuada de manera que mientras más amplia sea ella, mejor perspectiva hay de cumplir con ese fin. Sugirió agregar anunciante y representante legal.


El diputado señor Chahin propuso que el texto señale “anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria” y se manifestó de acuerdo con que el plazo sea de 48 horas.


El diputado señor Poblete consultó por la posible corresponsabilidad del medio de comunicación al difundir el anuncio.


El señor Director del Sernac señaló que lo que regula esta ley es la relación con el proveedor que pone a disposición del consumidor información por medio de avisos publicitarios, es decir, transmite publicidad engañosa o que pueda resultar lesiva a la seguridad de los consumidores, de manera que la norma busca requerir de forma expedita al medio de comunicación para la identificación del responsable.


Por ello, la limitación viene por el ámbito de aplicación de la ley en cuanto a la definición de quienes son proveedores y de la publicidad. Por ello, quien utiliza medios de comunicación para dirigirse al público consumidor mediante un mensaje publicitario.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín, y Van Rysselberghe, fue rechazada por 6 votos en contra y una abstención. Votaron en contra los diputados señores Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; señora Fernández; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto y señora Carvajal. Se abstuvo el diputado señor Tuma.


Puesto en votación el numeral 13) con la indicación refundida de los diputados señora Fernández y señores Chahin y Espejo, se aprobó por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; señora Carvajal, Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; señora Fernández;Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 14, se reemplaza en el inciso tercero del artículo 35, sobre incumplimiento de lo ofrecido en la promoción u oferta, la frase “juez competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.


Puesto en votación este numeral fue aprobado por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; señora Carvajal; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; señora Fernández; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 15), se reemplaza en el inciso segundo del artículo 41, las expresiones “Si el tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por éste al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos” por la siguiente: “Si el Servicio o el juez competente estimaren procedente el reclamo, dispondrán se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por éste al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.”.


Puesto en votación el numeral 15), se aprobó por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; señora Carvajal; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; señora Fernández; Kast, don Felipe; Poblete, don Roberto y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 16), se reemplaza en el inciso tercero del artículo 45 que sanciona el incumplimiento de obligaciones sobre advertencias y medidas de seguridad que indica, el guarismo “750” por “3.000”.


El señor Luis Felipe Céspedes explicó que este numeral se relaciona con el deber de información que tiene el proveedor de bienes y servicio peligrosos, aumentando el monto de la multa con el objeto de desincentivar la falta de tales informaciones.


El Director Nacional del Sernac agregó que la norma tiene un carácter residual respecto de todos los servicios y productos que resulten potencialmente peligrosos o dañinos para la integridad física de las personas.

Al establecer como deber general para los proveedores el deber se hace específico respecto de ciertos mercados que se encuentran regulados. Lo que se establece es el deber, aunque sea residual que indica que la información de peligrosidad debe estar a disposición del público, mediante las advertencias precisas al momento de la adquisición de los bienes o contratación de los servicios.


El diputado señor Kast preguntó acerca de las circunstancias que justificarían la norma propuesta y su frecuencia.


El diputado señor Espejo explicó que uno de los temas a regular en el proyecto es el de los criterios bajo los cuales se podrá determinar el monto de las multas que se pueden imponer por infracción a las normas de la ley de los consumidores. Agregó que estos son temas que suelen afectar a importadores y fabricantes, excepcionalmente podría ser una pyme. Compartió lo que plantea el Ejecutivo, pero debe ser en términos que no signifiquen ahogar a las pymes cuando actúan de buena fe.


El diputado señor Tuma consultó, ¿qué pasa cuando el que falta a la información de seguridad es un comerciante ambulante?


El señor Ministro de Economía destacó que en materia de infracciones se elevan los topes de la sanción por lo que considera importante poder aclarar que las multas establecidas en la ley y las medidas para corregir tienen una serie de consideraciones para su aplicación, como por ejemplo, el tamaño de la empresa que debe considerarse en la aplicación de la multa.


El diputado señor Chahin compartió la preocupación del diputado señor Kast, en cuanto a que algunas multas pueden aparecer como excesivas, pero advirtió que ello puede también darse a la inversa, es decir, se pueden imponer multas que pueden aparecer como excesivamente bajas. Sin embargo, manifestó que ello se salva con el aumento del máximo de la multa, de manera que entrega un margen mayoral sancionador para recorrer las cantidades de las multas a imponer.


El diputado señor Edwards consultó si estas multas se han aplicado alguna vez.


El señor Director Nacional del Sernac aclaró las dudas referentes a la aplicación de multas. Recordó que esta norma es de carácter general y residual, estableciendo la obligación de información para todos los proveedores de productos y servicios. Aclaró que la mayor actividad del Servicio se ha dado respecto de regulados para los cuales hay una regulación especial. Ejemplificó con el caso del importador respecto del cual cabe la duda si su importación puede o no ser calificada como juguete porque permite una manipulación por personas adultas y no sólo por niños. En este caso la obligación es de incorporar en los mismos, o en anexo, un instructivo en español con información calificada de básica respecto de la utilización de estos productos. Igualmente ocurre con los electrodomésticos que no les cabe una normativa específica y que no son sometidos a un regulador específico. De esta manera, recalcó que esta norma es fundamental para establecer un estándar mínimo a favor de los consumidores.


Respecto del aumento de las multas, señaló que hay una razón general. Cuando se plantea la modificación de estas multas, es porque se considera que ellas son bajas. Se impone un tope, un máximo de la multa lo que se justifica plenamente considerando que la información que se exige es un mínimo legal absoluto que genera responsabilidad por la falta de ella que permite el uso adecuado del bien o servicio. El mayor tope se justifica porque se trata de precaver la afectación de la salud o la seguridad de las personas mediante la entrega de información veraz y oportuna. 


Precisó que se incluye la idea de “potencialidad en el daño” porque existe una gran asimetría entre los consumidores y proveedores que dado su carácter profesional siempre conocen el proceso de fabricación de mejor manera, ello hace necesario que se aplique esta responsabilidad respecto del proveedor profesional, porque hacer una norma específica para cada caso es imposible.


Puesto en votación el numeral 16), se aprobó por 6 votos a favor, 1 en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Espejo, don Sergio; señora Fernández; Núñez, don Daniel y Tuma, don Joaquín. Votó en contra el diputado señor Kast. Se abstuvo el diputado señor Edwards.


Por el numeral 17), se reemplaza en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá” por “El Servicio o el juez podrán”.


Se presentó la siguiente indicación:


- Indicación del diputado señor Chahin para reemplazar el numeral 17) por el siguiente: “En todo caso el Servicio o el Juez, según corresponda, podrán”.


El Director Nacional del Sernac aclaró la reforma propuesta, en el sentido que hay una ampliación de la facultad en virtud de las facultades sancionatorias del Sernac, para disponer el retiro de bienes del mercado como efecto de informes técnicos, que deben constar en el respectivo proceso administrativo, que señalen un perjuicio para la salud de las personas.


El diputado señor Bellolio observó la posible arbitrariedad que podría afectar la decisión de retiro del mercado de ciertos bienes, lo que es además de la imposición de las multas. Por ello estimó que debe existir el derecho del proveedor a recurrir, por ejemplo, para que sea un reclamo conocido por la judicatura.


El diputado señor Chahin consideró que existe una sanción especial que puede aplicar la autoridad sancionatoria, el juez o el Servicio y que, esa sanción especial sea el retiro del mercado de los bienes para lo cual se requieren ciertos y determinados medios de prueba como son los informes técnicos que deben constar en el proceso.


El Director Nacional complementó la explicación, señalando que la figura en discusión viene a establecer un cierre en lo que a fiscalización se refiere, pues si se considera que estos bienes continuarán en el mercado con la posibilidad de exponer al peligro a los consumidores, cuando ya se ha declarado la sanción, no tener esta norma carecería de toda lógica.


El diputado señor Edwards consultó al Ejecutivo si existe otro organismo del Estado que tenga facultades como las que se pretenden para el Sernac.


El diputado señor Bellolio manifestó su preocupación porque aparece configurándose una doble sanción, por una parte la multa y por otra la posibilidad de sustraer del mercado los bienes en cuestión, ante lo cual distintos diputados aclaran que en los procedimientos administrativos siempre existe la facultad de reclamar.


Por su parte, el Director Nacional del Sernac, señaló que esta medida no afecta en caso alguno el principio de especialidad que se encuentra establecido en los primeros artículos del proyecto, de manera que no se entorpece con el procedimiento o facultades que puedan 
desarrollar otros servicios.


Puesto en votación el numeral 17) con la indicación, se aprobó por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; señora Fernández; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral18), se reemplaza el epígrafe del TITULO IV, por el siguiente: “De los procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.


Puesta en votación y sin debate por ser una norma de adecuación, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; señora Fernández; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 19), se reemplaza el artículo 50 por el siguiente:


“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley, se ejercerán frente a actos o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los intereses de los consumidores.


El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas a sancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligación incumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.


El ejercicio de las denuncias puede realizarse a título individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.


Se considerará de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.


Se considerará de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para modificar el nuevo artículo 50 propuesto por el numeral 19) en el sentido de reemplazar, en su inciso primero, la frase “actos o conductas” por “actos, omisiones o conductas”, y eliminar su inciso cuarto.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar en el inciso primero del artículo 50, que se reemplaza por el numeral 19), la frase “cualquiera de los intereses” por otra que diga “cualquiera de los derechos”.


El señor Ministro de Economía explicó que la modificación ajusta el artículo 50 a la nueva institucionalidad, en que los consumidores impondrán denuncias ante infracciones al interés individual y el Sernac podrá ejercer esas atribuciones sancionatorias.


La diputada Fernández precisó que el sentido de la indicación es que las omisiones también pueden afectar a los consumidores y considera el inciso a eliminar una reiteración de lo señalado precedentemente en el artículo.


El diputado señor Núñez manifestó que no queda clara la razón de eliminar el inciso cuarto y se manifestó partidario de mantenerlo.


El diputado Chahin preguntó si acaso la existencia de una demanda colectica obliga a seguir sólo ese procedimiento de manera de excluir las demandas de consumidores individuales. Por ello, consideró confuso incluir una definición sobre el interés individual.


El diputado señor Bellolio preguntó si han sucedido casos en que se susciten problemas entre el interés individual y el colectivo.


El diputado señor Espejo requirió al Ejecutivo para que explique por qué se sustituye la expresión “derechos” por “intereses”, porque incluso las definiciones posteriores son en función del concepto de derechos.


El asesor del Ministerio de Economía, señor Jorge Grunberg, manifestó que se trata de armonizar con la ley de Bases de Procedimiento Administrativos. La distinción entre interés y derechos, para comparecer ante la autoridad competente o ante los tribunales, no es necesario tener un derecho, con un alto grado de determinación, sino que se tolera la posibilidad de hacer valer algún tipo de interés, lo que no crea ningún tipo de incertidumbre, pues se definen posteriormente los tipos de intereses que dan lugar a la protección que establece esta ley. Sin perjuicio de lo explicado, señaló que el Ejecutivo no tiene problema en mantener el concepto “derechos”.


La Comisión acordó aceptar la modificación a la indicación de la diputada señora Fernández, en el sentido de excluir de ella la eliminación de su inciso cuarto.


Puesto en votación el numeral 19) con las indicaciones antes señaladas, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, don Jaime; Chahin, don Fuad; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio; Farcas, don Daniel; señora Fernández; Kast, don Felipe; Núñez, don Daniel y Tuma, don Joaquín.


Por el numeral 20), se reemplaza el artículo 50 A, por el siguiente:


“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna en que se hubiera celebrado el contrato respectivo, se hubiere cometido la infracción o dado inicio a su ejecución, a elección del denunciante.


En aquellos casos en que no sea posible determinar lo señalado en el inciso anterior, conocerá la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor de la comuna en que resida el consumidor.


Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.


Asimismo, el conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de letras en lo civil, siendo competente aquel relativo al domicilio del demandado o del actor, a elección de este último. La acción se tramitará conforme al procedimiento establecido en el Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil. Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización de perjuicios, no exceda de treinta unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.


En los juicios de indemnización de perjuicios seguidos en contra de quien hubiere sido, previamente, sancionado por una infracción a la presente ley, encontrándose la resolución sancionatoria firme, no podrán tomarse en consideración pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción ni con el establecimiento de la participación del sancionado en la misma.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del Ejecutivo, para reemplazar en el numeral 20) los primeros cuatro incisos del artículo 50 A, por los siguientes: 


“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor.


En las causas cuya cuantía exceda de treinta unidades tributarias mensuales, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.


El conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley, corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor. La acción se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


a) La demanda deberá ser interpuesta por escrito. Deducida la demanda, citará el tribunal a la audiencia sumaria del décimo día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo, si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


b) En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales. 


c) El proveedor demandado deberá contestar la demanda por escrito, con al menos cinco días hábiles de anticipación a la fecha de realización de la audiencia sumaria. La falta de comparecencia del demandado debidamente emplazado a la audiencia sumaria implicará su rebeldía.


d) En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.


e) La audiencia sumaria se iniciará con la relación breve y sintética, que harán las partes ante el juez, del contenido de la demanda y de la contestación. El tribunal deberá llamar siempre a las partes a conciliación durante la audiencia y podrá hacerlo durante el resto del procedimiento.


El tribunal ordenará la rendición de prueba si lo estimare necesario, caso en el cual fijará los puntos pertinentes, sustanciales y controvertidos sobre los cuales ésta debe recaer. En contra de la resolución que reciba la causa a prueba sólo procederá recurso de reposición, el que deberá promoverse verbalmente en la misma audiencia sumaria y será resuelto de inmediato. La prueba deberá rendirse íntegramente en la audiencia sumaria, sin perjuicio de la suspensión parcial que proceda a solicitud de parte o de oficio, por el sólo motivo de existir imposibilidad absoluta de rendir determinado medio de prueba en la fecha prevista para la misma. La prueba será apreciada por el tribunal conforme a las reglas de la sana crítica. 


f) Concluida la recepción de la prueba, las partes formularán verbal y brevemente las observaciones que ésta les merezca.


g) Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia sumaria, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de ésta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee.


h) La sentencia definitiva se pronunciará sobre la acción deducida y sobre los incidentes, o sólo sobre éstos cuando sean previos o incompatibles con aquélla. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los quince días siguientes a aquel en que hubiere terminado la audiencia sumaria.


i) Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización de perjuicios, no exceda de treinta unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.”.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar en el numeral 20) los primeros cuatro incisos del artículo 50 A por los siguientes y eliminar el inciso final que se incorpora: 


“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor.


El consumidor siempre podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.


El conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel relativo al domicilio del consumidor.”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar, en el artículo primero, numeral 20), en el artículo 50 A, en su inciso segundo, la frase: “En las causas en cuya cuantía exceda de treinta unidades tributarias mensuales,”.


- Indicación del diputado señor Daniel Núñez para intercalar en el artículo 50 A propuesto por el numeral 20), el siguiente inciso tercero:


“La denuncia podrá ser presentada en la Dirección Regional o en la oficina provincial o comunal del Servicio Nacional del Consumidor, según corresponda.”

- De la diputada señora Fernández para reemplazar en el artículo inciso cuarto del nuevo artículo 50 A del numeral 20), por el siguiente:


“Asimismo, el conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley corresponderá a los jueces de policía local, quienes conocerán de todas las acciones que emanan de esta ley, siendo competente aquel que corresponda a la comuna en que se hubiere efectuado el proceso sancionatorio del Servicio Nacional del Consumidor, o elección del denunciante.”.


- Indicación del diputado señor Felipe Kast para eliminar en el numeral 20), en el artículo 50 A, el párrafo final del inciso cuarto: “Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización de perjuicios, no exceda de treinta unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas (las) resoluciones que se dicten serán inapelables.”.


- Indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar en el inciso cuarto del artículo 50 A del numeral 20), la frase que dice: “Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización de perjuicios, no exceda de treinta unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar, en el inciso final del artículo 50 A, la frase “encontrándose la resolución sancionatoria firme” por otra que diga “encontrándose la decisión judicial firme.”.


El Presidente de la Comisión sugirió, en primer lugar, discutir la indicación del Ejecutivo y luego las indicaciones parlamentarias.


El diputado señor Tuma recordó que anteriormente se conversó sobre las situaciones que podían afectar a las pyme. Una de ellas se presenta en la indicación del Ejecutivo al señalar que el procedimiento se sigue en el domicilio del consumidor. Explica la circunstancia de ser “consumidor en tránsito” en una comuna donde se encuentra la pyme, la cual no contaría con los medios para trasladarse hasta el domicilio del consumidor que efectúa el reclamo.


El señor Director Nacional del Sernac, explicó que en esta circunstancia ese no sería el domicilio del consumidor y que, en todo caso, en la tramitación ante el Sernac siempre estarán disponibles las oficinas del Servicio, tanto para recibir denuncias como para cualquier tipo de trámites y, en la medida de lo posible, proveer de medios electrónicos para que sea realizado mediante un proceso de interoperabilidad con empresas, se puedan recibir las denuncias y reclamos de los consumidores a través de medios electrónicos y luego remitirlos a los proveedores que se encuentren registrados ante el Servicio.


El diputado señor Chahin consultó cómo se incorpora en el procedimiento el trámite de la conciliación obligatoria. Igualmente, señaló compartir la apreciación del diputado señor Tuma, especialmente cuando se trata de un procedimiento judicial ante el principio de inmediación que obliga a que una de las partes se traslade para el desarrollo de la audiencia. Como el problema será para la asistencia a los tribunales, ello significa que será en los procedimientos indemnizatorios. Preguntó además, si se seguirá el mismo procedimiento en lo contravencional que en lo indemnizatorio y como conoce el juzgado de policía local respectivo el procedimiento infraccional, si por las normas de los procedimientos ante los juzgados de policía local o por procedimientos especiales que fije esta ley. Agregó a sus consultas el caso de la letra h) que señala que la sentencia se pronunciará sobre la acción deducida y sobre los incidentes o sólo sobre éstos cuando sean previos o incompatibles con aquella, de manera de requerir del Ejecutivo una aclaración de esta última frase, pues, preguntó ¿cómo la sentencia se va a pronunciar sobre los incidentes cuando son incompatibles con aquella? sobre todo porque pone término al juicio.


El señor Grunberg, asesor del Ministerio de Economía, manifestó que la idea es tener una resolución concentrada de todos los incidentes y no dilatar la resolución del conflicto aun cuando se trate de incidentes de previo y especial pronunciamiento.


El diputado señor Bellolio expresó que ahora se agrega a las facultades del Sernac otro aspecto, cual es lo referido a los procedimientos indemnizatorios, lo que a su parecer crea confusión, porque las acciones indemnizatorias siempre se han podido ejercer, independientemente que sea el Servicio el que sanciona.


El Director Nacional del Sernac manifestó que la idea es proveer de un procedimiento concentrado para el tratamiento de la indemnización en el evento que sea el Sernac el que aplique la sanción, de manera de darle al reclamante la posibilidad de seguir ante el Servicio un procedimiento administrativo sancionatorio o ante el juez de policía local.


El señor Grunberg, asesor del Ministerio de Economía, explicó que este artículo 50 A establece las distintas competencias para los órganos que intervienen en el procedimiento, sea ámbito individual, del interés colectivo o difuso o las acciones indemnizatorias. A propósito de la competencia para conocer de las acciones indemnizatorias, que la tienen los juzgados de policía local, se aprovecha de regular los procedimientos de manera de establecer una mejora ostensible en los procedimientos indemnizatorios y con las garantías del debido proceso.


El diputado señor Felipe Kast manifestó no comprender la racionalidad de limitar la posibilidad que los consumidores puedan elegir el proceso que les garantice mayor seguridad a sus intereses. Además, observó el literal i), porque le parece curioso que en el caso de lo indemnizatorio se defina como de única instancia el juzgado de policía local.


El diputado señor Núñez planteó que éste es un artículo sustantivo que regula las demandas individuales que puedan interponer los consumidores. Destacó que el primer problema surge a propósito de la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe en la que piden que se mantenga la opción de ir al juzgado en caso de una cuantía menor a las 30 UTM. Opinó que no debe perderse de vista que se trata de fortalecer al Sernac como institucionalidad resolutiva y que debe aplicarse el principio de realidad. Agregó que la institucionalidad está cuestionada porque la gente se enfrenta a un largo y difícil cumulo de trámites que terminan haciendo a las personas renunciar a sus derechos porque no tienen dinero ni tiempo para ejercerlos.


El diputado señor Edwards planteó el caso del consumidor que no puede recurrir al Sernac porque no hay oficina en su domicilio y en ese caso es mejor que pueda recurrir al juez de policía local.


El Director Nacional del Sernac, por su parte, señaló que el diseño de política pública se manifiesta en el rol disuasivo de la política pública y para ello la sanción es aplicada por una agencia administrativa, que la aplica más eficientemente, del mismo modo que ocurre en el derecho comparado. Esta propuesta busca que se obtenga una verdadera solución al conflicto del consumidor y que hoy no está recibiendo.


El diputado señor Chahin apuntó a que se está agregando la conciliación obligatoria, que se debe ver en qué punto queda y además, destaca el problema de comparecer sin patrocinio de abogado ante el juzgado de policía local.


Respecto de que el procedimiento rige sólo para la acción indemnizatoria, señaló el señor asesor del Ministerio de Economía, que dado que en aquellos casos en que supere el monto determinado en UTM para poder ejercer la opción, se estima que el consumidor interpondrá su acción indemnizatoria y para ello comparecerá ante el tribunal, además de reclamar la obtención de una indemnización y, porque la ley de procedimiento de policía local contempla una acumulación de ambas fases, tanto convencional como indemnizatorio, deberían ventilarse en este procedimiento concentrado. Añadió que la letra b) del artículo 50 contempla como norma supletoria de aquello que no se regula en los literales a) a i), las normas del procedimiento de los juzgados de policía local.

-Indicación del Ejecutivo para:


a) sustituir en el inciso segundo del artículo 50 A la expresión “treinta” por “veinticinco”.


b) sustituir en el literal i) del artículo 50 A la expresión “treinta” por “veinticinco”.


El diputado señor Chahin manifestó que no existe ninguna referencia en la indicación respecto a la competencia territorial del Servicio en los procedimientos infraccionales y tampoco respecto del problema entre los incidentes previos y su resolución en la sentencia definitiva. Propuso que las indicaciones fueran firmadas por los parlamentarios, de manera que se procede a la presentación de estas indicaciones que denomina complementarias.


- Indicación para eliminar en el literal h) del artículo 50 A, la frase “previos o”.


- Indicación para agregar el siguiente inciso a continuación del literal i). “El mismo procedimiento señalado anteriormente se aplicará para el caso que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de acuerdo a lo indicado en el inciso segundo.”.


- Indicación para reemplazar el inciso final del artículo 50 A por el siguiente: “Si se promueve un juicio de indemnización de perjuicios una vez que la resolución sancionatoria ha quedado firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción y con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.


- Indicación para reemplazar el inciso segundo del artículo 50 A por los dos siguientes, pasando el inciso tercer a ser inciso cuarto: “En las causas cuyas cuantías sean más de 25 unidades tributarias mensuales, así como en aquellas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio. 

La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor no considerándose para estos efecto el monto de la multa aplicable.”.


El diputado Chahin aclaró que el alcance de la indicación propuesta como complementaria significa que los hechos no pueden ser revisados ni discutidos en sede judicial cuando en sede administrativa ya se ha resuelto.


El señor Director Nacional del Sernac puntualizó que con esta redacción se señala que el procedimiento sancionatorio quede firme y que no existe reclamación posterior. Esta indicación entrega claridad respecto de lo que ocurre en el evento posterior en que el consumidor quisiera iniciar una acción indemnizatoria. Para ello, se señala que no se puede volver a discutir si esa resolución administrativa se encuentra firme. 


Agregó que en las indicaciones se quiere regular la hipótesis dada por aquellos casos en que no existe una apreciación pecuniaria, es decir, de una cuantía no determinada o determinable, como por ejemplo, una denuncia por discriminación arbitraria en el acceso a bienes o que afecte a la dignidad de las personas. Estas infracciones no son determinables de acuerdo al límite de 25 UTM que se ha establecido, por ello se incorpora la elección del consumidor para elegir entre el Servicio Nacional del Consumidor o el juzgado de policía local, ampliando efectivamente el derecho del consumidor en aquellas situaciones que no existe una cuantía determinada. Adicionalmente, se señala un concepto para evitar problemas de interpretación respecto de cómo se va a determinar esta cuantía, asociándolo al monto demandado por el consumidor, aclarando que para la determinación no será considerado el monto de la multa aplicable, lo que es muy importante, porque el procedimiento actual de 10 UTM, que es de única instancia, no ha sido aplicado por los tribunales. Ello porque los juzgados de policía local interpretan que se puede, eventualmente, aplicar una multa de hasta 50 UTM en virtud del artículo 24, que siempre se rebasa la cuantía mínima de 10 UTM.


Puesto en votación el numeral 20) con las indicaciones del Ejecutivo y las indicaciones complementarias, se aprueban por 11 votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe. En contra votó el diputado Edwards.


Las demás indicaciones se dan por rechazadas reglamentariamente y la de la diputada Fernández es retirada. 


Por el numeral 21), se reemplaza el artículo 50 B, por el siguiente:


“Artículo 50 B.- En lo no previsto para el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N° 19.880. En lo no previsto para los procedimientos establecidos en los incisos tercero y cuarto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en las normas contenidas en los libros I y II del Código de Procedimiento Civil.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del Ejecutivo, para reemplazar en el numeral 21), que reemplaza el artículo 50 B, la frase “En lo no previsto para los procedimientos establecidos en los incisos tercero y cuarto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en las normas contenidas en los libros I y II del Código de Procedimiento Civil.” por el siguiente texto: “En lo no previsto para el procedimiento establecido en el inciso cuarto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en la ley N° 18.287 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil.”.


El diputado señor Chahin señaló que a su entender este artículo establece el régimen subsidiario de la ley de procedimiento administrativo y en lo que son procedimientos judiciales se aplica como supletorio el de la ley N° 18.287 de los procedimientos de juzgados de policía local y en subsidio de ella el Código de Procedimiento Civil. Consulta también por lo que ocurre con las demandas colectivas y su aplicación de normas particulares porque la modificación es del artículo 50 B que señala que “Los procedimientos previstos en esta ley se iniciarán por….”, y en lo no previsto en el presente párrafo, se estará a lo dispuesto en la ley N° 18.287 y en subsidio a las normas del Código de Procedimiento Civil. Recalca que el artículo 50 B está en el título IV “Del procedimiento a que da lugar la aplicación de esta ley y del procedimiento para la defensa del interés colectivo o difuso de la ley de derechos del consumidor, donde se encuentran las normas generales.


El Director Nacional del Sernac precisó que la referencia del inciso cuarto ahora debe entenderse hecha al inciso quinto, porque se ha agregado un nuevo inciso a ese artículo. Aclaró que la referencia consultada por el diputado señor Chahin no se afecta, porque se reemplaza esa referencia administrativa por aquello que a través de la modificación del 50 A pasa a ser competencia del juzgado de policía local, de manera que la referencia está hecha sólo respecto del interés individual y no cambia el sentido de supletorio en lo que se refiere a los demás procedimientos.


El asesor del Ministerio de Economía señor Jorge Grunberg, explicó que la referencia a la ley de procedimientos ante los juzgados de policía local sólo puede entenderse referida a los procedimientos de interés individual y las causas de interés difuso o colectivo tienen aplicación conforme a las normas del artículo 51 y siguientes de la ley y siempre rige supletoriamente el código de procedimiento civil.


Con el objeto de aclarar esta redacción, se acuerda la siguiente indicación complementaria:


Para agregar en el numeral 21, a continuación del punto final, pasando este a ser seguido, lo siguiente:


“En el caso del procedimiento contemplado en el párrafo tercero de este título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil.”.


Puesto en votación el numeral 21) con la indicación del Ejecutivo y la indicación complementaria precedente, se aprueba por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, señora Fernández, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


Por el numeral 22), se reemplaza el artículo 50 C, por el siguiente:


“Artículo 50 C.- La denuncia no requerirá patrocinio de abogado habilitado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin interven-ción de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. 


Las partes podrán realizar todas las gestiones destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho.


Para los efectos previstos en esta ley se presume que representa al proveedor la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el artículo 50 D.


La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para reemplazar el inciso primero del nuevo artículo 50 C propuesto por el numeral 22), por el siguiente:


“Artículo 50 C.- La denuncia no requerirá patrocinio de abogado habilitado. Sin embargo, los interesados deberán comparecer personalmente o con algunas de las personas señaladas en el artículo 2° de la Ley N° 18.120, ante el Servicio Nacional del Consumidor.”.


- Del Ejecutivo, para agregar en el numeral 22), en el inciso primero del artículo 50 C, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente frase: “Para comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de abogado habilitado.”.


- De los diputados señores Chahin, Espejo y Pilowsky, para agregar en el inciso primero del artículo 50 C, luego de la palabra “habilitado”, la frase “gozando el consumidor de privilegio de pobreza”, precedida de una coma (,).


El señor Ministro de Economía manifestó que esta modificación perfecciona el resguardo de los derechos de los consumidores. Se establece que no es necesario comparecer ante el Servicio con abogado habilitado para ello, pues la carga del procedimiento se la lleva la institución, pero que ante los juzgados de policía local sí será necesaria la representación de abogado, pues en ellos el procedimiento toma forma de juicio.


El diputado Chahin expresó que su indicación pretende establecer el beneficio jurídico del privilegio de pobreza, lo que es tremendamente importante por ejemplo, en materia de notificaciones pero, además, ello permitirá que la representación pueda ser hecha por la Corporación de Asistencia Judicial.


El diputado Bellolio compartió la indicación que no requiere patrocinio de abogado habilitado. Observó a continuación que el requerir privilegio de pobreza sería inadmisible porque incide sobre la administración presupuestaria del Estado, que es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


El diputado señor Chahin argumentó que en relación con el privilegio de pobreza, los receptores judiciales no cobran para el fisco, sino como auxiliares de la administración de justicia cobran sus derechos y una situación similar se da con las Corporaciones de Asistencia Judicial. Agregó que como beneficiarios del privilegio de pobreza se encuentran también las clínicas jurídicas de las universidades.


El señor Ministro de Economía se manifestó de acuerdo con el sentido de la indicación; sin embargo, solicitó a la Comisión un tiempo prudencial para poder estudiarla en conjunto con el Ministerio de Justicia. La Comisión acuerda, acceder a la solicitud del Ejecutivo.


Las indicaciones parlamentarias fueron retiradas en base al compromiso asumido por el Ejecutivo de presentar una indicación en el trámite de la Comisión de Constitución conforme a lo expresado por el Director del Sernac.


Puesto en votación el numeral 22) con la indicación de Ejecutivo y eliminando la palabra “habilitado” es aprobado por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


Por el numeral 23), se reemplaza el inciso primero del artículo 50 E por el siguiente:


“Artículo 50 E.- Cuando la demanda interpuesta carezca de fundamento plausible, el juez, en la sentencia y a petición de parte, podrá declararla como temeraria. Realizada tal declaración, los responsables serán sancionados con una multa que no podrá exceder de 50 unidades tributarias mensuales, pudiendo el juez, además, sancionar al abogado, conforme a las facultades disciplinarias contenidas en los artículos 530 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 23), que reemplaza el artículo 50 E.


- Indicación de los diputados señores Farcas y Tuma, para sustituir el inciso primero del artículo 50 E por el siguiente:


“Artículo 50 E.- Cuando la demanda interpuesta carezca de fundamento plausible, el juez, en la sentencia previa petición de parte, podrá declararla como temeraria. Realizada tal declaración, los responsables serán sancionados con multas que no podrán exceder de 50 unidades tributarias mensuales”. 


- Indicación de la diputada señora Fernández, para reemplazar el inciso primero del artículo 50 E por el siguiente:


“Artículo 50 E.- Cuando la demanda interpuesta carezca de fundamento plausible, el juez, en la sentencia y a petición de parte, podrá declararla como temeraria. Sin embargo, no podrá ser declarada como tal, cuando dicha demanda o acción judicial, se sustente en alguna actuación previa ante el Sernac en la cual se haya sancionado al proveedor administrativamente. En el caso que proceda la declaración, los responsables serán sancionados con una multa que no podrá exceder de 50 unidades tributarias mensuales, pudiendo el juez, además, sancionar al abogado, conforme a las facultades disciplinarias contenidas en los artículos 530 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales.”.


- Indicación del diputado señor Núñez, don Daniel, para modificar el numeral 23) en el sentido de agregar en el artículo 50 E, después de la frase “podrá declararla como temeraria”, reemplazando el punto seguido (.) por una coma (,), el siguiente texto: “excepto cuando exista resolución sancionatoria firme.”.


El señor Ministro de Economía señaló que la intención de la modificación propuesta es la de disminuir la sanción por aquellas demandas que han sido declaradas como temerarias por el tribunal, rebajando la multa a un máximo de 50 UTM, pero manteniendo la sanción disciplinaria para el abogado que patrocine estas demandas.


El diputado señor Bellolio manifestó dudas respecto del propósito de rebajar esta multa, pues en el proyecto se ha hecho efectivamente lo contrario, es decir, se aumentan las multas. Requiere también si existe alguna estadística respecto de las veces que ellas han sido cursadas.


La diputada señora Fernández hizo presente que la demanda no puede ser declarada temeraria si el Servicio se ha pronunciado favorablemente en lo administrativo.


El diputado Farcas explicó su indicación, señalando que junto al diputado Tuma buscan no inhibir la presentación de demandas, pues se sabe que las demandas colectivas no son presentadas en gran número en nuestro país. Para ello es necesario que los abogados no tengan amenazas por presentar demandas, además que sostener la existencia de posibles demandas temerarias va contra la idea de suponer la buena fe.


El diputado señor Chahin hizo presente a la Comisión que en este caso el castigo para el litigante contumaz es el pago de las costas, lo que se puede imponer tanto al demandante como al demandado y no debe perderse la perspectiva que la multa se impone por cometer una infracción a la ley. Recordó que ante el Servicio no se puede aplicar esta norma porque el consumidor no va patrocinado por abogado, de manera que no tiene asesoría letrada.


El Director Nacional del Sernac señaló que en esta norma hay un desbalance tremendo, no se ha aplicado nunca, reconoce, y que, en todo caso, no representa lo que los consumidores hacen con sus conductas. Se baja la multa para que el consumidor vaya representado y no tenga barrera en litigar. Recalcó que en el caso del Servicio existe una barrera de entrada que significa que cuando no hay antecedentes no se inicia el procedimiento y no debiera tampoco declararse como temerario cuando lo ha declarado el Servicio.


Puesta en votación la indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe se rechaza por mayoría de votos. 4 votos a favor y 8 en contra. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Edwards, Felipe Kast y Lavín. Votaron en contra los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Farcas y Tuma se rechaza por mayoría de votos. 5 a favor y 7 en contra. Votaron a favor los diputados Chahin, Espejo, Farcas, Jarpa y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Edwards, señora Fernández, Felipe Kast, Lavín, Núñez y Poblete.


Puesta en votación la indicación de la diputada señora Fernández, se rechaza por mayoría de votos. 3 a favor, 7 en contra y 2 abstenciones. Por la afirmativa votaron los diputados señora Fernández, Núñez y Poblete. Por la negativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Felipe Kast, Lavín y Tuma.


Puesto en votación el numeral 23), se rechaza por no alcanzar quórum de aprobación. 6 votos a favor, 3 en contra y 3 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores, Chahin, Espejo, Farcas, Jarpa, Núñez y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Edwards, Felipe Kast y Lavín. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, señora Fernández y Poblete.


Por el numeral 24), que pasa a ser 23), se reemplaza el artículo 50 F, por el siguiente:


“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor o del tribunal, según corresponda, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño o cualquier otro elemento relevante de los bienes y dispondrán las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.”.


Se presentó la siguiente indicación:


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar en el artículo 50 F la expresión “el Servicio o”, las dos veces que aparece; y para reemplazar la frase “ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño o cualquier otro elemento relevante de los bienes y dispondrán las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.” por otra que diga “ordenará pericias destinadas a evaluar la eventual aptitud de causar daño disponiendo, en caso de comprobarse el daño, las medidas necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.”.


El señor Ministro de Economía explicó que este artículo lo que hace es adecuar la institucionalidad a las nuevas funciones fiscalizadoras y sancionatorias que tendrá el Sernac, por ello se entrega la facultad al Servicio de manera que pueda precaver los riesgos de daños en la salud o seguridad de las personas.


El diputado señor Bellolio hizo presente que la norma está en directa relación con lo discutido a propósito del artículo 49, aunque ahora lo señala bajo la forma de bienes susceptibles de causar daño. A su parecer esto requiere que la medida sea dictada por el juez y no por el Servicio.


El Director Nacional del Sernac aclaró que esta es una medida provisional, cautelar para la protección de la salud y de la seguridad de las personas y debe haber claridad que en ellas no se impone una sanción y menos aún, que sean definitivas.


El asesor del Ministerio de Economía señor Grunberg, señaló que el sentido de la norma es que se aplique durante la instrucción de un proceso sancionatorio, como una medida preliminar y la medida definitiva se adoptará en virtud de la resolución final que concluya la infracción de la ley.


La Comisión luego de debatir el tema acordó someter a votación el siguiente texto:


“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor o del tribunal, según corresponda, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrán las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.”.


El diputado señor Bellolio retiró su indicación.


Puesto en votación el texto propuesto por la Comisión, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


Por el numeral 25) que pasa a ser 24), se agrega a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 2°

Del procedimiento sancionatorio”.

Puesto en votación sin discusión, considerándolo una norma de adecuación, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


Por el numeral 26) que pasa a ser 25), se reemplaza el artículo 50 G por el siguiente:


“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia.


Se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción de su competencia.


Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al Servicio por escrito, incluyendo para tales efectos la vía electrónica, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión e identificando al proveedor respectivo a lo menos por medio de la indicación de la denominación con que aquel es conocido en el comercio.


El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad. Para realizar esta calificación, podrá solicitar información adicional a fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la procedencia de iniciar un procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y si no existiere siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.


Todo el procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 50 G, la frase “de alguna infracción de su competencia” por la frase “de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia.”

- Del Ejecutivo, para modificar el numeral 26) en el siguiente sentido:


a) Intercálanse los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo, octavo, noveno, décimo, undécimo y decimosegundo, nuevos, al artículo 50 G, pasando el actual inciso cuarto a ser decimotercero y el actual inciso quinto a ser decimocuarto:


“Las denuncias formuladas conforme al inciso anterior se pondrán en conocimiento del proveedor a fin de que éste proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado, respuesta que por escrito deberá efectuar dentro de los siete días hábiles siguientes de recibida la comunicación. Aceptada la propuesta por el denunciante, el acuerdo voluntario deberá constar por escrito y tendrá el carácter de transacción extrajudicial, extinguiéndose, una vez cumplidas sus estipulaciones, las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. Lo acordado entre las partes deberá ser certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. 


En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si éste no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una audiencia obligatoria de conciliación, a cargo de la entidad que recibió la denuncia. Sin perjuicio de ello, el consumidor siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual podrá originar un procedimiento sancionatorio.


El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada.


A la audiencia deberán asistir consumidor y proveedor, ya sea personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir. 


En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación para lo cual formulará bases concretas de acuerdo, las que deberán ser respondidas por las partes.


De lo obrado en la audiencia y de la eventual conciliación alcanzada, se levantará un acta por el funcionario a cargo de la conciliación, que será suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá expresar las obligaciones contraídas por el proveedor, y la forma y plazo de cumplimiento de las mismas.


Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo, se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. 


Si el proveedor no da respuesta dentro de plazo, incumple la solución o corrección propuesta en su respuesta, o incumple las obligaciones contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.


Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor.”.


b) Reemplázase en el actual inciso cuarto del artículo 50 G, que pasó a ser decimotercero, la frase “La denuncia formulada conforme al inciso anterior originará un procedimiento sancionatorio si a juicio del Servicio está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente” por la siguiente: “El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente”.


- Indicación del diputado señor Chahin, para eliminar en el inciso cuarto del artículo 50G, la frase “y tiene mérito suficiente”.


- Indicación del diputado señor Chahin, para agregar en el final del inciso cuarto del artículo 50G, la frase “El acta de la transacción, debidamente certificado tendrá merito ejecutivo.”

Indicación del diputado señor Chahin, para agregar en el inciso octavo del artículo 50G la frase: “El acta de la conciliación, debidamente certificado tendrá merito ejecutivo.”

El señor Ministro de Economía explicó que este artículo señala las formas de inicio del procedimiento administrativo sancionatorio y las formalidades que deben cumplir las denuncias de los consumidores. Adicionalmente, se incorpora una instancia obligatoria de conciliación, además de una instancia de solución previa a la ya mencionada.


El Director Nacional del Sernac recalcó que el interés es proveer de una serie de instancias de solución directa antes de iniciar el procedimiento administrativo sancionatorio. Agregó que se han entregado los recursos necesarios para que el Sernac, a través de abogados en convenios con las municipalidades se pueda proveer de manera profesional a estas conciliaciones, de manera de reducir las asimetrías y resguardar la cobertura territorial.


El diputado señor Felipe Kast manifestó su preocupación pues al parecer el texto manda poner en conocimiento del proveedor la denuncia sin ningún requisito de estudio previo de la seriedad de la misma. Igualmente consultó si es necesario agregar al final del artículo que dicha solución sobre las acciones contravencionales, deba aplicarse a cada una de las Asociaciones de Consumidores.


El diputado señor Núñez señaló que el texto establece que las denuncias deberán ser formuladas por escrito, incluyendo para ello la vía electrónica. Recordó haber presentado una indicación, que se dejó pendiente y que ahora es del todo pertinente, para incluir las oficinas regionales, provinciales y comunales del Sernac, lo que no es en absoluto contradictorio con la idea del formato electrónico, e incluso entrega una opción a las personas que no pueden ocupar este último formato.


El diputado señor Chahin precisó que la referencia es al Servicio y que ello incluye todas sus dependencias y funcionarios, por lo que no le parece necesario incluir el detalle territorial. Consulta además, la razón por la cual no se da mérito ejecutivo al acta de transacción extrajudicial, y que para ese efecto de mérito ejecutivo debe señalarse expresamente. Señaló que no comparte el ante juicio del Servicio al otorgarle la facultad de decidir qué denuncia, una vez declarada fallida la conciliación, tiene mérito para ser o no investigada, especialmente si existen problemas en materia de prueba y se considera que el procedimiento administrativo permitirá constituir la prueba, considerando que el propio Servicio puede solicitar los antecedentes, de manera que se le suma al consumidor la carga de demostrar no sólo seriedad, sino el mérito suficiente de la denuncia, lo que tiene que ver con prueba. La calificación del mérito significa decidir si se inicia o no el procedimiento. Advirtió que esta situación puede generar indefensión para el consumidor.


El señor Ministro de Economía declaró estar de acuerdo que deben existir limitaciones para evitar las denuncias absurdas. Coincidió con darle mérito ejecutivo del acta de conciliación.


El Director Nacional del Sernac recordó que el Servicio tiene como misión proteger, informar y educar a los consumidores. Aunque hoy no se señala en la ley, igualmente en el ejercicio de esas funciones el Servicio también ejerce una especie de filtro al señalarle al consumidor si lo que reclama se encuentra o no en el marco de la ley. Esta acción significa un alto porcentaje de solución en los conflictos, que se espera que en la nueva ley suba aún más. Si el trámite de conciliación no prospera deberá entonces ocurrir esta calificación que la harán abogados del Sernac, con lo que pueden establecer bases legales de acuerdo.


Puesto en votación el numeral 26) con las indicaciones formuladas por el Ejecutivo y por la diputada señora Fernández, se aprueba por 8 votosa favor y 1 voto en contra. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez y Poblete. Votó en contra el diputado Felipe Kast.


Puestas en votación las indicaciones a los incisos cuarto y octavo, formuladas por el diputado Chahin, se aprueban por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez y Poblete.


Puesta en votación la indicación para eliminar la frase en el inciso cuarto del artículo 50G, se aprueba por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez y Poblete.


Por el numeral 27) que pasa a ser 26), se agregan los artículos 50 H a 50 Ñ:


“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario del Servicio que recibirá el nombre de instructor. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional competente, la cual le conferirá al proveedor un plazo de 15 días para formular los descargos y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinentes rendir.


La resolución que dé inicio al procedimiento señalará una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma presuntamente infringida y la sanción asignada.


La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, personalmente, por carta certificada o correo electrónico, en el domicilio que tenga registrado ante el Servicio o en el que se señale en la denuncia, según sea el caso. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo.


La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.


La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para sustituir el encabezado del numeral 27) por el siguiente:


“27) Agréganse los artículos 50 H a 50 P, nuevos:”.


- De la diputada señora Fernández, para reemplazar el artículo 50 H propuesto por el siguiente: 


“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario del Servicio, que recibirá el nombre de instructor. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional o por acto administrativo del funcionario instructor, el que será notificado al proveedor denunciado, quien deberá efectuar sus descargos dentro del plazo fatal de 15 días, contados desde la referida notificación, para que formule sus descargos y señale los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinentes rendir.


La resolución que dé inicio al procedimiento deberá contener una descripción clara y precisa de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma presuntamente infringida y la sanción asignada, y deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, personalmente o en los términos del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, la que podrá verificarse en el mismo momento. 


Sin perjuicio de lo anterior, podrá notificarse, además, mediante carta certificada o correo electrónico, ya sea en el domicilio que tenga registrado ante el Servicio o en el que se señale en la denuncia, según sea el caso, o en la dirección de correo electrónico inscrito. Ésta, y toda otra actuación deberá registrarse en el expediente administrativo respectivo.”

- Del Ejecutivo, para intercalar en el inciso primero del artículo 50 H, entre la palabra “funcionario” y la frase “del Servicio”, la expresión “abogado”.


- Del Ejecutivo, para intercalar en el inciso primero del artículo 50 H, entre las frases “del Servicio” y “que recibirá”, la frase “a quien se le haya delegado la atribución,”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar en el numeral 27), en el inciso primero del nuevo artículo 50 H, la oración: “y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinentes rendir”.


- Del Ejecutivo, para agregar en el inciso primero del artículo 50 H, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio, los que deberán ser tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L.”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar el inciso segundo del art. 50 H por otro que diga: “La resolución que dé inicio al procedimiento resumirá el contenido de la denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción clara y precisa de los hechos que tomó conocimiento el Servicio, la fecha de su verificación y la norma eventualmente infringida.”.


- Del diputado señor Poblete, para agregar, en el inciso tercero del artículo 50 H, a continuación de la frase “correo electrónico”; la expresión “previamente registrado para estos efectos”.


- Del diputado señor Chahin, para sustituir en el inciso primero del artículo 50 H, el guarismo “15” por “10”.


La diputada señora Fernández, retiró su indicación.


El diputado señor Núñez formuló una consulta sobre el sentido de la indicación que incorpora la expresión “abogado”. Explica que existen otros organismos públicos, como la Dirección del Trabajo, donde los sumarios los realizan funcionarios que no son abogados. Por ello argumentó que no ve el sentido de exigir un determinado título profesional para ser instructor del procedimiento sancionatorio.


El diputado señor Chahin expresó que es imprescindible que quien falle el procedimiento sea un abogado, pero que no es necesario para quien tenga la calidad de instructor. Sin embargo, agrega que como se trata de infracciones legales este funcionario instructor debe tener una preparación compatible. Observó también que el plazo de 15 días hábiles que establece el proyecto, parece muy extenso.


Los miembros de la Comisión manifestaron estar de acuerdo con alguno de los tópicos expuestos, principalmente con ampliar la profesión requerida para ser instructor y de ser abogado para sentenciar el procedimiento. Igualmente sobre el plazo de 15 días, algunos diputados señalaron su conformidad y otros su opinión de ser muy amplio.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo para agregar la expresión “abogado”, se aprobó por mayoría de votos. 8 votos a favor y 2 en contra. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, Jarpa, Kast, Poblete y Tuma. Votaron por la negativa la diputada señora Fernandez y el diputado señor Núñez.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo para agregar la expresión “a quien se le haya delegado la atribución,”, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo para agregar una oración en el inciso primero del artículo 50, se aprobó por mayoría de votos. 7 a favor, 1 en contra y 1 abstención. Votaron a favor los diputados Bellolio, Chahin, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma. Votó por la negativa el diputado Núñez y se abstuvo el diputado señor Espejo.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


Puesta en votación la indicación del diputado señor Chahin para reemplazar el guarismo “15” por “10”, se aprobó por mayoría. 6 votos a favor y 4 en contra. Votaron a favor los diputados Chahin, Farcas, señora Fernandez, Jarpa, Núñez y Tuma. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, Espejo, Felipe Kast y Poblete.


Puesta en votación la indicación del diputado Poblete, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


Puesto en votación el artículo 50 H, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 I, se establece que recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.


En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos, que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para reemplazar el artículo 50 I propuesto por el siguiente:


“Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar diligencias, pericias e inspecciones y la recepción de los demás medios probatorios, siempre que sean pertinentes y atingentes al objeto del procedimiento.”

- Del Ejecutivo, para reemplazar, en el inciso segundo del artículo 50 I, la frase “que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada”, por la siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las pruebas propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada”, sustituyendo la coma (,) que antecede a la frase que se reemplaza por un punto seguido (.).


Puesta en votación la indicación formulada por la diputada señora Fernández, se rechazó por mayoría de votos. 2 votos a favor, 5 en contra y 3 abstenciones. Votaron a favor los diputados señora Fernández y Núñez. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Espejo, Felipe Kast, Poblete y Tuma. Se abstuvieron los diputados Chahin, Farcas y Jarpa.


Puesto en votación el artículo propuesto en el proyecto y la indicación del Ejecutivo, se aprobaron por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Núñez, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 J, se dispone que los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad de ministro de fe, y que se formalicen en el expediente respectivo, constituirán presunción legal, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de la diputada señora Fernández, para agregar en el inciso primero del artículo 50 J nuevo, después de la primera coma, la frase “que no vulnere derechos fundamentales,”

- Indicación del diputado Chahin para eliminar en el inciso primero del artículo 50 J, la frase “admisible en derecho”.


El diputado señor Bellolio reparó en que no corresponde que todos los fiscalizadores sean ministros de fe, y aunque así fuera, se debiese precisar en qué consiste la presunción legal.


El señor Grunberg afirmó que los ministros de fe, cuya calidad se reconoce en el artículo 59 bis, podrán recabar la información necesaria en el ejercicio de sus facultades legales. Esos antecedentes deben permitir configurar una presunción legal, de manera que se asume como verdadera una circunstancia, pero ello puede ser desvirtuado mediante la convicción que produce la prueba en contrario.


Puesta en votación la indicación de la diputada señora Fernández, se rechazó por falta de quórum de aprobación de 4 votos a favor y 5 abstenciones. Votaron a favor los diputados señores Farcas, Núñez y Poblete y la diputada señora Fernández. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Jarpa y Tuma.


Puesta en votación la indicación del diputado Chahin se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


En votación el artículo 50 J se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 K, se señala que durante la instrucción del procedimiento sancionatorio el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución.


En votación sin discusión el artículo 50 K se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 L, se contempla que cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.


Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobar infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores, en su caso.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de diputados señor Chahin para intercalar la palabra “fatales” entre el vocablo “días” y la “,” que le sigue.


Puesto en votación el artículo 50 L con la indicación precedente se aprobó por unanimidad. Votaron favorablemente los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 M, se señala que emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


No obstante, el Director Regional podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.


Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no hubiesen sido imputados en el dictamen del instructor.


Se presentó la siguiente indicación:


- Del diputado señor Chahin para intercalar en el inciso primero y en el inciso segundo la palabra “fatales” entre el vocablo “días” y la “,” que le sigue.


Puesto en votación el artículo con la indicación se aprobó por unanimidad. Votaron favorablemente los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 N, se señala que la resolución que dé término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que éste se refiera, podrá imponer multas y/o disponer otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.


Asimismo, en dicha resolución, podrá ordenarse la devolución de las cantidades pagadas en exceso o el reintegro de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. Una vez producida la devolución o el reintegro de la totalidad de dichos montos, no procederá su indemnización a través de acciones judiciales que persigan su restitución, sin perjuicio de la indemnización de otros daños. 

Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para sustituir el artículo 50 N, por el siguiente:


“Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que éste se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:


a) El cese de la o las conductas infractoras;


b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley;


c) Para las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, que no sean reincidentes, una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores; 


d) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados; y


e) En general, cualesquiera otras medidas que tengan por objeto prevenir y/o corregir la infracción cometida.


Lo señalado anteriormente es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar, en el inciso primero del artículo 50 N, la frase “y/o disponer otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida”.


- Indicación del diputado Bellolio para intercalar en el literal e) del artículo 50 N, entre la expresión “medidas que,” y “tengan por objeto” la frase “de conformidad a esta ley,”, la cual reemplaza la de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselbergue.


El diputado señor Bellolio expresó que la letra e) propuesta por el Ejecutivo podría entenderse que le entrega atribuciones respecto de las cuales no tienen facultades.


El diputado señor Chahin advirtió que los órganos actúan válidamente en la esfera de sus competencias, de manera que no puede tomar atribuciones que no lo corresponden, pues es un principio de derecho público que en ese ámbito sólo puede hacerse lo que está expresamente permitido.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo con la indicación del diputado señor Bellolio que modifica el literal e), se aprobaron por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma.


En el artículo 50 Ñ, se dispone que las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.


El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.


El pago de toda multa aplicada deberá ser acreditado ante el Servicio, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


Si el infractor fuere una persona jurídica, las personas naturales que la representen legalmente o que actúen en su nombre serán solidariamente responsables del pago de la multa.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para reemplazar el inciso final del artículo 50 Ñ por los siguientes: “Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de ésta.


El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el Juzgado de Policía Local correspondiente al domicilio del consumidor.”. 


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar, en el numeral 27), el inciso final del nuevo artículo 50 Ñ.


El diputado señor Tuma manifestó su opinión en el sentido de considerar el plazo que se establece como exiguo considerando que, especialmente las pymes pueden tener problemas de liquidez que no les permita cumplir en ese plazo.


El diputado señor Chahin sostuvo que se debe considerar el monto de la multa a pagar, como también la capacidad económica del condenado, se podría establecer la posibilidad de su pago en cuotas. 


Puesto en votación el artículo 50 Ñ con la indicación del Ejecutivo fue aprobado por 7 votos a favor, 2 votos en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Edwards y Lavín. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio y Kast.


En el artículo 50 O, se establece que contra las resoluciones que dicte el Director Regional procederán los recursos de reposición y jerárquico, contemplados en el artículo 59 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.


Una vez resuelto el recurso jerárquico, o el recurso de reposición si no se hubiere interpuesto subsidiariamente el recurso jerárquico, el afectado podrá reclamar por ilegalidad ante el Juez de Letras en lo civil que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva.


Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.


No podrá exigirse el cobro de la multa mientras no se encuentre vencido el término para interponer la reclamación o ésta se encuentre pendiente.


La reclamación se substanciará conforme a la reglas del procedimiento sumario. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada personalmente al consumidor afectado y al Director Regional, a costa del reclamante, y en ella se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.


Una vez acumuladas, las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización de perjuicios, no exceda de treinta unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.


En los casos en que no aplique lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diera lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala.


La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165 N° 5 del Código de Procedimiento Civil.


En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para sustituir los incisos primero y segundo del artículo 50 O por los siguientes:


“Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional sólo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado. El recurso jerárquico será improcedente.


Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que éste hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el Juzgado de Policía Local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva.”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para agregar en el numeral 27), en el inciso primero del nuevo artículo 50 O, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido, lo siguiente: “La interposición de estos recursos suspenderá la ejecución de la resolución impugnada.”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para reemplazar en el numeral 27), en el inciso segundo del nuevo artículo 50 O, la frase “al domicilio del consumidor”, por “al domicilio del Servicio correspondiente”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para reemplazar en el numeral 27), en el inciso quinto del nuevo artículo 50 O, la frase “personalmente al consumidor afectado y al Director Regional, a costa del reclamante”, por la frase: “por carta certificada al Director Regional y al consumidor denunciante o interviniente en el procedimiento, o bien mediante correo electrónico si se hubiere indicado”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar, en el numeral 27), el inciso sexto del nuevo artículo 50 O, pasando el actual inciso séptimo a ser el inciso sexto y así sucesivamente.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar en el numeral 27), en el inciso séptimo del nuevo artículo 50 O, la frase “En los casos en que no aplique lo indicado en el inciso anterior,”.


- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar, en el numeral 27), el inciso final del nuevo artículo 50 O.


El Director Nacional del Sernac señaló que hay un tema con la concordancia de las indicaciones en el procedimiento que ha sido aprobado para la tramitación de la acción indemnizatoria. Sostuvo que una solución es eliminar la referencia al procedimiento sumario, con lo que se aplicarán las normas discutidas y aprobadas hasta ahora y en su defecto las del procedimiento de policía local.


El asesor del Ministerio de Economía, señor Jorge Grunberg, explicó que la indicación busca aclarar que, contra las resoluciones del Director Regional, sólo procede el recurso de reposición que se contempla en la ley de base de procedimientos administrativos, es decir, la resolución final que dicte en el procedimiento sancionatorio o la que resuelve el recurso de reposición que se interpone para que reconsidere su decisión, quien resulte afectado por ella puede interponer una reclamación por ilegalidad ante el juzgado de policía local en un plazo fatal de 10 días desde la notificación respectiva. 


El Director Nacional de Sernac recordó que un objetivo del proyecto es poder separar funciones que se crean en la nueva institucionalidad. Esto se refleja en la separación de la función sancionatoria, no dejando que el Director Nacional se aboque a materias particulares.


- Indicación para modificar la indicación que sustituye los incisos primero y segundo del artículo 50 O, agregando a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En la reclamación por ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.”.


- Indicación al inciso cuarto del artículo 50 O, para reemplazarlo por el siguiente: “No podrá exigirse el cobro de la multa mientras la resolución que la aplica no se encuentre ejecutoriada.”.


- Indicación para reemplazar en el inciso quinto del artículo 50 O, la frase “La reclamación se sustanciará conforme a las reglas del procedimiento sumario.”, por la siguiente: “La reclamación se sustanciará conforme a las reglas del procedimiento contemplado en el inciso quinto del artículo 50 A.”.


- Indicación para reemplazar el inciso sexto por el siguiente:


“Las causas cuya cuantía no excede de 25 Unidades Tributarias Mensuales se tramitará como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, de la multa impuesta por el Servicio.”.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Jarpa, Poblete, Núñez y Tuma y señora Fernández para reemplazar, en el inciso quinto del artículo 50 O propuesto, la frase “personalmente al consumidor afectado y al Director regional, a costa del reclamante” por la siguiente: “por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios señalados ante el Servicio durante el procedimiento sancionatorio,”.


- Indicación del diputado Chahin para reemplazar el inciso quinto del artículo 50 O, por el siguiente:


“La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en el inciso quinto del artículo 50 A. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.”.


Puesta en votación la indicación precedente, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Edwards, Farcas, Jarpa, Poblete y Tuma.


Puesto en votación el numeral 50 O con las indicaciones precedentes, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma. 


- Indicación del Ejecutivo, para agregar un artículo 50 P, del siguiente tenor:


“Artículo 50 P.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles se le impondrá la de mayor gravedad.


En ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.”.


El Director Nacional del Sernac explicó la indicación señalando que cuando se trata de unos mismos hechos o fundamentos jurídicos y la tipicidad es distinta, se aplicará la de mayor gravedad, de manera que se recoge el principio de “non bis in ídem”.


Puesta en votación esta indicación fue aprobada por 6 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


Por el numeral 28), que pasa a ser 27), se reemplaza en el Párrafo 2° del Título IV, la frase “Párrafo 2°” por “Párrafo 3°”.


Puesto en votación este numeral, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


Por el numeral 29), que pasa a ser 28), se elimina en el número 2 del artículo 51, la frase “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para incorporar en el numeral 29) una nueva letra b), pasando el párrafo anterior a ser letra a), del siguiente tenor: 


b) Reemplázase la letra a) del artículo 51 por la siguiente:


“a) Las Corporaciones de Asistencia Judicial.”.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para agregar en la letra a) del artículo 51 la siguiente frase, antecedida por una coma (,):


“El Servicio, para estos efectos, licitar la contratación de abogados externos que actúen como representantes de los intereses de los consumidores. El Director Nacional dictará normas respecto a la forma de contratación, las obligaciones que éstos deberán cumplir y las demás que sean necesarias para el adecuado cumplimiento de esta función.”.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo y Pilowsky, para reemplazar, en la letra b) del numeral 1 del artículo 51, la palabra “asamblea” por “directorio”.


- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para incorporar en el numeral 29) una nueva letra c) del siguiente tenor: 


c) Agrégase la siguiente nueva letra d) en el artículo 51:


“d) Las personas naturales o jurídicas autorizadas e incorporadas en el Registro que señala el artículo 59 quinquies.”.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 29.


El diputado señor Chahin explicó su indicación señalando que para que las asociaciones de consumidores puedan interponer una demanda colectiva, deben cumplirse varios requisitos, entre ellos estar constituidos con más de seis meses de antigüedad, ser expresamente autorizado por la asamblea de socios, lo que ocurre excepcionalmente en cada año. Este último requisito hace especialmente difícil y engorroso el procedimiento para adoptar este acuerdo, por ello propone que debe ser adoptado por el directorio como órgano de dirección de la asociación de consumidores.


El Director Nacional de Sernac recordó que uno de los objetivos del proyecto es no sólo proveer de facultades e institucionalidad al Sernac, sino también fortalecer a las asociaciones de consumidores, sentido al que apunta la indicación.


Puesta en votación la indicación del diputado Felipe Kast, para incorporar una nueva letra b), se rechazó por unanimidad. Votan en contra los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Núñez y Poblete.


La indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe fue declarada inadmisible por ser materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Puesta en votación la indicación de los diputados Chahin, Espejo, Pilowsky y Poblete se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Núñez y Poblete.


La indicación del diputado Kast para incorporar un nuevo literal c) en el numeral 29, se rechazó por 6 votos en contra. Votaron en contra los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Núñez y Poblete.


La indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 29, se rechazó por unanimidad. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


Puesto en votación el numeral 29) propuesto por el Ejecutivo, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo, Pilowsky y Poblete para incorporar un numeral 30), con el objeto de reemplazar la letra b) del artículo 52, por la siguiente:


“b) La demanda deberá cumplir con los requisitos de toda demanda establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que solo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.


El Director Nacional del Sernac propuso mejorar la redacción de la indicación en los siguientes términos:


“b) que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que solo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.


Puesta en votación la indicación precedente, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


Por el numeral 30), se modifica el artículo 53 B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa de los demás:


“Estas ofertas deberán entregar a lo menos, antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva, el monto global del daño causado a los consumidores y las bases objetivas utilizadas para su determinación, la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán efectivas las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones. Asimismo deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones equivalentes a dicho monto global.”.


b) Agrégase en el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser punto (.) seguido, lo siguiente: “La aprobación se entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar el nuevo inciso tercero que propone la letra a), por el siguiente: 


“Estas ofertas deberán entregar antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva y la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores a quienes va dirigida.”.


- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para modificar el numeral 30), letra b), en el sentido de incorporar, en el inciso tercero del artículo 53 B, el siguiente párrafo final: “Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa.”.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernandez, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma, para agregar antes del punto aparte que sigue a multa la siguiente frase: “hasta en un cincuenta por ciento”. 


El señor director del Sernac señaló que el objetivo de esta norma es despejar las dudas que podrían caber en las ofertas cuando se pretende un acuerdo en caso de una demanda colectiva. Se busca uniformidad en la expresión del daño causado y de cómo se llega a la especificación de ese daño causado, con lo que espera sean ofertas serias, de manera que esta oferta que es pública sea analizada por todos los interesados y se pueda comprender cómo se establecen las indemnizaciones, homogenizando grupos de consumidores según características similares que permitan indemnizaciones también similares. Sin perjuicio de las soluciones que se ofrecen en estos avenimientos, se busca dejarla multa a criterio del tribunal.


El diputado señor Núñez manifestó que lo importante es que se indemnicen los daños y que la posibilidad de poder aminorar la multa es un buen aliciente para que se cumpla lo primero. Aclaró que es necesario limitar la reducción de la multa y señaló que una cifra adecuada puede ser la de 30%.


El diputado señor Tuma consultó qué ocurre en los casos en que no es posible determinar el monto del daño ni a quién afecta el daño.


El diputado señor Espejo coincidió con el diputado señor Núñez, a la vez que consultó al Ejecutivo si esta materia no debiera regularse en el artículo 24 junto con las condiciones que permiten determinar la cuantía de las multas.


El diputado señor Chahin señaló su parecer en el sentido que debe facilitarse la conciliación de los procedimientos y que el señalarle un alto número de requisitos inhibe a que el demandado pueda presentar una oferta para llegar a una conciliación, y en ese sentido manifestó su preferencia por lo que plantea la indicación de los diputados Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe. Coincidió que este procedimiento es el de las demandas colectivas y que las demandas individuales tienen suficiente incentivo para llegar a acuerdo.


El Director Nacional de Sernac argumentó que en los procedimientos colectivos cuando se llega a la determinación del daño y ante la posibilidad de poder evaluar estas ofertas existen pocos lineamientos para que el tribunal los pueda apreciar y que las partes puedan llegar de manera transparente a conocer la forma de determinación de la cifra.


El diputado señor Poblete consideró más completa la propuesta normativa que hace el Ejecutivo en el proyecto de ley. Al especificar las exigencias de un acuerdo, se facilitan las condiciones de un acuerdo para una pronta reparación. Igualmente es partidario de indemnizar primero al consumidor.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, se rechazó por mayoría de votos. 2 votos por la afirmativa y 5 en contra. Por la afirmativa votaron los diputados señores Chahin y Tuma. Por la negativa los diputados señores Espejo, Farcas, señora Fernández, Núñez y Poblete.


Puesto en votación el numeral 30), se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Núñez, Poblete y Tuma.


Puestas en votaciónlas indicaciones de los diputados señor Felipe Kast y señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma, se aprobaron por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Núñez, Poblete y Tuma.


Por el numeral 31), se agrega en la letra c) del artículo 53 C, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser punto (.) seguido, la siguiente frase: “En aquellos casos de reincidencia conforme al inciso tercero del artículo 24, y cuando el tribunal en su sentencia declare que la infracción ha producido un riesgo elevado para los consumidores, podrá aumentar en un 25% la indemnización determinada en la sentencia.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 31).


- Indicación del Ejecutivo, para reemplazar el numeral 31) por el siguiente:


“31) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el literal c), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “En aquellos casos de reincidencia conforme al inciso tercero del artículo 24, y cuando el tribunal en su sentencia declare que la infracción ha producido un riesgo elevado para los consumidores, podrá aumentar en un 25% la indemnización determinada en la sentencia.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el Nº 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.”.


El Director Nacional del Sernac explicó que se pretende establecer un incentivo contra las infracciones que crean riesgo para los consumidores, elevándose en 25% las indemnizaciones, recogiéndose de manera acotada la idea del daño punitivo. En lo demás, se pretende acelerar la vista de los recursos sobre esta materia.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma.


Reglamentariamente se rechazó la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe.


Por el numeral 32), se agrega a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:


“Párrafo 4°


El procedimiento de Mediación Colectiva”.


Puesto en votación el numeral 32 se aprobó sin discusión por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma.


- Indicación del diputado Joaquín Tuma para sustituir a continuación el artículo 54 G y hasta el artículo 54 S inclusive del proyecto de ley, el epígrafe: “El procedimiento de Mediación Colectiva”, por el “De la Mediación”.

De la Mediación


Artículo 56 H. Para los efectos de esta ley, se entiende por mediación el sistema de resolución de conflictos, de carácter no jurisdiccional, en el que un tercero imparcial, sin poder decisorio, llamado mediador, ayuda a componer las relaciones entre uno o más proveedores y uno o más consumidores, a buscar por sí mismas una solución al conflicto y sus efectos, mediante acuerdos suscritos por ellas. 


Artículo 56 I. Todo conflicto entre proveedores y consumidores se someterá, previo a toda acción de carácter jurisdiccional, al proceso de mediación establecido en esta ley, el cual se llevará ante la Corporación de Asistencia Judicial. 


Los principios básicos del proceso de mediación son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad, la gratuidad, y la integridad del proceso.


Será competente aquella oficina de la Corporación de Asistencia Judicial que corresponda a la comuna en que se hubiera celebrado el contrato respectivo, se hubiere cometido la infracción o dado inicio a su ejecución, a elección del consumidor. 


La mediación se iniciará, de oficio o a petición de los interesados, por resolución del Servicio, la que será notificada al proveedor o proveedores involucrados y al Abogado Jefe de la Corporación de Asistencia Judicial respectiva. Dicha resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afección del interés de él, o los consumidores, y las normas potencialmente infringidas. 


Articulo 56 J. En los acuerdos sobre conflictos pendientes que se logren en el proceso de mediación, tendrán la calidad de ministros de fe, además de aquellos señalados en otras disposiciones legales, los Abogados Jefes o Coordinadores de los Consultorios de la respectiva Corporación de Asistencia Judicial, para el solo efecto de autorizar las firmas que se estamparen en su presencia. 


Nada de lo dicho por cualquiera de las partes durante el desarrollo de la mediación podrá invocarse en el subsiguiente procedimiento judicial, en caso de haberlo.


Los involucrados podrán también solicitar la designación de un nuevo mediador, cuando justifiquen que la imparcialidad del inicialmente designado, se encuentra comprometida.


Artículo 56 K.- El mediador será designado por el Abogado Jefe de la Corporación respectiva, mediante un procedimiento objetivo y general, que garantice una distribución equitativa entre las personas destinadas para tales efectos. 


La designación efectuada por el tribunal no será susceptible de recurso alguno. 


La designación del mediador por el Abogado Jefe, deberá revocarse, y procederse a una nueva designación, si el mediador fuere curador o pariente, por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y hasta el cuarto grado en la línea colateral, de cualquiera de las partes, o hubiere prestado servicios profesionales a cualquiera de ellas con anterioridad, a menos que los hubiese prestado a ambas en calidad de mediador.


Una vez realizadas las actuaciones a que se refieren los artículos precedentes, se comunicará al mediador su designación por escrito. Dicha comunicación incluirá, la individualización de las partes y las materias sobre las que versa el conflicto, los antecedentes que fundamentan la posible afección del interés de él, o los consumidores, y las normas potencialmente infringidas.


Artículo 56 L.- Durante el procedimiento, el Servicio, como el mediador designado por la Corporación de Asistencia Judicial, podrán solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de la mediación, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores.


Artículo 56 M. Durante el plazo que dure la mediación se suspenderá el término de prescripción de las denuncias y acciones de la presente ley, así como de las acciones criminales a que hubiere lugar.


Artículo 56 N. El mediador designado fijará una sesión inicial de mediación. A ésta citará, conjunta o separadamente, a los adultos involucrados en el conflicto, quienes deberán concurrir personalmente.


La primera sesión comenzará con la información a los participantes acerca de la naturaleza y objetivos de la mediación, los principios que la informan y el valor jurídico de los acuerdos a que puedan llegar.


Si el requerido, citado por una sola vez, no acude a la primera sesión de mediación y no justifica su ausencia, el requirente quedará habilitado para iniciar el procedimiento judicial.


Artículo 56 Ñ. El proceso de mediación no podrá durar más de noventa días, contados desde que se comunica al mediador su designación por parte del Abogado Jefe de la Corporación de Asistencia Judicial.


Con todo, los participantes, de común acuerdo, podrán solicitar la ampliación de este plazo hasta por sesenta días más.


Durante ese plazo, podrán celebrarse todas las sesiones que el mediador y las partes estimen necesarias, en las fechas que de común acuerdo se determinen. También podrá citarse a los participantes por separado.


Artículo 56 O.- Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasada la mediación, circunstancia que será certificada por el Abogado Jefe de la Corporación de Asistencia Judicial. 


Artículo 56 P.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias de mediación que se fijen podrá realizarse por un apoderado facultado expresamente para llegar a acuerdos o para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el mediador citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, la mediación se entenderá fallida y el Abogado Jefe certificará dicha circunstancia la cual deberá obrar en los antecedentes del proceso de mediación.


Artículo 56 Q.- A solicitud del proveedor, el Servicio podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al procedimiento de mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales siempre que su revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular. Dicha reserva deberá notificarse de inmediato al Abogado Jefe de la Corporación de Asistencia Judicial respectiva, por carta certificada.


En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto el mediador como las partes involucradas deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento de mediación. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren en el procedimiento a través de la emisión de informes.


La violación de dicha reserva será sancionada con la pena prevista en el artículo 247 del Código Penal.


Fuera del caso indicado en el inciso primero, los documentos e instrumentos, públicos o privados, que sean acompañados al proceso de mediación, no serán reservados, y su uso y valor probatorio en juicio posterior se regirá por las reglas generales. Las partes podrán requerir la devolución de los documentos e instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación. 


Artículo 56 R.- La notificación de las resoluciones que este Párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Asimismo, también podrá efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio o ante la Corporación de Asistencia Judicial respectiva, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


Artículo 56 S. En caso de llegar a acuerdo sobre todos o algunos de los puntos sometidos a mediación, se dejará constancia de ello en un acta de mediación, la que, luego de ser leída por los participantes, será firmada por ellos, por el mediador, y por el Abogado Jefe de la respectiva Corporación de Asistencia Judicial quedando una copia en poder de cada una de los firmantes.


Si la mediación se frustrare, también se levantará un acta en la que se dejará constancia del término de la mediación, con la firmas del mediador, y del Abogado Jefe de la respectiva Corporación de Asistencia Judicial. En lo posible, dicha acta será firmada por los participantes, entregándose copia de la misma a aquella parte que la solicite 


Se entenderá que la mediación se frustra si alguno de los participantes, citado por dos veces, no concurriere a la sesión inicial, ni justificare causa; si, habiendo concurrido a las sesiones, manifiesta su voluntad de no perseverar en la mediación, y, en general, en cualquier momento en que el mediador adquiera la convicción de que no se alcanzará acuerdos.


El diputado señor Tuma explicó que su indicación busca establecer un mecanismo distinto al que establece el Ejecutivo, que busca una conciliación obligatoria, mientras que su propuesta busca establecer una mediación obligatoria. La mediación se busca ante un tercero que busca acercar a las partes proponiendo alternativas de solución, mientras que la conciliación significa la acción de un juez que busca poner fin a un conflicto mediante el acuerdo de las partes.


Hizo presente que en Chile existen procedimientos de mediación previos a la instancia judicial, lo que permite descomprimir el trabajo de los tribunales.


El Presidente de la Comisión, diputado señor Chahin, declaró la indicación inadmisible, pues irroga gastos, por lo que es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. A ello se debe agregar que es incompatible con lo que se ha aprobado en materia de conciliación.


Por el numeral 33), se agregan los siguientes artículos 54 H a 54 S:


“Artículo 54 H.- En aquellos casos en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores, antes del ejercicio de las acciones respectivas, podrá iniciarse una mediación colectiva, conforme a las reglas señaladas en este Párrafo.


La mediación colectiva es un procedimiento administrativo especial cuyo fin es cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, mediante la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en el caso de conductas que los afecten. Los principios básicos del procedimiento son la indemnidad del consumidor, la economía procesal, la publicidad y la integridad del proceso. En lo no dispuesto por este párrafo, se estará a las normas contempladas en la ley N° 19.880. 


La mediación colectiva se iniciará, de oficio o a petición de los interesados, por resolución del Servicio, la que será notificada al proveedor o proveedores involucrados. Dicha resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afección del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas. 


El Servicio podrá iniciar el procedimiento hasta el día anterior en que se haya dictado la resolución que tiene por admitida a tramitación la demanda, conforme al procedimiento del Párrafo 3° de este Título.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para reemplazar el encabezado del numeral 33) por el siguiente:


“33) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 R:”.


- Del Ejecutivo, para eliminar, en el inciso primero del artículo 54 H, la frase “antes del ejercicio de las acciones respectivas,”.


- Del Ejecutivo, para intercalar en el inciso segundo del artículo 54 H, entre las expresiones “administrativo especial” y “cuyo fin”, la frase “a cargo de una unidad independiente y especializada dentro del Servicio”, entre comas (,).


- Del Ejecutivo, para sustituir el inciso final del artículo 54 H por el siguiente:


“El Servicio Nacional del Consumidor no podrá iniciar un procedimiento de mediación colectiva una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos, y mientras éstas se encuentren pendientes.”.


El asesor del Ministerio de Economía, señor Jorge Grunberg, señaló que para iniciar el procedimiento de mediación se citará a los proveedores sin perjuicio que en la página web del Servicio se llevará un registro público que permitirá mantener informados a los consumidores y a las asociaciones de las mediaciones que se están desarrollando. Por ello las asociaciones de consumidores pueden solicitar hacerse parte en cualquier estado del mismo, porque la idea es permitir que el acuerdo alcance el mayor número de consumidores posibles cuando se trata de demandas colectivas.


El Director Nacional del Sernac explicó que el diseño de la institucionalidad del Servicio apunta a la existencia de unidades distintas a cargo de subdirecciones también distintas, es decir, que no compartan procedimientos entre las distintas subdirecciones, sin perjuicio de lo cual todo queda bajo la dependencia del jefe superior del Servicio. Precisó aún más que de lo que se trata es de la independencia de unidades distintas, pero no respecto del jefe superior del Servicio.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo para reemplazar el encabezado del numeral 33, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas y Poblete.


Puesto en votación el artículo 54 H, con las indicaciones del Ejecutivo, se aprobaron por unanimidad. Votaron afirmativamente los diputados Chahin, Farcas, Poblete y señora Fernández.


En el artículo 54 I, se establece queen la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio podrá determinar la participación de Asociaciones de Consumidores, cuando el procedimiento se haya iniciado por denuncia de éstas. Sin perjuicio de lo anterior, las Asociaciones de Consumidores podrán solicitar ser partes del procedimiento en cualquier estado, hasta la publicación de la solución ofrecida por el proveedor. 


Durante el plazo que dure la mediación se suspenderá el término de prescripción de las denuncias y acciones de la presente ley, así como de las acciones criminales a que hubiere lugar


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para reemplazar, en el inciso primero del artículo 54 I, la frase “podrá determinar la participación de Asociaciones de Consumidores, cuando el procedimiento se haya iniciado por denuncia de éstas” por la siguiente: “deberá ordenar la participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el procedimiento por denuncia, salvo manifestación en contrario de éstas”.


- Del diputado señor Núñez, don Daniel, para modificar el numeral 33) en el sentido de reemplazar, en el inciso primero del artículo 54 I, la oración “el Servicio podrá determinar la participación de Asociaciones de Consumidores, cuando el procedimiento se haya iniciado por denuncia de éstas” por la frase “se individualizará como parte o partes a la o las Asociaciones de Consumidores que lo hayan iniciado por denuncia”.


- De la diputada señora Fernández, para reemplazar, en el inciso primero del nuevo artículo 54 I, la palabra “ofrecida” por “brindada” y para sustituir, en el inciso segundo, la frase “de la presente ley” por “que se establecen en la presente ley”.


El señor Director Nacional del Sernac recordó que esta fue una norma que generó controversia con las asociaciones de consumidores, por cuanto permite al Servicio iniciar una mediación colectiva cuando exista un procedimiento de demanda colectiva, cualquiera sea el estado en que este se encuentre. Este inciso final establece que no se pueden iniciar procedimientos de mediación colectiva una vez que estas acciones se hayan ejercido, respecto de unos mismos hechos y mientras se encuentren pendientes, es decir, apunta al ejercicio mismo de la acción y no la admisibilidad como podrá haberse interpretado.


Agregó que la indicación recoge el diálogo con las asociaciones de consumidores y por ello se recoge el deber de escuchar a las asociaciones de consumidores que hubieren dado inicio al procedimiento.


La Comisión acordó modificar la indicación de la diputada señora Fernández con el objeto de mejorar su redacción, en los siguientes términos: reemplazar la expresión “brindada” por “ofrecida”, manteniéndose el resto de la indicación en los mismos términos.


Puesto en votación el artículo 54 I con las indicaciones del Ejecutivo y de la diputada señora Fernández, se aprueba por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas y Poblete.


Reglamentariamente se rechazó la indicación del diputado señor Daniel Núñez.


En el artículo 54 J, se señala que el plazo máximo de duración del procedimiento de mediación colectiva será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por otros tres meses, por resolución fundada.


Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasada la mediación, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término del procedimiento.


Se presentó la siguiente indicación:


- Indicación de la diputada señora Fernandez para intercalar en el inciso primero del nuevo artículo 54 J, entre las palabras “prorrogado” y “por otros tres meses”, la palabra “hasta” y para agregar después del punto aparte, que pasa a ser coma, la frase “y aceptada únicamente por todos los intervinientes.”.


El Director Nacional del Sernac explicó que esta norma, como las demás del párrafo, viene a formalizar un procedimiento que actualmente es desformalizado ante el Servicio, de manera que este tendrá un procedimiento claro, transparente que puede ser comunicado a proveedores y consumidores y en ello el establecer plazos parece esencial para cumplir con el objetivo de la mediación colectiva con una respuesta rápida y eficiente que permita evitar una acción judicial. Por ello los tres meses a que se refiere la norma, son prorrogables por otros tres meses, protegiendo el derecho a la presentación de pruebas y defensa.


La diputada señora Fernández precisó los términos de su indicación señalando que es necesario determinar el tiempo por el cual se puede hacer la prorroga y se requiere la decisión de los intervinientes, porque no puede ser una decisión unilateral del Servicio.


El diputado señor Chahin expresó su inquietud en el sentido que se debe señalar en la norma expresamente que la prórroga puede hacerse por una sola vez, porque podrá prorrogarse varias veces hasta cumplir el total de tres meses. En el mismo sentido señala que el tiempo de tres meses le parece excesivamente largo.


El Director Nacional del Sernac señaló que las mediaciones en promedio pueden durar seis meses, sin perjuicio de lo cual aclara que ello no es una regla general, porque existen mediaciones colectivas que pueden durar una semana. El plazo de tres meses le parece adecuado, porque en las negociaciones pueden surgir asuntos de gran complejidad que requieran un mayor tiempo de estudio o incluso se haga necesario solicitar algún informe técnico.


 La Comisión acordó presentar una indicación para reemplazar la expresión “otros” por la siguiente “una sola vez hasta por”.


Puesto en votación el artículo 54 J con las indicaciones propuestas, se aprueba por mayoría de votos. 5 votos a favor y 3 en contra. Votaron a favor los diputados Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández y Poblete. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, Edwards y Felipe Kast.


En el artículo 54 K, se dispone que durante el procedimiento, el Ser-vicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de la mediación, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores.


Luego de notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cinco días para indicar por escrito al Servicio si acepta participar de la mediación colectiva. Este plazo podrá prorrogarse, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o extendido, el proveedor no expresa su voluntad, la mediación se entenderá fallida, y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término. 


Se presentó la siguiente indicación:


- De la diputada señora Fernández, para agregar en el inciso segundo del nuevo artículo 54 K, después de la coma que sigue a la frase “por una sola vez”, la expresión “por otros cinco días,” y para reemplazar la palabra “extendido” por “otorgado”.


La diputada señora Fernández coincidió con los miembros de la Comisión, y se acordó por ésta, en la indicación que propone, reemplazar “extendido” por “prorrogado”.


En votación el artículo 54 K propuesto, con la indicación parlamentaria, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


En el artículo 54 L, se dispone que en la resolución que dé inicio a la mediación, el Servicio informará al proveedor y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas y de los efectos jurídicos que ésta produce.


Las partes, en cualquier momento de la mediación, podrán expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento, lo que será certificado por el Servicio en resolución de término respectiva.


El Director Nacional del Sernac señaló que el procedimiento de conciliación debe ser público y comunicado abiertamente a los involucrados. Si hubiere denuncias individuales, ellos también deben ser avisados del inicio de una mediación colectiva, lo que está implícito en el espíritu de la comunicación pública de la mediación.


El diputado señor Chahin señaló que ello no es un deber de comunicación general que se establezca hacia todos los consumidores, sino que se presenta como una obligación específica hacia los consumidores involucrados.


Puesto en votación el artículo 54 L, se aprobó por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


En el artículo 54 M, se señala que una vez iniciado un procedimiento de mediación colectiva, esta circunstancia será informada en el sitio web del Servicio, dentro de quinto día contado desde la comunicación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento. A través de dicho medio se informará también el estado de la mediación y la solución ofrecida por el proveedor.


Durante el procedimiento de mediación colectiva, los consumidores potencialmente afectados y las Asociaciones de Consumidores mencionadas en el artículo anterior, podrán presentar las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro de los cinco días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo.


Tanto las observaciones como las sugerencias de ajustes deberán presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 19.880.


Puesto en votación el artículo 54 M se aprobó por unanimidad. Votaron los diputados señores Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast y Poblete. 


En el artículo 54 N, se dispone que la comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, la mediación se entenderá fallida y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


El Director Nacional del Sernac recordó que el propósito es pronunciarse sobre eventuales compensaciones. Para ello se requieren representantes que tengan poderes suficientes para sostener los acuerdos, de contrario el propósito de la mediación colectiva no se cumple.


Puesto en votación el artículo 54 Nse aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast y Poblete. 


En el artículo 54 Ñ, se establece que a solicitud del proveedor, el Servicio podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al procedimiento de mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales siempre que su revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular.


En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto los funcionarios encargados de la tramitación del procedimiento como las partes involucradas deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento de mediación. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren en el procedimiento a través de la emisión de informes.


La violación de dicha reserva será sancionada con la pena prevista en el artículo 247 del Código Penal.


Fuera del caso indicado en el inciso primero, los documentos e instrumentos, públicos o privados, que sean acompañados al procedimiento, no serán reservados, y su uso y valor probatorio en juicio posterior se regirá por las reglas generales. Las partes podrán requerir la devolución de los documentos e instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación. 


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación del diputado señor Kast, don Felipe, para sustituir, en el numeral 33), el inciso tercero del nuevo artículo 54 Ñ por los siguientes: 


“El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva del inciso precedente, descubriendo en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento de mediación y que se haya decretado reserva respecto de terceros ajenos a la mediación, será sancionado con las penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


Si la infracción la cometiere cualesquiera de las partes involucradas, o terceros intervinientes en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de prisión en sus grados medio a máximo o multa de uno a cinco sueldo vitales.”.


El diputado señor Felipe Kast explicó su indicación señalando que se busca especificar el contenido de la infracción de custodiar la información relevante para los consumidores.


El asesor del Ministerio de Economía, señor Jorge Grunberg, explicó que esta norma busca el resguardo de la información que los proveedores puedan aportar durante la mediación o con motivos de los informes que se emitan por expertos, y que el publicar esa información puede afectar el desempeño de la empresa en el mercado. Por ello se impone el deber de reserva de los funcionarios que intervienen en este procedimiento, con las sanciones previstas en el artículo 247 del Código Penal.


Puesta en votación la indicación del diputado Felipe Kast y el artículo 54 Ñ propuesto, se aprobaron por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast y Poblete.


En el artículo 54 O, contempla que la notificación de las resoluciones que este Párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Asimismo, también podrá efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Indicación de la diputada señora Fernández, para reemplazar el artículo 54 O por el siguiente:


“Artículo 54 O.- La notificación de las resoluciones que este Párrafo establece se efectuará por correo electrónico, el que deberá señalarse por cada compareciente al inicio del procedimiento, entendiéndose practicada al día hábil siguiente de su despacho. Sólo se efectuará mediante carta certificada cuando sea imposible realizar la notificación por correo electrónico.Asimismo, la notificación por carta certificada se entenderá por practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.”.


La diputada señora Fernández manifestó que la idea de incluir el correo electrónico es equiparar el procedimiento con lo que ocurre en otros procedimientos como el penal o los de familia.


El diputado Chahin opinó que es mejor el régimen general de carta certificada reservando el correo electrónico como una forma excepcional.


El Director Nacional del Sernac señaló que la propuesta hecha en la indicación está incluida en el artículo propuesto.


Puesta en votación la indicación de la diputada señora Fernández, se rechazó por mayoría de votos. Votó a favor la diputada señora Fernández. Votaron en contra los diputados Chahin, Edwards, Espejo y Poblete. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, Jarpa y Felipe Kast.


Puesto en votación el artículo 54 O se aprueba por unanimidad. Votaron a favor los diputados Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


En el artículo 54 P, se señala que en caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar a lo menos: 1) la descripción de los hechos que afectaron el interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas infringidas; 2) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados; 3) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo, y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados; 4) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor; 5) la forma por la que el proveedor pondrá en conocimiento de los consumidores individualmente los términos del acuerdo, indicando cómo, en caso de rechazar el acuerdo ofrecido, pueden iniciar las acciones judiciales correspondientes. La copia autorizada por el Director Regional respectivo de la resolución en la que conste el acuerdo, surtirá los efectos de una transacción extrajudicial solo respecto de las partes que lo hayan suscrito y tendrá mérito ejecutivo. 


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para sustituir el artículo 54 P por el siguiente:


“Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar a lo menos: 1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados; 2) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados; y 3) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción antecedente de la mediación.


La copia autorizada por el Director Nacional de la resolución en la que conste el acuerdo, surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquellos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad al acuerdo en la mediación, o que hayan acordado en forma particular con el proveedor, y tendrá mérito ejecutivo transcurridos 30 días desde la publicación de un extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio. Durante dicho término, los consumidores afectados que no estén de acuerdo con la solución alcanzada, para efectos de no quedar sujetos a ésta, deberán hacer presente su disconformidad al Servicio, reservándose sus acciones individuales que emanen de la posible infracción. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de quinto día desde la fecha de la resolución en la que conste el acuerdo.


El incumplimiento de los términos contenidos en el acuerdo constituye una infracción a la presente ley.”.


- Indicación de la diputada señora Fernández, para intercalar, en el nuevo artículo 54 P, entre las frases “acciones judiciales correspondientes” y “la copia autorizada del Director Regional”, la expresión “6) término o finalización de cualquier acto u omisión que importe una afectación a la salud o a la seguridad de los consumidores”, precedida de un punto y coma (;).


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar en el artículo 54 P su numeral 1) y reemplazar la expresión “consumidores afectados” por “consumidores participantes”.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para reemplazar, en el artículo 54 P, todo lo que sigue a la frase “Para ser declarada suficiente por el Servicio” hasta el punto seguido que sigue a las palabras “acciones judiciales correspondientes” por otra que diga: “La resolución que contenga el acuerdo deberá detallar la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del mismo.”.


-Indicación de los diputados señor Chahin y señora Fernández para incorporar un nuevo numeral 2) en el artículo 54 P, pasando el actual número 2) a ser número 3), que reemplaza la anterior de la diputada Fernández.


“2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores.”.


El Director Nacional del Sernac señaló que el artículo menciona las exigencias que debe contener el acuerdo de mediación colectiva, concentrándose en el cálculo de las devoluciones, el procedimiento o forma a través del cual se hace efectivo y la forma como se cautela su cumplimiento. Con ello se incentiva una solución rápida para los consumidores afectados en caso de un interés colectivo o difuso. Se habla de la forma en que se dará efectividad al acuerdo, lo que se hace mediante una resolución que equivale a una transacción extrajudicial, reservando la posibilidad que los consumidores que no se conforman con la solución puedan hacer valer sus derechos. Agregó que el incumplimiento de este acuerdo es una infracción particular a los términos de la ley. 


Puestas en votación las indicaciones de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe se rechazaron por mayoría de votos. 3 a favor, 5 en contra y 1 abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Edwards y Felipe Kast. Por la negativa se pronunciaron los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa y Núñez. Se abstuvo el diputado Tuma.


Puesta en votación la indicación de los diputados señor Chahin y señora Fernández, para incorporar un nuevo numeral 2), se aprobó por mayoría de votos. 6 a favor, 2 en contra y 1 abstención. Votaron a favor los diputados Chahin, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma. En contra votaron los diputados señores Bellolio y Edwards. Se abstuvo el diputado señor Felipe Kast.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo se aprobó por mayoría de votos. 6 votos a favor y 3 abstenciones. Votaron a favor los diputadosChahin, Espejo, señora Fernandez, Jarpa, Poblete y Tuma. Se abstuvieron los diputados Bellolio, Edwards y Kast.


En el artículo 54 Q, se señala que sin perjuicio de la mediación regulada en este párrafo, durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B.


Puesto en votación el artículo precedente, sin discusión, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


En el artículo 54 R, se dispone que un Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la sustanciación de cada una de las etapas del procedimiento de mediación colectiva, la forma de resolver las incidencias que se planteen por las partes y, en general, todas las demás materias que resulten necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este Párrafo.


Puesto en votación el artículo precedente, sin discusión, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


Por el numeral 34), se reemplaza en el inciso primero del artículo 55 D, la frase “mil unidades tributarias mensuales” por la frase “2.000 unidades tributarias mensuales”.


Puesto en votación este numeral y sin discusión, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


En el numeral 35), se reemplaza en el inciso final del artículo 56, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciar al proveedor ante el juez de letras competente, para que, si procediere, se le sancione con una multa de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio del derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento de las obligaciones referidas” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para sustituir el numeral 35) por el siguiente:


“35) Reemplázase en el inciso final del artículo 56, la frase ‘el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciar al proveedor ante el juez de policía local competente, para que, si procediere, se le sancione con una multa de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales’ por la frase ‘el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales’.”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para reemplazar en el inciso final del artículo 56 a que se refiere el numeral 35), el guarismo “150” por “500”.


El Director Nacional del Sernac hizo presente un error de referencia. El texto propuesto dice “juez de letra competente” cuando lo correcto es que diga “juez de policía local competente”. Con esta precisión la Comisión acuerda someter el texto a votación.


La diputada señora Fernández retiró su indicación.


El diputado señor Felipe Kast retiró su indicación.


Puesto en votación el numeral 35), se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


En el numeral 36), se reemplaza en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no hubiere ejercido las acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.


Puesto en votación el numeral 36) se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


Por el numeral 37), se modifica el artículo 56 C en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero, por el siguiente: 


“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o de un juez competente por el consumidor.”.


b) Derógase el inciso cuarto.


Se presentó la siguiente indicación:


- Indicación de la diputada señora Fernández, para modificar la letra a) del numeral 37), en el sentido agregar, en el número 2 del inciso tercero del artículo 56 C, después de la palabra “consumidor”, la frase “o por alguna Asociación de Consumidores”. 


Puesta en votación la indicación de la diputada señora Fernández, se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


Puesto en votación el numeral 37), se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Jarpa, Felipe Kast, Poblete y Tuma.


Por el numeral 38), se reemplaza en el artículo 56 H, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciarlo ante el juez competente para que se le sancione con una multa de hasta setecientas cincuenta unidades tributarias mensuales” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá sancionarlo con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales.”.


Puesto en votación el numeral 38), se aprobó por unanimidad. Votaron a favor los diputados Bellolio, Edwards, señora Fernández, Jarpa, Poblete y Tuma.


En el numeral 39), se incorpora el siguiente inciso segundo al artículo 57:


“El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y estará sometido al decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.”.


Se presentó la siguiente indicación:


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para eliminar el numeral 39), pasando el actual numeral 40) a ser 39) y así sucesivamente.


El diputado señor Felipe Kast señaló que su indicación tiene un enfoque diferente al proyecto de ley y se basa en la naturaleza mediadora del Sernac y busca que cumpla este rol, no el de fiscalizador y sancionador.


El asesor del Ministerio de Economía, señor Jorge Grunberg, sostuvo que la institucionalidad del Sernac se refuerza en este proyecto y por ello es necesario que se aplique la normativa que refiere el numeral, como también la normativa de alta dirección pública y finalmente hace aplicable explícitamente el decreto ley N° 1.263 de 1.975, sobre administración financiera del Estado.


Puesta en votación la indicación del diputado señor Felipe Kast, se rechazó por mayoría de votos. 2 a favor y 4 en contra. Por la afirmativa votaron los diputados señores Bellolio y Felipe Kast. En contra los diputados señora Fernández y señores Jarpa, Poblete y Tuma.


Puesto en votación el numeral 39), se aprobó por mayoría. 4 votos a favor, 1 en contra y una abstención. Por la afirmativa votaron los diputados señora Fernández y señores Jarpa, Poblete y Tuma. En contra votó el diputado señor Felipe Kast y se abstuvo el diputado señor Bellolio.


Por el numeral 40), se introducen modificaciones en el inciso segundo del artículo 58 que establece las funciones del Sernac.


El asesor señor Grunberg hizo presente que las facultades que se le confieren en este artículo al Servicio son de suma importancia, porque ellas permitirán fiscalizar de manera preventiva el cumplimiento de los derechos de los consumidores. Se planteó además un cambio relevante, pues las atribuciones del Sernac en materia de fiscalización son prácticamente nulas, puede pedir cierto tipo de información, que no puede ser de carácter privado o confidencial ni de más de un año de antigüedad, limitaciones que son muy fuertes en materia de previsión de infracciones. Lo que hace el proyecto de ley es equiparar al Sernac con otras instituciones fiscalizadoras, permitiéndole solicitar la información pertinente sin importar su antigüedad y con los resguardos necesarios para velar por los derechos del proveedor fiscalizado. Incluso por la calidad de la información reservada o confidencial y que de ser revelada al mercado pudiera afectar la situación de los proveedores.


El diputado señor Chahin coincidió en la importancia de este artículo. Precisó que existen dos circunstancias, una de las cuales consiste en que de existir un riesgo inminente se puede recurrir inmediatamente el auxilio de la fuerza pública. En los demás casos debe hacerse con autorización competente, porque se restringe el uso de la fuerza pública a los casos de las letras a), b) c) y f) del artículo 20 y del artículo 23. Aclaró que existe la necesidad de preservar los bienes jurídicos y uno de orden superior es el de preservar la salud y seguridad de las personas y por ello es de lógica que se pueda recurrir a la fuerza pública.


El Director Nacional del Sernac, sostuvo que la actual desventaja es que el Servicio no tiene facultades fiscalizadoras y que cualquier limitación que se pretenda, debe tener claro cómo funcionan las superintendencias y considerar ciertas materias en las que debiera intervenir el tribunal para la protección de derechos fundamentales. Por ello planteó la posibilidad de poder revisar la propuesta original del proyecto, no solo desde el punto de vista de la seguridad sino también de los derechos fundamentales.


A propuesta del diputado señorFuad Chahin (Presidente) se discutió cada literal por separado de este numeral.


En la letra a), se reemplaza el literal a) del inciso segundo por elsiguiente:


“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores por parte de proveedores a cuyas actividades les sea aplicable esta ley.


Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional que corresponda.


Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encon-traren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar directamente del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.


La negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1000 unidades tributarias mensuales.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo para modificar el numeral 40) en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el literal a) el siguiente párrafo séptimo, nuevo:


“El Servicio efectuará sus actividades de fiscalización en conformidad a un plan que éste elaborará priorizando áreas que involucren un mayor nivel de riesgo para los derechos de los consumidores.”.


- Del diputado señor Farcas, para reemplazar, en el artículo 58, la letra a) de su inciso segundo por la siguiente:


“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores por parte de proveedores a cuyas actividades les sea aplicable esta ley.


Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional que corresponda.


Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del Juez competente, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.”.


- De la diputada señora Fernández, para eliminar, en la letra a) del inciso segundo del artículo 58, la frase “por parte de proveedores a cuyas actividades les sea aplicable esta ley”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para agregar, en el inciso segundo, letra a), del artículo 58, inmediatamente después de la expresión “negarse”, la palabra “injustificadamente”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar los párrafos cuarto y quinto del literal a), del inciso segundo del artículo 58.


-De los mismos señores diputados, para eliminar el párrafo quinto de la letra a) que se reemplaza en el artículo 58 (fuerza pública).


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para incorporar en el numeral 40), letra a), párrafo 5º del literal a), continuación del punto aparte (.), lo siguiente: “Con todo, para ingresar con el auxilio de la fuerza pública a los inmuebles a que se refiere el inciso anterior, deberá ésta ser previamente autorizada por el juez de letras competente, quien resolverá la solicitud del Servicioplazo dentro de cinco días, de plano y sin audiencia o conocimiento del proveedor sujeto de la fiscalización.”.


- Del Ejecutivo, para modificar el numeral 40) en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el párrafo quinto del literal a) por el siguiente texto: 


“Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, en aquellas materias establecidas en las letras a), b), c) y f) del artículo 20 y en el artículo 23, los funcionarios del Servicio podrán solicitar del Jefe de la Unidad de Carabineros más próxima o de la autoridad que corresponda, según el caso, informando al Juzgado de Policía Local competente, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador. La comunicación al Tribunal se efectuará por los medios más expeditos posibles.”.


El señor Muñoz explicó que la indicación del Ejecutivo es aclaratoria en cuanto al ejercicio de la facultad de fiscalización con el auxilio de la fuerza pública, en circunstancias más restrictivas, cuando se encuentre afectada la seguridad de los consumidores, especialmente los más vulnerables.


El diputado señor Tuma fue de opinión de precisar los casos ya que seguridad es un términomuy amplio.


El señor Muñoz precisó que se entiende seguridad en relación con la salud e integridad física de las personas.


Los diputados señoresEdwards y Kast consideraron demasiada amplia la facultad.


El señor Muñoz sostuvo que el país se encuentra al debe en este campo, ya que el problema, comparativamente con E.E.U.U., es la falta de institucionalidad apropiada y también la carencia de información representativa en cuanto a la tasa de accidentabilidad de tales productos.


El señor Kast profundizó señalando que quizás los estándares normativos los debiera dictar el Ministerio de Salud y que Sernac fiscalizara su cumplimiento.


El diputado señor Chahin formuló la siguiente indicación, para restringir la facultad que se viene otorgando.


 Para modificar el numeral 40) del artículo primero del proyecto en el siguiente sentido: En el párrafo quinto del literal a), reemplázase la frase “las letras a), b), c) y f) del artículo 20 y en el artículo 23” por la frase “las letras a) y c) del artículo 20, el inciso 1° del artículo 23, en lo referente al derecho del consumidor a la seguridad en el consumo de bienes o servicios y las demás normas que digan relación con dicho derecho, y el inciso 2° del artículo 23.”.


Para agregar un párrafo 6° nuevo en el literal a) del numeral 40), del siguiente tenor: “En las materias no contempladas en el inciso anterior el Juzgado de Policía Local competente podrá ordenar el auxilio de la fuerza pública a requerimiento del Servicio.”.


El diputado señor Tuma consideró que debe mantenerse la autorización judicial para el uso de la fuerza pública.


El señor Muñoz hizo referencia a un comparado con las facultades de otros Servicios en el ejercicio del uso de la fuerza pública que pone a disposición de la Comisión.


Puesta en votación la letra a) del numeral 40) con la indicación del Ejecutivo y la indicación del diputado Chahin fue rechazada por 4 votos a favor, 5 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández y Poblete. Votaron por la negativa los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast, Lavín y Tuma. Se abstuvo el diputado señor Farcas.


Puesta en votación la indicación del diputado señor Farcas fue aprobada por 6 votos a favor y cuatro votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Edwards, Farcas, Kast, Lavín, y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández y Poblete.


La indicación del Ejecutivo para agregar en el literal a) un párrafo séptimo fue declarada incompatible con la aprobación anterior.


Puesta en votación la indicación de la diputada señora Fernández fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma. 


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselbergue fue rechazada por 4 votos a favor, 4 votos en contra y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Lavín. Votaron por la negativa los diputados señores Chahin, Espejo, señora Fernández y Poblete. Se abstuvieron los diputados señores Farcas y Tuma.


La indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe para eliminar los párrafos cuarto y quinto del literal a) es estimada incompatible con el texto antes aprobado. Las indicaciones de los mismos señores diputados y del señor Kast son retiradas.


Por la letra b), se reemplaza el literal b) del inciso segundo, por el siguiente:


“b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios, consagrados en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley;”.


Puesta en votación la letra b) fue aprobada por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma. 


Por la letra c), se reemplaza el literal c) del inciso segundo, por el siguiente:


“c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores en el marcodel procedimiento sancionatorio, consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley;”. 


Puesta en votación la letra c) fue aprobada por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma. 


Por la letra d), se reemplaza el literal d) del inciso segundo, por el siguiente:


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo para sustituir la letra d), por la siguiente:


“d) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar. La atribución interpretativa será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.”.


El señor Muñoz destacó la norma propuesta por que otorgará certeza jurídica tanto a los consumidores como a los proveedores; son normas generales para obligar a que determinados criterios también influyan en las decisiones del regulador. También podrán ser objeto de reclamación.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 6 votos a favor y 4 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Poblete y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Lavín. 


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar la letra d) del numeral 40).


Esta indicación se estimó incompatible con el texto antes aprobado.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar, en el literal d) del numeral 40) del artículo primero, la frase “e interpretar administrativamente”.


Puesta en votación la indicación precedente fue rechazada por 4 votos a favor y 6 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Lavín. Votaron en contra los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas y señora Fernández, Poblete y Tuma.


Por la letra e), se reemplaza el literal e) del inciso 2°.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del Ejecutivo, para sustituir la letra e) por la siguiente:


e) Reemplázase el literal e) del inciso 2° por el siguiente: 


“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. La normativa que emane de este Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general. Esta atribución será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.


Al ejercer esta facultad, el Director Nacional deberá solicitar el pronunciamiento previo de un Consejo Técnico que evaluará la propuesta de normas e instrucciones. Dicho Consejo estará integrado por tres miembros, expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores, designados por el Presidente de la República a través del procedimiento de selección de Altos Directivos Públicos previsto en el Título VI de la ley N° 19.882. En caso que la unanimidad de los miembros del Consejo considere que la propuesta de normas e instrucciones resulta manifiestamente ilegal, se lo representará así por escrito al Director Nacional del Servicio.


Los integrantes del Consejo durarán tres años en sus cargos. Los consejeros percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario. Un Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo Técnico, los plazos que éste tendrá para emitir su pronunciamiento y de publicidad de sus actuaciones.


En la dictación de estas normas e instrucciones se podrá llevar a cabo un proceso de consulta pública con el fin de que los consumidores y proveedores opinen sobre su contenido y efectos, o formulen propuestas sobre los mismos. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas a que se refiere este literal, serán de carácter público y deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que disponga en su oficina virtual, disponible a través de la web institucional. Las precitadas respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas.


En el caso en que las normas e instrucciones de carácter general incidan en sectores regulados, deberá oficiarse por el Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de que ésta emita su opinión técnica.


Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de décimo día.”.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar la letra e) del numeral 40).


- Del diputado señor Poblete, para reemplazar las letras d) y e), del inciso segundo del artículo 58, por las siguientes:


“d) Requerir a cualquier proveedor contratos de adhesión en operación y eliminar las cláusulas abusivas que en ellos detecte;


e) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar; sin alterar las obligaciones de la naturaleza de los contratos suscritos;”.


- Del diputado señor Bellolio, para reemplazar la letra e) del inciso 2° por la siguiente:


“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. La normativa que emane de este Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general. Esta atribución será ejercida una vez que el Consejo para la Protección de los Derechos de los Consumidores de esta ley acuerde la dictación de la normativa respectiva.”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para incorporar en el literal e) a que se refiere el numeral 40), antes del punto y coma (;) un punto aparte (.) y, a continuación, los siguientes párrafos: 


“En los procedimientos administrativos de dictación o modificación de normas de carácter general que correspondan en uso de sus atribuciones, el Servicio Nacional de Consumidor deberá mantener a disposición permanente del público los antecedentes preparatorios necesarios que estime pertinentes para su formulación, en su sitio electrónico, en los términos previstos en el artículo 7° de la Ley N° 20.285. Los antecedentes deberán contener una estimación simple del impacto social y económico que la nueva regulación generará en el sector respectivo y podrán ser elaborados por el propio Servicio. 


Durante el término de 15 días hábiles, el Servicio podrá recibir observaciones y opiniones del público en general, las que en ningún caso serán vinculantes. Dentro del mismo periodo, el Servicio deberá informar a los demás organismos públicos con competencias sectoriales que estén potencialmente involucrados, los que deberán pronunciarse sobre los impactos de las normas generales que se pretenden dictar y las estrategias de coordinación que puedan implementarse. 


Con todo, el incumplimiento de las obligaciones referidas en los incisos precedentes no afectará en caso alguno la validez de los actos normativos, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas que fueren procedentes.”.


- Del diputado señor Tuma, para sustituir la letra e) del artículo 58 por la siguiente:


e) El Servicio deberá dictar las normas e instrucciones de carácter general que permitan la mayor claridad posible en las estipulaciones de los contratos de adhesión entre proveedores y consumidores, con el objeto de facilitar su correcta interpretación y fiscalizar su cumplimiento, sin perjuicio de la libertad de los contratantes para estipular prestaciones y beneficios en cada uno de ellos.


Asimismo, el Servicio deberá velar por que la aplicación práctica de los contratos de adhesión celebrados entre los proveedores y consumidores no afecten los beneficios a que tienen derecho los contratantes en razón de dichos contratos.


El señor Muñoz explicó que la consulta pública no sería vinculante, ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas.


Los diputados señores Kast y Bellolio discreparon del planteamiento del señor Director.


El diputado señor Lavín presentó una indicación para eliminar en el inciso quinto la frase “ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas”.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo para sustituir la letra e), salvo los párrafos segundo y tercero, fue aprobada por 6 votos a favor, 1 voto en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas y señora Fernández. Votó en contra el diputado señor Kast. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio y Lavín.


Puestos en votación los párrafos segundo y tercero de la indicación del Ejecutivo para sustituir la letra e), fue aprobada por 5 votos a favor, 3 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio,Espejo, Kast, Lavín y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Chahin, señora Fernández y Poblete. Se abstuvo el diputado señor Farcas.


Puesta en votación la indicación del diputado señor Lavín fue aprobada por 9 votos a favor y 1 voto en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, Kast, Lavín, Poblete y Tuma. Votó en contra la señora Fernández.


Laindicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselbergue se estimó incompatible con el texto antes aprobado.


La indicación del diputado señor Poblete fue declarada inadmisible por ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República al otorgar una nueva facultad al Servicio.


La indicación del diputado señor Bellolio se estimó incompatible con el texto antes aprobado.


Las indicaciones de los diputados señores Kast y Tuma fueron declaradas inadmisibles por ser de iniciativa del Presidente de la República.


Por la letra f), se reemplaza el literal f) del inciso segundo, por el siguiente:


“f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda persona que haya tenido participación o conocimiento respecto de algún hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio;”.


- Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, formularon indicación para reemplazar, en la letra f) la frase que dice “Citar a declarar a” por otra que diga “Tomar declaraciones a”,la cual fue reemplazada por la del diputado señor Bellolio que se consigna más adelante.


- Los diputados señores Chahin, Farcas, señora Fernández y Poblete formularon una indicación para incorporar un párrafo 2° nuevo en la letra f) del numeral 40 del siguiente tenor: “Si el citado debidamente apercibido no concurre, sin mediar justificación plausible, el Juzgado de Policía Local competente podrá ordenar su arresto hasta su concurrencia.”.


- Del diputado señor Bellolio para agregar a la letra f), después de “sancionatorio”, la expresión “, o tomar la declaración respectiva por medios que permitan asegurar su fidelidad.”.


Puesta en votación la letra f) fue aprobada por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín y Poblete.


Puesta en votación la indicación para incorporar un párrafo segundo en la letra f) fue aprobada por 5 votos a favor y 3 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, y Poblete. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Edwards y Lavín.


Puesta en votación la indicación del diputado señor Bellolio fue aprobada por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín y Poblete.


Por la letra g), se reemplaza el literal g) por el siguiente:


“g) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de la Fiscalía Nacional Económica y demás organismos relacionados con la protección de los derechos de los consumidores;”.


Puesta en votación la letra g) fue aprobada por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín y Poblete.


Por la letra h), se agrega el literal h) siguiente:


“h) Llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva consagrado en el Párrafo 4° del Título IV de esta ley;”.


Puesta en votación la letra h) fue aprobada por 8 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín y Poblete.


Por la letra i), se agregael literal i) siguiente:


“i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales;”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para reemplazar el literal i) por el siguiente:


“i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores.”.


- Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar, en la nueva letra i) del artículo 58, la frase que dice: “y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales.” y, en la misma letra, aquella que dispone: “y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales;”.


Puesta en votación la letra i) es aprobada por 5 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández y Poblete. En contra votaron los diputados señores Edwards y Kast. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio y Lavín.


La indicación del diputado señor Kast se estimó incompatible con el texto antes aprobado.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselbergue fue rechazada por 4 votos a favor y 5 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Lavín. Votaron en contra los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández y Poblete.


En la letra j), se agrega el literal j) siguiente:


“j) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor;”. 


Puesta en votación la letra j) fue aprobada por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín y Poblete.


Por la letra k), se agrega el literal k) siguiente:


“k) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.


Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública. 


En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra;”.


Puesta en votación la letra k) fue aprobada por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Poblete y Tuma.


Por la letra l), se agrega el literal l) siguiente:


“l) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia;”.


- El diputado señor Núñez formuló una indicación para agregar, en el literal l)el siguiente párrafo segundo, nuevo: “En el ejercicio de esta función, el Servicio llevará un Registro de Contratos de Adhesión.”.


La indicación precedente fue declarada inadmisible por ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Puesta en votación la letra l) fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


Por la letra m), se agrega el literal m) siguiente:


“m) Realizar y promover estudios en el área del consumo;”.


En la letra n), se agrega el literal n) siguiente:


“n) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis;”.


Puestas en votación las letras m) y n) fueron aprobadas por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


En la letra ñ), se agrega el literal ñ) siguiente:


“ñ) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2º del Título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigaciones a causa de esas denuncias y, en su caso, dar a conocer al proveedor respectivo el motivo de inconformidad a fin de que voluntariamente pueda concurrir y proponer las alternativas de solución que estime convenientes. Sobre la base de la respuesta del proveedor, el Servicio Nacional del Consumidor podrá promover un entendimiento voluntario entre las partes. El documento en que dicho acuerdo se haga constar producirá el efecto de una transacción extrajudicial y extinguirá, una vez cumplidas sus estipulaciones, la acción del reclamante para perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor;”. 


- Indicación del diputado señor Chahin para reemplazar el literal ñ) por el siguiente:


“ñ) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigación a causa de esas denuncias y, en su caso, ponerlas en conocimiento del proveedor a fin de que éste proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado en conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50G,”.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 13 votos a favor. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Espinosa, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma, Van Rysselbergue.


En la letra o), se agrega el literal o) siguiente:


“o) Requerir de los organismos del Estado los antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Dichos organismos deberán entregar al Servicio toda la información que éste les solicite y obre en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de estar dicha información protegida por el deber de reserva o secreto, se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno;”.


Puesta en votación la letra o) fue aprobada por 9 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


Por la letra p), se agrega el literal p) siguiente:


“p) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, procurando no alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado; y”.


Puesta en votación la letra p) fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


En la letra q), el Ejecutivo presentó una indicación para reemplazar la letra q) por la siguiente:


 q) Agrégase, el literal q) siguiente:


“q) Celebrar convenios con municipalidades para que éstas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.”.


Puesta en votación la letra q) fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


- El Ejecutivo formuló una indicación para intercalar la siguiente letra r), pasando los actuales literales r), s), t) y v) a ser s), t), u) y v), respectivamente.

“r) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.”.


Puesta en votación la letra r) fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


Por la letra r), que pasa a ser letra s), se deroga el inciso tercero.


Puesta en votación la letra r) fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Kast, Lavín, Poblete y Tuma.


Por la letra s), que pasa a ser letra t), se reemplaza su inciso séptimo, por el siguiente:


“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.


El señor Grunberg destacó la importancia de esta disposición por las limitadas facultades del Servicio en esta materia.


- Los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, presentaron una indicación para sustituir el inciso séptimo, por el siguiente:


“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá referirse únicamente a información relevante para el ejercicio de las atribuciones del servicio. La solicitud de la documentación no podrá incluir la entrega de antecedentes que la ley califique como secretos o que constituyan información confidencial o sensible por referirse, entre otros, a la estrategia de negocios del proveedor.”.


El señor Muñoz consideró esencial esta norma que tiene que ver con la debida reserva de la información y sostuvo que sería inadmisible la indicación.


El diputado señor Bellolio agregó que con la indicación se otorgan las facultades, pero se resguardan los derechos del proveedor.


El diputado señor Núñez compartió la opinión del señor Director del Sernac en el sentido que el artículo 59 quáter resguarda tales derechos.


El diputado señor Chahin consideró que se justifica plenamente eliminar la restricción de un año para pedir la información.


Puesta en votación la letra s) fue aprobada por 7 votos a favor y 5 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Espinosa, señora Fernández, Núñez, Poblete y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Berger, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselbergue para reemplazar laletra s) fue rechazada por 6 votos a favor, 5 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Edwards, Lavín, Tuma y Van Rysselberghe. Votaron en contra los diputados señores Espejo, Espinosa, señora Fernández, Núñez y Poblete. Se abstuvo el diputado señor Chahin.


Por la letra t), que pasa a ser letra u), se modifica su inciso noveno, en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la frase “cuatrocientas unidades tributarias mensuales” por la frase “1.000 unidades tributarias mensuales”.


ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por “un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, que corresponda de acuerdo al turno”.


El señor Muñoz explicó que son multas por falta de entrega de información que consideran los elementos de prudencia. La incorporación del Ministro de Corte es a propósito de la entrega de información y no el fondo del asunto. Sostuvo que en casos especiales sería razonable otorgar prórrogas del plazo. 


El diputado Edwards consideró que las 400 UTM de multa es un disuasivo suficiente.


El señor Muñoz señaló que depende de las utilidades que tenga la empresa, por eso hay lineamientos generales y específicos para aplicar la norma y las 1.000 UTM son un límite máximo.


Los diputados señores Bellolio, Lavín y Edwards formularon indicación para agregar el párrafo siguiente: “Se entenderá por injustificada aquella que no exprese causa justa o legítima. El Ministro correspondiente determinará si la demora es injustificada.”, la cual fue retirada.


Puesta en votación la letra t) fue aprobada por 9 votos a favor y 3 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas,señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, Berger y Edwards.


Los diputados señor Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Poblete y Tuma formularon una indicación para agregar como letra v) un inciso penúltimo del siguiente tenor: 


“Así mismo, el Ministro de la Corte de Apelaciones podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.


El señor Muñoz planteó que la propuesta anterior no es concordante con el sistema que establece el proyecto.


Puesta en votación la indicación de los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Poblete y Tumafue aprobada por 7 votos a favor y 4 en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Farcas,señora Fernández, Núñez, Poblete y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Lavín, Berger y Van Rysselberghe.


Laletra v) del proyecto, que pasa a ser letra (w), deroga el inciso final.


Puesto en votación este literal es aprobado por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- Indicación del Ejecutivo para agregar el literal y) por el siguiente:


x) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos:


“Los funcionarios que realicen labores de fiscalización, no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios, en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción.


Asimismo, las funciones señaladas en el inciso anterior y las de mediación colectiva y demanda para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre sí, cada una de las cuales será dirigida por un Subdirector del Servicio.


Los Subdirectores referidos en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N°19.882.


Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una infracción grave a sus deberes funcionarios.


El Director Nacional dictará las normas de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participenfuncionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.


El señor Muñoz explicó que se están incorporando divisiones que al igual que el segundo nivel jerárquico en el Servicio van a quedar afectos al régimen de Alta Dirección Pública.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por unanimidad. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma, Van Rysselberghe.


Por el numeral 41), se elimina en el artículo 58 bis la frase “y de policía local”. 


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para eliminar el numeral 41).


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 13 votos a favor. Votaron a favor los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Espinosa, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma, Van Rysselberghe.


- Del Ejecutivo, para eliminar el numeral 41), adecuando la numeración de los numerales siguientes.


Se considera incompatible con el texto aprobado anteriormente.


Por el numeral 42), que pasa a ser numeral 41), se reemplaza el artículo 59, por el siguiente:


“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.


d) Incapacidad.


La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República, con el informe favorable de la Corte Suprema, a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Turismo. El informe favorable deberá ser emitido por el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, y deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.


Le corresponderá especialmente al Director Nacional:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.


b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letras d) y e), del inciso segundo del artículo 58.


f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.


g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.


h) Las demás que establezcan las leyes.


En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De la diputada señora Fernández, para agregar en la letra c) del artículo 59, después del punto aparte, que pasa a ser coma, la frase “faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.”.


- Del diputado señor Kast, don Felipe, para incorporar, en el numeral 42), la siguiente frase final al inciso segundo del artículo 59:


“La persona que haya cesado en el cargo de Director Nacional, no podrá presentarse a cargos de elección popular dentro del plazo de un año inmediatamente anterior a la elección.”.


Se consideró incompatible con la aprobación anterior.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar, en el inciso tercero del artículo 59, la frase que dice: “, con el informe favorable de la Corte Suprema, a requerimiento del Ministro de Economía, Fomento y Turismo. El informe favorable deberá ser emitido por el pleno de la Corte, especialmente convocado al efecto, y deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.


-Del Ejecutivo, para agregar en el numeral 42), que pasa a ser 41), el siguiente inciso cuarto nuevo al artículo 59:


“En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquellos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N° 19.882.”.


Puesto en votación el numeral 42) con la indicación del Ejecutivo fue aprobada por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


Puestas en votación las indicaciones de la diputada señora Fernández y de los señores Bellolio, Edwards, Lavin y Van Rysselberghe fueron aprobadas por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para agregar en la letra e), del inciso cuarto del artículo 59, una frase final que diga: “Tampoco podrá delegarse la resolución de las reclamaciones cuya cuantía supere las 300 UTM.”, la cual fue retirada.


El diputado señor Bellolio aclaró que la indicación tiene por objeto hacer responsable al director regional cuando las causas sean de mayor cuantía. La indicación fue retirada.


Por el numeral 43), que pasa a ser numeral 42), se reemplaza el artículo 59 bis, por el siguiente: 


“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal en cualquiera de los procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta ley.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


- De los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para eliminar el numeral 43).


- De la diputada señora Fernández, para reemplazar, en el artículo 59 bis propuesto, la frase “respecto de los hechos constitutivos de infracciones” por “en su rol fiscalizador y respecto de los hechos”.


Ambas indicaciones fueron retiradas.


El señor Grunberg precisó que el artículo 59 bis propuesto son normas que existen para otros servicios fiscalizadores que establecen el carácter de ministros de fe de dichos funcionarios y los hechos que indica constituirán presunciones legales.


Puesto en votación el numeral 43) fue aprobado por 8 votos a favor y 4 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Espejo, Espinosa, Farcas, señora Fernández, Núñez, Poblete y Tuma. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, Berger, Edwards y Lavín.


Por el numeral 44), que pasa a ser 43),se agrega el artículo 59 ter:


“Artículo 59 ter.- El Servicio Nacional del Consumidor se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Nacional, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.”.


- El Ejecutivo presentó una indicaciónpara reemplazar en el actual numeral 44), la frase del artículo 59 ter “, quien representará al Servicio y será nombrado por el Director Nacional, mediante el Sistema de Alta Dirección Pública.” por la siguiente frase: “, quien estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N° 19.882 y deberá acreditar título de Abogado. También estará afecto a dicho Sistema, el Segundo Nivel Jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor. El Director Nacional y los Directores Regionales no podrán ser candidatos a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo.”.


Puesto en votación el numeral 44) con la indicación del Ejecutivo fue aprobada por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


Por el numeral 45), que pasa a ser 44), se agrega el artículo 59 quáter:


“Artículo 59 quáter.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor, estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.


La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº 19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


Puesto en votación el numeral 45) fue aprobada por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- El diputado señor Kast, don Felipe, formuló una indicación para incorporar el siguiente numeral 46): 


46) Agrégase el siguiente artículo 59 quinquies:


“Artículo 59 quinquies (59 D).- Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 51 de la presente ley, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo elaborará un registro de personas naturales o jurídicas que puedan ejercer el patrocinio del Servicio Nacional del Consumidor en demandas colectivas de interés difuso.


Los abogados que ejerzan este patrocinio estarán sujetos, en el cumplimiento de sus deberes, a las responsabilidades propias del ejercicio de la profesión y, además, a las que se regulan en esta ley.


Los defensores de los consumidores ejercerán su función con transparencia, de manera de permitir a los defendidos el conocimiento de los derechos que les confiere esta ley, así como de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las actividades que emprendan en el cumplimiento de sus funciones.”.


El señor Muñoz acotó que habría una confusión en la indicación, ya que se refiere a patrocinio que lo ejercen los abogados y asociaciones de consumidores que tienen su propio registro.


- Indicación de los diputados señores Bellolio, Edwards, Lavín y Van Rysselberghe, para agregar al artículo primero, el siguiente numeral 46):


46) Agrégase los artículos 59 A, 59 B, 59 C, 59 D, 59 E y 59 F:


“Artículo 59 A.- Créase una comisión asesora del Ministro de Economía, Fomento y Turismo denominada “Consejo para la Protección de los Derechos de los Consumidores”, en adelante el Consejo, que tendrá la función de asesorarlo en la identificación y formulación de políticas, medidas, normas e instrucciones de carácter general y demás actividades encaminadas a velar por el correcto funcionamiento de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, procurando que exista una adecuada coordinación entre las actividades de los distintos organismos y actores involucrados en las operaciones reguladas en dicha ley.


Artículo 59 B.- El Consejo estará integrado por:


a) El Ministro de Economía, Fomento y Turismo, quien lo presidirá;


b) El Director del Servicio Nacional del Consumidor; y, 


c) El Fiscal Nacional Económico.


En caso de que el Consejo trate materias vinculadas con mercados que ya se encuentran regulados por otras leyes, formarán parte de él los jefes de servicios relacionados y los superintendentes respectivos, si los hubiere.


Artículo 59 C.- El Consejo podrá realizar audiencias en las cuales participen otros funcionarios de la Administración del Estado, representantes delsector privado y la sociedad civil, asociaciones de consumidores, asociaciones gremiales o de proveedores, si lo estimare conveniente para mejor resolver.


Artículo 59 D.- Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo tendrá las siguientes atribuciones:


a) Asesorar al Ministro de Economía, Fomento y Turismo en la interpretación administrativa de la normativa de protección de los derechos de los consumidores.


b) Proponer al Ministro de Economía, Fomento y Turismo la dictación de normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que la ley N° 19.496 le confiere al Servicio Nacional del Consumidor. Estas normas deberán ser sistematizadas de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general.


c) Analizar el funcionamiento de los mercados y realizar una revisión de las medidas, tanto legales como provenientes de prácticas comerciales, que puedan derivar en conductas contrarias a la ley de protección al consumidor.


d) Requerir informes al Servicio Nacional de Consumidor, a las Superintendencias, o Subsecretarías o cualquier otro organismo público, para el adecuado cumplimiento de su función normativa.


e) Promover medidas de autorregulación en los mercados, que vayan en beneficios de la transparencia e información y la protección del consumidor.


Artículo 59 E.- La Subsecretaría de Economía prestará el apoyo técnico y administrativo que sea necesario para el funcionamiento del Consejo. Actuará como Secretario Ejecutivo del Consejo, un funcionario designado por el Ministro de Economía, Fomento y Turismo.


La Secretaría Ejecutiva del Consejo será responsable del correcto desarrollo de todas las actividades necesarias para implementar los acuerdos del Consejo y dar cumplimento a sus proposiciones.


Artículo 59 F.- Las autoridades y directivos de los órganos de la Administración del Estado prestarán al Consejo, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, toda la colaboración que éste les solicite.”.


El Presidente de la Comisión declaró inadmisible las dos indicaciones anteriores por ser de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.


Por el artículo segundo del proyecto, se introducen las siguientes modificaciones al decreto ley N° 2.757, que establece normas sobre Asociaciones Gremiales: 


En el numeral 1), se agrega al artículo 16, el siguienteinciso cuarto:


“Las organizaciones a que se refiere el párrafo 2° del Título II de la ley N° 19.496, estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia: 


1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente. 



2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.”.


En el numeral 2), se agrega al artículo 21, el siguiente inciso segundo: 


“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el párrafo 2° del Título II de la ley 
N° 19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y aclaración de las fuentes de financiamiento, sus balances y estados financieros.”.


El diputado señor Edwards reitera su sorpresa de que se autorice a organizaciones privadas a utilizar fondos del Estado.


Puestos en votación los numerales 1) y 2) precedentes, fueron aprobados por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- El Ejecutivo formuló una indicación para agregar un artículo tercero del siguiente tenor:


“Artículo Tercero.- Agrégase al artículo 5° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente literal l), nuevo:


“l) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la Ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.”.


Puesto en votación el artículo tercero fue aprobado por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Berger, Chahin, Edwards, Espejo, Farcas, señora Fernández, Lavín, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- El Ejecutivo formuló una indicación para agregar un artículo cuarto, del siguiente tenor:


“Artículo cuarto.- Con el objeto de promover un ejercicio coherente de las atribuciones los órganos del Estado con competencia en materia de protección de los derechos de los consumidores o usuarios y la existencia de diálogo regulatorio, deberá propenderse a la coordinación entre dichos órganos.


Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación integrado por las autoridades que determine un Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Asimismo, dicho Reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros de Hacienda y de Secretaría General de la Presidencia, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del comité.”.


El diputado señor Bellolio hizo presente que la indicación recoge la idea de diálogo regulatorio pero adolece de vacíos, ya que no establece una periodicidad para reunirse.


El diputado Chahin propuso que sea el Ejecutivo que proponga una indicación consesiones a lo menos semestralmente así como definir la concurrencia de los titulares o representantes legales.


El diputado señor Tuma observó también que no se fija un plazo para dictar el reglamento.


El señor Luis Felipe Céspedes manifestó que no se ha podido redactar una propuesta en tan breve tiempo pero asume el contenido de lo planteado para presentarla en el trámite de la Comisión de Constitución.


Puesta en votación la indicación precedentefue aprobada por 7 votos a favor y 4 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Chávez, Farcas, señora Fernández, Meza, Núñez y Poblete. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Van Rysselberghe.


Por el artículo primero transitorio, se señala que la presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la Ley N° 19.496: 2°; 16; 24 inciso final respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 41; 49 inciso segundo; 50, con excepción de la derogación del actual inciso final; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 O; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); el nuevo 58 letra ñ); 58 bis; y 59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma:


a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 1 de enero de 2017;


b) En las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos, desde el 1 de julio de 2017; y


c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez, desde el 1 de enero de 2018.


- Indicación del Ejecutivo, para eliminar en el inciso primero el vocablo “y” ubicado entre las frases “58 bis;” y “59 en cuanto”, y para intercalar, entre la frase “del nuevo inciso cuarto” y el punto seguido (.), la siguiente frase: “; y 59 ter, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales”.


El señor Muñoz comentó respecto a la gradualidad que las facultades sancionatorias se aplican gradualmente. El aumento de personal se da principalmenteen regiones y se busca tener datos comparativos entre direcciones regionales que permitan ir mejorando el sistema. Aquellas direcciones sin abogados tendrán un administrador que los asesore transitoriamente.


El diputado Núñez lamentó que en algunas regiones se aplique con tardanza la ley respecto a otras lo que generará críticas justificadas.


El diputado señor Tuma enfatizó la importancia que tiene entregar suficiente información a la ciudadanía.


El diputado señor Kast consultó qué variables deben evaluarse para mejorar el proyecto a futuro.


El diputado Van Rysselberghe coincidió con hacer la implementación del proyecto de la manera más gradual.


El señor Luis Felipe Céspedes destacó que la institucionalidad que se está discutiendo no debería afectar negativamente el clima económico. Leyes importantes y complejas han demorado dos o tres años en ponerse en aplicación.


El señor Muñoz resaltó que las facultades de interpretación son aconsejables que sean coincidentes con la fecha de inicio de la aplicación de la ley. Sobre la evaluación de la ley en la Ley de Presupuestos se hace cargo de determinar líneas de base para llevar la estadística necesaria, los que serán contrastados.


Puesto en votación el artículo primero transitorio y la indicación precedentefueron aprobados por 10 votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Chávez, señora Fernández, Kast,Meza, Núñez, Poblete, Tuma, y Van Rysselberghe. Se abstuvo el diputado señorEdwards. 


- Los diputados señores Chahin, Chávez, señora Fernández, Meza, Núñez, Poblete y Tuma formulan una indicación para reemplazar en las letras a) y b) del artículo primero transitorio el guarismo “2017” por “2016” y en la letra c) “2018” por “2017”.


El Presidente de la Comisión declaró admisible la indicación. 


Sometida a votación la admisibilidad de la indicación fue aprobada por 7 votos a favor, 4 votos en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Chávez, Farcas, señora Fernández, Meza, Núñez, y Poblete. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Van Rysselberghe. Se abstuvo el diputado señor Tuma.


El señor Ministro sostuvo que a su juicio es materia de iniciativa del Ejecutivo y que más adelante formularía indicación para hacer coincidir la vigencia del proyecto que es un año posterior a la publicación con el inicio en regiones.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 8 votos a favor y 4 votos en contra. Votaron por la afirmativa los diputados señores Chahin, Chávez, Farcas, señora Fernández, Meza, Núñez, Poblete, Tuma. Votaron en contra los diputados señores Bellolio, Edwards, Kast y Van Rysselberghe. 


El diputado señor Bellolio hizo reserva de constitucionalidad de la indicación por estimar que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República conforme al inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.


En el artículo segundo transitorio, se dispone que los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.


Puesto en votación el artículo segundo transitoriofue aprobado por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Chávez, Edwards, Farcas, señora Fernández, Kast,Meza, Núñez, Poblete, Tuma, y Van Rysselberghe. 


En el artículo tercero transitorio, se establece que en las causas que se funden en hechos ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia de las modificaciones que comenzarán a regir de acuerdo al cronograma descrito en las letras a), b) y c) del artículo primero transitorio anterior, serán competentes para conocer y resolver de ellas los tribunales señalados en el texto de la Ley N° 19.496 vigente al momento de la ocurrencia de dichos hechos, contando con todas las atribuciones que dicha ley les confería.


El diputado señor Chahin consultó que ocurre con hechos permanentes.


El señor Muñoz precisó que deben entenderse ocurridos durante la vigencia de la nueva ley y quedan sujetos a ella.


Puesto en votación el artículo tercero transitoriofue aprobado por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Chávez, Edwards, Farcas, señora Fernández, Kast,Meza, Núñez, Poblete, Tuma, y Van Rysselberghe. 


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo y Pilowsky, para agregar un artículo transitorio del siguiente tenor, que pasa a ser cuarto transitorio:


“Artículo cuarto transitorio.- Las facultades entregadas por la presente ley, en los literales d) y e) del artículo 58 de la ley N° 19.496, solo podrán ser ejercidas una vez publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 4° permanente de esta ley.”.


El señor Luis Felipe Céspedes sostuvo que, a su juicio, sería una indicación inadmisible.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 8 votos a favor y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Farcas, señora Fernández, Kast,Meza, Tuma, y Van Rysselberghe. Se abstuvieron los diputados señores Núñez y Poblete.


En el artículo cuarto transitorio, que pasa a ser quinto transitorio, se faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.


El encasillamiento en esta planta podrá incluir personal de otras instituciones. En cualquier caso deberán encasillarse en primer lugar los funcionarios que sean titulares de cargos de planta del Servicio Nacional del Consumidor. 


2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer normas distintas o comple-mentarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará, los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. 


Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento y remuneraciones mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.

3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.

4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores más cercano al total de remuneraciones que perciba el funcionario traspasado.

5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, en caso que se incluya personal de otras instituciones.

6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.

7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.

c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indi-cado.

d) Los funcionarios encasillados mantendrán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento. 


- Indicación del Ejecutivo, para:


- Eliminar en el numeral 1) el párrafo segundo.


- Reemplazar, en el numeral 2), la frase “las contempladas en al artículo 1° de la ley 
N° 19.553” por “la bonificación de la ley N° 19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N° 20.212”.


- Eliminar, en el párrafo segundo del numeral 2), la frase “y remuneraciones”. 


- Agregar, en el numeral 3), el siguiente párrafo segundo, nuevo: 


“Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.”.


- Reemplazar el numeral 4), por el siguiente:


“4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven, se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.”.


- Eliminar en el numeral 5) la frase “Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho, en caso que se incluya personal de otras instituciones.”.


- Intercalar en el numeral 7) letra d), entre las palabras “encasillados” y “mantendrán”, la frase “y traspasados”.


El diputado señor Edwards objetó que estas materias se regulen en un decreto con fuerza de ley, ya que considera que la práctica es que se haga por ley.


El señor Grunberg explicó que el proyecto contiene normas de estilo que se han elaborado con la Dirección de Presupuestos.


Puesto en votación el artículo cuarto transitorio, con el numeral 1) y la indicación del Ejecutivo fue aprobado por 8 votos a favor, 2 en contra y 2 abstenciones. Votaron por la afirmativa los diputados señoresChahin, Chávez, Farcas, señora Fernández, Meza, Núñez, Poblete y Tuma. Votaron en contra los diputados señores Edwards y Van Rysselberghe. Se abstuvieron los diputados señores Bellolio y Kast.


Puesto en votación el artículo cuarto transitorio, con los numerales 2) a 7) y las indicaciones del Ejecutivo fue aprobado por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Chávez, Edwards, Farcas, señora Fernández, Kast, Meza, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- Indicación de los diputados señores Chahin, Espejo y Tuma para agregar el siguiente artículo transitorio: 


“Artículo sexto transitorio.- El Reglamento señalado en el artículo cuarto transitorio, y los demás que resulten necesarios para la implementación de esta ley, deberán dictarse en un plazo de 1 año desde su publicación.”.


Puesta en votación la indicación precedente fue aprobada por 10 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Farcas, señora Fernández, Kast,Meza, Núñez, Poblete, Tuma, y Van Rysselberghe.


En el artículo quinto transitorio, que pasa a ser séptimo transitorio, se señala que mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de ley N° 19.882.


- El Ejecutivo presentó una indicación para intercalar entre la frase “ley N° 19.882” y el punto final (.) la frase “, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo cuarto transitorio de esta ley”.


En el artículo sexto transitorio, que pasa a ser octavo transitorio, se establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.


En el artículo séptimotransitorio, que pasa a ser noveno transitorio, se faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.”.


Puestos en votación los artículos quinto, sexto y séptimo transitorios, y la indicación del Ejecutivo al artículo quinto transitorio, fueron aprobados por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Chávez, Edwards, Farcas, señora Fernández, Kast, Meza, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.


- Indicación del Ejecutivo para agregar un artículo octavo transitorio, que pasa a ser décimo transitorio, del siguiente tenor:


“Artículo octavo transitorio.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.”.


Puesta en votación la indicación del Ejecutivo precedente, fue aprobada por 12 votos a favor. Votaron por la afirmativa los diputados señores Bellolio, Chahin, Chávez, Edwards, Farcas, señora Fernández, Kast, Meza, Núñez, Poblete, Tuma y Van Rysselberghe.

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las demás consideraciones que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Economía, Fomento, Mipymes, Protección de los Consumidores y Turismo, recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores:


1) Reemplázase en la letra d) del artículo 2°, la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante los tribunales correspondientes” por la frase “y respecto de la facultad del o de los usuarios para recurrir ante el Servicio o los tribunales correspondientes”.


2) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el encabezado, la frase “sólo podrán ejercer las siguientes funciones” por “podrán realizar las siguientes actividades”.


b) Reemplázase en el literal d), la expresión “,y” por “;”.


c) Agrégase al literal e) a continuación del punto y coma (;), que pasa a ser punto (.) aparte, el párrafo siguiente: 


“El ejercicio de esta actividad incluye la representación individual de los consumidores en las causas que ante los tribunales de justicia se inicien para la determinación de la indemnización de perjuicios;”.


d) Reemplázase en el literal f) el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agrégase el literal g) siguiente:


“g) Ejecutar y celebrar actos y contratos civiles y mercantiles para cumplir sus objetivos, y destinar los frutos de dichos actos y contratos al financiamiento de sus actividades propias;”.


f) Agrégase el literal h) siguiente:


“h) Realizar cualquier otra actividad destinada a proteger, informar y educar a los consumidores, e”.


“i) Realizar, a solicitud de un consumidor, mediaciones individuales.”.


3) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a)Reemplázase la letra a) por la siguiente:


“a) Repartir excedentes, utilidades o beneficios pecuniarios de sus actividades entre sus miembros fundadores, directores, socios, personas relacionadas con los anteriores de conformidad con el artículo 100 de la ley N° 18.045, o trabajadores, sin perjuicio de las gratificaciones legales que le correspondan. Los ingresos que obtengan con sus actividades servirán exclusivamente para su financiamiento, desarrollo institucional, investigación, estudios, o para el apoyo de sus objetivos;”.


b) Reemplázase la letra e) por la siguiente, pasando la letra e) actual a constituir la letra f):


“e) Constituirse u operar con la principal finalidad de redistribuir sus fondos a sus miembros fundadores, directores, socios o personas relacionadas con los anteriores en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.”.


4) Modifícase el artículo 11 bis en el siguiente sentido:


a) Derógase en el inciso primero la frase: “, con exclusión de las actividades a que se refieren las letras d) y e) del artículo 8°”.

b)Agrégase el siguiente inciso cuarto:


“Las bases de los concursos que se lleven a efecto para asignar dichos fondos especificarán los medios de verificación del cumplimiento de las normas de este Párrafo 2°.”.

c)Agrégase el siguiente inciso final:


“Un Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá los plazos, condiciones y modalidades conforme a las cuales se destinarán recursos del Fondo a aquellas Asociaciones de Consumidores que ejerzan las funciones señaladas en las letras d) y e) del artículo 8° de la ley.”.


5) Reemplázase en el artículo 16 inciso final, la frase “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el tribunal competente” por “Lo que se entiende sin perjuicio del derecho que tiene el consumidor de recurrir siempre ante el Servicio o el tribunal competente”.


6) Reemplázase en el artículo 17 K, la parte final, a continuación de la frase “para la ejecución de estas normas,” y hasta el punto (.) aparte, por lo siguiente: “será sancionado con una multa de hasta mil quinientas unidades tributarias mensuales.”.


7) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase “cien a trescientas” por “100 a 3.000”.


8) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “50” por “300”.


b) En el inciso segundo, reemplázanse los guarismos “750” y “1.000” por “1.500” y “3.000”, respectivamente.


c) En el inciso tercero, reemplázase la frase “El juez” por la frase “El Servicio o el juez”.


“Para la aplicación de las multas señaladas en esta ley, así como de las medidas que se adopten para prevenir y/o corregir la infracción cometida, el Servicio o el tribunal deberán considerar especialmente la cuantía de lo disputado, los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor, el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima, el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, la gravedad del daño causado, la cantidad de infracciones cometidas por parte del proveedor, el riesgo a que quedó expuesta la víctima o la comunidad, la calidad de reincidente del infractor, su situación económica, su pertenencia a alguna de las categorías a las que se refiere el inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416 y la colaboración que haya prestado al Servicio Nacional del Consumidor antes o durante la fiscalización o investigación o durante el procedimiento judicial. Asimismo, se podrá excepcionalmente autorizar el pago parcializado de la multa, hasta en seis cuotas, cuando el infractor acredite por medios fehacientes la imposibilidad económica para proveer a dicho pago de una sola vez.


Adicionalmente, tratándose de infracciones que afecten el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal graduará las multas de acuerdo al número de consumidores afectados pudiendo aplicar una multa por cada uno de ellos, tomando en consideración la naturaleza de la infracción. Las multas que se impusieren podrán alcanzar como máximo el 30% de las ventas obtenidas por el infractor durante el período en que la infracción se haya prolongado o el doble del beneficio económico obtenido como resultado de la infracción.


Para efectos de lo dispuesto en este artículo respecto de las facultades sancionatorias del Servicio, éste deberá dictar normas de orden interno que señalen lineamientos relativos a la manera en la que se ponderará cada uno de los criterios considerados para la aplicación de las multas."

9) Modifícase el artículo 25 del siguiente modo:


a) En el inciso primero, reemplázase el guarismo “150” por “750”.


b) En el inciso segundo, reemplázase el guarismo “300” por “1.500”.


c) Intercálanse entre el inciso segundo y el inciso tercero, que pasa a ser quinto, los siguientes incisos:


“En los casos señalados en el inciso anterior, cuando el motivo de la suspensión, interrupción, paralización o no prestación del servicio sea imputable al proveedor, éste deberá indemnizar al usuario afectado. Dicha indemnización se denominará punitiva, y deberá ser equivalente al monto pagado en su última boleta por cada día sin suministro, con un tope máximo de doce meses, debiendo reflejarse en la próxima boleta de pago. Esto sin perjuicio del ejercicio de las demás acciones e indemnizaciones que establece la ley, y que puedan corresponder al usuario o consumidor.


Se entenderá como un día sin suministro, cuando el servicio haya sido interrumpido por 4 horas o más de forma continua o sin previo aviso. En el caso de las zonas rurales, la indemnización señalada en el inciso anterior, será procedente cuando la interrupción se haya verificado en dos días distintos, durante 4 o más horas por día.”.


10) Modifícase el artículo 26 en el siguiente sentido:


a) En el inciso primero, reemplázase las palabras “seis meses” por la frase “dos años”. 


b) En el inciso primero, reemplázase la frase “se haya incurrido en” por la frase “haya cesado”.


c) Agrégase al inciso primero del artículo 26, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser punto (.) seguido, la siguiente frase: “Con todo, las acciones civiles prescribirán conforme a las normas establecidas en el Código Civil o leyes especiales.”.


d) En el inciso segundo, intercálanse las expresiones “denuncia ante” entre las palabras “mediador o” y “el Servicio”, en el inciso segundo y, a continuación del punto (.) final, que pasa a ser punto (.) seguido, agrégase la siguiente frase: 


“Asimismo, el plazo se interrumpirápor la intervención del Servicio, entendiendo por ésta cualquier requerimiento formal al proveedor a propósito de la infracción en cuestión o por el inicio de oficio de un procedimiento administrativo sancionatorio.”.


e) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: “Las multas impuestas por dichas contravenciones prescribirán en el término de un año, contado desde que hubiere quedado a firme la resolución administrativa o la sentencia condenatoria, en su caso.”.


11) Reemplázase en el artículo 29, la frase “de cinco a cincuenta” por la frase “de hasta 300”.


12) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente:


“Artículo 31.- En las denuncias que se formulen por publicidad falsa, el tribunal competente, de oficio o previa solicitud del Servicio o del particular afectado, podrá disponer la suspensión de las emisiones publicitarias cuando la gravedad de los hechos y los antecedentes acompañados lo ameriten. Podrá, asimismo, exigir al anunciante que, a su propia costa, realice la publicidad correctiva que resulte apropiada para enmendar errores o falsedades, dentro del plazo fatal de 10 días hábiles.


Previo a que el tribunal competente, actuando de oficio o a petición de parte interesada o del Servicio, aplique la suspensión de una publicidad por ser denunciada ésta como falsa, tendrá el denunciado la oportunidad para hacer valer sus alegaciones, dentro de tercero día en una audiencia citada para tal efecto.


En caso de que el denunciado no concurra a dicha audiencia, o de que habiendo concurrido a ésta el tribunal acogiere la denuncia, la resolución que así lo determine será inapelable y se notificará por el estado diario.


13) Reemplázase el artículo 34 por el siguiente: 


“Artículo 34.- En los casos de publicidad falsa o engañosa, podrá el Servicio, de oficio o a solicitud del denunciante, exigir del respectivo medio de comunicación utilizado en la difusión de los anuncios o de la correspondiente agencia de publicidad, la identificación del anunciante, su representante legal o responsable de la emisión publicitaria en los términos del artículo 50 D, dentro del plazo de 48 horas contados desde el requerimiento formal del Servicio.”.


14) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 35, la frase “juez competente” por “Servicio o el juez competente, en su caso,”.


15) Reemplázase en el inciso segundodel artículo 41, las expresiones “Si el tribunal estimare procedente el reclamo dispondrá se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por éste al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos” por la siguiente: “Si el Servicio o el juez competente estimaren procedente el reclamo, dispondrán se preste nuevamente el servicio sin costo para el consumidor o, en su defecto, la devolución de lo pagado por éste al proveedor. Sin perjuicio de lo anterior, quedará subsistente la acción del consumidor para obtener la reparación de los perjuicios sufridos.”.


16) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 45, el guarismo “750” por “3.000”.


17) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 49, la frase “El juez podrá” por “El Servicio o el Juez, según corresponda, podrán”.


18) Reemplázase el epígrafe del TITULO IV, por el siguiente: “De los procedimientos a que da lugar la aplicación de esta ley”.


19) Reemplázase el artículo 50, por el siguiente:


“Artículo 50.- Las denuncias y acciones que derivan de esta ley, se ejercerán frente a actos, omisiones o conductas que afecten el ejercicio de cualquiera de los derechos de los consumidores.


El incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley dará lugar a las denuncias o acciones correspondientes, destinadas asancionar al proveedor que incurra en infracción, a anular las cláusulas abusivas incorporadas en los contratos de adhesión, a obtener la prestación de la obligaciónincumplida, a hacer cesar el acto que afecte el ejercicio de los derechos de los consumidores, o a obtener la debida indemnización de perjuicios o la reparación que corresponda.


El ejercicio de las denuncias puede realizarse atítulo individual. El ejercicio de las acciones puede efectuarse tanto a título individual como en beneficio del interés colectivo o difuso de los consumidores.


Se considerará de interés individual a las denuncias o acciones que se promueven exclusivamente en defensa de los derechos del consumidor afectado.


Se considerará de interés colectivo a las acciones que se promueven en defensa de derechos comunes a un conjunto determinado o determinable de consumidores, ligados con un proveedor por un vínculo contractual. Son de interés difuso las acciones que se promueven en defensa de un conjunto indeterminado de consumidores afectados en sus derechos.”.


20) Reemplázase el artículo 50 A, por el siguiente:


“Artículo 50 A.- Las denuncias presentadas en defensa del interés individual serán de conocimiento de la Dirección Regional del Servicio Nacional del Consumidor que corresponda a la comuna del domicilio del consumidor.


En las causas cuya cuantía exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, así como en aquellas que versen sobre materias que no tienen una determinada apreciación pecuniaria, el consumidor podrá escoger entre denunciar ante el Servicio o ante el juzgado de policía local que corresponda a su domicilio. 


La cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo denunciado o demandado por el consumidor no considerándose para estos efectos el monto de la multa aplicable.


Lo dispuesto en los incisos anteriores no se aplicará a las acciones mencionadas en la letra b) del artículo 2° bis, emanadas de esta ley o de leyes especiales, incluidas las acciones de interés colectivo o difuso derivadas de los artículos 16, 16 A y 16 B de la presente ley, en que serán competentes los tribunales ordinarios de justicia, de acuerdo a las reglas generales.


El conocimiento de la acción para obtener la debida indemnización de los perjuicios que tuvieren lugar con infracción a esta ley, corresponderá a los juzgados de policía local, siendo competente aquel que corresponda al domicilio del consumidor. La acción se tramitará conforme al siguiente procedimiento:


a) La demanda deberá ser interpuesta por escrito. Deducida la demanda, citará el tribunal a la audiencia sumaria del décimo día hábil después de la última notificación, ampliándose este plazo, si el demandado no está en el lugar del juicio, con todo el aumento que corresponda en conformidad a lo previsto en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


b) En los casos en que no resulte posible practicar la primera notificación personalmente, por no ser habida la persona a quien se debe notificar, y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia deje constancia de cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y que se encuentra en el lugar del juicio, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, en la forma señalada en los incisos segundo y tercero del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil.


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del inciso tercero del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


c) El proveedor demandado deberá contestar la demanda por escrito, con al menos cinco días hábiles de anticipación a la fecha de realización de la audiencia sumaria. La falta de comparecencia del demandado debidamente emplazado a la audiencia sumaria implicará su rebeldía.


d) En este procedimiento no será admisible la reconvención del proveedor demandado. Las excepciones que se hayan opuesto se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.


e) La audiencia sumaria se iniciará con la relación breve y sintética, que harán las partes ante el juez, del contenido de la demanda y de la contestación. El tribunal deberá llamar siempre a las partes a conciliación durante la audiencia y podrá hacerlo durante el resto del procedimiento.


El tribunal ordenará la rendición de prueba si lo estimare necesario, caso en el cual fijará los puntos pertinentes, sustanciales y controvertidos sobre los cuales ésta debe recaer. En contra de la resolución que reciba la causa a prueba sólo procederá recurso de reposición, el que deberá promoverse verbalmente en la misma audiencia sumaria y será resuelto de inmediato. La prueba deberá rendirse íntegramente en la audiencia sumaria, sin perjuicio de la suspensión parcial que proceda a solicitud de parte o de oficio, por el sólo motivo de existir imposibilidad absoluta de rendir determinado medio de prueba en la fecha prevista para la misma. La prueba será apreciada por el tribunal conforme a las reglas de la sana crítica. 


f) Concluida la recepción de la prueba, las partes formularán verbal y brevemente las observaciones que ésta les merezca.


g) Los incidentes deberán promoverse y tramitarse en la misma audiencia sumaria, conjuntamente con la cuestión principal, sin paralizar el curso de ésta, cualquiera sea la naturaleza de la cuestión que en ellos se plantee.


h) La sentencia definitiva se pronunciará sobre la acción deducida y sobre los incidentes, o sólo sobre éstos cuando seanincompatibles con aquélla. El tribunal deberá dictar sentencia definitiva dentro de los quince días siguientes a aquel en que hubiere terminado la audiencia sumaria.


i) Las causas cuya cuantía, de acuerdo al monto de lo pedido por concepto de indemnización de perjuicios, no exceda de veinticinco unidades tributarias mensuales, se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables.


El mismo procedimiento señalado anteriormente se aplicará para el caso que el consumidor escoja perseguir la responsabilidad contravencional del proveedor ante el juzgado de policía local competente, de acuerdo a lo indicado en el inciso segundo.


Si se promueve un juicio de indemnización de perjuicios una vez que la resolución sancionatoria ha quedado firme, no se admitirán pruebas o alegaciones incompatibles con la declaración de existencia del hecho que constituyó la infracción y con el establecimiento de la participación del proveedor en la misma.”.


21) Reemplázase el artículo 50 B por el siguiente:


“Artículo 50 B.- En lo no previsto para el procedimiento establecido en el Párrafo 2° de este Título, se estará a lo dispuesto en la ley N° 19.880. En lo no previsto para el procedimiento establecido en el inciso quinto del artículo 50 A, se estará a lo dispuesto en la ley 
N° 18.287 y, en subsidio, a lo dispuesto en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Civil. En el caso del procedimiento contemplado en el párrafo tercero de este título, en lo no previsto se estará a lo dispuesto en las normas del Código de Procedimiento Civil. “.


22) Reemplázase el artículo 50 C por el siguiente:


“Artículo 50 C.- La denuncia no requerirá patrocinio de abogado. Los interesados podrán comparecer personalmente, sin intervención de letrado, ante el Servicio Nacional del Consumidor. Para comparecer ante los tribunales de justicia siempre se requerirá patrocinio de abogado habilitado.


Las partes podrán realizar todas las gestiones destinadas a acreditar la infracción y a probar su derecho, pudiendo valerse de cualquier medio de prueba admisible en derecho.


Para los efectos previstos en esta ley se presume que representa al proveedor la persona que ejerce habitualmente funciones de dirección o administración por cuenta o representación del proveedor a que se refiere el artículo 50 D.


La prueba se apreciará siempre conforme a las reglas de la sana crítica.”.


23) Reemplázase el artículo 50 F por el siguiente:


“Artículo 50 F.- Si durante un procedimiento el Servicio o el juez que conoce del mismo tomare conocimiento de la existencia de bienes susceptibles de causar daño, ordenará su custodia en dependencias del Servicio Nacional del Consumidor o del tribunal, según corresponda, si lo estimare necesario. En caso de que ello no fuere factible, atendida la naturaleza y características de los bienes, el Servicio o el juez ordenará las pericias que permitan acreditar el estado, la calidad y la aptitud de causar daño y dispondrán las medidas que fueren necesarias para la seguridad de las personas o de los bienes.”.


24) Agrégase, a continuación del artículo 50 F, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 2°

Del procedimiento sancionatorio”.

25) Reemplázase el artículo 50 G por el siguiente:


“Artículo 50 G.- El procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por denuncia.


Se iniciará de oficio cuando el Servicio tome conocimiento, por cualquier medio, de hechos que pudieren ser constitutivos de alguna infracción dentro del ámbito de su competencia.


Las denuncias de infracciones a la presente ley deberán ser formuladas al Servicio por escrito, incluyendo para tales efectos la vía electrónica, señalando lugar y fecha de presentación, y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberán contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando lugar y fecha de su comisión e identificando al proveedor respectivo a lo menos por medio de la indicación de la denominación con que aquel es conocido en el comercio.


Las denuncias formuladas conforme al inciso anterior se pondrán en conocimiento del proveedor a fin de que éste proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado, respuesta que por escrito deberá efectuar dentro de los siete días hábiles siguientes de recibida la comunicación. Aceptada la propuesta por el denunciante, el acuerdo voluntario deberá constar por escrito y tendrá el carácter de transacción extrajudicial, extinguiéndose, una vez cumplidas sus estipulaciones, las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. Lo acordado entre las partes deberá ser certificado por el funcionario encargado de tramitar la denuncia. El acta de la transacción, debidamente certificada tendrá mérito ejecutivo.


En el evento que el consumidor no aceptare la propuesta del proveedor, o si éste no propusiere alternativas de solución o corrección, tendrá lugar una audiencia obligatoria de conciliación, a cargo de la entidad que recibió la denuncia. Sin perjuicio de ello, el consumidor siempre podrá renunciar a dicha audiencia ratificando su denuncia, lo cual podrá originar un procedimiento sancionatorio.


El funcionario a cargo de la conciliación citará inmediatamente al consumidor y al proveedor a una audiencia breve y desformalizada, que tendrá lugar en un plazo no inferior a siete días hábiles. Dicha citación podrá efectuarse mediante correo electrónico o carta certificada.


A la audiencia deberán asistir consumidor y proveedor, ya sea personalmente, o a través de terceros con poder suficiente para transigir. 


En la audiencia, el funcionario a cargo llamará a las partes a una conciliación para lo cual formulará bases concretas de acuerdo, las que deberán ser respondidas por las partes.


De lo obrado en la audiencia y de la eventual conciliación alcanzada, se levantará un acta por el funcionario a cargo de la conciliación, que será suscrita por todos los comparecientes. En caso de acuerdo, el acta deberá expresar las obligaciones contraídas por el proveedor, y la forma y plazo de cumplimiento de las mismas. El acta de la conciliación, debidamente certificada tendrá mérito ejecutivo.


Una vez cumplidas las estipulaciones del acuerdo, se extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor. 


Si el proveedor no da respuesta dentro de plazo, incumple la solución o corrección propuesta en su respuesta, o incumple las obligaciones contraídas en la conciliación, será sancionado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 24 de esta ley.


Asimismo, los acuerdos que en representación de los consumidores alcanzaren las Asociaciones de Consumidores acreditadas, de conformidad a los requisitos que establezca un reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, una vez cumplidas sus estipulaciones, extinguirán las acciones del denunciante para perseguir la responsabilidad contravencional y civil del proveedor.


El acta que declara fallida la conciliación o la ratificación de la denuncia originará un procedimiento sancionatorio si, a juicio del Servicio, la denuncia está revestida de seriedad. Para realizar esta calificación, podrá solicitar información adicional a fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la procedencia de iniciar un procedimiento sancionatorio. En todo caso, se podrá disponer la realización de acciones de fiscalización sobre el proveedor respectivo y si no existiere siquiera mérito para ello, se dispondrá el archivo de la misma por resolución fundada, notificando de ello al interesado.


Todo el procedimiento deberá constar en un expediente, escrito o electrónico.


26) Agréganse los artículos 50 H a 50 P:


“Artículo 50 H.- La instrucción del procedimiento sancionatorio se realizará por un funcionario abogado del Servicio a quien se le haya delegado la atribución que recibirá el nombre de instructor. Dicho procedimiento se iniciará por resolución de la Dirección Regional competente,la cual le conferirá al proveedor un plazo de 10 días para formular los descargos y los medios de prueba precisos y determinados que estime pertinente rendir. Lo anterior se entenderá sin perjuicio del derecho del proveedor, en cualquier momento del procedimiento, de aducir alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio, los que deberán ser tenidos en cuenta por el instructor al emitir el dictamen a que se refiere el artículo 50 L. 


La resolución que dé inicio al procedimiento resumirá el contenido de la denuncia. Si el procedimiento se inicia de oficio se señalará una descripción clara y precisa de los hechos que tomó conocimiento el Servicio, la fecha de su verificación y la norma eventualmente infringida.


La resolución que dé inicio al procedimiento deberá notificarse al proveedor, su representante legal o administrador, personalmente, por carta certificada o correo electrónico previamente registrado para estos efectos, en el domicilio que tenga registrado ante el Servicio o en el que se señale en la denuncia, según sea el caso. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo.


La notificación por carta certificada se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.


La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


Artículo 50 I.- Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, el Servicio examinará el mérito de los antecedentes y abrirá término probatorio por un plazo no superior a quince ni inferior a cinco días. Durante dicho término, podrá ordenar la realización de las pericias e inspecciones que sean pertinentes y la recepción de los demás medios probatorios que procedan.


En todo caso, se dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el proveedor respectivo en sus descargos. Sin perjuicio de lo anterior, el instructor podrá rechazar las pruebas propuestas cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada.


Artículo 50 J.- Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.


Los hechos constatados por los funcionarios a los que se reconoce la calidad de ministro de fe, y que se formalicen en el expediente respectivo, constituirán presunción legal, sin perjuicio de los demás medios de prueba que se aporten o generen en el procedimiento.


Artículo 50 K.- Durante la instrucción del procedimiento sancionatorio el Servicio podrá requerir los informes de otros organismos sectoriales que estime pertinentes para fundar su resolución.


Artículo 50 L.- Cumplidos los trámites señalados en los artículos anteriores, el instructor del procedimiento emitirá, dentro de cinco días fatales, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar.


Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobar infracciones precisas imputables al autor, y la proposición al Director Regional de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores, en su caso.


Artículo 50 M.- Emitido el dictamen, el instructor del procedimiento elevará los antecedentes al Director Regional, quien resolverá en el plazo de diez días fatales, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.


No obstante, el Director Regional podrá ordenar la realización de nuevas diligencias o la corrección de vicios de procedimiento, fijando un plazo que no podrá superar los quince días, dando audiencia al investigado.


Ninguna persona podrá ser sancionada por hechos que no hubiesen sido imputados en el dictamen del instructor.


Artículo 50 N.- La resolución que ponga término al procedimiento, junto con resolver el asunto al que éste se refiera, podrá ordenar una o más de las siguientes medidas:


a) El cese de la o las conductas infractoras;


b) La imposición de las multas contempladas en la presente ley;


c) Para las empresas proveedoras comprendidas en la clasificación del inciso segundo del Artículo Segundo de la ley N° 20.416, que no sean reincidentes, una capacitación en los derechos y deberes de los consumidores;


d) La restitución de los cobros que hubieren tenido lugar con infracción a la presente ley, con reajustes e intereses. En la misma resolución deberá señalarse la modalidad en que el infractor deberá realizar las restituciones que correspondan y los plazos de que dispondrá al efecto. Una vez producida la restitución, no será procedente el ejercicio de acciones judiciales que tengan por finalidad el mismo propósito, sin perjuicio de las acciones de indemnización de perjuicios por los daños causados, y


e) En general, cualesquiera otras medidas que de conformidad a esta ley, tengan por objeto prevenir y/o corregir la infracción cometida.


Lo señalado anteriormente es sin perjuicio del ejercicio de otras facultades entregadas al Servicio por esta ley o por leyes especiales.


Artículo 50 Ñ.- Las resoluciones del Servicio que apliquen multa, ordenen devoluciones o reintegros o dispongan otras medidas que tengan por objeto prevenir o corregir la infracción cometida, tendrán mérito ejecutivo.


El monto de las multas impuestas por el Servicio será a beneficio fiscal, y deberá ser pagado en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días, contado desde la fecha de notificación de la resolución respectiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 50 O.


El pago de toda multa aplicada deberá ser acreditado ante el Servicio, dentro de los diez días siguientes a la fecha en que ésta debió ser pagada.


Si el infractor fuere una persona jurídica, responderán solidariamente del pago de las multas sus directores, administradores y aquellas personas que se hayan beneficiado directamente de la infracción respectiva, siempre que hubieren participado en la realización de ésta.


El cumplimiento de las resoluciones que decreten las medidas señaladas en el artículo 50 N, con excepción de las multas, se llevará a efecto en conformidad al procedimiento establecido en el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil, ante el Juzgado de Policía Local correspondiente al domicilio del consumidor.


Artículo 50 O.- Contra las resoluciones que dicte el Director Regional sólo procederá el recurso de reposición contemplado en el artículo 59 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado. El recurso jerárquico será improcedente.


Respecto de la resolución que pone fin al procedimiento administrativo, y una vez resuelto el recurso de reposición, si es que éste hubiere sido interpuesto, el afectado, sea el proveedor o el consumidor, podrá reclamar por ilegalidad ante el Juzgado de Policía Local que corresponda al domicilio del consumidor, dentro del plazo fatal e individual de diez días, contado desde la notificación de la resolución respectiva. En la reclamación por ilegalidad el juez podrá revisar tanto aspectos formales como sustantivos.


Para el caso que el infractor no interponga reclamación en contra de las resoluciones del Servicio que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado ante la Dirección Regional respectiva del Servicio, presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuada en la Tesorería General de la República.


No podrá exigirse el cobro de la multa mientras la resolución que la aplica no se encuentre ejecutoriada.


La reclamación se substanciará conforme al procedimiento contemplado en el inciso quinto del artículo 50 A. La resolución que admita a tramitación la reclamación será notificada por carta certificada al Director Regional y a los demás intervinientes en los respectivos domicilios fijados ante el Servicio en el procedimiento sancionatorio. En dicha resolución se deberá indicar la posibilidad de ejercer ante el mismo tribunal las acciones indemnizatorias que correspondieren. El procedimiento al que se sujete el conocimiento de tales acciones se acumulará de oficio a la reclamación, substanciándose ambas conforme al mismo procedimiento.


Las causas cuya cuantía no exceda de veinticinco Unidades Tributarias Mensuales se tramitarán como procedimiento de única instancia, por lo que todas las resoluciones que se dicten en él serán inapelables. Para estos efectos la cuantía se determinará de acuerdo al monto de lo pedido por indemnización de perjuicios o, en su defecto, en base a la multa impuesta por el Servicio.


En los casos en que no aplique lo indicado en el inciso anterior, contra la sentencia que resuelva la reclamación, y en su caso la acción indemnizatoria, procederá el recurso de apelación, el que se interpondrá dentro del plazo de diez días. La apelación se resolverá en cuenta, salvo solicitud fundada de alguna de las partes. Si se diera lugar a dicha solicitud, la Corte de Apelaciones ordenará traer los autos en relación y dispondrá agregar extraordinariamente la causa a la tabla del día subsiguiente, previo sorteo, en las Cortes de Apelaciones de más de una Sala. 


La apelación a que se refiere este artículo gozará de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la causal de suspensión contemplada en el artículo 165 N° 5 del Código de Procedimiento Civil.


En contra de la sentencia que resuelva el recurso de apelación, no procederá recurso alguno.”.


Artículo 50 P.- Cuando por unos mismos hechos y fundamentos jurídicos, el infractor pudiese ser sancionado con arreglo a esta ley y a otra u otras leyes, de las sanciones posibles se le impondrá la de mayor gravedad.


En ningún caso se podrán aplicar al mismo infractor dos o más sanciones administrativas por los mismos hechos y fundamentos jurídicos.


27) Reemplázase en el Párrafo 2° del Título IV, la frase “Párrafo 2°” por “Párrafo 3°”.


28) Modifíquese el artículo 51 de la siguiente manera:

a) Reemplázase, en la letra b) del numeral 1, la palabra “asamblea” por “directorio”.

b) Elimínase en el numeral 2 la frase “Las indemnizaciones que se determinen en este procedimiento, no podrán extenderse al daño moral sufrido por el actor.”.


29) Reemplázase la letra b) del artículo 52, por la siguiente:


“b) que la demanda cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, los que sólo se verificarán por el juez, sin que puedan discutirse en esta etapa.”.


30) Modifícase el artículo 53 B, en el siguiente sentido:


a) Intercálase un nuevo inciso tercero, adecuándose la ordenación correlativa de los demás:


“Estas ofertas deberán entregar a lo menos, antecedentes suficientes sobre el hecho que las motiva, el monto global del daño causado a los consumidores y las bases objetivas utilizadas para su determinación, la individualización de los grupos o subgrupos de consumidores afectados, los montos de las indemnizaciones y devoluciones, y la forma como se harán efectivas las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones. Asimismo deberá indicar cómo acreditará el cálculo íntegro del monto global del daño causado a los grupos y subgrupos de consumidores así como la ejecución de las indemnizaciones, devoluciones y reparaciones equivalentes a dicho monto global.”.


b) Agrégase en el actual inciso tercero, que pasa a ser cuarto, a continuación del punto (.) aparte, que pasa a ser punto (.) seguido, lo siguiente: “La aprobaciónse entenderá sin perjuicio de la eventual aplicación de multas en caso de infracciones a la presente ley. Con todo, el tribunal podrá considerar la reparación del daño causado por parte del proveedor para rebajar el monto de la multa hasta en un cincuenta por ciento.”.

31) Modifícase el artículo 53 C en el siguiente sentido:


a) Agrégase en el literal c), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “En aquellos casos de reincidencia conforme al inciso tercero del artículo 24, y cuando el tribunal en su sentencia declare que la infracción ha producido un riesgo elevado para los consumidores, podrá aumentar en un 25% la indemnización determinada en la sentencia.”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Los recursos que se dedujeren en contra de la sentencia definitiva gozarán de preferencia para su vista y fallo, y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el Nº 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.


32) Agrégase, a continuación del artículo 54 G, el siguiente epígrafe:


“Párrafo 4°

El procedimiento de Mediación Colectiva”.


33) Agréganse los siguientes artículos 54 H a 54 R:


“Artículo 54 H.-. En aquellos casos en que esté comprometido el interés colectivo o difuso de los consumidores, podrá iniciarse una mediación colectiva, conforme a las reglas señaladas en este Párrafo.


La mediación colectiva es un procedimiento administrativo especial, a cargo de una unidad independiente y especializada dentro del Servicio, cuyo fin es cautelar el interés colectivo o difuso de los consumidores, mediante la obtención de una solución expedita, completa y transparente, en el caso de conductas que los afecten. Los principios básicos del procedimiento son la indemnidad delconsumidor, la economía procesal, la publicidad y la integridad del proceso. En lo no dispuesto por este párrafo, se estará a las normas contempladas en la ley N° 19.880.


La mediación colectiva se iniciará, de oficio o a petición de los interesados, por resolución del Servicio, la que será notificada al proveedor o proveedores involucrados. Dicha resolución indicará los antecedentes que fundamentan la posible afección del interés colectivo o difuso de los consumidores y las normas potencialmente infringidas.


El Servicio Nacional del Consumidor no podrá iniciar un procedimiento de mediación colectiva una vez que se hayan ejercido acciones colectivas respecto de los mismos hechos, y mientras éstas se encuentren pendientes.


Artículo 54 I.- En la resolución que da inicio al procedimiento, el Servicio deberá ordenar la participación de la o las Asociaciones de Consumidores que hayan iniciado el procedimiento por denuncia, salvo manifestación en contrario de éstas. Sin perjuicio de lo anterior, las Asociaciones de Consumidores podrán solicitar ser partes del procedimiento en cualquier estado, hasta la publicación de la solución ofrecida por el proveedor.


Durante el plazo que dure la mediación se suspenderá el término de prescripción de las denuncias y acciones que se establecen en la presente ley, así como de las acciones criminales a que hubiere lugar.


Artículo 54 J.- El plazo máximo de duración del procedimiento de mediación colectiva será de tres meses, contado a partir del tercer día de la notificación al proveedor de la resolución que da inicio al procedimiento. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, hasta por tres meses, por resolución fundada.


Si dentro del plazo original o prorrogado no hubiere acuerdo, se entenderá fracasada la mediación, circunstancia que será certificada por el Servicio en la resolución de término del procedimiento.


Artículo 54 K.- Durante el procedimiento, el Servicio podrá solicitar los antecedentes que sean necesarios para el cumplimiento de los fines de la mediación, especialmente aquellos que se requieran para determinar el monto de las compensaciones que procedieren para los consumidores.


Luego de notificada la resolución que da inicio al procedimiento, el proveedor tendrá un plazo de cincodías para indicar por escrito al Servicio si acepta participar de la mediación colectiva. Este plazo podrá prorrogarse, por una sola vez, si el proveedor lo solicita fundadamente antes de su vencimiento. Si al término del plazo original o prorrogado, el proveedor no expresa su voluntad, la mediación se entenderá fallida, y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


Artículo 54 L.- En la resolución que déinicio a la mediación, el Servicio informará al proveedor y a las Asociaciones de Consumidores, en su caso, acerca de la naturaleza y los objetivos de la mediación, de su duración y etapas y de los efectos jurídicos que ésta produce.


Las partes, en cualquier momento de la mediación, podrán expresar su voluntad de no perseverar en el procedimiento, lo que será certificado por el Servicio en resolución de término respectiva.


Artículo 54 M.- Una vez iniciado un procedimiento de mediación colectiva, esta circunstancia será informada en el sitio web del Servicio, dentro de quinto día contado desde la comunicación por la que el proveedor acepta someterse al procedimiento. A través de dicho medio se informará también el estado de la mediación y la solución ofrecida por el proveedor.


Durante el procedimiento de mediación colectiva, los consumidores potencialmente afectados y las Asociaciones de Consumidores mencionadas en el artículo anterior, podrán presentar las observaciones que estimen pertinentes. Asimismo, cualquiera de ellos podrá, de manera fundada, dentro de los cinco días posteriores a la comunicación de la solución ofrecida por el proveedor, sugerir ajustes a las soluciones identificadas en el acuerdo.


Tanto las observaciones como las sugerencias de ajustes deberán presentarse por escrito o por vía electrónica, y acompañarse al expediente conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 18 de la ley N° 19.880. 


Artículo 54 N.- La comparecencia de los proveedores a las audiencias que se fijen deberá realizarse por un apoderado facultado expresamente para transigir. En el caso de que el apoderado del proveedor no contare con facultades suficientes, el Servicio citará a una nueva audiencia que deberá tener lugar dentro de quinto día. Si en dicha nueva audiencia no se subsanare la situación, la mediación se entenderá fallida y el Servicio certificará dicha circunstancia mediante la dictación de una resolución de término.


Artículo 54 Ñ.- A solicitud del proveedor, el Servicio podrá decretar reserva respecto de terceros ajenos al procedimiento de mediación, de aquellos antecedentes que contengan fórmulas, estrategias o secretos comerciales siempre que su revelación pueda afectar significativamente el desenvolvimiento competitivo de su titular.


En conformidad a lo establecido en el inciso anterior, tanto los funcionarios encargados de la tramitación del procedimiento como las partes involucradas deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que hayan conocido con ocasión del procedimiento de mediación. Asimismo, este deber de reserva alcanza a los terceros que intervinieren en el procedimiento a través de la emisión de informes.


El funcionario del Servicio que infringiere el deber de reserva del inciso precedente, descubriendo en perjuicio del proveedor aquellos antecedentes, fórmulas, estrategias o secretos que haya conocido con ocasión del procedimiento de mediación y que se haya decretado reserva respecto de terceros ajenos a la mediación, será sancionado con las penas de reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.


Si la infracción la cometiere cualesquiera de las partes involucradas, o terceros intervinientes en el procedimiento mediante la emisión de informes, sufrirán la pena de prisión en sus grados medio a máximo o multa de uno a cinco sueldo vitales.


Fuera del caso indicado en el inciso primero, los documentos e instrumentos, públicos o privados, que sean acompañados al procedimiento, no serán reservados, y su uso y valor probatorio en juicio posterior se regirá por las reglas generales. Las partes podrán requerir la devolución de los documentos e instrumentos acompañados una vez concluido el procedimiento de mediación.


Artículo 54 O.- La notificación de las resoluciones que este Párrafo establece se efectuará por carta certificada, entendiéndose practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos. Asimismo, también podrá efectuarse por correo electrónico, debiendo enviarse a la dirección registrada ante el Servicio, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.


Artículo 54 P.- En caso de llegar a acuerdo en la mediación, se dictará una resolución al efecto. En ella se describirán los términos del acuerdo y las obligaciones que asume cada una de las partes. Para ser declarada suficiente por el Servicio, la solución propuesta debe contemplar a lo menos: 1) el cálculo de las devoluciones, compensaciones o indemnizaciones respectivas por cada uno de los consumidores afectados; 2) el cese de la conducta que pudiere haber afectado el interés colectivo o difuso de los consumidores; 3) la forma en la que se harán efectivos los términos del acuerdo y el procedimiento por el que el proveedor efectuará las devoluciones, compensará o indemnizará a los consumidores afectados; y 4) los procedimientos por los que se cautelará el cumplimiento del acuerdo, a costa del proveedor. La solución propuesta por el proveedor no implicará su reconocimiento de los hechos constitutivos de la eventual infracción antecedente de la mediación.


La copia autorizada por el Director Nacional de la resolución en la que conste el acuerdo, surtirá los efectos de una transacción extrajudicial respecto de todos los consumidores potencialmente afectados, con excepción de aquellos que hayan hecho valer sus derechos ante los tribunales con anterioridad al acuerdo en la mediación, o que hayan acordado en forma particular con el proveedor, y tendrá mérito ejecutivo transcurridos 30 días desde la publicación de un extracto de la resolución en el Diario Oficial y en un medio de circulación nacional, a costa del proveedor, así como en el sitio web institucional del Servicio. Durante dicho término, los consumidores afectados que no estén de acuerdo con la solución alcanzada, para efectos de no quedar sujetos a ésta, deberán hacer presente su disconformidad al Servicio, reservándose sus acciones individuales que emanen de la posible infracción. Las publicaciones deberán efectuarse a más tardar dentro de quinto día desde la fecha de la resolución en la que conste el acuerdo.


El incumplimiento de los términos contenidos en el acuerdo constituye una infracción a la presente ley.


Artículo 54 Q.-. Sin perjuicio de la mediación regulada en este párrafo, durante la tramitación del procedimiento especial para protección del interés colectivo o difuso de los consumidores, el proveedor siempre podrá realizar ofertas de avenimiento, de acuerdo a los parámetros del artículo 53 B.


Artículo 54 R.- Un Reglamento dictado por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo establecerá las normas que sean necesarias para la sustanciación de cada una de las etapas del procedimiento de mediación colectiva, la forma de resolver las incidencias que se planteen por las partes y, en general, todas las demás materias que resulten necesarias para la adecuada aplicación del procedimiento a que se refiere este Párrafo.”.


34) Reemplázase en el inciso primero del artículo 55 D, la frase “mil unidades tributarias mensuales” por la frase “2.000 unidades tributarias mensuales”.


35) Reemplázase en el inciso final del artículo 56, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciar al proveedor ante el juez de policía local competente, para que, si procediere, se le sancione con una multa de hasta cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio del derecho del consumidor afectado para denunciar el incumplimiento de las obligaciones referidas” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor podrá sancionar al proveedor con una multa de hasta 150 unidades tributarias mensuales.”.


36) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 56 A, la frase “y que no hubiere ejercido las acciones que le confiere esta ley ante el tribunal competente” por “y que no hubiere ejercido las denuncias o acciones que le confiere esta ley ante el Servicio o el tribunal competente, respectivamente”.


37) Modifícase el artículo 56 C en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el número 2 del inciso tercero por el siguiente: 


“2.- Los que han sido previamente sometidos al conocimiento del Servicio o de un juez competente por el consumidor o por alguna Asociación de Consumidores.”.


b) Derógase el inciso cuarto.


38) Reemplázase en el artículo 56 H, la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá denunciarlo ante el juez competente para que se le sancione con una multa de hasta setecientas cincuenta unidades tributarias mensuales” por la frase “el Servicio Nacional del Consumidor deberá sancionarlo con una multa de hasta 1.500 unidades tributarias mensuales”.


39) Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 57:


“El Servicio será una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882 y estará sometido al decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.”.


40) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 58:


a) Reemplázase el literal a) del inciso segundo por elsiguiente:


“a) Fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley y de toda la normativa de protección de los derechos de los consumidores.


Durante los procedimientos de fiscalización, los proveedores y sus representantes deberán otorgar todas las facilidades para que estos se lleven a efecto y no podrán negarse a proporcionar la información requerida sobre los aspectos materia de la fiscalización.


En el ejercicio de la labor fiscalizadora, los funcionarios del Servicio deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de la fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Director Regional que corresponda.


Los funcionarios del Servicio estarán facultados, en el cumplimiento de sus labores inspectivas, para ingresar a inmuebles en que se desarrollen actividades objeto de fiscalización, tomar registros del sitio o bienes fiscalizados, levantar actas y dejar testimonio en ellas de quienes se encontraren en el lugar de la fiscalización y, en general, proceder a la ejecución de cualquier otra medida tendiente a hacer constar el estado y circunstancias de las actividades fiscalizadas.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, los funcionarios del Servicio podrán solicitar, previa autorización del Juez competente, el auxilio de la fuerza pública, cuando exista oposición a la fiscalización debidamente certificada por el fiscalizador.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, la negativa a dar cumplimiento a los requerimientos durante las acciones de fiscalización será castigada con multa de hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.”.


b) Reemplázase el literal b) del inciso segundo por el siguiente:


“b) Tramitar y resolver los procedimientos sancionatorios, consagrados en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley;”.


c) Reemplázase el literal c) del inciso segundo por el siguiente:


“c) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa de protección de los derechos de los consumidores en el marco del procedimiento sancionatorio, consagrado en el Párrafo 2° del Título IV de esta ley;”. 


d) Reemplázase el literal d) del inciso segundo por el siguiente:


“d) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa de protección de los derechos de los consumidores que le corresponde vigilar. La atribución interpretativa será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio;”.


e) Reemplázase el literal e) del inciso segundo por el siguiente: 


“e) Dictar normas e instrucciones de carácter general en el ejercicio de las atribuciones que le confiere esta ley. La normativa que emane de este Servicio será obligatoria y deberá ser sistematizada de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de la misma al público en general. Esta atribución será ejercida de forma exclusiva por el Director Nacional del Servicio.


Al ejercer esta facultad, el Director Nacional deberá solicitar el pronunciamiento previo de un Consejo Técnico que evaluará la propuesta de normas e instrucciones. Dicho Consejo estará integrado por tres miembros, expertos en materia de protección de los derechos de los consumidores, designados por el Presidente de la República a través del procedimiento de selección de Altos Directivos Públicos previsto en el Título VI de la ley N° 19.882. En caso que la unanimidad de los miembros del Consejo considere que la propuesta de normas e instrucciones resulta manifiestamente ilegal, se lo representará así por escrito al Director Nacional del Servicio.


Los integrantes del Consejo durarán tres años en sus cargos. Los consejeros percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por cada mes calendario. Un Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo Técnico, los plazos que éste tendrá para emitir su pronunciamiento y de publicidad de sus actuaciones.


En la dictación de estas normas e instrucciones se podrá llevar a cabo un proceso de consulta pública con el fin de que los consumidores y proveedores opinen sobre su contenido y efectos, o formulen propuestas sobre los mismos. Las opiniones que se manifiesten con ocasión de las consultas a que se refiere este literal, serán de carácter público y deberán ser enviadas al Servicio a través de los medios que disponga en su oficina virtual, disponible a través de la web institucional. Las precitadas respuestas no serán vinculantes ni estará el Director obligado a pronunciarse respecto de ellas.


En el caso en que las normas e instrucciones de carácter general incidan en sectores regulados, deberá oficiarse por el Servicio a la superintendencia o autoridad respectiva a fin de que ésta emita su opinión técnica.


Cualquier persona afectada por un acto de aplicación de normas o instrucciones de carácter general o de interpretaciones administrativas de la normativa de protección de los derechos de los consumidores, podrá reclamar por ilegalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago, dentro de décimo día;”.


f) Reemplázase el literal f) del inciso segundo por el siguiente:


“f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores, asesores y dependientes de las entidades sometidas a su fiscalización, así como a toda persona que haya tenido participación o conocimiento respecto de algún hecho que estime necesario para resolver un procedimiento sancionatorio, o tomar la declaración respectiva por medios que permitan asegurar su fidelidad.


Si el citado debidamente apercibido no comparece, sin mediar justificación plausible, el Juzgado de Policía Local competente podrá ordenar su arresto hasta su comparecencia;”.


g) Reemplázase el literal g) del inciso segundo por el siguiente:


“g) Proporcionar información y absolver las consultas del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, de la Fiscalía Nacional Económica y demás organismos relacionados con la protección de los derechos de los consumidores;”.


h) Agrégase en el inciso segundo, el literal h) siguiente:


“h) Llevar a cabo el procedimiento de mediación colectiva consagrado en el Párrafo 4° del Título IV de esta ley;”.


i) Agrégase en el inciso segundo, el literal i) siguiente:


“i) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de los consumidores y hacerse parte en aquellas causas que comprometan los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en leyes especiales. La facultad de velar por el cumplimiento de normas establecidas en leyes especiales que digan relación con la protección de los derechos de los consumidores, incluye la atribución del Servicio Nacional del Consumidor de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas y de hacerse parte en las causas en que estén afectados los intereses generales de los consumidores, según los procedimientos que fijan las normas generales o los que se señalen en esas leyes especiales;”.


j) Agrégase en el inciso segundo, el literal j) siguiente:


“j) Formular, realizar y fomentar programas de información y educación al consumidor;”. 


k) Agrégase en el inciso segundo, el literal k) siguiente:


“k) Realizar, a través de laboratorios o entidades especializadas, de reconocida solvencia, análisis selectivos de los productos que se ofrezcan en el mercado en relación a su composición, contenido neto y otras características.


Aquellos análisis que excedan en su costo de 250 unidades tributarias mensuales, deberán ser efectuados por laboratorios o entidades elegidas en licitación pública. 


En todo caso el Servicio deberá dar cuenta detallada y pública de los procedimientos y metodología utilizada para llevar a cabo las funciones contenidas en esta letra;”.


l) Agrégase en el inciso segundo, el literal l) siguiente:


“l) Reunir, elaborar, procesar, divulgar y publicar información para facilitar al consumidor un mejor conocimiento de las características de la comercialización de los bienes y servicios que se ofrecen en el mercado. En el ejercicio de esta facultad, se deberá tener especial consideración con lo establecido en el decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas sobre la defensa de la libre competencia;”. 


m) Agrégase en el inciso segundo, el literal m) siguiente:


“m) Realizar y promover estudios en el área del consumo;”.


n) Agrégase en el inciso segundo, el literal n) siguiente:


“n) Llevar el registro público a que se refiere el artículo 58 bis;”.


ñ) Agrégase en el inciso segundo, el literal ñ) siguiente:


“ñ) Tratándose del procedimiento contemplado en el Párrafo 2° del título IV de la ley, recibir denuncias de consumidores que consideren lesionados sus intereses, iniciar investigación a causa de esas denuncias y, en su caso, ponerlas en conocimiento del proveedor a fin de que éste proponga alternativas concretas de solución o corrección al hecho denunciado en conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 50G;”.

o) Agrégase en el inciso segundo, el literal o) siguiente:


“o) Requerir de los organismos del Estado los antecedentes que estime necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Dichos organismos deberán entregar al Servicio toda la información que éste les solicite y obre en su poder respecto de las personas reguladas o fiscalizadas. En caso de estar dicha información protegida por el deber de reserva o secreto, se requerirá la autorización previa de un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva que corresponda de acuerdo al turno;”.

p) Agrégase en el inciso segundo, el literal p) siguiente:

“p) Solicitar la entrega de cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, procurando no alterar el desenvolvimiento normal de las actividades del afectado; y”.

q) Agrégase en el inciso segundo, el literal q) siguiente:

“q) Celebrar convenios con municipalidades para que éstas coordinen y gestionen las audiencias de conciliación obligatorias contempladas en el artículo 50 G respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual.”.

r) Las demás funciones y atribuciones que le asigne esta ley u otras.

s) Derógase el inciso tercero.

t) Reemplázase su inciso séptimo, por el siguiente:

“El requerimiento de documentación que se ejerza de acuerdo al inciso anterior podrá contener todas aquellas solicitudes de información y datos que sean necesarios para el debido cumplimiento de las funciones del Servicio Nacional del Consumidor, de conformidad a lo señalado en la presente ley.”.

u) Modifícase su inciso noveno, en el siguiente sentido:

i) Reemplázase la frase “cuatrocientas unidades tributarias mensuales” por la frase “milunidades tributarias mensuales”.

ii) Reemplázase la frase “el juez de policía local” por “un Ministro de la Corte de Apelaciones respectiva, que corresponda de acuerdo al turno”.

v) Agrégase el siguiente inciso: 

“Asimismo, el Ministro de la Corte de Apelaciones podrá ordenar la incautación de la documentación requerida.”.

w) Derógase el inciso final.

x) Reemplázase el inciso final por los siguientes incisos:

“Los funcionarios que realicen labores de fiscalización, no podrán asumir como responsables de la instrucción de procedimientos sancionatorios. Del mismo modo, los Directores Regionales no podrán intervenir en funciones de fiscalización, ni participar de ningún modo en la instrucción de procedimientos sancionatorios, en relación a hechos respecto de los cuales después pudieran aplicar sanción.


Asimismo, las funciones señaladas en el inciso anterior y las de mediación colectiva y demanda para la protección del interés colectivo o difuso de los consumidores estarán a cargo de unidades diferentes e independientes entre sí, cada una de las cuales será dirigida por un Subdirector del Servicio.


Los Subdirectores referidos en el inciso precedente estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley N°19.882.


Los funcionarios que infrinjan los deberes asociados a la división estricta de funciones a la que se refiere este artículo incurrirán en una infracción grave a sus deberes funcionarios.


El Director Nacional dictará las normas de orden interno que sean necesarias a fin de que en los distintos procedimientos en que participenfuncionarios del Servicio se garantice la división estricta de funciones que ordena esta ley, especialmente en lo que se refiere al resguardo y traspaso de la información obtenida por los funcionarios en el ejercicio de sus funciones.”.


41) Reemplázase el artículo 59, por el siguiente:


“Artículo 59.- El Director Nacional será el Jefe Superior del Servicio y tendrá su representación judicial y extrajudicial. Será nombrado por el Presidente de la República, a partir de una terna propuesta por el Consejo de Alta Dirección Pública con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros. Durará cuatro años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El Director Nacional cesará en sus funciones por las siguientes causales:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Destitución por negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones, faltas a la probidad administrativa y por cualquier inobservancia a los deberes y obligaciones establecidos por ley.


d) Incapacidad.


La remoción por las causales señaladas en las letras c) y d) será dispuesta por el Presidente de la República.


Le corresponderá especialmente al Director Nacional:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento del Servicio y ejercer, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior del Servicio.


b) Dictar las instrucciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos y el buen funcionamiento del Servicio.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio.


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a esta ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley, salvo las materias señaladas en las letrasd) y e), del inciso segundo del artículo 58.


f) Conocer y resolver los recursos que la ley establece, pudiendo en su caso aplicar las sanciones que correspondan.


g) Rendir cuenta anualmente de su gestión, a lo menos a través de la publicación de una memoria y balance institucional, con el objeto de permitir a las personas efectuar una evaluación continua y permanente de los avances y resultados alcanzados por el Servicio.


h) Las demás que establezcan las leyes.


En todo lo no previsto en los incisos anteriores, y en cuanto no sea contradictorio con aquéllos, le serán aplicables al cargo de Director Nacional las normas establecidas en el Título VI de la ley N° 19.882.


En conformidad con lo establecido en la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.353, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Director Nacional, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que corresponda a cada una de las unidades del Servicio.”.


42) Reemplázase el artículo 59 bis por el siguiente: 


“Artículo 59 bis.- El personal del Servicio habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de ministro de fe, respecto de los hechos constitutivos de infracciones que consignen en el cumplimiento de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización. Los hechos establecidos por dicho ministro de fe constituirán presunción legal en cualquiera de los procedimientos contemplados en los párrafos 2° y 3° del Título IV de esta ley.”.


43) Agrégase el artículo 59 ter:


“Artículo 59 ter.- El Servicio Nacional del Consumidor se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales. En cada región del país habrá un Director Regional, quien estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública previsto en el Título VI de la ley 
N° 19.882 y deberá acreditar título de Abogado. También estará afecto a dicho Sistema, el Segundo Nivel Jerárquico del Servicio Nacional del Consumidor. El Director Nacional y los Directores Regionales no podrán ser candidatos a cargos de elección popular hasta un año después de haber cesado en su cargo.”.


44) Agrégase el artículo 59 quáter:


“Artículo 59 quáter.- Los funcionarios y demás personas que presten servicios en el Servicio Nacional del Consumidor, estarán obligados a guardar reserva sobre toda información, dato o antecedente de que puedan imponerse con motivo u ocasión del ejercicio de sus labores. Sin perjuicio de lo anterior, tales antecedentes podrán utilizarse para el cumplimiento de las funciones del Servicio y el ejercicio de las acciones ante los tribunales de justicia.


La infracción a esta prohibición se castigará con las penas indicadas en los artículos 246, 247 y 247 bis del Código Penal, y con las sanciones disciplinarias que puedan aplicarse administrativamente por la misma falta. Asimismo, serán aplicables las normas de responsabilidad funcionaria y del Estado contempladas en la ley Nº19.880, en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en la ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.”.


Artículo Segundo.-Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 2.757, que establece Normas sobre Asociaciones Gremiales:

1)Agrégase al artículo 16, el siguienteinciso cuarto: 


“Las organizaciones a que se refiere el párrafo 2° del Título II de la ley N° 19.496, estarán sometidas a las siguientes reglas sobre financiamiento, contabilidad y transparencia:


1) Deberán declarar a través de sus revistas y páginas web institucionales sus fuentes de financiamiento certificadas por una auditoría independiente.


2) Deberán informar, a lo menos semestralmente, y de acuerdo a las instrucciones generales que les imparta el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, sus balances y demás estados financieros, aplicando estándares de transparencia y presentación comunes, previamente definidos por el referido Ministerio.”.


2) Agrégase al artículo 21, el siguiente inciso segundo: 


“Tratándose de las organizaciones a que se refiere el párrafo 2° del Título II de la ley 
N° 19.496, el Ministerio podrá, en todo caso, requerir la precisión y aclaración de las fuentes de financiamiento, sus balances y estados financieros.”.


Artículo Tercero.- Agrégase al artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, el siguiente literal l):


“l) Gestionar las audiencias de conciliación obligatorias señaladas en la ley N° 19.496 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, respecto de los casos de denuncias presentadas en defensa del interés individual. Para tal efecto, las municipalidades deberán celebrar convenios con el Servicio Nacional del Consumidor de conformidad al artículo 58 de dicha ley.


Artículo Cuarto.- Con el objeto de promover un ejercicio coherente de las atribuciones los órganos del Estado con competencia en materia de protección de los derechos de los consumidores o usuarios y la existencia de diálogo regulatorio, deberá propenderse a la coordinación entre dichos órganos.


Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación integrado por las autoridades que determine un Reglamento del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Asimismo, dicho Reglamento, que deberá llevar la firma de los Ministros de Hacienda y de Secretaría General de la Presidencia, determinará las normas que sean necesarias para el funcionamiento del comité.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- La presente ley entrará en vigencia transcurrido un año desde su publicación en el Diario Oficial, salvo las modificaciones realizadas a los siguientes artículos de la ley N° 19.496: 2°; 16; 24 inciso final respecto a la facultad del Servicio para aplicar la multa; 26 inciso segundo; 31; 41; 49 inciso segundo; 50, con excepción de la derogación del actual inciso final; 50 A; 50 B; 50 C; 50 F; 50 G; los nuevos artículos 50 H a 50 O; 56; 56 A; 56 C; 56 H sólo en cuanto a la facultad del Servicio para cursar la multa y no así respecto del monto de la misma; 58 letra a), en cuanto a lo previsto en los nuevos incisos cuarto y quinto; 58 letra b); 58 letra c); 58 letra f); el nuevo 58 letra k); el nuevo 58 letra l); el nuevo 58 letra ñ); 58 bis;59 en cuanto a lo previsto en las nuevas letras e) y f) del nuevo inciso cuarto; y 59 ter, en cuanto al título de abogado que deban acreditar los Directores Regionales. Tales modificaciones comenzarán a regir de acuerdo al siguiente cronograma:


a) En las regiones de Antofagasta, de Valparaíso y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 1 de enero de 2016;

b) En las regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Atacama, de Coquimbo, del Libertador General Bernardo O'Higgins, del Bío Bío, de la Araucanía, de Los Ríos y de Los Lagos, desde el 1 de julio de 2016; y

c) En las regiones Metropolitana de Santiago, del Maule y de Aisén del General Carlos Ibáñez, desde el 1 de enero de 2017.


Artículo segundo transitorio.- Los procedimientos iniciados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, seguirán tramitándose conforme a sus normas hasta su total tramitación.


Artículo tercero transitorio.- En las causas que se funden en hechos ocurridos con anterioridad a la entrada en vigencia de las modificaciones que comenzarán a regir de acuerdo al cronograma descrito en las letras a), b) y c) del artículo primero transitorio anterior, serán competentes para conocer y resolver de ellas los tribunales señalados en el texto de la ley 
N° 19.496 vigente al momento de la ocurrencia de dichos hechos, contando con todas las atribuciones que dicha ley les confería.


Artículo cuarto transitorio.- Las facultades entregadas por la presente ley, en los literales d) y e) del artículo 58 de la ley N° 19.496, solo podrán ser ejercidas una vez publicado en el Diario Oficial el reglamento a que alude el artículo 4° permanente de esta ley.


Artículo quinto transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Fijar la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor y el régimen de remuneraciones que le resulte aplicable.


2) Dictar las normas para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial podrá determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como, la bonificación de la ley N° 19.528 y la asignación dispuesta en los artículos 9°, 10, 11 y 12 de la ley N° 20.212, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán el carácter de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, en el ejercicio de esta facultad podrá establecer normas distintas o complementarias al artículo 15 de esta última ley para los encasillamientos del personal derivados de las plantas que fije. Igualmente determinará, los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882.


Los funcionarios que, a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley, se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública o de carrera, acorde con las referidas normas, mantendrán su nombramiento mientras no se produzca la vacancia, por cualquier causa, de los cargos de los que son titulares.


3) Ordenar el traspaso, en las condiciones que determine, sin alterar la condición jurídica de la designación y sin solución de continuidad, de los funcionarios titulares de planta y a contrata del Servicio Nacional del Consumidor y de otras instituciones que se desempeñen en dicho servicio a la fecha de la publicación de la presente ley.


Para el encasillamiento del personal que se encuentre en funciones en el Servicio Nacional del Consumidor a la fecha de publicación del correspondiente decreto con fuerza de ley no serán exigibles los requisitos que se establezcan para el ingreso en los cargos de planta. A igual norma se sujetarán los funcionarios que tengan la calidad de contratados, para los efectos de su asimilación.


4) El traspaso del personal titular de planta y a contrata y de los cargos que sirven, se efectuará al grado de la Escala de Fiscalizadores cuya remuneración total mensualizada sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado. La remuneración más cercana corresponderá aquella cuya diferencia con la que percibía en el grado de origen, positiva o negativa, sea la menor. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados excluidas las remuneraciones por horas extraordinarias.


5) En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, estableciéndose, además, el plazo en que deberá llevarse a cabo este proceso. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.


6) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y de los encasillamientos que se practiquen. Igualmente, fijar la dotación máxima de personal del Servicio Nacional del Consumidor.


7) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá tener como consecuencia ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal.

c) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

d) Los funcionarios encasillados y traspasados mantendrán la asig-nación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para su reconocimiento. 

Artículo sexto transitorio.- El Reglamento señalado en el artículo cuarto transitorio, y los demás que resulten necesarios para la implementación de esta ley, deberán dictarse en un plazo de 1 año desde su publicación.

Artículo séptimo transitorio.- Mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido por “Orden del Presidente de la República”, se fijará el porcentaje de asignación de alta dirección pública a que se refiere el artículo sexagésimo quinto de ley N° 19.882, en razón del cambio de escala de remuneraciones a que estarán afectos los altos directivos públicos que continúen desempeñando funciones conforme a lo señalado en el numeral 2) del artículo cuarto transitorio de esta ley.

Artículo octavo transitorio.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Nacional del Consumidor, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo novenotransitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores.

Artículo décimo transitorio.- Quienes se encuentren desempeñando el cargo de Director Regional a la época de entrada en vigencia de la nueva planta de personal del Servicio Nacional del Consumidor a que se refiere el artículo quinto transitorio anterior, continuarán rigiéndose por las normas vigentes a la época de su designación.”.

Tratado y acordado en sesiones de fechas 3, 10, y 17 de junio; 1, 8, 15 y 22 de julio; 5, 12, 19 de agosto; 2, 23 y 30 de septiembre; 7, 8, 9, 13, 14 y 16 de octubre y 11 de noviembre de 2014, con la asistencia de los Diputados señores (as) Chahin, don Fuad (Presidente); Bellolio, don Jaime; Edwards, don José Manuel; Espejo, don Sergio (Chávez, don Marcelo); Farcas, don Daniel; Fernández, doña Maya; Jarpa, don Carlos Abel (Espinosa, don Marcos) (Meza, don Fernando); Kast, don Felipe (Berger, don Bernardo); Lavín, don Joaquín; Núñez, don Daniel; Poblete, don Roberto; Tuma, don Joaquín, y Van Rysselberghe, don Enrique. 

Además, concurrieron los diputados Pilowsky, don Jaime; Soto, don Leonardo, y Vallespín, don Patricio.

Sala de la Comisión, 13 de noviembre de 2014.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
17. Informe de la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales recaído en el proyecto, iniciado en moción, que “Modifica ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, con el objeto de prorrogar el plazo establecido para su aplicación”.
(boletín N° 9451-14)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, de origen en una moción de los diputados señores Fidel Espinoza, René Manuel García, Iván Norambuena, Jaime Pilowsky, Arturo Squella, Jorge Ulloa y Osvaldo Urrutia. 

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Idea matriz o fundamental del proyecto


Consiste en prorrogar por un plazo de 3 años el procedimiento de regulación de loteos de inmuebles urbanos o rurales a que se refiere el artículo 1° de la ley N° 20.234.


2.- Normas de carácter orgánico constitucional o de quórum calificado


No hay.


3.- Trámite de Hacienda


No hay.


4.- El proyecto fue aprobado en general y particular por los diputados señores Arriagada, don Claudio; Espinoza, don Fidel; Jarpa, don Carlos Abel, y Tuma, don Joaquín.

5.- Artículos o indicaciones rechazados


Ninguno.


6.- Se designó Diputado Informante al señor ESPINOZA, don FIDEL.


La Comisión contó con la asistencia de la señora Jeannette Tapia, asesora legislativa del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.
II. ANTECEDENTES


En la moción se hace presente que la vivienda es un lugar fundamental en la vida de toda persona. Contar con techo y abrigo es parte de la dignidad humana y un lugar de encuentro de la familia y de la vida en sociedad. Pese a la importancia de la vivienda en la vida de los seres humanos, se reconoce por los autores de esta iniciativa que existe una parte de la población que no tiene acceso a ella, o que no obstante tener acceso, se encuentra con problemas de precariedad.


En este sentido cabe agregar que en nuestro país existe una gran cantidad de loteos irregulares, con problemas de saneamiento legal, como la falta de títulos de dominio; o bien de servicios básicos, como la ausencia de urbanización (calles, alumbrado público, agua potable, servicios de recolección de basura, pavimentación, entre otros). Al no contar con las condiciones de urbanización los loteos no pueden ser recepcionados por la Dirección de Obras de la Municipalidad correspondiente y, por lo tanto, no es posible obtener el certificado de recepción definitiva.


El origen de este problema tiene que ver en muchos casos con el deseo de adquirir loteos a un precio más económico; sin embargo, esta oferta se traduce en una situación irregular, pues en la práctica muchas familias adquieren loteos que no cumplen con el requisito de urbanización de los terrenos, requisito previo a la subdivisión y venta de los mismos.


La falta de regularización y saneamiento de los loteos genera importantes problemas para sus adquirentes, como por ejemplo, la imposibilidad de postular a los subsidios que otorga el Estado a través del Servicio de Vivienda y Urbanismo o bien, a créditos de instituciones financieras, por no contar con los certificados correspondientes; como también problemas para la salud y calidad de vida de las personas, los que derivan de las precarias condiciones de estos loteos, al no contar, por ejemplo, con servicios básicos como agua potable.


Pese a los problemas que genera esta situación para las familias que adquieren este tipo de bienes, las que pertenecen a los sectores más vulnerables de la población, resulta oneroso incurrir en una regularización, por lo cual es fundamental el apoyo de los organismos estatales para terminar con esta realidad.


En este sentido se han dictado leyes que han tenido por objeto salvar este tipo de situaciones. Así, la ley N° 20.234, de 2008, estableció un plazo de veinticuatro meses para que los loteos de bienes raíces pudieran acogerse a un procedimiento simplificado de regularización. Luego la ley N° 20.562 estableció un procedimiento sencillo y un plazo de tres años (que vence el 25 de enero de 2015) para sanear y regularizar las condiciones de urbanización de loteos, tanto urbanos como rurales, que no cuenten con la recepción definitiva de las respectivas Direcciones de Obras Municipales.


Sin embargo, aún existen muchas familias cuyos loteos continúan en situación de irregularidad, pese a que el plazo establecido por ley se encuentra próximo a vencer.


Así, por ejemplo, en la Región de Valparaíso, se encuentran catastrados aproximadamente 205 loteos irregulares, de los cuales se han recepcionado 37, desde el año 2010. Actualmente, se encuentran en tramitación 52 loteos, correspondiendo a la comuna de Viña del Mar 18 expedientes. Siendo así, en lo que resta del plazo de vigencia de la ley, aún quedarían 116 loteos irregulares por gestionar, por lo que resulta de toda lógica concluir que el plazo contemplado en la ley actual debiera ser prorrogado.

III. DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO


En la discusión del proyecto en la Comisión el diputado señor Osvaldo Urrutia destacó que el propósito del proyecto es prorrogar por tres años la vigencia de la ley que permite la regularización de loteos irregulares. La necesidad surge a su juicio, del hecho que desde la vigencia de la referida ley, sólo el 18% de los loteos irregulares se han sometido a estas regularizaciones en el Gran Valparaíso y ésta vence el 15 de enero de 2015.


Agregó que si bien en elH. Senado se está tramitando un proyecto con similares propósitos (Boletín N° 9407-14), ha sido objeto de indicaciones que lo hacen más complejo y de tramitación más lenta. En cambio el proyecto en informe tiene un artículo único y solamente prorroga la normativa vigente por tres años. Mencionó, además, que mediante un proyecto de acuerdo aprobado por la Corporación se solicitó al Ministerio de Vivienda y Urbanismo poder considerar los recursos en la Ley de Presupuestos que permitan cumplir con la ley.


Por ello, sostuvo que se quiere que el proceso de regularización no se detenga, y para ello es necesario prorrogar la vigencia de la ley.


La señora Jeannette Tapia, asesora del Ministerio de Vivienda, señaló que el Ejecutivo comparte el espíritu de la moción en cuanto a prorrogar el plazo de la ley. Destacó que este proyecto de ley se refiere sólo a la ampliación del plazo, que vence el 15 de enero de 2015.


Hizo presente que el problema no es sólo por el vencimiento del plazo, sino porque la regularización de loteos es de suyo complejo y exige muchos recursos y la participación de diversos organismos. En base al trabajo realizado en algunas regiones como la de Valparaíso o de la Araucanía se han formado agrupaciones de loteos irregulares, y se han detectado falencias y dificultades para obtener una rápida regularización. En el Senado se han recogido estas observaciones y han complementado el proyecto, por ejemplo, entregando más atribuciones para poder regularizar los terrenos. Existe, por ejemplo, la dificultad de otorgar factibilidades sanitarias porque no están en un área de concesión, y dada la situación de los loteos irregulares, no las pueden pedir. Se les otorgan facultades a los municipios para facilitar los procesos.


El diputado señor Osvaldo Urrutia, aclaró a la Comisión que la Ley de Loteos Irregulares data de los años sesenta, a raíz de la situación de los denominados “loteadores brujos” quienes se hacían de un terreno, que podía ser de un particular, dividían en lotes, vendían y transferían derechos, sin ejecutar obra de urbanización alguna. Con la referida ley se facultaba a los antecesores del SERVIU para expropiar esos terrenos, urbanizarlos y entregar títulos, lo que se perfeccionó con el decreto ley N° 2.833, de 1979, que simplifica trámites de transferencia de dominio y constitución de gravámenes y prohibiciones en sitios ubicados en poblaciones de propiedad de los servicios de urbanización y vivienda. Ocurre que coetáneamente con este decreto ley, también se loteó de acuerdo con la ley de Sismos N° 16.282, de 1965, que permite hacer loteos con aprobación municipal, sin obras de urbanización y con planos topográficos de escasa precisión. Sobre ello, las antecesoras de SERVIU, aplicaban un plano más preciso que determinaba como loteo irregular un determinado terreno. El problema ocurrió en 2008, cuando el encargado de esos loteos era el Director de Obras Municipales, ya que existían tres tipos de planos que no calzaban, todos autorizados conforme a sus respectivas normas legales.


Destacó el diputado señor Urrutia que este problema es común en Viña del Mar, en los cerros de la ciudad donde se aplican estas tres leyes, a las que se agregan los casos de regularización por el decreto ley N° 2.695, de 1979, quefija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.


El proyecto en estudio en el Senado se hace cargo de estas situaciones, ya que quita la responsabilidad a los Directores de Obras para poder recepcionar provisoriamente, abordando también otros temas, pero ello hace su tramitación mucho más compleja, lo que tomará más tiempo. 


En razón de los antecedentes expuestos, la Comisión consideró la urgencia de aprobar esta propuesta legislativa, siendo sometida a votación general y particular a la vez, por ser un proyecto de ley de artículo único.


En la discusión particular del proyecto, que prorroga por un plazo de 3 años, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, el procedimiento simplificado de regularización de loteos de inmuebles urbanos o rurales, a que refiere el artículo 1° de la ley N° 20.234, se presentó la siguiente indicación del diputado señor Urrutia, don Osvaldo, para reemplazar en el artículo único las expresiones “3 años” por “5 años”, de modo de prorrogarla por el mismo tiempo que el proyecto que setramita en el Senado.


Puesto en votación el artículo único con la indicación precedente fue aprobado por unanimidad. Votaron por la afirmativa los diputados señores Claudio Arriagada, Fidel Espinoza, Carlos Abel Jarpa y Joaquín Tuma.


Se han introducido al proyecto modificaciones formales que se recogen en el texto propuesto a continuación.


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las demás consideraciones que en su oportunidad dará a conocer el señor Diputado Informante, la Comisión de Vivienda, Desarrollo Urbano y Bienes Nacionales, recomienda aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Prorrógase, por un plazo de 5 años, a contar de la entrada en vigencia de la presente ley, el procedimiento simplificado de regularización de loteos de inmuebles urbanos o rurales, a que refiere el artículo 1° de la ley N° 20.234.”.


Tratado y acordado en sesión de fecha 5 de noviembre de 2014, con la asistencia de los diputados (as) señores (as)Claudio Arriagada; Pedro Browne; Fidel Espinoza; Daniel Farcas; Gustavo Hasbún; Carlos Abel Jarpa; Iván Norambuena; Jorge Rathgeb; Joaquín Tuma, y la diputada señora Maya Fernández. Concurrió además, el diputado señor Osvaldo Urrutia.


Sala de la Comisión, a 13 de noviembre de 2014.


(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
18. Informe de la Comisión “Investigadora sobre los contratos, operaciones a futuro y forwards realizados por Codelco entre los años 2005 y 2007”. 

Honorable Cámara:

Vuestra Comisión Especial Investigadora encargada de analizar los contratos, operaciones y forwards, realizados por Codelco entre los años 2005 y 2007, pasa a informar respecto del estudio realizado, en cumplimiento del Mandato otorgado por la H. Sala.

I. ACUERDO DE LA H. CÁMARA DE DIPUTADOS.

En la sesión celebrada el 9 de abril de 2014, la Cámara de Diputados aprobó una petición de 48 Diputadas y Diputados para crear, en virtud de lo dispuesto en los artículos 52, N°1, letra c) de la Constitución Política de la República; 53 de la ley Orgánica Constitucional y 297 y siguientes del Reglamento de la Corporación, una Comisión Especial Investigadora para Estudiar y Analizar los Contratos, Operaciones y Forwards, realizados por Codelco, entre los años 2005 y 2007.

En el ejercicio de su cometido, se le encomendó a la Comisióninvestigar todos los hechos vinculados a las denuncias sobre las pérdidas, cercanas a siete mil millones de dólares de los Estados Unidos de América (USS 7.000.000.000.-), en que incurrió Codelco y la exposición financiera negativa en que se la colocó producto de operaciones, entre los años 2005 y 2007, de ventas a futuro y forwards que fueron innecesarios, especulativos, con altísimo riesgo e inusuales en el mercado.

La Comisión Investigadora deberá rendir su informe en un plazo no superior a noventa días, y para el desempeño de su mandato podrá constituirse en cualquier lugar del territorio nacional.

La Cámara de Diputados acordó integrar la Comisión Investigadora, con las siguientes señoras y señores Diputados:

Aguiló Melo, don Sergio.

Cicardini Milla, doña Daniela.

Espinosa Monardes, don Marcos.

Gahona Salazar, don Sergio.

Jackson Drago, don Giorgio.

Kort Garriga, don Issa.

Lemus Aracena, don Luis.

Nuñez Urrutia, doña Paulina.

Nuñez Lozano, don Marco Antonio.

Rivas Sánchez, don Gaspar.

Torres Jeldes, don Víctor.

Walker Prieto, don Matias.

Ward Edwards, don Felipe.

Posteriormente, los Diputados señores Jackson Drago, don Giorgio, y Walker Prieto, don Matías, fueron reemplazados por los Diputados señores Castro González, don Juan Luis, y Espejo Yaksic, don Sergio, respectivamente.

La Comisión se constituyó el 8 de julio de 2014 y eligió, por la unanimidad de los Diputados presentes, al Diputado Lemus Aracena, don Luis, y fijó los días lunes de cada semana, de 15,30 a 17,30 horas, para efectuar sus sesiones ordinarias, en el edificio del Congreso Nacional, ubicado en la ciudad de Santiago.

II. LABOR DESARROLLADA POR LA COMISIÓN.

Para el cumplimiento de la tarea encomendada por la H. Corporación, la Comisión abordó su tarea sobre la base de un plan de trabajo propuesto por los Diputados miembros de ella. En virtud del mismo, durante su funcionamiento, citó y escuchó a diversos personeros, tanto del ámbito público como del privado, quienes la ilustraron sobre aspectos legales, técnicos y administrativos del problema. La Comisión celebró sesiones ordinarias y extraordinarias, además de la sesión constitutiva.

Las personas que entregaron su opinión sobre el tema investigado, son las siguientes, indicadas cronológicamente por la sesión en que participaron:

1. Oscar Landerretche Moreno, Presidente del Directorio de Codelco.

2. Juan Villarzú Rohde, ex Presidente Ejecutivo de Codelco.

3. Sergio Hernández Nuñez, Vicepresidente Ejecutivo de Cochilco.

4. Alfonso Dulanto Rencoret,ex Ministro de Minería.

5. Raimundo Espinoza, Presidente de la Federación de Trabajadores del Cobre.

6. Raúl Álvarez, Asesor de la Federación de Trabajadores del Cobre.

7. Ricardo Calderón, Presidente de la Federación de Sindicatos de Supervisores y Profesionales Rol A de Codelco-Chile.

8. Pablo Cabezas, Dirigente de la Federación de Sindicatos de Supervisores y Profesionales Rol A de Codelco-Chile.

9. Roberto Souper, ex Vicepresidente de Comercialización de Codelco.

10. Nicolás Eyzaguirre, ex Ministro de Hacienda y ex Director de Codelco.

III. ANTECEDENTES GENERALES.

Es importante señalar, que dentro del marco regulatorio, constituido por su ley orgánica y por sus estatutos, la Corporación Nacional del Cobre, CODELCO-CHILE, no disponen normas destinadas a regular de manera específica la celebración de contratos derivados de productos o subproductos que provengan de las actividades de la empresa. Distinto es el caso respecto de ciertas operaciones, ajenas a la comercialización de minerales, donde se han establecido limitaciones legales para su ejecución. Ello ocurre respecto de la decisión del Directorio de Codelco, de autorizar la contratación de empréstitos internos o externos, en moneda nacional o extranjera, los que, por expresa disposición legal, deben ser autorizados por el Ministerio de Hacienda.

En tal sentido, durante el periodo comprendido entre los años 2005-2007, el Directorio de la Empresa, acordó realizar operaciones de cobertura de precio del cobre, para operaciones relacionadas con programas asociados a divisiones, yacimientos y determinados contratos, los que, de acuerdo a la información entregada por la Empresa, las operaciones señaladas, involucraron 1.113.550 toneladas métricas de cobre fino (tmf).

De acuerdo a esta misma información, las pérdidas que habrían originado dichas operaciones, entre los años 2006-2012, ascendieron a US$4.663,30 millones.

1. Introducción.

Existen aspectos legales y financieros, que se relacionan con las operaciones de cobertura del precio del cobre, efectuados por la Corporación Nacional del Cobre, Codelco-Chile, durante el período 2005-2007, y los efectos que esto produce hasta el año 2012, lo que es materia de investigación y de revisión por esta Comisión Investigadora, lo que tiene por objeto “estudiar los contratos, operaciones a futuro y forwards, realizados por Codelco, entre los años 2005 y 2007”.

Es del caso señalar, que Forward es un tipo de instrumento derivado sustentado en un acuerdo, formalizado mediante un contrato, entre dos partes, para comprar o vender un bien a un precio pre-especificado en una fecha determinada. En el contrato, se especifica la cantidad y la calidad del bien a entregar, el precio de entrega, la fecha y el lugar de entrega. Los Forwards son instrumentos de cobertura de riesgo y de juego de suma-cero, donde las ganancias del ganador son iguales a las pérdidas del perdedor.

Para el análisis de los aspectos mencionados, se ha tratado de utilizar fuentes oficiales pero ante su ausencia, se usan los antecedentes disponibles en la prensa nacional en las páginas oficiales de las entidades involucradas y en los documentos acompañados a la citada comisión por los distintos invitados a la misma.

Dado la escasa información pública disponible, en orden a la totalidad de las operaciones, actos y contratos involucrados y sus antecedentes autorizantes, solo se analizan aspectos generales, sin pretender detallar cada una de las operaciones.

I. Antecedentes jurídicos que autorizan a CODELCO para celebrar contratos de operaciones a futuro.

El Decreto Ley N°1.350, de 1976, creó la Corporación Nacional del Cobre, Codelco, establece la dirección superior y señala que la administración le corresponde a su directorio.

Los Estatutos de Codelco fueron modificados por el Decreto N°146, del Ministerio de Hacienda, del año 1991, por el que se le entregan al directorio y a la conducción superior, la supervigilancia de la marcha de la empresa, confiriéndole las facultades necesarias, para que se ejerzan dichas funciones.

Asimismo, dicho cuerpo normativo, le entrega al Presidente Ejecutivo, las siguientes facultades: vender; exportar, y comercializar el cobre, minerales y otros productos y subproductos, que provengan de las actividades propias de la Empresa.

Las disposiciones citadas anteriormente, constituyen el marco jurídico que autoriza al Directorio de Codelco y a su Presidente Ejecutivo, para ejecutar y celebrar actos o contratos destinados a cubrir riesgos de variaciones del precio del cobre.

Por lo tanto, ni la ley que creóCodelco, ni sus estatutos contienen disposiciones destinadas a regular de manera específica la celebración de contratos derivados de productos o subproductos, que provengan de las actividades de la Empresa, limitando, prohibiendo o estableciendo procedimientos especiales, para ejecutar estos mecanismos de cobertura de riesgo.

No obstante lo anterior, ciertas operaciones, ajenas a la comercialización de minerales, reconocen limitaciones legales para su ejecución. Ello ocurre, cuando el Directorio toma la decisión de autorizar la contratación de empréstitos internos o externos, en moneda nacional o extranjera, los que, por expresa disposición legal, deben ser autorizados por el Ministerio de Hacienda.

Finalmente, y a título meramente referencial, teniendo a la vez presente, que se trata de normas no aplicables a las operaciones de Codelco, cabe mencionar que la Ley N° 19.908, faculta a las instituciones públicas, para suscribir contratos derivados con fines de cobertura para sus operaciones financieras. Sin embargo, a diferencia de lo que ocurre con el estatuto de Codelco, en este caso se establecen límites, en términos que dichas operaciones no pueden exceder en términos de monto y plazo, al de los respectivos activos o pasivos. Sin perjuicio de lo anterior, la suma de los montos involucrados en estas operaciones, no puede exceder el monto total que para cada período, se autorice por ley.

II. Antecedentes de programas de cobertura de precios de cobre 2005 y 2007.

De acuerdo a la memoria anual de Codelco correspondiente al año 2005, el Directorio de la empresa acordó, realizar operaciones de cobertura de precio del cobre para operaciones relacionadas, con programas asociados a divisiones, yacimientos y determinados contratos, así se tiene que:

División Salvador.

En sus sesiones N° 21 y 22, de fechas 11 de julio de 2005 y 1° de agosto de 2005, el Directorio de Codelco acordó, realizar operaciones de cobertura de precio del cobre para el periodo 2006–2011, involucrando 373.950 toneladas métricas para todo el periodo mencionado, que se completaron en octubre del año 2005. Según lo informado en la memoria de la Empresa. El objetivo de estas operaciones, era asegurar un margen a la explotación de las reservas útiles de la división El Salvador.

Yacimiento Gaby.

En sesión de fecha 09 de enero de 2006, el Directorio de Codelco, “considerando las condiciones de mercado”, acordó́ llevar a cabo operaciones de cobertura de precio del cobre, involucrando 700.000 toneladas métricas de cobre, equivalentes a los cinco primeros años de operación del proyecto Yacimiento Gaby, para el periodo 2008–2012. De acuerdo a la memoria de Codelco, estas operaciones buscaban despejar el “riesgo precio” del citado proyecto.

Minmetals.

El año 2005 Codelco, negoció con la compañía China Minmetals non-Ferrous Metals.Co.Ltd., la constitución de la sociedad Copper Partners Investment Company Ltd. (Cupic), con una participación de 50% cada uno, para la realización de operaciones de venta de cobre a largo plazo.

Según describe la Memoria de Codelco, del año 2005, en virtud de un acuerdo, la sociedad constituida con Cupic, compraría a Codelco cátodos de cobre en virtud de un contrato de abastecimiento a largo plazo. El 20 de diciembre de 2005 el Directorio de Codelco, aprobó la suscripción de un acuerdo entre ésta y Minmetals, para regular el procedimiento, en cuya virtud ambas compañías tomaron, en partes iguales, coberturas de precio por el total del tonelaje involucrado en los primeros cinco años del contrato, por cuenta de la sociedad constituida al efecto: “Cupic”. Según el mismo antecedente, este acuerdo representó para Codelco tomar coberturas por cuenta de Cupic, para el 50% del tonelaje de cobre comprendido en los primeros cinco años del contrato, estableciendo, asimismo, que Codelco y Minmetals, harían “todos los esfuerzos comercialmente razonables, para traspasar estas posiciones a la sociedad creada”.

El contrato de suministro acordado supuso la venta de cátodos de cobre, por parte de Codelco a Cupic, con entregas a futuro, hasta el mes de mayo de 2021, por un volumen total de 836,250 tmf. Por su parte, el acuerdo supone que Minmetals, compre a la sociedad común (Cupic), a precio corriente de mercado vigente, al momento del embarque, denominados “precios Spot”, igual tonelaje de cátodos de cobre.

El Gobierno de la República Popular China, en su sitio oficial de Internet, en febrero de 2006, informó sobre el acuerdo para asegurar el suministro de cobre. Al efecto, señaló que en virtud de dicho acuerdo y la creación de Cupic, Codelco proveerá hasta el año 2021, de cobre a Minmetals, cuya demanda al año 2006, en China, había tenido un crecimiento explosivo, en los sectores de generación de energía y de telecomunicaciones, creciendo un seis por ciento en un periodo de 11 meses. 

Por otra parte, Codelco no hace referencia en las memorias del 2006 y del 2007, a los acuerdos específicos sobre las operaciones de cobertura de precio de minerales. A esa época, se habla de “una política definida por el Directorio” para realizar operaciones de coberturas, en los mercados de futuro de metales destinadas a proteger o minimizar los riesgos inherentes a las fluctuaciones de precios. Estas operaciones debían ser, en todo caso, aprobadas por el Directorio. Éstas se agrupaban en dos tipos:

*Operaciones comerciales de flexibilización de contratos vigentes de cobre, oro y plata, conforme a las cuales se ajustaban las condiciones particulares de los diferentes contratos de venta, a la “Política General de Comercialización de Codelco”; y

*Operaciones para la protección de flujos de caja de proyectos específicos, que se realizan para asegurar precios a producciones futuras. De acuerdo a dicha memoria, cada una de estas operaciones se sometió a la aprobación del Directorio.

Al respecto, el Presidente del Directorio de Codelco, entregó un documento de julio de 2014, a la Comisión Especial Investigadora, en el que señalaba, que el Directorio autorizó “operaciones de protección de precios” en el año 2007 y que el acuerdo se adoptó en la sesión N°17, de fecha 19 de abril de 2007.

Según dicho documento, las operaciones de protección de precios, para el período 2005-2007, se involucraron 1.113.550 toneladas métricas de cobre fino (tmf), según se detalla en la siguiente tabla, confeccionada, en base a la información entregada por Codelco.

	Programa
	Precio Cobre
	Periodo Ejecución
	Producción

	
	US¢/Lb
	
	TMF

	Salvador 1
	117,6
	2006-2007
	373.950

	Salvador 2
	266,25
	2009-2010
	39.600

	Gaby
	138,5
	2008-2012
	700.000

	Total
	
	1.113.550


I. Estimaciones de pérdidas por operaciones de cobertura de precio (según la prensa y Codelco).

De acuerdo a la recopilación dela información de prensa disponible, sobre las operaciones de cobertura de precio de cobre, adoptadas por Codelco para el periodo 2005-2012, las estimaciones de pérdidas asociadas a dichas operaciones son las siguientes:

1.- En septiembre del año 2010, Andrés Tagle, a esa fecha director de Codelco, estimó en US$1.900 millones las pérdidas de la empresa, para el periodo 2006 y marzo de 2010, originadas en operaciones de venta de cobre a futuro.

A la vez estimó para los próximos tres años (2010 a 2013) pérdidas por US$2.687 millones, sumando un total estimado por la ex autoridad en US$ 4.630.

2.- En noviembre del mismo año 2010, Gerardo Jofré, Presidente a esa fecha del Directorio de Codelco, estimó a junio de ese año las pérdidas por operaciones a futuro en US$2.120 millones, habiendo a esa fecha una exposición (pérdida emergente) de US$1.800 millones, resultando en pérdidas totales, estimadas de aproximadamente US$4.000 millones.

3.- También en noviembre del mismo año, en razón de los nuevos valores del cobre, originados en un alza hasta valores aproximados a US$4,0 la libra, se ajustó la exposición negativa de Codelco a US$5.000 millones, causados por operaciones de cobertura del precio del mineral.

4.- En junio de este año 2014, Andrés Tagle, ex director de Codelco, estimó las pérdidas causadas por operaciones de derivados en US$4.700 millones de dólares.

Finalmente, la última cifra estimada de pérdidas coincide con lo informado este año 2014, por el Presidente del Directorio a la Comisión Investigadora, en orden a que las pérdidas, para el periodo 2005-2012 ascendiendo a US$4.663,30 millones, según la siguiente tabla N°2, elaborada de acuerdo a la información entregada por Codelco:

	Programa
	Precio Cobre
	Periodo Ejecución
	Pérdidas

Ex Post

	
	US¢/Lb
	
	US$

Millones

	Salvador 1
	117,6
	2006-2007
	1.679,40

	Salvador 2
	266,25
	2009-2010
	

	Gaby
	138,5
	2008-2012
	2.983,90

	Total
	
	4.663,30


IV. ANTECEDENTES SOLICITADOS POR LA COMISIÓN.

	N°
	fecha
	Destinatario
	Materia
	Respuesta
	Cuenta ses

	001
	08-07-14
	Presidente Cámara
	Comunica elección de Presidente
	No requiere respuesta
	 

	002
	08-07-14
	Ministra de Minería
	 Comunica elección de Presidente
	No requiere respuesta
	 

	003
	
	Oficina de Informaciones
	Apoyo personal
	No requiere respuesta
	 

	004
	
	Redacción de Sesiones
	Apoyo de taquígrafos
	No requiere Respuesta
	

	005
	22-07-14
	Presidente del Directorio de Codelco
	Se solicita las actas del Directorio de Codelco en las cuales se habrían acordado las operaciones de ventas a futuro por parte de la estatal. Especialmente, en las cuales se acordó el joint venture con la empresa Minmetals, que creó a su vez la empresa Cupic, sesiones celebradas en enero, febrero y marzo de 2006.
	Mediante Oficio Reservado N°031 de 20 de agosto de 2014
	Sesión 6 de 1 de septiembre de 2014 


V. EXPOSICIONES EFECTUADAS POR LAS PERSONAS QUE CONCURRIERON A LA COMISIÓN A ENTREGAR ANTECEDENTES SOBRE EL TEMA INVESTIGADO.

1.- El Presidente del Directorio de Codelco, señor Oscar Landerretche, explicó que toda la información que tiene relación con Codelco y que entregará y que entrega a la Comisión, con de carácter público. Además, dicha información, está dentro de los balances, reportes y anuarios. 

Explicó que las operaciones de futuro en minería, se hacen a través de instrumentos relacionados, con los productos mineros en el mundo. Estos instrumentos, se transan en la Bolsa de Metales de Londres, en la Bolsa de Shanghai y en la Bolsa de Nueva York, entre otras. Sin embargo, la bolsa referencial es la de Metales de Londres y, cuando se ve el precio del cobre, es el precio de esta bolsa de metales. En la actualidad, la Bolsa de Metales de Londres tiene contratos a futuro y contratos spot -contratos inmediatos-. Agregó, que los contratos que tienen precios a futuro son a tres meses –que es un contrato muy regular- y a diciembre en el año en curso, a diciembre del próximo año y a diciembre del año subsiguiente.

Señaló que al observar estos procesos puede haber confusión, porque hasta el 2 de abril, o sea, hasta hace un par de años, los contratos eran a 3, a 15 y a 27 meses. Este procedimiento se cambió con la modalidad de concertarlos siempre a diciembre. La razón es porque en la bolsa notaron que había una recurrencia de que las compañías querían los contratos a diciembre; por lo tanto, por razones prácticas se pasó de los 3, 15 y 27 meses a establecer el mes de diciembre de cada año, como la fecha más adecuada.

Asimismo, la bolsa ofrece la posibilidad de realizar transacciones hasta por una distancia temporal de 10 años, pero la mayor parte de los contratos corresponden, a tres meses o a diciembre de cada año.

Señaló que para entender los contratos a futuro, es necesario considerar por ejemplo, que en el período 2005 y 2006, se partió con precios de cobre spot de 150 centavos la libra hasta llegar a 350 centavos la libra, lo que significaba un incremento importante. Agrego, que en el mes de septiembre, por ejemplo, el cobre tuvo un precio spot del orden de 170 centavos la libra. Ahora, si eso se toma en un contrato a tres meses esto se transformaría en un poco más bajo, es decir, sería un valor de alrededor de 160 centavos la libra. Sin embargo, si la opción hubiera sido por 15 meses, el valor habría estado por debajo de los 150, probablemente cercano a los 130 centavos la libra.

Por otra parte, si se toma el precio spot en el período marzo del 2005 y marzo del 2006, habría que señalar que el valor predictivo de esos contratos a futuro, debería ser relativamente bajo.

Es por eso, que los mercados a futuro tienden a estabilizar el precio y, de algún modo, a ir en contra de la tendencia, que es parte de la valoración y del sentido que tienen esos contratos para los clientes que los usan. Ahora, es importante señalar que el fenómeno que ocurre con los contratos a futuro no es algo específico a los contratos de futuro en la minería. También ocurre con los contratos de otros commodities.

Por otra parte, habría que preguntarse, qué es un contrato a futuro. Un contrato a futuro sobre cobre consiste en la venta o compra de una determinada cantidad en una fecha futura. En el fondo, lo que se promete es una cantidad física del producto en una fecha futura a un precio futuro de mercado establecido de antemano.

Explicó que los contratos a futuro, se hacen por la gran volatilidad que tiene el precio del cobre, además de las razones del tipo de cambio. El tipo de divisas es algo muy volátil. Esto significa que los productores, consumidores y comerciantes de cobre que dependen de cualquiera de estos precios, están muy expuestos a esa volatilidad. O sea, un movimiento repentino del cobre incide también en sus insumos clave y aunque eso puede generar enormes ganancias, pero por sobre todo enormes pérdidas al no tener alguna compensación.

Agregó, que los agentes que realizan operaciones de futuro, buscan protegerse del riesgo derivado de las fluctuaciones desfavorables del precio. Este tipo de procedimientos se denomina operaciones de cobertura, aunque otros usan el anglicismo hedging para referirse a lo mismo.

Algo relevante, es que en los mercados de futuros no todas las transacciones, solo una parte, tienen una motivación fundamental; es decir, que responden a la necesidad de cobertura, por cuanto, un productor necesita cubrirse y es por eso que busca cubrirse en el mercado.

Por otra parte, en este mercado existen los especuladores, quienes se dedican a observar los contratos y a arbitrarlos. Es decir, toman los contratos, los venden o los compran, de modo de aprovechar las diferencias de precio y, así, de pasada, obtener alguna ganancia. Básicamente, estos especuladores buscan beneficiarse, en la medida en que haya discrepancias entre los precios que se están transando estos futuros y las expectativas que existen sobre ellos. Por lo general, cuando hay noticias importantes que afectan los futuros del cobre, se generan ciclos especulativos, en los que los especuladores esperan obtener sus ganancias.

Al respecto, indicó que existen dos tipos de operaciones de futuros, y es importante hacer la distinción, porque son completamente distintas. Una, son las llamadas operaciones estructuradas, estos son ciertos instrumentos, es decir, una especie de papelito que dice, por ejemplo: “Le prometo tantas toneladas de cobre, a tal precio y en tal fecha”. Estos instrumentos tienen una estructura determinada por la Bolsa de Metales, en la que se transa. Es decir, se hacen de aquí a diciembre, o en tal fecha o en 3, 15 o 27 meses.

Señaló que es la Bolsa de Metales, la que determina la estructura para que todos los contratos sean iguales, incluso se puede transar entre ellos mismos, lo que genera un negocio atractivo para los inversionistas.

También existen las operaciones no estructuradas, que son las que ocurren fuera de la Bolsa, y que se denominan over the counter, OTC –sobre el mostrador-. Esto es básicamente, que si hay personas que tienen requerimientos peculiares de cobertura, a quienes no les sirve la cobertura estructurada -es decir, si la Bolsa les ofrece coberturas de entre 3, 15 o 27 meses, ellos requieren algo más complicado, por ejemplo, un futuro mezclado con otra cosa, con un crédito u otro- en general, esas operaciones se hacen over the counter y son no estructuradas. Agregó, que los datos que existen respecto de esas operaciones son bastantes transparentes, las Bolsas los proveen. Los datos contienen los precios de operaciones estructuradas. Las operaciones over the counter, son más difíciles y, a veces, se pueden saber por las características de las empresas. Son operaciones bajo la línea. Algunas tienen como política revelar ese tipo de información, pero en general, no es tan fácil saberlo. Hay empresas en las que, derechamente, no es posible saber cuántas de esas operaciones se están haciendo. Entonces, hay que tener cuidado con las afirmaciones temerarias sobre este mercado. Recalcó, que la crisis subprime tuvo mucho que ver con este tipo de operaciones. Nadie sabía que existían o se pensaba que eran poco profundas pero, al final, resultó ser lo contrario. Todas las crisis financieras parten en este tipo de operaciones, over the counter.

Indicó que los mercados estructurados, son en general, bastante sanos. Por ejemplo, se puede hacer un ejercicio sobre una operación de futuros sobre el cobre, en el que un productor acuerda con un cliente la venta de 2.500 toneladas de cobre, las que se entregarán en tres meses después. El precio acordado por las partes será el precio de mercado al momento de la entrega; es decir, es una cotización conocida, en el momento de la operación. Para este ejemplo, se determina un precio de entrega inmediata, que es 318,7 centavos la libra. O sea, cada tonelada métrica valdría 7.027 dólares. Supongamos que el precio futuro, a tres meses, será 318,7 centavos la libra. El productor, para protegerse frente a movimientos desfavorables del precio, en paralelo a la venta física, vendería contratos de 3 meses equivalentes a 2.500 toneladas, al precio futuro imperante hoy. Así se cubre ante la posibilidad de que el precio se mueva de una manera desfavorable y no lo haya aprovechado, por así decirlo, para cubrirse en este momento. Como dato anecdótico, como cada contrato de futuros de la Bolsa de Metales tiene un volumen de 25 toneladas, en este caso, la operación sería de 100 contratos, que es una métrica que se usa en la Bolsa de Metales.

Para hacer un balance de la operación, habría que suponer que el precio spot de mercado cae 10 por ciento en los próximos 3 meses, llegando a 6.324 dólares por tonelada métrica. El productor concluye su operación física y vende a 6.324 dólares por tonelada métrica, que es el negocio que se había pactado y, al mismo tiempo, el productor cumple su compromiso de venta a futuro a un precio de 7.026 dólares por tonelada métrica. Para cumplir ese compromiso recurre al mercado spot, comprando el equivalente de 6.324 dólares por tonelada métrica en el mercado spot. Por lo tanto, la operación de futuro significa una ganancia de 702 dólares por tonelada métrica. Por lo que en definitiva, se hace una venta física a un precio futuro y desase la operación a través de una operación de futuros. 

Por otro lado, hay un ejemplo completamente opuesto, en que el precio spot sube 10 por ciento. Es exactamente simétrico, pero genera una pérdida de 704 dólares por tonelada métrica. En este caso el productor concluye su operación física, vendiendo a 7.730 dólares y, al mismo tiempo, cumple su compromiso de venta a futuro a un precio de 7.026 dólares. Para hacer esto, recurre al mercado spot, igual que en el caso anterior, debiendo comprar un tonelaje equivalente a un precio de 7.730, por lo que pierde 704 dólares.

Por lo que al hacer un balance de la transacción física y de futuro le va a significar un egreso. Porque la ganancia de 7.730 se compensa con la de pérdida de 704. Esta situación, produce una especie de seguro sobre el precio que suba o que baje. En cualquiera de los dos casos sale con la misma plata, solo que en uno caso el resultado incluye la ganancia de la operación futura y en el otro caso la pierde. Es exactamente lo mismo. Ese es el punto preciso del ejemplo. Y esa es la razón por la cual los productores recurren al mercado de futuro, para poder cubrirse ante la subida y la bajada de precios. 

Planteó que cuando se hace una operación de futuro, se está comprando un seguro, solo que no tiene la misma connotación de un mercado de seguros, en el cual se sabe exactamente cuál es la prima que se está pagando, sino que ex post se realiza la ganancia o pérdida asociada a la operación.

Es del caso señalar, que el principal beneficio de las operaciones de venta en mercados de futuros es la eliminación del riesgo asociado a cambios desfavorables en el precio, y esta es la razón por la cual se usa, pero estas operaciones involucran algunos costos básicos. Lo fundamental es que estas operaciones no se hacen sin corredores de bolsa; por lo tanto hay un pago por lote al mes, hay un costo operativo y una comisión a los corredores.

Además, existe otro problema asociado a la necesidad de mantener garantías en línea, con un nivel de exposición de la operación. Por lo tanto, eso hace que sedetenga cierto tipo de activos, porque los compromete para garantizar las operaciones. Eso ocurre, en todos los tipos de operaciones financieras en general, pero en esta, también tiene ese problema.

Sin embargo, explicó que el costo más importante, desde la perspectiva de un productor, puede ser el hecho de no participar en ganancias derivadas de eventuales alzas de precios de cobre, por sobre la cotización fijada de antemano.

Agregó, que en el caso de Codelco, la empresa opera a través de brokers con transacciones over the counter, en general, pero las realizadas fueron operaciones extremadamente pequeñas.

Codelco en algún momento, ha efectuado dos tipos de operaciones de futuro. Una, es la operación que se hace para proteger los precios, cuyo objetivo es fijar un flujo de caja por los ingresos de venta. Básicamente, la compañía respalda la producción a un precio estimativo. La otra, que es la que le interesa a la Comisión, son las llamadas operaciones de flexibilización comercial, que se realizan con el fin de ajustar condiciones particulares de algunos contratos de venta, en torno a la cartera de productos de Codelco.

Expuso que con esto, se busca llevar el precio efectivo del contrato al referente, en este caso a la venta de cátodos, al precio que corresponde al mes siguiente a la fecha del despacho físico en la Bolsa de Metales de Londres.

Para explicarlo mejor, habría que suponer que en el mes de enero del 2014, un cliente le comunica a Codelco su deseo de comprar mil toneladas de cátodos de cobre, para determinar su precio en marzo de 2014. Por lo que se establece un compromiso de comprar mil toneladas en marzo y entregarlas en Shangai o en Indonesia, y en ese lugar se va a pagar al precio que se entrega.

El problema que tiene esa operación es que Codelco empieza a enviar esas mil toneladas antes. Entonces, hay un riesgo asociado al precio en la transición, en el despacho. Es decir, cuando se enviaron las toneladas métricas de cobre, puede haber tenido un precio muy distinto del que había cuando llegan, y como el precio del cobre suele ser bastante volátil, Codelco está expuesto en ese momento.

En consecuencia, la política general de comercialización de Codelco establece un plazo preferencial para ventas de M+1, es decir, la máxima exposición que se quiere tener. Entonces, para satisfacer el pedido del cliente y cumplir con la política general de comercialización, la Corporación hace la siguiente operación de flexibilización comercial: vende al cliente el tonelaje físico solicitado (mil toneladas) con el precio de marzo de M+2. Es decir, le comunica al comprador que le va a vender las mil toneladas al precio que existe en dos meses más, así queda consignado en el contrato, y envía el barco con el cobre.

Luego compra, mediante contratos a futuro, mil toneladas a M+2; compra en paralelo a M+2, para poder despachar al mismo precio, y después vende mil a M+1, y así recorta un mes en la exposición a volatilidad de precios que tiene. Entonces, gracias a esta operación, las transacciones a M+2 se compensan y la Corporación realiza efectivamente su venta a M+1.

Señaló que esta es la operación más común, debido a los tiempos de despacho, que es entre uno o dos meses y en algunos casos muy excepcionales se llega a tres meses. Y los costos asociados a estas operaciones son de cargo del comprador, es decir, es parte del servicio de despacho incluir esos costos.

Por otra parte, existen algunas razones para efectuar coberturas en general. Evitar el riesgo de quiebra/vulnerabilidad ante la caída momentánea del precio. En general, eso lo hacen compañías que están entre el tercer y cuarto cuartil de costos, que no es el caso de Codelco. Son compañías que están en un momento muy crítico, de manera que si el precio les pega, podrían quebrar, y buscan cubrirse contra eso, porque significaría el fin de la empresa.

También existe el objetivo de fijar precios altos con una anticipación a una caída del mismo. Esto conlleva un problema, que supone la capacidad de predecir los precios y es difícil sostener estas predicciones en el tiempo. Si algo les ha demostrado el precio en general de los activos y de todas las categorías, pero en particular los futuros y en los mercados de commodities, es su alta volatilidad y dificultad de predicción.

Explicó que en ciertas ocasiones, existe un requerimiento contractual de acreedores, como por ejemplo, en el caso en que una persona le solicita dinero a alguien y el que hace el préstamo, pone como condición que esa persona se cubra contra los riesgos del precio. Eso también es muy frecuente, situación que le sucede habitualmente a los agricultores. Se les presta fondos para inversiones importantes, pero se les exige que hagan coberturas cambiarias. Eso es bastante común, pero no es la realidad de Codelco.

En el caso, en que el plan de negocios depende críticamente de la materialización de los precios esperados. Es decir, si una persona tiene el plan de negocios de una mina y si el precio de la energía sube a determinado nivel, la persona quedaría muy afectada, se podría cubrir ante la subida del precio de la energía. Tampoco es el caso de Codelco; pero estas son razones por las cuales a veces se hacen estos proyectos.

Indicó que es necesario explicar cuáles son las razones, para no efectuar coberturas. Primero, el accionista o el dueño, normalmente está en mejor posición de gestionar el riesgo del precio del cobre, en función de sus objetivos. Segundo, la razón más importante es que no es lo mismo, cubrir el riesgo del precio, que cubrir el riesgo del flujo de fondos.

La razón es muy simple. Cuando se tiene un precio del cobre moviéndose y si fuera cierto que los costos son constantes, en la medida en que uno se puede cubrir de esta volatilidad, habría posibilidad de quedar asegurado, pero si a su vez se mueven los dos y no necesariamente al mismo tiempo, se puede quedar asegurado en contra de esto, pero lo otro también se mueve.

Al respecto, podría suceder que podría asegurarlo frente a uno y no frente al otro, y finalmente no es evidente que esté reduciendo el riesgo. Porque esto es lo que sucede en el mercado del cobre, el precio del cobre y los costos del cobre tienen una cierta correlación en el tiempo, desfasados, pero tienen una tendencia en el tiempo. Esto significa que hay una cierta relación, entre el precio y el costo. Si se elimina uno, el otro sigue subiendo o bajando. Si fueran independientes los dos, podría ser que no tenga ningún efecto cubrirse de uno y no del otro. Hay que tener cuidado con esto, porque cubrir el riesgo de precios no es lo mismo que cubrir el riesgo de flujo de fondos y, por lo tanto, sigue habiendo incertidumbre en la evolución de los costos

Indicó que otro punto que es necesario de analizar, es el referido a los costos de transacción, que no son menores.

Explicó que la política vigente que tiene Codelco, sobre las ventas de futuro es la siguiente: “El directorio, luego de analizar y discutir sobre la información expuesta, acuerda fijar como política no efectuar operaciones de protección de precios del cobre, especialmente en el entorno financiero-comercial actual.”.

Esa es la política vigente que tiene aprobado el Directorio: “No se hacen operaciones de protección de precios del cobre, pero sí se hacen esas operaciones de flexibilización comercial, estos M+1 más M+2. Eso se hace; pero no se hace en las otras operaciones.”.

Reiteró que el Directorio, no observa razones para efectuar este tipo de operaciones de protección de precios del cobre en Codelco, en este momento.

Sin perjuicio de lo anterior, explicó que existieron acuerdos del Directorio, por el que se autorizaron operaciones de protección de precios en el pasado. Son los acuerdos N° 39, de 9 de enero de 2006; N° 21, de 11 de julio de 2005, y N° 17, de 19 de abril de 2007. Estos antecedentes están relacionados con los contratos relacionados con el Salvador 1, Salvador 2 y Gaby.

Por otra parte, señaló que el total de pérdidas que se detectó y que están disponibles en todos los balances de Codelco, es del orden de 4.663 millones de dólares. Esa es la información.

El otro tema que ha generado consultas, por parte de los diputados y de algunas personas, tiene que ver con el contrato Codelco-Minmetals, conocido como Cupic, que es una operación más compleja, pero también es una operación de venta futura, que es exactamente lo mismo. O sea, las justificaciones teóricas no cambian. Lo que cambia es la complejidad institucional de esta operación. 
Agregó que al respecto, existen bastantes antecedentes sobre el tema. Básicamente, en el año 2006, con el propósito de desarrollar un acuerdo estratégico de largo plazo, Codelco y China Minmetals, que es una empresa estatal, formaron un Joint Venture, denominado Copper Partners Investment Company Limited, Cupic. Codelco-Chile y Minmetals, través de filiales, que tienen cada una de estas compañías para hacer este tipo de operaciones, constituyeron Cupic, el 1 de febrero de 2006. Es una empresa constituida en Bermudas, que es un protectorado británico. La propiedad de Cupic es de 50 por ciento de cada una de las partes.

Explicó el contrato con Cupic, funcionado de la siguiente manera. Codelco se compromete a vender -la misma modalidad de un contrato de futuro- un flujo constante de cobre a Cupic, y luego Cupic le vende eso a Minmetals. El precio que está asociado a esa venta es fijo y, por lo tanto, Cupic realiza las ganancias o las pérdidas asociadas a las fluctuaciones de precio. Si el precio hubiese sido peor, de hecho hay periodos en que ha sido peor, después de la crisis Subprime, Cupic hizo las pérdidas.

Por el contrario, en los periodos en que ha sido mejor, Cupic ha hecho. 

Finalmente señaló, que como pago por esta operación, Cupic, que es 50 por ciento constituido por estas dos fuentes, le anticipó 550 millones de dólares a Codelco en el año 2006. Esos fondos fueron importantes para Codelco, porque era una época de grandes restricciones de financiamiento, pero en esa época eran más graves aún y, por lo tanto, esos fondos estuvieron asociados a inversiones en la Minera Gaby. Fue uno de los mecanismos de financiamiento de Gaby en una época en que no había fondos para ello.

Esta es la información sobre la operación Codelco-Minmetals.

-o-
2.- El ex Presidente Ejecutivo de Codelco, señor Juan Villarzú, explicó que las operaciones de ventas a futuro, son operaciones absolutamente normales.

Planteó, que la industria del cobre realiza esas operaciones en forma cotidiana, como una manera de ajustarse a los requerimientos de los clientes, que quieren períodos de pago más cortos o más largos, en fin. Los bancos o las compañías productorasacceden y se cubren inmediatamente del riesgo, haciendo una contraoperación. Son operaciones que no tienen el carácter especulativo. Tienen un objetivo muy preciso y están respaldadas en cobre físico, nunca están en el aire. No son del tipo de operaciones que hizo Juan Pablo Dávila, en su momento. Son absolutamente comerciales y, desde ese punto de vista, son normales en el funcionamiento de la política comercial. De hecho, Codelco, es una de las empresas que, en relación a su producción, tiene un menor porcentaje de operaciones -las llamadas Hedge- en la industria. En particular, las operaciones de El Salvador, Gaby e incluso Minmetalsestán dentro del total, que asciende a alrededor de 10 por ciento de la producción de Codelco. Minmetals es de un 3 por ciento.

Es muy importante, tener una idea sobre estas operaciones, para qué sirven y para qué se usan. En este sentido hay que tratar de desmitificar, por ejemplo, el tema de la especulación. Mucha gente piensa, que hacer estas operaciones es especular. La verdad es que uno podría sostener que el no hacer estas operaciones, en determinadas circunstancias, es especular. Es más, todos los días estamos enfrentados a esas situaciones.

Agregó, que en lo esencial, son operaciones que apuntan básicamente a flexibilizar las políticas comerciales y facilitar el proceso de comercialización del cobre.

Reiteró que Codelco ha operado de esta forma, desde hace mucho tiempo. Codelco es uno de los grandes operadores, por la ventaja que tiene por su producción y por su localización. Hay que recordar, que Codelco es el principal exportador de cobre refinado y tiene una estructura internacional que apunta a aprovechar muy bien este negocio del hedge. Para ejemplarizar, si Codelco tiene una orden de compra en China de una mercadería que está yendo a Europa, lo que hace, es si se presenta una buena condición de precios, cierra la operación en Europa, compra a un tercero, cierra en Europa y desvía la carga a China. Ese es el tipo de operaciones que permiten tener una utilidad razonable en materia de hedge.
Por otra parte señaló, que las dos operaciones que interesan en particular, son las ventas a futuros para viabilizar a la mina Gaby y a El Salvador, son operaciones especiales, que no responden a la rutina diaria, pero tienen la misma concepción y son especiales por el volumen que implican.

Además, había que tener presente, cuál era la situación que había en Codelco, en los tiempos en que se hizo esta operación. Pero después de 10 años, se podrían entender que fue una mala decisión la que se adoptó en su momento.

Pero es necesario recordar, que en los años 2005 o 2006, todos los analistas apuntaban a un precio del cobre de corto plazo, en torno a un dólar y a un precio de largo plazo, también de un dólar, sin perjuicio que en ese instante se estaban acelerando el aumento de precios de corto plazo y los precios del futuro. Pero se pensaba, que este era un ciclo más de los muchos que caracterizaron el mercado del cobre, durante las décadas de los 80 y 90. Añadió, en esos años el precio del cobre estuvo parejo de un dólar la libra y con fluctuaciones de tipo cíclica. En la medida en que bajaba el precio, aumentaba la producción y viceversa, y si recuerdan la historia del cobre, esa es una característica permanente.

Señaló que lo que nadie predijo, era que se estaba produciendo un denominado superciclo y que dicha situación, era producto de la irrupción de China en el mercado mundial. Los tremendos planes de inversión en infraestructura, desajustaron todos los mercados, no solo el mercado de los metales, sino también, el de los equipos, amén de toda esta inflación de costo que sufrió la industria a partir de 2008 y que tiene que ver con este comprador, que generó un exceso de demanda en los distintos mercados. Recalcó, que esta situación es muy importante entenderla, porque esto les afecté a todos en adelante. Desde esa instancia, subió el precio del cobre, entre los 3 y 4 dólares, cosa que en esa época, era muy difícil de prever.

Lo que pasó, es que se produjo un profundo cambio en materia del precio del cobre y su valor pasó de 60 centavos o de 1 dólar, a un valor de 3 dólares o más.

Por esta razón, las estimaciones que se hizo entre los años 2005 y 2006, fueron equivocadas, porque se vivió un proceso, que nadie pudo anticipar. Para entender esto, es del caso indicar, que Codelco evaluaba sus proyectos a un precio de 90 centavos. Si ustedes miran, por ejemplo, la auditoría que hizo Goldman Sachs al plan de negocios de desarrollo de Codelco, lo que se llamó el PND 2006, usa el precio de un dólar para devaluar la compañía. El PND, el plan de negocios de desarrollo también trabaja con ese precio.

Es preciso explicar el caso de Gaby. Explicó que esta nueva división, no cumplía con los mínimos exigidos por Codelco en materia de rentabilidad. La Empresa hace su medición a través de lo que llaman el IVAN, que es la inversión partida por el valor actual neto de los flujos del proyecto. Es como pedir un ciento por ciento de retorno de inversión y cuando no se cumple ese indicador, el Directorio de Codelco no puede aprobar el proyecto. Es Cochilco, la institución que debe respaldar el proyecto y este organismo, no respalda ningún proyecto que no cumpla con ese requisito. Entonces, es un requisito definitivo, muy fuerte, que cuando se llevó el proyecto de Gaby al Directorio, la administración insistió en la necesidad de ir adelante con el proyecto. Añadió, que esto era muy importante, porque de acuerdo con la planificación de había hecho Codelco, era necesario aumentar rápidamente la producción de corto plazo y los proyectos eran, Gaby y la actual Ministro Hales, que eran los proyectos de reposición, que permitían hacer el puente mientras entraban en producción, los que se han denominado proyectos estructurales, que eran Chuquicamata subterráneo, la expansión de Andina, el nuevo nivel de El Teniente, que son proyectos gigantescos, muy complejos y que estaban en proceso de desarrollo. La idea era que mientras este proceso no se terminara, Codelco tuviera una producción que no se les cayera. De hecho, estaban enfrentados al problema que Codelco estaba cayendo su producción, estaba atrasada con los proyectos estructurales y podían pasar un par de años bastante apretados y complicados. Esa era la situación se vivía en ese entonces.

A raíz de lo anterior, se les planteó la idea de comprar o vender los primeros 5 años de producción de Gaby, para fijar los precios, debido a que los precios de futuro estaban subiendo. Con la fijación de los precios, les permitió aumentar el IVAN del proyecto, lo que tuvo como consecuencia, que el proyecto se aprobara, lo que les significó continuar con el proyecto, a diferencia que lo ocurrido con la división Ministro Hales, que estuvo parada cinco años a la espera de nuevas evaluaciones.

Explicó que esta decisión fue muy importante y central, porque de no haber concretado esta venta de futuro, significaba no hacer el proyecto y tener que archivarlo. Esto es clave, para entender por qué discrepan con quienes piensan que esto fue un desastre. En todo caso, esto parecería claro, si se observan los precios actuales. Reiteró que esta fue una excelente decisión y trajo grandes beneficios para Codelco y si no se hubiera hecho así, no existiría Gaby.

Mucho se ha planteado que con esta operación, se produjo una gran pérdida para el país, a raíz de que los ingresos netos cayeron en alrededor de 3 mil millones de dólares. Al respecto, no había alternativa y para la organización en particular era muy importante que no se paralizara la producción, o sea, que no tuviéramos un default. Buscamos esta fórmula que nos garantizaba que el proyecto podía hacerse. Tal es así, que se creía que el precio de largo plazo era 90 centavos de dólar, en circunstancias que el proyecto no tenía otra alternativa y para la organización en particular, era muy importante que no se paralizara la producción, o sea, que no hubiera un default. Es por eso, que se buscaba esta fórmula que les garantizaba, que el proyecto podía hacerse. Tal es así, que había información, que determinaba que el precio de largo plazo era de 90 centavos de dólar, en circunstancias que el proyecto, información que se puede ver en las actas del Directorio, en la que se establecía un precio promedio de 138 dólares por libra de cobre para los primeros cinco años, que son los años que se compró y que se vendió a futuro a ese precio, y de ahí para adelante seguía en 90 centavos hasta el fin del proyecto, esta operación fue aprobada por el Directorio, considerando los quince años de vida útil de Gaby.

Agregó, que la operación fue bastante simple. Esencialmente, fue una venta a futuro. La gente piensa que Codelco hizo para financiarse. La verdad es que nunca fue una operación pensada así. Fue distinta de la Minmetals, que sí tuvo ese objetivo. Pero con estas operaciones, lo único que hicimos fue fijar precios; no hubo pago anticipado.

Indicó que el caso con Minmetals, fue absolutamente distinto. Eso surgió, en el del marco de diferentes negociaciones con la República Popular China. Fue cuando vino a Chile, el Primer Ministro chino y firmó un acuerdo de cooperación. Entre otras cosas, se firmó la creación de Minmetals, cuyo objetivo era hacer negocios con China, en materia de cobre y obedecía una estrategia, dada la importancia que tenía China para nosotros.

Señaló que en esa época, se indicaba que Codelco era el principal productor y que China, era el principal consumidor. En esa época, fue donde surgió la idea de efectuar una operación entre Codelco y Minmetals y en ese marco, se procedió a buscar una fórmula que pudiera financiar los proyectos, a los cuales, tenía interés Codelco de sacarlos adelante. Por lo que, con esta operación se pretendía realizar una operación de cuentas de activos y que no significara una deuda con los bancos.

Recordó que Codelco, siempre ha vivido estresado por el problema del financiamiento. Por primera vez, Codelco ve que un Ministro de Hacienda, haya salido a decir que se capitalizarán 4 mil millones de dólares. Pedirle dinero al Ministerio de Hacienda y es por eso, que se buscaba una fórmula distinta, para poder expandir a la compañía.

Planteó, que el mejor período de Codelco, en el que se produjo un mayor crecimiento, fue entre 1994 y el 2006. En esa época, entró en funcionamiento la mina Radomiro Tomic y se aumentó la producción en casi 600 mil toneladas de cobre. En esa etapa, le tocó dirigir a la Empresa y estaba convencido, que el futuro de Codelco pasaba por su capacidad de explotar la enorme cantidad de reservas que tiene y que están disponibles. De lo contrario, pasan a ser un peso. Son recursos que están ahí para ser explotados. 

Por lo tanto, en esa lógica se constituyó una sociedad con Minmetals, cuyo objetivo fue fortalecer la posición de Codelco en el mercado chino, principal comprador del metal rojo, y explorar alternativas de financiamiento bajo un contexto de nula capitalización estatal y de un peligro de sobreendeudamiento.

Por otra parte, explicó que la decisión de fijar en las Islas Bermudas la sede de la empresa se basó en que ni la minera china quiso pagar impuestos en Chile ni la estatal chilena quiso hacerlo en China. Respecto de lo que se dice, que Codelco no pagara impuestos en Bermudas, no significa que no pagara impuestos aquí en nuestro país. Codelco es la única empresa en Chile, que paga un ciento por ciento de sus impuestos, porque además del impuesto a la renta, tiene un 40 por ciento con que se grava a las empresas nacionales y además, tiene la obligación de traspasar el ciento por ciento de los excedentes. Esa determinación, no implicaba un efecto negativo para Chile, ya que cada peso que Codelco percibe va igualmente para el Estado.

En esta sociedad, cada uno tenía el 50 por ciento de la propiedad. Dentro del acuerdo, estaba establecido que Codelco debía hacer una entrega anual de 55.750 toneladas de cobre, respecto de las cuales se entregó un pago adelantado de 440 millones de dólares. Los pagos deben hacer anuales, durante los 15 años a las diferentes tasas de descuento.

Señaló que esta operación se financiaba, de la siguiente forma: 100 millones de dólares que ponía Minmetals y un crédito de 320 millones de dólares que ponía el banco de China, el banco de fomento estatal. Este préstamo era para esta nueva sociedad, Codelco-Partners, que estaba avalado por Minmetals. Codelco no tenía ningún compromiso patrimonial, más allá de sus acciones. Codelco, de los 550 millones de dólares que recibió, tuvo que poner de eso 110 millones para capital.

La operación se construyó como una operación financiera a 15 años plazo. Se dijo cuál era la tasa de interés que, dado cierto perfil a un esperado precio, que permitía razonablemente financiar la empresa. Se buscó una tasa que fuera compatible con operaciones similares, por ejemplo, project finance; operaciones de esa naturaleza. Con esa tasa se jugó con distintos precios al valor presente de la compañía y de ahí salió el resultado de una tasa final del 8,3 por ciento. Esa tasa llevaba implícito un precio a largo plazo de un 1 dólar la libra.

Esta operación tenía mecanismos de ajustes, entre ellos, que la mitad de la utilidad de Codelco-Partners le compraba a Codelco en condiciones ventajosas y le vendía a Minmetals a precio de mercado. Codelco-Partners pensaba en obtener la utilidad, por obtener un aumento razonable en el precio. Además los chinos pagaban el precio que normalmente Codelco usa en sus contratos en China. Al respecto, existía protección para un contrato de esa naturaleza, que no estaba pensado para un mercado normal. 

Agregó, que existe un gran mito en torno a este tema. Lo concreto es que efectivamente, fue un mal negocio para Codelco, porque el precio se comportó de manera absolutamente inusitada. A cualquier persona, con dos dedos de frente, que hubiera dicho que esto era lo que iba a pasar, lo habrían tildado de loco.

Por otra parte, señaló que a su juicio, sería bueno para Codelco, revisar y renegociar el contrato, esto es absolutamente usual. Por suerte, tiene una cláusula de fuerza mayor, que permitiría abrir un espacio para renegociar el contrato. En todo caso, este es un tema delicado. Además, existe un arma muy poderosa, que es parar los envíos del cobre mientras no se renegocia. Ahora, esto implicaría un conflicto, y un conflicto con una empresa china es importante. Hay un juicio político y técnico. El contrato es complicado.

Agregó, que al observar esta operación desde la perspectiva global de Codelco, se puede apreciar que es un contrato que afecta solo el 3 por ciento de la producción, a 50 mil toneladas, que es poco más o menos del 3 por ciento de la producción de cobre. No es un contrato que produzca un daño patrimonial que complique la existencia de Codelco, pero sería muy importante, que se pudiera revisar ese contrato, porque no es normal.

Señaló que el tema de la operación efectuada con Minmetals, fue analizado en particular. Añadió, que cuando se hizo esta operación, asistió personalmente a una reunión conjunta de las Comisiones de Hacienda y de Minería en el Senado, presidida por el senador Carlos Ominami. Recordó que en aquella oportunidad, hizo una presentación respecto de esta operación, de la cual ya había informado a todas las autoridades pertinentes, en su tiempo.

La diferencia que observa sobre la revisión que se hace sobre este tema, es que se pueda generar alguna presión para renegociar el contrato.

Indicó que en esta oportunidad, es necesario separar las dos operaciones que se han planteado.

En la primera, hay que señalar que no se contrataron consultores, porque en materia de egresos, Codelco es una de las voces autorizadas en la industria del cobre. Lo que se hizo fue revisar las proyecciones de todos los distintos expertos en esta materia, como por ejemplo, Brook Hunt, Citigroup y todos los grandes bancos, que mostraron sus proyecciones; incluso está la proyección del comité de expertos, y todas las proyecciones muestran que hasta el año 2006 y 2007, los precios suben y luego empiezan a bajar. Todos muestran que el precio a largo plazo, estaba de nuevo en torno a un dólar.

Al respecto, existen dos o tres estudios sobre el tema. Por ejemplo, se contrató a Goldman & Sachs, para que hiciera una auditoría del plan de negocios de Codelco. Goldman & Sachs la realizó y estimó un valor de entre un dólar y 90 centavos de dólar.

Posteriormente, el Bróker Brook Hunt Group, hizo una sociedad estratégica con Codelco y trabajó en la confección de un plan de negocio y desarrollo y también consideró la proyección de 90 centavos en el largo plazo. Como se darán cuenta, son todas entidades importantes y ninguna dice que el precio no va a bajar en el largo plazo. Ahora, en el caso de Minmetals, más que contratar a un consultor lo que Hacienda pidió, fue que esto se viera con un agente financiero internacional que nos diera una curva en la que estuvieran dispuestos a comprar cobre anticipadamente; a fijar precios, ni siquiera a comprar, sino a fijarlos y, efectivamente, esa curva cae muy fuertemente. Pero este tema para Hacienda era muy importante, porque como la operación Minmetals era una operación financiera, mostraba una tasa de interés compatible con ese precio. Mientras más bajo el precio, más alta la tasa de interés, y ese estudio mostraba claramente una caída.

Por otra parte, señaló que hacer un contrato de 15 años, es inusual. Agregó, que no hay muchos de estos contratos dando vuelta en el mundo, para era necesario hacerlo. Es un contrato, hasta donde pueda dar fe, con Minmetals y está enmarcado en un diseño absolutamente atípico, lo cual, resulta interesante, pues si los precios hubieran funcionado bien o con cierta normalidad, habría sido una experiencia muy interesante. Lo que puedo asegurar es que no hay un contrato, fuera de este, a más de uno o dos años. Tres años como máximo. Normalmente, los contratos que hace Codelco son más bien hedge de corto plazo.

También planteó, que en el tema de los impuestos, el deseo es que tanto Chile desea que se paguen los impuestos en nuestro país, como los chinos quieren que nosotros paguemos impuestos en China. Después de Bermudas estábamos empatados. A la gente le debe llamar la atención esto del paraíso tributario, pero la verdad es que nosotros nunca le dimos la importancia, tal vez por un problema de imagen, pero no tiene ninguna importancia práctica. Era la manera de zafar el problema, pues ni ellos deseaban pagarnos impuestos ni nosotros tampoco a ellos.

Por último indicó, que en el tema de la renegociación, hay que ser extremadamente cuidadosos, porque es muy fácil increpar a quienes están a cargo y decirles que traten este tema con los chinos. En todo caso es un tema delicado. Pero el interés que ha tenido, es explicar ante esta Comisión, que el contrato que se suscribió con Minmetals, se pudiera estudiar una posible renegociación o establecer un arbitraje medianamente razonable, para mejorar la posición de Codelco. Es muy posible que Minmetals no acepte alguna modificación, pero a su juicio, Codelco tiene las herramientas adecuadas, para lograrlo. Agregó que en el mundo de los negocios estas cosas ocurren.

-o-
El Vicepresidente Ejecutivo de Cochilco, señor Sergio Hernández, explicó que su exposición se basará en lo relativo a los contratos, operaciones a futuro y forwards, realizados por Codelco entre los años 2005 y 2007. Además, expondrá sobre el quehacer histórico de la Comisión Chilena del Cobre en dicho ámbito y sobre las actividades y los antecedentes relacionados con la investigación.

Señaló, que Cochilco es un organismo técnico altamente especializado, en cuya función se inserta el rol de fiscalizar a las empresas mineras del Estado: Enami y Codelco. Además, fiscalizan el cumplimiento de los contratos de inversión extranjera y las exportaciones de cobre, en cuanto, se relacionan con los contratos de exportación. Agregó, que estos son los ámbitos que fiscaliza Cochilco, por lo que, el tema investigado le corresponde a la Institución que representa.

Indicó que Cochilco, también asesora al Servicio de Impuestos Internos y a la Dirección de Aduanas. Añadió, que estos organismos los incluye, a raíz del litigio que existe entre Impuestos Internos y Codelco, por las liquidaciones emitidas por ese organismo fiscalizador tributario y, también, con la dirección de Aduanas en razón del aforo físico de las exportaciones que significaron estas operaciones. Ese es el ámbito. 

Planteó, que la función de fiscalización se desarrolla, con solo siete fiscalizadores de la Comisión Chilena del Cobre, quienes tienen por misión tratar de cubrir algo imposible, los 567 subprocesos, que es el nivel en que se basan las auditorías, de las empresas del Estado.

Por otra parte manifestó, que si solo se auditara el 20 por ciento de los subprocesos más críticos, en los que hay mayores probabilidades de impacto más fuerte y mayor respecto de la probabilidad de ocurrencia, esto significaría que se podría auditar el 20 por ciento, en un período de seis años y medio.

En consecuencia, es un antecedente necesario de tomar en cuenta, para juzgar la labor fiscalizadora de Cochilco.

Explicó, que Cochilco antes tenía una mayor dotación. Lamentablemente, esta fue fuertemente reducida drásticamente, tanto en la parte de fiscalización, como en la evaluación de inversiones, tarea que se está revirtiendo, a raíz, de haber fortalecido tanto en fiscalización como en evaluación de inversiones, tarea que estamos revirtiendo, para lo cual, hubo que separarla en dos áreas distintas, las que fueron fusionadas hace aproximadamente un año. Es del caso recordar, que en el gobierno anterior, se propuso a través de un proyecto de ley, de extinguir la Comisión Chilena del Cobre, afortunadamente, esa iniciativa fue rechazada por este Congreso.

Indicó, que la reestructuración organizacional de Cochilco ya terminó. Actualmente, está vigente la división de las áreas de fiscalización y la de evaluación de inversiones, desde el 1 de julio del presente año, reordenando la dotación, definiendo los perfiles profesionales internos para fortalecerlas, pero no aumentando la dotación porque no tienen la autorización presupuestaria, la que están solicitando al Ministerio de Hacienda.

Por otra parte, la revisión de las exportaciones de cobre y de los subproductos se hace de manera documental. Es decir, no se hace un aforo físico de las exportaciones de cobre y de sus subproductos. Cochilco coteja entre las facturas de exportación y los contratos suscritos con el importador, el comprador de los productos, y el precio spot, el precio de mercado.

Señaló, que para hacer una referencia inicial, se debe indicar que al revisar las facturas de exportación, sus precios, el contrato y, fundamentalmente, el precio de mercado de esos momentos, e informar al Servicio de Impuestos Internos. En esa instancia, dicho Servicio, toman esta información y citan a Codelco, para que al revisar las facturas de exportación, sus precios, el contrato y, fundamentalmente, el precio de mercado de esos momentos, e informar al Servicio de Impuestos Internos. Es por eso, que menciona a Cochilco para aclarar alguna inquietud que pueda tener el Servicio de Impuestos Internos y finalmente se hacen las liquidaciones correspondientes, las que sirven de insumo a Impuestos Internos para un juicio tributario.

Asimismo, en la asesoría que se hace al Servicio de Aduanas, Cochilco debe informar los valores de las facturas de exportación y a ese Servicio, le corresponde legalmente el aforo físico para cotejar la información de la factura, los contratos y el contenido de cobre concentrado, de cobre fino o de cobre en cualquier estado en que sea exportado.

Por lo tanto, es del caso expresar que Cochilco en las exportaciones, debe efectuar una minuciosa revisión documental y de precios de referencia en el mercado o de transferencia en casos que, como en este, se le venda a una filial de una compañía exportadora.

Indicó que en este caso, la investigación efectuada por Codelco se hizo a las siguientes operaciones: Primero, a las operaciones de cobertura física y financiera efectuadas por Codelco, relativas a los bienes exportados, ya sean coberturas que haya hecho por cuenta propia o por cuenta de sus filiales, y al hablar de filiales hay que referirse a la compañía Cupic, que tiene sede en Bermudas y tiene como socios a Codelco y a Minmetals, por iguales partes.

La segunda operación, son las de cobertura, están también los convenios de compra venta del cobre a largo plazo, con Minmetals, que contempla no solo el convenio de venta, sino que una serie de acuerdos y contratos con la estatal que se señalarán más adelante.

Las operaciones de cobertura realizadas por Codelco, están referidas a operaciones que se plantean en esta sesión. Estas operaciones, están relacionadas con los precios de los metales y también con las coberturas financieras y con las fijaciones.

Agregó, que las coberturas de precio de los metales, comprometieron a Salvador I, Salvador II, al proyecto Gaby, que tiene como la principal importancia, la relación con la investigación, y a Cupic, la empresa con la que se comprometió las ventas a futuro.

Por último señaló, que en las operaciones financieras, se fijaron las tasas, los tipos de cambio, el dólar, su vencimiento en el 2012, con el tipo de cambio del dólar, al año 2025.

-o-
El ex Ministro de Minería, señor Alfonso Dulanto, explicó que a través de la página web de la Cámara he tenido acceso a dos presentaciones previas, la de Oscar Landerretche y la de Juan Villarzú. Agregó, que no tiene claro lo que han expresado en la televisión de la Cámara de Diputados, otros expositores, por lo que, podría ocurrir que en alguna parte, repita lo ya dicho. 

Señaló, esta es una gran oportunidad, para analizar una serie de afirmaciones y descalificaciones, que se han hecho durante las últimas semanas en este tema. Comparte la idea, de investigar “las supuestas pérdidas cercanas a los 7.000 millones de dólares en que habría incurrido Codelco, y la exposición financiera negativa en que se la colocó, producto de las operaciones realizadas entre los años 2005 al 2007, de ventas a futuro y forwards, que fueron innecesario hacerlas. Dichas operaciones fueron especulativas, con altísimo riesgo e inusuales en el mercado, como así mismo, informarse de los efectos y consecuencias del contrato suscrito el 31 de mayo de 2005, entre Codelco y Copper Partners Investment Company, en las islas Bermudas”.

Manifestó, que durante el último tiempo, se han escuchado muchos comentarios, sobre el tema investigado. Pero, pareciera que en este debate, muchos no conocen lo que son estas operaciones o para que sirven, quienes las realizan y como se evalúan sus resultados, y cómo operan estos instrumentos.

Al respecto, planteó su deseo de entregar su visión al respecto y lo hace de acuerdo a la experiencia que tiene, por los muchos años relacionados con el sector minero, así como de los negocios, y las prácticas que posee de la industria minera, en general.

Indicó, que su exposición estará dividida en nueve puntos:

Explicó, que es ingeniero civil, empresario y también se ha desempeñado en la vida pública. Ha trabajado por espacio de 42 años en la industria minera, incluyendo Codelco, en la cual, inició su carrera profesional y en dicha Empresa, trabajó durante 8 años.

Además, dentro de su curriculum, está el de haber participado en la formación de múltiples empresas en el área minera, metalúrgica y agrícola. Destacó, el haber participado en la construcción de la Fundición de Alto Norte en Antofagasta, en carácter de socio principal y gestor. Durante un período de seis años, se desempeñó como gerente general de esta última empresa, en la que, se hicieron varias operaciones de protección de precios, usando los mercados de futuro por más de 100.000 toneladas de cobre anuales.

También, durante los años 2000 y 2001, fue Intendente de Antofagasta y entre los años 2002 y 2006, fue Ministro de Minería, y como tal, fue Presidente del Directorio de Codelco.

Agregó, que a partir del año 2006, es socio y presidente del directorio de tres empresas mineras y una agrícola, en las cuales, hacen periódicamente, operaciones de cobertura usando los mercados de futuro.

Explicó que los contratos de futuro, tal como se conocen en la actualidad, son operaciones que existen desde hace 150 años. Se crearon a mediados del siglo XIX en los Estados Unidos para operar productos agrícolas y en el siglo XX se incorporaron estos mercados en las operaciones de los metales.

Planteó, que los protagonistas en los mercados de futuro son, por un lado, quienes quieren cubrir sus riesgos o hedgers, que hacen sus coberturas con respaldo físico; por otro lado, existen los inversionistas financieros o especuladores, que hacen sus coberturas sin respaldo físico. Agregó, que estos últimos, al no tener un respaldo físico, pueden ganar o perder como consecuencia de sus operaciones de cobertura, al revés de los hedgers, que fijan un precio por las coberturas y las ventas físicas, el cual no cambia, cualquiera sea el mercado que aparezca, meses o años después.

Por otra parte, planteó que en la minería, los mercados de futuro son utilizados intensamente por productores, refinadores, consumidores y comerciantes de cobre físico y de otros metales. Agregó, que estos instrumentos se usan tanto, para acomodar sus ventas y compras a su política comercial, cuando así se requiera, como para cubrir riesgos de precio. Además, los productores fijan precios de futuro para tres objetivos. En primer lugar, para proyectos específicos de producción de cobre, cuya sustentabilidad solo es posible asegurarla mediante una protección de precios por un período determinado. En segundo lugar, para tomar oportunidades de precios considerados altos, asegurando flujos de caja. Una empresa que en cualquier momento le parece que hay un precio a futuro bueno y lo toma, está operando. La primera era para partir con un proyecto. En tercer lugar, para asegurar flujos de empresas adquiridas y proyectos que se encaren con un fuerte apalancamiento financiero.

Explicó, que en este último caso, las entidades financieras que proveen los recursos para estos proyectos muchas veces exigen que se hagan ventas a futuro para asegurar precios y flujos de caja, y para resguardarse de que les van a devolver la plata de los préstamos. Muchas veces esto es exigido por los bancos, ni siquiera es una decisión de quienes inician proyectos. Yo le presto plata, pero usted me fija precio, y si le muestran un precio que sea compatible con un flujo de caja lo obligan a tomarlo. Esto pasa muy a menudo.

Indicó, que estas operaciones no solo las realizan habitualmente la mediana y gran minería en Chile y en el extranjero, sino también empresas del rubro energético, agrícola y, en general, todas aquellas que quieren disminuir sus riesgos a variaciones en los precios de los commodities, en las tasas de interés, en la tasa de cambio, etc.

Tampoco son operaciones especulativas, para quienes tienen el respaldo físico de las cantidades que fijan. Muy por el contrario, lo que se busca es evitar la especulación al dejar los precios sujetos a los vaivenes del mercado. Esta es la razón por la cual existen estos instrumentos o derivados, ya que de otra forma nunca se habrían creado o habrían desaparecido.

Agregó, que lo que hay que tener claro, es que cuando se hace una venta a futuro con respaldo físico, el precio queda fijado, independiente de cómo se muevan los precios de mercado al vencimiento de esto.

Porque cuando se hacen estas operaciones es muy importante definir, de manera clara, el objetivo que se persigue y, como consecuencia de este, evaluar si dicho objetivo se ha conseguido. Lo que no corresponde y no forma parte de la esencia de estas operaciones es que si se consigue el objetivo propuesto y el mercado, a la fecha de maduración del derivado, se mueve de manera tal que habría sido más conveniente no haber hecho la operación, se cuestione su realización. 

Señaló, que lo anterior debe quedar muy claro en los directorios de las empresas, y los resultados, cuando se fijan precios, al igual que en la política, como dicen algunos, son sin llorar.

Como un ejemplo práctico y muy reciente, mencionó las operaciones forward de dólar, realizadas por muchas empresas chilenas a fines del año pasado. Entre octubre y noviembre, el dólar se movía alrededor de 480 pesos con un pronóstico de continuidad o de baja para este año 2014, lo que ponía en riesgo la rentabilidad y continuidad futura de muchas empresas.

Recordó que por esos días, se abrió una ventana que permitía fijar una tasa de cambio de, aproximadamente, 530 pesos en promedio para todo este año, que ayudaba a asegurar márgenes a las empresas. Las compañías agrícolas y mineras en las cuales le toca participar, y muchas otras, hicieron coberturas a futuro (forward) por sus dólares en cartera y los por recibir a este valor, de 530 pesos. Todo lo anterior, con el respaldo físico de los dólares, los que se vendían al momento de la maduración del forward, lo cual les permitió conseguir, finalmente, un valor de 530 pesos.

Agregó, que durante ese año, la tasa de cambio promedio, se acercó a los 560 pesos. Por lo que habría que preguntarse, si la decisión que se tomó en ese momento fue errada. Qué habría pasado si la tasa de cambio se hubiera mantenido o hubiera bajado? Se podría haber considerado como una pérdida? Por supuesto que no. Ahora, qué habría pasado si el dólar hubiera resultado por debajo de los 530 pesos, tampoco habría sido una ganancia para quienes fijaron precio, ya que si bien se habría obtenido una compensación al vencimiento del forward, se habrían liquidado los dólares físicos bajo este valor, llegándose al mismo resultado de los 530 pesos por dólar.

Por otra parte, está el tema de cuál es el contexto del mercado, al momento de hacerse las fijaciones. Explicó que durante los años 2005 y 2006, todos los especialistas proyectaban precios del cobre para los siguientes cinco o seis años en torno a 90 o 100 centavos por libra. Agregó, que esos tiempos se pensaba, que nos encontrábamos frente a uno más de los ciclos de precio del cobre y que estos deberían volver a sus valores promedio de los últimos años. Esto queda de manifiesto al revisar los pronósticos de todos los expertos, dentro de los cuales se podría mencionar a los más respetados, como el CRU y Brook Hunt.
Explicó, que el CRU hizo un pronóstico en el mes de julio del año 2005, donde vaticinaba precios que variaban, en cuatro años, entre cien, bajando hasta 83. Por su parte, el Brook Hunt pronosticaba precios, en julio de 2005, para el 2000, en 116, bajando a 81, y después subiendo a 101. Hay muchos pronósticos, pero estos son los más importantes. En enero de 2006, el CRU subió su pronóstico a 132 para este año, bajando hasta 90 en los cinco años siguientes. El Brook Hunt, en 155, bajando a 109.

Por otra parte, el Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda de esa época decía que en julio de 2005, el promedio entre 2005 y 2015 iba a ser de 99 centavos. En agosto de 2006, cuando ya se había iniciado la subida de precios, daba un promedio entre 2007 y 2017, de 121 centavos por libra. Este comité consultivo había pronosticado entre 2002 y 2005, precios de cobre promedio para el período hasta 2014, que no superaban los 93 centavos.

En razón de los pronósticos entregados, por dichas instituciones, el precio entregado para el mediano y largo plazo, Codelco y la mayoría de las grandes empresas mineras internacionales evaluaron en ese período sus proyectos entre 90 y 100 centavos. A mayor abundamiento, en ese mismo período, Goldman Sacks auditó el plan de negocios y desarrollo de Codelco usando un precio de mediano y largo plazo de 100 centavos por libra.

Señaló que tratará de explicar brevemente, por qué las grandes empresas internacionales hacen operaciones de ventas a futuro. Cuando se hacen estas operaciones, se realizan de acuerdo a sus tonelajes y producción anual.

Al respecto, la empresa Phelps Dodge señala que usan varias estrategias, para realizar operaciones de hedging o cobertura, en el que se incluyen instrumentos derivados para el precio de commodities, energía, tasas de interés y cambio de divisas. Agregó, que no se utilizan estos instrumentos con fines especulativos. Esto quiere decir que no lo hacen a menos que tengan un respaldo físico. También, Phelps Dodge utilizó programas para proteger parte de su producción global de cobre y en algunas circunstancias, han utilizado estos instrumentos, para asegurar un precio mínimo en las ventas esperadas.

Planteó, que es importante indicar que Freeport señala que los instrumentos utilizados, son los contratos futuros y opciones financieras para establecer un precio mínimo de ventas.

Por otra parte, Barrick plantea que los instrumentos derivados son un medio efectivo de administrar el riesgo. Además, el uso de estos instrumentos es supervisado por el comité financiero del directorio. 

También Anqlo American, señala que las coberturas estratégicas se realizan cada cierto tiempo con el fin de optimizar el valor de la producción.

La empresa Tritton Resources manifestó que con el fin de asegurar el financiamiento de sus proyectos, la compañía toma posiciones de cobertura mediante contratos de forwards de cobre y de moneda.

Por último, la empresa Antofagasta Mineral, usa instrumentos derivados para reducir la exposición al tipo de cambio, tasas de interés y movimientos en el precio, no con fines especulativos.

Al respecto señaló finalmente, que las grandes mineras internacionales hacen este tipo de operaciones. Agregó, que el monto de coberturas que se conocían a diciembre de 2006, cuando ya habían subido los precios, y el monto que estas representan respecto de la producción anual de algunas empresas mineras.

Explicó que en el período 2005 y 2006, se hicieron muchas fijaciones con costos millonarios de cierre de esas posiciones. Agregó que a modo de ejemplo y con una basa de información conocida, de lo cual, no todo el entrega esta información, la compañía Century Aluminium, cerró sus posiciones de aluminio en julio de 2008 con un costo de 1.700 millones de dólares; Barrick cerró sus posiciones de oro con un costo de 2.900 millones de dólares; Anglo Ashanti cerró posiciones de oro entre 2008 y 2010 con un costo de 4.500 millones de dólares, a los cuales habría que agregar cierre de posiciones de cobre por 500 millones de dólares.

Señaló que cada una de las empresas señaladas anteriormente, se planteó objetivos al momento de hacer fijaciones y evalúa, posteriormente, su cumplimiento de acuerdo a estos.

Explicó que las operaciones de ventas a futuro, que realizó Codelco, fue una decisión que se adoptó a mediados del año 2005 y a principios del 2006, para los siguientes seis a siete años, a precios ostensiblemente superiores a los pronosticados.

A raíz de lo anterior, el Directorio y la Administración de Codelco, decidieron aprovechar esta condición de mercado para evitar el cierre de Salvador, que por esos días parecía inminente, extendiendo su vida útil hasta 2011 y, también, para darle viabilidad al proyecto Gaby. Con tal objeto, se autorizaron y ejecutaron las coberturas de precio, ahora cuestionadas por algunos.

Explicó, que en el caso de Salvador, se fijaron en octubre de 2005, 373.950 toneladas, cantidad que resultó ligeramente más baja que la producción física en ese período que alcanzó, aproximadamente, a 397.000 toneladas. Vale decir que las fijaciones tuvieron el ciento por ciento de respaldo en cobre físico, a un precio promedio de 117,6 centavos por libra, con vencimientos entre 2006 y 2011.

Señaló, que con el precio obtenido se podían cubrir los costos proyectados hasta el año 2011, año en que se estimaba, se terminaría la explotación de sulfuros y la consecuente producción de concentrados. Lo anterior, evitaba la paralización de El Salvador y de Potrerillos, con el costo social y financiero que esto habría significado.

Además, en el período 2006 y 2011 se esperaba, intensificar las actividades de exploración, para encontrar recursos mineros que permitieran la continuidad rentable de esta División.

Dado los altos costos altos y además crecientes de esa División y las proyecciones de los precios, parecía prudente comprar esta suerte de seguro de precio, con el claro objetivo de evitar la paralización de El Salvador.

Señaló, que respecto de las ventas a futuro para Gaby, deben evaluarse, considerando el objetivo de poder darle inicio, en forma rentable, a un proyecto que resultaba muy importante, para Codelco

Gaby era uno de los dos proyectos mineros de Codelco, que le permitían a la Empresa, sostener su producción y resultados, mientras se avanzaba en el desarrollo, construcción y puesta en marcha de los llamados proyectos estructurales.

Sin embargo, evaluando a un precio de largo plazo de 90 centavos, como se proyectaba en esos días, Gaby no generaba la rentabilidad mínima, exigida a las inversiones de Codelco.

Indicó que para salvar esa dificultad, se exploró vender a futuro la producción estimada entonces para Gaby, para los primeros cinco años. Así fue posible vender un tonelaje total de 700.000 toneladas, cantidad que resultó más alta que la producción física en ese período, que alcanzó, aproximadamente, a 584.000 toneladas, entre 2008 y 2012, a un precio promedio de 138 centavos la libra.

En esas condiciones, y proyectando un precio de 90 centavos, después que se terminaban las fijaciones, es decir, del año seis en adelante, la rentabilidad mejoraba significativamente, alcanzando el mínimo exigido para su aprobación en el directorio de Codelco.

Por lo tanto, las alternativas de Gaby eran, no hacer el proyecto y archivarlo, o hacerlo, mejorando su rentabilidad con ventas a futuro para los cinco primeros años.

En relación con el cambio estructural del mercado, señaló que éste cambió en pocos meses desde iniciado el año 2006, era algo que nadie lo pronosticó, que nadie lo pensó, lo que fue una tremenda sorpresa para todos.

Explicó, que a raíz de la incorporación de China a los mercados mundiales con su fuerte, continuado y espectacular crecimiento, gatilló un cambio estructural en el mercado, desplazando significativamente, y en forma permanente, la demanda y presionando el precio al alza. Asimismo, el mayor involucramiento de los fondos de inversión especulativos en los commodities y en el cobre, a partir de la segunda mitad de 2006, en especial los famosos Long Only Commodities Index Funds, generaron un desplazamiento adicional hacia la derecha de la curva de demanda, amplificando el efecto mencionado primero.

Los anteriores son cambios estructurales, en especial, el primero. Es evidente que si no hubiese sido necesario apuntalar a Gaby, vendiendo su producción a cinco años, ni asegurar El Salvador hasta el 2011, por el mismo expediente, el advenimiento de estos cambios estructurales, hubiera sido la percepción predominante en el 2005 y el 2006.

Señaló que Codelco se planteó objetivos y resultados y con esa finalidad, optó por la decisión de hacer operaciones de cobertura de precios, a mediados de 2005 y principios de 2006, para solucionar los problemas de El Salvador y de Gaby, respectivamente. De no haber sido así, era altamente probable, que se hubiese iniciado la paralización de El Salvador a partir de 2006 y que Gaby no se hubiera construido jamás.

Planteó, que de no haberse tomado la decisión que se adoptó, seguramente que la División El Salvador habría cerrado y que Gaby, por su alto requerimiento de capital de inversión, habría entrado a competir con los proyectos estructurales con bajas posibilidades de éxito.

Por lo que es bueno señalar, que actualmente El Salvador cuenta con un interesante futuro, gracias a que sobrevivió al cierre. Agregó, que la vida útil de El Salvador, se extendió hasta el año 2018, porque con las reservas de la línea de sulfuros, alimentada por la mina Rajo Campamento Antiguo y Subterránea, se ha logrado determinar que así lo permita.

Además, en la actualidad se encuentra en etapa de prefactibilidad, el proyecto Rajo Inca, con 1.500 millones de toneladas métricas y con una ley de 0,45 por ciento de cobre y con ello, se busca la continuidad operacional de esta División, pasando de la actual explotación subterránea a una minería de superficie a gran escala.

Explicó, que basado en dichas proyecciones, se ha determinado subir la producción de dicha División, a 170.000 toneladas métricas de cobre al año y 4.000 toneladas métricas de molibdeno, es decir, tres veces las cifras actuales. 

Además, hay que tener presente que si se acordara el cierre de la División El Salvador, esto tendría un costo estimativo de 1.670 millones de dólares. Sin embargo, en los últimos años la División El Salvador, ha tenido excedentes, los que se podrían incrementarse, si se pudiera implementar el proyecto Rajo Inca, actualmente en estudio

Agregó que al respecto, no se dispone de antecedentes precisos, pero se puede hacer una proyección de resultados para El Salvador, considerando las cifras de producción de 2006-2013 y los costos netos a cátodos entre 2006 y 2008, que aparecen en las memorias de Codelco de esos años

Señaló que aún es prematuro, hacer una evaluación, si la decisión de mantener El Salvador en operaciones, a través de las fijaciones de precios antes descritas, fue acertada o no. Esto solo podrá evaluarse al término de la vida útil de su mina, programada para el año 2018. Esto deberá hacerse, en el contexto que si no se hubieran hecho esas fijaciones, El Salvador debería haber paralizado, como se estimaba que ocurriría.

Respecto de las fijaciones efectuadas por Codelco para Gaby, por 700 mil toneladas, el costo de cierre de estas operaciones de cobertura, fue de aproximadamente 2.966 millones de dólares. A esto habría que descontar los excedentes que ha generado esta División, en el período de estas fijaciones entre 2008 y 2012, y los excedentes que podría entregar hasta el año 2023, fecha en que se ha estimado, que se agotarán sus reservas. Agregó, que no dispone de los antecedentes adecuados, sobre los costos que tiene dicha División durante los primeros cinco años; pero, extraoficialmente, serían como promedio en ese período de 187,6 centavos de libra. Por lo que si se considera el precio del cobre promedio en ese período de 330,7 centavos de dólar por libra, habría un diferencial de 132 centavos por libra. Por lo tanto, los excedentes que habría generado esa División, entre 2008 y 2012, alcanzarían a 1.894 millones de dólares.

Explicó, que a los excedentes anteriores habría que agregar los que se producirán entre 2013 y 2023, los que, considerando un diferencial entre ingresos de costos de 80 centavos, vale decir, la mitad de lo que ha sido hasta la fecha, se tendrían excedentes adicionales por aproximadamente 2.900 millones de dólares.

Basado en lo anterior, el resultado que se puede pronosticar para Gaby es el siguiente: Excedentes en el período de 2008-2012, de 1.894 millones de dólares; en 2013-2022, 2.911 millones de dólares, menos los costos de las fijaciones, da un neto de 1.839 millones de dólares. Si a eso se le descuenta la inversión inicial de 1.000 millones de dólares, entregaría un margen positivo de 839 millones de dólares, el que podría aumentar como consecuencia de mayores precios de venta y de la prolongación de la vida útil de la mina más allá de 2023, lo que es habitual que ocurra

Indicó que el convenio suscrito entre Codelco y Minmetals, que se originó en el año 2004, cuando las autoridades de gobierno y la empresa china, manifestó su interés en asociarse con Codelco y en adquirir minas de cobre en Chile.

Señaló, que en esa época las agencias internacionales, ya le hacían ver a Codelco, su inquietud sobre la alta dependencia que la empresa mostraba en el endeudamiento externo, como única alternativa para el financiamiento de su ambicioso programa de inversiones. En esta perspectiva, la posibilidad de conseguir una forma alternativa de financiamiento, se podría hacera través de una asociación con una empresa china.

Planteó, que a fines del año 2004, se firmó un Memorándum de Entendimiento entre Codelco y Minmetals que establecía lo siguiente:

La creación de un joint ventures entre Codelco y Minmetals, llamado Copper Partners o Cupic, para el desarrollo de negocios relacionados con el cobre.

Un contrato de venta de cobre físico a largo plazo, entre Codelco y Cupic.

Un pago anticipado de 550 millones de dólares, que efectuaría Cupic a Codelco, a cuenta del contrato de venta de cobre anterior.

El compromiso de Codelco de dar a Minmetals la opción de compra de un 25 por ciento del Proyecto Gaby, opción que posteriormente se renegoció y anuló.

Cupic se constituyó en las Bermudas, como es habitual en sociedades cuyos socios son corporaciones multinacionales, para evitar que Codelco tributara en China y Minmetals en Chile, sin que lo anterior significara, de modo alguno, que Codelco no tributara en Chile por sus utilidades en esta sociedad.

El contrato de venta de cobre, estableció una cantidad de 55.750 toneladas métricas anuales por 15 años, a un precio fijo, parte del cual, se pagó la suma 550 millones de dólares, al contado y el saldo se pagaría, contra cada embarque.

Codelco aceptó este contrato de venta a precio fijo, ya que le interesaba establecer un mecanismo de financiamiento alternativo. Se estimaba en aquella ocasión, que la operación, no sería considerada por las agencias, como deuda. La idea era que el costo del financiamiento variaría con el precio del cobre, vale decir, su costo subiría cuando aumentara el precio del cobre. Además, el precio fijo resultante sería razonable, a la luz de los pronósticos que existían a esa fecha. Respecto del adelanto de pagos, estos los realizó Cupic a Codelco con cargo a un préstamo que consiguió con el Banco de China, con el aval de Minmetals.

Respecto de las ventas de cobre de Codelco a Cupic a un precio fijo y de esta a Minmetals a precios de mercado, han significado hasta la fecha menores ingresos a Codelco y utilidades para Minmetals, como socia de Cupic, más allá de las estimadas.

En el supuesto que Codelco le hubiera vendido a Cupic a 110 centavos de dólar por libra, las utilidades de esta última, entre 2011 y 2014, serían de 1.000 millones de dólares y, por lo tanto, a Minmetals le corresponderían 500 millones de dólares. No se consideraron los años anteriores, ya que Cupic pagó con sus utilidades las fijaciones de precio de cobre, que hizo a precios normales de mercado, estas utilidades de Minmetals deberían haber sido del orden de los 65 millones de dólares.

Para el período que queda de este contrato, hasta el año 2020, Minmetals agregaría utilidades de 850 millones de dólares, a un precio normal y no deberían sobrepasar los 86 millones de dólares.

Lo anterior pone en evidencia que se ha producido una evidente inequidad, en beneficio de Minmetals en desmedro de Codelco.

Señaló, que como conclusión final, habría que considerar lo siguiente:

Las supuestas pérdidas de 7.000 millones de dólares, en que habría incurrido Codelco, como consecuencia del cierre de las ventas que realizó a futuro, no corresponden a los costos de cierre de las operaciones de El Salvador y de Gaby, que, como se dijo, se pueden estimar en 4.636 millones de dólares.

Lo anterior,tampoco se puede considerar una pérdida, cuando estas operaciones se han realizado con un respaldo físico, como ocurrió con El Salvador y con Gaby. Basta solo considerar que si el precio de mercado hubiera resultado más bajo que el valor de la fijación realizada por Codelco, el precio del mismo cobre físico vendido por Codelco, hubiera sido también más bajo y, por ende, el resultado final para Codelco habría sido exactamente el mismo. Esto es muy importante y merece toda la atención de esta Comisión.

Por otra parte, si hubiera resultado más bajo el precio de las coberturas y Codelco hubiera recogido dinero en la bolsa, como consecuencia de cerrar esa operación, ¿alguien podría decir que lo anterior habría significado una ganancia para Codelco? Por supuesto que no, porque hubiera ido a vender el cobre físico al precio más bajo y hubiera llegado al mismo resultado. Tal como eso, no habría sido una ganancia, lo que pasó. Esta explicación es central, para entender lo que se está hablando.

Recalcó, que eso tampoco hubiera sido una ganancia, si los precios del mercado hubieran estado por debajo, porque Codelco hubiera vendido a un precio más bajo. Lo que se hubiera ganado en la liquidación de la cobertura, se habría perdido en el menor valor de la venta del cobre físico. Aseguró, que en este último escenario no habría habido impugnaciones, si el precio del mercado hubiera resultado más bajo, y probablemente se habría considerado que era la decisión acertada, de haber hecho la cobertura de la forma en que se hizo. Insistió, que el resultado para Codelco, hubiera sido exactamente el mismo.

Indicó que lo anterior, es de la esencia misma de una operación de fijación de precios con respaldo físico. Si esto no es claro, no es posible entender la razón por la cual la industria usa estos instrumentos, ni tampoco evaluar adecuadamente sus resultados.

Manifestó que como todo proyecto o decisión, esta tiene costos, como los indicados anteriormente, pero también beneficios y excedentes que se generan como consecuencia de los proyectos, que se implementan o las decisiones que se toman. Es evidente, que no corresponde evaluar las decisiones tomadas solo considerando los costos, como el del cierre de las fijaciones, sino que también hay que considerar los beneficios y para así calcular los excedentes. De acuerdo a lo antes señalado, se estima que como consecuencia de estas fijaciones, se producirán resultados positivos para Codelco.

Planteó, que de acuerdo a los objetivos que se tuvieron en cuenta, para decidir no cerrar El Salvador y solucionar el tema de Gaby, fue necesario hacer una evaluación, sobre estos proyectos.

Por otra parte, las fijaciones de precio como las ventas de cobre físico efectuado a Cupic, se hicieron considerando los precios de mercado de futuros y considerando estimaciones, todas las cuales resultaban, a la fecha cuando se hicieron, más altos que los pronósticos que hicieron los especialistas.

Recalcó, que estas operaciones de venta a futuro no son especulativas, cuando se hacen con un respaldo de cobre físico, tal como se hizo con Salvador y Gaby. Por el contrario, permiten reducir los riesgos que hacen que los precios bajen a niveles que hagan las operaciones o proyectos inviables. Por lo anterior, las cantidades fijadas a futuro correspondieron a los tonelajes que Salvador y Gaby tenían programado producir en los años que se hicieron las fijaciones.

Señaló que estas operaciones de venta a futuro, que se hacen con respaldo físico, son absolutamente usuales en el sector minero y en otros sectores de la economía, y las hicieron muchas empresas mineras, en el mismo período que lo hizoCodelco.

El monto de las operaciones que realizó Codelco es, sehizo en términos relativos, a su producción anual de cobre, en comparación a las que hicieron otras empresas mineras en el mismo período.

En todo caso, es fundamental tener definido el o los objetivos de beneficio que se persigue, al hacer estas operaciones y posteriormente evaluar en función de estos y no de los precios de mercado resultantes.

Señaló, que si bien el contrato con Minmetals permitió obtener el financiamiento para construir Gaby, el costo de dicho financiamiento resultó alto en consideración a que las ventas de cobre físico de Codelco a Cupic, a precio fijo, han resultado a un precio bajo el de mercado. Agregó, que estas ventas constituyeron un riesgo adicional, desde el punto de vista de posibles impugnaciones, si los precios de mercado resultaban más altos, que es lo que ha ocurrido y que motiva, además de las ventas de futuro, la constitución de esta Comisión Investigadora. Indicó, que es un tema que se discutió en ese momento.En su momento, se dijo que se iba a fijar un precio, si éste resulta más alto que el de mercado, es seguro que muchos lo van a criticar, pero es necesario que la operación se hacía con respaldo físico, pero si el precio de mercado resulta más bajo, probablemente los van a aplaudir, aunque el resultado es exactamente el mismo.

Agregó, que las fijaciones de precios de El Salvador y de Gaby ya vencieron y se pagaron sus costos. Solo queda abierto el contrato de venta, a precio fijo de cobre de Codelco a Cupic, que desde julio del 2011 presentó una evidente inequidad, para uno de sus socios y, por tanto, debe ser renegociado a la brevedad, para restablecer los equilibrios que deben prevalecer en toda relación comercial. Una renegociación como la sugerida es práctica habitual en el mundo de los negocios.

Finalmente planteó, que habría que destacar, que las ventas a futuro realizadas,son efectuadas normalmente por todos los actores de la minería y que lamentablemente, se hicieron a precios por debajo del mercado y se hicieron de acuerdo a la estimación entregada por todos los especialistas entendidos, sobre la evolución del mercado. También habría que agregar que desde entonces, se ha producido un alza de costos, bastante incontrolable, tanto en la minería nacional, como la internacional, en un grado que tampoco fue prevista de la forma cómo ha evolucionado. Ambas circunstancias llaman a reflexión respecto de los antecedentes que se debe tener a la vista, en futuras decisiones como esta.

-o-
El Presidente de la Federación de Trabajadores del Cobre, señor Raimundo Espinoza, señaló que en relación con el tema de las ventas de futuro, el movimiento sindical del cobre, se encuentra muy preocupado. Los trabajadores, a pesar que no se reconozca, han tenido una visión futurista frente al tema. 

En relación con el tema, señaló que han tenido una posición muy concreta, respecto de algunas ocasiones. Una, fue en el caso de la División Radomiro Tomic, en la que como Federación, nunca estuvieron de acuerdo, con esta operación. Otro tema, fue el de la compra de Anglo América a Exxon, en la que los trabajadores, estuvieron en desacuerdo, con tal operación. Al respecto, agregó que los trabajadores, siempre han tenido una visión a largo plazo. Es por eso, que la Federación ha hecho fuertes críticas al Estado de Chile, independiente del gobierno de turno, por la despreocupación que ha existo por Codelco.

Por último, señaló que el cierre de la División El Salvador, estaba sujeta a la operación de las ventas de futuro, para seguir explotando los óxidos a contar de 2005 hasta el 2011. También es necesario recordar, la época y el escenario en que ocurrieron los hechos. Hubo mucha gente que planteaba que la División Salvador se cerraría por el costo de producción y los precios de la época.

-o-
El Asesor de la Federación de Trabajadores del Cobre, señor Raúl Álvarez, señaló que como Federación, analizará el tema del mercado del cobre y las operaciones de las ventas de futuro.

Recordó que en los años 1994 y 2005, redactaron sendos documentos, por los que se pronunciaron sobre estas operaciones de ventas de futuro. El mercado del cobre es un tema central para Codelco.

Indicó, que la Federación tiene un planteamiento general, respecto del mercado del cobre y la posición de la federación frente a las operaciones a futuro.

Planteó, que es necesario entender que Codelco opera en un mercado que es globalmente competitivo, lo que implica reconocer que no puede determinar el precio del cobre -esto es muy relevante-, salvo algunas influencias a corto plazo. Por ejemplo, en el año 2002, Codelco hizo el denominado stock estratégico, cuando decidió no vender 200 mil toneladas; sin embargo, su influencia en el precio, fue menor y acotada.

En esos tiempos, se planteó que se podían controlar los precios. Al respecto, nunca han creído que esto se pueda. Los productores enfrentan un precio internacional, lo que los hace tomadores y no formadores de precios, o sea, Codelco va al mercado y toma el precio que se va dando en el intercambio entre la oferta y la demanda. Por eso, es relevante tener presente, que en la formación de precios es importante el creciente papel que juegan, en el mundo, los fondos de inversión.

Explicó que la formación de precio tiene dos grandes componentes: primero, los fundamentos del mercado, vale decir, la relación que existe entre el flujo del consumo y la producción, que también se puede llamar oferta y demanda. Básicamente son los fundamentos. Ahí se determina el precio a largo plazo. Pero también el precio del cobre está determinado por lo que hacen los fondos de inversión. Particularmente, en los últimos años los fondos de inversión han puesto en sus carteras de proyectos muchas posiciones en las materias primas, por lo tanto, en algún momento juegan un papel muy relevante a la hora de definir el precio del cobre. Entonces, uno nunca se sabe si el precio de hoy está determinado por los fundamentos de largo plazo y cuánto está influido por los actores de corto plazo, que son los operadores de los fondos de inversión. De hecho, lo que se transa en relación a este mercado es muy distinto a lo que es el mercado físico, respecto de las operaciones que se hacen en el mercado, que son mayores a las que se hacen en el mercado físico.

Señaló, que eso los lleva a analizar otro elemento, que es muy difícil de predecir, respecto de la trayectoria del precio del cobre. Por lo tanto, no se puede tener claridad, respecto del flujo del consumo y producción para tener una mirada de largo plazo, si existen fuerzas especulativas y situaciones coyunturales que uno no sabe cuánto influyen. Algunos piensan, que esto influye hasta un 30 por ciento del precio del cobre. Insistió, que es muy difícil predecir el precio del cobre y, de hecho, si alguien tuviera claro qué es lo que va a pasar con ese precio, sería millonario.

Manifestó, que ante ese escenario de riesgos de corto y largo plazo, Codelco, debe necesariamente cuidar su participación en el mercado, o sea, se debe mantener como el primer productor de cobre, pero además, debe cuidar su posición competitiva, porque ante una caída en el precio del cobre, se va a ver afectado. Ante eso, Codelco debe resguardarse, para lo cual, debe estar situado en el primer o segundo cuartil de costo. Lógicamente, que cuando el precio del cobre sube, aumenta la producción. Se produce una presión, porque hay sustitutos que surgen a mejores precios que el cobre, el aluminio, por ejemplo. Entonces, cuando el precio está muy alto, surge la presión por sustitutos como el aluminio y, en ese contexto, el precio de nuevo va a la baja y se genera un nuevo equilibrio. Entonces, la manera que Codelco tiene de protegerse frente a estos riesgos de caída es teniendo un costo.

Indicó, que es necesario que recordar que Codelco es el primer productor de cobre en el mundo. Codelco no es un operador chico, y ante esa realidad, lo que uno espera es que un operador, que tiene las características de Codelco, vaya al mercado. Es muy raro que un operador, que en el fondo es el primer productor, realice fijaciones de precios, particularmente una empresa del Estado, porque en el caso de que le fuera bien, nadie lo va a premiar y si se equivoca, obviamente, va a tener una situación tremendamente compleja. Entonces, en ese contexto, siempre han sido partidarios de que Codelco tenga el precio de mercado al momento de realizar sus ventas. Ese ha sido el principal argumento que la Federación tuvo, cuando se discutió, particularmente el proyecto Gaby. Por otra parte, se sabe que en Chile, las finanzas públicas dependen en gran medida del precio del cobre; por lo tanto, como se sabe que el precio es cíclico y también volátil.

Por lo tanto, eso es lo se hace o lo que debiera hacer Codelco, es lo normal, lo lógico, lo razonable. En el mercado es usual que los productores hagan uso de mecanismos de protección frente a potenciales bajas de precio del cobre. O sea, no es una situación anómala, anormal, que los productores privados hagan uso de seguros de protección. Es una práctica usual en la industria. Por las razones que antes dije, nunca hemos sido partidarios que Codelco las haga, independiente de que en el mercado sí se hace.

Señaló, que como Federación han planteado, que como política general, las únicas operaciones de futuro que la FTC ha respaldado, son las de flexibilización comercial. Añadió, que en Codelco,que cuando hace sus ventas de cobre físico, no siempre coincide el momento de la venta. A veces, el comprador pide el precio al recibir la producción y hay un desfase entre el momento en que se transa la operación comercial y en el que el comprador recibe el cobre. Por lo tanto, como puede variar el precio del cobre al momento de la venta versus el momento de recepción de los embarques, Codelco hace uso de las llamadas coberturas de cobre físico para protegerse del riesgo de diferencia entre el M+1 y el M+3, el M de venta versus el M de recepción por parte del comprador. Lo que se busca con esas operaciones es tener el precio de mercado y que no haya diferencias en eso. Esto es lo que respalda la Federación totalmente y por lo demás, es algo que lo ha hecho Codelco históricamente y lo sigue haciendo, y es una situación absolutamente correcta. 

Planteó que en el tema de las fijaciones de la producción, tanto para la División El Salvador como para Gaby, es necesario explicar, que en julio de 2005 se procedió a hacer fijaciónpor la producción física de esta División, equivalente a 397 mil toneladas. En ese entonces, se estimó que la proyección para el período 2006-2011 era ese monto de producción, y el objetivo era extender la vida útil a este yacimiento hasta 2011 en su línea sulfuro y hasta 2008 en su línea de óxido. Es lo que estuvo a la vista en ese momento respecto de por qué se hizo esa fijación. Es importante tener claro en qué contexto se hicieron esas fijaciones. Lo importante, es considerar sobre la proyección con un precio del cobre a la baja en el mediano y largo plazo. Seguramente, se ha escuchado que existen analistas que estimaban los precios de largo y mediano plazo en ese período. Lo que se buscaba, era tener una cobertura para la producción de la División Salvador, para asegurar márgenes de esa producción y que la División no se cerrara. Por otro lado, no hay que olvidar que en ese período hubo muchas presiones de personeros políticos, particularmente de la Derecha, demandaron públicamente a Codelco para que ejecutara el cierre de la División El Salvador. Eso ocurrió, y hay publicaciones en editoriales del diario El Mercurio y declaraciones de prensa que planteaban de manera muy enérgica que Codelco no subsidiara a El Salvador, sino que se procediera a su cierre. Esa presión se tuvo en cuenta para hacer la fijación. La FTC, en relación con esta operación, siempre ha opinado que esta División cuenta con reservas económicamente explotables y el gran argumento frente a la alternativa del cierre, lo que muchas veces se ha planteado públicamente como una exigencia, es que al comparar el costo del cierre de esta División, tanto en términos económicos como sociales, versus la operación, la alternativa del cierre es mucho peor para el Estado de Chile. O sea, el costo del cierre es extraordinariamente alto. Cuando uno evalúa un proyecto, debe hacerlo contra alternativas, el cierre o explotar los recursos. Si, en definitiva, no existe ningún recurso, obviamente que el cierre es absolutamente inevitable. Pero si existen recursos y reservas que son económicamente explotables, hay que evaluar esa alternativa versus la del cierre.

Manifestó, que frente al dilema del cierre en 2006, fue necesario hacer una fijación que cubría los costos proyectados con el fin de asegurar un margen hasta 2011, se concurrió con el voto favorable del representante de los trabajadores a esta operación de fijar el precio por un tonelaje de 390 mil toneladas de cobre fino. Ese fue el contexto sobre el cual se aprobó esta operación, a la que la Federación, más allá de que tiene una política contraria a la fijación de precios, pero dada esta situación muy excepcional, concurrió con su voto favorable.

Explicó que la posición de la FTC, ante el financiamiento del proyecto Gaby, mediante negociación y acuerdo con Minmetals, se establece a través de un acuerdo que establece la constitución de una sociedad, entre Codelco y Minmetals, cuya propiedad es compartida en partes iguales, y se celebra un contrato de compraventa de cobre con Codelco a quince años, con un tonelaje anual de 55.750 toneladas de cobre fino, pagando al contado 550 millones de dólares, y un saldo que se llevará a cabo a medida que se realicen los embarques.

En principio, la FTC nunca estuvo de acuerdo con esta operación que implicó una negociación con la empresa estatal china Minmetals, básicamente por las siguientes razones:

El modelo de financiamiento les parecía demasiado caro, porque Codelco estaba en condiciones de ir a la banca para hacer emisiones de bonos, y esa alternativa de financiamiento era lejos mucho más conveniente que la alternativa de financiar. Eso significó que a Codelco se le pusieron restricciones de endeudamiento y de aporte de capital. Por lo tanto, la opción que estaba a la mano, para hacer el proyecto Gaby.

Señaló que ante eso, se planteó que el proyecto Gaby se podía llevar a cabo sin necesidad de recurrir a esta alternativa, por dos razones. Una, porque el modelo de financiamiento era de mucho mayor costo, y segundo, porque comprometía propiedades, como el yacimiento Gabriela Mistral, que había una opción de compra por parte de la empresa china Minmetals, que implicaba que esta empresa se adueñara de una parte de la propiedad del yacimiento Gaby, como se conocía en ese momento, hoy División Gabriela Mistral.

Agregó, que la FTC siempre consideró ese yacimiento como de reposición, y en esta lógica de asegurar la posición de primer productor, lo que menos Codelco quería hacer, en opinión de la FTC, era entregar producción; sino, por el contrario, tener esa reserva para aumentar la producción de Codelco y, en ese contexto, lógicamente no les parecía adecuado el modelo de financiamiento, y segundo, le entregaba una opción de compra a la empresa Minmetals.

En ese contexto, la FTC siempre estuvo en contra del proyecto, hecho que comenzó en el año 2005, en el primer gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. La FTC exigió que no se hiciera y que Codelco no cumpliera con esa opción de compra. En ese momento, se renegoció con la empresa Minmetals, en una batalla bastante dura, pero finalmente se dejó sin efecto la opción de compra del yacimiento Gaby. Para lo cual señaló, que la FTC fue el único organismo que sostuvo la posición de defender el yacimiento Gabriela Mistral, mantenerlo en manos del Estado y dejar sin efecto esta carta que generaba una opción de compra por parte de Minmetals.

Finalmente, señaló que en el año 2011, cuando la administración del señor Diego Hernández intentó entregar el yacimiento Gabriela Mistral a una empresa que pudiera constituirse como sociedad anónima –en ese momento era una SPA, sociedad por acciones-, nuevamente la FTC se opuso, hizo una paralización, conversó con el Presidente Piñera, y se dejó sin efecto el decreto supremo que aportaba este yacimiento en una sociedad anónima. Es decir, la FTC mantuvo una posición inalterable en defensa del yacimiento Gabriela Mistral, lo que dio como resultado que hoy día sea una División completamente de Codelco, la octava División. Esto no se dio gratuitamente. Fue una larga batalla que comenzó en 2005 y que terminó entre los años 2011-2012.

Como conclusiones y recomendaciones, se podría señalar lo siguiente:

Las operaciones de futuro, si bien son habituales en el mercado, terminaron siendo un mal negocio para Codelco. La FTC no comparte esas fijaciones de precios en los mercados de futuro, salvo la situación excepcional que se dio en el caso de Salvador, por las razones que expliqué anteriormente. Es un hecho que si se miran los resultados de lo que ocurrió, se concluye que Codelco no hizo un buen negocio con las operaciones de futuro.

Tampoco comparten las decisiones que no se tomaron. Es necesario entender que cuando hay posiciones abiertas en los mercados, se pueden cerrar las posiciones. Y en algún momento se pueden acotar las pérdidas.

En el año 2009, producto de la crisis subprime, se produjo una caída en el precio del cobre de 2 dólares 40 centavos, en ese momento se abrió una ventana de oportunidad para que Codelco pudiera cerrar las posiciones y acotar la pérdida, pero no se hizo. La razón por la cual no se hizo tiene que ver con una postura conservadora, pero ese conservadurismo no necesariamente termina siendo más rentable.

La decisión de evaluar de manera conservadora la compra deExxon, en su momento, por 50 millones de dólares o por 100 millones de dólares, el presidente ejecutivo de la época no quiso pagar 1.300 millones de dólares por Exxon, por Disputada las Condes en ese momento.

Al pagar100 millones de dólares más, con la evaluación que había hecho en ese minuto, con precios del cobre del orden de los 90 centavos de largo plazo, no aparecía como un negocio espectacular, con esa proyección de precios, es decir, había una mirada conservadora. Y esa mirada implicó, años más tarde, que Mitsubishi, con el 24,5 por ciento, terminó pagando del orden de los 5 mil y tantos millones de dólares. Esa empresa que la pudo haber comprado por 1.300 millones de dólares, años más tarde, el mercado la valorizó en más de 20 mil millones de dólares.

De hecho, en su momento, el Presidente Lagos le dijo al Presidente Ejecutivo, si estaba dispuesto a presentarse ante el Congreso Nacional y decir que tomó esa decisión, que fue más allá de lo que tenía autorizado. Porque en el momento habría sido muy criticado y, por lo tanto, adoptó una postura conservadora, y nadie ha cuestionado esa decisión. Si se evaluaran las pérdidas, serían mucho mayores que lo que dejó de ganar Codelco por no tomar esa oportunidad en ese minuto, la que fue tomada por Anglo American, y lógicamente que para esta empresa terminó siendo un extraordinario negocio.

En consecuencia, es importante tener esa visión de los temas. La FTC siempre ha tenido una postura de mayor confianza en el mercado del cobre, de creer, como la misma decisión que se tomó en los años 80, cuando se hizo la ley minera, y se dijo qué ocurre si un científico loco descubre un sustituto del cobre y nos pasa lo del salitre. Todo lo que hoy día existe, no vale nada. Por lo tanto, que se estudie una ley minera, que les entregue las máximas garantías, para que rápidamente exploten estos yacimientos

Existe una mirada y una visión completamente pesimista respecto del precio del cobre. Agregó, que en la actualidad hay un cambio estructural en el precio del cobre; que el cobre es un recurso natural fundamental en la vida moderna y que es un recurso escaso y que, por tanto, tener una política de defensa y de desarrollo de este mineral, hoy es muy potente para el país. Pero hay miradas conservadoras que, a fin de cuentas, terminan perjudicando la creación de valor para el país.

De acuerdo a lo planteado por Raimundo Espinoza, se ha señalado que en 1993 ya se había advertido que Codelco, estaba siendo asfixiado, que tenía discriminaciones institucionales, que el ciento por ciento de las utilidades las tenía que entregar al Fisco, que tiene una ley reservada, que tiene un impuesto adicional del 40 por ciento, que el Ministerio de Hacienda anualmente define como el presupuesto de endeudamiento y el presupuesto de operaciones, y que esas decisiones las toma considerando lo que al Ministerio de Hacienda le conviene y no en función del desarrollo económico.

Todo eso llevó en su momento, a que Codelco buscara alternativas de financiamiento distintas. De hecho, una de las razones por las cuales se hizo esta operación, que se denominan operaciones fuera de balance, vale decir, que no fueran registradas como una operación que afectaba el nivel de endeudamiento de Codelco, porque era una operación de compra inusual; era como un compromiso de venta de producción. 

Por otro lado, estaba el contrato con Minmetals a 15 años, situación tremendamente negativa y malo para Codelco. Por lo tanto, insistieron –tal como lo hicieron en el 2010,2011, 2012 y 2013-, en los que se deben hacer los esfuerzos,para renegociar ese contrato, que es altamente perjudicial para Codelco.

Por lo tanto, es lógico que Codelco le plantee a Minmetals cambiar las condiciones de un contrato, que es leonino para la empresa del Estado; por lo cual se tendría que renegociar. Ojalá que una de las conclusiones de esta Comisión sea recomendar o dar un respaldo a una renegociación de ese contrato, que es considerado un mal contrato.

-o-
El Presidente de la Federación de Sindicatos de Supervisores y Profesionales Rol A Codelco Chile, señor Ricardo Calderón, recordó que hace dos semanas, hizo una presentación ante la Comisión de Minería y Energía de esta Cámara. En esa oportunidad hizo una presentación más amplia y fueron desarrollamos algunos temas con mayor detalle. Agregó, que entiende que casi todos los miembros de esta Comisión Investigadora, son a su vez miembros de la esa otra Comisión.

Planteó, que en esta sesión entregará dos documentos. En esta oportunidad hará entrega de dos documentos. Uno es un texto en word, en el que se explicitan algunos asuntos que se expondrán, y el otro es una presentación en power point, que contienealgunas conclusiones, propuestas y preguntas. Señaló que en la Comisión de Minería, en su oportunidad, también entregó estos documentos. Es de interés en esta oportunidad, profundizar en algún punto, es lo que se hará.

Por otra parte, señaló que a modo de conclusiones, ha desarrollado unas siete u ocho ideas, que las desarrollará a continuación:

Expresó en primer lugar, que desea indicar que el debate que se hizo, respeto de estas materias que se investigan ha sido parcial, tendencioso e incompleto. Por ello, el objetivo de la exposición es ver los matices, la complejidad real de la situación y, de esa manera, enriquecer el debate generado en la Comisión y en el mundo político en general y, desde esa perspectiva, esperan contribuira mejorar dicho ámbito.

En segundo lugar, planteó que el problema base tiene que ver con el financiamiento de Codelco, como lo señaló la Federación de Trabajadores del Cobre (FTC). Es un tema conocido, la falta de inversión por parte del Estado y, por tanto, las operaciones como las ventas de cobre en los mercados de futuro, ha sido una fuente de financiamiento, que ha utilizado y utilizó Codelco en ausencia de otras alternativas.

Claramente, esta operación permitió el desarrollo de una nueva División, Gabriela Mistral de lo contrario, probablemente, no tendríamos este yacimiento en operaciones y todo lo que ello implica, y mantener también en funcionamiento la División El Salvador. En otras palabras, las alternativas escogidas en ese momento permitieron que hoy existan estas operaciones.

En tercer lugar, cabe destacar que, en septiembre del 2008, el Sindicato de Codelco Norte, afiliado a Fesuc, criticó y denunció públicamente las consecuencias de este tipo de operaciones y planteó la necesidad, que se revisara la operación Gaby. Recordó que en el 2008, presentaron este documento que hicieron público, a través de varias conferencias de prensa.

Señaló, en la época, que Fesuc no tenía participación en el directorio de Codelco, por lo tanto, debieron manifestar su opinión de manera externa, organizando caravanas, marchas y una serie de actividades en la zona de Calama. Se realizó un acto en Gabriela Mistral, para celebrar cuando no se concretó el traspaso parte de la propiedad a los chinos. En todo caso, nunca creyeron que era un buen negocio, pues habría deteriorado aún más los resultados que hoy se observan.

Por otra parte, consideró que es muy relevante,que se atiendan las denuncias que han efectuado las organizaciones sindicales de diferentes empresas, lo cual, no ocurrió en el 2008. Probablemente, si eso hubiera ocurrido, hoy habría un escenario muy distinto. 

En cuarto lugar, planteó que al parecer, no existen instancias ni en Codelco, ni en Cochilco, ni en el Ministerio de Minería u otra entidad, que regulen, controle y evalúen, este tipo operación. El hecho que exista esta Comisión Investigadora, responde a una necesidad de carácter estructural, que debiera existir en un país minero, en relación con este tipo de operaciones, en el caso que se realicen.

Lo anterior, es bien importante, pues lo que más desean destacar es que hoy es posible evitar,que el país deje de ganar alrededor de mil millones de dólares, lo cual, es una opción concreta, que podría generarse a través de una renegociación de estos contratos. Esto sería lo más destacable, porque se puede hacer toda la ingeniería de las explicaciones hacia atrás, buscar los responsables, etcétera, y asumir todos estos montos que como país dejó de ganar. No obstante, no desean que se pierda, que se dilate o que se olvide, que aquí todavía hay mil millones en la mesa y parte de esos mil millones o en su totalidad, podrían ser capturados, en la medida en que en conjunto como país, se pueda emprender una acción de negociación que, indudablemente, debería abordar varias aristas y no solo las comerciales económicas. Eso es algo muy nítido que desean dejar en la retina de la Comisión.

Por otra parte, desea destacar sobre lo aprendido sobre la capitalización que debe tener Codelco, para que siga subsistiendo. Agregó, que este aprendizaje que han tenido como país, los lleva a tener la necesidad de iniciar un pronto trámite legislativo, para que se legisle sobre un sistema de capitalización para que Codelco, efectúe sus proyectos estructurales.

Señaló que hay otro punto a tratar, es el relacionado con los 7.000 millones que se dejan de ganar con esas operaciones, agregó que tiene claridad que Minmetals capturó alrededor 2.500 millones de dólares. Eso lo tienen más o menos claro, porque tiene que ver con la operación de Cupic.

También sería interesante, saber quiénes pudieron capturar esa ganancia que es bastante cuantiosa y equivalente a lo que vale la mina subterránea en el norte.

Finalmente, fue enfático en señalar que transversalmente, como país, y con todos los sectores sociales y políticos, debe establecerse una política minera. Hay que recordar que solo Chile, tiene en cobre alrededor del 40 por ciento de los recursos mundiales.

-o-
El Dirigente de la Federación de Sindicatos de Supervisores y Profesionales Rol A Codelco Chile, señor Pablo Cabezas, señaló que es pertinente iniciar esta exposición, aclarando ciertos conceptos, sobre lo que son los contratos de futuro en general y en el caso particular, sobre las operaciones realizadas por Codelco.

Al respecto, es importante aclarar dos conceptos, uno, el efectuar operaciones especulando con los mercados de futuro y el otro, hacer una evaluación de estas operaciones, para considerarla como una estrategia de cobertura.

Explicó que un contrato a futuro, es una venta que se puede hacer teniendo respaldo físico o no teniéndolo, son operaciones distintas. En el caso de tener respaldo físico, el contrato a futuro asegura por anticipado el precio de venta de estas unidades que se poseen. En el hecho que se permita asegurar un precio de venta con anticipación convierte la posición, en el mercado de futuros, en una de cobertura, por cuanto, se está fijando un precio. Agregó, que cuando se hace una operación, que tenga respaldo físico siempre va a generar ingresos para quien la posee.

Indicó, que en el caso de no tener respaldo físico, el contrato a futuro es una apuesta, respecto del precio que prevalecerá en el mercado al momento del cierre del contrato. Esta situación, convierte a este contrato a futuro en una transacción especulativa. La única diferencia entre las dos posiciones es si se tiene o no, el bien que se está vendiendo.

En el caso, que al momento del cierre del contrato a futuro, se haga sin tener respaldo físico y ocurre que el precio prevaleciente en el mercado supera al precio establecido en el contrato, quien está comprometido a entregar el bien y no lo posee tiene que pagar la diferencia entre el precio de mercado y el comprometido en la venta.

Por lo tanto, cuando se hace una operación de venta a futuro sin respaldo físico, se corre el riesgo de efectuar un desembolso o, en el mejor de los casos, una ganancia. Por eso este tipo de operación, recibe el nombre de posición especulativa.

Expresó que otro punto importante a analizar, es el relativo a la evaluación que se efectúe, sobre un contrato de venta de futuro. Al respecto, existen dos miradas, las que no necesariamente resultan en respuestas concordantes. El primer punto, es medir el resultado de la operación financiera. En el caso de una venta de futuro con respaldo físico, como las que realizó Codelco, es posible determinar cuánto se dejó de ganar producto de la operación financiera y este es un ámbito de la evaluación. Existe un segundo ámbito, que es evaluar la pertinencia de la operación, porque es posible determinar si la operación fue pertinente, para lo que es necesario volver en el tiempo y tener una mirada de futuro con la información disponible al momento en que se tomó la decisión, de manera de dilucidar si los parámetros de la operación fueron pertinentemente fijados. Además, esta Esta evaluación de la pertinencia de la operación tiene dos ángulos. Uno, evaluar el resultado de la operación, pero que incluya los ingresos que permitió que se generaran gracias a la operación financiera. Dos, como segunda vertiente, evaluar si los precios fijados, a la luz de la información disponible al momento del cierre de la operación, son razonables.

Señaló que a continuación, expondrá sobre las operaciones de ventas de futuro, realizadas por Codelco, en el período 2005 y 2007. Por lo que, explicará que el primer contrato, se refiere a una venta que hizo Codelco a Cooper Partners Investment Company, conocida como Cupic, en la que Codelco comprometió la entrega de 55 mil 750 toneladas al año, por un período de 15 años, comenzando en el año 2006. El cobre comprometido en este contrato, que se contrajo a fines de 2004, proviene de la explotación de la División Gabriela Mistral. El precio que recibe Codelco en este contrato, es variable y se compone de tres conceptos; dos de ellos variables y uno fijo.

Agregó, que un contrato que tiene un componente fijo del precio que recibe Codelco por este contrato y que es equivalente a los 550 millones que entrega Cupic a Codelco, prorrateados por las toneladas comprometidas a ser entregadas por Codelco durante la duración del contrato. Estos 550 millones, dependiendo de cómo se evalúen y qué tasa de descuento se ocupe, significan para Codelco el orden de 55,5 a 53,5 centavos de dólar la libra. Es una parte del precio que se paga por anticipado. Esto permite, que esta operación en la que Codelco recibe 550 millones, no sea una deuda, sino un pago por anticipado que se hace de su venta, lo que es parte de la lógica del porqué se prefiere ocupar este mecanismo en vez de endeudarse. En vez de pedir prestado 550 millones y que aumente su ratio de deuda, se vende a futuro y se paga por adelantado el mismo monto. No se trata de una deuda.

Indicó, que existe un segundo concepto de ese precio que tiene relación, con un esquema de participación del precio de mercado. Además, depende de cuál es el precio final de mercado al momento de la entrega, el contrato corrige el precio que recibe Codelco al alza o a la baja, en función de si el precio es bueno o es malo. Es un componente más, que construye el precio final que recibe Codelco.

Explicó, que existe un tercer componente, que está relacionado con la ganancia, que es lo que le puede significar a Codelco, la participación en Cooper Partners Investment Company, Cupic. Esta parte del precio que recibe Codelco es equivalente a su participación en Cupic, correspondiente al 50 por ciento de los ingresos que esta última genera, que es la diferencia entre el precio que recibe y los precios que anteriormente le ha entregado a Codelco.

Señaló, que lo indicado anteriormente, son los tres componentes, que determinan el precio final que recibe Codelco.

Por otra parte, se trata de un contrato que pacta Codelco, a precio fijo con anticipación, que compromete parte de la producción de la División Salvador. Este es un contrato, que se firma en el año 2005 e involucra 373 mil 950 toneladas de cobre, entre los años 2006 y el año 2011, a precios que van desde 139 a 105 centavos de dólar la libra. 

Además, existe otro contrato, muy similar al anterior, a precio fijo, y con este, Codelco compromete parte de la producción de la División Gabriela Mistral, el cual, fue firmado en el año 2006, y compromete un total de 700 mil toneladas de cobre con precios que van desde 157 a 127 centavos de dólar la libra, entre el 2008 y el 2012.

Estos son los tres contratos, que se han encontrado, para evaluar estos proyectos.

A continuación, señaló que efectuará una evaluación, sobre el resultado de la operación, descrita anteriormente, sobre la operación de los mercados de futuro:

En primer lugar, está lo relativo a las ventas de Codelco a Cupic, en la cual, Codelco compromete la entrega de 55 mil 750 toneladas por 15 años, pero solo las que están vencidas o las que ya ocurrieron, entre los años 2006 a 2014. Producto de ese contrato, Codelco ha dejado de ganar mil 436 millones de dólares.

Luego, existe otro contrato, distinto al anterior de Cupic, que tiene una lógica de precios distinta, que se firma en un período diferente y que rige entre los años 2006 a 2011, contrato que ya está finiquitado en que Codelco dejó de ganar mil 683 millones de dólares.

Una cosa similar, ocurre con el tercer contrato, en el que Codelco, comprometía producción entre los años 2008 y 2012, por el cual, Codelco dejó de ganar 2 mil 979 millones de dólares.

Se plantea, que Codelco ha dejado de ganar 6 mil 98 millones de dólares. Al respecto, esto es lo que resta por vencer de una parte del contrato que tiene Codelco con Cupic, entre los años 2015 y 2020. Dada la estructura de precios y cómo se ve el precio más adelante, se estima que hay 924 millones de dólares que aún Codelco va a dejar de ganar.

Porque, al considerar la totalidad de los contratos, se llega a la cifra de 7 mil 22 millones de dólares. Agregó, que en este punto, vale la pena remarcar la opinión que tiene la Federación, respecto de hacer valer lo que se llaman las cláusulas de equidad que existen en los contratos de joint venture.
Explicó, que los contratos de joint venture, tienen cláusulas de equidad que aseguran que, en caso de que el acuerdo que se ha firmado de buena fe, entre las partes, termine siendo muy oneroso para una de las dos. Al respecto, existen mecanismos prefijados para solucionar esa diferencia de tal forma, que no se transforme en un abuso. Si fuera el caso que el contrato de Codelco con Minmetals, que construye Cupic, incluya estas cláusulas de equidad, como se espera que sea así, porque es un joint venture hecho más o menos con las lógicas de conocimientos internacionales y así se podría evitar que Codelco deje de ganar no solo una parte importante de los 900 millones, sino que los 924 millones entre el 2015 y el 2020. Al respecto, hay un comentario que hizo la FTC sobre la conveniencia que esta Comisión, la que recoja esta idea de investigar más la posibilidad de llevar adelante esto que tiene varias aristas. Por cuanto se trata, de un contrato internacional que hay que revisar y no es fácil proponérselo a una contraparte, pero existe la sensación, que sea la Comisión, de alguna manera, la que pueda investigar con mayor profundidad, sin tener el costo de lo que significa mantener una relación comercial, como es el caso de Codelco. 

Agregó, que existe otro tema, que es diferente y complementario a lo anterior. Está relacionado, con los ingresos que pudo haber generado, el haber tomado estas posiciones financieras de futuro. Para entender los ingresos que se generaron con esta posición financiera, es necesario tener a la vista, los motivos que la gatillaron y que, como todos conocen, se vinculan con razones estratégicas, para permitir la continuidad de la producción de El Salvador y la ejecución de Gaby.

Planteó, que luego está, lo relativo a los ingresos que se obtendrían, por las operaciones que se permitirían hacer con estas posiciones financieras. Por ello, el análisis que se haga de la operación, debe incluir una mirada respecto de lo que permitió hacer, para calificar si la operación fue positiva o no. Agregó, que este es un antecedente interesante de compartir.

En relación con los excedentes que se habrían generado, con el tema de El Salvador y Gabriela Mistral, explicó que entre los años 2006 y el 2020, Gabriela Mistral, generaría del orden de los 3.308 millones de dólares; mientras que El Salvador, generaría 741 millones de dólares. Por lo tanto, en total, el proyecto le permitirá a Codelco, obtener 4.049 millones de dólares.

Para ponderar la afirmación de que Codelco, dejó de ganar más de 7 mil millones de dólares por las posiciones de futuros y darle una mayor racionalidad a esto, se debe comparar lo que Codelco dejó de ganar hasta el año 2014, se sabe que perdió 6 mil millones de dólares, con lo que obtendría gracias a la operación de sus minas, situación que posibilitó la decisión financiera en cuestión. Dicha comparación, permitiría sostener que hoy Codelco, ha dejado de ganar 2.050 millones de dólares.

Aquello, es un número que refleja la pertinencia o no, de la decisión comercial. En otras palabras, los 7 mil millones tienen relación solo, con la evaluación financiera, pues la evaluación del paquete completo, se estima que implica que Codelco, solo deja de ganar 2 mil millones de dólares.

Señaló, que actualmente existen 924 millones de dólares, que es lo que se podría perder, de no existir un nuevo acuerdo comercial y si eso ocurriera, lo que se dejaría de ganar, no son 2.050 millones de dólares, sino que serían 2.970 millones de dólares.

Explicó, que el último punto para analizar, es el relativo a la la operación que se hizo, para la fijación de precios. La idea era tener una apreciación, de cuál fue la información que se tuvo al momento, de firmar los contratos que involucraron cierta fijación de precios y cuál es la mirada actual, para criticar o no, tal decisión.

Para analizar tal situación, es del caso analizar los precios estimados en el momento que se firmó la operación de venta de futuro.

Planteó, que por una parte está el análisis que hizo en su oportunidad, Brook Hunk, quienes realizan permanentemente, análisis de la industria minera. Dicha empresa proyectó un valor de 160. La idea no es plantear que el spread es significativo, sino que tengan una apreciación de lo que sabía la persona que tomó el contrato, al momento de tomarlo.

Además, hay que señalar que Codelco, aceptó el contrato que suscribió con Cupic. Al respecto, se sabía exactamente cuáles eran las compensaciones, en la operación referida a Gaby, por lo tanto, se podía perfectamente hacer un análisis, para determinar el precio y efectuar una comparación con los existentes en el mercado.

Indicó, que en el caso de la evaluación que se hizo, sobreel contrato con Cupic, que permitió asegurar a Codelco 500 millones de dólares.Al respecto, existe la sensación de que se conocía de antemano, que existía un cierto costo, como si se hubiese sacado un seguro de 1.600 millones de dólares, que es la diferencia que existe, con esos dos precios. En dicho escenario, uno debe saber el precio exacto que tenía en mente, la persona que firmó y que, a lo mejor, era mucho menor.
Expresó, que si se hubiera proyectado un precio de 40 centavos, se podría haber analizado la situación en retrospectiva. Pareciera que lo que se sabía era que se estimaba una cifra de 1.600 millones de dólares, es por ello, que se puede entender que habría establecido un seguro, con lo que se permitiría que esto ocurriera y que es parte de los 6 o 7 mil millones que se dejan de ganar.

Finalmente, explicó que en relación con lo anterior, es más fácil analizar estavisión, puesto que, en el caso de El Salvador, los precios que se fijó en el contrato,era más alto que analizaba el mercado en ese momento. Lo mismo ocurrió en el contrato de Gabriela Mistral.

Todos estos elementos, son muy interesantes, por lo que sería necesario que los pudiera analizar esta Comisión.

-o-
El ex Vicepresidente de Comercialización de Codelco, señor Roberto Souper, explicó que su exposición será muy similar, a la entregada por Alfonso Dulanto, por cuanto, este tema lo han trabajado en forma conjunta. Agregó, que se desempeñó como Vicepresidente Comercial de Codelco, desde fines del año 2000, hasta principios de 2010, y antes de eso, se desempeñó como Vicepresidente Ejecutivo de Enami.

Respecto del tema investigado por la Comisión, primeramente habría que preguntarse para que sirven y quién utiliza, los mercados de futuro. 

Señaló, que estas operaciones existen desde hace 150 años y se iniciaron con los productos agrícolas. Agregó, que en el siglo XX se incorporaron los metales, las tasas de interés y los tipos de cambio. Lo que se transa con ellos son commodities y, por lo tanto, los productos están claramente identificados y estandarizados. Los protagonistas de estos mercados son los que quieren cubrir los riesgos de precio o hedgers, es decir, productores, consumidores y comerciantes, y otros, que son los inversionistas financieros o especuladores.
Indicó, que los primeros que cubren sus riesgos los utilizan como instrumentos de flexibilización comercial y para cubrir riesgos de precio a futuro.
Planteó, que es importante manifestar, que los especuladores son los protagonistas esenciales de estos mercados, pues son ellos, los que se toman los riesgos de comprar. 
Por otra parte, es del caso señalar que si no existieran especuladores, no habría mercado a futuro. Es decir, siempre que haya alguien, como un productor que quiere vender o un consumidor que quiere comprar a futuro, siempre habrá alguien al otro lado, que va a estar dispuesto a tomar un cierto y es el especulador quien toma el riesgo. Eso es muy importante, porque los especuladores son muy maltratados y con mucha razón, pero en este caso el mercado lo hacen ellos.

Indicó, que los instrumentos para realizar coberturas o protección de precios, son las ventas o compras a futuro, opciones de venta o de compra y las opciones Min-Max. Se podrán fijar precios a futuro o contratar una opción de venta a un precio mínimo. Esas opciones son carísimas, porque si hoy día quisiera comprar una opción para vender cobre a futuro a tres dólares la libra, le cuesta una fortuna. 

En consecuencia, se fijan precios para asegurar un flujo atractivo de ingresos futuros, para hacer viable el proyecto, que es lo que hizo Codelco con Gaby, o para asegurar un ingreso de un activo que se adquiera.

Agregó, que los mercados a futuro, al revés de lo que han dicho otras personas, son intensamente utilizados por los agentes de distintos mercados. En el caso de Codelco la vicepresidencia comercial, lo utiliza para flexibilizar sus ventas. 

Explicó, que Codelco consideró efectuar operaciones de ventas de futuro, por el proyecto Gaby. Estas operaciones se aprobaron se realizaron entre el 9 de enero y el 17 de febrero de 2006.

Codelco en esa oportunidad, hizo una evaluación del precio del cobre, considerando su valor en 90 centavos de dólar por libra, que era el precio a largo plazo. Añadió, que el proyecto no generaba la rentabilidad exigida por la empresa para su aprobación; sin embargo, los Ejecutivos de Codelco, el Directorio y el Presidente Ejecutivo, aprovecharon la coyuntura de mercado para darle viabilidad al proyecto Gaby.

Señaló, que a través de la venta a futuro, en la que se obtuvo un promedio de 138,5 centavos de dólar por libra, el que se proyectó en el tiempo, con un precio de largo plazo de 90 centavos de dólar por libra, la rentabilidad del proyecto mejoró significativamente, haciendo posible su aprobación.

De no haberse tomado la decisión de fijar un precio a futuro, lo que hizo posible la aprobación del proyecto, habría sido altamente probable, que jamás se hubiese hecho esta operación, o que en el mejor de los casos, se hubiese postergado por varios años, tal operación.

En efecto, los precios de largo plazo con los que Codelco evaluó esos proyectos, fueron creciendo lentamente a partir del 2007, y, quizás desde el año 2010 o 2011, hubiese tenido un nivel requerido para su aprobación.

En seguida explicó, que según sus propios cálculos, los resultados entregados por Gaby, en el período 2008 y 2012, produjo excedentes, por 1.894 millones de dólares y en el período que comprende el año 2013 y el 2023, se podría proyectar, un excedente de 100 centavos de dólar por libra y una producción para el periodo de 1.650.000 toneladas.

Por otra parte, los menores ingresos por ventas a futuro para el periodo 2008/2012 fueron de 2.966 millones de dólares.

Indicó, que el resultado neto, da un excedente de 2.566 millones de dólares, a lo que habría que deducir la inversión, que fue de 1.000 millones de dólares. Agregó, que de no haberse realizado el proyecto, el resultado habría sido cero y es lo que se debe comparar, con la cifra obtenida.

Reiteró, que estos números son importantes, que por supuesto pueden ser debatidos.

Por otra parte, se refirió a la situación de la División El Salvador, para lo cual, también se hizo una proyección del precio del cobre, de largo plazo de 90 centavos de dólar por libra. Es del caso recordar, que la producción de Salvador generaba pérdidas en esa época. Agregó, que con la operaciones de ventas a futuro, que hizo Codelco entre el 11 de julio y el 11 de octubre de 2005, si efectuaron con el objeto de evitar el cierre de esta División y así poder extender su vida útil hasta el año 2011, fecha en que se había acordado terminar con la explotación de sulfuros y la producción de concentrados.

Recordó, que en la actualidad la División El Salvador, ha extendido su vida hasta el año 2018. En efecto, el plan de negocios de la División indicó, que la reserva de la línea de sulfuros alimentada por la mina a Rajo, Campamento Antiguo y subterráneo, se agotan en diciembre de 2018. Además, se estudia una etapa de prefactibilidad del proyecto Rajo Inca, con un volumen de recursos mineros de 1.500 millones de toneladas, con una ley de 0,45 por ciento, que en estos tiempos no es tan bajo, pues Caserones produce 0,35 por ciento.

Señaló, que la producción anual de El Salvador, se estima en 170.000 toneladas métricas de cátodos por año y 4.000 toneladas métricas de molibdeno, también por año.

Explicó, que los resultados adversos de las ventas a futuro, alcanzaron a 1.669 millones de dólares; sin embargo, la cifra señalada, no se hace cargo de toda la historia.

Por lo tanto, es necesario recordar que con las coberturas en su momento, aplazaron el cierre de El Salvador hasta el 2018. En todo este periodo, entre 2006 y 2018, la División producirá excedentes en sus operaciones físicas, como resultado de la diferencia entre el valor de venta de sus cátodos y su costo neto para producirlos.

Además, la información de precios y el costo neto de los cátodos de 2006 al 2013, la División debió haber generado excedentes por 1.240 millones de dólares. 

Indicó que para el resto del periodo, es decir, de 2014 a 2018, el margen anual se iguala al promedio anual del periodo anterior, es decir, 155 millones de dólares por año, por lo que se puede concluir que el total de excedentes de ese lapso sería de 775 millones de dólares.

En base a ello, informó que los excedentes de sus operaciones físicas, entre el 2006 y el 2018 estos podrían llegar a los 2.015 millones de dólares. Si a ese total se le resta el costo de las fijaciones, que fue de 1.669 millones de dólares, se llega a tener un saldo positivo, de 346 millones de dólares.

Explicó que el costo de las fijaciones, son los resultados adversos que se obtienen, por la venta que se hacen a futuro y lo que se obtiene por la recompra. Agregó, que en lugar de pérdidas, estos se llaman resultados adversos o menores ingresos.

A continuación se refirió, al contexto de lo que significa la época en que se hizo la operación de las ventas a futuro, la que se realizó en la segunda mitad de 2005 y principios de 2006.

Al respecto, indicó que el pronóstico efectuado por los diferentes brockers, analistas, agentes de mercado, el Commodities Research Unit (CRU), una de las empresas de mayor prestigio analista de todos los metales no solo de cobre, y Brook Hunt tenían sus pronósticos en ese momento de precio hacia adelante. El promedio que entregaban los dos, era de 108 centavos para 2006; 96 centavos para 2007; 86 centavos para 2008; 82 para 2009; 94, para 2010 y, 101, para 2011. Agregó, que los precios de cobertura que estableció Codelco, eran de 139 centavos para 2006; 123, para 2007; 115, para 2008, y, 110, para el 2009, etcétera.

Señaló que al respecto, es necesario recalcar sobre los valores que se entregaron en esa época, el promedio de CRU y Brook Hunt para el año 2008 era de 87 centavos y Codelco fijó una cifra de 157 centavos; para el año 2009, eran 93 centavos y Codelco fijó 144 centavos; para el año 2010, eran 89 centavos y Codelco fijó en 136 centavos, etcétera.

Explicó, que con esta información, queda claro que los pronósticos que se consideraban en esa época, eran muy inferiores a lo que logró establecer Codelco. Por lo tanto, el Presidente Ejecutivo de aquella época, Juan Villarzú, logró para Codelco, fijar precios que eran muy buenos para ese momento porque todo el mundo pensaba que nuevamente el cobre iba a bajar a 90 centavos y con eso se logró hacer viable el proyecto Gaby.

A mayor abundamiento, existía el Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda, que pensaban en el año 2004, que el precio de largo plazo sería de 93 centavos; en 2005, que era de 99 centavos y en 2006, de 121 centavos., esa era una época de pronósticos muy bajos.

Por lo tanto, lo que se produjo posteriormente, fue algo espectacular, a mediados del 2006, ocurrió un cambio estructural en el mercado, el que no fue anticipado por nadie. Si en el mes de enero de 2006 el precio del cobre era de 2.15 dólares por libra, en mayo de ese año llegó a 3.65 dólares y desde mediados del 2006, el precio siempre ha estado sobre los 3 dólares.

Además, desde la segunda mitad de 2006, se empieza a reflejar en forma brutal la incorporación de China a los mercados mundiales, desplazando significativamente y en forma permanente la demanda. Los fondos de inversión, se involucraron crecientemente y de manera masiva en los commodities, los que pasaron a la categoría de “class assets”, que son activos preferentes para los inversionistas.

Sin embargo, y a pesar de la evidencia en los precios cotidianos, los analistas siguieron por un buen tiempo pronosticando precios bajísimos para el corto, mediano y largo plazo. Les costó mucho creer en este cambio estructural. Fue impresionante lo que pasó en esa época. Empezaron a desembarcar los capitales financieros en los commodities. No solo hubo mayor liquidez en el mercado en el mundo sino que, además, los fondos especulativos abandonaron muchas inversiones en acciones, en rentas fijas, etcétera, y llegaron a los commodities. Habrá que recordar, cómo fue el alza del precio del petróleo y lo que le pasó a la línea aérea, ya que como vieron que subía el precio compraron y siguió subiendo y después tuvieron que deshacer sus posiciones y les pasó lo mismo, pero al revés a muchas líneas aéreas y a los vapores, como a la Sudamericana, por ejemplo, pero al revés, de lo que se dijo, compraron.

Por otra parte, existe un porcentaje de la producción anual que fija cada productor. Codelco aparece con un 10 por ciento de la producción anual fijado; Freeport Macmoran, que es una empresa americana muy importante, tenía fijado 25.2 por ciento; Southern Copper, que es una empresa peruana, 64.9 por ciento; CVRD, que es una empresa brasileña, 87.5 por ciento; Barrick Gold, 63.5 por ciento.

Señaló que como se podrá apreciar, el porcentaje de la producción que fijó Codelco era relativamente pequeño comparado con el de otros.

Planteó, que en una operación de futuro, las fijaciones de precios, es cuando un consumidor fija el precio de compra y si usted como productor, fija el precio de venta. O sea cuando uno vende, por ejemplo, a 3 meses, a 7.200 dólares la tonelada, efectúo la fijación porque así se llama, aunque no lo sea.

Agregó, que cuando se habla de fijación de precios, es cuando se trata de coberturas o ventas a futuro y eso se debiera de llamar ventas de futuro. Agregó, que lo que podría objetarse, es que se hubieran efectuado fijaciones de ventas de futuro por años de más.

Por otra parte, está el caso de Minmetals. Al respecto, señaló que en el mes de noviembre de 2004, se firmó un memorándum de entendimiento entre Codelco y Minmetals. En esta operación, estuvieron involucradas las autoridades de la época y no solo las de Codelco. En un memorándum se establece la creación de un joint venture, que posteriormente se llamó Copper Partners Investment Company, Cupic, entre ambas compañías, con un 50 por ciento de propiedad para cada una, para el desarrollo de negocios de cobre, llamado Copper Partners y se le abrevia Cupic. Fue un contrato de largo plazo, en el que se vendían de cátodos de cobre de Codelco a Copper Partners y de esta a Minmetals; con un pago anticipado de Copper Partners a Codelco por 550 millones de dólares, a cuenta de las entregas de cobre; con el compromiso de Codelco, de dar a Minmetals la opción de comprar de un 25 por ciento del Proyecto Gaby, a precio de mercado. Agregó, que el contrato de venta de Codelco a Copper Partners y de esta a Minmetals es de 55.750 toneladas métricas por año de cátodos, a partir del 2006 y hasta el 2021, o sea, son 836.250 toneladas en total. El precio que Codelco vende a Copper Partners,es una cotización cuasi fija que se va reajustando, año a año, según la evolución del IPM de Estados Unidos. Los respectivos contratos fueron firmados a principios del año 2006. Como es natural, el contrato comercial entre Codelco y Copper Partners, fue acordado bajo el contexto de mercado y sus proyecciones vigentes en esa época, es decir, a fines del 2005 y a principios del 2006. La misma época en que hicieron las ventas a futuro para El Salvador y Gaby.

Las proyecciones de precio de largo plazo, eran de un dólar la libra. Las de corto y mediano plazo fueron muy parecidas.

Manifestó, que el cambio sustantivo, inesperado y permanente que se produjo en el mercado, a partir del segundo semestre del 2006, pulverizó los equilibrios con que se había concebido este contrato, favoreciendo claramente a Minmetals en desmedro de Codelco. El contrato se desnaturalizó totalmente y se empieza a expresar de una forma jamás concebida al momento de su firma.

Señaló que de acuerdo a cálculos personales, los que pueden ser discutidos, efectuados de acuerdo a la época, o sea, a fines del 2005 y principios de 2006, la utilidad de Minmetals debió ser de 65 millones de dólares y, en cambio, alcanzó a algo cercano a 500 millones de dólares, o sea, casi 10 veces más. 

Por otra parte, indicó que para el tiempo que resta del contrato, es decir, entre el año 2015 y el año 2021 y suponiendo un precio de mercado de 3 dólares 20 centavos por libra, la utilidad de Minmetals podría llegar a los 850 millones de dólares. Sin embargo, los precios de largo plazo, según lo concebido al momento de la firma del contrato, dichas utilidades no deberían superar 86 millones de dólares, o sea, son 10 veces lo que puede pagar.

Tampoco, se hacen cálculos para el período anterior, o sea, a julio de 2011, porque en ese tiempo Minmetals no percibe utilidades mayores, dado que Copper Partners hizo ventas a futuro, desde enero de 2006 a junio de 2011 y los excedentes que generaba Copper Partners, en esa época, servían básicamente para el pago del préstamo recibido. Copper Partners distribuyó dividendos muy bajos a sus socios.

Explicó, que la situación descrita hace imperativa la renegociación del contrato. Esta reestructuración del contrato debió haberse producido a partir del mes de julio de 2011. Agregó, que a pesar de algunos esfuerzos que hizo Codelco, el contrato sigue intacto, hasta la fecha. Da la impresión que la buena fe, no ha estado presente por parte de Minmetals. Existe una cláusula en el contrato entre Copper Partners y Codelco llamada Fairness o equidad que permite efectuar la renegociación, pero su aplicación depende en último término, de la buena fe de las partes. Si lo desea la Comisión, al final, puede leer la cláusula a la que hizo mención, porque la tradujo.

En resumen, los mercados a futuro son instrumentos utilizados permanentemente por productores, consumidores y comerciantes de commodities. Los productores de cobre, los emplean para acomodar los eventuales requerimientos especiales de sus clientes, por ejemplo, cambios en el período de cotización

Planteó a modo de ejemplo, que Codelco vende cobre en Estados Unidos y los consumidores americanos compran, en base a la cotización Comex, que es el equivalente de la Bolsa de Metales de Londres. Por lo tanto, Codelco vende a Comex y, al venderle, hace una operación en la Bolsa de Metales de Londres de arbitraje, con lo cual, transforma esa cotización de Codelco de la Bolsa de Metales de Londres. También se usan para asegurar ingresos de corto, mediano y largo plazo, que les parezcan atractivos y para viabilizar proyectos.

Recordó por lo tanto, que las operaciones ventas a futuro se efectuaron para la División El Salvador y para el proyecto Gaby. En el caso, de El Salvador, fue para evitar el cierre y en el caso de Gaby para que el proyecto fuera aprobado. Tampoco es efectivo, que estas operaciones de cobertura, hayan carecido de respaldo físico, por lo que le sorprende mucho, cuando hay personas que dicen eso.

Por otra parte, están las actas de directorio que dan cuenta de la aprobación de cada una de estas decisiones y muestran claramente, cuáles fueron los objetivos perseguidos. Las decisiones se tomaron con la información de mercado existente durante la segunda mitad de 2005 y a principios de 2006, tanto para la coyuntura, como para el mediano y largo plazo.

También está el caso, sobre el cambio brusco, espectacular y estructural acaecido a partir de la segunda mitad de 2006, el que no fue anticipado por nadie, en la industria mundial del cobre. La emergencia de China con toda su fuerza y la consiguiente valorización de los commodities, por parte de los inversionistas financieros en ese momento, como activos preferentes, fueron decisivas en este vuelco. El que apuntó muy bien el tema del cambio estructural que hubo, fue el asesor de la FTC, señor Raúl Álvarez, cuando señaló de la cantidad y de la importancia que comenzaron a tener los fondos de inversión y especulativos en la formación del precio del cobre.

Recordó, que hubo días en que el mercado subía o bajaba un dólar por libra. A veces, 50 centavos. Era imposible predecir lo que iba a pasar día a día. Era por la injerencia de estos fondos especulativos.

Señaló que prácticamente, todos los productores de cobre en el mundo, hicieron ventas a futuro entre el año 2005 y el 2007. Codelco como los demás, interpretaron que en esos años el alza experimentada era coyuntural y que el precio volvería de 90 a 100 centavos por libra. Por ello, decidieron aprovechar la oportunidad que brindaba el mercado en esos momentos. Se hicieron las ventas a futuro y luego se pensó que caían, pero no fue así.

Manifestó, que para efectuar una evaluación completa, sobre lo que aconteció, es necesario considerar los resultados que tuvieron las operaciones físicas, ventas de los cátodos, menos los correspondientes costos netos de producción. Así, El Salvador, una vez deducidos los resultados de las ventas a futuro, generará entre el 2006 y el 2018 un excedente entre 300 y 400 millones de dólares. No es algo mayor, pero la alternativa era su cierre, con sus costos correspondientes y con todas las secuelas económicas y sociales que se produciría en la región.

Explicó que Gaby, desde el año 2008 hasta el 2023, deduciendo el resultado de las coberturas, produciría excedentes, entre 1.500 y 1.600 millones de dólares. De no haberse aprobado el proyecto en ese tiempo, es altamente probable que Gaby jamás se hubiese ejecutado. Los precios de largo plazo, con que Codelco evalúa sus proyectos, crecieron lentamente y cuando hubiesen llegado al nivel requerido para su aprobación, Gaby habría entrado a competir por recursos con los proyectos estructurales con escasísimas probabilidades de éxito. Por lo tanto, la cifra mencionada, entre 1.500 y 1.600 millones de dólares, debe compararse con un resultado cero al no hacer el proyecto. En todo caso, hay que esta es una afirmación mía que puede ser discutida, porque uno puede decir: “No, señor. A lo mejor, con los precios a largo plazo, usted, hubiera esperado hasta el 2010 y el 2011 para haber hecho el proyecto.”. Bueno, es un tema de discusión; afirmo con mucha convicción que no se hubiera hecho. Pero hay gente que puede que no esté de acuerdo conmigo.

Expresó, que el contrato que liga a Codelco, Copper Partners y Minmetals, debe renegociarse con urgencia. Cada mes que pasa, Codelco sacrifica entre 10 y 12 millones dólares.

Al respecto, señaló que este contrato debió haberse empezado a renegociar, a más tardar en julio del 2011. Antes de eso, no se podía modificar, porque las fijaciones hechas por Copper Partners perjudicaban tanto a Minmetals, como a Codelco. En otras palabras, no era factible negociarlo antes.

Indicó, que lamentablemente el contrato se desnaturalizó totalmente, con el giro del mercado ya comentado y los equilibrios concebidos originalmente se hicieron trizas. Aquí, hay un caso clásico para replantear los términos de un contrato de muy largo plazo. Además, hay una cláusula de equidad y, aunque no la hubiera, un contrato de este estilo y con esta longitud, normalmente cuando suceden estas cosas tan tremendas e inesperadas, se renegocia.

Por último, planteó que Minmetals, no ha actuado de buena fe. Agregó, que esto lo manifiesta, porque los conoce bastante y le sorprende mucho lo que ha pasado. Por lo tanto, si no hay una reacción positiva prontamente por parte de esa compañía, Codelco debería plantear un arbitraje y suspender los embarques mientras esto dure, o seguir embarcando pero demandando, que los resultados del arbitraje sean válidos a partir del momento que empiece el proceso arbitral.

-o-
Ex Ministro de Hacienda y ex Director de Codelco, señor Nicolás Eyzaguirre, inició su exposición señalando, que es importante aclarar sobre las operaciones de ventas de futuro, realizadas por Codelco.

Al respecto, es del caso destacar que gobernanza de Codelco, cambió de forma bastante significativa, hacia la segunda década de 2000. Explicó, que cuando terminaba su gestión como Ministro de Hacienda, se presentó un proyecto de ley, para cambiar la gobernanza de la Empresa, lo que, desgraciadamente, no fue acogido. Fue la última ley que se envió no solo para Codelco, sino para todas las empresas públicas, porque les parecía que la gobernanza podía ser mejorada.

Planteó, que cuando le correspondió integrar el Directorio de Codelco, las decisiones que se tomaban en esa época, era supervigilar la conducción superior de la Empresa, es decir, había que establecer los grandes lineamientos, cuáles eran sus objetivos estratégicos, etcétera.

En esa época, Codelco tenía un modelo muy diferente, a la forma como se gobierna una sociedad anónima, que es el actual modelo de gobierno de Codelco, donde los directores tienen un control directo, de todas las operaciones.

Agregó, que a diferencia de lo que existe en la actualidad, los directores de esa época solo tenían por prerrogativas establecer las políticas y directrices generales de la Empresa. La administración propiamente tal de la Empresa y todas las cuestiones que hoy residen en el Directorio, le correspondían al Presidente Ejecutivo y a los gerentes de área. Agregó, que los Directores de esos tiempos, no tenían conocimiento sobre los detalles de las operaciones, la información que recibían era solo a título enteramente referencial, para que pudieran conocer los lineamientos generales de la Empresa, pero sin ningún detalle. En esa época, los Directores, no eran responsables de nada.

Al respecto, explicó que las políticas generales, eran lo suficientemente generales, nadie podía oponerse a quién pudiera tener una cierta postura, sobre las políticas generales. Toda la responsabilidad recaía sobre la Presidencia Ejecutiva y el tema era si esta tenía los mecanismos adecuados para efectuar un control y eso fue lo que, posteriormente, se cambió mediante la ley sobre el nuevo gobierno corporativo de Codelco.

Por otra parte, se refirió a las operaciones que investiga esta Comisión, sobre un eventual tema tributario, asociado a que esta operación hubiera sido hecha,con una joint venture firmado entre Codelco y Minmetals, lo que se denominó Cupic.

Al respecto, manifestó que Codelco tenía una filial en Bermudas, situación que no se informó en lo absoluto, simplemente se comentó que esta operación se iba a realizar en Bermudas, aprovechando la filial de Codelco, por lo que no hubo discusión, de ninguna naturaleza, sobre el tema. Además, se informó, que Minmetals y Codelco, conformarían una empresa que se denominaría Cupic, la que tendría un aporte de un 50% de cada una de las empresas. La razón de haber conformado esta nueva empresa, pareciera que tuvo por motivo, que ni los chinos querían pagar impuestos en Chile ni los chilenos pagar impuestos en China, y si esta empresa se hubiese constituido en China, tal como ocurre con cualquier inversor extranjero que se domicilia en Chile, debe pagar impuestos en China, y si esta empresa se hubiese constituido en Chile habría pagado impuestos en Chile. Por tanto, ninguno de los dos países soberanos quería dejar sus impuestos en el otro y por ello buscaron un terreno intermedio.

Planteó que existe otra razón, según supo, que los ejecutivos de la época, que eran los responsables de haber efectuado la operación de las ventas de futuro, habrían también determinado con la empresa china Minmetals, la opción de compra del yacimiento de Gaby y para que las cosas fueran más fluidas, esta se hizo a través de un joint venture en Bermudas.

Señaló además, que ha tenido conocimiento, que tanto la OCDE, como el Fondo Monetario, han manifestado su objeción sobre los paraísos fiscales y eso se debe a que si las empresas se ubican en ellos, pueden hacer su contabilidad opaca al país de origen y, por tanto, eventualmente, tener problemas de elusión tributaria, pero eso no sucede con una empresa pública china, como era Minmetals, respecto del servicio tributario chino o una empresa pública chilena, como es el caso de Codelco, respecto del Servicio de Impuestos Internos chileno, habida cuenta de que las empresas públicas deben, por obligación legal, tener sus balances completamente transparentados. Menos aún, tener un perjuicio fiscal, habida cuenta, de que lo que no figurare como utilidad, para efectos tributables, lo hará como utilidades después de este impuesto, las que también son remitidas íntegramente al Fisco, según la ley de Codelco, o sea, no hay efecto fiscal alguno. Según entiende, hasta hoy, todavía no hay una interpretación consensual entre Impuestos Internos y Codelco respecto de si se pueden o no hacer esas operaciones, pero hasta la fecha no ha habido objeción, de ninguna naturaleza.

Agregó, que los detalles entregados, los ha recabado con posterioridad, por cuanto, como ex Director de Codelco, no se le entregó ninguna información, sobre la constitución de la sociedad con Minmetals, en las Bermudas. Esta explicación la entrega, respecto del tema tributario.

Por otra parte, explicó que cuando se deben analizar los proyectos, cosa que le ha tocado realizar en su vida profesional, se debe hacer un análisis de los proyectos, se debe considerar tanto, sus costos, como sus beneficios y si sus beneficios menos sus costos son mejores que cualquier alternativa, se opta por esa solución, lo que no significa que las soluciones no tengan costos, sino simplemente el neto de beneficio menos costos es mejor que las otras alternativas.

También había que entender, que Codelco en ese momento, necesitaba financiamiento, particularmente en el caso de Gaby, para financiar la inversión de la mina Gabriela Mistral, o Gaby. Además, en esa época, fue informado, que la Empresa había sido alertada por la compañía de clasificación de riesgos Standard & Poor's, que su grado de endeudamiento, se acercaba a niveles que podrían ocasionarle una revisión de su clasificación de riesgos. Había que ponerse en la situación de la época. Chile había logrado durante el mandato del Presidente Lagos, en el que fue su conductor económico, mantener el riesgo-país de manera extraordinariamente baja y eso es lo que explica, si observan las cifras económicas de la época, que durante las turbulencias mundiales de 2001 y 2002, Chile continuó creciendo a cifras, si bien más moderadas, claramente positivas, mientras un conjunto de países latinoamericanos colapsaron, entre ellos, notablemente Argentina, porque había una fuerte turbulencia en los mercados financieros internacionales, producto de distintos shocks, como la gripe aviar, la burbuja tecnológica en Estados Unidos en el Nasdaq y, posteriormente, el ataque a las torres gemelas.

Por lo que era muy importante, mantener el normal desempeño de la economía, lo que dependía de la mantención del riesgo-país a raya, que era lo que no habían logrado Brasil, Uruguay, Perú, Argentina, entre otros, que habían visto en esa misma época completamente seco su financiamiento externo. Por lo tanto, era temerario seguir endeudando a Codelco, no solo porque le subía el costo del crédito, sino porque un incremento de riesgo iba a tener un efecto inmediato sobre el riesgo de todas las empresas privadas y sobre el riesgo del soberano, porque Codelco es suficientemente grande como para contaminar al resto de la economía. Por lo tanto, como Ministro de Hacienda, dijimos: “más operaciones de endeudamiento de Codelco son claramente temerarias, por tanto, esa vía está descartada.”.

Agregó, que respecto del tema de Gaby, el Directorio se encontró con tan importante como éste, el que no podía ser financiado con deuda. La otra alternativa, era que el Estado, hubiese capitalizado a Codelco, cuestión que no estaba dentro de las posibilidades económicas de la época.

Planteó, que otra alternativa era que Codelco se hubiera abierto a capital privado, lo que significaba, en la práctica, vender para siempre una parte de la producción de Codelco, equivalente al porcentaje de la propiedad que se privatizara.

Por temas de finanzas, si se abre a la bolsa una empresa productora de un determinado bien, lo que les van a pagar por las acciones va a corresponder a lo que los mercados creen que va a ser el precio de ese bien en la actualidad. Por lo tanto, haber abierto en esa época, hubiese significado vender las acciones a lo que se creía valía Codelco cuando el precio era de 90 centavos y no al precio de 3 o 4 dólares.

Explicó, que al hacer cálculos simples, éstos muestran que si esa hubiese sido la alternativa, las pérdidas, en el sentido estricto, la menor cantidad de utilidades que habría tenido Codelco si se hubiera abierto a la bolsa, con el valor de las acciones correspondiente al precio de la época, hubiesen sido varias veces superiores, a lo que se ha investigado.

En consecuencia, descartada la deuda y la privatización de un paquete accionario o de una parte del control de Codelco, existían cada vez menos alternativas.

Señaló, que esto es absolutamente habitual en empresas de este tipo que para desarrollar proyectos se recurra a lo que se llama financiamiento de proyectos o projects financing.
Reveló que projects financing, se produce cuando una empresa tiene un proyecto muy interesante que desarrollar, pero no cuenta con acceso al financiamiento bancario, porque los dueños no tienen suficientes garantías. El project financing logra obtener un préstamo, para poder desarrollar el proyecto sobre la base de colateralizar esa deuda, con el producido de las ventas futuras. Se hipotecan, así como cualquiera puede hipotecar una casa, cuando piden un crédito, las ventas futuras. Esa es una clásica forma de financiamiento en la minería, que se llama project financing. Es tanto, que hay distintas modalidades.

Indicó, que en el Directorio de Codelco, se estudiaron tres posibilidades: aparte de la deuda y de emitir acciones, que eran dos modalidades de lo que se denomina copper link financing o financiamiento ligado al cobre, que se hace con bancos; son productos estándar en la banca, y esta operación con Minmetals, que correspondía vender producción a futuro a Cupic y que un banco de China le pagara a Cupic 500 millones de dólares por adelantado, lo que le permitía a Codelco, realizar este proyecto.

Expresó, que de las tres alternativas de financiamiento planteadas, la que entregaba el menor costo era esta. Dicho sea de paso, cualquiera de las otras dos, esto es, las otras tres alternativas, que son de lo que se llama cuasicapital o capital, esto es, obtener los recursos sobre la base de ventas futuras de cobre, obtener los recursos sobre la base de privatizar una parte de la compañía u obtener los recursos sobre la base de este convenio con Minmetals, estas tres modalidades de financiamiento, que se denominan cuasicapital o capital tienen la misma estructura de riesgo. Si el proyecto termina teniendo una rentabilidad, igual a la que se pronosticó cuando se hizo el financiamiento, el costo de ese financiamiento va a ser relativamente similar, a algo por encima de un financiamiento de deuda bancaria.

Planteó, que si la rentabilidad del proyecto termina siendo muy superior a la que se pensaba cuando se hizo el proyecto, el costo de ese financiamiento va a terminar siendo, a su vez, muy superior al de una deuda bancaria. Pero si la rentabilidad del proyecto termina siendo mucho más baja de lo que se pronosticó, la operación de financiamiento va a terminar siendo mucho más barata. Es una clásica estructura de compartición de riesgo.

Señaló, que lo mismo le ocurriría a cualquiera que tuviera la mitad de la plata para desarrollar un proyecto y tomara la alternativa de si la otra mitad, la financia con un banco o si se consigue un socio. Si al proyecto le va mejor de lo que se piensa entonces, le van a pagar mucho más al socio de lo que le habrían pagado al banco y viceversa. Son dos estructuras clásicas de financiamiento.

Indicó finalmente, que si los precios del cobre hubieran terminado mucho más alto, de lo que fueron las ventas a futuro, habría permitido tener este dinero para desarrollar Gaby. Esta situación significó, efectivamente que Codelco ganara menos dinero con Gaby, del que habría ganado si lo hubiera financiado con deuda, pero ya se apreció que el financiamiento con deuda, no estaba disponible. Incluso, sabiendo lo que hoy se conoce, la mejor alternativa financiera en ese momento era la que se tomó. Esto es algo que puede ser completamente ratificado, por cualquier persona experta en financiamiento de proyectos.
VI. SÍNTESIS DE LAS EXPOSICIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.

2. ÓSCAR LANDERRETCHE MORENO, PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

El Presidente del Directorio, señor Oscar Landerretche, comenzó su presentación con una revisión conceptual de los mercados a futuro en minería, y posteriormente se refirió específicamente al caso de Codelco, utilizando información pública contenida en memorias e informes de la entidad.

Operaciones de Futuro en minería.

Relató que existen tres principales bolsas en las cuales se transan instrumentos relacionados con productos mineros en el mundo que, en orden de importancia, son la Bolsa de Metales de Londres (BML), la Bolsa de Shanghai (SHFEX) y la Bolsa de Nueva York (COMEX). Sin embargo, precisó, la bolsa referencial es la de Metales de Londres.

Precisó que, en la actualidad, la Bolsa de Metales de Londres tiene contratos a futuro y contratos spot (precio contado y entrega inmediata). Los contratos que tienen precios a futuro son a tres meses, a diciembre del año en curso, a diciembre del próximo año y a diciembre del año subsiguiente.

Observó que hasta el 2 de abril de 2012 los contratos eran a 3, a 15 y a 27 meses, procedimiento que se cambió por la modalidad de concertarlos siempre a diciembre, debido a que en la Bolsa notaron que era el plazo de mayor recurrencia entre las compañías.

Asimismo, la Bolsa ofrece la posibilidad de realizar transacciones hasta por un plazo de 10 años, pero la mayor parte de los contratos corresponden a tres meses o a diciembre de cada año.
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A partir del gráfico superior, recordó que en el período 2005 y 2006 se produjo una fuerte alza en el precio del cobre, en el que se partió con precios spot de US$150 centavos la libra hasta llegar a US$350 centavos la libra. Las líneas que salen de cada punto corresponden a los precios proyectados de acuerdo con los contratos futuros. Ejemplificó que en septiembre de 2005 se observa un precio spot del cobre del orden de US$170 centavos la libra. Si se toma el contrato a tres meses es un poco más bajo, esto es, alrededor de US$160 centavos la libra. Sin embargo, si la opción es por 15 meses, el valor está por debajo de los US$150, probablemente cercano a los US$130 centavos la libra.

A continuación mostró cifras desde marzo del 2005 a marzo del 2006, en cuyo gráfico la línea roja corresponde a los contratos inmediatos, es decir, de precios spot. Se pueden también observar las trayectorias de los precios a futuro, es decir, a 3, 15 y 27 meses, que corresponden a la etapa previa al cambio de modalidad de contrato de diciembre a diciembre.
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En este gráfico hizo notar que el precio siempre está retornando, es decir, el valor predictivo de esos contratos a futuro es relativamente bajo en este período, lo que lo hace regresar a la media y lo constituye como un fenómeno que generalmente observamos en los contratos a futuro.

Presentó luego una lámina en que observó un período justamente al revés, con contratos spot desde marzo de 2013 hasta junio de 2014, y que muestran el período de caída de precio. Precisó que las curvas de precio de contratos a futuro son casi planas, pero con una leve tendencia al alza.
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Agregó que, en general, los mercados a futuro tienden a estabilizar el precio y, de algún modo, a ir en contra de la tendencia, que es parte de la valoración y del sentido que tienen esos contratos para los clientes que los usan. Afirmó que es importante señalar que el fenómeno que ocurre con los contratos a futuro no es algo específico a la minería, sino que similar a lo que ocurre con otros commodities.

Definió un contrato a futuro de cobre como la venta o compra de una determinada cantidad en una fecha futura, a un precio futuro de mercado establecido de antemano.

Razones para realizar contratos a futuro

Entre las motivaciones para realizar un contrato a futuro señaló que el precio del cobre presenta una elevada volatilidad; asimismo, el tipo de divisas es algo muy volátil, por lo que los productores, consumidores y comerciantes de cobre que dependen de cualquiera de estos precios, están muy expuestos a esa volatilidad. Es decir, acotó, un movimiento repentino del cobre incide también en sus insumos clave y eso puede generar enormes ganancias, pero por sobre todo enormes pérdidas al no disponer de alguna compensación. En general, agregó, este tipo de agentes puede realizar operaciones de futuros buscando protegerse del riesgo derivado de las fluctuaciones desfavorables del precio, procedimiento que se denomina operación de cobertura o hedging.

Otra razón para realizar un contrato de futuro es la especulación, destinada a observarlos y a arbitrarlos, es decir, tomar contratos, vender o comprarlos, de modo de aprovechar las diferencias de precio y obtener alguna ganancia. Básicamente, estos especuladores buscan beneficiarse en la medida en que haya discrepancias entre los precios que se están transando estos futuros y las expectativas que existen sobre ellos. Por lo general, afirmó, cuando hay noticias importantes que afectan los prospectos futuros del cobre, se generan ciclos especulativos, en los que los especuladores esperan obtener ganancias.

Tipos de contratos a futuro.

Continuó señalando que existen dos tipos de operaciones de futuros completamente distintas. Una es la llamada operación estructurada, esto es, un instrumento con una estructura determinada por la Bolsa de Metales en que se transa, de modo que todos los contratos son similares y se pueden transar entre ellos generándose un negocio atractivo para los inversionistas. 

También existen las operaciones no estructuradas, que ocurren fuera de la Bolsa, y que se denominan over the counter, (OTC o “sobre el mostrador”). Básicamente, aclaró, significa que si existen personas que tienen requerimientos peculiares de cobertura, y no les sirve la opción estructurada, esas operaciones se hacen over the counter y son no estructuradas.

Los datos que existen respecto de las operaciones estructuradas son bastantes transparentes, y contienen los precios convenidos. Aquellas over the counter son más difíciles de conocer y, a veces, se pueden determinar por las características de las empresas, aunque existen algunas en las que, derechamente, no es posible saber cuántas de esas operaciones se están haciendo por lo que, aseguró, deben cuidarse las afirmaciones temerarias sobre este mercado, como que no existe o que es muy pequeño; pues ello no es tan evidente. Ejemplificó lo anterior recordando que la crisis subprime tuvo mucho que ver con este tipo de operaciones, que nadie sabía que existían o se pensaba que eran poco profundas pero, al final, resultó ser lo contrario. Todas las crisis financieras, aseveró, parten en este tipo de operaciones, over the counter, pues, en general, los mercados estructurados son bastante sanos. 

Tras presentar un ejemplo de la operación de este tipo de contrato, señaló que al hacer una operación de futuro se está comprando un seguro, pero no tiene la misma connotación de un mercado de seguros, en el cual se sabe exactamente cuál es la prima que se paga, sino que ex post se realiza la ganancia o pérdida asociada a la operación.

Afirmó que elhecho que una operación sea over the counter no significa que sea irregular o informal, pues ellas también están sujetas a regulación en los mercados de capitales y no se puede hacer cualquier cosa. Lo único que diferencia a una operación over the counter de una operación estructurada es que no tienen una forma predeterminada por la Bolsa; es decir, no establecen plazos y montos, sino que se pueden negociar de otra manera. 
En el caso de Codelco se utilizó una operación over ther counter porque las operaciones estructuradas solo contemplaban los plazos en la Bolsa de 3, 15 o 27 meses. En consecuencia, si se quiere realizar una operación más compleja, con un plazo mayor o distinto, por ejemplo, más de 30 meses o en este caso 15 años, no cabe aquella opción. Se podría armar esta operación, pero tendría que diseñarse como una suerte de conjunto de contratos mezclados, y al final sería mucho más complicada y más cara. 

En la práctica, existen muchas operaciones de este tipo. Aunque señaló que no podría dar ejemplos específicos relacionados con el mercado del cobre, como analista de economía internacional señaló que el mercado está lleno de operaciones de coberturas aún mucho más complejas que la estudiada por esta Comisión, y con instrumentos derivados mucho más complicados. Por lo tanto, aseguró, no se trata de una práctica tan exótica. 
Es probable que en Chile esa operación sea extraña, porque en esos tiempos, y todavía hoy, no somos un mercado de capitales tan sofisticado. Pero, advirtió, la sofisticación de los mercados de capitales tiene sus peligros y sus virtudes. 

Declaró desconocer si otras empresas mineras usaron este tipo de operación como mecanismo de financiamiento, aunque se manifestó poco seguro de encontrar esa información, pues la apertura de Codelco no es similar en las empresas privadas. De hecho, comentó, solicitó que se investigara dicha materia y la respuesta fue que se prepararía una minuta en un año y medio, cuando se lograra recabar la información. Hay sólo algunos estudios académicos sobre la regulación norteamericana. 

Costos de la operación

De esa manera, puntualizó, el principal beneficio de las operaciones de venta en mercados de futuros es la eliminación del riesgo asociado a cambios desfavorables en el precio. Sin embargo, advirtió, estas operaciones involucran algunos costos básicos, pues se hacen con corredores de Bolsa, con un pago por lote al mes y un costo operativo por comisión de los corredores.

Un segundo costo asociado es la necesidad de mantener garantías en línea con el nivel de exposición de la operación, provocando que secongele cierto tipo de activos. Eso ocurre en todos los tipos de operaciones financieras en general, y también en esta. 

Sin embargo, agregó, el costo más importante desde la perspectiva de un productor puede ser el hecho de no participar en ganancias derivadas de eventuales alzas de precios de cobre, por sobre la cotización fijada de antemano.

En el caso de Codelco, la empresa opera a través de brokers con transacciones over the counter, pero las realizadas han sido operaciones extremadamente pequeñas. 

Codelco y las operaciones de futuro.

En esta materia afirmó que Codelco ha realizado dos tipos de operaciones en algún momento. Las primeras son operaciones de protección de precios, cuyo objetivo es fijar un flujo de caja por los ingresos de venta. Básicamente, la compañía respalda la producción a un precio estimativo. 

Las segundas, que todavía se realizan, son las llamadas operaciones de flexibilización comercial, que tienen por fin ajustar condiciones particulares de algunos contratos de venta, en torno a la cartera de productos de Codelco. Con esto se busca llevar el precio efectivo del contrato al referente, en este caso en venta de cátodos, al precio que corresponde al mes siguiente a la fecha del despacho físico en la Bolsa de Metales de Londres. 

A modo de ejemplo, presentó un cliente que en enero de 2014 le comunica a Codelco su deseo de comprar mil toneladas de cátodos de cobre, para determinar su precio (preciarlo) en marzo de 2014 y entregarlas en Shangai o en Indonesia, lugar en que se preciará, es decir, se pagará al precio al que arriba. 

El problema que tiene esa operación es que Codelco empieza a enviar esas mil toneladas antes, lo que genera un riesgo asociado al precio en la transición, en el despacho. Es decir, advirtió, cuando se enviaron las toneladas métricas de cobre, puede haber tenido un precio muy distinto del que había cuando llegan, y como el precio del cobre suele ser bastante volátil, Codelco queda expuesto en ese momento. 

En consecuencia, la política general de comercialización de Codelco establece un plazo preferencial para ventas de M+1, que es la máxima exposición que se desea tener. Entonces, para satisfacer el pedido del cliente y cumplir con la política general de comercialización, la Corporación hace una operación de flexibilización comercial: vende al cliente el tonelaje físico solicitado con precio de marzo de M+2, es decir, le comunica al comprador que le venderá mil toneladas al precio que exista en dos meses más, y envía el cargamento con el cobre. Posteriormente compra, mediante contratos a futuro, mil toneladas a M+2, para poder despachar al mismo precio, y luego vende esa cantidad a M+1, con lo que recorta un mes en la exposición a volatilidad de precios. Entonces, gracias a esta operación, las transacciones a M+2 se compensan y la Corporación realiza efectivamente su venta a M+1.

La operación más común, debido a los tiempos de despacho, es entre uno o dos meses y en algunos casos muy excepcionales se llega a tres meses. Por su parte, los costos asociados a estas operaciones son de cargo del comprador, es decir, es parte del servicio de despacho incluir esos costos. 

Razones para efectuar coberturas.

Evitar el riesgo de quiebra/vulnerabilidad ante la caída momentánea del precio. En general, sostuvo, lo hacen compañías que están entre el tercer y cuarto cuartil de costos, que no es el caso de Codelco. Son compañías que están en un momento muy crítico, de manera que si el precio les afecta negativamente, podrían quebrar. 

Fijar precios altos de anticipación a una caída del mismo. Esta condición, aseguró, conlleva un problema pues supone la capacidad de predecir los precios, por lo que es difícil sostener estas predicciones en el tiempo. Si algo ha demostrado el precio en general de los activos y de todas las categorías, pero en particular los futuros y en los mercados de commodities, es su alta volatilidad y dificultad de predicción. 

Requerimiento contractual de acreedores, como en el caso, ejemplificó, en que una persona solicita dinero y quien hace el préstamo lo condiciona a que se cubra contra los riesgos de precio. Ello, agregó, es muy frecuente entre los agricultores, a quienes se les presta fondos para inversiones importantes, pero se les exige coberturas cambiarias. Sin embargo, aclaró, no es la realidad de Codelco.

Plan de negocios depende críticamente de la materialización de los precios esperados, es decir, cubrirse ante eventuales cambios de precios que afecten la rentabilidad del negocio. Tampoco, aseguró, es el caso de Codelco.

Razones para no efectuar coberturas.

El accionista o dueño normalmente está en mejor posición de gestionar el riesgo del precio del cobre en función de sus objetivos. 

Cubrir el riesgo precio no es lo mismo que cubrir el riesgo flujo de fondos, pues si el precio del cobre fluctúa, puede asegurarse contra esto, pero los costos también se mueven. Entonces, ejemplificó, podría suceder que se asegure frente a uno y no frente al otro, y finalmente no es evidente que esté reduciendo el riesgo. Porque en el mercado del cobre, el precio y los costos tienen una cierta correlación desfasada, pero una tendencia en el tiempo. Esto significa, agregó, que hay una cierta relación entre precio y costo, pues si se elimina uno, el otro sigue subiendo o bajando. Así, cubrir el riesgo de precios no es lo mismo que cubrir el riesgo de flujo de fondos y, por lo tanto, sigue habiendo incertidumbre en la evolución de los costos. 

Costos de transacción no son menores. En los contratos de counter suele ocurrir que no sean menores los costos de transacción asociados. 
Política vigente del Directorio de Codelco.

El acta del Directorio de 9 de noviembre de 2010 señala que “El Directorio, luego de analizar y discutir sobre la información expuesta, acuerda fijar como política no efectuar operaciones de protección de precios del cobre, especialmente en el entorno financiero-comercial actual.” 

Aseveró que esa es la política vigente del Directorio, pues no se efectúan operaciones de protección de precios del cobre, pero se realizan operaciones de flexibilización comercial, M+1 y M+2. 
Insistió en que la postura del Directorio completo, y en lo que no existe discrepancia, es que no se perciben razones para efectuar operaciones de protección de precios del cobre en Codelco, en estos momentos. 

Los acuerdos de Directorio que autorizaron operaciones de protección de precios en el pasado fueron:

Acuerdo N° 39/2005, de 9 de enero de 2006;

Acuerdo N° 21/2005, de 11 de julio de 2005;

Acuerdo N° 17/2007, de 19 de abril de 2007. 

Reiteró que la política del Directorio vigente es no hacer operaciones de protección de precios del cobre, lo que no significa que no se realizarán operaciones de flexibilización comercial, ya que se consideran necesarias. Afirmó luego que las ganancias y pérdidas que se producen en ese tipo de operaciones son muy pequeñas y marginales para la escala de Codelco.

Manifestó que, a su parecer, el negocio de Codelco no incluye este tipo de operaciones financieras. 
Por su parte, las coberturas de precios contratadas entre 2005 y 2012 fueron:

	Programa
	Producción 
	Precio del Cobre
	Período de ejecución
	Consideraciones del Directorio
	Pérdidas
Ex Post

	 
	TMF
	 US₵ /Lb
	 
	 
	US$ millones

	Salvador 1
	373.950
	117,6
	2006-2011
	“División Salvador muestra una escasez de reservas económicas y alto costo de sus operaciones mina-concentradora en los próximos cinco años”.

“El alto nivel de precios que alcanza el cobre en las bolsas de metales, permite buscar una alternativa de cobertura en la división Salvador a fin de asegurar un margen por el período de vida útil de sus reservas”
	 1.679,40 

	Salvador 2
	39.600
	266,25
	2009-2010
	El acuerdo N°21/2005. “El alto nivel de precios que alcanza el cobre en las bolsas de metales permiten buscar alternativas de cobertura para una producción adicional de División Salvador”
	

	Gaby
	700.000
	138,5
	2008-2012
	“Las ventajas que presenta para la Corporación poner en marcha a la brevedad de la operación minera del Yacimiento Gaby”.
“La conveniente rentabilidad económica del proyecto al considerar cobertura de precios del cobre para los primeros cinco años de operación”.
	 2.983,90 

	Total
	1.113.550
	 
	 
	 
	4.663,30 


Afirmó que el total de pérdidas detectadas, que están disponibles en todos los balances de Codelco, es del orden de US$ 4.663 millones. 
Contrato Codelco- Minmetals (Cupic)
Luego se refirió al contrato Codelco-Minmetals, conocido como Cupic, que aunque es una operación más compleja, es también de venta futura, por lo que las justificaciones teóricas no cambian. Lo que cambia es la complejidad institucional de esta operación. 

Relató que en febrero de 2006, con el propósito de desarrollar un acuerdo estratégico de largo plazo, Codelco y China Minmetals Non-Ferrous Co. Ltd., que es una empresa estatal y líder en producción y distribución de metales en China, formaron un Joint Venture, denominado Copper Partners Investment Company Limited, Cupic. 

A través de filiales para hacer este tipo de operaciones, constituyeron una empresa en el protectorado británico de Bermudas, cuya propiedad es de 50% de cada una de las partes. 

Codelco se comprometió a vender (Suply Contract) un flujo constante de cátodos de cobre a Cupic, con entrega en el futuro y de acuerdo a una fórmula de precio definida en el mismo contrato, por un volumen total de of 836.250 TM, en un período de 180 meses, esto es, con vencimiento en Mayo 2021. Posteriormente, Cupic debe vender a Minmetals (Offtake contract) a precio corriente del mercado vigente al momento de embarque (“precios spot”), la misma cantidad de cátodos de cobre y por el mismo periodo de duración del contrato.
El precio asociado a esa venta es fijo y, por lo tanto, Cupic realiza las ganancias o las pérdidas asociadas a las fluctuaciones de precio. En los periodos en que el precio disminuyó, Cupic realizó las pérdidas. Por el contrario, en los periodos en que ha sido mejor, Cupic ha hecho ganancias, el 50% de las cuales se las lleva Codelco y el otro 50% Minmetals. Las ganancias correspondientes a Codelco siempre las trae de vuelta al país.

Se refirió luego que como pago por esta operación, Cupic le anticipó en 2006 un total de US$ 550 millones a Codelco,a cuenta de las entregas futuras de cobre por parte de Codelco. Esos fondos fueron importantes para Codelco, porque era una época de grandes restricciones de financiamiento, y se aplicaron a inversiones en el proyecto Gaby. 
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Precisó que la fecha de ratificación del acuerdo fue el 20 de diciembre y el supply contract es de principios de 2006, según consta en las actas. 

Aseveró que es difícil determinar cómo habrían pensado los ejecutivos responsables de Codelco en su momento para justificar las decisiones. 

Aseveró que se pueden entregar algunos elementos especulativos pero de ninguna manera representan una versión oficial de Codelco. 
Contrato en las Bermudas

Indicó que el contrato Codelco-Minmetals es un contrato de operaciones a futuro, en el que se constituye una sociedad, y se asocia un supply contract de provisión de un cierto número de toneladas métricas al mes, a un cierto precio. Es un contrato a futuro muy sofisticado y bastante largo. 
Aseguró carecer de antecedentes acerca de por qué se constituyó en Bermudas; sin embargo, precisó que Codelco no tiene ninguna política respecto de dónde deben constituirse sus clientes, condición que se mantiene vigente en la actualidad. En ninguna parte de la ley de Codelco ni de las determinaciones del Directorio se dispone que las personas o las compañías a las cuales se les vende cobre, sea a futuro o spot, deban constituirse en Chile. Eso sería muy raro pues, en general, ninguna empresa minera, privada o pública, en ninguna parte del mundo, tiene ese tipo de exigencias. 

Insistió en que Codelco no tiene como requerimiento exigir a las compañías que se constituyan en Chile. No es parte de la política en este momento y sería muy raro que un país exportador obligue a la entidad que compre para que pague impuestos en Chile. 
En cuanto a la decisión de Codelco de establecerse en Bermudas, es probable que sea parte de las condiciones que estableció Minmetals para el contrato. No hay que olvidar que esa empresa también es estatal, de manera que no hubo evasión de impuestos en China. 

Plazo de la operación

Aseguró que una operación a 15 años es un período relativamente largo para este tipo de operaciones over the counter. Aunque señaló desconocer la razón, desarrolló una investigación observando cuáles eran entonces los pronósticos respecto del precio del cobre de los expertos en Chile, y particularmente de los economistas que participan del comité de predicción del precio del cobre. En general, concluyó, todos esos pronósticos hacían pensar que un futuro era una buena idea; es decir, que los precios del cobre pronosticados de manera transversal mostraban una sustantiva reversión a la baja, y un escenario crudo, que llevaría el precio por debajo de US$ 1. 

En la actualidad muchos economistas que tienen una visión crítica de esa operación, en aquella época validaban un pronóstico de que para los dos años siguientes el precio estaría por debajo de US$1.- 

Reiteró su desconocimiento acerca de las razones que motivaron en su momento tal decisión, porque no estuvo presente y no está escrito, pero que puede especularse que la razón fue un precio anormalmente alto de acuerdo con el mercado, y un pronóstico de los especialistas de un precio relativamente bajo en el porvenir. Es una especulación que puede servir como antecedente. 

En las actas no hay muchos antecedentes de las razones de la decisión, porque en general las actas de las compañías se atienen a los hechos más que ser un registro de la reflexión de los directores. 

Sostuvo que hasta el momento ha acertado en sus predicciones durante un continuo de quince años, lo que evidencia su capacidad de objetivizar los movimientos del precio del cobre. Asimismo, su análisis de la época muestra un absoluto consenso sobre el mercado por parte de todos los analistas, involucrados o no en el tema, quienes afirmaban que lo que estaba ocurriendo con el precio del cobre era muy anormal y, por lo tanto, había que aprovechar dicho escenario.

Sin embargo, insistió, habría que consultar a las personas que participaron de la medida cuánto influyó la percepción del entorno en las decisiones que se adoptaron, considerando, incluso que en esa época hubo opiniones que recomendaron privatizar Codelco para aprovechar la oportunidad de precios, en cuyo caso las pérdidas habrían sido peores. 
Mecanismos alternativos de financiamiento.

En relación con la posibilidad de optar por otro tipo de mecanismo de financiamiento, señaló que cuando se adoptó la decisión era un momento mucho más restrictivo. Observó que en esa época Chile no tenía la exuberancia de fondos soberanos que tiene hoy, lo que se produjo justamente en el boom del cobre. Precisó que, aunque siempre hay otros mecanismos de financiamiento, la pregunta que debe hacerse es cuán caros son. Por ello, la interrogante debe ser, con la información del momento, cuáles eran las opciones de financiamiento y cuáles eran más caras y más baratas. 

Aseveró que de ninguna manera podría afirmar que esa opción fue la más conveniente, pero estimó que esa es la evaluación que se realizó en el momento. 

En materia de autorizaciones, afirmó que en las empresas en general no se pueden adoptar este tipo de decisiones sin permiso del Directorio; sin embargo, precisó, eso no significa que se autoriza cada una. Ejemplificó que en las operaciones de flexibilización comercial el presidente ejecutivo no pregunta todos los meses si puede efectuar un M+1; pero existe una política que le permite actuar dentro de ciertos márgenes. Eso es lo usual en las compañías, es decir, se establece una política que le impone límites no solamente a la cantidad de exposición, sino que también a los montos y plazos, y dentro de esos márgenes opera la gerencia general.

Respecto del tema de pronósticos del precio del cobre, opinó que es cierto que se puede encontrar correlaciones históricas entre el precio del cobre y el crecimiento de las economías centrales, y las de los llamados megamercados, China, India, Rusia, países árabes. Pero, aclaró, estas correlaciones usualmente se pueden construir con información expost, esto es, se tienen los precios y lo que creció la economía en ese momento. Si se estuviera parado en ese momento, no tiene el crecimiento de ese momento, sino que tiene el crecimiento pasado, que es el menos predictivo. Entonces, es cierto que existe una correlación, pero no es cierto que sea demasiado útil para predecir. Por lo demás, si fuera útil para hacerlo alguien la estaría usando para ganar dinero.

Esta es una operación de contratos a futuro y, por lo tanto, hay una pérdida asociada que habría tenido Codelco con Cupic, del orden US$1.500 millones, y la mala noticia, es que seguimos expuestos porque este contrato termina el año 2021. 

En materia de impuestos, señaló que en este momento Codelco tiene una diferencia con el Servicio de Impuestos Internos (SII) respecto del tratamiento impositivo de las utilidades obtenidas en Cupic y que ingresa al país. Señaló que, desde el punto de vista fiscal, ello no es tan importante porque el dinero que gana Codelco lo transfiere mediante impuestos o por otra vía, pues el Estado recibe el dinero como dueño, o mediante el SII. Pero se trata de un punto técnico que importa para el SII y para Codelco. 

Explicó que Codelco se comprometió a venderle a Cupic una cierta cantidad de cobre a un cierto precio y, posteriormente, Cupic lo vende a Minmetals, realizando una ganancia. Sin embargo, existe una figura que persigue el Servicio de Impuestos Internos en las compañías multinacionales que invierten en Chile, que es el mecanismo de tener precios de transferencia artificialmente bajos para evadir impuestos. La figura consiste en que se instala una compañía internacional en Chile, produce, y después le vende a bajos precios a su casa central. Paga muy pocos impuestos en Chile, como si ganara poco dinero acá y mucho dinero allá. 

El SII persigue eso, pero Codelco tiene una diferencia y una discusión con este organismo, pues dicen que ese precio de venta, de transferencia es artificialmente bajo. Hay que reconocer que hoy el precio es bajo, pero Codelco ha dicho que, dadas las condiciones de mercado era un buen precio. 

3. JUAN VILLARZÚ, EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

El señor Villarzú manifestó que el objetivo de su exposición era explicar claramente los hechos, con el fin de desvirtuar una serie de interpretaciones erróneas que ha habido respecto de las operaciones de futuro de Codelco. 

Para ello, separó la presentación en dos grandes acápites: uno relativo a las ventas a futuro para cubrir las operaciones en el proyecto Gaby y en El Salvador, y otro relacionado con la operación Minmetals. Esa separación, observó, es necesaria, pues se trata de operaciones de diferentes entidades, a saber, una es una operación normal de fijación de precios y, la otra, es una operación de financiamiento, una fórmula alternativa que se buscó para financiar Codelco, que no fuera a través de la banca, para mantener una relación deuda capital razonable.

Operaciones de ventas a futuro.

En este caso, señaló, se trata de coberturas, que son operaciones absolutamente normales. La industria realiza esas operaciones en forma cotidiana, como una manera de ajustarse a los requerimientos de los clientes, que quieren períodos de pago más cortos o más largos. Agregó que los bancos o las compañías productoras acceden y se cubren inmediatamente del riesgo, haciendo una contraoperación. Son contratos que no tienen el carácter especulativo, sino que tienen un objetivo muy preciso y están respaldadas en cobre físico, nunca están en el aire. Advirtió que no corresponden al tipo de operaciones que hizo Dávila, en su momento, sino que son absolutamente comerciales y, desde ese punto de vista, son absolutamente normales en el funcionamiento de la política comercial. De hecho, adicionó, Codelco, es una de las empresas que, en relación a su producción, tiene menor porcentaje de operaciones Hedge en la industria. En particular, las operaciones de El Salvador, Gaby e incluso Minmetals están dentro del total, que asciende a alrededor de 10% de la producción de Codelco. Minmetals es 3%. 

Observó que gente piensa que hacer estas operaciones es especular. Pero la verdad es que se podría sostener que no hacer esas operaciones, en determinadas circunstancias, es especular. Es más, subrayó, todos los días estamos enfrentados a esas situaciones.

Codelco ha operado en esto por mucho tiempo. Es uno de los grandes operadores, por la ventaja que tiene por su producción y por su localización. Insistió en que Codelco es el principal exportador de cobre refinado y tiene una estructura internacional que apunta a aprovechar muy bien este negocio del hedge. Ejemplificó que si Codelco tiene una orden de compra en China de una mercadería que está yendo a Europa, y si se presenta una buena condición de precios, entonces cierra la operación en Europa, compra a un tercero y desvía la carga a China. 

Precios en el mercado del cobre en 2005.

Agregó que las dos operaciones que interesan en particular a esta Comisión Investigadora son las ventas a futuros para viabilizar Gaby y Salvador, las que calificó de operaciones especiales pues no responden a la rutina diaria, pero tienen la misma concepción. Son especiales por el volumen que implican.

Advirtió que debe tenerse presente cuál era la situación de mercado cuando se hicieron estas operaciones, pues resulta bastante simple sentarse 10 años después y afirmar que aquella fue una mala decisión, a la luz de las cosas que pasaron después.

Insistió en que es muy importante tener claro el contexto de la situación de mercado cuando se tomaron las decisiones. Recordó que en 2005 o 2006, todos los analistas apuntaban a un precio del cobre de corto plazo en torno a un dólar y a un precio de largo plazo también de un dólar, sin perjuicio que en ese instante se estaban acelerando el aumento de precios de corto plazo y los precios del futuro. Pero se pensaba que este era un ciclo más de los muchos que caracterizaron el mercado del cobre durante las décadas de los 80 y 90. El precio del cobre estuvo parejo de un dólar la libra y con fluctuaciones de tipo cíclica. Indicó que en la medida en que bajaba el precio, aumentaba la producción y viceversa, condición que en la historia del cobre es una característica permanente.

Acotó que lo que nadie anticipó y de lo que nadie se dio cuenta en ese momento fue que lo que estaba pasando no era que estuviéramos en un ciclo de los normales y que, por tanto, poco después el precio del cobre empezaría a caer, sino que estábamos entrando en lo que se ha llamado el superciclo, que significa en términos económicos trasladar la curva de demanda hacia la derecha. Subrayó que no es un cambio a lo largo de la curva de demanda, sino que es un traslado de la curva, hay un cambio estructural que tiene que ver con la irrupción de China en el mercado mundial. Los tremendos planes de inversión en infraestructura desajustaron todos los mercados, no solo el mercado de los metales, sino también en el de los equipos, amén de toda esta inflación de costo que sufrió la industria a partir de 2008 y que tiene que ver con este comprador que genera un exceso de demanda en los distintos mercados. Aseveró que aquí no hay vuelta atrás. El precio del cobre no bajará de US$3, y más bien, estará entre los US$3 y los US$4 de modo relativamente permanente. 

Estimaciones de precios futuros de Cobre(US$ por libra)
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Aseguró que lo que tenemos es un cambio tan profundo en el mercado, que se produjo un nuevo piso por el efecto del traslado de la demanda, y sobre este piso empezó a generarse un nuevo ciclo que se mueve entre US$3 y US$ 4 y no entre 60 centavos y US$1,20, que era el anterior. 

En concreto, continuó, entre 2005 y 2006 todas las estimaciones con que se trabajaban estaban equivocadas. Eran de US$1, cuando estábamos viviendo un proceso que nadie anticipó. De hecho, adicionó, Codelco evaluaba sus proyectos a un precio de US$ 90 centavos. Si se revisa, ejemplificó, la auditoría que hizo Goldman Sachs al plan de negocios de desarrollo de Codelco, el PND 2006, usa el precio de un dólar para evaluar la compañía. El PND también trabaja con ese precio.

Proyecto Gaby

Recordó que en el caso de Gaby, al precio de entonces el proyecto no cumplía con los mínimos exigidos por Codelco en materia de rentabilidad, la que se mide a través del IVAN, esto es, la inversión dividida por el valor actual neto de los flujos del proyecto. Es como pedir un ciento por ciento de retorno de inversión. Observó que cuando no se cumple ese indicador, el Directorio de Codelco no puede aprobar el proyecto, o sólo puede hacerlo si viene respaldado por Cochilco, entidad que, a su vez, no respalda ningún proyecto que no cumpla con ese requisito. Entonces, subrayó, es una exigencia definitiva, muy fuerte, que afectó al proyecto de Gaby, pues la administración insistió en la necesidad de llevarlo a cabo en tanto, de acuerdo con la planificación, se necesitaba aumentar rápidamente la producción de corto plazo y los proyectos para ello eran Gaby y Mansa Mina (actual Ministro Hales), que eran de reposición para hacer el puente mientras entraban en producción los llamados proyectos estructurales: Chuquicamata subterráneo, la expansión de Andina, el nuevo nivel de Teniente, que eran gigantescos, muy complejos y que estaban en proceso de desarrollo. La idea era que mientras este proceso terminara, no cayera la producción. De hecho, aseguró, hoy estamos enfrentados al mismo problema: Codelco está cayendo en su producción, está atrasado con los proyectos estructurales y podemos pasar un par de años bastante apretados y complicados. Esa misma situación, recordó, era la que, de alguna u otra manera, se vivía en ese entonces. 

Agregó que a raíz de esa situación, y dado que en el mercado se producía la coyuntura de que los precios de futuro estaban subiendo, se planteó la idea de comprar o vender los primeros 5 años de producción de Gaby, pero no para recibir el pago pues no era un problema de financiamiento, sino para fijar los precios. Es decir, aclaró, aprovechar que los precios estaban subiendo y, antes que cayeran, que era lo que todos predecían, vender para fijar precio. Afirmó que esa fijación de precios permitió aumentar el IVAN del proyecto, que tuvo como consecuencia que el proyecto se aprobara y se construyera relativamente a tiempo. No como sucedió con la mina Ministro Hales, que estuvo detenida cinco años a la espera de nuevas evaluaciones.

Advirtió que este tema es central, porque de no haber hecho esta venta a futuro, si no se hubiese fijado precio, la alternativa era no hacer el proyecto y archivarlo. Esta es la clave, insistió, para entender por qué se discrepa con quienes piensan que esto fue un desastre, pues lo miran a la luz de los precios de hoy.

Aseveró que fue una excelente decisión, que trajo beneficios a Codelco porque la comparación relevante era si se hacía o no se hacía Gaby. Y para hacer Gaby, la única alternativa era realizar la venta a futuro. De lo contrario, no había Gaby. 

	Codelco: ventas a futuro 2005-2006 (US$; variable)

	Proyecto Gaby
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	Spot
	Futuro Cod.
	Ingr. Mrdo
	Ing. Cod
	Diferen.
	Costos (NC)
	Costos Cod
	Cod. Mg
	LP COD

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Producción (ton)
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2007
	 
	323,2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	2008
	 100.000 
	315,3
	157,1
	 695.110.380,0 
	 346.342.660,0 
	 348.767.720,0 
	178,0
	 392.418.800,0 
	- 46.076.140,0 
	 172,0 

	2009
	 150.000 
	234,2
	144,3
	 774.475.980,0 
	 477.185.670,0 
	 297.290.310,0 
	120,0
	 396.828.000,0 
	 80.357.670,0 
	 187,0 

	2010
	 150.000 
	342,0
	133,0
	 1.130.959.800,0 
	 439.817.700,0 
	 691.142.100,0 
	170,0
	 562.173.000,0 
	- 122.355.300,0 
	 200,0 

	2011
	 150.000 
	400,0
	134,4
	 1.322.760.000,0 
	 444.447.360,0 
	 878.312.640,0 
	210,0
	 694.449.000,0 
	- 250.001.640,0 
	 255,0 

	2012
	 150.000 
	369,6
	127,0
	 1.222.230.240,0 
	 419.976.300,0 
	 802.253.940,0 
	210,0
	 694.449.000,0 
	- 274.472.700,0 
	 300,0 

	
	
	
	
	 5.145.536.400,0 
	 2.127.769.690,0 
	 3.017.766.710,0 
	
	 2.740.317.800,0 
	- 612.548.110,0 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	2013-2023
	 1.650.000 
	320
	
	
	 11.640.288.000 
	
	220,0
	 8.002.698.000,0 
	 3.637.590.000,0 
	

	MG 2008-2012
	
	
	
	
	
	
	
	 3.025.041.890,0 
	

	Inversión inicial
	
	
	
	
	
	
	
	 850.000.000,0 
	

	Resultado Neto
	
	
	
	
	
	
	
	 2.175.041.890,0 
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Indicó que en relación con los efectos económicos de la operación, se han escuchado muchas voces diciendo que se dejaron de ganar US$ 4 mil millones, y otros lo han elevado a US$7 mil millones. Sin embargo, subrayó, puede demostrarse que si no se hubiera realizado el proyecto Gaby, habríamos tenido una pérdida de alrededor de US$3 mil millones, siendo ese el verdadero costo.

Agregó que si no hubiera sido necesario hacer esta venta a futuro, y el proyecto Gaby se hubiera sustentado por sí solo, no se hubiera efectuado ese contrato. Se trata de miles de millones de dólares netos descontada la inversión de Gaby, proyecto que está generando del orden de US$2,7 millones al Estado de Chile, lo que no estaría sucediendo si no se hubiera realizado. 

Entonces, agregó, el verdadero beneficio de Gaby no se habría generado de no hacerse el proyecto y no, como alguna gente lo ha planteado, cuando dicen que hay una pérdida enorme para el país, porque los ingresos netos caen en alrededor de US$3 mil millones. Es decir, acotó, el ingreso neto es menor en US$3 mil millones que si se hubiese hecho el proyecto a precios de mercado, si no hubiese vendido. Lo importante, insistió, es que no había alternativa y para la organización en particular era muy importante que no se paralizara la producción, o sea, que no hubiera un default. Se buscó esta fórmula que garantizaba que el proyecto podía hacerse. Tal es así, que creíamos que el precio de largo plazo era US$90 centavos, en circunstancias que el proyecto tenía un precio promedio de US$ 1,38 por libra de cobre para los primeros cinco años, que son los años que se compró y vendió a futuro a ese precio, y de ahí para adelante seguía en US$90 centavos hasta el fin del proyecto. 

Relató que el proyecto aprobado por el Directorio consideró los quince años de vida útil de Gaby, fijando un precio promedio para los primeros cinco años de US$1,385 la libra de cobre, que fue el precio al que se vendió, y de US$90 centavos para el resto del período.

La operación fue bastante simple. Esencialmente, fue una venta a futuro. Indicó que no fue para financiarse; nunca fue una operación pensada así. Fue distinta de la Minmetals, que sí tuvo ese objetivo. Con las operaciones de Gaby, lo único que se hizo fue fijar precios; no hubo pago anticipado.

Indicó que el financiamiento que se obtuvo para la inversión minera fue para fines generales y lo que se buscaba era probar un mecanismo de financiamiento distinto. El proyecto Gaby tuvo que ser mejorado y la manera de hacerlo fue aumentar el precio-promedio del proyecto en toda su vida útil, subiendo los primeros cinco años a US$138 centavos y los últimos diez años a US$ 90 centavos. Con ese efecto, el IVAN pasaba de 1, pero porque se vendió a futuro las 700 mil toneladas.

Con Minmetals existió la posibilidad que ellos tuvieran una opción para entrar a la propiedad de Gaby. Esa es la única parte en que Gaby se topa con Minmetals. 

Insistió en que la operación de fijación de precios no tiene nada que ver con financiamiento. Lo único que hizo la operación fue fijar hoy el precio al cual se venderá el cobre en los próximos cinco años, aumentando su valor a lo largo de los 15 años. 

Aclaró que el caso de Salvador fue distinto, pues no respondió a una decisión de un proyecto nuevo, sino que básicamente lo que se hizo fue comprar un seguro. Se deseaba extender lo más posible la vida útil de Salvador y, para eso, los precios que estaban en el mercado en esos momentos permitían extenderla hasta el año 2011, y luego empezaba su cierre. 

Recordó que como el precio fue mucho mejor, Salvador no tuvo problemas. Más bien, al revés; pero el seguro se tuvo que pagar de todas maneras. Sin embargo, calculó que si a lo que el país generó por el hecho de hacer Gaby, se le resta el costo del seguro, al día de hoy se cuenta con US$2.500 millones de beneficio neto. 
Contrato Minmetals – Codelco.

Aseveró que el caso de Minmetals fue absolutamente distinto, pues surgió en el marco de diferentes negociaciones con la República Popular China y el acuerdo de cooperación firmado con el Primer Ministro chino. Entre otras cosas, se firmó la creación de Minmetals, cuyo objetivo era hacer negocios con China, en materia de cobre y obedecía a una estrategia, dada la importancia de ese país para Chile. 

Recordó que en esa época, el slogan era: Codelco, el principal productor; China, principal consumidor. Fue en este marco donde surgió la idea de una operación con Minmetals, que obedeció a buscar una fórmula distinta de financiar los proyectos, que significara deudas. Agregó que Codelco ha vivido toda la vida estresado por el problema de financiamiento. Sacar del Ministerio de Hacienda un peso para Codelco, es muy difícil y la empresa buscaba una fórmula distinta para seguir expandiendo la compañía.

Manifestó que el periodo de mayor crecimiento de Codelco, desde su inauguración, fue el que correspondió a la gestión Villarzú, directa o indirectamente, entre 1994 y 2006. En ese periodo, argumentó, entró en operación la mina Radomiro Tomic y se aumentó en casi 600 mil toneladas de cobre, porque había convencimiento de que el futuro de Codelco pasaba por su capacidad de explotar la enorme cantidad de reservas disponibles. 

En esa lógica, señaló, se constituyó una sociedad con Minmetals, cuyos objetivos fueron fortalecer la posición de Codelco en el mercado chino, principal comprador del metal rojo; Incursionar en conjunto con Minmetals en nuevos negocios mineros en China y el resto del mundo; y explorar alternativas de financiamiento bajo un contexto de nula capitalización estatal y de un peligro de sobreendeudamiento.

Indicó que la decisión de fijar en las Islas Bermudas la sede de la empresa se basó en que ni la minera china quiso pagar impuestos en Chile ni la estatal chilena quiso hacerlo en China. Las calificó de sociedades sin buzones, por donde pasan papeles. Pero precisó que no pagar impuestos en Bermudas no significaba no pagar impuestos en Chile, pues Codelco es la única empresa en Chile que tiene un ciento por ciento de tasa de impuestos, porque además del impuesto a la renta, se grava con el 40% a las empresas nacionales y además tiene la obligación de traspasar el ciento por ciento de los excedentes. Por eso, insistió, la discusión de aspectos tributarios relativos a Codelco es muy poco relevante, porque no hay un peso de Codelco que no vaya al Estado.

Continuó señalando que se creó una sociedad donde cada uno ostentaba el 50% de la propiedad. El acuerdo obligó a Codelco a una entrega anual de 55.750 toneladas de cobre, respecto de las cuales se entregó un pago adelantado de US$440 millones, en que el precio implícito por libra fue calculado llevando el monto a pagos anuales durante los 15 años a las diferentes tasas de descuento. Cada socio aportó un monto inicial que fue complementado por un crédito ante la banca China, que fue absorbido por Minmetals.

En cuanto al financiamiento, detalló que US$ 100 millones aportaba Codelco, US$ 100 millones aportaba Minmetals, y se agregaba un crédito de US$320 millones entregados por el Banco de China, que un banco de fomento estatal. Este préstamo era para esta nueva sociedad, Codelco-Partners, que estaba avalado por Minmetals. Observó que Codelco no tenía ningún compromiso patrimonial, más allá de sus acciones. De los US$550 millones que recibió, tuvo que aportar US$ 110 millones para capital. 

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



Precisó que se construyó como una operación financiera a 15 años plazo, estimándose cuál era la tasa de interés que, dado cierto precio esperado, permitía razonablemente financiar la empresa. Se buscó una tasa que fuera compatible con operaciones similares, por ejemplo, project finance. Con esa tasa, recordó, se jugó con distintos precios al valor presente de la compañía y de ahí se calculó el resultado de una tasa final del 8,3%, la que llevaba implícito un precio a largo plazo de un US$1 la libra. 
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Nota: el precio implícito por libra del pago anticipado de los US$ 550 millones es calculado llevando este monto a pagos anuales durante los 15 años a las diferentes tasas de descuento.
Relató que también tenía mecanismos de ajustes, entre ellos, que Codelco-Partners le compraba a Codelco en condiciones ventajosas y le vendía a Minmetals a precio de mercado. Codelco-Partners hacía utilidad siempre. Además, agregó, había un mecanismo de participación de precios, de modo que si el precio subía de un cierto nivel, aumentaba el precio base de Codelco. Los chinos pagaban el precio que normalmente Codelco usa en sus contratos en China. Opinó que se contaba con bastante protección para un contrato de esa naturaleza, que no estaba pensado para un mercado normal. Observó que los chinos estuvieron durante 5 años vendiendo a futuro perdiendo dinero.
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Opinó que hay mucho de mito en torno a este tema. Lo concreto es que efectivamente es un mal negocio para Codelco, porque el precio se comportó de manera absolutamente inusitada. Manifestó que a cualquiera, con dos dedos de frente, que hubiera dicho que esto era lo que iba a pasar, lo habrían tildado de loco.

También es cierto, agregó, que en la empresa no se ha hecho todo lo necesario para revisar el contrato. Toda la gente que entiende algo de negocios sabe que cuando un contrato es muy bueno para una parte y muy malo para la otra, normalmente se renegocia; esto es absolutamente usual. Aseguró que, afortunadamente, el contrato tiene una cláusula de fuerza mayor, que permitiría abrir un espacio para renegociar. Aunque es un tema delicado, en la Cámara de Diputados hay que decir las cosas tal como son. Nuestro país debiera intentar renegociar ese contrato, y para ello se cuenta con un arma muy poderosa, que es detener los envíos del cobre mientras no se renegocia. Reconoció que eso implicaría un conflicto, que con una empresa china es importante. 
Manifestó que desde la perspectiva global de Codelco, este contrato afecta solo un poco más del 3% de la producción, a 50 mil toneladas. No es, estimó, un contrato que inflija un daño patrimonial que complique la existencia de Codelco, pero no menor, y sería espectacular que se pudiera revisar ese contrato, porque no es normal. 

Recordó que el contrato de Minmetals fue analizado en el Congreso Nacional, pues en ese entonces el propio Villarzú asistió a una reunión conjunta de las Comisiones de Hacienda y de Minería en el Senado, en que se hizo una presentación del problema. 

Observó que una ventaja de la revisión que se está haciendo ahora en la Comisión Investigadora es que se pueda generar alguna presión para renegociar el contrato. 

Ante una pregunta relativa a los consultores contratados por Codelco, el señor Villarzú precisó que debe separarse las dos operaciones. En la primera, no se contrató consultores, porque en materia de egresos Codelco es una de las voces autorizadas en la industria. Lo que se hizo fue revisar las proyecciones de todos los distintos expertos en esta materia, tales como Brook Hunt, Citigroup y todos los grandes bancos que mostraron sus proyecciones; incluso la del comité de expertos; y todas ellas muestran que hasta 2006 y 2007 los precios suben y luego empiezan a bajar. Todas muestran que el precio a largo plazo está de nuevo en torno a US$ 1.

Se refirió que hay dos o tres estudios. Ejemplificó que se contrató a Goldman & Sachs para que hiciera una auditoría del plan de negocios de Codelco, y en su informe estimó un valor de la compañía utilizando como supuesto un precio de US$90 centavos. Posteriormente, el Broker Brook Hunt Group materializó una sociedad estratégica en Codelco y trabajó en la confección del plan de negocio y desarrollo, en el que también consideró la proyección de US$ 90 centavos, como de largo plazo. O sea, concluyó, ninguna de esas importantes entidades afirmó que el precio no disminuirá en el largo plazo. 

En el caso de Minmetals, señaló que más que contratar a un consultor lo que el Ministerio de Hacienda pidió fue que un agente financiero internacional estimara una curva en la que estuvieran dispuestos a comprar cobre anticipadamente; a fijar precios, ni siquiera a comprar, sino a fijarlos y, efectivamente, esa curva caía muy fuertemente. Relató que estuvo mucho más cercaCodelco; tanto así que Bloomberg reconoció esa estimación. Pero este tema para el Ministerio de Hacienda era muy importante, porque como la operación Minmetals era una operación financiera, mostraba una tasa de interés compatible con ese precio. Mientras más bajo el precio, más alta la tasa de interés, y ese estudio mostraba claramente una caída.
Respondiendo una consulta del HD Ward, el señor Villarzú manifestó que, efectivamente, un contrato de 15 años es inusual. No hay muchos, pero es el único contrato, hasta donde pueda dar fe, con Minmetals, y está enmarcado en un diseño absolutamente atípico, lo cual resulta interesante, pues si los precios hubieran funcionado bien o con cierta normalidad, habría sido una experiencia muy interesante. Lo que puedo asegurar es que no hay contrato, fuera de este, a más de uno o dos años. Tres años como máximo. Normalmente, los contratos que hace Codelco son más bien hedge de corto plazo. 

En el tema de los impuestos, señaló que por la misma razón que podría desearse que los chinos pagaran impuestos en Chile, los chinos desearían que nosotros paguemos impuestos en China. En Bermudas ambas empresas estaban empatadas. A su juicio, aunque llama la atención esto del paraíso tributario, la verdad es que en Codelco nunca se le dio importancia; tal vez tenga un problema de imagen, pero no tiene ninguna importancia práctica. Era la manera de resolver el problema. 

Respecto de la renegociación del contrato, manifestó que hay que ser extremadamente cuidadosos, porque es muy fácil traspasarle la responsabilidad a quienes están a cargo y pedirles que vayan a pelear con los chinos. Es delicado. Pero, opinó, el contrato está tan desequilibrado, que cualquier arbitraje medianamente razonable mejoraría nuestra posición. Agregó que, si se hace bien, a través de los conductos empresariales, ni siquiera de Relaciones Exteriores, si se abre una renegociación entre Codelco y Minmetals, esta última no va a aceptar, pero Codelco tiene herramientas. Manifestó que en el mundo de los negocios estas cosas ocurren y que no había conocido un contrato así, pero frente a otros contratos desequilibrados, en todos los casos se ha terminado renegociando o en conflicto, porque es muy difícil sostenerlos y darles lógica. Sin embargo, recomendó mirarlo con mucho cuidado.

4. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Operaciones de mercado de futuro.

Reseñó que los contratos de futuro, tal como los conocemos hoy, existen hace 150 años. Se crearon a mediados del siglo XIX en los Estados Unidos para productos agrícolas y en el siglo XX se incorporaron los metales a estos mercados.

Agregó que los protagonistas en los mercados de futuro son, por un lado, quienes quieren cubrir sus riesgos (hedgers), que hacen sus coberturas con respaldo físico; y por otro lado, los inversionistas financieros o especuladores, que hacen sus coberturas sin respaldo físico. Estos últimos, observó, al no tener un respaldo físico, pueden ganar o perder como consecuencia de sus operaciones de cobertura, al revés de los hedgers, que fijan un precio por las coberturas y las ventas físicas, el cual no cambia, cualquiera sea el mercado que aparezca, meses o años después.

Detalló que en la minería los mercados de futuro son utilizados intensamente por productores, refinadores, consumidores y comerciantes de cobre físico y de otros metales. Estos actores los usan tanto para acomodar sus ventas y compras a su política comercial, cuando así se requiera, como para cubrir riesgos de precio. Respecto de estos últimos, señaló que los productores fijan precios de futuro persiguiendo tres objetivos. 

Para proyectos específicos de producción de cobre, cuya sustentabilidad solo es posible asegurarla mediante una protección de precios por un período determinado. Se usa para partir con un proyecto.

Para tomar oportunidades de precios considerados altos, asegurando flujos de caja. Una empresa que en cualquier momento le parece que hay un precio a futuro bueno y lo toma, está operando. 

Para asegurar flujos de empresas adquiridas y proyectos que se encaren con un fuerte apalancamiento financiero. En este caso, las entidades financieras que proveen los recursos para estos proyectos exigen que se hagan ventas a futuro para asegurar precios y flujos de caja, y así resguardar el pago del préstamo. 

Aseguró que estas operaciones no solo las realizan habitualmente la mediana y gran minería en Chile y en el extranjero, sino también empresas del rubro energético, agrícola y, en general, todas aquellas que quieren disminuir sus riesgos a variaciones en los precios de los commodities, en las tasas de interés, en la tasa de cambio, etc.

Aclaró que estas operaciones no son especulativas para quienes tienen el respaldo físico de las cantidades que fijan. Muy por el contrario, lo que se busca es evitar la especulación al dejar los precios sujetos a los vaivenes del mercado. Esta es la razón por la cual existen estos instrumentos o derivados, ya que de otra forma nunca se habrían creado o habrían desaparecido.

Insistió en que cuando se hace una venta a futuro con respaldo físico, el precio queda fijado, independiente de cómo se muevan los precios de mercado al vencimiento de esto.

Preciso luego que cuando se hacen estas operaciones es muy importante definir, de manera clara, el objetivo que se persigue y, como consecuencia de este, evaluar si dicho propósito se ha conseguido. Advirtió que lo que no forma parte de la esencia de estas operaciones es que si se consigue el objetivo propuesto y el mercado, a la fecha de maduración del derivado, se mueve de manera tal que habría sido más conveniente no haber hecho la operación, se cuestione su realización.

Lo anterior, argumentó, queda muy claro en los directorios de las empresas, y los resultados, cuando se fijan precios, al igual que en la política, son sin llorar.

Como un ejemplo práctico y muy reciente, mencionó las operaciones forward de dólar, realizadas por muchas empresas chilenas a fines del año pasado. Relató que entre octubre y noviembre, el dólar se movía alrededor de $480 con un pronóstico de continuidad o de baja para el año 2014, lo que ponía en riesgo la rentabilidad y continuidad futura de muchas empresas.

Por esos días se abrió una ventana que permitía fijar una tasa de cambio de, aproximadamente, $530 en promedio para todo este año, que ayudaba a asegurar márgenes a las empresas. Recordó que compañías agrícolas, mineras y muchas otras hicieron coberturas a futuro (forward) por sus dólares en cartera y los por recibir a este valor, de $530. Todo lo anterior, con el respaldo físico de los dólares, los que se vendían al momento de la maduración del forward, lo cual les permitió conseguir, finalmente, un valor de $530.

En realidad, precisó, la tasa de cambio durante este año se ha acercado, más en promedio, a los $560. Cabría preguntarse si alguien podría decir que la decisión que se tomó en su momento fue errada. O si se podría considerar lo anterior como una pérdida, a lo que debería responderse que por supuesto que no, pues si el dólar hubiera resultado por debajo de los $530, tampoco habría sido una ganancia para quienes fijaron precio, ya que si bien se habría obtenido una compensación al vencimiento del forward, se habrían liquidado los dólares físicos bajo este valor, llegándose al mismo resultado de los $530 por dólar.

Contexto de mercado al momento de hacerse las fijaciones

Relató que durante 2005 y 2006, todos los especialistas proyectaban precios del cobre para los siguientes cinco o seis años en torno a US$90 o US$100 centavos por libra. La explicación era que se estaba frente a uno más de los ciclos de precio del cobre y que estos deberían volver a sus valores promedio de los últimos años. Aseveró que esto queda de manifiesto al revisar los pronósticos de todos los expertos, dentro de los cuales se podría mencionar a los más respetados, como el CRU y Brook Hunt.

PRONOSTICOS DEL PRECIO DEL COBRE (c/lb)

Fecha del pronóstico: Julio 2005

 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

CRU 100 90 79 83 - - - 

Brook Hunt 116 102 92 81 94 101 - 
Fecha del pronóstico: Enero 2006

 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

CRU 132 101 78 95 90 - -

Brook Hunt 155 110 96 92 88 90 109

Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda

Fecha del pronóstico Julio 2005

Promedio 2005-2015 99 c/lb 

Fecha del pronóstico Agosto 2006

Promedio 2007-2017 121 c/lb

Manifestó que el CRU, en un pronóstico de julio de 2005, vaticinaba precios que variaban, en cuatro años, de US$100 centavos, bajando hasta US$83 centavos. Por su parte, el Brook Hunt pronosticaba precios, en julio de 2005, para el 2000, en US$ 116 centavos, bajando a US$ 81 centavos de dólar, y después subiendo a US$ 101 centavos. Observó que en enero de 2006, el CRU subió su pronóstico a US$ 132 centavos para este año, bajando hasta 90 en los cinco años siguientes. El Brook Hunt, en 155, bajando a 109.

También reseñó que el Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda de esa época decía que en julio de 2005, el promedio entre 2005 y 2015 sería de US$99 centavos. En agosto de 2006, cuando ya se había iniciado la subida de precios, daba un promedio entre 2007 y 2017, de US$121 centavos por libra. Ese comité consultivo había pronosticado entre 2002 y 2005, precios de cobre promedio para el período hasta 2014, que no superaban los US$ 93 centavos. 

Concluyó, entonces, que basados en esos pronósticos de precio para el mediano y largo plazo, Codelco y la mayoría de las grandes empresas mineras internacionales evaluaron en ese período sus proyectos entre 90 y 100 centavos de dólar.

A mayor abundamiento, adicionó que en ese mismo período, Goldman Sacks auditó el plan de negocios y desarrollo de Codelco usando un precio de mediano y largo plazo de US$100 centavos por libra.

Operaciones de ventas a futuro realizadas por grandes empresas internacionales.

En materia de argumentos usados por las empresas mineras internacionales para realizar operaciones de hedging o cobertura, citó los siguientes:

Phelps Dodge dice: “Usamos varias estrategias para administrar el riesgo del mercado, incluyendo instrumentos derivados para el precio de commodities, energía, tasas de interés y cambio de divisas. No utilizamos estos instrumentos con fines especulativos.”
Freeport (PD) dice: “De vez en cuando utilizamos contratos futuros y opciones financieras para establecer un precio mínimo (a las ventas).”
Barrick: “Creemos que los instrumentos derivados son un medio efectivo de administrar el riesgo. El uso de estos instrumentos es supervisado por el Comité Financiero del directorio.”
Anqlo American: “Las coberturas estratégicas se realizan cada cierto tiempo con el fin de optimizar el valor de la producción.”
Tritton Resources: “Producto de la necesidad de asegurar el financiamiento de sus proyectos, la compañía tomó posiciones de cobertura mediante contratos de forwards de cobre y de moneda.”
Antofagasta plc: “El grupo usa instrumentos derivados para reducir la exposición al tipo de cambio, tasas de interés y movimientos en el precio… no con fines especulativos.”
New Crest, Australia: “El cambio en la posición negativa producto de la valorización de las posiciones (mark o market)está en línea con el significativo aumento de los precios. Dado que el libro de los hedge contempla posiciones abiertas de oro y cobre al año 2011 y 2007 respectivamente, el cálculo del valor de las posiciones toma en consideración un significativo periodo de tiempo”
Boliden: “Instrumentos de futuros son usados para hacer coberturas de la producción futura y el nivel de stock de la compañía. La política financiera de la compañía indica que este tipo de riesgo, asociado al manejo de stocks, sea normalizado.”
Quadra Mininig: “La compañía decidió tomar posiciones de hedge parta cubrir la totalidad de su stock y toda la producción que está comprometida para venta durante al año 2006. La política implementada es valorizar el libro de hedge (mark to market) a la fecha de reporte de sus estados financieros. Esto puede repercutir en un significativo aumento de los pasivos o activos relacionados a un instrumentos derivados durante el año 2006 y el primer trimestre del 2007.”
En materia del monto de coberturas que se conocían a diciembre de 2006 (cuando habían subido los precios), y el monto que estas representan respecto de la producción anual de las empresas mineras, presentó un cuadro en que se precisó el porcentaje de cobertura que presentaba cada una de esas empresas respecto de su producción anual. Allí se observa que Codelco, comparada con las otras empresas, tenía la posición más baja en términos de cobertura, con una posición del 10% de su producción anual, a diciembre de 2006. 

[image: image31.emf]En el cuadro siguiente presentó los valores de cobertura en términos de tonelaje y precio que se hicieron en ese mismo período para empresas como Freeport, Phelps Dodge, BHP, Xstrata, Río Tinto, Anglo, Southern, KGHM, los polacos; Rao, Antofagasta; la brasilera CVRD, Barrick, Boliden y Tritton.

Resumen de coberturas en el mundo

1. Freeport/Phelps Dogde

220 mil TM a 0,95/2,0 


madurando en diciembre 2007

225 mil TM a 1,63


madurando diciembre 2007

331 mil TM a 0,95 put option

madurando diciembre 2007

Todo heredado de Phelps Dogde

2. BHP Billiton

2.900 TM a 2,35



probablemente expirada

222.000 TM a 1,94
operaciones con madurez entre 1 y 5 años a partir de junio 2005. Esta era la cantidad remanente a junio de 2007

3. Xstrata

49.750 TM a 1,25


no se sabe plazo. Noticia del 8 de agosto de 2005

4. Río Tinto

231.000 TM
fijación precio en el 2005, refinanciamiento proyecto Palabra

5. Anglo American

3.380 TM 



por mes, por tres años; empezando en enero 2006 a 1,16

Es producción de Mantos Blancos y representa el 45% de su producción anual.

Han hecho mucha fijación de precio en oro. Por ejemplo, a fines del 2005 fijaron precio para 10,8 millones de onzas madurando en distintos periodos hasta el 2015. El precio fijado es entre 310 y 403 dólares la onza. Al 31 de diciembre de 2006, la exposición negativa era de US$ 2.900 millones.

6. Southern

299.457 TM



hechas en 2005 a 1,63

384.500 TM



hechas en 2006 a 3,16

No hay información sobre el periodo que cubre cada fijación. Son cantidades importantes porque producción anual es de 592.000 TM.

7. KGHM

No hay información pero se sabe que hicieron coberturas para el 2006 y 2007 por 84.000 TM.

Por otro lado, se informa que el 34% de la producción del 2006 estaba cubierta lo que representa 189 mil TM.

La información es contradictoria pero es un hecho que han utilizado coberturas para el cobre. Parece ser que ahora último han usado estrictamente puts.

De esos datos concluyó que, en el período en cuestión, se hicieron muchas fijaciones con costos millonarios de cierre de esas posiciones. Ejemplificó que Century Aluminium cerró sus posiciones de aluminio en julio de 2008 con un costo de US$1.700 millones; Barrick cerró sus posiciones de oro con un costo de US$2.900 millones; Anglo Ashanti cerró posiciones de oro entre 2008 y 2010 con un costo de US$4.500 millones, a los cuales habría que agregar cierre de posiciones de cobre por US$500 millones. Cada una de estas empresas se planteó objetivos al momento de hacer fijaciones y evalúa, posteriormente, su cumplimiento de acuerdo a estos.

Operaciones de ventas a futuro realizadas por Codelco.

Recordó que a mediados de 2005 y principios de 2006 se podían realizar ventas a futuro para los siguientes seis a siete años, a precios ostensiblemente superiores a los pronósticos.

Por lo anterior, aseguró, el Directorio y la administración de la empresa decidieron aprovechar esta condición de mercado para evitar el cierre de Salvador, que por esos días parecía inminente, extendiendo su vida útil hasta 2011 y, también, para darle viabilidad al proyecto Gaby. 

Observó que con los objetivos anteriores, se autorizaron y ejecutaron las coberturas de precio, ahora cuestionadas por algunos.

Proyecto El Salvador.

Manifestó que, en el caso de Salvador, se fijaron en octubre de 2005 un total de 373.950 toneladas, cantidad que resultó ligeramente más baja que la producción física en ese período que alcanzó, aproximadamente, a 397.000 toneladas. Vale decir, agregó, las fijaciones tuvieron el ciento por ciento de respaldo en cobre físico, a un precio promedio de US$117,6 centavos por libra, con vencimientos entre 2006 y 2011. 

Indicó que el precio obtenido permitía cubrir los costos proyectados hasta 2011, año en que entonces se estimaba terminaría la explotación de sulfuros y la consecuente producción de concentrados. Lo anterior evitaba la paralización de Salvador y Potrerillos, con el costo social y financiero que esto habría significado. Para el período 2006 y 2011 se esperaba, además, intensificar actividades de exploración para encontrar recursos mineros que permitieran la continuidad rentable de esta División.

Precisó que, dada la historia de costos altos y crecientes de esa División y las proyecciones de precios, parecía prudente comprar esta suerte de seguro de precio con el claro objetivo de evitar la paralización.

Proyecto Gaby.

Respecto de las ventas a futuro para Gaby, aseguró que deben evaluarse considerando el objetivo de poder darle inicio, en forma rentable, a un proyecto que resultaba muy importante para Codelco.

Detalló que Gaby era uno de los dos proyectos de Codelco que le permitían a la empresa sostener su producción y resultados, mientras se avanzaba en el desarrollo, construcción y puesta en marcha de los llamados proyectos estructurales.

Sin embargo, advirtió, evaluando a un precio de largo plazo de US$ 90 centavos, como se proyectaba en esos días, Gaby no generaba la rentabilidad mínima exigida a las inversiones de Codelco.

Para salvar esa dificultad, se exploró vender a futuro la producción estimada entonces de Gaby, para los primeros cinco años. Así fue posible vender un tonelaje total de 700.000 toneladas, cantidad que resultó más alta que la producción física en ese período, que alcanzó, aproximadamente, a 584.000 toneladas, entre 2008 y 2012, a un precio promedio de US$138 centavos la libra.

En esas condiciones, agregó, y proyectando un precio de US$90 centavos, después que se terminaban las fijaciones del año seis en adelante, la rentabilidad mejoraba significativamente, alcanzando el mínimo exigido para su aprobación en el Directorio de Codelco.

Por lo tanto, concluyó, las alternativas de Gaby eran, no hacer el proyecto y archivarlo, o hacerlo, mejorando su rentabilidad con ventas a futuro para los cinco primeros años.

Cambio estructural en el mercado.

Reconoció que la forma en que cambió el mercado en pocos meses de 2006, fue algo que nadie pronosticó, nadie lo pensó y fue una tremenda sorpresa para todos.

Aseguró que la incorporación de China a los mercados mundiales con su fuerte, continuado y espectacular crecimiento, gatilló un cambio estructural, desplazando significativamente, y en forma permanente, la demanda y presionando el precio al alza. Asimismo, agregó, el mayor y enorme involucramiento de los fondos de inversión especulativos en los commodities y en el cobre, a partir de la segunda mitad de 2006, en especial los famosos Long Only Commodities Index Funds, generaron un desplazamiento adicional hacia la derecha de la curva de demanda, amplificando el efecto mencionado.

Advirtió que los anteriores son cambios estructurales, en especial, el primero. Asimismo, recalcó que es evidente que si no hubiese sido necesario apuntalar a Gaby vendiendo su producción a cinco años, ni asegurar Salvador hasta 2011, por el mismo expediente, el advenimiento de estos cambios estructurales hubiera sido la percepción predominante en 2005 y 2006.

Objetivos y resultados logrados por Codelco

Advirtió que, de no haberse tomado las decisiones de cobertura de precios, a mediados de 2005 y principios de 2006, para Salvador y Gaby, respectivamente, es altamente probable que se hubiese iniciado la paralización de Salvador a partir de 2006 y que Gaby no se hubiera construido jamás.

En efecto, argumentó, los precios de largo plazo con los que Codelco evalúa sus proyectos hubiesen hecho posible estos dos proyectos solo a partir de 2010, y no antes, cuando ya había cambiado el listado.

Sin embargo, a esas alturas Salvador ya habría cerrado y Gaby, por su alto requerimiento de capital de inversión, habría entrado a competir con los proyectos estructurales con bajas posibilidades de éxito.

En cambio, agregó, Salvador cuenta hoy con un interesante futuro gracias a que sobrevivió al cierre, extendiendo su vida útil hasta 2018 pues las reservas de la línea sulfuros, alimentada por la mina Rajo Campamento Antiguo y Subterránea, así lo permiten. 

Comentó que en la actualidad se encuentra en etapa de prefactibilidad el Proyecto Rajo Inca, con 1.500 millones de toneladas métricas y con una ley de 0,45% de cobre, que busca la continuidad operacional de esta División, pasando de la actual explotación subterránea a una minería de superficie a gran escala. 

Precisó que sobre la base de las proyecciones iniciales, que se han hecho públicas, la producción de esta División, con ese nuevo proyecto, subiría a 170.000 toneladas métricas de cobre al año y 4.000 toneladas métricas de molibdeno, es decir, tres veces las cifras actuales.

Estimó que el costo incurrido en el cierre de las operaciones de Salvador se puede estimar en US$ 1.670 millones. A este costo deben descontarse los excedentes que ha tenido esa División durante los últimos años y, por sobre todo, los aportes que se efectuarían si se implementa el Proyecto Rajo Inca en estudio.

Aun cuando no se dispone de antecedentes precisos, aseveró que se puede hacer una proyección de resultados para El Salvador considerando las cifras de producción de 2006-2013 y los costos netos a cátodos entre 2006 y 2008, que aparecen en las memorias de Codelco de esos años. De ahí en adelante no se tiene información de costos, solo cifras de producción y precios de mercado.

Proyección de resultados de Salvador 

Año Producción Costo Precio Cu Diferencia Excedentes 
 (Miles TM) (c/lb) (c/lb) (c/lb) (millo USD) 

2006 80,6 97,2 305,3 208,1 370 
2007 63,8 77,6 323,2 245,6 345 
2008 42,6 150,0 315,3 165,3 155

2009 65,4 136,7 234,2 97,5 140

2010 76,1 ND 343,0 100,0 (E) 167

2011 69,0 ND 400,0 100,0 (E) 152

2012 62,7 ND 360,0 100,0 (E) 138

2013 54,2 ND 332,0 100,0 (E) 119

2014 al 2018 60,0 (E) ND ND 100,0 (E) 660

Excedentes totales 2246 millones USD

Menos costos fijaciones 1670

Saldo a favor 576

Presentó un cuadro con la producción y los costos netos a cátodos, determinó los excedentes que se han generado en la División hasta 2013 y su proyección hasta 2018. Así, indicó que los excedentes totales de El Salvador podrían estimarse en US$2.246 millones, menos los costos de las fijaciones, que son de US$1.670 millones, lo que arroja un saldo a favor de US$576 millones. 

Reconoció que es todavía prematuro evaluar si la decisión de mantener Salvador en operaciones, a través de las fijaciones de precios antes descritas, fue acertada o no. Ello solo podrá evaluarse al término de la vida útil de su mina, programada para 2018. Todo lo anterior, insistió, en el contexto que si no se hubieran hecho esas fijaciones, Salvador habría paralizado, como se estimaba que ocurriría.

Respecto de las fijaciones efectuadas por Codelco para Gaby, por 700 mil toneladas, puntualizó que el costo de cierre de estas operaciones de cobertura fue de aproximadamente US$2.966 millones. A ese monto deben descontarse los excedentes que ha generado esta División, en el período de estas fijaciones entre 2008 y 2012, y los excedentes que entregará hasta 2023, en que se ha estimado que se agotarán sus reservas.

Manifestó carecer de antecedentes precisos de los costos de esa División de los primeros cinco años; pero, extraoficialmente, estimó que sería un promedio de US$187,6 centavos la libra. Si se considera el precio del cobre promedio en ese período de US$330,7 centavos por libra, habría un diferencial de US$132 centavos por libra. Por lo tanto, concluyó, los excedentes que habría generado esa División, entre 2008 y 2012, alcanzarían a US$1.894 millones.

Adicionó que a los excedentes anteriores habría que agregar los que se producirán entre 2013 y 2023, los que, considerando un diferencial entre ingresos de costos de US$80 centavos, vale decir, la mitad de lo que ha sido hasta la fecha, alcanzarían aproximadamente a US$2.900 millones.
Proyección de resultados de Gaby

Excedentes estimados 2008/2012 US$ 1.894 millones 

Excedentes estimados 2013/2022 US$ 2.911

Menos costos estimados de las fijaciones US$ 2.966

Neto US$ 1.839

Agregó que si a la cifra neta se le descuenta la inversión inicial de US$1.000 millones, entregaría un margen positivo de US$839 millones, el que podría aumentar como consecuencia de mayores precios de venta y de la prolongación de la vida útil de la mina más allá de 2023, lo que es habitual que ocurra.

Convenio Codelco-Minmetals

Refirió que este acuerdo se originó en 2004, cuando autoridades de gobierno y empresas chinas manifestaron su interés en asociarse con Codelco y en adquirir minas de cobre en Chile.

Recordó que en esa época las agencias internacionales de rating ya hacían ver a Codelco su inquietud en relación a la alta dependencia que la empresa mostraba en el endeudamiento externo, como único vehículo para el financiamiento de su ambicioso programa de inversiones. En esta perspectiva, indicó, la posibilidad de conseguir una forma alternativa de financiamiento a través de una asociación con una empresa china, resultaba de interés.

A fines de 2004, se firmó un Memorándum de Entendimiento entre Codelco y Minmetals que estableció: 

· La creación de un joint ventures entre Codelco y Minmetals, llamado Copper Partners o Cupic, para el desarrollo de negocios relacionados con el cobre.

· Un contrato de venta de cobre físico a largo plazo, entre Codelco y Cupic. 

· Un pago anticipado de US$550 millones que efectuaría Cupic a Codelco a cuenta del contrato de venta de cobre anterior.

· El compromiso de Codelco de dar a Minmetals la opción de compra de un 25% del Proyecto Gaby, opción que posteriormente se renegoció y anuló.

Señaló que Cupic se constituyó en las Bermudas, como es habitual en sociedades cuyos socios son corporaciones multinacionales, para evitar que Codelco tributara en China y Minmetals en Chile, sin que lo anterior significara, de modo alguno, que Codelco no tributara en Chile por sus utilidades en esta sociedad.

Detalló que el contrato de venta de cobre estableció una cantidad de 55.750 toneladas métricas anuales por 15 años, a un precio cuasifijo, parte del cual se pagó al contado (US$550 millones) y el saldo contra cada embarque.

Codelco aceptó este contrato de venta a precio cuasifijo, ya que le interesaba un mecanismo de financiamiento alternativo. Recordó que se estimaba que la operación no sería considerada por las agencias de rating como deuda, aunque finalmente estas agencias nunca fueron explícitas en esta materia. La idea era que el costo del financiamiento variara con el precio del cobre, vale decir, su costo subiría cuando aumentara el precio del cobre y, por lo tanto, cuando subieran los ingresos de Codelco. Además, el precio cuasifijo resultante era razonable a la luz de los pronósticos que existían a esa fecha. Respecto del adelanto de pagos, los realizó Cupic a Codelco con cargo a un préstamo que consiguió con el Banco de China, con aval de Minmetals.

Afirmó que respecto de las ventas de cobre de Codelco a Cupic a un precio cuasifijo y de esta a Minmetals a precios de mercado, han significado hasta la fecha menores ingresos a Codelco y utilidades para Minmetals, como socia de Cupic, más allá de las estimadas.

Calculó que en el supuesto de que Codelco le vende a Cupic a US$ 110 centavos por libra, las utilidades de esta última, entre 2011 y 2014, serían de US$1.000 millones y, por lo tanto, a Minmetals le corresponderían US$500 millones. No consideró los años anteriores, ya que Cupic pagó con sus utilidades las fijaciones de precio de cobre que hizo a precios normales de mercado; estas utilidades de Minmetals deberían haber sido del orden de los US$65 millones.

Para el período que queda de este contrato, hasta 2020, Minmetals agregaría utilidades de US$850 millones, las que a un precio normal no deberían sobrepasar los US$86 millones.

Lo anterior, concluyó, pone en evidencia que se ha producido una evidente inequidad en beneficio de Minmetals en desmedro de Codelco.

Conclusiones finales.

Las supuestas pérdidas de US$7.000 millones en que habría incurrido Codelco, como consecuencia del cierre de las ventas que realizó a futuro, no corresponden a los costos de cierre de las operaciones de Salvador y Gaby, que, estimó, se pueden proyectar en US$4.636 millones.

Observó que lo anterior no puede considerarse una pérdida cuando estas operaciones se han realizado con un respaldo físico, como ocurrió con Salvador y Gaby. Basta solo considerar que si el precio de mercado hubiera resultado más bajo que el valor de la fijación realizada por Codelco, el precio del mismo cobre físico vendido por Codelco hubiera sido también más bajo y, por ende, el resultado final para Codelco habría sido exactamente el mismo. 
Agregó que si hubiera resultado más bajo el precio de las coberturas y Codelco hubiera recogido dinero en la Bolsa, como consecuencia de cerrar esa operación, ello no habría significado una ganancia para Codelco, porque hubiera vendido el cobre físico al precio más bajo y hubiera llegado al mismo resultado. Argumentó que tal como eso no habría sido una ganancia, lo que pasó tampoco lo fue. Calificó esta explicación como central para entender lo que sucedió.

Insistió en que tampoco hubiera sido una ganancia si los precios del mercado hubieran estado por debajo, porque Codelco hubiera vendido a un precio más bajo. Lo que se hubiera ganado en la liquidación de la cobertura se habría perdido en el menor valor de la venta del cobre físico. Aseguró que en este último escenario no habría habido impugnaciones, si el precio del mercado hubiera resultado más bajo, y probablemente se hubiera considerado acertada la decisión de haber hecho la cobertura de la forma en que se hizo. Subrayó en que el resultado para Codelco hubiera sido exactamente el mismo.

Advirtió que lo anterior es la esencia de una operación de fijación de precios con respaldo físico. Si esto no está claro, no es posible entender la razón por la cual la industria usa estos instrumentos, ni tampoco evaluar adecuadamente sus resultados.

Como todo proyecto o decisión, esta tiene costos, como los indicados anteriormente, pero también beneficios y excedentes que se generan como consecuencia de los proyectos que se implementan o las decisiones que se toman. Es evidente, opinó, que no corresponde evaluar las decisiones tomadas solo considerando los costos, como el del cierre de las fijaciones, sino que también hay que considerar los beneficios y calcular los excedentes. De acuerdo a lo indicado, estimó entonces que como consecuencia de estas fijaciones se producirán resultados positivos para Codelco.

Los objetivos que se tuvieron en mente al momento de tomar estas decisiones (no cerrar Salvador y hacer Gaby) se han cumplido y solo se podrá hacer una evaluación final de los resultados una vez que se terminen y maduren los proyectos involucrados.

Tanto las fijaciones de precio como las ventas de cobre físico a Cupic se hicieron considerando los precios de mercado de futuros y estimaciones, todas las cuales resultaban, a la fecha cuando se hicieron, más altos que los pronósticos de todos los especialistas.

Estas operaciones de venta a futuro no son especulativas, cuando se hacen con un respaldo de cobre físico, tal como se hizo con Salvador y Gaby. Por el contrario, permiten reducir los riesgos que hacen que los precios bajen a niveles que hagan las operaciones o proyectos inviables. Por lo anterior, las cantidades fijadas a futuro correspondieron a los tonelajes que Salvador y Gaby tenían programado producir en los años que se hicieron las fijaciones.

Estas operaciones de venta a futuro con respaldo físico son absolutamente usuales en el sector minero y en otros sectores de la economía, y las hicieron muchas empresas mineras en el mismo período que Codelco.

El monto de las operaciones que realizó Codelco es, en términos relativos, bajo en relación a su producción anual de cobre, en comparación a las que hicieron otras empresas mineras en el mismo período.

Es fundamental tener definido el o los objetivos de beneficio que se persigue al hacer estas operaciones y posteriormente evaluar en función de estos y no de los precios de mercado resultantes.

Si bien el contrato con Minmetals permitió obtener el financiamiento para construir Gaby, el costo de dicho financiamiento resultó alto en consideración a que las ventas de cobre físico de Codelco a Cupic, a precio cuasifijo, han resultado a un precio bajo el de mercado. Estas ventas constituyeron un riesgo adicional, desde el punto de vista de posibles impugnaciones, si los precios de mercado resultaban más altos, que es lo que ha ocurrido. Pero si el precio de mercado resulta más bajo, probablemente los van a aplaudir, aunque el resultado es exactamente el mismo.

Las fijaciones de precios de Salvador y Gaby ya vencieron y se pagaron sus costos. Solo queda abierto el contrato de venta a precio cuasi fijo de cobre de Codelco a Cupic, que desde julio del 2011 presenta una evidente inequidad para uno de sus socios y, por tanto, debe ser renegociado a la brevedad para restablecer los equilibrios que deben prevalecer en toda relación comercial. Una renegociación como la sugerida es práctica habitual en el mundo de los negocios.

Finalmente, destacó que las ventas a futuro realizadas por prácticamente todos los actores de la minería y que resultaron en las fechas de maduración a precios por debajo del mercado, se debieron a una mala estimación de todos estos actores y especialistas sobre la evolución del mercado. También agregó que desde entonces se ha producido un alza de costos, bastante incontrolable, tanto en la minería nacional como internacional, en un grado que tampoco fue prevista de la forma cómo ha evolucionado. Ambas circunstancias llaman a reflexión respecto de los antecedentes que se debe tener a la vista en futuras decisiones como esta.
Ante una pregunta relativa al plazo de 15 años para el contrato con Minmetals, el señor Dulanto señaló que debe distinguirse que las fijaciones se hicieron a 5 años y no a 15. Las ventas de cobre físico, a precio cuasifijo, son las que están a 15 años. O sea, precisó, no hubo nunca decisión de operar a través de la Bolsa para hacer esas fijaciones. Solamente se entiende esa venta de precio cuasifijo dentro del paquete de financiamiento de los US$550 millones. A cambio de esta operación, que permitía financiar Gaby, se negoció con los chinos un contrato de venta que no tiene ningún respaldo en la Bolsa. Las fijaciones de Gaby son las que hizo Codelco por Gaby y las fijaciones de Salvador son las que hizo Codelco por Salvador; no tienen nada que ver con el negocio de Minmetals. Lo que sí tiene que ver son las ventas de cobre a precio cuasifijo por 15 años, pero esas operaciones no se hicieron en la Bolsa, sino que son entregas de cobre físico que se hacen todos los meses, desde 2006 y van a durar hasta 2020. 
Señaló que se podría decir que fue una especie de seguro financiero para acceder a un financiamiento que parecía que podría resultar más barato o, puesto de otra manera, si los precios del cobre de mercado subían, los ingresos de Codelco aumentaban en su negocio y podía pagar una tasa de interés más alta por ese préstamo. Esa fue la reflexión, más financiera que de otro tipo. 

Respecto de la constitución societaria en Bermudas, precisó que es absolutamente usual en todas las empresas, en Chile y en el mundo, establecer sociedades en lugares como Bermudas, con el objeto de buscar lugares que sean neutros, desde el punto de vista de los socios, en cuanto al tema tributario. Los chinos podrían haber pedido que, para hacer el negocio fuéramos a China y que tributáramos allá, y Codelco podría haber planteado exactamente lo mismo, que vinieran a Chile. Hay muchas empresas chilenas, es más, cualquier conglomerado grande maneja sociedades, especialmente con otras trasnacionales, en lugares como Bermudas y otros. Observó que hoy, por un tema de imagen, no lo haría, pero es una práctica absolutamente usual en el mercado de los negocios y hoy lo hacen infinidades de empresas chilenas en distintos lugares. Pareciera que Codelco buscará eludir tributaciones por el hecho de irse a un lugar como Bermudas, pero observó que las tributaciones de Codelco siempre le llegan al Fisco en última instancia. 

Manifestó que no estaba de acuerdo con otras presentaciones efectuadas a esta Comisión, como la de Óscar Landerretche, cuando se habla de pérdida de Codelco por cierre de operaciones a futuro. Ello porque, aseguró, no son pérdidas ni lo han sido nunca. Ninguna empresa que hace fijaciones tiene pérdidas. 

Aseveró que se podrá cuestionar si se debió haber hecho, pero ese es otro tema. Cuando se hace una fijación y se cuenta con respaldo de cobre físico, el precio queda absolutamente determinado y no hay cómo moverse, porque lo que se gana o pierde por la fijación, lo pierde o lo gana al revés, vendiendo el físico. Eso no es una pérdida.

Tampoco estuvo de acuerdo con Juan Villarzú, pues fue mal interpretado en tanto él no habló de pérdidas por concepto de fijaciones de precios, sino de la inequidad del contrato de entrega de cobre físico entre Codelco y Copper Partners. Ese es su cuestionamiento.

En ese tema, sostuvo que hay un gran activo al que podría la Comisión Investigadora contribuir, que es solicitar a Codelco que revise el contrato, pues dado que no está equilibrado entre las dos partes, perfectamente se puede renegociar, y no es que se renegocie para que el otro haga una pérdida. El contrato se debería renegociar para que el otro no gane tanto, porque está excedido en su ganancia.

En consecuencia, concluyó que están todas las bases para hacer una renegociación, porque hay una gran cantidad de recursos todavía que se perderían entre los años 2014 y 2020. 

Sobre las gestiones políticas para conseguir financiamiento, recordó que el Presidente Lagos anunció la capitalización de Codelco a fines de 2005, pero le quedaban tres o cuatro meses de Gobierno y no se hizo nada. Llegó el gobierno de Michelle Bachelet y tampoco se ocupó de la capitalización. 

Advirtió que esa situación no da para más, y que fue lo que empujó en ese momento, a participar de ese tipo de instrumentos. En consecuencia, la falta de capitalización fue conduciendo a esto.

Señaló que en los contratos de futuro no hay ninguna cláusula de salida para nadie. Se adquiere un compromiso de venta a un cierto precio, y si el precio de mercado está por arriba, se debe pagar, porque tiene que recomprar la posición a un precio más alto. Si está por debajo, se reciben recursos. Pero no hay salida. Agregó que esos contratos son la religión misma. No hay forma de poder escapar de ellos. 

Otra cosa distinta, aseguró, es la venta de cobre a precio cuasifijo a Copper Partners. De esa manera se debería haber negociado en julio de 2011, cuando vencieron las fijaciones y ya no existía razón alguna para que el contrato no se hubiera negociado. Insistió en que el contrato debió haberse negociado en julio o agosto del año 2011.

5. SERGIO HERNÁNDEZ, VICEPRESIDENTE EJECUTIVO DE COCHILCO.

Ámbito de acción de Cochilco

Manifestó que Cochilco es un organismo técnico altamente especializado, en cuya función se inserta el rol de fiscalizar a las empresas mineras del Estado: Enami y Codelco. Además, fiscaliza el cumplimiento de los contratos de inversión extranjera y las exportaciones de cobre en cuanto se relacionan con la materia, porque se trata de contratos de exportación. Estos son los dos ámbitos en que la fiscalización y labor como Comisión se vincula con la materia investigada.
También se presta asesoría al Servicio de Impuestos Internos y a la Dirección de Aduanas, lo que es relevante en consideración al litigio que existe entre el SII y Codelco, por las liquidaciones emitidas por ese organismo fiscalizador tributario y, también, con la Dirección de Aduanas en razón del aforo físico de las exportaciones que significaron estas operaciones. 

Relato que la función de fiscalización se desarrolla solamente con siete fiscalizadores, quienes tienen por misión tratar de cubrir algo imposible, los 567 subprocesos, el nivel en que se hacen las auditorías, de las empresas del Estado. Algo así como 450 en Codelco y 120 subprocesos en Enami.

Afirmo que si se auditara solamente el 20% de los subprocesos más críticos, en los que hay mayores probabilidades de impacto y de ocurrencia, se podría solamente auditar el 20% en un período de seis años y medio. Para eso alcanzan las horas hombre de la dotación de Cochilco.

En consecuencia, puntualizó, este es un antecedente necesario de tomar en cuenta para juzgar la labor fiscalizadora anterior y la siguiente.

Aseguró que esa no fue siempre la dotación, pues fue fuertemente reducida en la administración anterior, tanto en fiscalización como en evaluación de inversiones, tarea que se está revirtiendo, porque se fortalecieron las áreas de fiscalización y de evaluación de inversiones, primero, separándolas en dos áreas distintas, que fueron fusionadas hace aproximadamente un año, inexplicablemente, lo que implicó que la labor de fiscalización fuera seriamente disminuida, y potenciada en los últimos años de manera bien coherente con la decisión de haber extinguido la Comisión Chilena del Cobre, que se propuso en el gobierno anterior a través de un proyecto de ley que, afortunadamente, fracasó en el Congreso.

Indicó que la reestructuración organizacional de Cochilco ya terminó. Está vigente la división de las áreas de fiscalización y la de evaluación de inversiones, desde el 1 de julio del presente año, reordenando la dotación, definiendo los perfiles profesionales internos para fortalecerlas, pero no aumentando la dotación porque no se cuenta con autorización presupuestaria aún, que se está solicitando al Ministerio de Hacienda en esta discusión presupuestaria anual.

La revisión de las exportaciones de cobre y de los subproductos se hace de manera documental. Es decir, no se hace un aforo físico de las exportaciones de cobre y de sus subproductos. Cochilco coteja entre las facturas de exportación y los contratos suscritos con el importador, el comprador de los productos, y el precio spot, el precio de mercado.

Describió que al revisar las facturas de exportación, sus precios, el contrato y, fundamentalmente, el precio de mercado de esos momentos, se informa al Servicio de Impuestos Internos, de acuerdo a la función de asesor en estas materias. Este último tomó la información y debe haber sido la motivación la citación a Codelco y la emisión de las liquidaciones correspondientes por diferencias de impuestos, aparentemente, entre los precios de las facturas y el que el mercado tenía en esos momentos. Por eso la labor de Cochilco sirvió de insumo para la inquietud del Servicio de Impuestos Internos, que terminó en las liquidaciones que están siendo parte de un juicio tributario.

Asimismo, precisó que en la asesoría a Aduanas, Cochilco informa los valores de facturas de exportación y a ese Servicio le corresponde legalmente el aforo físico para cotejar la información de la factura, los contratos y el contenido de cobre concentrado, de cobre fino o de cobre en cualquier estado en que sea exportado.

Entonces, detalló, la función de Cochilco en las exportaciones es, fundamentalmente, de una revisión documental y de precios de referencia en el mercado o de transferencia en casos que, como en este, se le venda a una filial de una compañía exportadora.

Relató que la investigación efectuada se hizo a las siguientes operaciones: 

Operaciones de cobertura física y financiera efectuadas por Codelco, relativas a los bienes exportados, ya sean coberturas que haya hecho por cuenta propia o por cuenta de sus filiales, esto es, la compañía Cupic, que tiene sede en Bermudas y como socios a Codelco y a Minmetals, por iguales partes.

Operaciones de cobertura, que son los convenios de compra-venta del cobre a largo plazo con Minmetals, que contemplan no solo la venta sino que también una serie de acuerdos y contratos con la estatal. Las operaciones de cobertura tienen que ver, primero, con cobertura de precio de metales y, segundo, con cobertura financiera y fijaciones.

Las coberturas de precio de metales comprometieron a Salvador I, Salvador II, al proyecto Gaby, que tiene principal importancia en relación con la investigación, y a Cupic, la empresa con la que se comprometió la venta.

En las operaciones financieras de fijaciones, se fijaron tasas, tipos de cambio, dólar, vencimiento 2012, tipo de cambio del dólar, año 2025.

6. RAIMUNDO ESPINOZA, PRESIDENTE DE LA FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE

Planteó la visión que tiene el movimiento sindical del cobre, particularmente la Federación, frente al tema de los futuros. Sostuvo que la realidad demuestra despreocupación de una empresa tan importante como Codelco, toda vez que su financiamiento se ha basado en deudas o venta de activos. Aseguró que los trabajadores, a pesar que no se reconoce, han tenido una visión futurista frente al tema, pues lo plantearon en el primer acuerdo efectuado en 1994, con el tema del futuro del cobre chileno y el de la comercialización, producto del “Davilazo”.

Ejemplifica lo anterior con tres casos: no estuvieron de acuerdo con las operaciones futuro, lo que se manifestó a través del voto dentro del Directorio; no hubo equivocación como federación en el tema de la División Radomiro Tomic, y tampoco la hubo cuando se planteó el tema de la compra de Anglo América a Exxon. Los trabajadores del cobre siempre han tenido una visión de largo plazo, por lo que su crítica al Estado de Chile, independiente del gobierno de turno, es por la despreocupación frente a Codelco. 

Respecto de la División Salvador, y debido al cierre al que estaba sujeta, se hizo una venta a futuro para continuar explotando los óxidos a contar de 2005 y hasta 2011. Efectivamente, los trabajadores compartieron esas operaciones, porque se estaba al límite de cierre.

Ante la pregunta de la diputada señora Núñez sobre el contrato, el señor Espinoza señaló que todo contrato es revisable y mejorable, y tendrá que tener cláusulas de salida. Hay temas de arbitraje. Por eso, agregó, que la FTC plantea este tipo de salida. Independientemente de que China tenga un poder importante en el mundo, los trabajadores de Codelco tuvieron la capacidad de decir que no concurrirían a la sociedad con los chinos. 

Manifestó que quienes han sido directores de la Federación no han recibido presiones políticas respecto de su voto.

En relación al domicilio de Cupic, relató que eran dos países que estaban negociando si se gravaba con impuestos en Chile o en China. Como resultado de ello se eligió un tercero. Finalmente se hizo en las Bermudas y hay un asunto que está en el Servicio de Impuestos Internos, que deberá entregar una resolución frente a lo ocurrido.

Opinó que el problema de seguir estrujando a Codelco como si fuera una vaca lechera ha llegado al final y está claro que no resiste más. Esa situación llevó a buscar alternativas distintas, aunque nadie tiene una bolita de cristal para saber cómo se comportará el mercado en los próximos 10 o 15 años. Por lo tanto, esto debe dejar una enseñanza a todos, a la empresa, a los gobiernos, a los legisladores, de que una empresa tan importante debe tener un financiamiento permanente. El negocio y la decisión política más importante tomadas fueron haber nacionalizado el cobre en Chile. Nadie lo puede desconocer, aunque se tengan posiciones políticas o visiones distintas respecto del tema.

Declaró que los trabajadores, particularmente la Federación, han tenido siempre una visión de futuro. De lo contrario no se hubieran opuesto tan firmemente, y aceptando vender una parte de la central termoeléctrica de Tocopilla, se pudo hacer Radomiro Tomic. 

7. RAÚL ÁLVAREZ, FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE.

Codelco y las operaciones a futuro.

Señaló que en los documentos publicados por la Federación en 1994 y 2005, hubo un pronunciamiento sobre los contratos a futuro, pues, observó, aunque es fácil opinar después de los hechos, lo importante es tener una opinión y una visión sobre los temas ex ante.

Aclaró que debe entenderse que Codelco opera en un mercado que es globalmente competitivo, lo que implica reconocer que no puede determinar el precio del cobre, salvo algunas influencias a corto plazo. Ejemplificó esa situación recordando que en 2002 Codelco aplicó un stock estratégico, cuando decidió no vender 200 mil toneladas; sin embargo, su influencia en el precio fue menor y acotada.

Manifestó que los productores enfrentan un precio internacional, lo que los hace tomadores y no formadores de precios, o sea, Codelco va al mercado y toma el precio que se va dando en el intercambio entre la oferta y la demanda. Por eso, agregó, es relevante tener presente que en la formación de precios es creciente el papel que juegan en el mundo los fondos de inversión.

Explicó que la formación de precios tiene dos grandes componentes: primero, los fundamentos del mercado, vale decir, la relación que existe entre el flujo del consumo y la producción, que también puede llamarse oferta y demanda. Ahí se determina el precio a largo plazo. Pero adicionó que también el precio del cobre está determinado por lo que hacen los fondos de inversión, pues en los últimos años estos han puesto en sus carteras de proyectos muchas posiciones en materias primas, por lo que juegan un papel muy relevante a la hora de definir el precio del cobre. Entonces, argumentó, nunca se sabe cuánto del precio de hoy está determinado por los fundamentos de largo plazo y cuánto está influido por los actores de corto plazo, que son los operadores de los fondos de inversión. De hecho, subrayó, la cantidad de operaciones que se transan en este mercado son muy superiores a las que se transan en el mercado físico. 

Continuó explicando que esa situación nos lleva a otro elemento, que es la dificultad para predecir la trayectoria del precio del cobre. Por lo tanto, concluyó, no podemos tener claridad respecto del flujo del consumo y producción para tener una mirada de largo plazo, si existen fuerzas especulativas y situaciones coyunturales que no se sabe cuánto influyen. Sostuvo que algunos piensan que hasta 30% del precio del cobre, pero insistió en que es muy difícil predecir el precio del cobre, y si alguien pudiera hacerlo sería millonario. 

Manifestó que ante ese escenario de riesgos de corto y largo plazo, la posición de la FTC ha sido que Codelco, en primer lugar, debe cuidar su participación de mercado, es decir, mantenerse como el primer productor de cobre, pero además debe cuidar su posición competitiva, porque ante una caída en el precio del cobre el principal resguardo o defensa que tiene Codelco es su posición en el primer o segundo cuartil de costo. Lógicamente, agregó, cuando el precio del cobre sube, aumenta la producción y surge una presión, porque hay sustitutos que emergen a mejores precios que el cobre, como el aluminio; y en ese contexto, el precio de nuevo tiende a la baja y se genera un nuevo equilibrio. Así, explicó, la manera que Codelco tiene de protegerse frente a estos riesgos de caída es manteniendo un costo bajo, pues cuando el precio cae los primeros que quedan en situación crítica son los de alto costo. 
Afirmó que Codelco participa en Chile en alrededor de 30% de la producción de cobre y del orden de 9% de la mundial, por lo que es el primer productor de cobre en el mundo. Por ello, sostuvo que no se trata de un operador chico y lo que se esperaría es que un operador con las características de Codelco, vaya al mercado. Indico que es muy raro que un operador que es el primer productor, realice fijaciones de precios, particularmente una empresa del Estado, porque en el caso de que le acertara, nadie lo premiará y si se equivoca, obviamente, tendrá una situación tremendamente compleja. Entonces, señaló, en ese contexto, la Federación de trabajadores siempre ha sido partidaria de que Codelco tenga el precio de mercado al momento de realizar sus ventas. Ese ha sido el principal argumento que la Federación sostuvo cuando se discutió el proyecto Gaby. Además, adicionó, porque hay otra situación relevante, cual es que el Estado de Chile diseñó para protegerse frente a las fluctuaciones de precios un fondo de estabilización, que es de larga data. Recordó que en Chile, las finanzas públicas dependen en gran medida del precio del cobre; y dado que este último es cíclico y volátil, el Estado de Chile, cuando el precio es alto, ahorra y crea un fondo de estabilización; y cuando el precio está bajo, recurre a ese fondo, para que las finanzas públicas estén equilibradas. Actualmente se denominan Fondos Soberanos, pero funcionan como el fondo de estabilización de precios del cobre conocido históricamente. 

Insistió en que eso es lo que hace o lo que debiera hacer Codelco; y es lo normal, lo lógico, lo razonable. En el mercado es usual que los productores hagan uso de mecanismos de protección frente a potenciales bajas de precio del cobre. O sea, subrayó, no es una situación anómala, anormal, que los productores privados hagan uso de seguros de protección. Es una práctica usual en la industria. Pero, advirtió, la Federación nunca ha sido partidaria que Codelco las haga, independientemente que en el mercado se realicen. 

La Federación ha planteado que, como política general, las únicas operaciones de futuro que la FTC respalda son las de flexibilización comercial. Explicó que en las ventas de cobre físico que realiza Codelco, no siempre coincide el momento de la venta, por ejemplo, en M+1. A veces, el comprador solicita el precio al recibir la producción y surge un desfase entre el momento en que se transa la operación comercial y en que el comprador recibe el cobre. Y dado que puede variar el precio del cobre entre el momento de la venta y la recepción de los embarques, Codelco hace uso de las coberturas de cobre físico para protegerse del riesgo de diferencia entre el M+1 y el M+3, el M de venta versus el M de recepción por parte del comprador. Subrayó que lo que se busca con esas operaciones es tener el precio de mercado y que no haya diferencias en eso. Reiteró que la Federación respalda totalmente esa práctica, Codelco lo ha hecho históricamente y lo sigue haciendo, y es absolutamente correcto.
Insistió en que las fijaciones de cobertura física, de flexibilización comercial, son operaciones que están respaldadas físicamente y son de muy corto plazo, entre el mes 1 y el mes 3, pues buscan que Codelco tenga el precio final del cobre al momento de la venta. No tienen ningún carácter especulativo.

8. Posición de la FTC ante las fijaciones de la producción de División El Salvador.

Recordó que en julio de 2005 se procedió a hacer fijaciónpor la producción física de Salvador, equivalente a 397 mil toneladas, pues entonces se estimó que la proyección para el período 2006-2011 alcanzaba ese monto de producción, y el objetivo era extender la vida útil del yacimiento hasta 2011 en su línea sulfuro, y hasta 2008 en su línea de óxido. Manifestó que es importante tener claro en qué contexto se hicieron esas fijaciones, que era con proyección de precio del cobre a la baja en el mediano y largo plazo, según estimaban los analistas en ese período. Por lo tanto, advirtió, lo que se buscaba era una cobertura para la producción de la División Salvador, de modo de asegurar márgenes y que la División no se cerrara. Llamó a no olvidar que en ese período hubo muchas presiones de personeros políticos, particularmente de la Derecha, quienes demandaron públicamente a Codelco para que ejecutara el cierre de la División Salvador. Esa presión se tuvo en cuenta para hacer la fijación.

En relación con esta operación, manifestó que la FTC siempre ha opinado que esa División cuenta con reservas económicamente explotables y el mayor argumento frente a la alternativa del cierre, es que al comparar el costo de hacerlo, tanto en términos económicos como sociales, versus la operación, la alternativa del cierre es mucho peor para el Estado de Chile. Es decir, subrayó, el costo del cierre es extraordinariamente alto, pues si en definitiva no existe ningún recurso, obviamente que el cierre es inevitable; pero si existen recursos y reservas que son económicamente explotables, debe evaluarse esa alternativa frente a la del cierre. 

9. Posición de la FTC ante las fijaciones de la producción de proyecto Gaby.
Respecto de la posición de la FTC ante el financiamiento del proyecto Gaby, reseñó que mediante negociación y acuerdo con Minmetals, se estableció un acuerdo que constituía una sociedad entre Codelco y Minmetals, cuya propiedad era compartida en partes iguales, y se celebró un contrato de compraventa de cobre con Codelco a quince años, con un tonelaje anual de 55.750 toneladas de cobre fino, pagando al contado US$550 millones, y un saldo que se llevaría a cabo a medida que se realizaran los embarques.

Afirmó que la FTC nunca estuvo de acuerdo con esta operación que implicó una negociación con la empresa estatal china Minmetals por varias razones. La primera, es que el modelo de financiamiento parecía demasiado caro, pues Codelco estaba en condiciones de hacer emisiones de bonos, una alternativa de financiamiento por lejos mucho más conveniente. Sin embargo, recordó, a Codelco se le pusieron restricciones de endeudamiento y de aporte de capital, por lo que la opción que estaba a la mano era ejecutar el proyecto Gaby.

Ante esa situación, la FTC señaló que el proyecto Gaby se podía llevar a cabo sin necesidad de recurrir a esta alternativa, por dos razones: porque el modelo de financiamiento era de mucho mayor costo, y porque comprometía la propiedad del yacimiento Gabriela Mistral, dado que había una opción de compra por parte de la empresa Minmetals, que implicaba que se adueñara de una parte de la propiedad del yacimiento Gaby, hoy División Gabriela Mistral. 

Subrayó que la FTC siempre consideró ese yacimiento como de reposición, y que en la lógica de asegurar su posición de primer productor, lo que Codelco no debía hacer era entregar producción; por el contrario, buscaba tener esa reserva para aumentar la producción de Codelco.

Relató que la FTC exigió entonces que no se hiciera y que Codelco no cumpliera con esa opción de compra. En ese momento, se renegoció con la empresa Minmetals, en una batalla bastante dura, pero finalmente se dejó sin efecto la opción de compra del yacimiento Gaby. Afirmó que la FTC fue el único organismo que sostuvo la posición de defender el yacimiento Gabriela Mistral, mantenerlo en manos del Estado y dejar sin efecto la opción de compra a Minmetals. 

Finalmente, recordó, en 2011, cuando la administración de Diego Hernández intentó entregar el yacimiento Gabriela Mistral a una empresa que pudiera constituirse como sociedad anónima por acciones, nuevamente la FTC se opuso, hizo una paralización, conversó con el Presidente Piñera, y se dejó sin efecto el decreto supremo que aportaba este yacimiento en una sociedad anónima. Es decir, señaló, la FTC mantuvo una posición inalterable en defensa del yacimiento Gabriela Mistral, lo que dio como resultado que hoy día sea la octava División de Codelco. 

Conclusiones y recomendaciones.

Manifestó que en una evaluación ex post de estas operaciones a futuro, si bien son habituales en el mercado, terminaron siendo un mal negocio para Codelco. La FTC no comparte esas fijaciones de precios en los mercados de futuro, salvo la situación excepcional que se dio en el caso de Salvador. Afirmó que es un hecho que si se miran los resultados de lo que ocurrió, se concluye que Codelco no hizo un buen negocio con las operaciones de futuro.

La FTC no comparte la decisión original, como tampoco las decisiones que no se tomaron. Cuando se tienen posiciones abiertas en los mercados, pueden cerrarse y en algún momento se pueden acotar las pérdidas. 

Reseñó que en 2009, producto de la crisis subprime, se produjo una caída en el precio del cobre de US$2,40, momento en que se abrió una ventana de oportunidad para que Codelco pudiera cerrar las posiciones y acotar la pérdida, pero no se hizo. La razón, acotó, tuvo que ver con una postura conservadora, pero ese conservadurismo no necesariamente termina siendo más rentable. 

Ejemplificó la decisión de evaluar de manera conservadora la compra deExxon por US$50 millones o por US$100 millones más, del presidente ejecutivo de la época, quien no quiso pagar US$1.300 millones por Disputada las Condes. La razón fue que si pagaba US$100 millones más, con la proyección que había hecho en ese minuto, con precios del cobre del orden de los US$90 centavos de largo plazo, no parecía un negocio espectacular. Es decir, había una mirada conservadora que implicó, años más tarde, que Mitsubishi, con el 24,5%, terminara pagando del orden de los US$5 mil y tantos millones. Así, argumentó, una empresa que pudo haberse comprado por US$1.300 millones, años más tarde el mercado la valorizó en más de US$20 mil millones.

De hecho, en su momento, el Presidente Lagos preguntó al Presidente Ejecutivo si estaba dispuesto a presentarse ante el Congreso Nacional y decir que tomó esa decisión, que llegaba más allá de lo que tenía autorizado. Pero si se evaluaran las pérdidas de aquello, serían mucho mayores por lo que dejó de ganar Codelco al no tomar esa oportunidad, y dejarla en manos de Anglo American haciendo un extraordinario negocio.

Subrayó que la FTC siempre ha tenido una postura de mayor confianza en el mercado del cobre, pero observa detrás de muchas decisiones ejecutivas una visión completamente pesimista respecto del precio del cobre, a pesar de que hoy día tenemos un cambio estructural, se le considera un recurso natural fundamental y escaso en la vida moderna, y, por tanto, se requiere contar con una política de defensa y de desarrollo del mineral. Insistió en que las miradas conservadoras terminan, a fin de cuentas, perjudicando la creación de valor para el país.

Recordó que en 1993 la FTC ya había advertido que Codelco estaba asfixiada, que sufría discriminaciones institucionales, que el ciento por ciento de las utilidades debía entregarlas al Fisco, que tenía una ley reservada y un impuesto adicional del 40%, que el Ministerio de Hacienda anualmente definía el presupuesto de endeudamiento y el presupuesto de operaciones, y que esas decisiones las adoptaba considerando lo que al Ministerio de Hacienda le conviene y no en función del desarrollo económico. 

Todo eso, concluyó, llevó en su momento a que Codelco buscara alternativas de financiamiento distintas. De hecho, una de las razones por las cuales se hizo esta operación “fuera de balance”, que no afectaba el nivel de endeudamiento de Codelco, fue un compromiso de venta de producción, que evidenciaba falta de confianza en que este mercado fuera al alza.

Aseveró que el contrato con Minmetals a 15 años es tremendamente negativo para Codelco. Por lo tanto, insistió, tal como lo hicieron entre 2010 y 2013, en que se deben hacerse esfuerzos para renegociarlo.

Indicó que es lógico que Codelco le plantee a Minmetals cambiar las condiciones de un contrato leonino para una empresa del Estado. Y es de esperar que una de las conclusiones de esta Comisión sea recomendar o dar un respaldo a una renegociación de ese contrato.

Respecto de las fórmulas de negociación, señaló que siempre las hay, tal como en el tema de la capitalización, en que había mayor espacio de endeudamiento y se podía hacer una emisión de bonos, pero primó privilegiar las relaciones de largo plazo con Minmetals, que era uno de los principales compradores de Codelco. 

Indicó que la discusión no debiera servir para aprovechamientos políticos, sino que debiera ser una discusión que se diera en una lógica técnica. Ello porque una cosa es analizar los temas cuando ocurrieron y otra cosa es mirarlo ex post, de manera que debe considerarse la mirada del momento en que ocurrieron los hechos, las proyecciones de precio y las distintas razones que había.

10. PABLO CABEZAS, DIRIGENTE DE LA FESUC CASA MATRIZ.

Contratos a futuro

Comenzó su exposición señalando que es importante aclarar dos materias, a saber, el de especulación mediante mercados de futuro y el de los elementos a considerar en la evaluación de una estrategia de cobertura.

Operaciones CON Respaldo Físico v/s Operaciones SIN Respaldo Físico

	
	Operaciones CON respaldo
	Operaciones SIN respaldo

	Objetivo de la operación
	COBERTURA
	ESPECULATIVA

	Resultado
(caso negativo)
	Deja de ganar
	Tiene que PAGAR

	Genera flujo de fondos
	SIEMPRE son positivos
	- Positivo si precio de venta mayor al de mercado

- Negativo si precio de venta menor al de mercado


Indicó que un contrato a futuro, una venta a futuro por ejemplo, puede hacerse teniendo o no respaldo físico y ambas son operaciones distintas. Aclaró que en caso de contar con respaldo físico, el contrato a futuro asegura por anticipado el precio de venta de las unidades que se poseen, lo que convierte esa posición en una de cobertura, pues al fijar un precio se cubre ante las variabilidades futuras. Agregó que si al cierre de este contrato el precio prevaleciente en el mercado supera el precio establecido en el contrato, quien posee el bien deja de ganar. 
Por el contrario, si se carece de respaldo físico, el contrato a futuro es una apuesta respecto del precio que prevalecerá en el mercado al momento de cierre del contrato, condición que convierte este contrato a futuro en una transacción especulativa. Observó que la única diferencia entre las dos posiciones es disponer o no del bien que se dice estar vendiendo, pero la lógica que hay detrás es completamente distinta.

En caso que al momento del cierre del contrato a futuro no se cuenta con respaldo físico y ocurre que el precio prevaleciente en el mercado supera al precio establecido en el contrato, quien está comprometido a entregar el bien y no lo posee tiene que pagar la diferencia entre el precio de mercado y el comprometido en la venta. 

Luego, concluyó, una operación de venta a futuro sin respaldo físico corre el riesgo de significar un desembolso o, en el mejor de los casos, una ganancia. Por eso recibe el nombre de posición especulativa.

Por otra parte, sostuvo que la evaluación de un contrato de venta de futuro es posible de realizar bajo dos miradas, las que no necesariamente resultan en respuestas concordantes.

· Medición del costo de la operación financiera. Así, en el caso de una venta de futuro con respaldo físico, como las que realizó Codelco, es posible determinar cuánto se dejó de ganar producto de la operación financiera. 

· Evaluación de la pertinencia de la operación, dado que es posible determinar si la operación fue pertinente, para lo que es necesario volver en el tiempo y tener una mirada de futuro con la información disponible al momento en que se tomó la decisión, de manera de dilucidar si los parámetros fueron pertinentemente fijados. Explicó que esta evaluación de la pertinencia de la operación tiene dos ángulos. Uno es evaluar el resultado de la operación, incluyendo los ingresos que se generaran gracias a la operación financiera. El otro es evaluar si los precios fijados, a la luz de la información disponible al momento del cierre de la operación, son razonables.


Las ventas a futuro de Codelco en el período 2005-2007

	Contrato
	Fecha de firma
	Duración
	Tipo de precio
	Toneladas

	Codelco – CUPIC 
	Fines 2004
	2006 – 2020
	Semi variable
	836.250 

	Codelco (Salvador) 
	Mediados 2005
	2006 – 2011
	Fijo
	373.950 

	Codelco (Gaby) 
	Inicio 2006
	2008 – 2012
	Fijo
	700.000 


En esta materia refirió que se trata de 3 contratos. 

Codelco-Cupic.

Aseguró que el primero de los contratos es una venta que hizo Codelco a Cooper Partners Investment Company, conocido como Cupic, en la que Codelco comprometió la entrega de 55.750 toneladas anuales, por un período de 15 años, comenzando en 2006. El cobre comprometido en este contrato, que se contrajo a fines de 2004, proviene de la explotación de la División Gabriela Mistral. Agregó que el precio que recibe Codelco en este contrato es variable y se compone de tres conceptos; dos de ellos variables y uno fijo.

El primero, precisó, es un componente fijo del precio, equivalente a los US$550 millones que entrega Cupic a Codelco, prorrateados por las toneladas comprometidas a ser entregadas por Codelco durante la duración del contrato. 

Esos US$550 millones, dependiendo de cómo se evalúen y qué tasa de descuento se ocupe, significan para Codelco del orden de US$55,5 – US$53,5 centavos la libra. Subrayó que es una parte del precio que se paga por anticipado, lo que permite que no sea una deuda, sino un pago por anticipado que Codelco hace de su venta, lo que explica la razón de preferir este mecanismo. Reiteró que, en vez de pedir prestado US$550 millones y aumentar el ratio de deuda, se vende a futuro y se paga por adelantado el mismo monto. 

Adicionó que el segundo concepto de ese precio tiene que ver con un esquema de participación del precio de mercado.

	Precio efectivo de mercado
(c/lb)
	Participación del precio
(c/lb)

	60 – 85
	-5

	85 – 95
	0

	95 – 120
	5

	120 y más
	10


Así, señaló, dependiendo del precio final de mercado al momento de la entrega, el contrato corrige el precio que recibe Codelco al alza o a la baja en función de si ese precio es bueno o malo.

El tercer componente es la ganancia que significó para Codelco su participación en Cooper Partners Investment Company, Cupic, equivalente al 50% de los ingresos que esta última genera, y que es la diferencia entre el precio que recibe y los precios que anteriormente le ha entregado a Codelco.

Ganancia correspondiente a Codelco de su participación en CUPIC


[image: image18]
Codelco (Salvador). Manifestó que se trata de un contrato que compromete 373.950 toneladas de la producción de la División Salvador, vendidas a precios determinados a mediados de 2005. Precisó que se trata de un contrato que involucra ventas entre 2006 y 2011, a precios que van desde US$139 centavos a US$105 centavos la libra. Son precios completa y absolutamente fijos al momento de firmar el contrato. Señaló desconocer la contraparte.

Codelco (Gaby) Indicó que es un contrato muy similar al anterior, a precios fijos, y que compromete 700.000 toneladas de la producción de Gabriela Mistral, a precios de 2006, que van desde US$157 centavos a US$127 centavos la libra, entre 2008 y 2012. Señaló desconocer la contraparte.

Evaluación del resultado de los contratos.

En materia de evaluación del resultado de los contratos, acotó que, en primer lugar están las ventas de Codelco a Cupic, en que la primera compromete la entrega de 55.750 toneladas durante 15 años, pero solo considerando aquellas que están vencidas, entre 2006 y 2014. Así, afirmó, como producto de ese contrato, Codelco ha dejado de ganar US$1.436 millones.

	CONTRATO
	CODELCO DEJA DE GANAR
(MILLONES DE DÓLARES)

	CODELCO – CUPIC (2006-2014) 
	1.436

	Codelco (Salvador 2006 – 2011) 
	1.683

	Codelco (G. Mistral 2008-2012) 
	2.979

	Total a hoy 
	6.098

	CODELCO – CUPIC (2015-2020) 
	924

	TOTAL (incluye 2015-2020) 
	7.022


Agregó que también existe otro contrato, que tiene una lógica de precios distinta, que se firma en un período distinto y que rige de 2006 a 2011, por lo que ya está finiquitado, y en el que Codelco dejó de ganar US$1.683 millones.

Lo mismo ocurre, adicionó, con un tercer contrato que comprometió la producción entre 2008 y 2012, y por el cual Codelco dejó de ganar US$2.979 millones.

Así, concluyó, en la actualidad, Codelco ha dejado de ganar US$6.098 millones. Y aunque se podría pensar que se trata de un costo hundido, se debe considerar lo que resta por vencer del contrato de Codelco con Cupic, entre los años 2015 y 2020. Para este caso, estimó que, dada la estructura de precios y su proyección, Codelco dejará de ganar US$924 millones.

Adicionando todos los contratos en su totalidad, calculó una cifra de US$7.022 millones, que es, aproximadamente, lo que ha sido sacado a la luz.

En este punto remarcó que los contratos de joint venture tienen típicamente cláusulas de equidad, orientadas a asegurar que, en caso de que el acuerdo firmado de buena fe entre las partes termine siendo muy oneroso para una de ellas, existan mecanismos prefijados para solucionar esa diferencia, de forma de evitar abusos. Señaló que si el contrato de Codelco con Minmetals, que constituye Cupic, incluye estas cláusulas de equidad, como debería ser tratándose de un joint venture, se podría evitar que Codelco deje de ganar no solo una parte importante de los US$900 millones, sino que los US$924 millones entre 2015 y 2020. 

Pertinencia de la Operación.
Sostuvo que un segundo tema, distinto y complementario a lo anterior, se relaciona con la pertinencia de la operación. Precisó que un primer paso es dar una mirada a los ingresos que pudo haberse generado al tomar estas posiciones financieras, para lo cual es necesario tener a la vista los motivos que la gatillaron y que se vinculan con razones estratégicas para permitir la continuidad de producción de Salvador y la ejecución Gaby. 

	
	VALOR EXCEDENTES 2006-2020

	Gabriela Mistral 
	3.308

	Salvador (*) 
	741

	Total 
	4.049



(*) Incluye Rajo Inca a margen operacional de U$1.

Sostuvo que parte de los ingresos que se obtendrían corresponden a las operaciones que se permitía hacer con estas posiciones financieras. Por ello, agregó, el análisis de la pertinencia de la operación debe incluir una mirada respecto de lo que permitió hacer. 

En cuanto al valor de los excedentes, calculó que entre 2006 y 2020, Gabriela Mistral, generará cerca de US$3.308 millones; mientras que Salvador, US$ 741 millones. Por lo tanto, en total, el proyecto permitirá a Codelco obtener US$4.049 millones.

Indicó que para ponderar la afirmación de que Codelco dejó de ganar más de US$7 mil millones por las posiciones de futuros y darle una poco más de racionalidad, se debe comparar lo que Codelco dejó de ganar hasta el 2014, con lo que obtendrá gracias a la operación de sus minas posibilitada por la decisión financiera en cuestión. Calculó que dicha comparación permite sostener que hoy Codelco ha dejado de ganar US$2.050 millones. 

	CODELCO DEJA DE GANAR (2006 – 2014)
	6.098

	Beneficios permitidos por operación de futuros
	4.049

	Saldo dejado de ganar a 2014
	2.049

	Exposición a dejar de ganar
	924

	TOTAL posible de ser dejado de ganar
	2.973


Argumentó que ese monto refleja la pertinencia o no de la decisión comercial. Insistió en que los US$7 mil millones tienen que ver solo con la evaluación financiera, pues la evaluación del paquete completo implicaría que Codelco deja de ganar sólo US$2 mil millones. 

Reiteró que en la actualidad existen US$924 millones que se podrían perder si no se cambia o no se conversa un nuevo acuerdo comercial. De lo contrario, la cifra de lo que se deja de ganar no sería US$2.050 millones, sino que se elevaría a US$2.970 millones
.

Señaló que un último punto de evaluación es la pertinencia de la operación respecto de la fijación de precios. Aquí la idea es tener una apreciación de cuál fue la mirada al momento de la firma de los contratos que involucraron cierta fijación de precios y cuál es la mirada actual, para criticar o no la decisión. 

Se refirió entonces a los precios estimados al momento de la firma, o sea, fines de 2004.
(1) Codelco - CUPIC

[image: image32.emf]
Explicó que en la línea azul de gráfico están consignados los precios estimados por uno de los analistas más importantes de la industria minera, Brook Hunk. Aunque existen muchos analistas y hay dispersión de precios, los niveles de la estimación de Brook Hunk son representativos de la sensación del mercado en ese momento. 

Por su parte, la línea roja muestra lo que aceptó Codelco en el contrato con Cupic. Subrayó que se sabía exactamente cuáles eran las compensaciones, la parte fija, la parte referente a Gaby, por lo que podían hacer un análisis para determinar ese precio y compararlo con los de mercado.

Opinó que en el caso de la evaluación de contrato de Cupic, que permitió asegurar US$500 millones, existe una sensación de que se conocía de antemano la existencia de un cierto costo, como si se hubiese sacado un seguro de US$1.600 millones, que es la diferencia de esos dos precios. En este escenario, se debe saber el precio exacto que tenía en mente la persona que firmó el contrato y que, tal vez, era mucho menor.

Recordó que entonces se proyectaba que el precio se venía a US$40 centavos, por lo que es distinto ponderar hoy, con la ventaja del tiempo, y analizar la situación en retrospectiva. Reiteró que la diferencia que se estimó fue de US$1.600 millones que, tal vez, se puede entender como el costo del seguro para permitir que esto ocurriera y que es parte de los US$6 mil o US$7 mil millones que se dejan de ganar. 
Señaló que en los otros contratos es mucho más fácil explicar la visión, puesto que, por ejemplo, en el caso de Salvador el precio que logró el contrato fijado era más alto que la sensación de mercado en ese momento. Lo mismo ocurrió en el contrato de Gabriela Mistral.

(2) Codelco Salvador

[image: image33.emf]
(3)Codelco Gabriela Mistral)
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11. RICARDO CALDERÓN, PRESIDENTE DE LA FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE SUPERVISORES Y PROFESIONALES ROL A CODELCO CHILE.

Conclusiones


-Indicó que, como Federación que representa al estamento profesional, mando medio y supervisor de Codelco, consideran que el debate respeto de estas materias ha sido parcial, tendencioso e incompleto. Por ello, el objetivo de la exposición ha sido presentar los matices, la complejidad real de la situación y, de esa manera, enriquecer el debate generado en la Comisión y en el mundo político en general.


-Subrayó que el problema base tiene que ver con el financiamiento de Codelco, pues es conocida la falta de inversión por parte del Estado y, por ello, operaciones como las ventas de cobre en los mercados de futuro han sido una fuente de financiamiento para Codelco en ausencia de otras alternativas. 

Opinó que, claramente, esta operación permitió el desarrollo de una nueva División, Gabriela Mistral. De lo contrario, probablemente, no estaría ese yacimiento en operaciones. Y también significó mantener en funcionamiento la División Salvador. En otras palabras, argumentó, las alternativas escogidas en ese momento permitieron que hoy existan estas operaciones.

· Recordó que en septiembre de 2008, el Sindicato de Codelco Norte, afiliado a Fesuc, criticó y denunció públicamente las consecuencias de este tipo de operaciones y planteó la necesidad de que se revisara la operación Gaby. En 2008, presentaron este documento que hicieron público a través de conferencias de prensa. 

En esa época, Fesuc no tenía participación en el Directorio de Codelco, por lo tanto, se debió manifestar una opinión de manera externa organizando caravanas, marchas y una serie de actividades en la zona de Calama. 

· Al parecer no existen instancias ni en Codelco, ni en Cochilco, ni en el Ministerio de Minería u otra entidad, que regulen, controlen y evalúen este tipo operación. El hecho de que exista la presente Comisión Investigadora, responde a una necesidad de carácter estructural que debiera existir en un país minero en relación con este tipo de operaciones, en el caso que se realicen. 

·  Hoy es posible evitar dejar de ganar para el país alrededor de US$ 1.000 millones, lo cual es una opción concreta que puede generarse producto de la renegociación de estos contratos. Aquello es lo más destacable, porque se puede hacer toda la ingeniería de las explicaciones hacia atrás, buscar los responsable y asumir todos estos montos que como país dejamos de ganar. No obstante, todavía hay US$ 1.000 millones en la mesa y parte de ese monto o su totalidad, podrían ser capturados en la medida en que como país se emprenda una acción de negociación que, indudablemente, debe abordar varias aristas y no solo las comerciales económicas. 

Preguntas y propuestas

· Insistió en el problema de capitalización y las consecuencias que tiene para una empresa como Codelco no invertir lo que se debe. También debiera afrontarse para el futuro otro ámbito del desarrollo de Codelco, porque la capitalización actual aborda las operaciones de los proyectos estructurales, pero hay gran cantidad de otras necesidades, desde el punto de vista de inversiones, que requiere Codelco, en materia de fundiciones, de refinería, innovación, tecnología, valor agregado en general, sustentabilidad, que están fuera y debieran considerarse si se desea, como país minero, contar con una política minera que tenga a Codelco como una empresa central en su desarrollo.

· Reiteró que, si existían cláusulas de equidad en los contratos, debieran iniciarse las negociaciones. Se preguntó por qué no se han iniciado aún acciones para renegociar los términos de los contratos y mejorar el resultado de las operaciones.

Asimismo, insistió que es muy importante saber quiénes tienen las responsabilidades respecto de las decisiones de acciones o inacciones en esta materia. Tal vez, alguien puede decir que es mejor no tomar el riesgo, no hacer nada. 

Opinó que si se hubiera empezado en 2008, con las alertas que se hacían desde el mundo sindical, probablemente se podría haber dejado de ganar menos de los que hoy se asume. Relevó que cada día que pasa no es indiferente desde el punto de vista de los resultados de esas operaciones de futuro. Asimismo, señaló que si los contratos no tuvieran cláusulas de equidad, y fueran muy distintos a los que en general se hacen en este mundo, debería discutirse por qué no las tienen.

· Observó que de los US$7.000 millones que se dejan de ganar con esas operaciones, Minmetals captura alrededor US$2.500 millones. La pregunta es quién captura los otros US$4.500 millones. 

· Finalmente, fue enfático en señalar que transversalmente, como país, y con todos los sectores sociales y políticos, se debe tener una política minera. Recordó que solo Chile tiene en cobre alrededor del 40% de los recursos mundiales, por lo que como país contarse con una política con proyecciones estratégicas.

12. ROBERTO SOUPER, EX VICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO.

Mercados de futuro.

Manifestó que los contratos a futuro existen desde hace 150 años. Relató que se iniciaron en Estados Unidos con productos agrícolas, y en el siglo XX se incorporaron los metales, las tasas de interés y los tipos de cambio. Especificó que lo que se transa en ellos son commodities y, por lo tanto, los productos están claramente identificados y estandarizados. Los protagonistas de estos mercados son quienes buscan cubrir los riesgos de precio o hedgers, es decir, productores, consumidores y comerciantes, además de inversionistas financieros o especuladores. Precisó que los primeros cubren sus riesgos o los utilizan como instrumentos de flexibilización comercial y para cubrir riesgos de precio a futuro; mientras que los especuladores son los protagonistas esenciales de estos mercados, pues ellos toman los riesgos de comprar aquello de lo que se quiere deshacer el productor, consumidor y comerciante. 

Enfatizó que sin los especuladores no habría mercado a futuro. Es decir, siempre que haya alguien, como un productor que quiere vender o un consumidor que quiere comprar a futuro, habrá también alguien al otro lado, que estará dispuesto, a cierto precio, a tomar la posición, por lo que es el especulador quien toma el riesgo. Subrayó que eso es muy importante, porque los especuladores son muy maltratados, y con mucha razón muchas veces, pero en este caso el mercado lo hacen ellos.

Explicó que los instrumentos para realizar coberturas o protección de precios son las fijaciones de precios, las opciones de venta (put) o de compra (call), y las opciones Min-Max. Afirmó que estas opciones son carísimas, porque si hoy día se deseara comprar una opción para vender cobre a futuro a US$3 la libra, costaría una fortuna; por el contrario, si se deseara comprar una opción que fuera a US$1 la libra, no costaría nada.

En consecuencia, insistió, se fijan precios para asegurar un flujo atractivo de ingresos futuros de modo de hacer viable el proyecto, que es lo que hizo Codelco con Gaby, o para asegurar un ingreso de un activo que se adquiera.

Razones consideradas por Codelco para realizar ventas a futuro.

Afirmó que los mercados a futuro, al revés de lo manifestado por otros, son intensamente utilizados por los agentes de distintos mercados. En el caso de Codelco la vicepresidencia comercial lo utiliza para flexibilizar sus ventas. Ejemplificó que si un consumidor desea tener promedio de dos cátodos en vez de tenerlos el mes siguiente de embarque, que es la política de Codelco, en el mes subsiguiente, Codelco lo acepta pero a través de los mercados a futuro lo transforma en el mes siguiente, cobrándole lo que esa operación cueste al consumidor. 

1) Proyecto Gaby.

Indicó que las ventas a futuro hechas para el proyecto Gaby hicieron posible su aprobación a principios del 2006. Dichas operaciones se realizaron entre el 9 de enero y el 17 de febrero de 2006. 

Recordó que evaluando un precio de US$ 90 centavos por libra, que era el precio a largo plazo considerado por Codelco (y por casi todos los productores), el proyecto no generaba la rentabilidad exigida por la empresa para su aprobación. Consistente con el hecho de que a principios de 2006 se podían realizar ventas a futuro para los siguientes seis a siete años a precios ostensiblemente más altos que los pronosticados por todos los expertos, relató que el Directorio y la Administración decidieron aprovechar la coyuntura de mercado para darle viabilidad al proyecto Gaby.

Argumentó luego que, con la realización de la venta a futuro, obteniendo el promedio de (US$138,5 centavos por libra), y proyectándolo el resto del tiempo a un precio de largo plazo de US$90 centavos por libra, la rentabilidad del proyecto mejoró significativamente, haciendo posible su aprobación.

Insistió en que, de no haberse tomado la decisión de fijar precios a futuro, que hizo posible la aprobación del proyecto, es altamente probable que jamás se hubiese hecho, o que en el mejor de los casos se hubiese postergado por varios años. 

En efecto, remarcó, los precios de largo plazo con los que Codelco evalúa esos proyectos fueron creciendo lentamente a partir de 2007, y, quizás solo desde 2010 o 2011 hubiese tenido un nivel requerido para su aprobación. 

Con ello, calculó con supuestos propios que los resultados por haber hecho Gaby son aproximadamente los siguientes:

2008-2012
US$ 1.894 millones excedentes

2013-2023
US$ 3.638 millones excedentes (US$c 100 por lb y 1.650.000 TM)

2008-2012
US$ 2.966 millones menores ingresos

Resultado neto
US$2.566 millones

Inversión
US$ 1.000 millones

A partir de esas cifras, concluyó que de no haberse hecho el proyecto, el resultado hubiese sido cero y es este número el que debe compararse con la cifra de US$ 2.566 millones. 

2) Salvador.

Rememoró que con una proyección de precio de largo plazo de US$ 90 centavos por libra, la producción de Salvador generaba pérdidas en esa época, por lo que las ventas a futuro, hechas entre el 11 de julio y el 11 de octubre de 2005, fueron para evitar el cierre de esa División y extender así su vida útil hasta el 2011, fecha en que se había acordado terminar con la explotación de sulfuros y de producción de concentrados.

Relevó que Salvador ha extendido hoy su vida hasta el 2018, en tanto el plan de negocios de la División indica que la reserva de la línea de sulfuros alimentada por la mina Rajo Campamento Antiguo y subterráneo, se agotarán en diciembre de 2018. Adicionó que también se encuentra en etapa de prefactibilidad el proyecto Rajo Inca, con un volumen de recursos mineros de 1.500 millones de toneladas de ley de 0,45%, que en estos días no es tan bajo, pues Caserones produce 0,35%. Detalló que su producción anual se estima en 170.000 toneladas métricas de cátodos por año y 4.000 toneladas métricas de molibdeno en igual periodo.

Precisó que para el caso de Salvador los resultados adversos de las ventas a futuro alcanzaron a US$1.669 millones; pero observó que esa cifra no se hace cargo de toda la historia.

Reiteró que las coberturas de ese momento evitaron el cierre de Salvador y hoy su vida se extiende hasta 2018. Relevó que en todo este periodo, 2006 a 2018, la División ha generado y producirá excedentes en sus operaciones físicas como resultado de la diferencia entre el valor de venta de sus cátodos y su costo neto para producirlos.

Calculó que con la información de precios y costo neto a cátodos se consiguen los siguientes resultados:

2006 - 2013
US$ 1.240 millones de excedentes

2014 -2018 
US$ 775 millones de excedentes (margen anual de US$155)

Total 2006-2018
US$ 2.015 millones de excedentes

Agregó que si a ese total se le resta el costo de las fijaciones, esto es, los resultados adversos o menores ingresos de vender a futuro y recomprar, (US$1.669 millones), llegamos a un saldo positivo de US$346 millones.

 Advirtió que aunque el señor Tagle las califica de pérdidas, deberían considerarse como menores ingresos. 

c) Contexto de mercado en la época de las ventas a futuro (segunda mitad de 2005 y principios de 2006)

Antecedentes sobre el pronóstico de los diferentes brockers, analistas, agentes de mercado

	ACUERDO DE FIJACIÓN 
	FUENTE 

(cUS$/lb)
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012

	 
	CRU
	100
	90
	79
	83
	-
	-
	-

	Salvador
	Brookhunt
	116
	102
	92
	81
	94
	101
	-

	11-07-2005
	Promedio CRU/BH
	108
	96
	86
	82
	94
	101
	-

	 
	Precio coberturas
	139
	123
	115
	110
	106
	106
	-

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 
	CRU
	132
	101
	78
	95
	90
	-
	-

	Gaby
	Brookhunt
	155
	110
	96
	92
	88
	90
	109

	09-01-2006
	Promedio CRU/BH
	144
	106
	87
	93
	89
	90
	109

	 
	Precio coberturas
	 
	-
	157
	144
	136
	135
	127


Señaló que, de acuerdo con las cifras expuestas, el promedio de CRU y Brook Hunt para 2008 era de US$87 centavos y Codelco lo fijó en US$ 157 centavos; para 2009, eran US$93 centavos y Codelco lo fijó en US$ 144 centavos; para 2010, eran US$89 centavos y se fijó en US$ 136 centavos. 
Concluyó que en la época los pronósticos eran muy inferiores a lo que Codelco logró fijar. Recordó que en esa oportunidad se abrió una ventana para fijar precios que eran muy buenos para ese momento, pues todo el mundo pensaba que nuevamente el cobre iba a bajar a US$ 90 centavos. Con ello se hizo viable el Proyecto Gaby.

A mayor abundamiento, incluyó los precios proyectados por el Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda. 

	AÑO
	VALOR

(en US$c)
	MONEDA
	PERIODO
	FECHA PUBLICACIÓN

	2004
	93
	2005
	2005-2014
	ago-14

	2005
	99
	2006
	2006-2015
	jul-05

	2006
	121
	2007
	2007-2016
	ago-06


Relató que ese Comité se reúne todos los años para señalar al Ministerio de Hacienda cuál será el precio del cobre para el año siguiente. Opinó que se equivoca casi siempre, pero son sabios. Detalló que en 2004, el Comité estimaba que el precio de largo plazo era de US$93 centavos; en 2005, sería de US$99 centavos, y en 2006, de US$121 centavos. Es decir, concluyó, era una época de pronósticos muy bajos. 

Sostuvo que, en general, se podría decir que en esa época el precio de largo plazo pronosticado por analistas, productores, comerciantes y consumidores, se situaba entre US$90 y US$100 centavos la libra.

Puntualizó que lo que se produjo con posterioridad, a mediados de 2006, fue un cambio estructural en el mercado que no fue anticipado por casi nadie. Así, si en enero de 2006 el precio era de US$2.15 por libra, en mayo de ese año llegó a US$3.65. Puntualizó que, con la excepción del período octubre 2008 a octubre de 2009, desde mediados de 2006 el precio siempre ha estado sobre los US$3 por libra.

Destacó que desde la segunda mitad de 2006, se empezó a reflejar en forma brutal la incorporación de China a los mercados mundiales, desplazando significativamente y en forma permanente la demanda hacia la derecha. Los fondos de inversión se involucraron crecientemente y de manera masiva en los commodities, los que pasaron a la categoría de “class assets”, es decir, activos preferentes.

Sin embargo, observó, a pesar de la evidencia en los precios cotidianos, los analistas siguieron por un buen tiempo pronosticando precios bajísimos para el corto, mediano y largo plazo, pues les costó mucho creer en este cambio estructural. Relató que fue impresionante lo que pasó en esa época, ya que empezaron a desembarcar los capitales financieros en los commodities. No solo hubo mayor liquidez en el mercado mundial sino que, además, los fondos especulativos abandonaron muchas inversiones en acciones y en rentas fijas, y llegaron a los commodities.

Acciones de otros productores en esa época.

Describió que dentro de la producción anual que fija cada productor mundial, Codelco aparece con un 10%; la empresa americana Freeport Macmoran, tenía fijado 25.2%; la peruana Southern Copper, un 64.9%; la brasileña CVRD, un 87.5%; Barrick Gold, un 63.5%. 

Observó que el porcentaje de la producción que fijó Codelco era relativamente pequeño comparado con el de otros.

Explicó que en las fijaciones de precios el consumidor fija el precio de compra, mientras que el productor fija el precio de venta. Aclaró que aunque en la jerga minera se habla de fijación de precios, se trata en realidad de coberturas o ventas a futuro.

Opinó que, tal vez, se hicieron fijaciones, ventas a futuro por un poco de años de más, vale decir, más años que otros productores. Eso tenía que ver con el hecho de que las ventas a futuro eran necesarias para aprobar el Proyecto Gaby, que exigía 5 años de ventas a futuro para que fuera rentable, mientras que Salvador las necesitaba para darle vida.

Enfatizó que todos los productores de la época hicieron fijaciones, y no sólo en el cobre, sino también con el aluminio, el oro, el zinc, el plomo. Recordó que Anglo Ashanti perdió US$4.500 millones, pues hizo ventas a futuro cuando el oro estaba en US$300 o US$400 la onza y debieron deshacer las ventas cuando estaba a US$1.500 la onza. Barrick también perdió US$2.900 millones.

Convenio Codelco-Minmetals.

Relató que en noviembre de 2004, se firmó un memorándum de entendimiento entre Codelco y Minmetals, en el que estuvieron involucradas las autoridades de la época y no solo las de Codelco. Este memorándum estableció:

Creación de un joint venture, que posteriormente se llamó Copper Partners Investment Company (Cupic), entre ambas compañías, con 50% de propiedad para cada una, con el fin de desarrollar negocios de cobre.

Un contrato de largo plazo de venta de cátodos de cobre de Codelco a Copper Partners y de esta a Minmetals.

Pago anticipado de Copper Partners a Codelco por US$550 millones a cuenta de las entregas de cobre.

El compromiso de Codelco de dar a Minmetals la opción de comprar un 25% del Proyecto Gaby a precio de mercado. 

Explicó que el contrato de venta de Codelco a Copper Partners y de esta a Minmetals es de 55.750 toneladas métricas por año de cátodos, a partir de 2006 y hasta 2021, es decir, son 836.250 toneladas en total. El precio al que Codelco vende a Copper Partners es una cotización cuasi fija que se va reajustando, año a año, según la evolución del IPM de Estados Unidos. Puntualizó que los respectivos contratos fueron firmados a principios de 2006. Como es natural, el contrato comercial entre Codelco y Copper Partners fue acordado bajo el contexto de mercado y sus proyecciones vigentes en esa época, es decir, a fines de 2005 y a principios del 2006. La misma época en que hicieron las ventas a futuro para Salvador y Gaby.
Por entonces las proyecciones de precio de largo plazo eran de US$1 la libra. Las de corto y mediano plazo eran muy parecidas.

Reiteró que el cambio sustantivo, inesperado y permanente que se produjo en el mercado, a partir del segundo semestre del 2006, pulverizó los equilibrios con que se había concebido este contrato, favoreciendo claramente a Minmetals en desmedro de Codelco. El contrato se desnaturalizó totalmente y se empezó a expresar de una forma jamás concebida al momento de su firma.

Para ilustrar esa afirmación presentó algunos cálculos propios:

A precios de largo plazo “normales” de la época, fines de 2005 y principios de 2006, la utilidad de Minmetals debió ser de US$65 millones y, en cambio, alcanzó a algo cercano a US$500 millones, o sea, casi 10 veces en el período julio de 2011 a diciembre de 2014.

Para el tiempo que resta al contrato, es decir 2015 al 2021, y suponiendo un precio de mercado de US$3,20 por libra, la utilidad de Minmetals puede llegar a US$850 millones. Sin embargo, adicionó, a precios de largo plazo concebidos al momento de la firma del contrato, dichas utilidades no deberían superar US$86 millones, o sea, son 10 veces lo que puede pagar.

Precisó que no se hacen cálculos para el período anterior a julio de 2011, porque en ese tiempo Minmetals no percibe utilidades mayores, dado que Copper Partners hizo ventas a futuro de enero de 2006 a junio de 2011 y los excedentes que generaba Copper Partners, en esa época, servían básicamente para el pago del préstamo recibido. Copper Partners distribuía dividendos muy bajos a sus socios.

Argumentó que la situación descrita hace imperativa la renegociación del contrato, la que debió haberse producido a partir de julio de 2011. Acotó que, a pesar de algunos esfuerzos de Codelco, el contrato sigue intacto. Opinó que la buena fe no ha estado presente por parte de Minmetals, pues existe una cláusula en el contrato entre Copper Partners y Codelco llamada Fairness o equidad que permite la renegociación, pero su aplicación depende en último término de la buena fe de las partes.

Presentó una traducción propia de la cláusula de equidad, la que señalaría: “Al establecer este contrato, cada una de las partes reconoce que:

1.- No es posible (o es impracticable) hacer provisiones para cada contingencia que pueda surgir durante el plazo de este contrato.

2.- La intención de las partes es que este contrato opere entre ellas con equidad y sin perjuicio o detrimento de los intereses de ninguna. En el evento de que en el curso del cumplimiento de este contrato alguna inesperada falta de equidad resulte en una injusticia sustancial para cualquiera de las partes, entonces las partes negociarán en buena fe para acordar aquellas acciones que sean necesarias para remover la causa o causas de eso. Si no se llega a acuerdo dentro de 45 días, la controversia será dirigida a los presidentes ejecutivos de Codelco y Minmetals, con el propósito de que la materia sea resuelta por ellos.”
Conclusiones.

Los mercados a futuro son instrumentos utilizados permanentemente por productores, consumidores y comerciantes de commodities. Los productores de cobre los emplean para acomodar los eventuales requerimientos especiales de sus clientes con su política comercial, como cambios en el período de cotización. También los usan para asegurar ingresos de corto, mediano y largo plazo que les parezcan atractivos y para viabilizar proyectos.

La razón considerada para ejecutar ventas a futuro en el Salvador fue para evitar su cierre; en el caso de Gaby fue para que el proyecto fuera aprobado.

No es efectivo que estas coberturas hayan carecido de respaldo físico. Las actas de Directorio que dan cuenta de la aprobación de cada una de estas decisiones muestran claramente los objetivos perseguidos. 

Las decisiones se tomaron con la información de mercado existente durante la segunda mitad de 2005 y principios de 2006, tanto para la coyuntura como para el mediano y largo plazo. El cambio brusco, espectacular y estructural acaecido a partir de la segunda mitad de 2006, no fue anticipado por nadie en la industria mundial del cobre. La emergencia de China con toda su fuerza y la consiguiente valorización de los commodities por los inversionistas financieros en ese momento como activos preferentes (class assets) fueron decisivas en este vuelco. 

Prácticamente todos los productores de cobre en el mundo hicieron ventas a futuro entre 2005 y el 2007. Codelco, como los demás, interpretó que en esos años el alza experimentada era coyuntural y que el precio volvería a US$90 centavos a US$100 centavos por libra. Por ello, decidieron aprovechar la oportunidad que brindaba el mercado en esos momentos, es decir, se hicieron las ventas a futuro y luego se pensó que caerían, pero no fue así.

Para evaluar de manera completa lo que ha acontecido, se deben considerar los resultados de las operaciones físicas, esto es, ventas de los cátodos menos los correspondientes costos netos de producción-. Así, Salvador, una vez deducidos los resultados de las ventas a futuro, generará entre el 2006 y el 2018 un excedente entre US$300 y US$400 millones. No es algo mayor, pero la alternativa era su cierre con sus costos correspondientes y con sus secuelas económicas y sociales en la región.

Por su parte, Gaby, desde el 2008 al 2023, deduciendo el resultado de las coberturas, produciría excedentes entre US$ 1.500 y US$1.600 millones. De no haberse aprobado el proyecto en ese tiempo, es altamente probable que Gaby jamás se hubiese ejecutado. Los precios de largo plazo con que Codelco evalúa sus proyectos crecieron lentamente y cuando hubiesen llegado al nivel requerido para su aprobación, Gaby habría entrado a competir por recursos con los proyectos estructurales con escasísimas probabilidades de éxito. Por lo tanto, la cifra mencionada de entre US$1.500 y US$1.600 millones, debe compararse con un resultado cero de no hacer el proyecto. 

El contrato que liga a Codelco, Copper Partners y Minmetals debe renegociarse con urgencia, pues cada mes que pasa Codelco sacrifica entre US$10 y US$12 millones. Este contrato debió haberse empezado a renegociar a más tardar en julio del 2011. Antes de eso, no se podía modificar, porque las fijaciones hechas por Copper Partners perjudicaban tanto a Minmetals como a Codelco; en otras palabras, no era factible negociarlo antes.

El contrato se desnaturalizó totalmente con el giro del mercado ya comentado y los equilibrios concebidos originalmente se hicieron trizas. Aquí, hay un caso clásico para replantear los términos de un contrato de muy largo plazo. Además, hay una cláusula de equidad y, aunque no la hubiera, un contrato de este estilo y con esta longitud, cuando suceden eventos inesperados, se renegocia.

Minmetals no ha actuado de buena fe. Si no hay una reacción positiva prontamente de esa compañía, Codelco debería plantear un arbitraje y suspender los embarques mientras este dure, o seguir embarcando pero demandando que los resultados del arbitraje sean válidos a partir del momento que empieza el proceso arbitral.

Relató que, junto con Juan Villarzú, Juan Eduardo Herrera y Alfonso Dulanto, envió una carta reservada a Gerardo Cofré, con copia a Diego Hernández, y posteriormente fue a hablar con Thomas Keller. Respondieron que por entonces Codelco estaba analizando el tema.
Opinó que Minmetals es una empresa importante, pero Codelco es mucho más importante que Minmetals, por lo que no entiende las timideces de Codelco. Recordó el caso de República Dominicana, y la concesión que entregó a Placer Dome del yacimiento de oro Pueblo Viejo y el aumento sorpresivo del precio que originó una renegociación.

En relación a la presentación realizada por la Fesuc, observó que según esa entidad gremial los excedentes que generarían Salvador y Gaby, antes de deducir los resultados de las operaciones a futuro, serían US$4.000 millones. Sin embargo, corrigió que esa cifra llegaría a US$7.500 millones.

Asimismo, la FESUC mencionó que Minmetals se podría haber beneficiado de las ventas a futuro hechas por Codelco. Como Codelco deja de ganar US$4.500 millones por las ventas a futuro de Gaby y Salvador, FESUC insinuó que al otro lado podría estar Minmetals, lo que es imposible por dos motivos. Primero, porque las contrapartes de Codelco están bien identificadas y entre ellas no está Minmetals. Son once contrapartes que tiene Codelco y lo más importante es que Copper Partners vendió a futuro, del 2006 hasta junio del 2011, y sería altamente inconsistente que Minmetals estuviera comprando a futuro. Y segundo pues la FESUC afirmó que Codelco habría resignado desde el principio US$1.600 millones, lo que demostraría mediante un gráfico que compara los precios pronosticados desde el 2006 por Brook Hunt, que hoy se llama grupo Wood Mackenzie, versus lo que ellos llaman precios aceptados por Codelco. Sin embargo, afirmó que aunque lo de Brook Hunt está correcto, lo de Codelco está pésimo, pues se equivocaron al calcular el precio que Codelco está cobrando a Copper Partners, porque no tomaron en cuenta los cuatro componentes que tiene ese precio. Con ellos la curva mostrada subiría por encima de la de Brook Hunt y si además se le agregan los dividendos que Codelco obtiene de Cupic o Copper Partners, la curva de Codelco sube absolutamente.

NICOLÁS EYZAGUIRRE, EX MINISTRO DE HACIENDA Y EX MIEMBRO DEL DIRECTORIO DE CODELCO

Responsabilidad del Directorio de Codelco.

Relató que cuando terminaba su gestión como ministro de Hacienda presentó un proyecto de ley para cambiar el gobierno corporativo, que, desgraciadamente, no fue acogido, y que afectaba no solo a Codelco, sino a todas las empresas públicas, dado que la gobernanza de esas entidades podía ser mejorada. 

Recordó que cuando le correspondió estar en el directorio de Codelco, en su calidad de ministro de Hacienda, la estructura de toma de decisiones era tal, que al directorio le correspondía solo la supervigilancia y conducción superior de la empresa, es decir, definir los grandes lineamientos que daban dirección a la empresa y sus objetivos estratégicos. Observó que ese modelo era muy diferente a la gobernanza que tenía una sociedad anónima, y que es el actual modelo de gobierno de Codelco, donde los directores tienen un control directo sobre todas las operaciones. 

Reiteró que los directores de esa época solo tenían por prerrogativa establecer las políticas y directrices generales de la corporación, pues la administración propiamente tal y todas las cuestiones que hoy residen en el directorio, le correspondían al presidente ejecutivo y a los gerentes de área. Por lo tanto, subrayó, el directorio no conocía detalles de operación, sino solo a título enteramente referencial y como parte de esos lineamientos generales.

Por lo anterior, advirtió que se puede decir que para todos los fines prácticos, los directores no eran responsables de nada, toda vez que la responsabilidad recaía enteramente sobre la presidencia ejecutiva, y la cuestión relevante era determinar adecuados mecanismos de control sobre la gestión, que fue lo que posteriormente cambió la ley.

Constitución de Cupic en Bermudas.

En esta materia aseguró que Codelco ya contaba con una filial en Bermudas y que durante la discusión en el Directorio se informó, sin discusión alguna, que para establecer el joint venture con Minmetals se aprovecharía esa filial de Codelco. Recordó que entonces no se debatió respecto de las ventajas y desventajas, ni hubo referencia a conflictos u objeciones respecto de eventuales tratamientos tributarios, ni siquiera del asesor jurídico. La sede en Bermudas se informó como una opción que le había parecido, a Minmetals y a Codelco, como más conveniente para formar esta empresa Cupic.

Acotó que se ha enterado posteriormente que la razón de escoger Bermudas sería que ni los chinos querían tributar en Chile ni los chilenos tributar en China, y dado que ninguno de los dos países soberanos quería dejar sus impuestos en el otro, buscaron un territorio intermedio. 

Agregó que una segunda motivación para esa decisión fue que al haber en esta operación, junto con la venta de producción a futuro, una opción de compra del yacimiento Gaby, se introducía mucho ruido interno en la compañía y, por ello, era preferible para conseguir mayor fluidez hacer el joint venture en Bermudas.

Observó en esta temática que la objeción que hacen la OCDE y el Fondo Monetario a los paraísos fiscales se debe a que si las empresas se ubican en ellos, pueden hacer su contabilidad opaca al país de origen y, eventualmente, caer en elusión tributaria. Advirtió seguidamente que eso no sucede con una empresa pública china, como Minmetals, respecto del servicio tributario chino, o con una empresa pública chilena, como Codelco, respecto del Servicio de Impuestos Internos, habida cuenta de que las empresas públicas deben, por obligación legal, disponer de balances completamente transparentados. Agregó que menos aún podría ocasionarse un perjuicio fiscal pues lo que no figure como renta para efectos tributarios, lo hará como utilidad después de este impuesto, las que también son remitidas íntegramente al Fisco, según la ley de Codelco. Por lo anterior, subrayó, no hay efecto fiscal alguno. 

Insistió en señalar que todos esos detalles los ha recabado con posterioridad a los hechos, por cuanto, en su carácter de director de Codelco y responsable de la constitución superior de la empresa, no dispuso entonces con detalle alguno de la operación.

Reseñó que solo el representante de los trabajadores objetó que el contrato se suscribiera fuera de Chile, porque lo estimaban como un primer paso hacia una eventual apertura de la empresa a capitales extranjeros o privados.

Evaluación de las operaciones de venta a futuro.

Explicó que una de las condiciones básicas cuando se realiza análisis de conveniencia de proyectos es comparar una alternativa con otras que estén disponibles y no contra construcciones teóricas inalcanzables. A lo anterior agregó que cuando se efectúa un análisis de un proyecto, se considera tanto su costo como sus beneficios, y si sus beneficios menos sus costos son mejores que cualquier alternativa, se opta por esa solución, lo que no significa que las soluciones no tengan costos, sino que simplemente el neto de beneficio menos costos es mejor que las otras alternativas.

Refiriendo las alternativas que tenía Codelco en ese momento, recordó que la empresa necesitaba financiamiento, particularmente para inversión en la mina Gabriela Mistral, o Gaby. En ese momento la compañía había sido alertada por la clasificadora de riesgos Standard & Poor's, que su grado de endeudamiento se acercaba a niveles que podrían ocasionarle una revisión de su clasificación de riesgos. Manifestó que hay que ponerse en la situación de la época, pues Chile había logrado durante el mandato del Presidente Lagos mantener el riesgo-país de manera extraordinariamente bajo, lo que explicó que durante las turbulencias mundiales de 2001 y 2002, el país continuará creciendo a cifras, si bien más moderadas, claramente positivas, mientras que el conjunto de países latinoamericanos colapsó ante la fuerte turbulencia de los mercados financieros internacionales y los distintos shocks sobrevinientes, tales como la gripe aviar, la burbuja tecnológica en Estados Unidos en el Nasdaq y el ataque a las torres gemelas. 

Por lo tanto, advirtió, mantener el normal desempeño de la economía chilena dependía críticamente de mantener el riesgo-país bajo raya, que era lo que no habían logrado Brasil, Uruguay, Perú, Argentina, entre otros, que habían visto en esa misma época completamente seco su financiamiento externo. Afirmó que ante ello era temerario seguir endeudando a Codelco, no solo porque le subía el costo del crédito, sino porque un incremento de riesgo tendría un efecto inmediato sobre el riesgo de todas las empresas privadas y sobre el riesgo soberano, pues Codelco es suficientemente grande como para contaminar al resto de la economía. 

Ante ese escenario, y como ministro de Hacienda, decidió descartar el financiamiento de Codelco a través de mayor endeudamiento, por representar una vía claramente temeraria. 

Así, explicó, el proyecto Gaby no podía ser financiado con deuda, y aunque otra alternativa era que el Estado hubiese capitalizado a Codelco, era una cuestión que no estaba dentro de las posibilidades económicas de la época.

Agregó que una tercera posibilidad era que Codelco se hubiera abierto a capital privado, lo que significaba, en la práctica, vender para siempre una parte de la producción de Codelco, equivalente al porcentaje de la propiedad que se privatizara. En esta materia explicó que, desde la perspectiva financiera, si se abre una empresa productora a la bolsa, se obtendrá por las acciones lo que el mercado estime que es el precio de ese bien. Por lo tanto, precisó, haber abierto Codelco en esa época, hubiese significado vender las acciones cuando el precio era de US$90 centavos. Estimó que bajo esta alternativa, las pérdidas, entendidas como la menor utilidad de Codelco al abrirse a la bolsa con el valor de las acciones correspondiente al precio de la época, hubiesen sido varias veces superiores a lo que hoy se investiga.

En consecuencia, argumentó, descartada la deuda y la privatización de un paquete accionario o de una parte del control de Codelco, quedaban muy pocas alternativas. Acotó que es clásico y algo absolutamente habitual en empresas de este tipo que para desarrollar proyectos se recurra a lo que se llama financiamiento de proyectos o projects financing. Explicó que cuando una empresa tiene un proyecto muy interesante que desarrollar, pero no cuenta con acceso al financiamiento bancario, porque los dueños no tienen suficientes garantías, el project financing logra obtener un préstamo para desarrollarlo sobre la base de colateralizar esa deuda con el producto de las ventas futuras. Así, precisó, se hipotecan las ventas futuras. 

Relató que en el directorio de Codelco se analizaron entonces tres posibilidades: contraer deuda, emitir acciones, modalidades ambas conocidas como copper link financing (financiamiento ligado al cobre); y una operación con Minmetals que correspondía a vender producción futura a Cupic y que un banco de China le pagara a Cupic US$500 millones por adelantado. 

Aseveró que de las tres alternativas de financiamiento, la que entregaba el menor costo era esta última. Aclaró que todas las alternativas, denominadas como cuasicapital o capital, esto es, obtener los recursos sobre la base de ventas futuras, obtener los recursos sobre la base de privatizar una parte de la compañía u obtener los recursos sobre la base de un convenio con Minmetals, presentaban la misma estructura de riesgo. Si el proyecto terminaba teniendo una rentabilidad igual a la que se pronosticó cuando se hizo el financiamiento, el costo de ese financiamiento sería relativamente similar o algo por encima de un financiamiento de deuda bancaria. Si la rentabilidad del proyecto terminaba siendo muy superior, el costo de ese financiamiento terminaría siendo muy superior al de una deuda bancaria. Pero si la rentabilidad del proyecto terminaba siendo mucho más baja de lo pronosticado, la operación de financiamiento terminaría siendo mucho más barata. Esa, aseveró, es una clásica estructura de compartición de riesgo.

Destacó que si finalmente los precios del cobre terminaron mucho más altos de lo dispuesto en las ventas a futuro, ello significó que Codelco ganara menos dinero con Gaby del que habría ganado si lo hubiera financiado con deuda, pero, recalcó, el financiamiento con deuda no estaba disponible. Manifestó que, incluso sabiendo lo que sabemos hoy, la mejor alternativa financiera en ese momento era la que efectivamente se tomó. 

Reconoció que se trató de un mal negocio, en relación al que habría resultado si el Ministerio de Hacienda, en ese momento, hubiese capitalizado o autorizado endeudamiento, pero el problema es que los riegos asociados a esas otras alternativas eran enormes. Recordó que durante los años 2004-2005, todavía el riesgo país promedio de América Latina se encontraba muy alto, y en el súper ciclo de los commodities de 2006-2007, todavía se percibía como una recuperación nerviosa. Por ello, aseguró que no se arrepiente en lo absoluto de haber sido muy conservador en la materia. Insistió en que no se habría justificado esa actitud, sí solo si también Standard & Poor´s y todo el mundo hubiera afirmado que el precio sería de US$ 3 y US$ 4. Pero cuando en los mercados todo el mundo tiene consenso de que los precios subirán a futuro, entonces suben inmediatamente. 

Aseguró que si ese hubiese sido el caso, obviamente que Standard & Poor´s no solo no habría amenazado a Codelco con hacerle rebaja a la clasificación, sino que la habría subido y la empresa habría podido endeudarse sin ningún problema. Pero eso no pasó, pues todo el mundo creía que el precio de US$1,10 y US$1,20 eran transitorios y se regresaría a US$ 1 o US$ 90 centavos. Por lo tanto, concluyó, en ese momento no había otra alternativa, salvo que el Estado capitalizara, lo que era riesgoso desde el punto de vista fiscal y de riesgo país, porque representaba una operación bajo la línea, es decir, no aparece en la contabilidad del déficit fiscal. Acotó que en aquel entonces la cantidad de países que cayeron víctima de un ataque especulativo de los mercados internacionales por operaciones bajo la línea es larga: Tailandia, Corea, Indonesia, Rusia, Sudáfrica y Brasil. Era una operación extraordinariamente temeraria. 

Aseveró que la alternativa adoptaba significó ganar mucho dinero, porque Gaby ha ganado mucho dinero. 
Renegociación del contrato Cupic.

Respecto de la renegociación con China, manifestó que aunque no es un experto legal internacional y desconoce la redacción de las cláusulas del contrato, ha escuchado muchas veces que cuando las circunstancias de un contrato cambian mucho, existe una suerte de opt-out clause, o cláusula para salirse. Indicó que aquello lo ha conocido en muchos contratos de bonos, pero insistió en que desconocía las condiciones de salida existentes en esta negociación particular.

Manifestó que, en cualquier caso, si continúan estas ventas a futuro con perjuicio para Codelco y beneficio para Minmetals, como consejero de Chile apuntaría a buscar lo que se llama una cláusula de win-win, típica de una negociación de deuda externa, y que consiste en que habida cuenta de que la contraparte tiene una acreencia sobre Codelco, pero que los recursos son muy excedentarios, se generen caminos para algún tipo de proyecto en conjunto, en que Chile tenga valor y China aporte parcialmente con la renegociación de este contrato. De esa manera, si se genera valor, aunque no se pueda obtener su totalidad, se consigue un porcentaje que hoy no existe. 

Plazo del contrato.

Refirió que cuando se informó al directorio de las distintas alternativas de financiamiento, no recuerda que hubiera detallado por cuántos años era la venta.

Explicó que las toneladas vendidas a Cupic correspondían a menos de la mitad de la producción de Gaby, pero Cupic a su vez era mitad de Minmetals y mitad de Codelco, y la mitad de Codelco se le vendía a Cupic a un precio prepactado, pero Cupic vendía a precio de mercado. Por lo tanto, indicó, después de todas las cuestiones lo que de verdad estaba vendiendo Gaby era un cuarto. Codelco era un cuarto de la producción de Gaby, pues vendían la mitad en toneladas, pero de esa mitad, la mitad era de Codelco. 

Entonces, dado que la cantidad de toneladas eran relativamente bajas, porque era solo un cuarto, para reunir una cantidad suficiente de dinero que le permitiera hacer la inversión debía venderse muchos años de producción. 

Explicó que las proyecciones, lo que se llama el horizonte de proyección o el arco de proyección, se abren más hacia el futuro, porque se sabe menos del futuro y, por lo tanto, los riesgos de que fuera mucho más alto, pero también mucho más bajo, son mayores, pero no claramente el valor medio. Por lo tanto, agregó, no es tan claro que haber vendido menos producción por más tiempo fuera peor que vender más producción por menos tiempo. Aseguró que, sin duda, es un punto opinable. 

Insistió en no es claro que vender a 15 años tenga un mayor riesgo que vender a plazos relativamente más breves. De hecho, argumentó, la compra un papel del Banco Central a 20 años, se diría que es más riesgosa que comprar uno a tres años, porque el precio del primero va a cambiar todas las veces que cambie la tasa de interés durante los 20 años y, por tanto, se modificará muchas más veces. Pero, agregó, hay ventajas y desventajas, pues de lo contrario existiría solo un tipo de papel. Puntualizó que, haciendo cálculos ex post, si Codelco hubiese vendido una mayor cantidad de tonelaje pero solo a cuatro años, cuando el precio del cobre estuvo a US$4,5, las pérdidas hubiesen sido mayores que las que están produciéndose ahora. 

Explicó que la razón por la cual Codelco no hace estas operaciones a futuro tan largas es completamente distinta. Si se analiza la trayectoria de los precios del cobre, el año 2003, los valores estaban en torno a US$ 1, pero con una oscilación relativamente pequeña. Desde este cambio estructural, en cambio, que ocurre a partir del año 2005, la oscilación de los pecios del cobre ha sido mayúscula, llegando hasta US$ 4 y, cuando vino la crisis de Lima Brothers, retrocediendo hasta US$ 1,5 para después volver a US$4. 

En consecuencia, afirmó que el riesgo de vender a futuro es mucho mayor cuando el comportamiento de un precio es más volátil que cuando es menos volátil. Así, la razón por la cual hoy no se hacen operaciones a futuro no es una cuestión de prudencia, sino porque la rentabilidad o el riesgo de hacer operaciones a futuro, cuando el mercado es tan volátil, es mucho mayor que cuando el mercado no lo es. Estimó que si tuviéramos un período largo de estabilidad de precios del cobre, volvería a haber operaciones a futuro. 

Responsabilidad del ministro de Hacienda.

Señaló que en el directorio había también un representante de las Fuerzas Armadas, y ambos tenían la misma estructura de incentivos, pues el fisco y las Fuerzas Armadas se financian en parte por Codelco. Por ello ambos directores evaluaban que las decisiones de Codelco apuntaran a aumentar la producción y el valor de la compañía. Y con la información que se tenía en ese entonces la presentada era la mejor alternativa. 

Detalló que desde el punto de vista de Codelco, la mejor opción de financiar Gaby era mediante deuda, pero aunque el riesgo a la empresa le hubiera subido solo algunos Pibs, la responsabilidad de un ministro de hacienda era evitar que esos Pibs también se hubieran elevado a todo el resto de las empresas y al riesgo Soberano. Por eso, subrayó, se opuso al financiamiento con deuda, en tanto se afectaba la credibilidad de los mercados. Ejemplificó que Uruguay, a comienzos de 2000, tenía un riesgo país de 300 puntos bases, como producto de circunstancias que ocurrieron por la caída de Brasil y de Argentina; pero a los doce meses tenía un riesgo de 2.000 puntos base, y una recesión muy fuerte. 

Entonces, insistió, un ministro de Hacienda responsable no hubiera autorizado ninguna fórmula de endeudamiento. Remarcó que ni Andrés Velasco, ni Felipe Larraín, ni Alberto Arenas se la habría dado en esas condiciones. Por ello, concluyó, las opciones restantes eran cuasicapital o capital, que es apertura, y dentro de ellas la escogida era claramente la más barata. 
VII. EJES TEMÁTICOS.

CONTRATOS A FUTURO

13. OSCAR LANDERRETCHE MORENO, PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

Afirmó que existen tres principales bolsas en las cuales se transan instrumentos relacionados con productos mineros en el mundo, que, en orden de importancia son la Bolsa de Metales de Londres (BML), la Bolsa de Shanghai (SHFEX) y la Bolsa de Nueva York (COMEX). Sin embargo, precisó, la Bolsa referencial es la de Metales de Londres.

Precisó que, en la actualidad, la Bolsa de Metales de Londres tiene contratos a futuro y contratos spot (precio contado y entrega inmediata). Los contratos que tienen precios a futuro son a tres meses, a diciembre del año en curso, a diciembre del próximo año y a diciembre del año subsiguiente.

Observó que hasta el 2 de abril de 2012 los contratos eran a 3, a 15 y a 27 meses, procedimiento que se cambió por la modalidad de concertarlos siempre a diciembre, debido a que en la Bolsa notaron que era el plazo de mayor recurrencia entre las compañías.

Asimismo, destacó que la Bolsa ofrece la posibilidad de realizar transacciones hasta por un plazo de 10 años, pero la mayor parte de los contratos corresponden a tres meses o a diciembre de cada año.

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



A partir del gráfico superior, recordó que se produjo una fuerte alza en el precio del cobre en el período 2005 y 2006, en que se partió con precios spot de US$150 centavos la libra hasta llegar a US$350 centavos la libra. Las líneas que salen de cada punto corresponden a los precios proyectados de acuerdo con los contratos futuros. Ejemplificó que en septiembre de 2005 se observa un precio spot del cobre del orden de US$170 centavos la libra. Si se considera el contrato a tres meses es un poco más bajo, esto es, alrededor de US$160 centavos la libra. Sin embargo, si la opción es por 15 meses, el valor está por debajo de los US$150, probablemente cercano a los US$130 centavos la libra.

A continuación mostró cifras desde marzo del 2005 a marzo del 2006, en cuyo gráfico la línea roja corresponde a los contratos inmediatos, es decir, de precios spot. Se pueden también observar las trayectorias de los precios a futuro a 3, 15 y 27 meses, que corresponden a la etapa previa al cambio de modalidad de contrato de diciembre a diciembre.

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



En este gráfico hizo notar que el precio siempre está retornando, es decir, el valor predictivo de esos contratos a futuro es relativamente bajo en este período, lo que lo hace regresar a la media y lo constituye como un fenómeno que generalmente observamos en los contratos a futuro.

Presentó luego una lámina en que observó un período justamente al revés, con contratos spot desde marzo de 2013 hasta junio de 2014, y que evidencian el período de caída de precio. Precisó que las curvas de precio de contratos a futuro son casi planas, pero con una leve tendencia al alza.
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Agregó que, en general, los mercados a futuro tienden a estabilizar el precio y, de algún modo, a ir en contra de la tendencia, que es parte de la valoración y del sentido que tienen esos contratos para los clientes que los usan. Afirmó que es importante señalar que el fenómeno que ocurre con los contratos a futuro no es algo específico a la minería, sino que es similar a lo que ocurre con otros commodities.

Definió un contrato a futuro de cobre como la venta o compra de una determinada cantidad en una fecha futura, a un precio futuro de mercado establecido de antemano.

Entre las razones para realizar un contrato a futuro señaló que el precio del cobre presenta una elevada volatilidad; asimismo, el tipo de divisas es algo muy volátil, por lo que los productores, consumidores y comerciantes de cobre que dependen de cualquiera de estos precios, están muy expuestos a esa volatilidad. Es decir, puntualizó, un movimiento repentino del cobre incide también en sus insumos clave y eso puede generar enormes ganancias, pero por sobre todo enormes pérdidas al no disponer de alguna compensación. En general, agregó, este tipo de agentes puede realizar operaciones de futuros buscando protegerse del riesgo derivado de las fluctuaciones desfavorables del precio, procedimiento que se denomina operación de cobertura o hedging.

Puntualizó que otra razón para realizar un contrato de futuro es la especulación, destinada a observarlos y a arbitrarlos, es decir, tomar contratos, vender o comprarlos, de modo de aprovechar las diferencias de precio y obtener alguna ganancia. Básicamente, estos especuladores buscan beneficiarse en la medida en que haya discrepancias entre los precios que se están transando estos futuros y las expectativas que existen sobre ellos. Por lo general, afirmó, cuando hay noticias importantes que afectan los prospectos futuros del cobre, se generan ciclos especulativos, en los que los especuladores esperan obtener ganancias.

Continuó señalando que existen dos tipos de operaciones de futuros completamente distintas. Una es la llamada operación estructurada, esto es, un instrumento con una estructura determinada por la Bolsa de Metales en que se transa, de modo que todos los contratos sean similares y se pueden transar entre ellos generándose un negocio atractivo para los inversionistas. 

También existen las operaciones no estructuradas, que ocurren fuera de la Bolsa, y que se denominan over the counter, (OTC o “sobre el mostrador”). Básicamente, aclaró, significa que si existen personas que tienen requerimientos peculiares de cobertura, y no les sirve la opción estructurada, esas operaciones se hacen over the counter y son no estructuradas.

Acotó que los datos que existen respecto de las operaciones estructuradas son bastantes transparentes, y contienen los precios convenidos. Pero aquellas over the counter son más difíciles de conocer y, a veces, se pueden determinar por las características de las empresas, aunque existen algunas en las que, derechamente, no es posible saber cuántas de esas operaciones se están haciendo por lo que, aseguró, deben cuidarse las afirmaciones temerarias sobre este mercado, como que no existe o que es muy pequeño, pues ello no es tan evidente. Ejemplificó lo anterior recordando que la crisis subprime tuvo mucho que ver con este tipo de operaciones, que nadie sabía que existían o se pensaba que eran poco profundas pero, al final, resultó ser lo contrario. Todas las crisis financieras, aseveró, parten en este tipo de operaciones, over the counter, pues, en general, los mercados estructurados son bastante sanos. 

Tras presentar un ejemplo de la operación de este tipo de contrato, señaló que al hacer una operación de futuro se está comprando un seguro, pero no tiene la misma connotación de un mercado de seguros, en el cual se sabe exactamente cuál es la prima que se paga, sino que la ganancia o pérdida asociada a la operación se realiza ex post.

Así, continuó, el principal beneficio de las operaciones de venta en mercados de futuros es la eliminación del riesgo asociado a cambios desfavorables en el precio. Sin embargo, advirtió, estas operaciones involucran algunos costos básicos, pues se hacen con corredores de Bolsa, con un pago por lote al mes y un costo operativo por comisión de los corredores.

Un segundo costo asociado es la necesidad de mantener garantías en línea con el nivel de exposición de la operación, provocando que secongele cierto tipo de activos. Eso ocurre en todos los tipos de operaciones financieras en general, y también en esta. 

Sin embargo, agregó, el costo más importante desde la perspectiva de un productor puede ser el hecho de no participar en ganancias derivadas de eventuales alzas de precios de cobre, por sobre la cotización fijada de antemano.

En el caso de Codelco, aclaró que la empresa opera a través de brokers con transacciones over the counter, pero las realizadas han sido operaciones extremadamente pequeñas. 

Entre las razones para efectuar coberturas identificó:

Evitar el riesgo de quiebra/vulnerabilidad ante la caída momentánea del precio. En general, sostuvo, lo hacen compañías que están entre el tercer y cuarto cuartil de costos, que no es el caso de Codelco. Son compañías que están en un momento muy crítico, de manera que si el precio les afecta, podrían quebrar. 

Fijar precios altos de anticipación a una caída del mismo. Esta condición, aseguró, conlleva un problema pues supone la capacidad de predecir los precios, por lo que es difícil sostener estas predicciones en el tiempo. Observó que si algo ha demostrado el precio en general de los activos y de todas las categorías, pero en particular los futuros y en los mercados de commodities, es su alta volatilidad y dificultad de predicción. 

Requerimiento contractual de acreedores, como en el caso, ejemplificó, en que una persona solicita dinero y quien hace el préstamo lo condiciona a que se cubra contra los riesgos de precio. Ello, agregó, es muy frecuente entre los agricultores, a quienes se les presta fondos para inversiones importantes, pero se les exige coberturas cambiarias. Sin embargo, aclaró, no es la realidad de Codelco.

Plan de negocios depende críticamente de la materialización de los precios esperados, es decir, cubrirse ante eventuales cambios de precios que afecten la rentabilidad del negocio. Tampoco, aseguró, es el caso de Codelco

Entre las razones para no efectuar coberturas señaló:

El accionista o dueño normalmente está en mejor posición de gestionar el riesgo del precio del cobre en función de sus objetivos. 

Cubrir el riesgo precio no es lo mismo que cubrir el riesgo flujo de fondos, pues si el precio del cobre fluctúa, puede asegurarse contra esto, pero los costos también se mueven. Entonces, ejemplificó, podría suceder que se asegure frente a uno y no frente al otro, y finalmente no es evidente que esté reduciendo el riesgo. Porque en el mercado del cobre, el precio y los costos tienen una cierta correlación desfasada, pero una tendencia en el tiempo. Esto significa, agregó, que hay una cierta relación entre precio y costo, pues si se elimina uno, el otro sigue subiendo o bajando. Así, cubrir el riesgo de precios no es lo mismo que cubrir el riesgo de flujo de fondos y, por lo tanto, sigue habiendo incertidumbre en la evolución de los costos. 

Costos de transacción no son menores. En los contratos de counter suele ocurrir que no sean menores los costos de transacción asociados. 
14. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Reseñó que los contratos de futuro, tal como los conocemos hoy, existen hace 150 años. Se crearon a mediados del siglo XIX en los Estados Unidos para productos agrícolas y en el siglo XX se incorporaron los metales a estos mercados.

Agregó que los protagonistas en los mercados de futuro son, por un lado, quienes quieren cubrir sus riesgos o hedgers, que hacen sus coberturas con respaldo físico; y por otro lado, los inversionistas financieros o especuladores, que hacen sus coberturas sin respaldo físico. Estos últimos, observó, al no tener un respaldo físico, pueden ganar o perder como consecuencia de sus operaciones de cobertura, al revés de los hedgers, que fijan un precio por las coberturas y las ventas físicas, el cual no cambia, cualquiera sea el mercado que aparezca, meses o años después.

Detalló que en la minería los mercados de futuro son utilizados intensamente por productores, refinadores, consumidores y comerciantes de cobre físico y de otros metales. Estos actores los usan tanto para acomodar sus ventas y compras a su política comercial, cuando así se requiera, como para cubrir riesgos de precio. Respecto de estos últimos, señaló que los productores fijan precios de futuro persiguiendo tres objetivos. 

Para proyectos específicos de producción de cobre, cuya sustentabilidad solo es posible asegurarla mediante una protección de precios por un período determinado. Se usa para partir con un proyecto.

Para tomar oportunidades de precios considerados altos, asegurando flujos de caja. Una empresa que en cualquier momento le parece que hay un precio a futuro bueno y lo toma. 

Para asegurar flujos de empresas adquiridas y proyectos que se encaren con un fuerte apalancamiento financiero. En este caso, las entidades financieras que proveen los recursos para estos proyectos exigen que se hagan ventas a futuro para asegurar precios y flujos de caja, y así resguardar el pago del préstamo. 

Aseguró que estas operaciones no solo las realizan habitualmente la mediana y gran minería en Chile y en el extranjero, sino también empresas del rubro energético, agrícola y, en general, todas aquellas que quieren disminuir sus riesgos a variaciones en los precios de los commodities, en las tasas de interés, en la tasa de cambio, etc.

Aclaró que estas operaciones no son especulativas para quienes tienen el respaldo físico de las cantidades que fijan. Muy por el contrario, lo que se busca es evitar la especulación al dejar los precios sujetos a los vaivenes del mercado. Esta es la razón por la cual existen estos instrumentos o derivados, ya que de otra forma nunca se habrían creado o ya habrían desaparecido.

Insistió en que cuando se hace una venta a futuro con respaldo físico, el precio queda fijado, independiente de cómo se muevan los precios de mercado al vencimiento de esto.

Puntualizó luego que cuando se hacen estas operaciones es muy importante definir, de manera clara, el objetivo que se persigue y, como consecuencia de este, evaluar si dicho propósito se ha conseguido. Advirtió que lo que no forma parte de la esencia de estas operaciones es que si se consigue el objetivo propuesto y el mercado, a la fecha de maduración del derivado, se mueve de manera tal que habría sido más conveniente no haber hecho la operación, se cuestione su realización.

Lo anterior, argumentó, queda muy claro en los directorios de las empresas, y los resultados, cuando se fijan precios, al igual que en la política, son sin llorar.

Como un ejemplo práctico y muy reciente, mencionó las operaciones forward de dólar, realizadas por muchas empresas chilenas a fines del año pasado. Relató que entre octubre y noviembre, el dólar se movía alrededor de $480 con un pronóstico de continuidad o de baja para el año 2014, lo que ponía en riesgo la rentabilidad y continuidad futura de muchas empresas.

Por esos días se abrió una ventana que permitía fijar una tasa de cambio de, aproximadamente, $530 en promedio para todo este año, que ayudaba a asegurar márgenes a las empresas. Recordó que compañías agrícolas, mineras y muchas otras hicieron coberturas a futuro (forward) por sus dólares en cartera y los por recibir a este valor, de $530. Todo lo anterior, con el respaldo físico de los dólares, los que se vendían al momento de la maduración del forward, lo cual les permitió conseguir, finalmente, un valor de $530.

En realidad, precisó, la tasa de cambio durante este año se ha acercado, más en promedio, a los $560. Cabría preguntarse si alguien podría decir que la decisión que se tomó en su momento fue errada. O si se podría considerar lo anterior como una pérdida, a lo que debería responderse que por supuesto que no, pues si el dólar hubiera resultado por debajo de los $530, tampoco habría sido una ganancia para quienes fijaron precio, ya que si bien se habría obtenido una compensación al vencimiento del forward, se habrían liquidado los dólares físicos bajo este valor, llegándose al mismo resultado de los $530 por dólar.

En materia de argumentos usados por las empresas mineras internacionales para realizar operaciones de hedging o cobertura, citó los siguientes:

Phelps Dodge dice: “Usamos varias estrategias para administrar el riesgo del mercado, incluyendo instrumentos derivados para el precio de commodities, energía, tasas de interés y cambio de divisas. No utilizamos estos instrumentos con fines especulativos.”
Freeport (PD) dice: “De vez en cuando utilizamos contratos futuros y opciones financieras para establecer un precio mínimo (a las ventas).”
Barrick: “Creemos que los instrumentos derivados son un medio efectivo de administrar el riesgo. El uso de estos instrumentos es supervisado por el Comité Financiero del directorio.”
Anglo American: “Las coberturas estratégicas se realizan cada cierto tiempo con el fin de optimizar el valor de la producción.”
Tritton Resources: “Producto de la necesidad de asegurar el financiamiento de sus proyectos, la compañía tomó posiciones de cobertura mediante contratos de forwards de cobre y de moneda.”
Antofagasta plc: “El grupo usa instrumentos derivados para reducir la exposición al tipo de cambio, tasas de interés y movimientos en el precio… no con fines especulativos.”
New Crest, Australia: “El cambio en la posición negativa producto de la valorización de las posiciones (mark o market) está en línea con el significativo aumento de los precios. Dado que el libro de los hedge contempla posiciones abiertas de oro y cobre al año 2011 y 2007 respectivamente, el cálculo del valor de las posiciones toma en consideración un significativo periodo de tiempo”
Boliden: “Instrumentos de futuros son usados para hacer coberturas de la producción futura y el nivel de stock de la compañía. La política financiera de la compañía indica que este tipo de riesgo, asociado al manejo de stocks, sea normalizado.”
Quadra Minnig: “La compañía decidió tomar posiciones de hedge parta cubrir la totalidad de su stock y toda la producción que está comprometida para venta durante al año 2006. La política implementada es valorizar el libro de hedge (mark to market) a la fecha de reporte de sus estados financieros. Esto puede repercutir en un significativo aumento de los pasivos o activos relacionados a un instrumento derivado durante el año 2006 y el primer trimestre del 2007.”
En materia del monto de coberturas que se conocían a diciembre de 2006 (cuando habían subido los precios), y el monto que estas representan respecto de la producción anual de las empresas mineras, presentó un cuadro en que se precisó el porcentaje de cobertura que mantenía cada una de esas empresas respecto de su producción anual. Con esa información observó que Codelco, comparada con las otras empresas, tenía la posición más baja en términos de cobertura, con una posición del 10% de su producción anual, a diciembre de 2006. 


En el cuadro siguiente presentó los valores de cobertura en términos de tonelaje y precio que se hicieron en ese mismo período para empresas como Freeport, Phelps Dodge, BHP, Xstrata, Río Tinto, Anglo, Southern, KGHM, los polacos; Rao, Antofagasta; la brasilera CVRD, Barrick, Boliden y Tritton.

Resumen de coberturas en el mundo

8. Freeport/Phelps Dogde

220 mil TM a 0,95/2,0 


madurando en diciembre 2007

225 mil TM a 1,63


madurando diciembre 2007

331 mil TM a 0,95 put option

madurando diciembre 2007

Todo heredado de Phelps Dogde

9. BHP Billiton

2.900 TM a 2,35



probablemente expirada

222.000 TM a 1,94
operaciones con madurez entre 1 y 5 años a partir de junio 2005. Esta era la cantidad remanente a junio de 2007

10. Xstrata

49.750 TM a 1,25


no se sabe plazo. Noticia del 8 de agosto de 2005

11. Río Tinto

231.000 TM
fijación precio en el 2005, refinanciamiento proyecto Palabra

12. Anglo American

3.380 TM 



por mes, por tres años; empezando en enero 2006 a 1,16

Es producción de Mantos Blancos y representa el 45% de su producción anual.

Han hecho mucha fijación de precio en oro. Por ejemplo, a fines del 2005 fijaron precio para 10,8 millones de onzas madurando en distintos periodos hasta el 2015. El precio fijado es entre 310 y 403 dólares la onza. Al 31 de diciembre de 2006, la exposición negativa era de US$ 2.900 millones.

13. Southern

299.457 TM



hechas en 2005 a 1,63

384.500 TM



hechas en 2006 a 3,16

No hay información sobre el periodo que cubre cada fijación. Son cantidades importantes porque producción anual es de 592.000 TM.

14. KGHM

No hay información pero se sabe que hicieron coberturas para el 2006 y 2007 por 84.000 TM.

Por otro lado, se informa que el 34% de la producción del 2006 estaba cubierta lo que representa 189 mil TM.

La información es contradictoria pero es un hecho que han utilizado coberturas para el cobre. Parece ser que ahora último han usado estrictamente puts.

De esos datos concluyó que, en el período en cuestión, se hicieron muchas fijaciones con costos millonarios de cierre en esas posiciones. Ejemplificó que Century Aluminium cerró sus posiciones de aluminio en julio de 2008 con un costo de US$1.700 millones; Barrick cerró sus posiciones de oro con un costo de US$2.900 millones; Anglo Ashanti cerró posiciones de oro entre 2008 y 2010 con un costo de US$4.500 millones, a los cuales habría que agregar cierre de posiciones de cobre por US$500 millones. Cada una de estas empresas se planteó objetivos al momento de hacer fijaciones y evaluó, posteriormente, su cumplimiento de acuerdo a estos.

15. PABLO CABEZAS, DIRIGENTE DE LA FESUC CASA MATRIZ.

Comenzó su exposición señalando que es importante aclarar dos materias, a saber, el de especulación mediante mercados de futuro y el de los elementos a considerar en la evaluación de una estrategia de cobertura.

Operaciones CON Respaldo Físico v/s Operaciones SIN Respaldo Físico

	
	Operaciones CON respaldo
	Operaciones SIN respaldo

	Objetivo de la operación
	COBERTURA
	ESPECULATIVA

	Resultado
(caso negativo)
	Deja de ganar
	Tiene que PAGAR

	Genera flujo de fondos
	SIEMPRE son positivos
	- Positivo si precio de venta mayor al de mercado

- Negativo si precio de venta menor al de mercado


Indicó que un contrato a futuro, una venta a futuro por ejemplo, puede hacerse teniendo o no respaldo físico y ambas son operaciones distintas. Aclaró que en caso de contar con respaldo físico, el contrato a futuro asegura por anticipado el precio de venta de las unidades que se poseen, lo que convierte esa posición en una de cobertura, pues al fijar un precio se cubre ante las variabilidades futuras. Agregó que si al cierre de este contrato el precio prevaleciente en el mercado supera el precio establecido en el contrato, quien posee el bien deja de ganar.

Por el contrario, si se carece de respaldo físico, el contrato a futuro es una apuesta respecto del precio que prevalecerá en el mercado al momento de cierre del contrato, condición que convierte este contrato a futuro en una transacción especulativa. Observó que la única diferencia entre las dos posiciones es disponer o no del bien que se dice estar vendiendo, pero la lógica que hay detrás es completamente distinta.

En caso que al momento del cierre del contrato a futuro no se cuenta con respaldo físico y ocurre que el precio prevaleciente en el mercado supera al precio establecido en el contrato, quien está comprometido a entregar el bien y no lo posee tiene que pagar la diferencia entre el precio de mercado y el comprometido en la venta. 

Luego, concluyó, una operación de venta a futuro sin respaldo físico corre el riesgo de significar un desembolso o, en el mejor de los casos, una ganancia. Por eso recibe el nombre de posición especulativa.

Por otra parte, sostuvo que la evaluación de un contrato de venta de futuro es posible de realizar bajo dos miradas, las que no necesariamente resultan en respuestas concordantes.

· Medición del costo de la operación financiera. Así, en el caso de una venta de futuro con respaldo físico, como las que realizó Codelco, es posible determinar cuánto se dejó de ganar producto de la operación financiera. 

· Evaluación de la pertinencia de la operación, dado que es posible determinar si la operación fue pertinente, para lo que es necesario volver en el tiempo y tener una mirada de futuro con la información disponible al momento en que se tomó la decisión, de manera de dilucidar si los parámetros fueron pertinentemente fijados. Explicó que esta evaluación de la pertinencia de la operación tiene dos ángulos. Uno es evaluar el resultado de la operación, incluyendo los ingresos que se generaran gracias a la operación financiera. El otro, como segunda vertiente, es evaluar si los precios fijados, a la luz de la información disponible al momento del cierre de la operación, eran razonables.

16. ROBERTO SOUPER, EX VICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO

Manifestó que los contratos a futuro existen desde hace 150 años. Relató que se iniciaron en Estados Unidos con productos agrícolas, y en el siglo XX se incorporaron los metales, las tasas de interés y los tipos de cambio. Especificó que lo que se transa en ellos son commodities y, por lo tanto, los productos están claramente identificados y estandarizados. Los protagonistas de estos mercados son quienes buscan cubrir los riesgos de precio o hedgers, es decir, productores, consumidores y comerciantes, además de inversionistas financieros o especuladores. Precisó que los primeros cubren sus riesgos o los utilizan como instrumentos de flexibilización comercial y para cubrir riesgos de precio a futuro; mientras que los especuladores son los protagonistas esenciales de estos mercados, pues ellos toman los riesgos de comprar aquello de lo que se quiere deshacer el productor, consumidor y comerciante. 

Enfatizó que sin los especuladores no habría mercado a futuro. Es decir, siempre que haya alguien, como un productor que quiere vender o un consumidor que quiere comprar a futuro, habrá también alguien al otro lado, que estará dispuesto, a cierto precio, a tomar la posición, por lo que es el especulador quien toma el riesgo. Subrayó que eso es muy importante, porque los especuladores son muy maltratados, y con mucha razón muchas veces, pero en este caso el mercado lo hacen ellos.

Explicó que los instrumentos para realizar coberturas o protección de precios son las fijaciones de precios, las opciones de venta (put) o de compra (call), y las opciones Min-Max. Afirmó que estas opciones son carísimas, porque si hoy día se deseara comprar una opción para vender cobre a futuro a US$3 la libra, costaría una fortuna; por el contrario, si se deseara comprar una opción que sea a un US$1 la libra, eso no costaría nada.

En consecuencia, insistió, se fijan precios para asegurar un flujo atractivo de ingresos futuros de modo de hacer viable el proyecto, que es lo que hizo Codelco con Gaby, o para asegurar un ingreso de un activo que se adquiera.

17. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

Explicó que los futuros tratan de coberturas que son operaciones absolutamente normales, pues la industria las realiza en forma cotidiana, como una manera de ajustarse a los requerimientos de los clientes, que requieren períodos de pago más cortos o más largos. Agregó que los bancos o las compañías productorasacceden y se cubren inmediatamente del riesgo, haciendo una contraoperación. Son contratos que no tienen el carácter especulativo, sino que tienen un objetivo muy preciso y están respaldadas en cobre físico, nunca están en el aire. Insistió en que no son del tipo de operaciones que hizo Dávila, en su momento, sino que son absolutamente comerciales y, desde ese punto de vista, son absolutamente normales en el funcionamiento de la política comercial. De hecho, puntualizó que Codelco es una de las empresas que, en relación a su producción, tiene menor porcentaje de operaciones Hedge en la industria. Adelantó que, en particular, las operaciones de El Salvador, Gaby e incluso Minmetalsestán dentro del total, que asciende a alrededor de 10% de la producción de Codelco. Minmetals equivale al 3%. 

Observó que mucha gente piensa que hacer estas operaciones es especular. Pero la verdad es que se podría sostener que no hacer esas operaciones, en determinadas circunstancias, es especular. Es más, subrayó, todos los días estamos enfrentados a esas situaciones.

Codelco ha operado en esto por mucho tiempo. Es uno de los grandes operadores, por la ventaja que tiene por el tamaño de su producción y por su localización. Insistió en que Codelco es el principal exportador de cobre refinado y tiene una estructura internacional que apunta a aprovechar muy bien este negocio del hedge. Ejemplificó que si Codelco tiene una orden de compra en China de una mercadería que está yendo a Europa, y si se presenta una buena condición de precios, entonces cierra la operación en Europa, compra a un tercero y desvía la carga a China. 

18. CODELCO Y EL MERCADO DE FUTUROS

19. OSCAR LANDERRETCHE MORENO, PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

En esta materia afirmó que Codelco ha realizado dos tipos de operaciones en algún momento. Las primeras son operaciones de protección de precios, cuyo objetivo es fijar un flujo de caja por los ingresos de venta. Básicamente, la compañía respalda la producción a un precio estimativo. 

Las segundas, que todavía se realizan, son las llamadas operaciones de flexibilización comercial, que tienen por fin ajustar condiciones particulares de algunos contratos de venta, en torno a la cartera de productos de Codelco. Con esto se busca llevar el precio efectivo del contrato al referente, en este caso en venta de cátodos, al precio que corresponde al mes siguiente a la fecha del despacho físico en la Bolsa de Metales de Londres. 

A modo de ejemplo, presentó un cliente que en enero de 2014 le comunica a Codelco su deseo de comprar mil toneladas de cátodos de cobre, para determinar su precio (preciarlo) en marzo de 2014 y entregarlas en Shangai o en Indonesia, lugar en que se preciará, es decir, se pagará al precio al que arriba. 

El problema que tiene esa operación es que Codelco empieza a enviar esas mil toneladas antes, lo que genera un riesgo asociado al precio en la transición, en el despacho. Es decir, cuando se enviaron las toneladas métricas de cobre, puede haber tenido un precio muy distinto del que había cuando llegan, y como el precio del cobre suele ser bastante volátil, Codelco queda en ese momento expuesto. 

En consecuencia, la política general de comercialización de Codelco establece un plazo preferencial para ventas de M+1, que es la máxima exposición que se desea tener. Entonces, para satisfacer el pedido del cliente y cumplir con la política general de comercialización, la Corporación hace una operación de flexibilización comercial: vende al cliente el tonelaje físico solicitado con precio de marzo de M+2, es decir, le comunica al comprador que le venderá mil toneladas al precio que exista en dos meses más, y envía el cargamento con el cobre. Posteriormente compra, mediante contratos a futuro, mil toneladas a M+2, para poder despachar al mismo precio, y luego vende esa cantidad a M+1, con lo que recorta un mes en la exposición a volatilidad de precios. Entonces, gracias a esta operación, las transacciones a M+2 se compensan y la Corporación realiza efectivamente su venta a M+1.

Aseguró que la operación más común, debido a los tiempos de despacho, es entre uno o dos meses y en algunos casos muy excepcionales se llegan a tres meses. Por su parte, los costos asociados a estas operaciones son de cargo del comprador, es decir, es parte del servicio de despacho incluir esos costos. 

Refirió que el acta del Directorio de 9 de noviembre de 2010 señala que “El directorio, luego de analizar y discutir sobre la información expuesta, acuerda fijar como política no efectuar operaciones de protección de precios del cobre, especialmente en el entorno financiero-comercial actual.” 

Aseveró que esa es la política vigente del Directorio, pues no se efectúan operaciones de protección de precios del cobre, pero se realizan operaciones de flexibilización comercial, M+1 y M+2. 
Insistió en que la postura del Directorio completo, y en lo que no existe discrepancia, es que no se perciben razones para efectuar operaciones de protección de precios del cobre en Codelco, en estos momentos. 

Por otra parte, mencionó que los acuerdos de Directorio que autorizaron operaciones de protección de precios en el pasado fueron:

· Acuerdo N° 39/2005, de 9 de enero de 2006

· Acuerdo N° 21/2005, de 11 de julio de 2005

· Acuerdo N° 17/2007, de 19 de abril de 2007. 

Las coberturas de precios contratadas entre 2005 y 2012 fueron:

	Programa
	Producción 
	Precio del Cobre
	Período de ejecución
	Consideraciones del Directorio
	Pérdidas
Ex Post

	 
	TMF
	 US₵ /Lb
	 
	 
	US$ millones

	Salvador 1
	373.950
	117,6
	2006-2011
	“División Salvador muestra una escasez de reservas económicas y alto costo de sus operaciones mina-concentradora en los próximos cinco años”.

“El alto nivel de precios que alcanza el cobre en las bolsas de metales, permite buscar una alternativa de cobertura en la División Salvador a fin de asegurar un margen por el período de vida útil de sus reservas”
	 1.679,40

	Salvador 2
	39.600
	266,25
	2009-2010
	El acuerdo N°21/2005. “El alto nivel de precios que alcanza el cobre en las bolsas de metales permiten buscar alternativas de cobertura para una producción adicional de División Salvador”
	

	Gaby
	700.000
	138,5
	2008-2012
	“Las ventajas que presenta para la Corporación poner en marcha a la brevedad de la operación minera del Yacimiento Gaby”.
“La conveniente rentabilidad económica del proyecto al considerar cobertura de precios del cobre para los primeros cinco años de operación”.
	 2.983,90 

	Total
	1.113.550
	 
	 
	 
	4.663,30 


Afirmó que el total de pérdidas detectadas, que están disponibles en todos los balances de Codelco, es del orden de US$ 4.663 millones. 
Reiteró que la política del Directorio vigente es no hacer operaciones de protección de precios del cobre, lo que no significa que no se realizarán operaciones de flexibilización comercial, ya que se consideran necesarias. Afirmó luego que las ganancias y pérdidas que se producen en ese tipo de operaciones son muy pequeñas y marginales para la escala de Codelco. 

Manifestó que, a su parecer, el negocio de Codelco no incluye este tipo de operaciones financieras. 
20. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Recordó que a mediados de 2005 y principios de 2006 se podían realizar ventas a futuro para los siguientes seis a siete años, a precios ostensiblemente superiores a los pronósticos.

Por lo anterior, aseguró, el Directorio y la administración de la empresa decidieron aprovechar esta condición de mercado para evitar el cierre de Salvador, que por esos días parecía inminente, extendiendo su vida útil hasta 2011 y, también, para darle viabilidad al proyecto Gaby. 

Observó que con los objetivos anteriores, se autorizaron y ejecutaron las coberturas de precio, ahora cuestionadas por algunos.

Manifestó que, en el caso de Salvador, se fijaron en octubre de 2005, un total de 373.950 toneladas, cantidad que resultó ligeramente más baja que la producción física en ese período que alcanzó, aproximadamente, a 397.000 toneladas. Vale decir, agregó, las fijaciones tuvieron el ciento por ciento de respaldo en cobre físico, a un precio promedio de US$117,6 centavos por libra, con vencimientos entre 2006 y 2011. 

Indicó que el precio obtenido permitía cubrir los costos proyectados hasta 2011, año en que entonces se estimaba terminaría la explotación de sulfuros y la consecuente producción de concentrados. Lo anterior evitaba la paralización de Salvador y Potrerillos, con el costo social y financiero que esto habría significado. Para el período 2006 y 2011 se esperaba, además, intensificar actividades de exploración para encontrar recursos mineros que permitieran la continuidad rentable de esa División.

Precisó que, dada la historia de costos altos y crecientes de esa División y las proyecciones de precios, parecía prudente comprar esta suerte de seguro de precio con el claro objetivo de evitar la paralización.

21. RAÚL ÁLVAREZ, FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE (FTC).

Señaló que en los documentos publicados por la Federación en 1994 y 2005, hubo un pronunciamiento sobre esos temas, pues advirtió que aunque es fácil opinar después de ocurridos los hechos, lo importante es tener una opinión y una visión sobre los temas ex ante.

Aclaró que debe entenderse que Codelco opera en un mercado que es globalmente competitivo, lo que implica reconocer que no puede determinar el precio del cobre, salvo algunas influencias a corto plazo. Ejemplificó esa situación recordando que en 2002 Codelco aplicó un stock estratégico, cuando decidió no vender 200 mil toneladas; sin embargo, su influencia en el precio fue menor y acotada.

Insistió en que los productores enfrentan un precio internacional, lo que los hace tomadores y no formadores de precios, o sea, Codelco va al mercado y toma el precio que se va dando en el intercambio entre la oferta y la demanda. Por eso, agregó, es relevante tener presente que en la formación de precios es creciente el papel que juegan en el mundo los fondos de inversión.

Explicó que la formación de precios tiene dos grandes componentes: primero, los fundamentos del mercado, vale decir, la relación que existe entre el flujo del consumo y la producción, que también puede llamarse oferta y demanda. Ahí se determina el precio a largo plazo. Pero adicionó que también el precio del cobre está determinado por lo que hacen los fondos de inversión, pues en los últimos años los fondos de inversión han puesto en sus carteras de proyectos muchas posiciones en materias primas, por lo que juegan un papel muy relevante a la hora de definir el precio del cobre. Entonces, argumentó, nunca se sabe cuánto del precio de hoy está determinado por los fundamentos de largo plazo y cuánto está influido por los actores de corto plazo, que son los operadores de los fondos de inversión. De hecho, subrayó, la cantidad de operaciones que se transan en este mercado son muy superiores a las que se transan en el mercado físico. 

Continuó explicando que esa situación nos lleva a otro elemento, que es la dificultad para predecir la trayectoria del precio del cobre. Por lo tanto, concluyó, no podemos tener claridad respecto del flujo del consumo y producción para tener una mirada de largo plazo, si existen fuerzas especulativas y situaciones coyunturales que no se sabe cuánto influyen. Sostuvo que algunos piensan que hasta 30% del precio del cobre, pero insistió en que es muy difícil predecir el precio del cobre. 

Manifestó que ante ese escenario de riesgos de corto y largo plazo, la posición de la FTC ha sido que Codelco, en primer lugar, debe cuidar su participación de mercado, es decir, mantenerse como el primer productor de cobre, pero además debe cuidar su posición competitiva, porque ante una caída en el precio del cobre el principal resguardo o defensa que tiene Codelco es su posición en el primer o segundo cuartil de costo. Lógicamente, agregó, cuando el precio del cobre sube, aumenta la producción y surge una presión, porque hay sustitutos que emergen a mejores precios que el cobre, como el aluminio; y en ese contexto, el precio de nuevo tiende a la baja y se genera un nuevo equilibrio. Así, explicó, la manera que Codelco tiene de protegerse frente a estos riesgos de caída es manteniendo un costo bajo, pues cuando el precio cae, los primeros que quedan en situación crítica son los productores de alto costo. 
Afirmó que Codelco, basado en estas definiciones, participa en alrededor del 30% de la producción de cobre nacional y del orden de 9% de la producción mundial, por lo que es el primer productor de cobre en el mundo. Por ello, sostuvo que no se trata de un operador chico y lo que se esperaría es que un operador con las características de Codelco, vaya al mercado. Indicó que es muy raro que un operador que está en el primer lugar, realice fijaciones de precios, particularmente una empresa del Estado, porque en el caso de que le acertara, nadie lo premiará y si se equivoca, obviamente, tendrá una situación tremendamente compleja. Entonces, señaló, en ese contexto, la Federación de trabajadores siempre ha sido partidaria de que Codelco tenga el precio de mercado al momento de realizar sus ventas. Ese ha sido el principal argumento que la Federación sostuvo cuando se discutió el proyecto Gaby. Además, adicionó, porque hay otra situación relevante, cual es que el Estado de Chile diseñó para protegerse frente a las fluctuaciones de precios un fondo de estabilización, que es de larga data. Recordó que en Chile, las finanzas públicas dependen en gran medida del precio del cobre; y dado que este último es cíclico y volátil, el Estado de Chile, cuando el precio es alto, ahorra y crea un fondo de estabilización; y cuando el precio está bajo, recurre a ese fondo, para que las finanzas públicas estén equilibradas. Actualmente se denominan Fondos Soberanos, pero funcionan como el fondo de estabilización de precios del cobre conocido históricamente. 

Insistió en que eso es lo que hace o lo que debiera hacer Codelco. En el mercado es usual que los productores hagan uso de mecanismos de protección frente a potenciales bajas de precio del cobre. O sea, subrayó, no es una situación anómala, anormal, que los productores privados hagan uso de seguros de protección. Es una práctica usual en la industria. Pero, advirtió, la FTC nunca ha sido partidaria de que Codelco las haga, independientemente que en el mercado se realicen. 

La Federación ha planteado que, como política general, las únicas operaciones de futuro que la FTC respalda son las de flexibilización comercial. Explicó que en las ventas de cobre físico que realiza Codelco, no siempre coincide el momento de la venta, por ejemplo, en M+1. A veces, el comprador solicita el precio al recibir la producción y surge un desfase entre el momento en que se transa la operación comercial y en que el comprador recibe el cobre. Y dado que puede variar el precio del cobre entre el momento de la venta y la recepción de los embarques, Codelco hace uso de las coberturas de cobre físico para protegerse del riesgo de diferencia entre el M+1 y el M+3, el M de venta versus el M de recepción por parte del comprador. Subrayó que lo que se busca con esas operaciones es tener el precio de mercado y que no haya diferencias. Reiteró que la Federación respalda totalmente esa práctica, Codelco lo ha hecho históricamente y lo sigue haciendo, y es absolutamente correcto.

22. PABLO CABEZAS, DIRIGENTE DE LA FESUC CASA MATRIZ

En materia de futuros, refirió que Codelco negoció tres contratos:

	Contrato
	Fecha de firma
	Duración
	Tipo de precio
	Toneladas

	Codelco – CUPIC 
	Fines 2004
	2006 – 2020
	Semi variable
	836.250 

	Codelco (Salvador) 
	Mediados 2005
	2006 – 2011
	Fijo
	373.950 

	Codelco (Gaby) 
	Inicio 2006
	2008 – 2012
	Fijo
	700.000 


Codelco-Cupic. Aseguró que se trata de una venta que hizo Codelco a Cooper Partners Investment Company, conocido como Cupic, en la que Codelco comprometió la entrega de 55.750 toneladas anuales, por un período de 15 años, comenzando en 2006. El cobre comprometido en este contrato, que se contrajo a fines de 2004, proviene de la explotación de la División Gabriela Mistral. Agregó que el precio que recibe Codelco en este contrato es variable y se compone de tres conceptos; dos de ellos variables y uno fijo.

El primero, precisó, es un componente fijo del precio, equivalente a los US$550 millones que entrega Cupic a Codelco, prorrateados por las toneladas comprometidas a ser entregadas por Codelco durante la duración del contrato. 

Esos US$550 millones, dependiendo de cómo se evalúen y qué tasa de descuento se ocupe, significan para Codelco del orden de US$55,5 – US$53,5 centavos la libra. Subrayó que es una parte del precio que se paga por anticipado, lo que permite que no sea una deuda, sino un pago por anticipado que Codelco hace de su venta, lo que explica la razón de preferir este mecanismo. Reiteró que, en vez de pedir prestado US$550 millones y aumentar el ratio de deuda, se vende a futuro y se paga por adelantado el mismo monto. 

Adicionó que el segundo concepto de ese precio tiene que ver con un esquema de participación del precio de mercado.

	Precio efectivo de mercado
(c/lb)
	Participación del precio
(c/lb)

	60 – 85
	-5

	85 – 95
	0

	95 – 120
	5

	120 y más
	10


Así, señaló, dependiendo del precio final de mercado al momento de la entrega, el contrato corrige el precio que recibe Codelco al alza o a la baja en función de si ese precio es bueno o malo.

El tercer componente es la ganancia que significó para Codelco su participación en Cooper Partners Investment Company (Cupic), equivalente al 50% de los ingresos que esta última genera, y que es la diferencia entre el precio que recibe y los precios que anteriormente le ha entregado a Codelco.


[image: image22]
Codelco (Salvador). Manifestó que se trata de un contrato que compromete 373.950 toneladas de la producción de la División Salvador, vendidas a precios determinados a mediados de 2005. Precisó que se trata de un contrato que involucra ventas entre 2006 y 2011, a precios que van desde US$139 a US$105 centavos la libra. Son precios completa y absolutamente fijos al momento de firmar el contrato. Señaló desconocer la contraparte.

Codelco (Gaby) Indicó que es un contrato muy similar al anterior, a precios fijos, y que compromete 700.000 toneladas de la producción de Gabriela Mistral, a precios de 2006, que van desde US$157 a US$127 centavos la libra, entre 2008 y 2012. Señaló desconocer la contraparte.

23. ROBERTO SOUPER, EXVICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO.

Afirmó que los mercados a futuro son intensamente utilizados por los agentes de distintos mercados. En el caso de Codelco la vicepresidencia comercial lo utiliza para flexibilizar sus ventas. Ejemplificó que si un consumidor desea tener un envío de cátodos al mes subsiguiente, en vez de tenerlos el mes siguiente de embarque como dicta la política de Codelco, esta última lo acepta, pero a través de los mercados a futuro lo transforma en el mes siguiente, cobrándole lo que le cueste al consumidor. 

ESCENARIO DE PRECIOS EN EL MERCADO DEL COBRE EN 2005

24. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

Puntualizó que las dos operaciones que interesan en particular a esta Comisión Investigadora son las ventas a futuros para viabilizar Gaby y Salvador, las que calificó de operaciones especiales por el volumen que implican y porque no responden a la rutina diaria, pero ambas tienen la misma concepción.

Advirtió que debe tenerse presente cuál era la situación de mercado cuando se hicieron estas operaciones, pues resulta bastante simple sentarse 10 años después y afirmar que aquella fue una mala decisión, a la luz de las cosas que pasaron después.

Insistió en que es muy importante tener claro el contexto de la situación de mercado cuando se tomaron las decisiones. Recordó que en 2005 o 2006, todos los analistas apuntaban a un precio del cobre de corto plazo en torno a US$ 1 y a un precio de largo plazo también de US$ 1, sin perjuicio que en ese instante se estaban acelerando el aumento de precios de corto plazo y los precios del futuro. Pero se pensaba que este era un ciclo más de los muchos que caracterizaron el mercado del cobre durante las décadas de los 80 y 90. El precio del cobre estuvo parejo de un dólar la libra y con fluctuaciones de tipo cíclica. Indicó que en la medida en que bajaba el precio, aumentaba la producción y viceversa, condición que en la historia del cobre es una característica permanente.

Acotó que lo que nadie anticipó y de lo que nadie se dio cuenta en ese momento fue que lo que estaba pasando no era que estuviéramos en un ciclo de los normales, sino que estábamos entrando en lo que se ha llamado el superciclo, que significó en términos económicos trasladar la curva de demanda hacia la derecha. Enfatizó que no es un cambio a lo largo de la curva de demanda, sino que es un traslado de la curva, hubo un cambio estructural que tiene que ver con la irrupción de China en el mercado mundial, cuyos tremendos planes de inversión en infraestructura desajustaron todos los mercados, no solo el mercado de los metales, sino también en el de los equipos, amén de toda esta inflación de costo que sufrió la industria a partir de 2008 y que tiene que ver con este comprador que generó un exceso de demanda en los distintos mercados. Aseveró que allí no hubo vuelta atrás. El precio del cobre no bajó de US$3, y más bien, estará entre los US$3 y los US$4 de modo relativamente permanente. 

Estimaciones de precios futuros de Cobre 
(US$ por libra)

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



Insistió en que lo que tenemos es un cambio en el mercado tan profundo, que se produjo un nuevo piso por el efecto del traslado de la demanda, y sobre este piso empezó a generarse un nuevo ciclo. Pero un ciclo que debe moverse entre US$3 y US$ 4, y no entre US$ 60 centavos y US$1,20, que era el anterior. Recordó que un ministro de Economía afirmó que esta era una inflación de un segundo piso.

En concreto, concluyó, entre 2005 y 2006 todas las estimaciones con que se trabajaban estaban equivocadas. Eran de US$ 1, cuando estábamos viviendo un proceso que nadie anticipó. De hecho, Codelco evaluaba sus proyectos a un precio de US$ 90 centavos. Observó que si se revisa, por ejemplo, la auditoría que hizo Goldman Sachs al plan de negocios de desarrollo de Codelco, el PND 2006, se encontrará que se usa el precio de US$ 1 para evaluar la compañía.

25. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Relató que durante 2005 y 2006, todos los especialistas proyectaban precios del cobre para los siguientes cinco o seis años en torno a US$90 o US$100 centavos por libra. La explicación era que se estaba frente a uno más de los ciclos de precio del cobre y que estos deberían volver a sus valores promedio de los últimos años. Aseveró que esto queda de manifiesto al revisar los pronósticos de todos los expertos, dentro de los cuales se podría mencionar a los más respetados, como el CRU y Brook Hunt.

PRONOSTICOS DEL PRECIO DEL COBRE (c/lb)

Fecha del pronóstico: Julio 2005

 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

CRU 100 90 79 83 - - - 

Brook Hunt 116 102 92 81 94 101 - 
Fecha del pronóstico: Enero 2006

 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

CRU 
132 101 78 95 90 - -

Brook Hunt 155 110 96 92 88 90 109

Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda:

Fecha del pronóstico Julio 2005

Promedio 2005-2015 99 c/lb 

Fecha del pronóstico Agosto 2006

Promedio 2007-2017 121 c/lb

Manifestó que el CRU, en un pronóstico de julio de 2005, vaticinaba precios que variaban, en cuatro años, entre US$100 centavos, bajando hasta US$83 centavos. Por su parte, el Brook Hunt pronosticaba precios, en julio de 2005, para el 2000, en US$ 116, bajando a US$ 81 centavos, y después subiendo a US$ 101 centavos. Observó que en enero de 2006, el CRU subió su pronóstico a US$ 132 centavos para este año, bajando hasta US$ 90 centavos en los cinco años siguientes. El Brook Hunt, en US$ 155 centavos, bajando a US$ 109 centavos.

También reseñó que el Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda de esa época decía en julio de 2005 que el promedio entre 2005 y 2015 sería de US$99 centavos. En agosto de 2006, cuando ya se había iniciado la subida de precios, daba un promedio entre 2007 y 2017, de US$121 centavos por libra. Ese comité consultivo había pronosticado entre 2002 y 2005, precios de cobre promedio para el período hasta 2014, que no superaban los US$ 93 centavos. 

Concluyó, entonces, que basados en esos pronósticos de precio para el mediano y largo plazo, Codelco y la mayoría de las grandes empresas mineras internacionales evaluaron en ese período sus proyectos entre US$ 90 y US$ 100 centavos.

A mayor abundamiento, adicionó que en ese mismo período, Goldman Sacks auditó el plan de negocios y desarrollo de Codelco usando un precio de mediano y largo plazo de US$100 centavos por libra.

26. PABLO CABEZAS, DIRIGENTE DE LA FESUC CASA MATRIZ.

(1) Codelco - CUPIC


Explicó que en la línea azul del gráfico están consignados los precios estimados por uno de los analistas más importantes de la industria minera, Brook Hunt. Aseguró que aunque existen muchos analistas y hay dispersión de precios, los niveles de la estimación de Brook Hunt son representativos de la sensación del mercado en ese momento. 
Por su parte, la línea roja muestra lo que aceptó Codelco en el contrato con Cupic. Subrayó que se sabía exactamente cuáles eran las compensaciones, la parte fija, la parte referente a Gaby, por lo que podían hacer un análisis para determinar ese precio y compararlo con los de mercado.

Opinó que en el caso de la evaluación de contrato de Cupic, que permitió asegurar US$500 millones, existe una sensación de que se conocía de antemano la existencia de un cierto costo, como si se hubiese tomado un seguro de US$1.600 millones, que es la diferencia de esos dos precios. En este escenario, advirtió, se debe saber el precio exacto que tenía en mente la persona que firmó el contrato y que, tal vez, era mucho menor.

Recordó que entonces se proyectaba que el precio se venía a US$40 centavos, por lo que es distinto ponderar hoy, con la ventaja del tiempo, y analizar la situación en retrospectiva. Reiteró que la diferencia que se estimó fue de US$1.600 millones que, tal vez, se puede entender como el costo del seguro para permitir que esto ocurriera y que es parte de los US$6 o US$7 mil millones que se dejan de ganar. 
Señaló que en los otros contratos es mucho más fácil explicar la visión, puesto que, por ejemplo, en el caso de Salvador el precio que logró el contrato fijado era más alto que la sensación de mercado en ese momento. Lo mismo ocurrió en el contrato de Gabriela Mistral.

(2) Codelco (Salvador)


(3) Codelco (Gabriela Mistral)


27. ROBERTO SOUPER, EX VICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO.

Señaló que, de acuerdo con las cifras expuestas, el promedio de CRU y Brook Hunt para 2008 era de US$87 centavos y Codelco lo fijó en US$ 157 centavos; para 2009, eran US$93 centavos y Codelco lo fijó en US$ 144 centavos; para 2010, eran US$89 centavos y se fijó en US$ 136 centavos. 
Antecedentes sobre el pronóstico de los diferentes brockers, analistas, agentes de mercado

	ACUERDO DE FIJACIÓN 
	FUENTE 

(cUS$/lb)
	2006
	2007
	2008
	2009
	2010
	2011
	2012

	 
	CRU
	100
	90
	79
	83
	-
	-
	-

	Salvador
	Brookhunt
	116
	102
	92
	81
	94
	101
	-

	11-07-2005
	Promedio CRU/BH
	108
	96
	86
	82
	94
	101
	-

	 
	Precio coberturas
	139
	123
	115
	110
	106
	106
	-

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	 
	CRU
	132
	101
	78
	95
	90
	-
	-

	Gaby
	Brookhunt
	155
	110
	96
	92
	88
	90
	109

	09-01-2006
	Promedio CRU/BH
	144
	106
	87
	93
	89
	90
	109

	 
	Precio coberturas
	 
	-
	157
	144
	136
	135
	127


Concluyó que en la época los pronósticos eran muy inferiores a lo que Codelco logró fijar. Recordó que en esa oportunidad se abrió una ventana para fijar precios que eran muy buenos para ese momento, pues todo el mundo pensaba que nuevamente el cobre bajaría a US$ 90 centavos.

A mayor abundamiento, incluyó los precios proyectados por el Comité Consultivo del Ministerio de Hacienda. 
	AÑO
	VALOR

(en US$c)
	MONEDA
	PERIODO
	FECHA PUBLICACIÓN

	2004
	93
	2005
	2005-2014
	ago-14

	2005
	99
	2006
	2006-2015
	jul-05

	2006
	121
	2007
	2007-2016
	ago-06


Relató que ese Comité se reúne todos los años para señalar al Ministerio de Hacienda cuál será el precio del cobre para el año siguiente. Opinó que se equivoca casi siempre, pero son sabios. Detalló que en 2004, el Comité estimaba que el precio de largo plazo era de US$93 centavos; en 2005, que era de US$99 centavos y en 2006, de US$121 centavos. Es decir, era una época de pronósticos muy bajos. 

Sostuvo que, en general, se podría decir que en esa época el precio de largo plazo pronosticado por analistas, productores, comerciantes y consumidores, se situaba entre US$90 y US$100 centavos la libra.

Puntualizó que lo que se produjo con posterioridad, a mediados de 2006, fue un cambio estructural en el mercado que no fue anticipado por casi nadie. Así, si en enero de 2006 el precio era de US$2.15 por libra, en mayo de ese año llegó a US$3.65. Subrayó que con la excepción del período octubre 2008 a octubre de 2009, desde mediados de 2006 el precio siempre ha estado sobre los US$3 por libra.

Destacó que desde la segunda mitad de 2006, se empezó a reflejar en forma brutal la incorporación de China a los mercados mundiales, desplazando significativamente y en forma permanente la demanda hacia la derecha. Los fondos de inversión se involucraron crecientemente y de manera masiva en los commodities, los que pasaron a la categoría de “class assets”, es decir, activos preferentes.

Sin embargo, observó, a pesar de la evidencia en los precios cotidianos, los analistas siguieron por un buen tiempo pronosticando precios bajísimos para el corto, mediano y largo plazo, pues les costó mucho creer en este cambio estructural. Relató que fue impresionante lo que pasó en esa época, ya que empezaron a desembarcar los capitales financieros en los commodities. No solo hubo mayor liquidez en el mercado mundial sino que, además, los fondos especulativos abandonaron muchas inversiones en acciones y en rentas fijas, y llegaron a los commodities.

Describió que dentro de la producción anual que fija cada productor mundial, Codelco aparece con un 10%; la empresa americana Freeport Macmoran, tenía fijado 25.2%; la peruana Southern Copper, un 64.9%; la brasileña CVRD, un 87.5%; Barrick Gold, un 63.5%. 

Con esas cifras concluyó que el porcentaje de la producción que fijó Codelco era relativamente pequeño comparado con el de otros.

Explicó que en las fijaciones de precios el consumidor fija el precio de compra, mientras que el productor fija el precio de venta. Advirtió, sin embargo, que aunque en la jerga minera se habla de fijación de precios, se trata en realidad de coberturas o ventas a futuro.

Opinó que, tal vez, se hicieron fijaciones, ventas a futuro por un poco de años de más, vale decir, más años que otros productores. Eso tenía que ver con el hecho de que las ventas a futuro eran necesarias para aprobar el Proyecto Gaby, que exigía 5 años de ventas a futuro para que fuera rentable, mientras que Salvador las necesitaba para darle vida.

Enfatizó que todos los productores de la época hicieron fijaciones, y no sólo en el cobre, sino también con el aluminio, el oro, el zinc, el plomo. Recordó que Anglo Ashanti perdió US$4.500 millones, pues hizo ventas a futuro cuando el oro estaba en US$300 o US$400 la onza y debieron deshacer las ventas cuando estaba a US$1.500 la onza. Barrick también perdió US$2.900 millones.

DIVISIÓN EL SALVADORY PROYECTO GABY

28. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

Recordó que el proyecto Gaby, al precio de entonces, no cumplía con los mínimos exigidos por Codelco en materia de rentabilidad, la que se medía a través del IVAN, esto es, la inversión dividida por el valor actual neto de los flujos del proyecto. Ello equivale a pedir un ciento por ciento de retorno de inversión. Observó que cuando no se cumple ese indicador, el Directorio de Codelco no puede aprobar el proyecto, o sólo puede hacerlo si viene respaldado por Cochilco, entidad que, a su vez, no respalda ningún proyecto que no cumpla con ese requisito. Entonces, subrayó, es una exigencia definitiva, muy fuerte, que afectó al proyecto de Gaby, pues la administración insistió en la necesidad de llevarlo a cabo en tanto, de acuerdo con la planificación, se necesitaba aumentar rápidamente la producción de corto plazo y los proyectos para ello eran Gaby y Mansa Mina (actual Ministro Hales), que eran de reposición, para hacer el puente mientras entraban en producción los llamados proyectos estructurales: Chuquicamata subterráneo, la expansión de Andina, el nuevo nivel de Teniente, que eran gigantescos, muy complejos y que estaban en proceso de desarrollo. La idea era que mientras este proceso terminara, no cayera la producción. De hecho, aseguró, hoy estamos enfrentados al mismo problema: Codelco está cayendo en su producción, hay atraso en los proyectos estructurales y podemos pasar un par de años bastante apretados y complicados. Esa misma situación, recordó, era la que, de alguna u otra manera, se vivía en ese entonces. 
Agregó que a raíz de esa situación, y dado que en el mercado se producía la coyuntura de que los precios de futuro estaban subiendo, se planteó la idea de comprar o vender los primeros 5 años de producción de Gaby, pero no para recibir el pago pues no era un problema de financiamiento, sino para fijar los precios. Es decir, aclaró, aprovechar que los precios estaban subiendo y, antes que cayeran, que era lo que todos predecían, vender para fijar precio. Insistió en que esa fijación de precios permitió aumentar el IVAN del proyecto, que tuvo como consecuencia que el proyecto se aprobara y se construyera relativamente a tiempo. No como sucedió con la mina Ministro Hales, que estuvo detenida cinco años a la espera de nuevas evaluaciones.

Advirtió que este tema es central, porque de no haber hecho esta venta a futuro, si no se hubiese fijado precio, la alternativa era no hacer el proyecto y archivarlo. Esta es la clave, insistió, para entender por qué se discrepa con quienes piensan que esto fue un desastre, pues lo miran a la luz de los precios de hoy.

Aseguró que fue una excelente decisión, que trajo beneficios a Codelco porque la comparación relevante era si se hacía o no se hacía Gaby. Y para ejecutar ese proyecto, la única alternativa era realizar la venta a futuro. De lo contrario, no había Gaby. 

29. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Respecto de las ventas a futuro para Gaby, aseguró que deben evaluarse considerando el objetivo de poder darle inicio, en forma rentable, a un proyecto que resultaba muy importante para Codelco.

Detalló que Gaby era uno de los dos proyectos de Codelco que le permitían a la empresa sostener su producción y resultados, mientras se avanzaba en el desarrollo, construcción y puesta en marcha de los llamados proyectos estructurales.

Sin embargo, advirtió, evaluando a un precio de largo plazo de US$ 90 centavos, como se proyectaba en esos días, Gaby no generaba la rentabilidad mínima exigida a los inversiones de Codelco.

Para salvar esa dificultad, se exploró vender a futuro la producción estimada entonces de Gaby, para los primeros cinco años. Así fue posible vender un tonelaje total de 700.000 toneladas, cantidad que resultó más alta que la producción física en ese período, que alcanzó, aproximadamente, a 584.000 toneladas entre 2008 y 2012, a un precio promedio de US$138 centavos la libra.

En esas condiciones, agregó, y proyectando un precio de US$90 centavos, después que se terminaban las fijaciones del año seis en adelante, la rentabilidad mejoraba significativamente, alcanzando el mínimo exigido para su aprobación en el Directorio de Codelco.

Por lo tanto, concluyó, las alternativas de Gaby eran, no hacer el proyecto y archivarlo, o hacerlo, mejorando su rentabilidad con ventas a futuro para los cinco primeros años.

Reconoció que la forma en que cambió el mercado en pocos meses de 2006, fue algo que nadie pronosticó, nadie lo pensó y fue una tremenda sorpresa para todos.

Explicó que la incorporación de China a los mercados mundiales con su fuerte, continuado y espectacular crecimiento, gatilló un cambio estructural, desplazando significativamente, y en forma permanente, la demanda y presionando el precio al alza. Asimismo, agregó, el mayor y enorme involucramiento de los fondos de inversión especulativos en los commodities y en el cobre, a partir de la segunda mitad de 2006, en especial los famosos Long Only Commodities Index Funds, generaron un desplazamiento adicional hacia la derecha de la curva de demanda, amplificando el efecto mencionado.

Recalcó que es evidente que si no hubiese sido necesario apuntalar a Gaby vendiendo su producción a cinco años, ni asegurar Salvador hasta 2011, por el mismo expediente, el advenimiento de estos cambios estructurales hubiera sido la percepción predominante en 2005 y 2006.

30. RAÚL ÁLVAREZ, FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE (FTC).

Recordó que en julio de 2005 se procedió a hacer fijación por la producción física de la División Salvador, equivalente a 397 mil toneladas, pues entonces se estimó que la proyección para el período 2006-2011 alcanzaba ese monto de producción, y el objetivo era extender la vida útil del yacimiento hasta 2011 en su línea sulfuro, y hasta 2008 en su línea de óxido. Manifestó que es importante tener claro en qué contexto se hicieron esas fijaciones, que era con proyección de precio del cobre a la baja en el mediano y largo plazo, según estimaban los analistas en ese período. Por lo tanto, insistió, lo que se buscaba era una cobertura para la producción de la División Salvador, de modo de asegurar márgenes y que no se cerrara.

En relación con esta operación, manifestó que la FTC siempre ha opinado que esa División cuenta con reservas económicamente explotables y el mayor argumento frente a la alternativa del cierre, es que al comparar el costo de hacerlo, tanto en términos económicos como sociales, versus la operación, la alternativa del cierre es mucho peor para el Estado de Chile. Es decir, insistió, el costo del cierre es extraordinariamente alto, pues si en definitiva no existe ningún recurso, obviamente que el cierre es inevitable; pero si existen recursos y reservas que son económicamente explotables, debe evaluarse esa alternativa frente a la del cierre.

Respecto de la posición de la FTC ante el financiamiento del proyecto Gaby, reseñó que mediante negociación y acuerdo con Minmetals, se estableció un acuerdo que constituía una sociedad entre Codelco y Minmetals, cuya propiedad era compartida en partes iguales, y se celebró un contrato de compraventa de cobre con Codelco a quince años, con un tonelaje anual de 55.750 toneladas de cobre fino, pagando al contado US$550 millones, y un saldo que se llevaría a cabo a medida que se realizaran los embarques.

Afirmó que la FTC nunca estuvo de acuerdo con esta operación que implicó una negociación con la empresa estatal china Minmetals por varias razones. La primera, es que el modelo de financiamiento parecía demasiado caro, pues Codelco estaba en condiciones de hacer emisiones de bonos, una alternativa de financiamiento que calificó por lejos mucho más conveniente. Sin embargo, recordó, a Codelco se le pusieron restricciones de endeudamiento y de aporte de capital, por lo que la opción que estaba a la mano era ejecutar el proyecto Gaby.

Ante esa situación, la FTC señaló que el proyecto Gaby se podía llevar a cabo sin necesidad de recurrir a esta alternativa, por dos razones: porque el modelo de financiamiento era de mucho mayor costo, y porque comprometía la propiedad del yacimiento Gaby, dado que había una opción de compra por parte de la empresa Minmetals, que implicaba que se adueñara de una parte de la propiedad del yacimiento Gaby, hoy División Gabriela Mistral. 

Subrayó que la FTC siempre consideró ese yacimiento como de reposición, y que en la lógica de asegurar su posición de primer productor, lo que Codelco no debía hacer era entregar producción; por el contrario, buscaba tener esa reserva para aumentar la producción de Codelco.

La FTC exigió entonces que no se hiciera y que Codelco no cumpliera con esa opción de compra. En ese momento, se renegoció con la empresa Minmetals, en una batalla bastante dura, pero finalmente se dejó sin efecto la opción de compra del yacimiento Gaby. Afirmó que la FTC fue el único organismo que sostuvo la posición de defender el yacimiento Gabriela Mistral, mantenerlo en manos del Estado y dejar sin efecto la opción de compra a Minmetals. 

Finalmente, recordó que en 2011, cuando la administración de Diego Hernández intentó entregar el yacimiento Gabriela Mistral a una empresa que pudiera constituirse como sociedad anónima por acciones, nuevamente la FTC se opuso, hizo una paralización, conversó con el Presidente Piñera, y se dejó sin efecto el decreto supremo que aportaba este yacimiento en una sociedad anónima. Es decir, señaló, la FTC mantuvo una posición inalterable en defensa del yacimiento Gabriela Mistral, lo que dio como resultado que hoy día sea la octava División de Codelco. 

31. ROBERTO SOUPER, EX VICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO

1) Proyecto Gaby

Indicó que las ventas a futuro hechas para el proyecto Gaby hicieron posible su aprobación a principios del 2006. Dichas operaciones se realizaron entre el 9 de enero y el 17 de febrero de 2006. 

Recordó que evaluando un precio de US$ 90 centavos por libra, que era el precio a largo plazo considerado por Codelco (y por casi todos los productores), el proyecto no generaba la rentabilidad exigida por la empresa para su aprobación. Consistente con el hecho de que a principios de 2006 se podían realizar ventas a futuro para los siguientes seis a siete años a precios ostensiblemente más altos que los pronosticados por todos los expertos, el Directorio y la Administración decidieron aprovechar la coyuntura de mercado para darle viabilidad al proyecto Gaby.

Argumentó luego que, con la realización de la venta a futuro, obteniendo el promedio de US$138,5 centavos por libra, y proyectándolo el resto del tiempo a un precio de largo plazo de US$90 centavos por libra, la rentabilidad del proyecto mejoró significativamente, haciendo posible su aprobación.

Insistió en que, de no haberse tomado la decisión de fijar precios a futuro, que hizo posible la aprobación del proyecto, es altamente probable que jamás se hubiese realizado, o que en el mejor de los casos se hubiese postergado por varios años. 

En efecto, remarcó, los precios de largo plazo con los que Codelco evalúa esos proyectos fueron creciendo lentamente a partir de 2007, y, quizás desde 2010 o 2011, hubiese tenido el nivel requerido para su aprobación. 

Con ello, calculó con supuestos propios que los resultados por haber hecho Gaby son aproximadamente los siguientes:

2008-2012
US$ 1.894 millones excedentes

2013-2023
US$ 3.638 millones excedentes (US$c 100 por lb y 1.650.000 TM)

2008-2012
US$ 2.966 millones menores ingresos

Resultado neto
US$2.566 millones

Inversión
US$ 1.000 millones

A partir de esas cifras, reiteró la conclusión de que, de no haberse hecho el proyecto, el resultado hubiese sido cero y es este número el que debe compararse con la cifra de 
US$ 2.566 millones. 

2) Salvador

Rememoró que con una proyección de precio de largo plazo de US$ 90 centavos por libra, la producción de Salvador generaba pérdidas en esa época, por lo que con las ventas a futuro, hechas entre el 11 de julio y el 11 de octubre de 2005, se buscó evitar el cierre de esta División, para extender así su vida útil hasta el 2011, fecha en que se había acordado terminar con la explotación de sulfuros y de producción de concentrados.

Relevó que Salvador ha extendido hoy su vida hasta el 2018, en tanto el plan de negocios de la División indica que la reserva de la línea de sulfuros alimentada por la mina Rajo Campamento Antiguo y subterráneo, se agotará en diciembre de ese año. Adicionó que también se encuentra en etapa de prefactibilidad el proyecto Rajo Inca, con un volumen de recursos mineros de 1.500 millones de toneladas de ley de 0,45%, que en estos días no es tan bajo, pues Caserones produce 0,35%. Detalló que su producción anual se estima en 170.000 toneladas métricas de cátodos por año y 4.000 toneladas métricas de molibdeno en igual periodo.

Precisó que para el caso de Salvador los resultados adversos de las ventas a futuro alcanzaron a US$1.669 millones; pero observó que esa cifra no se hace cargo de toda la historia.

Reiteró que las coberturas de ese momento evitaron el cierre de Salvador y hoy su vida se extiende hasta 2018. Relevó que en todo este periodo, 2006 a 2018, la División ha generado y producirá excedentes en sus operaciones físicas como resultado de la diferencia entre el valor de venta de sus cátodos y su costo neto para producirlos.

Calculó que con la información de precios y costo neto a cátodos se consigue los siguientes resultados:

2006 - 2013
US$ 1.240 millones de excedentes

2014 -2018 
US$ 775 millones de excedentes (margen anual de US$155)

Total 2006-2018
US$ 2.015 millones de excedentes

Adicionó que si a ese total se le resta el costo de las fijaciones, esto es, los resultados adversos o menores ingresos de vender a futuro y recomprar, (US$1.669 millones), llegamos a un saldo positivo de US$346 millones.

Advirtió que, aunque Tagle las califica de pérdidas, deberían considerarse como menores ingresos. 

Como conclusión insistió en que para evaluar de manera completa lo que ha acontecido, se deben considerar los resultados de las operaciones físicas, esto es, ventas de los cátodos menos los correspondientes costos netos de producción. Así, Salvador, una vez deducidos los resultados de las ventas a futuro, generará entre el 2006 y el 2018 un excedente entre US$300 y US$400 millones. No es algo mayor, pero la alternativa era su cierre con sus costos correspondientes y con sus secuelas económicas y sociales en la región.

Por su parte, Gaby, desde el 2008 al 2023, deduciendo el resultado de las coberturas, produciría excedentes entre US$ 1.500 y US$1.600 millones. De no haberse aprobado el proyecto en ese tiempo, es altamente probable que Gaby jamás se hubiese ejecutado. Los precios de largo plazo con que Codelco evalúa sus proyectos crecieron lentamente y cuando hubiesen llegado al nivel requerido para su aprobación, Gaby habría entrado a competir por recursos con los proyectos estructurales con escasísimas probabilidades de éxito. Por lo tanto, reiteró, la cifra mencionada de entre US$1.500 y US$1.600 millones, debe compararse con un resultado cero al no hacer el proyecto.

RESULTADOS ECONÓMICOS DE SALVADOR Y GABY

32. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

En relación con los efectos económicos de la operación, aseveró que se han escuchado muchas voces diciendo que se dejaron de ganar US$ 4 mil millones, y otros lo han elevado a US$7 mil millones. Sin embargo, subrayó, puede demostrarse que si no se hubiera realizado el proyecto Gaby, habríamos tenido una pérdida de alrededor de US$3 mil millones, siendo ese el verdadero costo.

Agregó que si no hubiera sido necesario hacer esta venta a futuro, y el proyecto Gaby se hubiera sustentado por sí solo, no se hubiera efectuado ese contrato. Se trata de miles de millones de dólares netos descontada la inversión de Gaby, proyecto que está generando del orden de US$2,7 millones al Estado de Chile, lo que no estaría sucediendo si no se hubiera realizado. 

Entonces, agregó, el verdadero beneficio de Gaby no se habría generado de no hacerse el proyecto y no, como algunos lo han planteado, diciendo que hay una pérdida enorme para el país porque los ingresos netos caen en alrededor de US$3 mil millones. Es decir, acotó, el ingreso neto es menor en US$3 mil millones que si se hubiese hecho el proyecto a precios de mercado, si no hubiese vendido. Lo importante, subrayó, es que no había alternativa y para la organización en particular era muy importante que no se paralizara la producción, o sea, que no hubiera un default. Se buscó esta fórmula que garantizaba que el proyecto podía hacerse. Tal es así, que se creía que el precio de largo plazo era us$90 centavos, en circunstancias que el proyecto tenía un precio promedio de US$ 1,38 por libra de cobre para los primeros cinco años, que es el periodo que se compró y vendió a futuro a ese precio, y de ahí para adelante seguía en US$90 centavos hasta el fin del proyecto. 

Reiteró que el proyecto aprobado por el Directorio consideró los quince años de vida útil de Gaby, fijando un precio promedio para los primeros cinco años de US$1,385 la libra de cobre, que fue el precio al que se vendió, y de US$90 centavos para el resto del período.

Insistió que no fue para financiarse; nunca fue una operación pensada así. Fue distinta de la Minmetals, que sí tuvo ese objetivo. Con las operaciones de Gaby, lo único que se hizo fue fijar precios; no hubo pago anticipado.

Insistió en que el financiamiento que se obtuvo para la inversión minera fue para fines generales y lo que se buscaba era probar un mecanismo de financiamiento distinto. El proyecto Gaby tuvo que ser mejorado y la manera de hacerlo fue aumentar el precio-promedio del proyecto en toda su vida útil, subiendo los primeros cinco años a US$138 centavos y los últimos diez años a US$ 90 centavos. Con ese efecto, el IVAN pasaba de 1, pero porque se vendió a futuro las 700 mil toneladas.

Con Minmetals existió la posibilidad que tuviera una opción para entrar a la propiedad de Gaby. Recalcó que esa es la única parte en que Gaby se topa con Minmetals. 

Insistió luego en que la operación de fijación de precios no tiene nada que ver con financiamiento. Lo único que hizo la operación fue fijar hoy el precio al cual se vendería el cobre en los próximos cinco años, aumentando su valor a lo largo de los 15 años. 

Aclaró que el caso de Salvador fue distinto, pues no respondió a una decisión de un proyecto nuevo, sino que básicamente lo que se hizo fue comprar un seguro. Se deseaba extender lo más posible la vida útil de Salvador y, para eso, los precios que estaban en el mercado en esos momentos permitían extenderla hasta el año 2011, y luego empezaba su cierre. 

Recordó que como el precio fue mucho mejor, Salvador no tuvo problemas. Más bien, al revés; pero el seguro se tuvo que pagar de todas maneras. Sin embargo, calculó que si a lo que el país generó por el hecho de hacer Gaby, se le resta el costo del seguro, al día de hoy se contaría con US$2.500 millones de beneficio neto. 

Codelco: ventas a futuro 2005-2006 (US$; variable)
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	2007
	 
	323,2
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	2008
	 100.000 
	315,3
	157,1
	 695.110.380 
	 346.342.660 
	 348.767.720 
	178,0
	 392.418.800 
	- 46.076.140 
	 172,0 

	2009
	 150.000 
	234,2
	144,3
	 774.475.980 
	 477.185.670 
	 297.290.310 
	120,0
	 396.828.000 
	 80.357.670 
	 187,0 

	2010
	 150.000 
	342,0
	133,0
	 1.130.959.800 
	 439.817.700 
	 691.142.100 
	170,0
	 562.173.000 
	- 122.355.300 
	 200,0 

	2011
	 150.000 
	400,0
	134,4
	 1.322.760.000 
	 444.447.360 
	 878.312.640 
	210,0
	 694.449.000 
	- 250.001.640 
	 255,0 

	2012
	 150.000 
	369,6
	127,0
	 1.222.230.240 
	 419.976.300 
	 802.253.940 
	210,0
	 694.449.000 
	- 274.472.700 
	 300,0 

	
	
	
	
	 5.145.536.400,0 
	 2.127.769.690,0 
	 3.017.766.710,0 
	

	2013-2023
	 1.650.000 
	320
	
	
	 11.640.288.000 
	
	220,0

	MG 2008-2012
	
	
	
	
	
	

	Inversión inicial
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33. ALFONSO DULANTO RENCORET, EXMINISTRO DE MINERÍA.

Advirtió que, de no haberse tomado las decisiones de cobertura de precios, a mediados de 2005 y principios de 2006, para Salvador y Gaby, respectivamente, es altamente probable que se hubiese iniciado la paralización de Salvador a partir de 2006 y que Gaby no se hubiera construido jamás.

En efecto, argumentó, los precios de largo plazo con los que Codelco evalúa sus proyectos hubiesen hecho posible estos dos proyectos solo a partir de 2010, y no antes.

Sin embargo, a esas alturas Salvador ya habría cerrado y Gaby, por su alto requerimiento de capital de inversión, habría entrado a competir con los proyectos estructurales con bajas posibilidades de éxito.

En cambio, agregó, Salvador cuenta hoy con un interesante futuro gracias a que sobrevivió al cierre, extendiendo su vida útil hasta 2018 pues las reservas de la línea sulfuros, alimentada por la mina Rajo Campamento Antiguo y Subterránea, así lo permite. 

Comentó que en la actualidad se encuentra en etapa de prefactibilidad el Proyecto Rajo Inca, con 1.500 millones de toneladas métricas y con una ley de 0,45% de cobre, que busca la continuidad operacional de esta División, pasando de la actual explotación subterránea a una minería de superficie a gran escala. 

Precisó que sobre la base de las proyecciones iniciales, que se han hecho públicas, la producción de esta División, con ese nuevo proyecto, subiría a 170.000 toneladas métricas de cobre al año y 4.000 toneladas métricas de molibdeno, es decir, tres veces las cifras actuales.

Estimó que el costo incurrido en el cierre de las operaciones de Salvador se puede estimar en US$ 1.670 millones. A este costo deben descontarse los excedentes que ha tenido esa División durante los últimos años y, por sobre todo, los aportes que se efectuarían si se implementa el Proyecto Rajo Inca en estudio.

Aun cuando no se dispone de antecedentes precisos, aseveró que se puede hacer una proyección de resultados para El Salvador considerando las cifras de producción de 2006-2013 y los costos netos a cátodos entre 2006 y 2008, que aparecen en las memorias de Codelco de esos años. De ahí en adelante no se tiene información de costos, solo cifras de producción y precios de mercado.
Proyección de resultados de Salvador

Año Producción Costo Precio Cu Diferencia Excedentes 
 (Miles TM) (c/lb) (c/lb) (c/lb) (millo USD) 

2006 80,6 97,2 305,3 208,1 370 
2007 63,8 77,6 323,2 245,6 345 
2008 42,6 150,0 315,3 165,3 155

2009 65,4 136,7 234,2 97,5 140

2010 76,1 ND 343,0 100,0 (E) 167

2011 69,0 ND 400,0 100,0 (E) 152 
2012 62,7 ND 360,0 100,0 (E) 138

2013 54,2 ND 332,0 100,0 (E) 119

2014 al 2018 60,0 (E) ND ND 100,0 (E) 660

Excedentes totales 2.246 millones USD

Menos costos fijaciones 1.670 millones de ESD

Saldo a favor 576 millones de ESD
Presentando un cuadro con la producción y los costos netos a cátodos, determinó los excedentes que se han generado en la División hasta 2013 y su proyección hasta 2018. Así, indicó que los excedentes totales de El Salvador podrían estimarse en US$2.246 millones, menos los costos de las fijaciones, que son de US$1.670 millones, lo que arroja un saldo a favor de US$576 millones. 

Reconoció que es todavía prematuro evaluar si la decisión de mantener Salvador en operaciones, a través de las fijaciones de precios antes descritas, fue acertada o no. Ello solo podrá evaluarse al término de la vida útil de su mina, programada para 2018. Todo lo anterior, insistió, en el contexto que si no se hubieran hecho esas fijaciones, Salvador habría paralizado, como se estimaba que ocurriría.

Respecto de las fijaciones efectuadas por Codelco para Gaby, por 700 mil toneladas, comentó que el costo de cierre de estas operaciones de cobertura fue de aproximadamente US$2.966 millones. A ese monto deben descontarse los excedentes que ha generado esa División, en el período de estas fijaciones entre 2008 y 2012, y los excedentes que entregará hasta 2023, en que se ha estimado que se agotarán sus reservas.

Manifestó carecer de antecedentes precisos de los costos de esa División de los primeros cinco años; pero, extraoficialmente, estimó que sería un promedio de US$187,6 centavos la libra. Si se considera el precio del cobre promedio en ese período de US$330,7 centavos por libra, habría un diferencial de US$132 centavos por libra. Por lo tanto, concluyó, los excedentes que habría generado esa División, entre 2008 y 2012, alcanzarían a US$1.894 millones.

Adicionó que a los excedentes anteriores habría que agregar aquellos que se producirán entre 2013 y 2023, los que, considerando un diferencial entre ingresos de costos de US$80 centavos, vale decir, la mitad de lo que ha sido hasta la fecha, alcanzarían aproximadamente a US$2.900 millones.

Proyección de resultados de Gaby

Excedentes estimados 2008/2012 US$ 1.894 millones 

Excedentes estimados 2013/2022 US$ 2.911

Menos costos estimados de las fijaciones US$ 2.966

Neto US$ 1.839

Agregó que si a la cifra neta se le descuenta la inversión inicial de US$1.000 millones, entregaría un margen positivo de US$839 millones, el que podría aumentar como consecuencia de mayores precios de venta y de la prolongación de la vida útil de la mina más allá de 2023, lo que es habitual que ocurra.

Las supuestas pérdidas de US$7.000 millones en que habría incurrido Codelco, como consecuencia del cierre de las ventas que realizó a futuro, no corresponden a los costos de cierre de las operaciones de Salvador y Gaby, que, estimó, se pueden proyectar en US$4.636 millones.

Observó que lo anterior no puede considerarse una pérdida cuando estas operaciones se han realizado con un respaldo físico, como ocurrió con Salvador y Gaby. Basta solo considerar que si el precio de mercado hubiera resultado más bajo que el valor de la fijación realizada por Codelco, el precio del mismo cobre físico vendido por Codelco hubiera sido también más bajo y, por ende, el resultado final para Codelco habría sido exactamente el mismo. 
Reiteró que si hubiera resultado más bajo el precio de las coberturas y Codelco hubiera recogido dinero en la Bolsa, como consecuencia de cerrar esa operación, ello no habría significado una ganancia para Codelco, porque hubiera vendido el cobre físico al precio más bajo y hubiera llegado al mismo resultado. Calificó esta explicación como central para entender lo que sucedió.

Insistió en que tampoco hubiera sido una ganancia si los precios del mercado hubieran estado por debajo, porque Codelco hubiera vendido a un precio más bajo. Lo que se hubiera ganado en la liquidación de la cobertura se habría perdido en el menor valor de la venta del cobre físico. Aseguró que en este último escenario no habría habido impugnaciones, si el precio del mercado hubiera resultado más bajo, y probablemente se hubiera considerado acertada la decisión de haber hecho la cobertura de la forma en que se hizo. Subrayó en que el resultado para Codelco hubiera sido exactamente el mismo.

Advirtió que lo anterior es la esencia de una operación de fijación de precios con respaldo físico. Si esto no está claro, no es posible entender la razón por la cual la industria usa estos instrumentos, ni tampoco se puede evaluar adecuadamente sus resultados.

Como todo proyecto o decisión, esta tuvo costos, como los indicados anteriormente, pero también beneficios y excedentes que se generaron como consecuencia de los proyectos que se implementaron o las decisiones que se tomaron. Es evidente, opinó, que no corresponde evaluar las decisiones tomadas solo considerando los costos, como el del cierre de las fijaciones, sino que también hay que considerar también los beneficios y calcular los excedentes. De acuerdo a lo indicado, estimó entonces que como consecuencia de estas fijaciones se producirán finalmente resultados positivos para Codelco.

Sostuvo que los objetivos que se tuvieron en mente al momento de tomar las decisiones de no cerrar Salvador y hacer Gaby se han cumplido y solo se podrá hacer una evaluación final de los resultados una vez que se terminen y maduren los proyectos involucrados.

Reiteró que esas operaciones de venta a futuro no fueron especulativas, pues contaron con un respaldo de cobre físico, y permitieron reducir los riesgos causados por precios que bajaran a niveles que hicieran las operaciones o proyectos inviables. Por lo anterior, las cantidades fijadas a futuro correspondieron a los tonelajes que Salvador y Gaby tenían programado producir en los años en que se hicieron las fijaciones.

34. PABLO CABEZAS, DIRIGENTE DE LA FESUC CASA MATRIZ.

En materia de evaluación del resultado de los contratos, acotó que, en primer lugar están las ventas de Codelco a Cupic, en que la primera compromete la entrega de 55.750 toneladas durante 15 años, pero solo considerando aquellas que están vencidas, entre 2006 y 2014. Así, afirmó, como producto de ese contrato, Codelco ha dejado de ganar US$1.436 millones.

	CONTRATO
	CODELCO DEJA DE GANAR
(MILLONES DE DÓLARES)

	CODELCO – CUPIC (2006-2014) 
	1.436

	Codelco (Salvador 2006 – 2011) 
	1.683

	Codelco (G. Mistral 2008-2012) 
	2.979

	Total a hoy 
	6.098

	CODELCO – CUPIC (2015-2020) 
	924

	TOTAL (incluye 2015-2020) 
	7.022


Agregó que también existió otro contrato, que tuvo una lógica de precios diferente, que se firmó en un período distinto y que rigió de 2006 a 2011, por lo que ya está finiquitado, y en el que Codelco dejó de ganar US$1.683 millones.

Lo mismo ocurrió, puntualizó, con un tercer contrato que comprometió la producción entre 2008 y 2012, y por el cual Codelco dejó de ganar US$2.979 millones.

Así, concluyó, en la actualidad, Codelco ha dejado de ganar US$6.098 millones. Y aunque se podría pensar que se trata de un costo hundido, se debe considerar lo que resta por vencer del contrato de Codelco con Cupic, entre los años 2015 y 2020. Para este caso, estimó que, dada la estructura de precios y su proyección, Codelco dejará de ganar US$924 millones.

Considerando todos los contratos en su totalidad, calculó una cifra de US$7.022 millones, que es, aproximadamente, lo que ha sido sacado a la luz.

En este punto remarcó que los contratos de joint venture tienen típicamente cláusulas de equidad, orientadas a asegurar que, en caso de que el acuerdo firmado de buena fe entre las partes termine siendo muy oneroso para una de ellas, existan mecanismos prefijados para solucionar esa diferencia, de forma de evitar abusos. Señaló que si el contrato de Codelco con Minmetals, que constituye Cupic, incluye estas cláusulas de equidad, como debería ser tratándose de un joint venture, se podría evitar que Codelco deje de ganar no solo una parte importante de los US$900 millones, sino que los US$924 millones entre 2015 y 2020.

Sostuvo que una segunda evaluación, distinta y complementaria de la anterior, se relaciona con la pertinencia de la operación. Precisó que para ello un primer paso es mirar los ingresos que pudo haberse generado al tomar estas posiciones financieras, para lo cual es necesario tener a la vista los motivos que la gatillaron y que se vinculan con razones estratégicas para permitir la continuidad de producción de Salvador y la ejecución Gaby. 

	
	VALOR EXCEDENTES 2006-2020

	Gabriela Mistral 
	3.308

	Salvador (*) 
	741

	Total 
	4.049


(*) Incluye Rajo Inca a margen operacional de U$1.

Sostuvo que parte de los ingresos que se obtendrían corresponden a las operaciones que se permitía hacer con estas posiciones financieras. Por ello, agregó, el análisis de la pertinencia de la operación debe incluir una mirada respecto de lo que permitió hacer. 

En cuanto al valor de los excedentes, calculó que entre 2006 y 2020, Gabriela Mistral, generará cerca de US$3.308 millones; mientras que Salvador, US$ 741 millones. Por lo tanto, en total, el proyecto permitirá a Codelco obtener US$4.049 millones.

Indicó que para ponderar la afirmación de que Codelco dejó de ganar más de US$7 mil millones por las posiciones de futuros y darle una poco más de racionalidad, se debe comparar lo que Codelco dejó de ganar hasta el 2014, con lo que obtendrá gracias a la operación de sus minas, situación posibilitada por la decisión financiera en cuestión. Calculó que dicha comparación permite sostener que hoy Codelco ha dejado de ganar US$2.050 millones. 

	CODELCO DEJA DE GANAR (2006 – 2014)
	6.098 

	Beneficios permitidos por operación de futuros 
	4.049 

	Saldo dejado de ganar a 2014 
	2.049 

	Exposición a dejar de ganar 
	924 

	TOTAL posible de ser dejado de ganar 
	2.973 


Argumentó que ese monto refleja la pertinencia o no de la decisión comercial. Insistió en que los US$7 mil millones tienen que ver solo con la evaluación financiera, pues la evaluación del paquete completo implicaría que Codelco deja de ganar sólo US$2 mil millones. 

Reiteró que en la actualidad existen US$924 millones que se podrían perder si no se cambia o no se conversa un nuevo acuerdo comercial. De lo contrario, la cifra de lo que se deja de ganar no sería US$2.050 millones, sino que se elevaría a US$2.970 millones.


Señaló que un último punto de evaluación es la pertinencia de la operación respecto de la fijación de precios. Aquí la idea es tener una apreciación de cuál fue la mirada al momento de la firma de los contratos que involucraron cierta fijación de precios y cuál es la mirada actual, para criticar o no la decisión. 

Se refirió entonces a los precios estimados al momento de la firma, o sea, fines de 2004.

35. NICOLÁS EYZAGUIRRE, EXMINISTRO DE HACIENDA Y EXMIEMBRO DEL DIRECTORIO DE CODELCO

Explicó que una de las condiciones básicas cuando se realiza análisis de conveniencia de proyectos es comparar una alternativa con otras que estén disponibles y no contra construcciones teóricas inalcanzables. A lo anterior agregó que cuando se efectúa un análisis de un proyecto, se considera tanto su costo como sus beneficios, y si sus beneficios menos sus costos son mejores que cualquier alternativa, se opta por esa solución, lo que no significa que las soluciones no tengan costos, sino que simplemente el neto de beneficio menos costos es mejor que las otras alternativas.

Refiriendo las alternativas que tenía Codelco en ese momento, recordó que la empresa necesitaba financiamiento, particularmente para inversión en la mina Gabriela Mistral, o Gaby. En ese momento la compañía había sido alertada por la clasificadora de riesgos Standard & Poor's, que su grado de endeudamiento se acercaba a niveles que podrían ocasionarle una revisión de su clasificación de riesgos. Manifestó que hay que ponerse en la situación de la época, pues Chile había logrado durante el mandato del Presidente Lagos mantener el riesgo-país de manera extraordinariamente bajo, lo que explicó que durante las turbulencias mundiales de 2001 y 2002, el país continuará creciendo a cifras, si bien más moderadas, claramente positivas, mientras que el conjunto de países latinoamericanos colapsó ante la fuerte turbulencia de los mercados financieros internacionales y los distintos shocks sobrevinientes, tales como la gripe aviar, la burbuja tecnológica en Estados Unidos en el Nasdaq y el ataque a las torres gemelas. 

Por lo tanto, advirtió, mantener el normal desempeño de la economía chilena dependía críticamente de mantener el riesgo-país bajo raya, que era lo que no habían logrado Brasil, Uruguay, Perú, Argentina, entre otros, que habían visto en esa misma época completamente seco su financiamiento externo. Afirmó que ante ello era temerario seguir endeudando a Codelco, no solo porque le subía el costo del crédito, sino porque un incremento de riesgo tendría un efecto inmediato sobre el riesgo de todas las empresas privadas y sobre el riesgo soberano, pues Codelco es suficientemente grande como para contaminar al resto de la economía. 

Ante ese escenario, y como ministro de Hacienda, decidió descartar el financiamiento de Codelco a través de mayor endeudamiento, por representar una vía claramente temeraria. 

Así, explicó, el proyecto Gaby no podía ser financiado con deuda, y aunque otra alternativa era que el Estado hubiese capitalizado a Codelco, era una cuestión que no estaba dentro de las posibilidades económicas de la época.

Agregó que una tercera posibilidad era que Codelco se hubiera abierto a capital privado, lo que significaba, en la práctica, vender para siempre una parte de la producción de Codelco, equivalente al porcentaje de la propiedad que se privatizara. En esta materia explicó que, desde la perspectiva financiera, si se abre una empresa productora a la bolsa, se obtendrá por las acciones lo que el mercado estime que es el precio de ese bien. Por lo tanto, precisó, haber abierto Codelco en esa época, hubiese significado vender las acciones cuando el precio era de US$90 centavos. Estimó que bajo esta alternativa, las pérdidas, entendidas como la menor utilidad de Codelco al abrirse a la bolsa con el valor de las acciones correspondiente al precio de la época, hubiesen sido varias veces superiores a lo que hoy se investiga.

En consecuencia, argumentó, descartada la deuda y la privatización de un paquete accionario o de una parte del control de Codelco, quedaban muy pocas alternativas. Acotó que es clásico y algo absolutamente habitual en empresas de este tipo que para desarrollar proyectos se recurra a lo que se llama financiamiento de proyectos o projects financing. Explicó que cuando una empresa tiene un proyecto muy interesante que desarrollar, pero no cuenta con acceso al financiamiento bancario, porque los dueños no tienen suficientes garantías, el project financing logra obtener un préstamo para desarrollarlo sobre la base de colateralizar esa deuda con el producto de las ventas futuras. Así, precisó, se hipotecan las ventas futuras. 

Relató que en el directorio de Codelco se analizaron entonces tres posibilidades: contraer deuda, emitir acciones, modalidades ambas conocidas como copper link financing (financiamiento ligado al cobre); y una operación con Minmetals que correspondía a vender producción futura a Cupic y que un banco de China le pagara a Cupic US$500 millones por adelantado. 

Aseveró que de las tres alternativas de financiamiento, la que entregaba el menor costo era esta última. Aclaró que todas las alternativas, denominadas como cuasi capital o capital, esto es, obtener los recursos sobre la base de ventas futuras, obtener los recursos sobre la base de privatizar una parte de la compañía u obtener los recursos sobre la base de un convenio con Minmetals, presentaban la misma estructura de riesgo. Si el proyecto terminaba teniendo una rentabilidad igual a la que se pronosticó cuando se hizo el financiamiento, el costo de ese financiamiento sería relativamente similar o algo por encima de un financiamiento de deuda bancaria. Si la rentabilidad del proyecto terminaba siendo muy superior, el costo de ese financiamiento terminaría siendo muy superior al de una deuda bancaria. Pero si la rentabilidad del proyecto terminaba siendo mucho más baja de lo pronosticado, la operación de financiamiento terminaría siendo mucho más barata. Esa, aseveró, es una clásica estructura de compartición de riesgo.

Destacó que si finalmente los precios del cobre terminaron mucho más altos de lo dispuesto en las ventas a futuro, ello significó que Codelco ganara menos dinero con Gaby del que habría ganado si lo hubiera financiado con deuda, pero, recalcó, el financiamiento con deuda no estaba disponible. Manifestó que, incluso sabiendo lo que sabemos hoy, la mejor alternativa financiera en ese momento era la que efectivamente se tomó. 

Reconoció que se trató de un mal negocio, en relación al que habría resultado si el Ministerio de Hacienda, en ese momento, hubiese capitalizado o autorizado endeudamiento, pero el problema es que los riegos asociados a esas otras alternativas eran enormes. Recordó que durante los años 2004-2005, todavía el riesgo país promedio de América Latina se encontraba muy alto, y en el súper ciclo de los commodities de 2006-2007, todavía se percibía como una recuperación nerviosa. Por ello, aseguró que no se arrepiente en lo absoluto de haber sido muy conservador en la materia. Insistió en que no se habría justificado esa actitud, sí solo si también Standard & Poor´s y todo el mundo hubiera afirmado que el precio sería de US$ 3 y US$ 4. Pero cuando en los mercados todo el mundo tiene consenso de que los precios subirán a futuro, entonces suben inmediatamente. 

Aseguró que si ese hubiese sido el caso, obviamente que Standard & Poor´s no solo no habría amenazado a Codelco con hacerle rebaja a la clasificación, sino que la habría subido y la empresa habría podido endeudarse sin ningún problema. Pero eso no pasó, pues todo el mundo creía que el precio de US$1,10 y US$1,20 eran transitorios y se regresaría a US$ 1 o US$ 90 centavos. Por lo tanto, concluyó, en ese momento no había otra alternativa, salvo que el Estado capitalizara, lo que era riesgoso desde el punto de vista fiscal y de riesgo país, porque representaba una operación bajo la línea, es decir, no aparece en la contabilidad del déficit fiscal. Acotó que en aquel entonces la cantidad de países que cayeron víctima de un ataque especulativo de los mercados internacionales por operaciones bajo la línea es larga: Tailandia, Corea, Indonesia, Rusia, Sudáfrica y Brasil. Era una operación extraordinariamente temeraria. 

Aseveró que la alternativa adoptaba significó ganar mucho dinero, porque Gaby ha ganado mucho dinero. 
CONTRATO CUPIC (CODELCO-MINMETALS)

36. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

Aseveró que el caso de Minmetals fue absolutamente distinto al Gaby, pues surgió en el marco de diferentes negociaciones con la República Popular China y el acuerdo de cooperación firmado con el Primer Ministro chino. Entre otras cosas, se firmó la creación de Minmetals, cuyo objetivo era hacer negocios con China, en materia de cobre y obedecía a una estrategia, dada la importancia de ese país para Chile. 

Recordó que en esa época, el slogan era: Codelco, el principal productor; China, principal consumidor. Fue en este marco donde surgió la idea de una operación con Minmetals, que obedeció a buscar una fórmula distinta de financiar los proyectos, que significara deudas. Agregó que Codelco ha vivido toda la vida estresado por el problema de financiamiento. Sacar del Ministerio de Hacienda un peso para Codelco, es muy difícil y la empresa buscaba una fórmula distinta para seguir expandiendo la compañía.

Manifestó que el periodo de mayor crecimiento de Codelco, desde su inauguración, fue el que correspondió a la gestión Villarzú, directa o indirectamente, entre 1994 y 2006. En ese periodo, argumentó, entró en operación la mina Radomiro Tomic y se aumentó en casi 600 mil toneladas de cobre, porque había convencimiento de que el futuro de Codelco pasaba por su capacidad de explotar la enorme cantidad de reservas disponibles. 

En esa lógica, señaló, se constituyó una sociedad con Minmetals, cuyos objetivos fueron fortalecer la posición de Codelco en el mercado chino, principal comprador del metal rojo; incursionar en conjunto con Minmetals en nuevos negocios mineros en China y el resto del mundo; y explorar alternativas de financiamiento bajo un contexto de nula capitalización estatal y de un peligro de sobreendeudamiento.

Continuó señalando que se creó una sociedad donde cada uno ostentaba el 50% de la propiedad. El acuerdo obligó a Codelco a una entrega anual de 55.750 toneladas de cobre, respecto de las cuales se entregó un pago adelantado de US$440 millones, en que el precio implícito por libra fue calculado llevando el monto a pagos anuales durante los 15 años a las diferentes tasas de descuento. Cada socio aportó un monto inicial que fue complementado por un crédito ante la banca China, que fue absorbido por Minmetals.

Observó que Codelco no tenía ningún compromiso patrimonial, más allá de sus acciones. De los US$550 millones que recibió, tuvo que aportar US$ 110 millones para capital.


[image: image24]
Precisó que se construyó como una operación financiera a 15 años plazo, estimándose cuál era la tasa de interés que, dado cierto precio esperado, permitía razonablemente financiar la empresa. Se buscó una tasa que fuera compatible con operaciones similares, por ejemplo, project finance. Con esa tasa, recordó, se jugó con distintos precios al valor presente de la compañía y de ahí se calculó el resultado de una tasa final del 8,3%, la que llevaba implícito un precio a largo plazo de un US$1 la libra. 

Relató que también tenía mecanismos de ajustes, entre ellos, que Codelco-Partners le compraba a Codelco en condiciones ventajosas y le vendía a Minmetals a precio de mercado. Codelco-Partners hacía utilidad siempre. Además, agregó, había un mecanismo de participación de precios, de modo que si el precio subía de un cierto nivel, aumentaba el precio base de Codelco. Los chinos pagaban el precio que normalmente Codelco usa en sus contratos en China. Opinó que se contaba con bastante protección para un contrato de esa naturaleza, que no estaba pensado para un mercado normal. Observó que los chinos estuvieron durante 5 años vendiendo a futuro, perdiendo dinero.
37. OSCAR LANDERRETCHE MORENO, PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

Precisó que el contrato Codelco-Minmetals, conocido como Cupic, aunque es una operación más compleja, es también de venta futura, por lo que las justificaciones teóricas no cambian. Lo que cambia es la complejidad institucional de esta operación. 

Relató que en febrero de 2006, con el propósito de desarrollar un acuerdo estratégico de largo plazo, Codelco y China Minmetals Non-Ferrous Co. Ltd., que es una empresa estatal y líder en producción y distribución de metales en China, formaron un Joint Venture, denominado Copper Partners Investment Company Limited, Cupic. 

A través de filiales para hacer este tipo de operaciones, constituyeron una empresa en el protectorado británico de Bermudas, cuya propiedad es de 50% de cada una de las partes. 

Codelco se comprometió a vender (Suply Contract) un flujo constante de cátodos de cobre a Cupic, con entrega en el futuro y de acuerdo a una fórmula de precio definida en el mismo contrato, por un volumen total de of 836.250 MT, en un período de 180 meses, esto es, con vencimiento en Mayo 2021. Posteriormente, Cupic vende a Minmetals (Offtake contract) a precio corriente del mercado vigente al momento de embarque (“precios spot”), la misma cantidad de cátodos de cobre y por el mismo periodo de duración del contrato. 

El precio asociado a esa venta es fijo y, por lo tanto, Cupic realiza las ganancias o las pérdidas asociadas a las fluctuaciones de precio. En los periodos en que el precio disminuyó, Cupic realizó las pérdidas. Por el contrario, en los periodos en que ha sido mejor, Cupic ha hecho ganancias, el 50% de las cuales se las lleva Codelco y el otro 50% Minmetals. Las ganancias correspondientes a Codelco se traen siempre de vuelta al país.

Refirió luego que como pago por esta operación, Cupic le anticipó a Codelco en 2006 un total de US$ 550 millones, a cuenta de las entregas futuras de cobre por parte de cuprífera chilena. Esos fondos fueron importantes para Codelco, porque era una época de grandes restricciones de financiamiento, y se aplicaron a inversiones en el proyecto Gaby. 

 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



Puntualizó que la fecha de ratificación del acuerdo fue el 20 de diciembre y el supply contract es de principios de 2006, según consta en las actas de Directorio. 
38. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Refirió que este acuerdo se originó en 2004, cuando autoridades de gobierno y empresas chinas manifestaron su interés en asociarse con Codelco y en adquirir minas de cobre en Chile.

Recordó que en esa época las agencias internacionales de rating ya hacían ver a Codelco su inquietud en relación a la alta dependencia que la empresa mostraba en el endeudamiento externo, como único vehículo para el financiamiento de su ambicioso programa de inversiones. En esta perspectiva, indicó, la posibilidad de conseguir una forma alternativa de financiamiento a través de una asociación con una empresa china, resultaba de interés.

A fines de 2004, se firmó un Memorándum de Entendimiento entre Codelco y Minmetals que estableció: 

La creación de un joint venture entre Codelco y Minmetals, llamado Copper Partners o Cupic, para el desarrollo de negocios relacionados con el cobre.

Un contrato de venta de cobre físico a largo plazo, entre Codelco y Cupic. 

Un pago anticipado de US$550 millones que efectuaría Cupic a Codelco a cuenta del contrato de venta de cobre anterior.

El compromiso de Codelco de dar a Minmetals la opción de compra de un 25% del Proyecto Gaby, opción que posteriormente se renegoció y anuló.

Detalló que el contrato de venta de cobre estableció una cantidad de 55.750 toneladas métricas anuales por 15 años, a un precio cuasifijo, parte del cual se pagó al contado (US$550 millones) y el saldo contra cada embarque.

Codelco aceptó este contrato de venta a precio cuasifijo, ya que le interesaba un mecanismo de financiamiento alternativo. Recordó que se estimaba que la operación no sería considerada por las agencias de rating como deuda, aunque finalmente estas agencias nunca fueron explícitas en esta materia. La idea era que el costo del financiamiento variara con el precio del cobre, vale decir, su costo subiría cuando aumentara el precio del cobre y, por lo tanto, cuando subieran los ingresos de Codelco. Además, el precio cuasifijo resultante era razonable a la luz de los pronósticos que existían a esa fecha. Respecto del adelanto de pagos, los realizó Cupic a Codelco con cargo a un préstamo que consiguió con el Banco de China, con aval de Minmetals.

Afirmó que las ventas de cobre de Codelco a Cupic a un precio cuasifijo, y de esta a Minmetals a precios de mercado, han significado hasta la fecha menores ingresos a Codelco y utilidades para Minmetals, como socia de Cupic, más allá de las estimadas.

Calculó que en el supuesto de que Codelco le vende a Cupic a US$ 110 centavos por libra, las utilidades de esta última, entre 2011 y 2014, serían de US$1.000 millones y, por lo tanto, a Minmetals le corresponderían US$500 millones. No se consideran los años anteriores, ya que Cupic pagó con sus utilidades las fijaciones de precio de cobre que hizo a precios normales de mercado; estas utilidades de Minmetals deberían haber sido del orden de los US$65 millones.

Para el período que queda de este contrato, hasta 2020, Minmetals agregaría utilidades de US$850 millones, las que a un precio normal no deberían sobrepasar los US$86 millones.

Lo anterior, concluyó, pone en evidencia que se ha producido una evidente inequidad en beneficio de Minmetals en desmedro de Codelco.
39. ROBERTO SOUPER, EX VICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO.

Relató que en noviembre de 2004, se firmó un memorándum de entendimiento entre Codelco y Minmetals, en el que estuvieron involucradas las autoridades de la época y no solo las de Codelco. Este memorándum estableció:

Creación de un joint venture, que posteriormente se llamó Copper Partners Investment Company (Cupic), entre ambas compañías, con 50% de propiedad para cada una, para el desarrollo de negocios de cobre.

Un contrato de largo plazo de venta de cátodos de cobre de Codelco a Copper Partners y de esta a Minmetals.

Pago anticipado de Copper Partners a Codelco por US$550 millones a cuenta de las entregas de cobre.

El compromiso de Codelco de dar a Minmetals la opción de comprar un 25% del Proyecto Gaby a precio de mercado. 

El contrato de venta de Codelco a Copper Partners y de esta a Minmetals es de 55.750 toneladas métricas de cátodos por año, a partir de 2006 y hasta 2021, es decir, son 836.250 toneladas en total. El precio al que Codelco vende a Copper Partners es una cotización cuasi fija que se va reajustando, año a año, según la evolución del IPM de Estados Unidos. Los respectivos contratos fueron firmados a principios de 2006. Como es natural, el contrato comercial entre Codelco y Copper Partners fue acordado bajo el contexto de mercado y sus proyecciones vigentes en esa época, es decir, a fines de 2005 y a principios del 2006. La misma época en que hicieron las ventas a futuro para Salvador y Gaby.

Por entonces las proyecciones de precio de largo plazo eran de US$1 la libra. Las de corto y mediano plazo eran muy parecidas.

Reiteró que el cambio sustantivo, inesperado y permanente que se produjo en el mercado, a partir del segundo semestre del 2006, pulverizó los equilibrios con que se había concebido este contrato, favoreciendo claramente a Minmetals en desmedro de Codelco. El contrato se desnaturalizó totalmente y se empezó a expresar de una forma jamás concebida al momento de su firma.

Para ilustrar esa afirmación presentó algunos cálculos propios:

A precios de largo plazo “normales” de la época, fines de 2005 y principios de 2006, la utilidad de Minmetals debió ser de US$65 millones y, en cambio, alcanzó a algo cercano a US$500 millones, o sea, casi 10 veces, en el período julio de 2011 a diciembre de 2014.

Para el tiempo que resta al contrato, es decir 2015 al 2021, y suponiendo un precio de mercado de US$3,20 por libra, la utilidad de Minmetals puede llegar a US$850 millones. Sin embargo, adicionó, a precios de largo plazo, concebidos al momento de la firma del contrato, dichas utilidades no deberían superar US$86 millones, o sea, 10 veces más.

Precisó que no se hacen cálculos para el período anterior a julio de 2011, porque en ese tiempo Minmetals no percibió utilidades mayores, dado que Copper Partners hizo ventas a futuro de enero de 2006 a junio de 2011 y los excedentes que generaba Copper Partners, en esa época, servían básicamente para el pago del préstamo recibido. Copper Partners distribuía dividendos muy bajos a sus socios.

Argumentó que la situación descrita hace imperativa la renegociación del contrato, la que debió haberse producido a partir de julio de 2011. Acotó que, a pesar de algunos esfuerzos de Codelco, el contrato sigue intacto. Opinó que la buena fe no ha estado presente por parte de Minmetals, pues existe una cláusula en el contrato entre Copper Partners y Codelco llamada Fairness o equidad que permite la renegociación, pero su aplicación depende en último término de la buena fe de las partes.

Presentó una traducción propia de la cláusula de equidad, la que señalaría: “Al establecer este contrato, cada una de las partes reconoce que:

1.- No es posible (o es impracticable) hacer provisiones para cada contingencia que pueda surgir durante el plazo de este contrato.

2.- La intención de las partes es que este contrato opere entre ellas con equidad y sin perjuicio o detrimento de los intereses de ninguna. En el evento de que en el curso del cumplimiento de este contrato alguna inesperada falta de equidad resulte en una injusticia sustancial para cualquiera de las partes, entonces las partes negociarán en buena fe para acordar aquellas acciones que sean necesarias para remover la causa o causas de eso. Si no se llega a acuerdo dentro de 45 días, la controversia será dirigida a los presidentes ejecutivos de Codelco y Minmetals, con el propósito de que la materia sea resuelta por ellos”
RESULTADOS ECONÓMICOS DEL CONTRATO CUPIC

40. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.
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Opinó que hay mucho de mito en torno a este tema. Lo concreto es que efectivamente es un mal negocio para Codelco, porque el precio se comportó de manera absolutamente inusitada. Manifestó que a cualquiera que hubiera dicho que esto era lo que iba a pasar, lo habrían tildado de loco.

También es cierto, agregó, que en la empresa no se ha hecho todo lo necesario para revisar el contrato. Toda la gente que entiende algo de negocios sabe que cuando un contrato es muy bueno para una parte y muy malo para la otra, normalmente se renegocia; esto es absolutamente usual. Aseguró que, afortunadamente, el contrato tiene una cláusula de fuerza mayor, que permitiría abrir un espacio para renegociar. Aunque es un tema delicado, en la Cámara de Diputados hay que decir las cosas tal como son. Nuestro país debiera intentar renegociar ese contrato, y para ello se cuenta con un arma muy poderosa, que es detener los envíos del cobre mientras no se renegocia. Reconoció que eso implicaría un conflicto, que con una empresa china es importante. 
Manifestó que desde la perspectiva global de Codelco, este contrato afecta solo un poco más del 3% de la producción, a 50 mil toneladas. No es, estimó, un contrato que inflija un daño patrimonial que complique la existencia de Codelco, pero no es menor, y sería conveniente que se pudiera revisar ese contrato, porque no es normal. 

El contrato de Minmetals fue analizado en su época en el Congreso Nacional, pues en ese entonces el propio Villarzú asistió a una reunión conjunta de las Comisiones de Hacienda y de Minería en el Senado, en que se hizo una presentación del problema. 

Ante una pregunta relativa a los consultores contratados por Codelco, el señor Villarzú precisó que debe separarse las dos operaciones. En la primera, no se contrató consultores, porque en materia de egresos Codelco es una de las voces autorizadas en la industria. Lo que se hizo fue revisar las proyecciones de todos los distintos expertos en esta materia, tales como Brook Hunt, Citigroup y todos los grandes bancos que mostraron sus proyecciones; incluso la del comité de expertos; y todas ellas mostraban que hasta 2006 y 2007 los precios subían y luego empezaban a bajar. Todas mostraban que el precio a largo plazo estaba de nuevo en torno a US$ 1.

Refirió que hay dos o tres estudios. Ejemplificó que se contrató a Goldman & Sachs para que hiciera una auditoría del plan de negocios de Codelco, y en su informe estimó un valor de la compañía utilizando como supuesto un precio de US$90 centavos. Posteriormente, el Broker Brook Hunt Group materializó una sociedad estratégica en Codelco y trabajó en la confección del plan de negocios y desarrollo, en el que también consideró la proyección de US$90 centavos, como de largo plazo. O sea, concluyó, ninguna de esas importantes entidades afirmó que el precio no disminuirá en el largo plazo. 

En el caso de Minmetals, señaló que más que contratar a un consultor lo que el Ministerio de Hacienda pidió fue que un agente financiero internacional estimara una curva en la que se estuviera dispuesto a comprar cobre anticipadamente; a fijar precios, ni siquiera a comprar, sino a fijarlos y, efectivamente, esa curva caía muy fuertemente. Relató que estuvo mucho más cerca Codelco; tanto así que Bloomberg reconoció esa estimación. Pero este tema para el Ministerio de Hacienda era muy importante, porque como la operación Minmetals era financiera, mostraba una tasa de interés compatible con ese precio. Mientras más bajo el precio, más alta la tasa de interés, y ese estudio mostraba claramente una caída.
41. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA

Si bien el contrato con Minmetals permitió obtener el financiamiento para construir Gaby, el costo de dicho financiamiento resultó alto en consideración a que las ventas de cobre físico de Codelco a Cupic, a precio cuasifijo, han resultado a un precio bajo el de mercado. Estas ventas constituyeron un riesgo adicional, desde el punto de vista de posibles impugnaciones, si los precios de mercado resultaban más altos, que es lo que ha ocurrido. Pero si el precio de mercado resultara más bajo, probablemente les van a aplaudir, aunque el resultado es exactamente el mismo.

Las fijaciones de precios de Salvador y Gaby ya vencieron y se pagaron sus costos. Solo queda abierto el contrato de venta a precio cuasi fijo de cobre de Codelco a Cupic, que desde julio del 2011 presenta una evidente inequidad para uno de sus socios y, por tanto, debe ser renegociado a la brevedad para restablecer los equilibrios que deben prevalecer en toda relación comercial. Una renegociación como la sugerida es práctica habitual en el mundo de los negocios.

Finalmente, destacó que las ventas a futuro realizadas por prácticamente todos los actores de la minería y que resultaron en las fechas de maduración a precios por debajo del mercado, se debieron a una mala estimación de todos estos actores y especialistas sobre la evolución del mercado. También agregó que desde entonces se ha producido un alza de costos, bastante incontrolable, tanto en la minería nacional como internacional, en un grado que tampoco fue prevista de la forma cómo ha evolucionado. Ambas circunstancias llaman a reflexión respecto de los antecedentes que se debe tener a la vista en futuras decisiones como esta.

Aseveró que se podrá cuestionar si se debió haber hecho, pero ese es otro tema. Cuando se hace una fijación y se cuenta con respaldo de cobre físico, el precio queda absolutamente determinado y no hay cómo moverse, porque lo que se gana o pierde por la fijación, lo pierde o lo gana al revés, vendiendo el físico. Eso no es una pérdida.

Tampoco estuvo de acuerdo con Juan Villarzú, pues consideró que fue mal interpretado en tanto él no habló de pérdidas por concepto de fijaciones de precios, sino de la inequidad del contrato de entrega de cobre físico entre Codelco y Copper Partners. Ese fue su cuestionamiento.

DOMICILIO DE CUPIC EN BERMUDAS

42. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

Indicó que la decisión de fijar en las Islas Bermudas la sede de la empresa se basó en que ni la minera china quiso pagar impuestos en Chile ni la estatal chilena quiso hacerlo en China. Calificó este tipo de sociedades como buzones, pues por ellas solo pasan papeles. Pero precisó que no pagar impuestos en Bermudas no significaba no pagar impuestos en Chile, pues Codelco es la única empresa en Chile que tiene un ciento por ciento de tasa de impuestos, porque además del impuesto a la renta, se grava con el 40% a las empresas nacionales y además tiene la obligación de traspasar el ciento por ciento de los excedentes. Por eso, insistió, la discusión de aspectos tributarios relativos a Codelco es muy poco relevante, porque no hay un peso de Codelco que no vaya al Estado.

43. OSCAR LANDERRETCHE MORENO, PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

Indicó que el contrato Codelco-Minmetals es un contrato de operaciones a futuro, en el que se constituye una sociedad, y se asocia un supply contract de provisión de un cierto número de toneladas métricas al mes, a un cierto precio. Es un contrato a futuro muy sofisticado y bastante largo. 
Aseguró carecer de antecedentes acerca de por qué se constituyó en Bermudas; sin embargo, precisó que Codelco no tiene ninguna política respecto de dónde deben constituirse sus clientes, condición que se mantiene vigente en la actualidad. En ninguna parte de la ley de Codelco ni de las determinaciones del Directorio se dispone que las personas o las compañías a las cuales se les vende cobre, sea a futuro o spot, deban constituirse en Chile. Eso sería muy raro pues, en general, ninguna empresa minera, privada o pública, en ninguna parte del mundo, tiene ese tipo de exigencias. 

Insistió en que Codelco no tiene como requerimiento exigir a las compañías que se constituyan en Chile. No es parte de la política en este momento y sería muy raro que un país exportador obligue a la entidad que compra a pagar sus impuestos en Chile. 
Sostuvo que es probable que sea parte de las condiciones que estableció Minmetals para el contrato. No debe olvidarse que esa empresa también es estatal, de manera que impuestos evadidos en China no va a suceder. 

44. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Señaló que Cupic se constituyó en las Bermudas, como es habitual en sociedades cuyos socios son corporaciones multinacionales, para evitar que Codelco tributara en China y Minmetals en Chile, sin que lo anterior significara, de modo alguno, que Codelco no tributara en Chile por sus utilidades en esta sociedad.

Agregó que es absolutamente usual en todas las empresas, en Chile y en el mundo, establecer sociedades en lugares como Bermudas, con el objeto de buscar lugares que sean neutros, desde el punto de vista de los socios, en cuanto al tema tributario. Los chinos podrían haber pedido que, para hacer el negocio fuéramos a China y que tributáramos allá, y Codelco podría haber planteado exactamente lo mismo, que vinieran a Chile. Hay muchas empresas chilenas, es más, cualquier conglomerado grande maneja sociedades, especialmente con otras trasnacionales, en lugares como Bermudas y otros. Observó que hoy, por un tema de imagen, no lo haría, pero es una práctica absolutamente usual en el mercado de los negocios y lo hacen una infinidad de empresas chilenas en distintos lugares. Pareciera que Codelco buscara eludir tributaciones por el hecho de irse a un lugar como Bermudas, pero observó que las tributaciones de Codelco siempre le llegan al Fisco en última instancia. 

45. NICOLÁS EYZAGUIRRE, EXMINISTRO DE HACIENDA Y EXMIEMBRO DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

En esta materia aseguró que Codelco ya contaba con una filial en Bermudas y que durante la discusión en el Directorio se informó, sin discusión alguna, que para establecer el joint venture con Minmetals se aprovecharía esa filial de Codelco. Recordó que entonces no se debatió respecto de las ventajas y desventajas, ni hubo referencia a conflictos u objeciones respecto de eventuales tratamientos tributarios, ni siquiera del asesor jurídico. La sede en Bermudas se informó como una opción que le había parecido, a Minmetals y a Codelco, como más conveniente para formar esta empresa Cupic.

Acotó que se ha enterado posteriormente que la razón de escoger Bermudas sería que ni los chinos querían tributar en Chile ni los chilenos tributar en China, y dado que ninguno de los dos países soberanos quería dejar sus impuestos en el otro, buscaron un territorio intermedio. 

Agregó que una segunda motivación para esa decisión fue que al haber en esta operación, junto con la venta de producción a futuro, una opción de compra del yacimiento Gaby, se introducía mucho ruido interno en la compañía y, por ello, era preferible para conseguir mayor fluidez hacer el joint venture en Bermudas.

Observó en esta temática que la objeción que hacen la OCDE y el Fondo Monetario a los paraísos fiscales se debe a que si las empresas se ubican en ellos, pueden hacer su contabilidad opaca al país de origen y, eventualmente, caer en elusión tributaria. Advirtió seguidamente que eso no sucede con una empresa pública china, como Minmetals, respecto del servicio tributario chino, o con una empresa pública chilena, como Codelco, respecto del Servicio de Impuestos Internos, habida cuenta de que las empresas públicas deben, por obligación legal, disponer de balances completamente transparentados. Agregó que menos aún podría ocasionarse un perjuicio fiscal pues lo que no figure como renta para efectos tributarios, lo hará como utilidad después de este impuesto, las que también son remitidas íntegramente al Fisco, según la ley de Codelco. Por lo anterior, subrayó, no hay efecto fiscal alguno. 

Insistió en señalar que todos esos detalles los ha recabado con posterioridad a los hechos, por cuanto, en su carácter de director de Codelco y responsable de la constitución superior de la empresa, no dispuso entonces con detalle alguno de la operación.

Reseñó que solo el representante de los trabajadores objetó que el contrato se suscribiera fuera de Chile, porque lo estimaban como un primer paso hacia una eventual apertura de la empresa a capitales extranjeros o privados.

PLAZO DEL CONTRATO A FUTURO CON CUPIC

46. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO

Manifestó que, efectivamente, un contrato de 15 años es inusual. No hay muchos, pero es el único contrato, hasta donde pueda dar fe, con Minmetals, y está enmarcado en un diseño absolutamente atípico, lo cual resulta interesante, pues si los precios hubieran funcionado bien o con cierta normalidad, habría sido una experiencia muy interesante. Aseguró que no hay contrato, fuera de este, a más de uno o dos años; tres años como máximo. Normalmente, los contratos que hace Codelco son más bien hedge de corto plazo.
47. OSCAR LANDERRETCHE MORENO, PRESIDENTE DEL DIRECTORIO DE CODELCO.

Aseguró que una operación a 15 años es un período relativamente largo para este tipo de operaciones over the counter. Aunque señaló desconocer la razón, desarrolló una investigación observando cuáles eran entonces los pronósticos respecto del precio del cobre de los expertos en Chile, y particularmente de los economistas que participan del comité de predicción del precio del cobre. En general, concluyó, todos esos pronósticos hacían pensar que un futuro era una buena idea; es decir, que los precios del cobre pronosticados de manera transversal mostraban una sustantiva reversión a la baja, y un escenario crudo, que llevaría el precio por debajo de US$ 1. 

En la actualidad muchos economistas que tienen una visión crítica de esa operación, en aquella época validaban un pronóstico de que para los dos años siguientes el precio estaría por debajo de US$1.- 

Reiteró su desconocimiento acerca de las razones que motivaron en su momento tal decisión, porque no estuvo presente y no está escrito, pero que puede especularse que la razón fue un precio anormalmente alto de acuerdo con el mercado, y un pronóstico de los especialistas de un precio relativamente bajo en el porvenir. Es una especulación que puede servir como antecedente. 

Sostuvo que hasta el momento ha acertado en sus predicciones durante un continuo de quince años, lo que evidencia su capacidad de objetivizar los movimientos del precio del cobre. Asimismo, su análisis de la época muestra un absoluto consenso sobre el mercado por parte de todos los analistas, involucrados o no en el tema, quienes afirmaban que lo que estaba ocurriendo con el precio del cobre era muy anormal y, por lo tanto, había que aprovechar dicho escenario.

 Sin embargo, insistió, habría que consultar a las personas que participaron de la medida cuánto influyó la percepción del entorno en las decisiones que se adoptaron, considerando, incluso que en esa época hubo opiniones que recomendaron privatizar Codelco para aprovechar la oportunidad de precios, en cuyo caso las pérdidas habrían sido peores. 
48. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Señaló que debe distinguirse que las fijaciones se hicieron a 5 años y no a 15. Las ventas de cobre físico, a precio cuasifijo, son las que están a 15 años. O sea, precisó, no hubo nunca decisión de operar a través de la Bolsa para hacer esas fijaciones. Solamente se entiende esa venta de precio cuasifijo dentro del paquete de financiamiento de los US$550 millones. A cambio de esta operación, que permitía financiar Gaby, se negoció con los chinos un contrato de venta que no tiene ningún respaldo en la Bolsa. Las fijaciones de Gaby son las que hizo Codelco por Gaby y las fijaciones de Salvador son las que hizo Codelco por Salvador; no tienen nada que ver con el negocio de Minmetals. Subrayó que lo que sí tiene que ver son las ventas de cobre a precio cuasifijo por 15 años, pero esas operaciones no se hicieron en la Bolsa, sino que son entregas de cobre físico que se hacen todos los meses, desde 2006 y van a durar hasta 2020. 
49. NICOLÁS EYZAGUIRRE, EXMINISTRO DE HACIENDA Y EXMIEMBRO DEL DIRECTORIO DE CODELCO

Refirió que cuando se informó al directorio de las distintas alternativas de financiamiento, no recuerda que hubiera detallado por cuántos años era la venta.

Explicó que las toneladas vendidas a Cupic correspondían a menos de la mitad de la producción de Gaby, pero Cupic a su vez era mitad de Minmetals y mitad de Codelco, y la mitad de Codelco se le vendía a Cupic a un precio pre pactado, pero Cupic vendía a precio de mercado. Por lo tanto, indicó, después de todas las cuestiones lo que de verdad estaba vendiendo Gaby era un cuarto. Codelco era un cuarto de la producción de Gaby, pues vendían la mitad en toneladas, pero de esa mitad, la mitad era de Codelco. 

Entonces, dado que la cantidad de toneladas eran relativamente bajas, porque era solo un cuarto, para reunir una cantidad suficiente de dinero que le permitiera hacer la inversión debía venderse muchos años de producción. 

Explicó que las proyecciones, lo que se llama el horizonte de proyección o el arco de proyección, se abren más hacia el futuro, porque se sabe menos del futuro y, por lo tanto, los riesgos de que fuera mucho más alto, pero también mucho más bajo, son mayores, pero no claramente el valor medio. Por lo tanto, agregó, no es tan claro que haber vendido menos producción por más tiempo fuera peor que vender más producción por menos tiempo. Aseguró que, sin duda, es un punto opinable. 

Insistió en no es claro que vender a 15 años tenga un mayor riesgo que vender a plazos relativamente más breves. De hecho, argumentó, la compra un papel del Banco Central a 20 años, se diría que es más riesgosa que comprar uno a tres años, porque el precio del primero va a cambiar todas las veces que cambie la tasa de interés durante los 20 años y, por tanto, se modificará muchas más veces. Pero, agregó, hay ventajas y desventajas, pues de lo contrario existiría solo un tipo de papel. Puntualizó que, haciendo cálculos ex post, si Codelco hubiese vendido una mayor cantidad de tonelaje pero solo a cuatro años, cuando el precio del cobre estuvo a US$4,5, las pérdidas hubiesen sido mayores que las que están produciéndose ahora. 

Explicó que la razón por la cual Codelco no hace estas operaciones a futuro tan largas es completamente distinta. Si se analiza la trayectoria de los precios del cobre, el año 2003, los valores estaban en torno a US$ 1, pero con una oscilación relativamente pequeña. Desde este cambio estructural, en cambio, que ocurre a partir del año 2005, la oscilación de los pecios del cobre ha sido mayúscula, llegando hasta US$ 4 y, cuando vino la crisis de Lima Brothers, retrocediendo hasta US$ 1,5 para después volver a US$4. 

En consecuencia, afirmó que el riesgo de vender a futuro es mucho mayor cuando el comportamiento de un precio es más volátil que cuando es menos volátil. Así, la razón por la cual hoy no se hacen operaciones a futuro no es una cuestión de prudencia, sino porque la rentabilidad o el riesgo de hacer operaciones a futuro, cuando el mercado es tan volátil, es mucho mayor que cuando el mercado no lo es. Estimó que si tuviéramos un período largo de estabilidad de precios del cobre, volvería a haber operaciones a futuro. 

SUGERENCIAS DE LOS INVITADOS
50. JUAN VILLARZÚ. EXPRESIDENTE EJECUTIVO DE CODELCO.

Respecto de la renegociación del contrato, manifestó que hay que ser extremadamente cuidadosos, porque es muy fácil traspasarle la responsabilidad a quienes están a cargo y pedirles que vayan a pelear con los chinos. Es delicado. Pero, opinó que el contrato está tan desequilibrado, que cualquier arbitraje medianamente razonable mejoraría nuestra posición. Agregó que, si se hace bien, a través de los conductos empresariales, ni siquiera de Relaciones Exteriores, si se abre una renegociación entre Codelco y Minmetals, esta última no va a aceptar, pero Codelco tiene herramientas. Manifestó que en el mundo de los negocios estas cosas ocurren y que no había conocido un contrato así, pero en aquellos contratos desequilibrados que ha visto, en todos los casos terminan renegociando o en conflicto, porque es muy difícil sostenerlos y darles lógica. Sin embargo, recomendó mirarlo con mucho cuidado.
51. ALFONSO DULANTO RENCORET, EX MINISTRO DE MINERÍA.

Sostuvo que hay un gran activo al que podría la Comisión Investigadora contribuir, que es solicitar a Codelco que revise el contrato, pues dado que no está equilibrado entre las dos partes, perfectamente se puede renegociar, y no es que se renegocie para que el otro haga una pérdida. El contrato se debería renegociar para que el otro no gane tanto, porque está excedido en su ganancia.

En consecuencia, concluyó que están todas las bases para hacer una renegociación, porque hay una gran cantidad de recursos todavía que se perderían entre los años 2014 y 2020. Aseguró que se debería haber negociado en julio de 2011, cuando vencieron las fijaciones y ya no existía razón alguna para que el contrato no se hubiera revisado. 

Sobre las gestiones políticas para conseguir financiamiento, recordó que el Presidente Lagos anunció la capitalización de Codelco a fines de 2005, pero le quedaban tres o cuatro meses de Gobierno y no se hizo nada. Llegó el gobierno de Michelle Bachelet y tampoco se ocupó de la capitalización. 

Advirtió que esa situación no da para más, y que fue lo que empujó en ese momento, a participar de ese tipo de instrumentos. En consecuencia, la falta de capitalización fue conduciendo a esto.

52. RAÚL ÁLVAREZ, FEDERACIÓN DE TRABAJADORES DEL COBRE.

Aseveró que el contrato con Minmetals a 15 años es tremendamente negativo para Codelco. Por lo tanto, insistió, tal como lo viene haciendo desde 2010, se deben hacer esfuerzos para renegociarlo.

Indicó que es lógico que Codelco le plantee a Minmetals cambiar las condiciones de un contrato leonino para una empresa del Estado. Expresó su esperanza de que una de las conclusiones de esta Comisión sea recomendar o dar un respaldo a una renegociación de ese contrato.

Respecto de las fórmulas de negociación, señaló que siempre las hay, tal como en el tema de la capitalización, en que había mayor espacio de endeudamiento y se podía hacer una emisión de bonos, pero primó privilegiar las relaciones de largo plazo con Minmetals, que era uno de los principales compradores de Codelco. 

53. ROBERTO SOUPER, EX VICEPRESIDENTE DE COMERCIALIZACIÓN DE CODELCO.

Sostuvo que el contrato que liga a Codelco, Copper Partners y Minmetals debe renegociarse con urgencia, pues cada mes que pasa Codelco sacrifica entre US$10 y US$12 millones. Este contrato debió haberse empezado a renegociar a más tardar en julio del 2011. Antes de eso, no se podía modificar, porque las fijaciones hechas por Copper Partners perjudicaban tanto a Minmetals como a Codelco; en otras palabras, no era factible negociarlo antes.

Opinó que el contrato se desnaturalizó totalmente con el giro del mercado ya comentado y los equilibrios concebidos originalmente se hicieron trizas. Remarcó que aquí hay un caso clásico para replantear los términos de un contrato de muy largo plazo. Adicionó que además existe una cláusula de equidad y, aunque no la hubiera, un contrato de este estilo y con esta longitud, cuando suceden eventos inesperados, se renegocia.

Manifestó que Minmetals no ha actuado de buena fe y que si no hay una reacción positiva prontamente de esa compañía, Codelco debería plantear un arbitraje y suspender los embarques mientras este dure, o seguir embarcando pero demandando que los resultados del arbitraje sean válidos a partir del momento que empezó el proceso arbitral.

54. NICOLÁS EYZAGUIRRE, EXMINISTRO DE HACIENDA Y EXMIEMBRO DEL DIRECTORIO DE CODELCO

Respecto de la renegociación con China, manifestó que aunque no es un experto legal internacional y desconoce la redacción de las cláusulas del contrato, ha escuchado muchas veces que cuando las circunstancias de un contrato cambian mucho, existe una suerte de opt-out clause, o cláusula para salirse. Indicó que aquello lo ha conocido en muchos contratos de bonos, pero insistió en que desconocía las condiciones de salida existentes en esta negociación particular.


Manifestó que, en cualquier caso, si continúan estas ventas a futuro con perjuicio para Codelco y beneficio para Minmetals, como consejero de Chile apuntaría a buscar lo que se llama una cláusula de win-win, típica de una negociación de deuda externa, y que consiste en que habida cuenta de que la contraparte tiene una acreencia sobre Codelco, pero que los recursos son muy excedentarios, se generen caminos para algún tipo de proyecto en conjunto, en que Chile tenga valor y China aporte parcialmente con la renegociación de este contrato. De esa manera, si se genera valor, aunque no se pueda obtener su totalidad, se consigue un porcentaje que hoy no existe. 

VIII. CONCLUSIONES.

1.- En cuanto a la responsabilidad por los actos investigados por la Comisión.

La Comisión no ha constatado hechos relativos a sendos acuerdos del Directorio de Codelco, asociados a la autorización para efectuar operaciones de cobertura de protección de precios, N°s 21 y 22, de 11 de julio de 2005, N° 17, de 19 de abril de 2007, y N° 39, de 9 de enero de 2006, denominados Salvador 1, Salvador 2 y Gaby, que ameriten denuncias ante la Contraloría General de la República, Tribunales de Justicia o a órganos fiscalizadores con competencia laboral, ambiental, o tributaria.

La Comisión concluye que los hechos investigados por la misma, se dieron dentro de un marco de gobernanza corporativa distinto del Gobierno Corporativo instituido por la Ley 
N° 20.392
, de 2009,que regula actualmente a Codelco. A la época de los mismos; al Directorio, en esa época, le correspondía la supervigilancia y conducción superior de la empresa
, mientras que la administración propiamente de la empresa era ejercida mediante las facultades y prerrogativas del Presidente Ejecutivo dela Corporación
.

La Comisión concluye que la empresa Codelco Chile realizo estas operaciones, en el marco de una política general de administración de los riesgos asociados a la volatilidad de los precios del cobre y algunos subproductos como molibdeno, oro y plata,que apuntan básicamente a flexibilizar las políticas comerciales y facilitar el proceso de comercialización del cobre. 

La Comisión concluye que estas actividades eran y son usuales en la industria, tanto en la época en que acaecieron los hechos investigados, como en la actualidad. Según la información pública disponible
 de la Comisión Chilena del Cobre, al año 2008, el 50% de las empresas realizo estas operaciones, mientras que un 100% de las empresas contaba con política explícita sobre el uso de derivados.

La Comisión concluye que estas actividades fueron necesarias y motivadas en, en el primer caso, para evitar el cierre de la División El Salvador extendiendo su vida útil hasta el año 2011, mientras que en el segundo caso su motivación estuvo dada por la necesidad de dar viabilidad ala inversión requerida para el proyecto Gaby.

La Comisión concluye, en consecuencia que las operaciones realizadas y los contratos que dan cuenta de ello son usuales en el sector minero y en otros sectores de la economía, contienen un margen de riesgo acotado y previsible fueron aprobados por la instancia legal pertinente, conforme al marco legal y regulatorio establecidos en la ley orgánica de Codelco,y además considerando y consultando la opinión de personas e instituciones con las competencias técnicas necesarias para ello.

2.- En cuanto a la calificacion de pérdidas de estas operaciones.
1. La mayoría de los expositores invitados a la Comisión coincidió en queel término”perdidas” no es aplicable al caso en estudio. Lo anterior, toda vez que lo realizado fueron operaciones de fijación de precios que contaron con respaldo físico en cobre en las que, al momento de expirar la posición, el precio fijado resulto menor al de mercado. En consecuencia, lo ocurrido constituyo un menor ingreso en sus ventas, en relación a lo que habría sido de no haber hecho la fijación.

2.La Comisión considerando, de momento, este único antecedente, concluye que las operaciones investigadas constituyen, un mal negocio para Codelco, arrojando menores ingresos para el período que media entre 2006 y 2012 del orden de US$4.663,30 millones.

3. La Comisión concluye que la causa basal de estos menores ingresos que arrogaron las operaciones investigadas fue, principalmente, un cambio brusco de tendencia en el precio del cobre, tan imprevisible como espectacular y de orden estructural, acaecido a partir de la segunda mitad de 2006, cuya explicación en parte relevante se debió a la emergente economía China,que ha tenido efectos insospechados en la demanda del metal, y la consiguiente valorización de los commodities,entre otros, como uno de los activos preferentes de los inversionistas financieros .

4. La Comisión concluye, recogiendo el consenso de los expositores que concurrieron a la Comisión Investigadora, que los menores ingresos percibidos por Codelco determinados en las conclusiones precedentes, deben y deberán ser ponderados, también, considerando que el hecho de que estas posibilitaron la continuidad de la División Salvador y la construcción del proyecto Gaby.

5. En efecto, de la mera lectura de las actas de Directorio N° 21 y 22, de fechas 11 de julio de 2005 y 1° de agosto de 2005, resulta evidente que el objetivo de Codelco al realizar operaciones de cobertura de precio del cobre para el periodo 2006–2011, involucrando 373.950 toneladas métricas para todo el periodo mencionado, era asegurar un margen a la explotación de las reservas útiles de la división El Salvador.

6. En consecuencia, la Comisión concluye que, atendido el hecho que la vida útil de la División El Salvador se encuentra programada para el año 2018, sin perjuicio del actual proyecto estructural denominado “Rajo Inca” que prolongará su vida útil en 40 años) sólo a ese momento podrá evaluarse si la decisión de mantener El Salvador en operaciones, a través de las fijaciones de precio antes descritas, fue acertada o no.

7. A su vez, de la mera lectura del acta de Directorio de fecha 09 de enero de 2006, se concluye que el Directorio de Codelco, “considerando las condiciones de mercado”, acordó́ llevar a cabo operaciones de cobertura de precio del cobre, involucrando 700.000 toneladas métricas de cobre, equivalentes a los cinco primeros años de operación del proyecto Yacimiento Gaby, para el periodo 2008–2012. De acuerdo a la memoria de Codelco, estas operaciones tuvieron como fundamento despejar el “riesgo precio” del citado proyecto.

8. Para dichos efectos, en este caso se optó por un contrato de joint venture suscrito entre Codelco y Minmetals y que dio origen a la formación entre las partes de la sociedad llamada Copper Partner o Cupic, operación que permitió dotar a Codelco de un mecanismo de financiamiento alternativo para construir Gaby, sin que aumentara su exposición a deuda directa.

9. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión concluye que el contrato descrito, ha implicado un altísimo costo de financiamiento. Este mayor costo procede por el hecho que las ventas de cobre físico de Codelco a Cupic, a precio cuasi fijo, han resultado a un precio bajo el de mercado. Estas ventas constituyeron un riesgo adicional. Por otro lado, tanto el plazo de este contrato (15 años), como su domicilio en Islas Bermudas merecen reparos. Con todo, en la opinión de la mayoría de los integrantes de la Comisión, no se ha acreditado elusión tributaria o perjuicio fiscal.

IX. RECOMENDACIONES:

La Comisión ha tomado conocimiento de la política establecida por Codelco mediante acuerdo de Directorio la cual impide efectuar operaciones especulativas de protección de precios del cobre. Al respecto, se acuerda oficiar a Codelco insistiendo en la mantención de esta política y, a su vez, evaluar una reforma al Decreto Ley N° 1.350, de 1976, que eleve a rango legal esta prohibición. 

La Comisión considera que, en lo sucesivo y para evitar la contratación de mecanismos de financiamiento del tipo que dio origen al contrato con Minmetals y a la formación de la sociedad denominada Cupic, se debe contar con una ley de capitalización plurianual que permita hacer frente al programa de inversiones de Codelco. Si bien se reconoce el avance muy significativo en esta materia con la reciente e histórica promulgación de la ley N° 20.790 del 30 de Octubre del año 2014, sobre capitalización de Codelco para el periodo 2014-2018, se solicita al Ministerio de Minería que analice y promueva una ley que le permite a Codelco contar con un mecanismo de capitalización permanente más allá del periodo contemplado por la ley 20.790.

La Comisión ha adquirido la convicción de que los términos de acuerdo suscrito por Codelco con la compañía China Minmetals non-Ferrous Metals.Co.Ltd., el cual derivo en la constitución de la sociedad Copper Partners Investment Company Ltd. (Cupic), con una participación de 50% cada uno, para la realización de operaciones de venta de cobre a largo plazo presenta, al menos desde julio del año 2011, una evidente y sustancial inequidad en desmedro de Codelco. En mérito de lo anterior la Comisión recomienda y abogará para que, Codelco, el Ministerio de Minería y el Ministerio de Relaciones Exteriores, de manera coordinada y en la esfera de sus respectivas competencias, impetren a la brevedad posible, todas aquellas medidas que resulten pertinentes a efectos de renegociar los términos del mismo para restablecer los equilibrios originales, los que se hicieron trizas un tanto después de firmado el Acuerdo por el vuelco inmenso e inesperado que tuvo el mercado.
X. VOTACIÓN DE CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

-Puesta en votación las conclusiones y las recomendaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Aguiló, don Sergio; Castro, don Juan Luis; Cicardini, doña Daniella; Espejo, don Sergio; Espinosa, don Marcos; Kort, don Issa; Lemus, don Luis (Presidente); Núñez, doña Paulina; Torres, don Víctor, y Ward, don Felipe.

Designación de Diputado Informante:

Se acordó designar Diputado Informante al señor Luis Lemus Aracena.

Sala de la Comisión, a 10 de noviembre de 2014.

Tratado y acordado en sesiones de fecha8 y 21 de julio; 4, 11 y 18 de agosto; 1 y 8 de septiembre; 6 y 13 de octubre 3 y 10 de noviembre de 2014, con asistencia de los Diputados Lemus, don Luis (Presidente); Aguiló, don Sergio, Castro, don Juan Luis; Cicardini, doña Daniella; Espejo, don Sergio; Espinosa, don Marcos; Gahona, don Sergio; Kort, don Issa; Núñez, doña Paulina; Núñez, don Marco Antonio; Rivas, don Gaspar; Torres, don Víctor, y Ward, don Felipe.

(Fdo.): PATRICIO ÁLVAREZ VALENZUELA, Secretari de la Comisión”.
19. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Castro,
Cornejo; Núñez, don Marco Antonio; Paulsen, Rathgeb, Robles, Silber y Torres, y de la diputada señora Carvajal, que “Modifica diversos cuerpos legales con el objeto de perfeccionar las normas sobre protección de animales”.
(boletín N° 9722-12)
La moción que venimos en someter a consideración, tiene por objeto hacerse cargo de las deficiencias y vacíos existentes en la Ley 20.380 sobre protección animal. La normativa vigente en Chile sobre esta materia, presenta importantes vacíos, que impiden una efectiva protección a los animales, por lo cual se hace imprescindible actualizar nuestros cuerpos legales a los estándares internacionales sobre la materia.

La ley 20.380, es una norma bastante nueva en nuestra legislación, Sin embargo, omitió regular temas de gran importancia para la protección animal. Es por esta razón, que por medio de esta moción buscamos modificar los artículos 4, 10 y 16 de dicha norma, actualizando nuestra legislación estableciendo nuevas normas para el traslado, estableciendo prohibiciones respecto a la vivisección en escuelas y liceos, y respecto a la participación de animales en actividades deportivas o culturales, cuando estas implican maltrato o crueldad. Del mismo modo, se establece en este proyecto la obligación del Estado en la promoción del control ético de la sobrepoblación animal, así como la inclusión de los animales en protocolos de evacuación y rescate en casos de desastres y emergencias naturales.

Por otra parte, en nuestro código civil se encuentra establecida la clasificación clásica de las cosas existentes en el mundo, en términos de diferenciar entre personas y cosas. En dicha clasificación claramente no se satisface la realidad actual, ni tiene relación con el conocimiento de nuestros días. Por lo cual mediante esta moción modificamos dicha clasificación, estableciendo que los animales no son cosas, sino que corresponden a una clasificación intermedia de “seres sintientes no humanos”. Con esta clasificación adecuamos a nuestra legislación a los postulados de la ciencia, que por años, han dado fe de la capacidad de sentir y sufrir que tienen los animales. Para ellos, recogemos la experiencia de la legislación comparada que ha enmendado esta clasificación clásica que establece hasta hoy nuestra legislación civil, es el caso de países como Austria, Alemania y Suiza, que complementando una acertada legislación de protección animal, han modificado sus cartas fundamentales y su legislación civil. Ejemplo de lo anterior es la modificación al código civil austriaco de 1999, que señala “Los Animales no son cosas”, con lo que se establece una coherencia con el reconocimiento de la capacidad de padecer que tienen los animales de acuerdo a la legislación austriaca.

En relación a nuestra legislación penal, consideramos necesario mejorar la norma que tipifica el delito de maltrato animal, en primer término consideramos que esta amplia la posibilidad material de cometer este delito y tan altos los niveles de crueldad en los casos más graves, que resulta necesario ampliar el mínimo de pena aplicable, como una necesidad de política criminal, desincentivar la comisión de estos hechos y evitar que el Ministerio Publico aplique el principio de oportunidad en estos casos abandonando la investigación o simplemente no iniciándola.

El fundamento para el castigo adecuado de las conductas de maltrato animal, radica en aquella igualdad moral de los seres humanos con aquellos seres sintientes no humanos, reconociendo en ellos la capacidad de padecer, cuyo sustento científico radica en diversos estudios sobre la materia, que avalan la capacidad de los animales de padecer sufrimiento, y por tanto ser afectados por la acción u omisión del hombre.

Por otra parte, establecemos la obligación de que los Médicos Veterinarios, deben siempre estar atentos, en sus funciones a la observancia de las leyes vigentes, y frente a un animal que evidencia haber sufrido una intervención de un tercero causando maltrato, deben obligatoriamente denunciar esta conducta a la justicia,

Por otra parte, y siguiendo la línea de la persecución de estos delitos, actualmente, las organizaciones animalistas, están imposibilitados de querellarse frente a delitos contra animales, ya que el artículo 111 del Código Procesal Penal, solo autoriza a las víctimas de delitos y a quienes la ley faculte expresamente para concurrir como querellantes. Es sabido que los animales maltratados aun sobreviviendo no podrían en ningún caso instar por la persecución penal, y siendo estas instituciones las que asumen representar sus intereses resulta de toda lógica que pueda permitirse que presenten querellas criminales en estos casos. Hacer suyos los intereses de un desamparado es uno de los actos de compasión que esta sociedad debe amparar para procurar enaltecer los valores de la caridad y la bondad de los ciudadanos.

Es por todo lo anterior, que venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES, 
ESTABLECIENDO NORMAS DE PROTECCION ANIMAL

Artículo 1° Modifíquese la Ley N°20.380, sobre protección animal, de la siguiente forma:

-Agréguese el siguiente inciso segundo al artículo 4°, quedando el actual inciso segundo como tercero:

“para el traslado de animales se deberán emplear procedimientos que no impliquen crueldad, malos tratos, fatiga extrema o carencia de descanso, bebida y alimentación para los animales transportados, debiendo brindarse especial atención a los animales enfermos”
- Agréguese el siguiente inciso 3 al artículo 10

“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, en las Escuelas o Liceos Agrícolas no podrá en ningún caso llevarse a cabo el acto o práctica de hacer operaciones quirúrgicas en animales vivos con el propósito de realizar una investigación o experimento”
“Prohíbase la participación de animales en actividades deportivas o culturales, que impliquen actos de crueldad, o maltrato a los animales”
- Agréguese el siguiente articulo 20

“El Estado deberá fomentar programas de control ético de la sobrepoblación canina y

felina, teniendo como eje la esterilización y la educación de la tenencia responsable”
- Agréguese el siguiente articulo 21

“En caso de desastres naturales y emergencias, para zonas rurales y urbanas,

el organismo gubernamental ONEMI o el organismo público que
corresponda, 

incorporará a los animales en los procedimientos de evacuación y rescate. Los animales deberán ser evacuados con sus respectivos dueños, si los tuvieren, debiendo estos facilitar la operación a los rescatistas. Los animales sin dueño conocido deberán ser rescatados y puestos al cuidado de organizaciones animalistas o protectoras de animales.”
Artículo 2° Modifíquese el artículo 567 del Código Civil de la siguiente forma:

-Elimínese del inciso primero la frase: “como los animales (que por eso se llaman semovientes)”.

-Introdúzcase el siguiente inciso tercero:

“Los animales no son cosas, corresponden a una categoría intermedia entre persona y cosa, son seres sintientes no humanos. Sin embargo, podrán ser objeto de derechos según el régimen jurídico de los muebles, con las limitaciones y sanciones que establezca la legislación vigente”
Artículo 3° Modifíquese el código penal de la siguiente forma:

-Sustitúyase el actual artículo 291 bis del Código Penal por el siguiente: “Artículo 291 bis:

El que cometiere actos u omisiones de maltrato o crueldad con animales, será castigado con la pena de presidio menor en su grado medio y multa de cuatro a veinte unidades tributarias mensuales, además del comiso del animal objeto del delito, y la pena accesoria de prohibición de tenencia de animales por el tiempo que determine el tribunal.

Son circunstancias agravantes del delito tener el autor una posición de garante, cuidador o protector respecto del animal; someterlo a trabajos excesivos; ejecutar el acto u omisión de maltrato, o el abandono del animal mediando recompensa, en despoblado, de noche, estando el animal enfermo, herido o imposibilitado de sobrevivir a tal evento.

Se aumentará la pena del delito en un grado a partir de su mínimum en caso que a consecuencia del maltrato el animal muriera.

Los médicos veterinarios, técnicos y profesionales que estén en contacto con animales tienen la obligación de denunciar a la autoridad pública los actos u omisiones de los que conozcan en el ejercicio de su actividad que puedan constituir delito de maltrato o crueldad con animales, según lo establecido en el artículo 175 del Código Procesal Penal”
- Agréguese el siguiente artículo 291 bis a)

“'Se consideraran actos de maltrato animal, entre otros, los siguientes:

a)
No alimentar en cantidad y calidad suficiente a los animales domésticos o cautivos;

b)
Azuzarlos para el trabajo mediante instrumentos que no siendo de simple estímulo les provoquen innecesarios castigos o sensaciones dolorosas;

c)
Hacerlos trabajar en jornadas excesivas sin proporcionarles descanso adecuado, según las estaciones climáticas;

d)
Emplearlos en el trabajo cuando no se hallen en estado físico adecuado;

e)
Estimularlos con drogas sin perseguir fines terapéuticos;

f)
Emplear animales en el tiro de vehículos que excedan notoriamente sus fuerzas. “
- Agregue el siguiente artículo 29.1 bis b)

Serán considerados actos de crueldad contra !os animales, entre otros, los siguientes:

a)
Practicar la vivisección con fines que no sean científicamente demostrables y en lugares

o
por personas que no estén debidamente autorizados para ello;

b)
Mutilar cualquier parte del cuerpo de un animal, salvo que el acto tenga fines de mejoramiento, marcación o higiene de la respectiva especie animal o se realice por motivos de piedad;

c)
Intervenir quirúrgicamente animales sin anestesia y sin poseer el título de médico

o
veterinario, con fines que no sean terapéuticos o de perfeccionamiento técnico operatorio, salvo el caso de urgencia debidamente comprobada;

d)
Experimentar con animales de grado superior en la escala zoológica al indispensable según la naturaleza de la experiencia;

e)
Abandonar a sus propios medios a los animales utilizados en experimentaciones;

f)
Causar la muerte de animales grávidos cuando tal estado es patente en el animal y salvo el caso de las industrias legalmente establecidas que se fundan sobre la explotación del nonato;

g)
Lastimar y arrollar animales intencionalmente, causarles torturas o sufrimientos innecesarios

o
matarlos por solo espíritu de perversidad;

h) Realizar actos públicos o privados de riñas de animales, corridas de toros, novilladas y parodias, en que se mate, hiera u hostilice a los animales.

Artículo 4° Incorpórese el siguiente inciso 49 al artículo 111 del Código Procesal Penal.
“En los delitos de maltrato o crueldad con animales, faltas e infracciones contra animales, podrán querellarse las organizaciones con personalidad jurídica vigente que tengan por finalidad la protección y bienestar de los animales, y cualquier persona capaz de comparecer en juicio”.
20. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farcas, Cornejo,
Letelier, Meza, Monsalve; Núñez, don Marco Antonio; Rathgeb, Robles, Silber y Torres, que “Modifica la ley N° 20.606 y el Código Sanitario, con el propósito de reducir el porcentaje de grasas saturadas, azúcares y sodio permitido en los alimentos, limitando su consumo y publicidad”. (boletín N° 9723-11)
Fundamentos:

1.- Para nadie es un misterio que los problemas de salud asociados a una mala alimentación se han hecho presente en nuestra sociedad, cuyas cifras van en alza sin que se ponga freno a dicha situación. 

2.- La obesidad como pandemia ha atacado los diversos grupos etáreos de nuestro país, siendo los principales afectados nuestros niños, que ven la comida chatarra como un premio donde encuentran diversión y festividad en su consumo. Esto se debe a que durante décadas la publicidad se ha encargado de introducir conceptos erróneos asociados a una sensación de satisfacción en su consumo, situación que resulta poco saludable y que trae como consecuencia incluso, niveles de adicción en su consumo.

3.- Sin ir más lejos, podemos hacer un catastro en cifras, con datos duros, señalando que Chile se ubica entre los cinco países de la OCDE con mayor prevalencia de diabetes y en el sexto puesto en los con mayor obesidad. 

4.- Este lamentable panorama desencadena consecuencias nefastas que se complementan con la nula actividad física o cultura deportiva de nuestros niños y adolescentes. Se estima que en 20 años más, la proyección de adultos con niveles de obesidad mórbida alcanzará estándares vergonzosos, al tope de los estudios mundiales. Esto, sin duda que afectará el nivel de calidad de vida de nuestros ciudadanos y elevará las cifras de mortalidad a causa de enfermedades cardiovasculares, diabetes y cáncer, derivadas precisamente de una pésima alimentación y de una vida sedentaria. 

5.- A su vez, el gasto en salud tanto para los particulares como para el Estado, de seguir con esta tendencia, se elevará a niveles insostenibles. Es por ello que es preciso desarrollar políticas de salud pública que apunten al desarrollo de una vida saludable, fomentando el desarrollo del deporte y educando a nuestra población hacia una alimentación sana y más natural. Actualmente, Chile se ubica (junto a México y Corea) entre los países de la OCDE con mayor gasto “de bolsillo” en salud (4,6%). Mientras que el promedio se sitúa en 2,86%. 

6.- Se han iniciado variados esfuerzos tanto por el Ejecutivo como por distintas mociones parlamentarias con el fin de poner freno a la situación descrita. El ejemplo más relevante lo encontramos con la dictación de la ley 20.606, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad, la cual vino a significar un importante avance en esta materia. Sin embargo, un par de años después de su entrada en vigencia, es necesario perfeccionar su regulación, con la finalidad de hacer más eficaz su normativa.

7.- Consideramos que las normas cumplen un rol regulatorio y también dirige conductas con un fin educativo, ya sea prohibiendo y sancionando acciones que se valoran por la sociedad como negativas, o bien, estableciendo un marco regulatorio que establezca un comportamiento necesario orientado hacia el bien común. Es por ello que consideramos que, al regular la posibilidad de emitir publicidad sobre alimentos altos en grasas saturadas, azúcares y sodio, como también establecer los límites máximos permitidos de éstos índices, en los alimentos, estaremos dando un paso importante y aportando hacia la obtención de conductas saludables de nuestros ciudadanos, en su alimentación y estado físico. 

8.- En este punto, consideramos un contrasentido que, es encuentros, espectáculos y competencias deportivas, donde se fomenta la vida sana y el desarrollo de la actividad física, las compañías y marcas de comidas consideradas como altas en grasas saturadas, azúcares y sodio, publiciten sus productos sacando beneficios y provechosos dividendos, posteriormente.

9.- Por último el proyecto contempla en su artículo segundo, la posibilidad de limitar el consumo de sal, prohibiendo su ubicación en las mesas de bares y restoranes para su libre empleo y consumo. Para ello, los clientes deberán solicitarlo a los encargados por manifiesta voluntad expresada. 

10.- Por ello, el presente proyecto busca restringir la posibilidad de desarrollar la publicidad en espectáculos deportivos a aquellos alimentos considerados como altos en grasas, azúcares, etc.; como también fortalecer la actual legislación que regula la publicidad orientada a los niños, quienes son vulnerables al marketing utilizado con personajes infantiles, colores, promociones, etc. A su vez, considerando los márgenes establecidos en las organizaciones internacionales que fomentan la vida saludable, como la OMS y los estudios hechos por la OCDE, donde se señalan los máximos permitidos en la composición de alimentos que contienen grasas saturadas, azúcares y sodio, el presente proyecto busca establecer de mejor forma los límites máximos de dichos componentes en el contenido de los alimentos. Por último, el proyecto contempla la prohibición de mantener en restoranes y fuentes de soda, saleros para el libre consumo y acceso de los clientes, limitando dicha posibilidad a que éstos sean solicitados a los encargados. 

Es por ello, y por múltiples razones que invitamos a debatir, que he decidido someter al conocimiento de la Honorable Cámara de Diputados de Chile, el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo Primero: Modifíquese la ley 20.606 sobre composición y publicidad de los alimentos, en el siguiente sentido:

1) Incorpórese el siguiente nuevo inciso segundo al artículo 5° de la Ley 20.606, pasando el actual a ser tercero y el actual inciso tercero a ser inciso cuarto, respectivamente:

“Sin embargo, no se podrán expender o comercializar alimentos entendidos bajo los términos de esta ley, cuyo contenido en su composición nutricional supere los siguientes índices que a continuación se señalan:

a) Grasas: ≥ 20 g/100g; ≥10 g/100ml.

b) Grasas Saturadas: ≥5g/100g; ≥2,5g/100ml.

c) Azúcares Adicionados (incluidos monosacáridos + disacáridos): ≥10g/100g; ≥7,5g/100ml; y

d) Sal: ≥0,5g/100 g; ≥1,5g/100ml. 

2) En el inciso segundo (que pasaría a ser inciso tercero) del artículo 5° de la ley 20.606, antes de la primera coma (,) reemplazase la palabra “precedentemente” por la frase “en el inciso primero”.

3) Modifíquese el artículo 7° inciso primero de la ley 20.606 donde el punto aparte pasa a ser punto seguido(.). A continuación agréguese lo siguiente: 

“Tampoco se podrá desarrollar publicidad o campañas publicitarias de ningún tipo, de los alimentos precedentemente señalados, en los recintos en que se desarrollen eventos o espectáculos deportivos”. 

Artículo Segundo: Agréguese el siguiente nuevo artículo 103 bis al Código Sanitario:

103 bis: “Los establecimiento de venta de comida preparada no podrá mantener permanentemente en sus mesas o mesones a disposición del consumo inmediato de sus clientes ningún tipo dispensadores, sobres u otros medios que contengan sal común o sus sucedáneos destinada al aderezo de las comidas o platos que se ofrezcan, salvo que el cliente así lo requiera en forma expresa, se le facilitará el mencionado ingrediente”.

21. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Torres, Arriagada, Ortiz, Poblete, Saffirio, Schilling y Teillier, y de las diputadas señoras Fernández, Provoste y Sepúlveda, que “Establece el Día de la Inclusión Social y la No Discriminación”. (boletín N° 9724-24)
CONSIDERACIONES PREVIAS

Hoy en día, el acceso a la cultura por parte de la sociedad en su conjunto, es un deber del Estado, y para ello, se han concretado iniciativas de los gobiernos de turno, para que ésta se encuentre al alcance de todas y todos.

Incluso, y aquí es digno de destacar, la cultura se ha convertido en materia de Estado y no de gobierno, continuando en cada administración de turno las políticas implementadas anteriormente por quien detentaba el poder político, lo que ha ocurrido en Chile, por ejemplo, cuando se han desarrollado las Políticas Culturales, que no han sufrido mayores cambios de fondo desde una coalición gobernante a la otra de distinto sello ideológico.

La cultura, como común denominador de desarrollo, debe ser accesible a todos los integrantes de una población, pero, como sucede en todo acontecer humano, ésta no ha estado al alcance de quienes más lo necesitan, como lo son las personas excluidas socialmente, llámense migrantes, pueblos originarios, empobrecidos y en lo que nos atañe, personas con discapacidad, entre otros.

Esto ha llevado a que se instale en el mundo moderno, el concepto de “cultura de la accesibilidad”, que “ha adquirido el carácter de nuevo valor social” (Ministerio de Cultura y Ministerio de Sanidad de España: 3), concretándose en políticas claras de acceso a la cultura, en este caso, de las personas con discapacidad.

En el estudio citado sobre acceso a la cultura de las personas con discapacidad en España, llama la atención para nuestro trabajo investigativo, que antes de la promulgación por parte de las Naciones Unidas de la “Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad” del año 2006 y donde nuestro país se adscribió, se saque a relucir que la Declaración Universal de los Derechos Humanos ya los establecía, más aún, cita el trabajo en cuestión, que se encontraba la participación y el deber de los Estados de concretar dicha participación cultural de las personas con discapacidad, en el Programa de Acción Mundial para las personas con discapacidad” del año 1982 y en las “Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad” del año 1993 (Ministerio de Cultura y Ministerio de Sanidad de España: 6).

El Fomento de la Cultura para las Personas con Discapacidad, debe ser hecho concreto y no una declaración de buenas intenciones, que al final se convierten en letra muerta.

Ante ello, podemos entregar algunas ideas en torno a acciones concretas que se pueden ejecutar, para el Fomento de la Cultura para las Personas con Discapacidad, como por ejemplo, que en la instancia política se cree el Ministerios del Adulto Mayor y de las Personas con Discapacidad.

También establecer una iniciativa legal que permita la intervención de los Monumentos Nacionales en cuanto a accesibilidad para las personas con discapacidad, en forma especial, en escalinatas de acceso a edificios declarados como tales, resguardando su patrimonio. Crear un Fondo de la Cultura para Iniciativas Culturales de las Personas con Discapacidad. Accesibilidad arquitectónica para todas las dependencias públicas y el contar con señalética táctil.

En los museos, el implementar rampas de accesibilidad y salas especialmente acondicionadas para las personas con discapacidad. Creación de un Programa de Lectura para personas con deficiencia psíquica y mental. Instauración de un archivo sonoro y en sistema braille de documentos de la historia de Chile.

A la vez, esperamos que el ejecutivo, dentro del dos por ciento de Cultura, Deportes y Seguridad Ciudadana, instaure ítems para que personas con discapacidad puedan postular a concursos en el área cultura.

En el mundo, el día 3 de diciembre se celebra el Día Internacional de las Personas con Discapacidad, día instaurado por la Organización de las Naciones Unidas, a fin de establecer conciencia de que la accesibilidad es un asunto transversal de desarrollo en el Mundo. Esta fecha fue instaurada de acuerdo con la resolución 74/3 de la Asamblea General, que fue adoptada el 13 de octubre de 1992.

En Chile, los firmantes, deseamos dar un sentido más amplio a la conmemoración de este día, estableciendo una fecha que propenda a recordar la importancia de la inclusión social y la no discriminación social para con todos los habitantes del país, ya sea por la condición socioeconómica, de género, capacidades físicas o cualquier otra circunstancia.

En consecuencia, venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: “Fíjese el día 3 de diciembre de cada año como el día de la inclusión social y la no discriminación.

22. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Farías, Campos,
García, Letelier, Meza, Norambuena, Paulsen; Pérez, don Leopoldo, y Sabag, y de la diputada señora Pacheco, que “Modifica la ley N° 19.300, sobre Bases
Generales del Medio Ambiente, con el objeto de incorporar una definición del concepto autopista, en el marco del sistema de evaluación de impacto
ambiental “. (boletín N° 9725-12)
Antecedentes Previos.-

1.- El artículo 1° de la Ley 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente “El derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, la protección del medio ambiente, la preservación de la naturaleza y la conservación del patrimonio ambiental se regularán por las disposiciones de esta ley, sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia.”
2.- El artículo 2 de la citada ley nos establece una serie de conceptos para todos los efectos legales. Aquí encontramos conceptos como: daño ambiental, declaración de impacto ambiental, estudio de impacto ambiental, evaluación ambiental, impacto ambiental, medio ambiente, protección del medio ambiente etc., sin embargo, y pese a que la ley la incluye en varias de sus disposiciones, NO incluye lo que se entiende por “autopistas”.

3.- El artículo 10, es uno de los artículos que hace mención a las autopistas, señalando que “Los proyectos o actividades susceptibles de causar impacto ambiental, en cualesquiera de sus fases, que deberán someterse al sistema de evaluación de impacto ambiental, son los siguientes:… e) Aeropuertos, terminales de buses, camiones y ferrocarriles, vías férreas, estaciones de servicio, autopistas y los caminos públicos que puedan afectar áreas protegidas;” , luego, el artículo 11 señala que “Los proyectos o actividades enumerados en el artículo precedente requerirán la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental si generan o presentan a lo menos uno de los siguientes efectos, características o circunstancias”; de no requerir un la elaboración de un Estudio, se deberá realizar una Declaración (artículo 12 bis).

4.- Es la propia ley 19.300 la que define que se entiende por Evaluación de Impacto Ambiental, señalando que es “el procedimiento, a cargo del Servicio de Evaluación Ambiental, que, en base a un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, determina si el impacto ambiental de una actividad o proyecto se ajusta a las normas vigentes”; la Evaluación, y el Estudio o Declaración en su caso, es de vital importancia ya que este es el método necesario, y el más efectivo, para evitar las agresiones al medio ambiente y conservar los recursos naturales en la realización de proyectos. Así también es la forma en que protegemos la salud humana, ayudamos a mejorar la calidad de vida (actual y futura) de nuestros pobladores, conservamos ecosistemas, y salvaguardamos la biodiversidad existente en nuestro país.

Problemática actual.-

Como bien se enunció en el numero 2 anterior, actualmente la Ley 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente, no posee un concepto establecido de “autopistas”, esto deriva en múltiples problemas y discusiones al momento de determinar qué es lo que se entiende realmente por autopista, y por ende si debe o no someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental que establece la ley.

Dejar la definición de lo que entendemos por autopistas, y en consecuencia la determinación de someter o no a las mismas al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, al arbitrio de los evaluadores o de los organismos que aplican la ley parece inaceptable, ya que, dada la importancia del tema, se debe tener un concepto unificado y no variable en el tiempo, que cree certeza, seguridad, y prevea de manera completa todas las características que puedan poseer las autopistas. De esta manera estamos asegurando que todas las autopistas que deseen construirse estén sujetas al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, y no quede excluida alguna solo por hecho de no existir un concepto, o bien por existir uno erróneo, inexacto, excluyente, o excesivamente restringido como sucede con el que contiene el DS 40 de 12 de agosto de 2013 del Ministerio del Medio Ambiente que solo considera autopistas a aquellas vías diseñadas para una circulación igual o superior a 120 km/hr, dejando fuera de esta denominación prácticamente a todas las vías -claras autopistas- del país debido a que 120 km por hora es el máximo encontrado en Chile, por lo que hablar de igual o superior a esa velocidad es, en la praxis, liberar a todo proyecto (sea presente o futuro) del Sistema de de Evaluación del impacto ambiental, y someter a nuestro medio ambiente, y por lo tanto a nuestra población, a todos los riesgos que esto conlleva. A mayor abundamiento, toda “autopista” posee diferentes zonas de velocidad, que por lo general van desde las 70 hasta los 120 km/hr., y bastaría solo, por ejemplo, señalar en el proyecto correspondiente que la vía está diseñada para zonas de hasta 119 km/hr. y de esta manera ya no sería necesario (según la actual definición del Reglamento) el sometimiento al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. Si a esto le sumamos que las principales autopistas se construyen traspasando por completo distintas ciudades, el resultado pudiese ser catastrófico.

Por lo antes expuesto, los diputados abajo firmantes venimos en presentar el siguiente.

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO: Modifíquese la Ley 19.300 sobre Bases Generales de Medio Ambiente incorporándose en el artículo 2, una nueva letra “a)”, pasando a ser las actuales “a)”, “a)bis”, y “a)ter”, las nuevas “a)bis”, “a)ter”, y “a)quater” respectivamente, que verse de la siguiente manera:

“a) Autopistas: las vías, urbanas o interurbanas, que posean dos o más pistas unidireccionales por calzada separadas físicamente por una mediana, diseñadas para una velocidad de circulación igual o superior a setenta kilómetros por hora (70 km/h), con prioridad absoluta al tránsito, con control total de los accesos, segregadas físicamente de su entorno y que se conectan a otras vías a través de enlaces.”
23. Proyecto iniciado en moción del diputado señor Godoy, que “Modifica la ley N° 18.603, para fortalecer y facilitar la participación al interior de los partidos políticos”. (boletín N° 9726-06)
“Consideraciones:

-Los partidos políticos han jugado un rol trascendental en la historia de nuestro país. Su existencia ha permitido a Chile avanzar y construir una sólida democracia, que históricamente ha estado dotada de múltiples partidos institucionalmente estables, consistentes en el tiempo y garantes de la gobernabilidad característica de nuestro país.

-No obstante, nuestros partidos políticos atraviesan actualmente un momento de significativo deterioro, hallándose faltos de democracia interna, debilitados programática y organizacionalmente, plagados de caudillismo y con escasa transparencia, tanto frente a la ciudadanía como frente a sus propios militantes.

-Todo esto ha contribuido notoriamente al progresivo desgaste de los vínculos entre los partidos y la sociedad civil, al punto que actualmente- y rompiendo una larga tradición histórica- los chilenos estamos entre los que menos identificación y simpatía sentimos por nuestros partidos políticos en toda América Latina. Esto claramente no es bueno para nuestra democracia. Por esta razón es que queremos proponer una serie de reformas que nos permitan contar con partidos políticos fortalecidos, que representen efectivamente a la ciudadanía y sus intereses, potenciando su democracia interna y promoviendo la transparencia.

Contenido.

1. Rebajar el porcentaje de firmas actualmente exigidas para formar un partido. La actual exigencia de contar con un 0.5% de afiliados de acuerdo al número de electores que sufragó en la última elección de diputados nos parece excesiva. Por eso apuntamos a reducir el porcentaje de firmas requeridas, bajando el número a un 0.25% de los electores que participaron en la última elección, reduciendo de esa manera una de las barreras de entrada que existen para la conformación de una colectividad política. Esta medida coincide con la que actualmente el gobierno impulsa sobre la materia.

Además, proponemos la eliminación del requisito que obliga a constituir el partido en tres regiones contiguas u ocho discontinuas, cambiándose por que el partido se constituya en cinco regiones, independiente de su contigüidad geográfica.

Para facilitar el proceso para la constitución de un partido proponemos que las declaraciones de constitución del partido puedan firmarse ante el Registro Civil o un oficial del Servel designado para tales efectos.

2. Disminuir el umbral de votación requerido para que el partido respectivo siga existiendo. Así, y en consonancia con la modificación antes expresada, el umbral electoral requerido para mantenerse como partido ascenderá a un 0.25% de los votos válidamente emitidos en la “1. última elección de concejales. Esto a diferencia del 5% requerido actualmente y que ha significado que varios partidos políticos hayan tenido que reinscribirse repetidas veces, utilizando recursos humanos y económicos que bien podrían ser usados en actividades socialmente beneficiosas. Por ello, también proponemos que cada persona pueda firmar como miembro fundador de un partido- como máximo- sólo una vez cada 8 años.

3. Formalización de los procesos democráticos internos. El Consejo General y la Directiva constituyen espacios de discusión y deliberación política relevantes para los miembros de estas instituciones. Por eso proponemos que, al igual como ocurre con otro tipo de instituciones, como las asociaciones o fundaciones, en tales instancias deba contarse con un acta que luego sea protocolizada a escritura pública, para así llevar un registro público de los procesos democráticos del partido.

4. Frecuencia y convocatoria de Consejos Generales. Proponemos que todo partido lleve a cabo al menos dos consejos generales ordinarios al año, los que deberán avisarse con al menos 20 días hábiles de anticipación a los militantes por parte de la directiva. Asimismo, se propone incorporar el derecho para los consejeros generales de convocar a consejo extraordinario toda vez que reúnan un 10% de firmas del Consejo. Desde el momento en que se presente el requerimiento, la directiva del partido tendrá cinco días hábiles para convocar al respectivo consejo extraordinario, el que deberá realizarse entre los 10 y 20 días hábiles siguientes. Para evitar que esta institución se convierta en un mecanismo que entorpezca el trabajo político de la directiva, cada consejero tendrá derecho a firmar una vez al año este tipo de requerimiento.

5. Mejorar los mecanismos de control del trabajo que lleva adelante la directiva del partido. Entendemos que la democracia dentro de cada partido resulta deseable, por lo que proponemos que sea obligatorio para cada partido contar con:

a. Voto universal y elección directa de la directiva central. En caso de que en un proceso electoral exista solo una lista candidata, deberá contar con un mecanismo que permita otorgarle legitimidad democrática.

b. Memoria anual obligatoria. Una de las tareas más relevantes de la directiva dice relación con mantener a sus bases al tanto del trabajo que llevan adelante. Por eso, cada año deberán hacer pública una memoria anual que deberá presentarse junto al balance presupuestario, para así facilitar la rendición de cuentas frente a sus militantes y la ciudadanía.

6. Reformar el Tribunal Supremo. De acuerdo a la actual normativa, todos los partidos políticos deben tener un Tribunal Supremo de miembros elegidos por el Consejo General, básicamente para conocer de los conflictos que se generen al interior del partido y para aplicar sanciones a los miembros que no se ajusten a su normativa vigente.

En general, la ley es bastante pobre a la hora de establecer reglas mínimas que protejan los derechos de los militantes del partido, aseguren la imparcialidad del tribunal, y establezcan un debido proceso a la hora de juzgar asuntos de su competencia. En consecuencia, creemos necesario reformar esta institución de la forma que sigue:

a. Establecer plazos mínimos de duración: que la duración de los cargos en el Tribunal Supremo dupliquen a los de la Directiva Central y los Consejos Generales, y que se renueven en años distintos a aquellos en que estos órganos se eligen. Esto, con el fin de limitar la influencia de la Directiva y el Consejo sobre los tribunales.

b. Establecer requisitos mínimos de debido proceso: El Tribunal Supremo del partido deberá cumplir, como mínimo, lo siguiente: (i) emplazamiento debido (que todas las partes sean notificadas); (ii) igualdad de armas; (iii) posibilidad de rendir prueba; (iv) audiencias orales y públicas; y (y) obligación de los jueces de fundar en derecho sus resoluciones.

7. Transparencia activa en partidos. Con el objeto de facilitar la rendición de cuentas de los partidos políticos a su militancia y a la ciudadanía, proponemos que la ley les exija tener siempre a disposición del público (al menos en sus páginas web) la siguiente información mínima actualizada:

a. Estatutos y declaración de principios.

b. Memoria Anual.

c. Balance Anual y estados financieros.

d. Estructura orgánica y competencias de todos los órganos del partido, junto con los nombres completos y datos institucionales de contacto.

e. Monto de los subsidios recibidos por el Estado.

f. Aportes y donaciones recibidas por el partido, distinguiendo entre las de carácter público y privado, y también entre militantes y no militantes.

g. Donaciones realizadas por el partido.

h. Organizaciones con las cuales el partido tenga vínculos y fundamentos de los mismos.

i. Los documentos que den cuenta de acuerdos u asociaciones con otros movimientos o partidos políticos, ya sean acuerdos electorales, programáticos o de cualquier otra índole.

Toda la información aquí indicada deberá ser actualizada trimestralmente, momento en el cual será remitida al SERVEL para su archivo y difusión

8. Nuevos militantes. Cada militante tendrá derecho a patrocinar un máximo de 5 personas al año para incorporarlos al partido. El partido tendrá la obligación de fundar por escrito y en derecho la negativa a aceptar un militante, en el plazo de 30 días desde que se presentó el formulario de afiliación. Para facilitar el proceso de afiliación, cada partido deberá tener disponible en su página web el formulario de postulación al partido. Al momento de entregarse, éste deberá ser timbrado con el nombre del funcionario receptor y la fecha, para así garantizar un procedimiento transparente de afiliación.

Por lo anterior, venimos en proponer el siguiente

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Modificase la ley 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, en el siguiente sentido:

I) Modificase el artículo 6 de la siguiente manera:

a) Sustituyendo en el inciso primero el guarismo “0,5” por “0,25”.

b) Suprimiendo del inciso segundo la expresión “, si en la comuna donde la persona tenga su domicilio no hubiere notario”.

2) Reemplazase en el inciso primero del artículo 7, la expresión “ocho de las Regiones en que se divide políticamente el país o en un mínimo de tres de ellas, siempre que fueren geográficamente contiguas”, por “cinco de la Regiones en que se divide políticamente el país”.

3) Incorporase el siguiente artículo 18 bis nuevo:

“Artículo 18 bis.- Cada afiliado tendrá derecho a patrocinar un máximo de 5 personas al año para incorporarlos al partido. El partido tendrá la obligación de fundar por escrito y en derecho la negativa a aceptar un afiliado, en el plazo de 30 días desde que se presentó el formulario de afiliación. Para facilitar el proceso de afiliación, cada partido deberá tener disponible en su página web el formulario de postulación al partido. Al momento de entregarse, éste deberá ser timbrado con el nombre del funcionario receptor y la fecha, para así garantizar un procedimiento transparente de afiliación.”
4) Reemplazase en el artículo 24 la expresión “o por los miembros del Consejo General según lo establezcan los estatutos” por “mediante sufragio”.

5) Sustitúyase el articulo 26 por el siguiente:

“Artículo 26.- Los partidos políticos tendrán un Consejo General que estará compuesto por sus Senadores y Diputados y por un número de consejeros elegidos por cada uno de los Consejos Regionales, de entre sus respectivos miembros. El Consejo General se reunirá a lo menos dos veces al año y se convocara por la directiva con al menos 20 días hábiles de anticipación a través de la página web del respectivo partido.

Igualmente, podrá convocarse a solicitud de una décima parte de los consejeros, requerimiento que podrá suscribir cada uno de estos solo una vez en del año calendario. En este caso, desde el momento que se presente el requerimiento, la directiva tendrá 5 días hábiles para convocar al Consejo, el que deberá realizarse entre los 10 y 20 días hábiles siguientes.

Corresponderán al Consejo General, entre otras, las siguientes atribuciones: a) designar a los miembros del Tribunal Supremo; b) impartir orientaciones al presidente y tomar acuerdos sobre cualquier aspecto de la marcha del partido; c) aprobar o rechazar el balance; d) proponer a los afiliados las modificaciones a la declaración de principios, la reforma de estatutos, la disolución del partido, la fusión con otro, la aprobación de un pacto electoral en elecciones de Parlamentarios o su retiro del mismo, y la persona del candidato a la presidencia de la República, proclamándola oportunamente como tal; e) aprobar o rechazar las proposiciones que se efectúen de acuerdo al artículo 31, y f) requerir del presidente del partido que convoque a los afiliados a pronunciarse de acuerdo con el artículo 29.

De las actuaciones del Consejo General se tomara acta, la que luego se protocolizara en registro público notarial de la comuna donde se encuentre ubicada la sede central del partido.”.

6) Agregase al artículo 28 un inciso tercero y cuarto nuevos del siguiente tenor:

“Sus miembros duraran en el cargo un periodo equivalente al doble de aquel que le corresponda a los miembros de la Directiva Central, y en ningún caso podrán ser elegidos en el mismo año que corresponda votar o renovar a los miembros de esta.

El Tribunal Supremo del partido deberá observar en sus actuaciones las normas del debido proceso.”
7) Sustitúyase en el número 2 del artículo 42 el guarismo “cinco” por “0,25”.

8) Agregase un Titulo X denominado “De la transparencia activa”, que incorpora un articulo 64 del siguiente tenor:

“Articulo 64.- Los partidos políticos deberán poner a disposición de sus afiliados y de la ciudadanía en general, tanto en las sedes partidistas como el su página web, la siguiente información actualizada:

a. Estatutos y declaración de principios.

b. Memoria Anual.

c. Balance Anual y estados financieros.

d. Estructura orgánica y competencias de todos los órganos del partido, junto con los nombres completos y datos institucionales de contacto.

e. Monto de los subsidios recibidos por el Estado.

f. Aportes y donaciones recibidas por el partido, distinguiendo entre las de carácter público y privado, y también entre militantes y no militantes.

g. Donaciones realizadas por el partido.

h. Organizaciones con las cuales el partido tenga vínculos y fundamentos de los mismos.

i. Los documentos que den cuenta de acuerdos u asociaciones con otros movimientos o partidos políticos, ya sean acuerdos electorales, programáticos o de cualquier otra índole.

Toda la información aquí indicada deberá ser actualizada trimestralmente, momento en el cual será remitida al Servicio Electoral para su archivo.”.”.

24. Proyecto iniciado en moción de los diputados señores Monckeberg,
don Nicolás; Becker, Fuenzalida; Monckeberg, don Cristián; Pérez,
don Leopoldo, y Santana, y de las diputadas señoras Núñez, doña Paulina y
Sabat, que “Modifica el Código Procesal Penal, con el objeto de establecer
medidas para fortalecer la interceptación telefónica en la investigación de delitos sancionados con pena de crimen”. (boletín N° 9727-07)
Fundamentos:

-La interceptación de las comunicaciones es hoy en día un elemento fundamental para lograr una persecución penal exitosa, principalmente en los casos sancionados por la ley 20.000 que regula el tráfico de estupefacientes. Es un hecho que en un gran porcentaje, las condenas obtenidas por el Ministerio Público han contado con este mecanismo de investigación, que recibe su regulación en los artículos 222 y siguientes del Código Procesal Penal.

Tratándose de las interceptaciones telefónicas, estas pueden referirse tanto a los mensajes de texto o SMS; como a las propias llamadas emitidas de teléfonos fijos o celulares. Y en rigor, las posibilidades que da una interceptación de esta naturaleza son varias, que van desde transferir llamadas y mensajes a otro dispositivo manipulado por las Policías, la triangulación de señal para obtener la ubicación de un dispositivo que realiza una llamada, el almacenamiento de la propia llamada.

-Sin embargo, la delincuencia como un fenómeno social que se adapta a los nuevos tiempos y escenarios, ha dejado de lado las formas tradicionales de comunicación; y ha incorporado en sus prácticas ilícitas sistemas que hacen más compleja la labor de fiscales y policías. Sistemas de mensajería de gran penetración en nuestro país como WhatsApp, ya no solo es utilizado por los consumidores en el ámbito social o laboral; transformándose en una herramienta de gran utilidad para los delincuentes, particularmente para narcotraficantes.

Se trata de comunicaciones IP, las que junto a sistemas “push to talk” y de telefonía satelital; constituyen hoy puntos ciegos para las policías y fiscales en su afán persecutorio ya que no pueden ser interceptadas.

-En efecto, si bien existen los medios tecnológicos para interceptar comunicaciones vía IP como WhatsApp, estos no son implementados por las compañías telefónicas ya sea por no incurrir en la inversión o argumentando incompatibilidades de la medida con las licencias del proveedor de las aplicaciones. Es del caso señalar que utilizamos como ejemplo WhatsApp por su gran penetración en Chile, pero lo mismo ocurriría con otras como Line, Skype o Viber, por nombrar algunas.

-Esta complejidad para adaptar la respuesta policial a las nuevas tecnologías utilizadas por los delincuentes, es algo que no es privativo de Chile. Países como España, ya pasaron por este trance, y así lo deja de manifiesto un oficio remitido por la Confederación Española de Policía al Consejo de la Policía, donde se señala que “dado que buena parte de las redes organizadas de criminales emplean esta herramienta para transmitirse novedades, fijar citas o remitir instrucciones, es más que necesario poder abrir la puerta a una intervención técnica que permita, como se hace con el resto de las opciones de un teléfono móvil, la observación, siempre bajo autorización judicial previa”.

-Lo anterior deja de manifiesto un problema que en idénticos términos, enfrentan las policías nacionales, principalmente en el combate del crimen organizado y de asociaciones ilícitas; particularmente en el ámbito del tráfico de sustancias ilícitas.

-Por otra parte, a pesar de las inversiones millonarias que han realizado las instituciones policiales en maquinaria y tecnología para llevar a cabo las interceptaciones, estas no siempre han encontrado un esfuerzo reciproco en las empresas de telecomunicaciones. En efecto, de los tres grandes operadores de telefonía celular, uno de ellos tan solo redirecciona llamadas a dispositivos policiales; sin permitir dejar un registro auditivo de ellas o determinar la ubicación del móvil involucrado en la comunicación.

Esto redunda en que delincuentes y particularmente narcotraficantes, se inclinen por la adquisición de celulares de dicha compañía para evitar delatar sus posiciones, lo que en definitiva haría imposible por ejemplo determinar la ubicación de un sujeto respecto de la escena del crimen o del lugar dispuesto para una transacción. En concreto, un 70 por ciento de los teléfonos interceptados en nuestro país pertenecen a dicha compañía.

-Más aun, el Ministerio Público y las compañías de telecomunicaciones han suscrito convenios con sujeción a los cuales se realizan las interceptaciones. Estos convenios -a los cuales no hace referencia ni el Código Procesal Penal ni el Decreto 142 del año 2005 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones-contienen entre sus disposiciones horarios para solicitar y realizar la interceptación o lo que en la jerga policial se denomina “pinchazo”.

Esto supone que transcurrido el horario hábil, y de preferencia en víspera de días inhábiles como Sábado, Domingo o festivos, los delincuentes cambien de teléfonos para evadir la investigación policial. Por otra parte, si por ejemplo un día viernes a las 7 de la tarde surge información valiosa y se cuenta incluso con una orden judicial, la compañía telefónica no procesará dicha resolución de no tratarse de casos donde se corra un peligro de homicidio o secuestro.

-Obstáculo similar lo constituyen las licencias de aplicaciones de sistemas de mensajería IP que hemos querido ejemplificar con WhatsApp, las que en modo alguno pueden constituir una barrera a la persecución penal de delitos que ameritan pena de crimen y que son de alta significancia delictiva. Estamos en presencia de actos que por su gravedad, afectan el orden público y suponen por ende la necesidad de recurrir a una medida tan extraordinaria como la interceptación de comunicaciones.

-En ese orden de cosas, no corresponde a empresas privadas discutir el mérito o la urgencia de una diligencia que como ya hemos dicho, supone la necesidad de aplicar una medida extraordinaria por los bienes jurídicos involucrados. Asimismo, si bien la seguridad pública es un bien que debe ser proveído por el Estado, también cabe una responsabilidad social a las compañías de telecomunicaciones, las que deben cooperar en la investigación de delitos urdidos con ocasión de los servicios prestados por estás. En ese sentido, es urgente modificar el Decreto 142 del año 2005 del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y fortalecer las competencias de la Subsecretaría de Telecomunicaciones para demandar de las compañías telefónicas la implementación de medidas para adecuar las interceptaciones a nuevas tecnologías.

Por lo anterior, venimos en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modificase el artículo 222 de la Ley 19.696, Establece el Código Procesal Penal, reemplazando su inciso 5° por el siguiente:

“Las empresas telefónicas y de comunicaciones en caso alguno podrán calificar el mérito o la urgencia de la medida y deberán dar cumplimiento a ella en los plazos dispuestos por la misma, o dentro de las dos horas siguientes a su recepción. La circunstancia de tratarse de días u horas inhábiles no exime a las empresas antes señaladas del cumplimiento de lo dispuesto en este artículo. Con este objetivo los proveedores de tales servicios deberán mantener, en carácter reservado, a disposición del Ministerio Público, un listado actualizado de sus rangos autorizados de direcciones IP y un registro, no inferior a un año, de los números IP de las conexiones que realicen sus abonados. La negativa o entorpecimiento a la práctica de la medida de interceptación y grabación, cualquiera sea la causa argumentada, será sancionada con multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de aquellas que correspondan por el delito de desacato. Asimismo, los encargados de realizar la diligencia y los empleados de las empresas mencionadas en este inciso deberán guardar secreto acerca de la misma, salvo que se les citare como testigos al procedimiento. La Subsecretaría de Telecomunicaciones; establecerá los requerimientos técnicos necesarios para dar cabal cumplimiento a lo dispuesto precedentemente, sancionando su incumplimiento de acuerdo a lo dispuesto en el Título VII de la Ley General de Telecomunicaciones.”.

25. Informe del diputado señor Kort sobre su participación en el V Diálogo Político Regional sobre Eficiencia Energética, realizado entre el 27 y 28 de octubre de 2014 en Lima, Perú.
Valparaíso, 11 de Noviembre de 2014

Señor

Aldo Cornejo González
Presidente Cámara de Diputados Presente

Estimado señor Presidente,

Junto con saludarle, por la presente vengo en informar, en conformidad con el artículo 38 del Reglamento de la Cámara de Diputados, respecto del viaje en misión oficial al V Diálogo Político Regíonal sobre Eficiencia Energética realizado entre el 27 y 28 de Octubre en Lima, Perú, en las dependencias de la cancillería peruana.

Desde el año 2010, Ja CEPAL - en cooperación con el Gobierno de Alemania - ha estado celebrando eventos anuales que apuntan a establecer un “diálogo político” sobre Ja eficiencia energética en América Latina y el Caribe. Para dar continuidad a los 4 diálogos anteriores (celebrados anualmente en Chile, República Dominicana, Panamá y México), se ha llevado a cabo el presente encuentro “V Diálogo Político Regional sobre Eficiencia Energética”, con la contribución de distintos países de Ja región.

El objeto de los “diálogos” es establecer una mesa de discusión a nivel político para consolidar la cooperación horizontal e internacional sobre la materia, identificando las mejores prácticas en el diseño de políticas de uso racional y sostenible de la energía en los países de la región. El tema central en esta oportunidad ha sido “Mercados de Eficiencia Energética”.

El evento referido ha sido organizado en estrecha coordinación con el Ministerio de Energía y Minas de Perú y con el auspicio institucional de: Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo/BID, Banco de Desarrollo de América Latina/CAF, Agencia Internacional de la Energía/AJE, Organización de Estados Americanos/OEA, Asociación Iberoamericana de Entidades Reguladoras de Energía/ARIAE, Parlamento Latinoamericano y Ademe de Francia.

Es importante destacar que el encuentro se ha implementado en el marco de la iniciativa global de la ONU: “Energía Sostenible para Todos - SE4ALL”, apuntando así a contribuir al logro de una de sus 3 metas para el año 2030: duplicar la tasa de mejoramiento de la eficiencia energética a nive planetario.

Al respecto, fui invitado a participar en mi calidad de Presidente de la Comisión de Energía y Minas del Parlamento Latinoamericano y miembro permanente de la Comisión de Minería y Energía de la Cámara de Diputados.

La agenda fue estructurada de la siguiente manera:

Saludo de Bienvenida de Sr. Edwin Quintanilla, Viceministro de Energía del Perú.

-Sr. Eleodoro Mayorga., Ministro de Energía y Minas, Perú

-Sr. Ricardo J. Sánchez, Oficial
a Cargo,
División
de RRNN
e Infraestructura, Cepal
-Sr. Joachim Christoph Schrnillen, Embajador de Alemania en Perú

Conf erencia Principal # 1: Mercados de Eficiencia Energética en América latina y el Caribe, Cepal
Conferencia Principal # 2: Ministerio Energía y M inas, Perú

Saludos de los Auspiciadores: IEA, Banco Mundial, BID, Parlamento Latinoamericano, CAF, ADEME, WEC, OEA, ARIAE.

Sesión de Diálogo # 1- ESCOs: oportunidades en los Mercados de EE en la Región

DISCU RSO IN TRODUCTORIO - Sr. Odon de Buen, CONUEE, México

CHAIRMAN: Sr. José Antonio Varga Llera, WEC Diálogo

Sesión de Diálogo # 2 :MERCADOS de EE: en búsqueda de buenos proyectos a financiar

DISCU RSOS INTRODUCTORIOS

-Sr. M alcom Cosgrove-Davies, Banco M undial

- Sr. Hamilton M oss, CAF

- S r Sylvia Larrea, BID

CHAIRMAN: Sr. Stefan Opitz, GIZ, Alemania; CHAIRMAN: S r. Cletus Springer, OEA Diálogo.

Sesión de Diálogo # 3 - POLITICAS de EE: la visión de la Agencia Internacional de Energía

DISCURSO INTRODUCTORIO - Sr. Melanie Slade, JEA

CHAIRMAN: Sr. Issa Kort, Parlamento Latinoamericano

Sesión de Diálogo # 4 - MIDIENDO la EE: Indicadores de Performance y de Resultados

DISCU RSO INTRODUCTORIO - Sr. Francois M oisan, ADEM E CHAIRMAN: Sr. Francisco Salazar, ARIAE

Panel de países que integran el programa regional BIEE (Base de Indicadores de EE) de CEPAL
Diálogo.

Mesa Redonda Final: CÓMO DINAMIZAR LOS MERCADOS DE EFICIENCIA ENERGÉTICA EN LA REGIÓN?

CHAIRMAN: Manlio F. Coviello, CEPAL1
En el presente informe se acompaña discurso de don RICARDO J. SANCHEZ, Oficial a Cargo División de Recursos Naturales e Infraestructura CEPAL - Naciones Unidas y borrador de intervención del suscrito.

Sin otro particular, Saluda atentamente a Ud.

(Fdo.): ISSA KORT GARRIGA, Diputado de la República”.









































































































































































































































































































































































































































































































































































































Paga precio LME + premio





La estructura básica del negocio





Entrega Cu físico  55.750 tm/año





Entrega Cu físico  55.750 tm /año





US$ Upfront payment 





US$ pago de saldo de precio + premio+ “participación en el precio”





Capital





Deuda con


CDB/ Minmetals





Contrato


con


 Codelco





PASIVOS





ACTIVOS





JOINT VENTURE





US$





US$





50 % Capital 





50 % Capital  + 


100% de la deuda





MINMETALS





CODELCO





					Costo del ContratoCosto total anual


 JV-Codelco para Contrato y 50%


 Codelco participación en JV 


1. Con precios oficiales Codelco


	(2006: 110 c/lb/ 2007: 100 c/lb


 2008 adelante: 97 c/lb.)			 8,80%	8,37%


2. Con precios LME 2006 y 2007 (ídem 2)


y luego Modelo Codelco			 9,29%	8,70%





Costo efectivo estructura negociada con Minmetals�(55.750 tons/año; costo deuda JV= 6.5%)





Compra de Cu





Venta de Cu





Compra de Cu





Venta de Cu





50%





50%





Cupic (*)


Bermudas





Album Enterprises Ltd.





Codelco International Ltd.





Minmetals


China



























































Broker/Consultor 	 Fecha 2006 2007 Largo Plazo	Brook Hunt		Dec-04 1.07 	0.96	0.99


	


Citigroup SSB		Dec-04 1.10 	1.00	0.85


Goldman Sachs/JB Were	Nov-04 1.26 	 1.30 	0.92


Merrill Lynch 		Mar -05 1.25	1.10 	1.00


Deutsche Bank		Mar -05	 1.23	1.19	0.92


Morgan Stanley		Mar -05 1.25 	1.10 	1.00


UBS 			Mar -05 1.26	1.14 0.94


Promedio 			 1.20 	1.11 0.95


Mínimo				 1.07 	0.96 0.85


Máximo			 1.26 	1.30 1.00





(iii) 50% de Precio Cobre – (a+b)





Precio cobre





Mercado





Entrega cobre
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del precio(ii)





Componente 


Fijo (i)





Entrega cobre





CODELCO





CuPIC





Fuente: B.M.L..





Diciembre 2013





Marzo 2014





Junio 2014





Marzo 2013





Septiembre2013





Junio 2013





Precio Spot





Fuente: B.M.L..





27 meses





15 meses





27 meses





15 meses
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27 meses





Precio Spot





3 meses





3 meses





Marzo 2006





Diciembre 2005





15 meses
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Marzo 2005





15 meses





3 meses





Septiembre2005





15 meses





Junio 2005





3 meses





Fuente: B.M.L..
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Septiembre2005
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Junio 2005
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 JV-Codelco para Contrato y 50%
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 2008 adelante: 97 c/lb.)			 8,80%	8,37%


2. Con precios LME 2006 y 2007 (ídem 2)


y luego Modelo Codelco			 9,29%	8,70%





Costo efectivo estructura negociada con Minmetals�(55.750 tons/año; costo deuda JV= 6.5%)











Paga precio LME + premio





La estructura básica del negocio





Entrega Cu físico 55.750 tm/año





Entrega Cu físico 55.750 tm /año





US$ Upfront payment 





US$ pago de saldo de precio + premio+ “participación en el precio”
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100% de la deuda
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Broker/Consultor 	 Fecha 2006 2007 Largo PlazoBrook Hunt		Dec-04 1.07�0.96 0.99


Citigroup SSB	Dec-04 1.10�1.00 0.85


Goldman Sachs/JB Were	Nov-04 1.26�1.30 0.92


Merrill Lynch Mar-05 1.25�1.10 1.00


Deutsche Bank Mar-05 1.23�1.19 0.92


Morgan Stanley Mar -05 1.25 1.10 	1.00


UBS 			Mar -05 1.26	1.14 0.94


Promedio 			 1.20 	1.11 0.95


Mínimo				 1.07 	0.96 0.85


Máximo			 1.26 	1.30 1.00
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Venta de Cu
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*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista y Partido Liberal de Chile.


1 La tramitación completa del mensaje se encuentra disponible en la página web de la Cámara de Diputados: http://www.camara.cl/


�“Delimitación de potestades entre el Directorio y el Presidente Ejecutivo. En segundo lugar, y a fin de hacer plenamente aplicable al Directorio de CODELCO la normativa antes referida, se establece claramente que es exclusivamente a este organismo al que le compete la administración de la empresa, sin perjuicio de las facultades y atribuciones que éste pueda delegar en el Presidente Ejecutivo. En la actualidad, la legislación pertinente establece una figura de coadministración de CODELCO, en la que ésta es compartida entre el Presidente Ejecutivo y el Directorio de la empresa. Lo anterior no sólo restringe las facultades y atribuciones de éste órgano, sino que en ocasiones se presta para equívocos, además de tratarse de una práctica obsoleta. En este sentido, resulta necesario distinguir claramente las atribuciones de uno y otro. Lo anterior es posible de conseguir asimilando el sistema administrativo de la empresa al de las sociedades anónimas abiertas, en el cual es el directorio el encargado de administrar la empresa, correspondiéndole a éste determinar las funciones del gerente general. Lo anterior queda claramente recogido en el presente proyecto de ley. MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL ESTATUTO ORGANICO DE LA CORPORACIÓN NACIONAL DEL COBRE DE CHILE (CODELCO) Y LAS NORMAS SOBRE DISPOSICION DE SUS PERTENENCIAS MINERAS QUE NO FORMAN PARTE DE YACIMIENTOS EN ACTUAL EXPLOTACION. SANTIAGO, marzo 8 de 2007. M E N S A J E Nº 672354. Disponible en �HYPERLINK "http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1007982"�http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=1007982�.


� "ARTICULO 9° La dirección, supervigilancia y conducción superiores de la Empresa corresponderán a suDirectorio, en la forma que señalan los artículos siguientes, en relación con las normas del Párrafo IIdel presente Título". Decreto N°146, del Ministerio de Hacienda, del año 1991. Disponible en:


�HYPERLINK "http://www.codelco.com/prontus_codelco/site/artic/20110225/asocfile/20110225180801/decreto_n_146_de_1991.pdf"�http://www.codelco.com/prontus_codelco/site/artic/20110225/asocfile/20110225180801/decreto_n_146_de_1991.pdf�


�"ARTICULO 16° Al Presidente Ejecutivo le corresponde la administración de la Empresa y será nombrado por el Directorio, permaneciendo en el cargo mientras cuente con su confianza, de acuerdo con lo dispuesto en la letra b) del artículo decimoquinto de estos Estatutos”.Decreto N°146, del Ministerio de Hacienda, del año 1991. Disponible en


�HYPERLINK "http://www.codelco.com/prontus_codelco/site/artic/20110225/asocfile/20110225180801/decreto_n_146_de_1991.pdf"�http://www.codelco.com/prontus_codelco/site/artic/20110225/asocfile/20110225180801/decreto_n_146_de_1991.pdf�


��HYPERLINK "http://www.codelco.com/administracion-del-riesgo/prontus_codelco/2011-07-07/133855.html"�http://www.codelco.com/administracion-del-riesgo/prontus_codelco/2011-07-07/133855.html�


�Cochilco: Instrumentos Derivados: Uso En La Minería Privada De Cobre Chilena (DE / 15 / 2009). DISPONIBLE EN


�HYPERLINK "http://www.cochilco.cl/descargas/estudios/tematico/economico/derivados_2009.pdf"�http://www.cochilco.cl/descargas/estudios/tematico/economico/derivados_2009.pdf�


1 Para ver las presentaciones de los participantes, ver en: http://www.Cepal.orglcgi­ binlgetProd.as p? xml=I d rnilnoticias/ noticias/1154071/P54071.xml&xsl=I d rniltpllp 1f xsl&base=/d rniltplltop-bottom.xsl





